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(Ordinaria, de 11.07 a 14.22 horas)
Presidencia del señor Vallespín López, don Patricio.
Presidencia accidental del señor Ortiz Novoa, don José Miguel.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.
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X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Notas:

-
Del diputado señor Farías, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 26 de septiembre de 2015, para dirigirse a Israel. 


-
Del diputado señor Urrutia, don Osvaldo, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 16 de septiembre de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
Del diputado señor Urrutia, don Ignacio, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 22 de septiembre de 2015, para dirigirse a Europa. 


-
Del diputado señor Ulloa por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 20 de septiembre de 2015, para dirigirse a México. 


-
Del diputado señor Kort por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 23 de septiembre de 2015, para dirigirse a México. 


-
Del diputado señor Norambuena por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 20 de septiembre de 2015, para dirigirse a México. 


-
De la diputada señora Cariola por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 24 de septiembre de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
De la diputada señora Hernando por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 24 de septiembre de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
Del diputado señor Chahin por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 24 de septiembre de 2015, para dirigirse a México y Guatemala. 


-
Del Diputado señor Kast, don José Antonio, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días, a contar del 23 de septiembre de 2015, para dirigirse a Estados Unidos. 


-
Del diputado señor Pilowsky por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 30 de septiembre de 2015, para dirigirse a Argentina. 


2.
Comunicaciones:

-
De la diputada señora Girardi por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 29 de septiembre de 2015, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Alvarado por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 16 de septiembre de 2015 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


3.
Oficios:

-
De la Comisión Especial Investigadora sobre los hechos que se conocen como “Caso Caval” y la participación en ellos del ex Director Sociocultural de la Presidencia de la República por el cual solicita se recabe el asentimiento de la Sala para prorrogar en treinta días, a contar del 30 de septiembre de 2015, el plazo concedido a esa Comisión para la realización de su cometido. 


-
De la Presidencia de la Cámara de Diputados por el cual informa, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que el diputado señor Nuñez, don Marco Antonio, se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 21 de septiembre de 2015, para dirigirse a Estados Unidos (12). 



Respuestas a Oficios 


Contraloría General de la República

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Ordene iniciar el procedimiento administrativo del caso conducente a sancionar la infracción a la obligación de informar contenida en el artículo 9° del citado cuerpo legal, en que ha incurrido los funcionarios públicos que se indican en nómina adjunta, al no dar respuesta a la fecha a los oficios que en copia se anexan, e informe a esta Cámara. (1400 al 1331). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Ordene iniciar el procedimiento administrativo del caso conducente a sancionar la infracción a la obligación de informar contenida en el artículo 9° del citado cuerpo legal, en que ha incurrido los funcionarios públicos que se indican en nómina adjunta, al no dar respuesta a la fecha a los oficios que en copia se anexan, e informe a esta Cámara. (1871 al 1331). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Ordene iniciar el procedimiento administrativo del caso conducente a sancionar la infracción a la obligación de informar contenida en el artículo 9° del citado cuerpo legal, en que ha incurrido los funcionarios públicos que se indican en nómina adjunta, al no dar respuesta a la fecha a los oficios que en copia se anexan, e informe a esta Cámara. (2382 al 1331). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Ordene iniciar el procedimiento administrativo del caso conducente a sancionar la infracción a la obligación de informar contenida en el artículo 9° del citado cuerpo legal, en que ha incurrido los funcionarios públicos que se indican en nómina adjunta, al no dar respuesta a la fecha a los oficios que en copia se anexan, e informe a esta Cámara. (74271 al 1331). 


-
Diputada Girardi doña Cristina, Situación de los funcionarios de la Municipalidad de Cerro Navia señores Sergio Muñoz Muñoz y Víctor Segundo Rolack Torres. (75398 al 10473). 



Ministerio de Interior

-
Diputado Rathgeb, Reitera oficio N° 3043, de fecha 18 de julio de 2014. (1626 al 11223). 


-
Diputado Monsalve, Informar sobre la situación de la señorita Olga del Carmen Alacid Martínez, de la comuna de Cañete, respecto a la posibilidad de apoyar el pago del arancel universitario, ya que fue notificada desde su centro de estudios, la Universidad Católica de la Santísima Concepción, respecto a que no fue beneficiaria de becas, y que al día de hoy presenta una deuda de $550.000 con el mismo centro. (1627 al 11186). 


-
Diputado García don René Manuel, Diputado Becker, Diputado Edwards, Diputado Rathgeb, Diputado PAULSEN, Se sirva remitir los actos administrativos por los que se habría restringido el acceso de la caravana de camiones de la Confederación Nacional de Transporte de Carga, a la ciudad de Chillán, el día 24 de agosto del presente año y los fundamentos legales de tales actos. (1652 al 11423). 


-
Diputado Rathgeb, Reitera oficio N° 3044, de fecha 18 de julio de 2014. (920 al 11224). 



Ministerio de Relaciones Exteriores

-
Proyecto de Resolución 437, Solicita a S.E. la Presidenta de la República realizar un enérgico llamado al desarme nuclear, con ocasión del discurso que hará en la Sesión Inaugural de la Asamblea General de las Naciones Unidas. (10331). 



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputado Sandoval, Informe el porcentaje de naves que ha dado cumplimiento a la obligación de mantener en funcionamiento un dispositivo de posicionamiento automático en el mar, cuya fuente legal es el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, y cuya entrada en vigencia fue prorrogada para las embarcaciones artesanales, a través de la ley N° 20.814, hasta el 9 de agosto del año en curso. (76564 al 10810). 



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Silva, Razones de la disminución de la recaudación tributaria en un 1,1% en la minería privada y el aumento en un 7,3% de la tributación de otros contribuyentes con respecto al año 2014. (1488 al 9636). 


-
Diputado Rathgeb, Personal bajo su dependencia beneficiado con la asignación por desempeño de funciones críticas, en conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la ley N° 19.882, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (2684 al 3066). 


-
Diputado Rathgeb, Reitera oficio N° 3066, de fecha 18 de julio de 2014. 


-
Proyecto de Resolución 355, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República el envío de un Proyecto de Ley que establezca un “subsidio al empleo del Adulto Mayor” (1283). 


-
Proyecto de Resolución 372, Solicita a S.E. la Presidenta de la República informe el estado de avance del Proyecto de Modernización del Servicio Nacional de Aduanas, entre otras materias y la evaluación de las pérdidas económicas para el sector exportador. (1538). 


-
Proyecto de Resolución 372, Solicita a S.E. la Presidenta de la República informe el estado de avance del Proyecto de Modernización del Servicio Nacional de Aduanas, entre otras materias y la evaluación de las pérdidas económicas para el sector exportador. (2394). 


-
Proyecto de Resolución 321, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República se incluya la vasculitis en el Plan Auge y otros beneficios. (2776). 


-
Proyecto de Resolución 363, Solicita a S.E. la Presidenta de la República que conciba un mecanismo que establezca la gratuidad de transporte público para toda persona que cumpla con los requisitos de discapacidad que establece la ley N°20.422 y que tenga su “credencial de discapacidad”. (7303). 


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informar, de manera desagregada por comuna, sobre los montos retenidos a municipalidades del país, a consecuencias del no pago de cotizaciones previsionales, asimismo, respecto de las medidas adoptadas por el Ministerio de Educación para remediar o precaver la ocurrencia de estos graves hechos; y, finalmente, acerca del destino que se dará a los denominados fondos de fortalecimiento de la educación pública. (1129 al 8091). 


-
Diputado Espinoza don Fidel, Gestionar para que se mantenga hasta el mes de diciembre del año en curso, la subvención que recibía antes de la erupción del volcán Calbuco el establecimiento educacional particular subvencionado Degli Monti, ubicado en la comuna de Puerto Varas, cuya matrícula ha disminuido precisamente a consecuencias de la erupción del volcán; y, a la vez, agradece las gestiones ya realizadas en esta materia. (1136 al 1051). 


-
Diputada Turres doña Marisol, Informar sobre la próxima licitación del servicio de alimentación para los niños de la escuela de la isla Tabón, en la comuna de Calbuco; y, por otra parte, tenga a bien disponer que se estudie la posibilidad que estos alumnos reciban en su dieta alimenticia una mayor cantidad de alimentos frescos y menos enlatados. (1167 al 8622). 


-
Diputado De Mussy, Informar sobre la situación actual de los colegios Degli Monti y Altas Cumbres, de Puerto Varas. (1169 al 9325). 


-
Diputado Jackson, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el recurso de reposición presentado por la señora María José Morales Morales contra la resolución exenta N° 274 de la Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Región del Biobío, que rechazó su solicitud de reconocimiento oficial del Estado para la escuela especial de lenguaje Pequeños Amigos. (1170 al 9430). 


-
Diputado Boric, Remitir información sobre todos los antecedentes que tenga respecto a fiscalizaciones y sanciones efectuadas en el jardín Gabriela Mistral y la escuela Pedro Aguirre Cerda, en Punta Arenas. (413 al 10684). 


-
Diputado De Mussy, Solicita remitir las rendiciones de cuentas desde el año 2013 a la fecha, de los recursos entregados con cargo al Fondo de apoyo de educación pública, al Programa de intervención escolar y a la Subvención escolar preferencial, en la comuna de Puerto Varas. (957 al 11902). 



Ministerio de Justicia

-
Diputada Turres doña Marisol, precise la información enviada por Ordinario N° 4596, de 12 junio el año 2015, sobre la construcción del nuevo Centro del Servicio Nacional de Menores en Puerto Montt. (6658 al 9713). 


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informar sobre el funcionamiento del Centro de Atención de Víctimas de Delitos Violentos Alejandro Martínez en la Gobernación de San Antonio, la situación actual de los profesionales de este centro, y si se contempla cierre formal del mismo. (6665 al 10782). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (6682 al 8239). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (6682 al 8263). 


-
Diputado Ojeda, Posibilidad de asignar la residencia que ocupaba el Centro de Reinserción Social de Osorno, al Círculo de Suboficiales de Gendarmería en Retiro para que instalen su sede social. (9243 al 9243). 



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Rathgeb, informe a esta Cámara sobre el contrato de asfaltado del camino Los Sauces a San Ramón, comuna Los Sauces, su extensión, las condiciones del contrato y las fechas de ejecución del mismo. (2269 al 9443). 


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Informe acerca del estado de avance de la obra y las fiscalizaciones realizadas al camino entre San Carlos y Trapiche, por la ruta San Carlos-San Fabián. (2272 al 10413). 


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Informe acerca del estado de avance de la obra y las fiscalizaciones realizadas a los trabajos de pavimentación y mejoramiento de la ruta Coelemu-Ránquil. (2273 al 10412). 


-
Diputado Trisotti, Informar respecto al estado del proyecto del segundo acceso Iquique-Alto Hospicio, y si contempla una mejora a la actual vía de emergencia o camino alternativo que existe en el sector de la línea del tren. (2274 al 10729). 


-
Diputado Monsalve, Se sirva informar la factibilidad de mejorar los caminos, accesos y luminarias de los vecinos del Fundo Santa Luisa, en la comuna de Cañete. (2275 al 10704). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Informe acerca del programa de colectores primarios para la Región de Valparaíso, planificado para el periodo 2015-2018. (2277 al 10607). 


-
Diputada Turres doña Marisol, Ejecución de obras de conectividad entre la localidad de Alerce y Puerto Montt, Puerto Varas y la ruta 5 Sur, complementando la información enviada en su oficio ordinario N° 1253, de 11 de mayo de 2015. (2279 al 9775). 


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Investigación realizada a raíz de la coloración rojiza detectada en el agua potable de la comuna de Chonchi, eventualmente por la presencia de permanganato de potasio, lo que obligó a la suspensión total del servicio el día 8 de julio recién pasado, precisando sus resultados y las sanciones aplicadas. (3797 al 10023). 


-
Diputado Flores, Informe acerca de la fecha definitiva de conclusión de las obras del centro de rehabilitación de la fundación Teletón de la Región de Los Ríos. (840 al 9924).



Ministerio del Trabajo y Previsión Social

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Se sirva informar la factibilidad de entregar, al menos, la mitad del monto total del bono por hijo nacido vivo, que le corresponde a doña Gladys Enriqueta Miranda Jones. (36181 al 11419). 


-
Diputado Robles, Situación que afecta a los trabajadores de la Empresa de Transportes Ferroviario S. A., FERRONOR, ante la posibilidad del término de sus actividades en algunas comunas de la Región de Atacama. (4538 al 9253). 


-
Diputado Espinoza don Fidel, Remite su intervención en el que se refirió al accidente sufrido por el trabajador Cristian Carmona en las dependencias de la empresa procesadora de carne Frima S.A. en la comuna de Osorno. (845 al 1311). 


-
Diputado Espinoza don Fidel, En relación al accidente sufrido por el trabajador Cristian Carmona en las dependencias de la empresa procesadora de carne Frima S.A. en la comuna de Osorno, informe si dicha compañía contaba con protocolos de seguridad y personal experto en prevención de riesgos, y qué fiscalizaciones se han realizado a la empresa Sociedad de Aseo Industrial Otin Ltda, empleadora del señor Carmona al momento del citado accidente, particularmente por los despidos que se habrían producido como consecuencia de dicha situación. (845 al 11150). 


-
Diputado Berger, Informar sobre los convenios que suscribe con entidades como las cajas de compensación, para que los pagos de servicios sean realmente expeditos y pensando en los beneficiarios, ya que cientos de adultos mayores deben esperar por varias horas a la intemperie para poder recibir sus pensiones en el centro de pago Caja Los Héroes, en la ciudad de Valdivia. (910390 al 11344). 


-
Proyecto de Resolución 142, “Solicita a la Ministra del Trabajo la generación de un programa permanente de fiscalización y promoción de los derechos laborales y previsionales de los músicos.” (4491).


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1132 al 8315). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1871 al 8298). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (2382 al 8320). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (653 al 8299). 


-
Proyecto de Resolución 321, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República se incluya la vasculitis en el Plan Auge y otros beneficios. (2776). 



Ministerio de Minería

-
Diputado Letelier, Tenga a bien señalar los motivos y las circunstancias de los últimos despidos que afectaron miembros de la Federación de trabajadores de la salud del cobre, particularmente del Hospital e Isapre FUSAT, e informar la integración de directivos, administración financiera y antecedentes que estime pertinentes para conocer el funcionamiento de sociedad. (459 al 1337). 


-
Diputado Rincón, Tenga a bien disponer las medidas conducentes para que la Corporación Nacional del Cobre de Chile establezca las condiciones que permitan reintegrar a los trabajadores del área de la salud de dicha empresa, recientemente despedidos como consecuencia de la paralización que llevaban adelante (460 al 1318). 


-
Proyecto de Resolución 327, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que disponga que sea el Fisco el que se haga cargo del cobro retroactivo derivado del alza de tarifas eléctricas consecuencia de la demora en la tramitación de los decretos en materia de tarificación eléctrica. (1238).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Rathgeb, Personal bajo su dependencia beneficiado con la asignación por desempeño de funciones críticas, en conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la ley N° 19.882, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (674 al 2986). 


-
Diputado Rathgeb, Reitera oficio N° 2986, de fecha 18 de julio de 2014. (674 al 11230). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (9396 al 8336). 


-
Proyecto de Resolución 353, Solicita a S.E. la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas administrativas, financieras y/o legales en favor de los adultos mayores en materia de vivienda. (773). 


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Si la implementación de televisión digital terrestre contempla la reposición, mejoramiento o relocalización de las estaciones repetidoras. Asimismo, indique el propietario de la antena existente en la comuna de Chaitén, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (11356 al 4327). 


-
Diputado Silva, Remita el listado de campañas gubernamentales y cadenas nacionales financiadas con fondos públicos transmitidas por televisión abierta y vía audio visual, desde el 11 de marzo de 2014, precisando el estado de cumplimiento del subtitulado y del lenguaje de señas para personas con discapacidad. (11638 al 9831). 


-
Diputado Silva, Remita información sobre las condiciones de accesibilidad al transporte público de Metro de Santiago para personas con discapacidad. (7239 al 10008). (7239 al 10008).


-
Diputado Jaramillo, Tenga a bien efectuar un pronunciamiento técnico respecto de la factibilidad de crear una línea férrea que una a las comunas de La Unión y Puerto Montt. (89 al 10574). 


-
Proyecto de Resolución 363, Solicita a S.E. la Presidenta de la República que conciba un mecanismo que establezca la gratuidad de transporte público para toda persona que cumpla con los requisitos de discapacidad que establece la ley N°20.422 y que tenga su “credencial de discapacidad”. (7303). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1256 al 8358). 


-
Diputado Meza, Solicita agendar una visita a la Región de La Araucanía a fin de conocer los distintos problemas que aquejan a los habitantes de dicha zona, particularmente la falta de recursos humanos y técnicos para la atención del área de la salud y las malas condiciones de caminos y vías de conectividad, informando la fecha en que se concretará dicho trabajo en terreno, así como los lugares que se visitarán. (3056 al 11866). 


-
Diputado Rathgeb, Personal bajo su dependencia beneficiado con la asignación por desempeño de funciones críticas, en conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la ley N° 19.882, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (738 al 2938). 


-
Diputado Rathgeb, Reiterar oficio N° 2938, de fecha 18 de julio de 2014. (738 al 11210). 


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Informar sobre la posibilidad de remitir antecedentes acerca de la aprobación por parte de la Comisión Intersectorial el pasado 30 de julio de 2015, tras 5 años del inicio de su tramitación del Plan Administración del Espacio Costero Marinos de los Pueblos Originarios Trincao, presentado por la Comunidad Indígena Folil Trincao, de la comuna de Quellón. (743 al 10907). 


-
Proyecto de Resolución 283, Solicitar al Ministerio de Vivienda ampliar para los adultos mayores los subsidios de mejoramiento de viviendas. (1267). 


-
Diputado Rocafull, Informar respecto a los proyectos en planificación de construcción para la expansión de la urbe, los posibles daños medioambientales para el humedal del río Lluta, las acciones, políticas y proyectos adoptados para evitar la contaminación y destrucción del mismo, y la posibilidad de remitir antecedentes, estudios e informes al respecto, en la Región de Arica y Parinacota. (345 al 10853). 



Ministerio del Deporte

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (3450 al 8403). 



Empresas del Estado

-
Diputada Provoste doña Yasna, Se sirva informar cuál la disposición para establecer una rebaja en el precio del ácido para los pequeños mineros de la Región de Atacama. (160 al 11342). 


-
Diputado Coloma, Tenga a bien remitir un informe de ingeniería básica sobre la factibilidad de una vía férrea que una las comunas de Melipilla y Santiago, señalar las fechas estimadas para el respectivo informe definitivo, así como para la elaboración del estudio de impacto ambiental, e informar los costos asociados a la obra señalada (88 al 10793). 



Intendencias

-
Diputado Squella, Cumplimiento de las medidas dispuestas por la resolución N° 551179, de fecha 27 de agosto de 2014, respecto del foco de contaminación por crianza de animales en el sector Mariana Osorio de la comuna de Olmué. (1438 al 11129). 


-
Diputado García don René Manuel, Se sirva informar la factibilidad de ayudar con alimentos a los pescadores de las caletas de Queule y La Barra. (1471 al 11320). 


-
Diputado Chahin, Informe el estado de tramitación de la investigación que afecta a doña Verónica Baeza Jara. (2863 al 10616). 


-
Diputado Rathgeb, Personal bajo su dependencia beneficiado con la asignación por desempeño de funciones críticas, en conformidad con lo establecido en el artículo 73 de la ley N° 19.882, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (920 al 3044). 



Servicios

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1086 al 8352). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1400 al 8310). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1407 al 8314). 


-
Diputado Rathgeb, Se sirva informar el estado de tramitación del proyecto de instalación de un centro de diálisis en el Hospital Dino Estagno de la comuna de Traiguén. (1477 al 11054). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1499 al 8297). 


-
Diputado Verdugo, Se sirva informar la nómina de centros cerrados del Servicio Nacional de Menores, señalando su capacidad, el número de jóvenes en cada centro y cuántos de ellos son reincidentes. (1570 al 10884). 


-
Diputado Robles, Concursos para nombramientos de directores regionales del Servicio Nacional del Consumidor, la composición de las ternas y el currículo de los nominados. (20488 al 10942). 


-
Diputado Chahin, Situación que afecta al señor Domingo Antonio Quidel Quinienao, quien se ha visto impedido para acceder a los beneficios que le otorga la calidad de exonerado político reconocido, por encontrarse pendiente su bono de reconocimiento. (36120 al 11304). 


-
Diputado Alvarado, Responsabilidad de empresa Aguas del Valle, concesionaria del suministro de agua potable en la comuna de Ovalle, en los sucesivos cortes, iniciando los procesos sancionatorios correspondientes y considerando la posibilidad de poner término a la concesión. (3760 al 10584). 


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar y remitir los antecedentes de la fiscalización llevada a cabo, respecto de la ruptura de la matriz. La responsabilidad de la empresa Aguas del Altiplano en el cuidado, mantención y reparación de la matriz, así como el actual estado de esta. También sobre las sanciones que la Superintendencia pueda cursar al respecto. Igualmente señalar sobre las eventuales responsabilidades civiles de la empresa antes señalada, en la reparación e indemnización por los daños causados a los consumidores a causa de la situación ya mencionada. (3774 al 10640). 


-
Diputado Chahin, Medidas que se adoptarán para solucionar el problema de malos olores y vertido de las aguas servidas de la planta elevadora ubicada en la localidad de Cajón, en la comuna de Vilcún, que afecta a los sectores de Las Praderas y Los Robles, disponiendo, además, una corrección de la inclinación de la red de alcantarillado pues su diseño presenta falencias técnicas. (3809 al 10738). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (4678 al 8354). 


-
Diputado Farcas, Informe a esta Corporación sobre los grupos de adultos mayores beneficiados con el Programa Vacaciones Tercera Edad y sus comunas de residencia, remitiendo el calendario anual respectivo. (576 al 12369). 


-
Diputado Venegas don Mario, Se sirva informar respecto al proceso de postulación y otorgamiento de subsidios en la Región de La Araucanía con cargo al Fondo para Tierras y Aguas, establecido en el artículo 20 de la ley N° 19.253, sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación nacional de desarrollo indígena, particularmente, los fundamentos de que sólo un 5% de los recursos hayan sido asignados para habitantes de la Provincia de Malleco. (745 al 10757). 



Varios

-
Diputado Walker, Informe acerca de las últimas fiscalizaciones efectuadas a la empresa Aguas del Valle, en razón de los nuevos cortes de suministro de agua que han afectado a la Región de Coquimbo, particularmente a la comuna de Ovalle por más de 48 horas, e informe respecto de si estos hechos configurarían los requisitos exigidos para aplicar a la empresa señalada la sanción de caducidad de la concesión, en virtud de lo establecido en el artículo 26 de la Ley General de Servicios Sanitarios. (3766 al 10531). 


-
Diputado Rocafull, Informar respecto de si el Consejo de Defensa del Estado se encuentra facultado para deducir acciones judiciales tendientes a evitar el cambio de destino del inmueble donde se ubica el Terminal Internacional de Arica, y en caso de ser así, acerca de las eventuales responsabilidades que le cabrían a la municipalidad de Arica en este caso. (4706 al 7441). 


-
Diputado Monsalve, Reevaluar la situación del señor Lino Isaac Briones Ramírez, de la comuna de Los Álamos, y el motivo por el cuál le fue suspendida la pensión básica de invalidez, sin previo aviso. (56683 al 11195). 


-
Diputado Flores, Se sirva informar la factibilidad de instruir una fiscalización, en razón del reiterado incumplimiento con las fechas de pago de pensiones que estaría ocurriendo en distintas comunas de la Región de Los Ríos y el acoso del que serían objeto los pensionados de la misma región, para obtener créditos sociales en la Caja de Compensación Los Héroes. (910391 al 11161). 



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputado Trisotti, Informe sobre las gestiones, informes y demás antecedentes legales y/o administrativos que se hayan realizado por Zofri S.A. para concretar la venta de combustible exento de IVA en sus recintos, y los posibles inconvenientes si existieren. (5757 al 11070). 



Municipalidades

-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (1001713 al 10082). 


-
Diputado Becker, Número de funcionarios de planta, a contrata y bajo la modalidad a honorarios que prestan servicios en su municipio. (1288 al 12074). 


-
Diputado ULLOA, Se sirva informar la fecha en que concluirán las obras de alcantarillado del sector Cerro El Colo, ubicado en la comuna de Tomé. (1321 al 10971). 


-
Diputada Hoffmann doña María José, Informe respecto las medidas de seguridad que exigirá el Instituto Nacional de Deporte para el diseño de remodelación del estadio Municipal “Doctor Olegario Henríquez Escalante de San Antonio”, y sobre la factibilidad de instalar pantallas transparentes de separación entre la zona de espectadores de la deportiva. (1341 al 10778). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (1749 al 10072). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (2163 al 10106). Diputado Melero, Informar sobre el saneamiento de los títulos y sobre el destino de los locatarios de la asociación gremial Máximo Lira, con motivo de la intervención del borde costero de la ciudad de Arica. (2871 al 8886). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (2935 al 10052). 


-
Diputada Vallejo doña Camila, Se sirva informar acerca de la factibilidad de instalar un “lomo de toro” en la intersección de la avenida Departamental con avenida La Florida y, en caso afirmativo la fecha en que se ha programado la obra. (335 al 10491). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (377960 al 10233). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (452 al 10204). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (530 al 10211). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (574 al 10269).


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (627 al 10123). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (668 al 10199). 


-
Diputado Urrutia don Osvaldo, En el marco del estudio del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano, boletín N° 10163-14, informe si dicho municipio cuenta con un Plan Regulador Comunal vigente, indicando las fechas en que fue aprobado y en que entró en vigencia, respectivamente. Además, en caso de no contar con este instrumento de planificación territorial, informar si se encuentra en estudio alguna iniciativa en la materia, responder si se considera necesario contar con un plan regulador e informar con qué superficie urbana y rural cuenta la comuna (745 al 10236). 


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre los avances en la denuncia N°W001945/2015, que cuestiona la asignación directa por parte del Ministerio del Medio Ambiente de $235.000.000 a la Fundación Chile, en el Plan de Recuperación Ambiental de las comunas de Quintero y Puchuncaví. (12510 de 15/09/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar las mediciones de dióxido de azufre, en los últimos tres años, de las termoeléctricas ubicadas en las comunas de Quintero y Puchuncaví, indicando las multas que se hayan cursado por infracciones. (12511 de 15/09/2015). A varios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Realizar una fiscalización a la Empresa CGE Distribución S.A., por un eventual cobro abusivo al señor Eduardo García, de la comuna de San Fernando, informando a esta Cámara sus resultados. (12512 de 15/09/2015). A director regional de la Superintendencia de Electricidad y Combustible del Libertador General Bernardo O'Higgins.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre el estado de avance en que se encuentra la postulación del señor Bernardo Baldomero Flores Romero, de la comuna de San Fernando, a los beneficios que le corresponderían en su calidad de exonerado político. (12513 de 15/09/2015). A servicios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la existencia de algún programa que esté implementando el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, mediante el cual se entregue ayuda para la adquisición de patentes de taxi colectivo. Del mismo modo, se solicita informar sobre la posibilidad de ayudar en la obtención de una patente de taxi colectivo, a la señora Margarita del Carmen Acevedo Urra, de la comuna de San Vicente de Tagua Tagua. (12514 de 15/09/2015). A secretario regional ministerial de Transporte del Libertador General Bernardo 
O'Higgins.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los motivos por los que la señora Derfi Guadalupe González Cifuentes, de la comuna de Las Cabras, no ha sido favorecida con un subsidio habitacional. (12515 de 15/09/2015). A director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva informar las medidas que se piensan adoptar, en la Región de Los Ríos, para hacer frente a los virus respiratorios circulantes, propios de esta época del año (como Virus Respiratorio Sincicial, Paraninfluenza, entre otros). (12532 de 16/09/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva informar las medidas implementadas para solucionar el problema de las listas de espera en los años 2014 y 2015, en el sistema de salud pública. (12533 de 16/09/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer la pavimentación del paso de la línea férrea de calle Caupolicán, en la comuna de La Unión, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12534 de 16/09/2015). A Servicios.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer la construcción de un puente básico en el sector de Cubico Arquilhue en la comuna de Futrono o, en su defecto, el mejoramiento del puente Quilquilco, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12535 de 16/09/2015). A servicios.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer el mejoramiento del camino Paillahuen en la localidad del mismo nombre, en la comuna de Río Bueno, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12536 de 16/09/2015). A servicios.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva informar si doña Ecilia Mellado Manríquez y don Gabriel Saturnino Guarda Solis cumplen con los requisitos legales para cambiarse desde el sistema de cotización en las Administradoras de Fondo de Pensiones al sistema administrado por el Instituto de Previsión Social. (12537 de 16/09/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer de las medidas necesarias con el objeto que los adultos mayores de la comuna de La Unión puedan cobrar sus pensiones dentro de la misma ciudad, sin necesidad de trasladarse a otros sectores, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12538 de 16/09/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer de las medidas necesarias con el objeto que los adultos mayores de la comuna de La Unión puedan cobrar sus pensiones dentro de la misma ciudad, sin necesidad de trasladarse a otros sectores, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12539 de 16/09/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer la realización de una obra de contención del río Huilo Huilo en la localidad de Neltume, comuna de Panguipulli, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12540 de 16/09/2015). A servicios.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer la realización de una obra de contención del río Huilo Huilo en la localidad de Neltume, comuna de Panguipulli, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12541 de 16/09/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jaramillo, Se sirva disponer la realización de un estudio sobre infraestructura de riego, particularmente sobre la construcción de un nuevo embalse en la Región de Los Ríos, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12542 de 16/09/2015). A secretaria ejecutiva (s) de la Comisión Nacional de Riego.


-
Diputado Rincón, Se sirva tener a bien realizar las gestiones correspondientes, para que el Estado Vaticano dé una pronta resolución a los procesos eclesiásticos referidos a abusos de menores e informe cuáles son los ciudadanos chilenos que tienen procesos judiciales pendientes con dicha jurisdicción. (12543 de 16/09/2015). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Gahona, Se sirva remitir copia de los estudios e iniciativas relacionadas con los recursos hídricos en la Región de Coquimbo y los que se hayan ejecutado o estén en ejecución, respecto de la búsqueda de soluciones a la sequía y la exploración hídrica con nuevas tecnologías disponibles. (12544 de 16/09/2015). A presidente de la Corporación Regional de Desarrollo Productivo de Coquimbo.


-
Diputado Verdugo, Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 10.629, de esta Corporación, de fecha 28 de julio de 2015. (12545de 16/09/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Verdugo, Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 10.628, de esta Corporación, de fecha 28 de julio de 2015. (12546de 16/09/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Verdugo, Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 10.863, de esta Corporación, de fecha 7 de agosto de 2015. (12547 de 16/09/2015). A Subsecretaria de Previsión Social.


-
Diputado Verdugo, Reiterar el oficio N° 10.882, de esta Corporación, de fecha 10 de agosto de 2015. (12548 de 16/09/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Verdugo, Reiterar el oficio N° 10.884, de esta Corporación, de fecha 10 de agosto de 2015. (12550 de 16/09/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Verdugo, Reiterar el oficio N° 10.879, de esta Corporación, de fecha 10 de agosto de 2015. (12551 de 16/09/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Berger, Se sirva tener a bien retomar las reuniones de coordinación con los dirigentes vecinales de la comuna de Valdivia, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12552 de 16/09/2015). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputado Núñez, Se sirva informar si es efectivo que se está analizando la posibilidad de incorporar a la cobertura del plan AUGE, en los casos de pacientes insulino dependientes, la instalación de bombas de insulina y los gastos que conlleva su implementación. (12553 de 16/09/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Espinoza don Marcos, Se sirva informar, respecto a las concesiones marítimas de las playas ubicadas en las comunas de Valparaíso, Viña del Mar y Concón, la individualización de los actuales concesionarios, la fecha de inicio y término de éstas y, en caso que el concesionario sea alguna Municipalidad, si cuenta con la debida autorización para arrendar la concesión a terceros. (12562 de 16/09/2015). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputado Núñez, Se sirva precisar la información contenida en el oficio ordinario N° 3772 de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, detallando la forma de reliquidación de las cuentas de agua por parte de la empresa Aguas del Valle, e informando si se fiscalizó si efectivamente se realizaron los descuentos a los clientes afectados por cobros indebidos y la individualización de estos usuarios. (12563 de 16/09/2015). A Varios.


-
Diputado Jackson, Se sirva tener a bien analizar los planteamientos realizados respecto a la agenda de seguridad pública, particularmente a la implementación de un “Banco de Huellas Balísticas”, informando a esta Corporación las medidas a adoptar en la materia. (12564 de 16/09/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Jackson, Se sirva tener a bien analizar los planteamientos realizados respecto a la agenda de seguridad pública, particularmente a la implementación de un “Banco de Huellas Balísticas”, informando a esta Corporación las medidas a adoptar en la materia. (12566 de 16/09/2015). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Mirosevic, Se sirva informar sobre la respuesta al oficio N° 2.497 enviado por la empresa Zofri S.A., en el que se solicita cooperación para concretar la venta del parque industrial Chacalluta e indicar si es factible, económicamente, que la Zona Franca de Arica sea administrada en la Región de Arica y Parinacota, dando cuenta a esta Corporación de las medidas adoptadas. (12579 de 21/09/2015). A presidente Sistema de Empresas Públicas.


-
Diputado Coloma, Se sirva informar el estado de gestión en que se encuentra la postulación de la señora Marcela Moraga Herreros al programa de movilidad habitacional. (12580 de 21/09/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Sandoval, Se sirva remitir, respecto a la licitación pública N° 18-2012 del proyecto de construcción de 15 viviendas tuteladas para adultos mayores en Coyhaique, la resolución en que se adjudica la obra al señor Guillermo Zárate López, el acta de entrega del terreno, la resolución que puso término anticipado al contrato, el informe de inspección técnica de obra que da cuenta del estado de avance del proyecto al momento del término prematuro del contrato y el que solicita el incremento presupuestario. (12581 de 21/09/2015). A servicios.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Se sirva disponer la prórroga de los subsidios del Fondo Solidario de Vivienda, obtenidos por las familias del conjunto habitacional Villa Ruta del Sol de la comuna de Cartagena, informando a esta Corporación los protocolos para la prórroga antes mencionada y las medidas adoptadas en relación al tema expuesto. (12582 de 21/09/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Se sirva disponer la prórroga de los subsidios del Fondo Solidario de Vivienda, obtenidos por las familias del conjunto habitacional Villa Ruta del Sol de la comuna de Cartagena, informando a esta Corporación los protocolos para la prórroga antes mencionada y las medidas adoptadas en relación al tema expuesto. (12583 de 21/09/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Coloma, Se sirva informar el estado de gestión en que se encuentra la postulación de la señora Marcela Moraga Herreros al programa de movilidad habitacional. (12584 de 21/09/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Tarud, Se sirva informar la situación de las 37 familias del sector Roblería, en la Región del Maule, ante la posibilidad de ser desalojados con el objeto de construir un nuevo embalse en el río Ancoa. (12585 de 21/09/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Fernández doña Maya, Se sirva informar sobre las interrogantes que plantea respecto de la actividad denominada “Fiesta Chilena” realizada por la Municipalidad de Ñuñoa en el estadio Julio Martínez, los días 16 al 20 de septiembre. (12586 de 21/09/2015). A Ministerio del Deporte.


-
Diputado Verdugo, Diputado Santana, Reiterar el oficio N° 10.862, de esta Corporación, de fecha 7 de agosto de 2015. (12587 de 21/09/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Se sirva informar si durante el año 2015 se ha dado cuenta, a la Comisión de Hacienda del Senado y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, de variaciones a los montos máximos de gastos reservados asignados a su institución. (12588 de 21/09/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Se sirva informar si durante el año 2015 se ha dado cuenta, a la Comisión de Hacienda del Senado y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, de variaciones a los montos máximos de gastos reservados asignados a su institución. (12589 de 21/09/2015). A director administrativo de la Presidencia de la República.


-
Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Se sirva informar si durante el año 2015 se han aumentado los recursos correspondientes a gastos reservados destinados a tareas de orden y seguridad pública y, en caso de haberse incrementado, indicar el monto. (12590 de 21/09/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Vallejo doña Camila, Se sirva informar los requisitos para la obtención de la patente municipal para la realización de picnic y el estado de tramitación de la solicitud realizada por doña Tamara Sandoval en la Oficina de Patentes de la Municipalidad de La Florida. (12591 de 22/09/2015). A municipalidades.


-
Diputado Gahona, Se sirva informar las interrogantes planteadas, respecto al estado real y funcionamiento del Hospital San Pablo de Coquimbo. (12592 de 22/09/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Gahona, Se sirva informar las interrogantes planteadas, respecto al estado real y funcionamiento del Hospital San Pablo de Coquimbo. (12593 de 22/09/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Santana, Se sirva informar el monto de los recursos destinados para la construcción de la medialuna en el sector de Río Puelo y el estado de avance que presenta la obra. (12594 de 22/09/2015). A municipalidades.


-
Diputado Santana, Se sirva informar el estado de avance que presenta la obra de reposición de la pasarela Valle El Frío, en la comuna de Cochamó. (12595 de 22/09/2015). A municipalidades.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Diputado Coloma, Se sirva informar el número de agregados nombrados durante el actual Gobierno en las distintas embajadas, el costo anual que representan para el Fisco sus remuneraciones, viáticos y otros beneficios asociados a su cargo, especificando por embajada, la existencia de estudios cuyo objeto sea recortar el número de agregados y sus remuneraciones sin afectar el funcionamiento diplomático y si el Gobierno aplicará el plan de austeridad en las materias mencionadas. (12596 de 22/09/2015). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Diputado Coloma, Se sirva informar el número de directores nombrados durante el actual Gobierno mediante el Sistema de Empresas Públicas, el costo anual que representan para el Fisco sus remuneraciones, viáticos y otros beneficios asociados a su cargo, especificando por empresa, la existencia de estudios cuyo objeto sea recortar el número de directores y sus remuneraciones sin afectar el funcionamiento productivo y si el Gobierno aplicará el plan de austeridad en las materias mencionadas. (12597 de 22/09/2015). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputada Hoffmann doña María José, Diputado Coloma, Se sirva remitir copia, respecto al denominado “bono de término de conflicto”, del contrato colectivo correspondiente y las actas del directorio en que se trató el tema de la bonificación, indicando los funcionarios que recibirán dicho beneficio. Además, se sirva tenga a bien estudiar la posibilidad de entregar 3 giros de dinero mensuales, sin costo para los titulares de la “Cuenta Rut”, y que sean adultos mayores y posean ficha de protección social, dando cuenta a esta Corporación de los montos que esto significaría y las medidas planificadas en esta materia. (12598 de 22/09/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Trisotti, Se sirva informar, respecto al presunto cierre, sin previo aviso, del colegio particular privado “Little Star” en la ciudad de Iquique, las medidas que se planean adoptar para asegurar el término del año académico de sus estudiantes, la eventual designación de un administrador provisional y las sanciones que se aplicarán a los sostenedores del mencionado recinto educativo. (12599 de 23/09/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Monsalve, Se sirva tener a bien gestionar algún cupo laboral para el señor Luis Durán Muñoz y las señoras Lorena Mora Huenchunao y Yamile Gallardo Pacheco, debido a su situación de cesantía y los inherentes perjuicios a sus economías familiares, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12600 de 23/09/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Monsalve, Se sirva informar los motivos que han impedido otorgar el beneficio del Bono al Trabajo de la Mujer a doña Dorshy Contreras Medina y se tenga a bien reevaluar su postulación, dando cuenta de las medidas adoptadas a esta Corporación. (12601 de 23/09/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Monsalve, Se sirva tener a bien realizar nuevos exámenes médicos a don Jaime Esteban Carril Pedreros, y así reevaluar su solicitud de declaración de enfermedad profesional, la que fue rechazada en el año 2010, informando a esta Corporación las medidas adoptadas. (12602 de 23/09/2015). A varios.


-
Diputado Monsalve, Se sirva informar el estado de gestión de la postulación para obtener una pensión de gracia del señor Carlos Patricio Pradenas Arévalo. (12603 de 23/09/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Monsalve, Se sirva informar el estado de gestión de la postulación realizada por la Red Provincial de Discapacitados, de la comuna de los Álamos, para la construcción de su sede provincial. (12604 de 23/09/2015). A Ministerio de Interior.
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-Concurrió, además, la ministra de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: La diputada señora Denise Pascal Allende, y los diputados señores Pablo Lorenzini Basso, Marco Antonio Núñez Lozano e Ignacio Urrutia Bonilla.

-Con permiso constitucional: La diputada señora Claudia Nogueira Fernández, y el diputado señor Ramón Farías Ponce.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.07 horas.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El acta de la sesión 64ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 65ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités Parlamentarios.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Patricio Vallespín, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados, y con la asistencia de las diputadas señoras Cicardini, Hoffmann y Molina, y de los diputados señores Barros, Coloma, Espinosa, don Marcos; Flores, García, Jaramillo, Núñez, don Daniel; Rincón y Santana, acordaron por unanimidad lo siguiente:

1. Fijar las tablas de las sesiones ordinarias de la semana, según documento que se encuentra a disposición en los pupitres electrónicos de las señoras y los señores diputados, en conformidad al artículo 108 del Reglamento.

2. Fijar una hora, distribuida proporcionalmente entre las bancadas, para la discusión del informe de la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia (boletín N° 8207-07).

3. Limitar a treinta minutos, luego de rendidos los respectivos informes, la discusión de los siguientes proyectos de ley:

-El que establece el Día Nacional del Yoga (boletín N° 9695-29).

-El Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013 (boletín N° 9887-10).

-El que propone denominar Aeropuerto Andrés Sabella al Aeropuerto Nacional Cerro Moreno (boletín N° 8107-04), y

-El que autoriza erigir monumento “Tierra de campeones: Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en la comuna de Iquique (boletín N° 9149-24).

4. Suspender el funcionamiento de las comisiones simultáneamente con la sesión especial citada para mañana miércoles 30 de septiembre, de 16:00 a 19:00 horas, salvo que existan proyectos de ley calificados con urgencia de “discusión inmediata” o “suma”. Con todo, las comisiones podrán sesionar hasta las 16:00 horas de ese día.

5.- En relación con la discusión del proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín N° 10008-04) se acuerda lo siguiente:

-Distribuir proporcionalmente el tiempo entre las bancadas, luego de otorgar diez minutos previos a cada una de ellas.

-La petición de votación separada y la renovación de indicaciones podrán presentarse hasta las 13:00 horas del miércoles 30 de septiembre.

-La votación se realizará a las 13:00 horas de la sesión del día jueves 1 de octubre.

6. Suprimir Incidentes y Proyectos de Acuerdo y de Resolución de la sesión del día jueves 1 de octubre.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Como han podido advertir las señoras diputadas y los señores diputados, para la discusión del proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas, que se llevará a cabo este miércoles, los Comités acordaron un procedimiento que permitirá garantizar el máximo de participación. Las bancadas deberán hacer uso el día miércoles de los diez minutos previos garantizados para cada una de ellas. La bancada que no ocupe ese tiempo no podrá utilizarlo en la sesión del jueves.

Una vez ocupados los diez minutos previos garantizados para todas las bancadas, el tiempo de intervención de cada una de ellas será distribuido proporcionalmente. La inscripción de los diputados y diputadas deberá ser realizada por los jefes de bancada.

-o-

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión Investigadora de los hechos que se conocen como “caso Caval” y la participación en ellos del ex director sociocultural de la Presidencia de la República, en orden a prorrogar en treinta días, a contar del 30 de septiembre del año en curso, el plazo concedido para la realización de su cometido.

¿Habría acuerdo?

(El Presidente procede a tocar la campanilla)

Perdón, debo reconocer que no miré bien hacia un sector de la Sala. Como se requiere la unanimidad de la Sala, debo recabarla nuevamente.

¿Habría acuerdo para acceder a la petición de la Comisión Especial Investigadora?

No hay acuerdo.

Varios señores DIPUTADOS.- ¡Que se vote!

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señores diputados, según el Reglamento, la segunda solicitud de ampliación de plazo no se vota; solo se vota la primera. En este caso, la primera ampliación del plazo de la Comisión Especial Investigadora se votó en la sesión del 11 de agosto del presente año. La segunda solicitud requiere la unanimidad de la Sala, la cual no se alcanzó. 

En consecuencia, sigue vigente el plazo de la Comisión Especial Investigadora.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, en la primera oportunidad en que se recabó la unanimidad, esta fue alcanzada y usted tocó la campanilla. Pido que revise el video.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, he señalado que no hay unanimidad. Efectivamente, asumo que en ese momento no miré en detalle la Sala y no advertí que había dos parlamentarios que no estaban dando la unanimidad. 

Por lo tanto, por un error mío de omisión no puedo sancionar como acordado algo respecto de lo cual no había unanimidad.

Tiene la palabra la diputada María José Hoffmann.

La señora HOFFMANN (doña María José).- Señor Presidente, quiero saber quiénes son los diputados que no dieron la unanimidad para prorrogar el plazo de la comisión.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Señora diputada, hubo oposición de los diputados señores Andrade y Jaramillo.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Diego Paulsen. 

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, solo quiero que se deje constancia en el acta de que la unanimidad para dicha solicitud se recabó en la comisión.

Miembros del Partido Socialista, al cual pertenece el diputado Andrade, lamentablemente hoy no quieren dar la unanimidad, solo para proteger al hijo y a la nuera de la Presidenta de la República.

Es lamentable que el diputado Andrade, quien ha asistido a las sesiones de la comisión, hoy no quiera seguir ayudando a la investigación. ¿A qué le teme, diputado Andrade?

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ese no es un punto de Reglamento, señor diputado.

Para cerrar el tema, cabe aclarar que la unanimidad para acceder a la solicitud de prórroga de plazo se recaba en la Sala. Como no la hubo, pido que no sigamos comentando sobre un asunto que reglamentariamente está resuelto.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido que cite a reunión de Comités, sin suspender la sesión, porque usted recabó el acuerdo unánime de la Sala y tocó la campanilla, lo que permite verificar que hubo unanimidad.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Cito a reunión de Comités, sin suspender la sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS (Proposición de la Comisión Mixta. Boletín N° 8207‐07)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el Orden del Día, corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia.

De conformidad con los acuerdos de los Comités, para la discusión del informe se destinará una hora, distribuida proporcionalmente entre las bancadas.

Antecedentes:

Informe de la Comisión Mixta, sesión 71ª de la presente legislatura, 16 de septiembre de 2015. Documentos de la Cuenta N° 13.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, la necesidad crea el órgano, reza un aforismo tan conocido. En ese sentido, es posible señalar que es evidente, manifiesta y justa la necesidad de contar con una institucionalidad que diseñe políticas públicas para combatir el maltrato y la violación de los derechos fundamentales de las personas cometidos por el Estado, actuando a través de sus funcionarios, o por particulares actuando contra particulares.

Por otra parte, debemos tener presente que un país sin memoria es un gran mar de olvido que lleva dentro de sí los más grandes horrores, los cuales se alejan callados e impunes del tribunal de la historia, pero también de la reminiscencia particular de quienes perdonamos, pero no olvidamos; de quienes sufrimos, pero no queremos venganza, sino pura y llana justicia. Un “nunca más” sin instituciones apropiadas para que eso sea realmente así es solo un prolongado interregno más entre dos catástrofes políticas y sociales.

Debemos esforzarnos por generar órganos del Estado encargados, de forma específica, de tutelar, de proteger y de garantizar el establecimiento y el cumplimiento de los derechos de las personas, máxime si estos son derechos fundamentales y están consagrados en los tratados internacionales vigentes y que Chile ha ratificado.

Como pueblo debemos entender que los derechos humanos son la quinta esencia de toda república democrática y son el pilar sobre el cual se funda todo gobierno democrático en el que vivamos. La consagración de los derechos humanos es un verdadero dique de contención contra el actuar arbitrario de cualquier gobernante, y es lo que nos pone en el lugar central que el ordenamiento jurídico pretende. Como lo señala la mayoría de las constituciones modernas cuya arquitectura institucional está revestida por el Estado de derecho: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. En ello radica el principio de primacía de la persona humana. Hoy esto es incuestionable e indesmentible. Por eso, en la actualidad, en el mundo entero, los derechos humanos constituyen una dimensión de la nueva generación de derechos que empezaron a quedar plasmados en los instrumentos y convenios internacionales creados con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial. 

Estos avances, impensables en el Chile de hace treinta años, hoy son posibles gracias a la voluntad política de quienes estimaron que ellos son el límite legal primario que tiene el Estado respecto de sus ciudadanos. No hay ni habrá poder democrático y legítimo sin límites políticos y jurídicos. Los derechos humanos y la promoción de su respeto tienen, sin lugar a dudas, esa función: limitar el poder de los gobiernos respecto de la vida, la dignidad, la honra, la libertad ambulatoria y la libertad de conciencia del ciudadano, entre otras.

En la legislación internacional, en general, existen instrumentos, como la comúnmente conocida Carta Internacional de Derechos Humanos -se compone, entre otros, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales- y la Convención Interamericana de Derechos Humanos, en los que ha quedado establecida, desde finales de la década de los 60, la importancia capital que lleva consigo el trato dispensado a las personas por los Estados.

Como miembro permanente de la Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Originarios de esta Corporación estoy orgulloso de decir que hoy pondremos en este hemiciclo, a disposición de todos, una idea vital: crear un órgano ministerial preocupado de las garantías básicas del ser humano. En tal sentido, este proyecto en sí representa un tremendo avance. 

Finalmente, cabe señalar que entre las enmiendas que el Senado introdujo al proyecto provocó intranquilidad aquella por la cual rechazó el nuevo literal d) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, introducido por la Cámara de Diputados. Este literal establecía que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos deberá coordinar, junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la elaboración de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, así como la ejecución de sentencias, medidas cautelares y provisionales, y la adopción de acuerdos amistosos frente a resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.

El rechazo que el Senado manifestó a esta enmienda introducida por la Cámara de Diputados nos pareció complejo, porque privaba al proyecto de una de las facultades más importantes que pueden otorgarse a un órgano como una Subsecretaría de Derechos Humanos. Finalmente, el asunto fue subsanado en la Comisión Mixta.

A pesar de lo anterior, seguimos pensando que hoy es un buen día para Chile y para los chilenos. 

Por lo expuesto, anuncio que nuevamente votaré a favor el proyecto.

He dicho

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, estamos llegando al trámite final de este proyecto, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, en el que debemos aprobar las proposiciones de la Comisión Mixta. 

Felicito el trabajo desarrollado por el Ministerio de Justicia, particularmente por la ministra de la cartera, quien se encuentra presente en esta Sala. Asimismo, felicito el trabajo realizado por el diputado Claudio Arriagada, quien nos representó muy bien en la Comisión Mixta.

Quiero destacar algunas propuestas de la comisión.

Por ejemplo, en cuanto a las atribuciones que tendrán el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la nueva Subsecretaría, el nuevo literal d) que el proyecto introduce en el artículo 2º del decreto ley N° 3.346 dispone: “Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;”.

De esa manera, se recoge una consideración planteada por la bancada de la Democracia Cristiana: el carácter universal de los derechos humanos. Ello significa que las resoluciones en materia de derechos humanos deben tener ejecución en cualquier parte del mundo, y que a todos los países del mundo les corresponde preservar tales derechos.

En consecuencia, se supera lo que algunos invocan como el principio de autodeterminación de las naciones, que implica no inmiscuirse en asuntos de otros países, y se fortalece el carácter universal de los derechos humanos, a tal grado que las resoluciones en esta materia 
-reitero- deben ser ejecutables en cualquier país del mundo.

Por último, quiero llamar la atención sobre un tema que fue abordado por esta bancada en todos los trámites del proyecto, y que hoy, una vez más, queremos refrendar. Me refiero al carácter amplio que se da a las reparaciones de los crímenes de lesa humanidad y de los crímenes y delitos de guerra ocurridos durante la dictadura, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. 

Nuestra bancada hizo especial hincapié -lo hago presente para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, como bien diría usted, señor Presidente- en que la reparación debe incluir a los ex soldados conscriptos, sobre todo a quienes lo fueron entre los años 1973 y 1974 y que sufrieron violaciones a sus derechos humanos. Es un tema que han planteado nuestra bancada y el diputado Marcelo Schilling, con quien hemos participado en muchas reuniones con autoridades del Ministerio de Defensa Nacional y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Esos exconscriptos merecen una reparación, pues durante la dictadura también fueron víctimas de represión, fueron apartados de sus hogares, sus servicios militares fueron prorrogados de manera unilateral, fueron condenados a trabajos forzados y fueron víctimas de torturas y humillaciones. 

Por tanto, una vez más hacemos presente, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que la reparación debe incluir a los ex soldados conscriptos, especialmente a los de los años 1973 y 1974.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, ¿qué justifica la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos? Muy simple: lo justifican más de dos mil años de historia en la que, lamentablemente, la mayoría de las veces se ha impuesto la violencia. 

La premisa de la existencia de los derechos naturales e inherentes al hombre, basados en el iusnaturalismo, fue seriamente cuestionada tras la vergüenza a nivel mundial que significó el genocidio llevado a cabo en Europa en la primera mitad del siglo pasado. En dicho continente, donde se dice que habitan los pueblos más civilizados del orbe, se asesinó y se quiso nuevamente subyugar al mundo entero, siguiendo una lógica racista.

Sin duda, la muerte, el desplazamiento y la mutilación de millones de personas dieron como resultado la necesidad de resguardar institucionalmente los derechos humanos y de responder a las críticas emanadas desde la izquierda, que señalaba que estos derechos solo eran aplicables al hombre burgués occidental y no eran propiedad de todos los seres humanos del planeta. La respuesta a esa visión tuvo como expresión la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre de 1948, que obliga de forma permanente a las partes a promover el respeto a los derechos humanos, los que posee cada individuo por el solo hecho de ser parte de nuestra especie.

Los ejemplos de vulneración de los derechos humanos son múltiples: el apartheid en Sudáfrica; la doctrina “separados pero iguales”, aplicada en Estados Unidos de América, y las dictaduras militares que asolaron Latinoamérica en el último tercio del siglo XX, bajo el amparo de las burguesías locales y de Estados Unidos de América. Estos ejemplos ponen de relieve que la dignidad y los derechos humanos, a pesar de las buenas intenciones, pueden ser violados.

La experiencia nos indica que no basta con declarar la existencia de los derechos humanos. Eso bien lo sabemos en nuestro país, toda vez que, a pesar de la experiencia internacional, un grupo organizado de nuestra sociedad violó sistemáticamente los derechos de los ciudadanos, aplicando el terror, la tortura, el asesinato y la desaparición forzada de personas, porque, según los integrantes de aquel, representaban un riesgo para sus intereses y para los del país.

La importancia de crear la Subsecretaría de Derechos Humanos radica en que se exigirá a este organismo hacer una vigilancia constante en esta materia. En efecto, se establece como una de sus funciones la de proponer políticas públicas en torno a la difusión de los derechos humanos, en las que se incorpore el concepto de derechos humanos con su sentido ancestral y arraigado en la cultura de la sociedad que queremos llevar adelante.

Con la creación de una institucionalidad fuerte en la materia, nos comprometemos como país a reconocer que no hay motivo alguno por el cual se efectúen apremios ilegítimos a miembros de nuestra sociedad. 

Además de lo anterior, es preciso decir que la existencia de la Subsecretaría de Derechos Humanos permitirá que se haga una constante revisión de la situación de los distintos grupos que han visto afectada su calidad de vida, de acuerdo con lo señalado por organismos internacionales en materia de derechos humanos, lo que es señal del carácter dinámico de estos. 

Otro aspecto importante del proyecto es que crea el Comité Interministerial de Derechos Humanos, instancia importante para la generación de políticas en este ámbito. 

Por lo expuesto, anuncio que la bancada del Partido Socialista apoyará fervorosamente este proyecto.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, es una buena noticia el que hoy votemos favorablemente este informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara relativas al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Como miembro de la Comisión de Derechos Humanos me correspondió participar en la discusión sobre esta nueva institucionalidad, y creo que hoy se encuentra bastante claro 
-estamos a punto de terminar el mes de la patria- que la defensa y la promoción de los derechos humanos no es una cuestión de izquierdas o de derechas. Nuestra dignidad es inherente a nuestra condición humana, y, por ende, lo que hace el Estado es simplemente reconocer dicha dignidad, reconocer nuestros derechos y proteger y promover a lo menos aquellos que sean esenciales para nuestra dignidad.

Por tanto, lo primero que se celebra y se saluda es la creación de una institucionalidad que permita impulsar y coordinar los esfuerzos del Estado en cuanto a la protección y promoción de tales derechos.

El organismo que se crea no es neutro, por cuanto promueve una concepción de persona con derechos que son irrenunciables. Pero sí se espera que haya una institución ecuánime en la materia, es decir, que tenga el mismo ánimo, que no intente sesgar hacia una ideología partidista ni pretenda circunscribirse a un período específico de la historia de nuestro país.

¿Por qué ello no puede suceder? Porque haría contradictorio el espíritu propio, el objeto mismo de la institucionalidad, toda vez que los derechos humanos no son una lista de enunciados para recitar o para evaluar en cuanto al pasado, sino que tienen que ver con nuestra cultura, tienen que ver con el ayer, pero, sobre todo, tienen que ver con el mañana.

Es muy evidente que lo que vivimos hoy tiene una historia y una memoria. Nos dirigimos hacia el futuro con nuestro pasado; nos dirigimos hacia el futuro con un espejo retrovisor, en el cual podemos ver lo que ocurrió antes, y no queremos volver a cometer los mismos errores del pasado. Pero si nos quedamos pegados en ese espejo retrovisor, sin duda ocurrirá que chocaremos de frente, lo cual generará una pérdida total. Necesitamos el espejo retrovisor, pero al mismo tiempo requerimos transitar hacia el futuro mirando, no por aquel, sino por la ventana grande lo que queremos construir: ese nuevo estándar de respeto a la dignidad humana y, por ende, a los derechos humanos. De lo contrario, simplemente estaremos en un proceso recursivo permanente, nos quedaremos envueltos en lo mismo una y otra vez.

Por ello, pienso que esta institucionalidad debe hacerse cargo del pasado, pero principalmente tener visión de futuro. Debe elevar los estándares de promoción y defensa de los derechos humanos, pero no solo para condenar las violencias cometidas contra ellos en este país en el pasado, o para condenar el uso de la violencia, el terrorismo o violencia política como métodos supuestamente legítimos, sino esencialmente para el país que queremos que Chile sea a futuro. 

Esta nueva institucionalidad no permite un doble estándar. No pueden condenarse -con justa razón- las violaciones a los derechos humanos ocurridas en el pasado y, al mismo tiempo, “hacer la vista gorda” de las que ocurren en el resto del mundo actualmente. 

Si Chile quiere avanzar hacia ese mayor respeto a la dignidad humana, se debe reconocer que esta es universal: tiene que ver con nuestro país, pero también con el resto del mundo.

Es una buena noticia para Chile el que tendremos una Subsecretaría de Derechos Humanos, pero pido que esta sea ecuánime, es decir, que no mire si alguien es de izquierda o de derecha, sino la condición humana de esa persona. Y como somos de condición humana, los derechos humanos son de las personas y no de los partidos políticos, ni de un gobierno de turno, sino de cada uno de nosotros.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, mi participación en la Comisión de Derechos Humanos ha sido una experiencia de aprendizaje en lo humano tremendamente importante.

Algunos colegas nos anteceden en experiencia e histórica participación en aquella instancia, como el diputado señor Sergio Ojeda, quien ha demostrado su calidad humana y su compromiso con este tema tan sensible para nuestro país. Ha sido realmente extraordinario.

Durante el año pasado escuchamos a decenas de personas y representantes de instituciones que en las audiencias realizadas por la señalada comisión expusieron al Parlamento el drama que les toca vivir: a veces la indiferencia, la arbitrariedad, la relativización de la importancia de la justicia y la reparación.

Por lo tanto, en lo personal y en medio del intenso trabajo parlamentario que se realiza para impulsar reformas fundamentales para nuestro país, hoy estamos por aprobar la creación de una entidad que agrupará un procedimiento de participación interministerial con la idea de elaborar -este durará cuatro años- un Plan Nacional de Derechos Humanos que recogerá, fundamentalmente, una nueva cultura, organismo que bajo ninguna circunstancia permitirá que se caiga en la tentación de resolver las diferencias y los problemas políticos aplastando al otro o mirando al diferente como enemigo, sino resaltando siempre el valor de la dignidad humana.

Por eso, a los integrantes de la bancada de la Democracia Cristiana -ello, recogiendo el que se incorpore también en la materia la situación de los soldados conscriptos como víctimas, especialmente los que hicieron el servicio militar durante los años 1973 y 1974- nos parece fundamental la aprobación de la proposición de la Comisión Mixta, pues el proyecto tiene una tremenda significación.

Para terminar mi intervención, quiero traer a la memoria la necesidad de justicia y reparación para todas las víctimas; de que no prevalezca la impunidad, en particular en los casos de mi amigo Mario Martínez, estudiante de la Universidad de Santiago, democratacristiano asesinado durante la dictadura, y del transportista Mario Fernández, de Ovalle, quien también fue víctima de la brutal represión.

He dicho

El señor ORTIZ, don José Miguel (Presidente accidental).- Tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en estos últimos 25 o 26 años mucha gente nos ha preguntado cómo es posible que en Chile, después de lo que vivimos, no tengamos una institucionalidad y una política pública que den cuenta, como se ha dicho acá, no solo de lo del pasado.

Pero en esta materia también tenemos que ser justos. Será difícil que se planteen una política pública y una institucionalidad haciendo abstracción del país que fue fuertemente azotado por la dictadura más cruel. 

Cuando uno habla de los campos de concentración en Ritoque, en Puchuncaví, en Tres Álamos, en Isla Dawson, etcétera, no hace más que recurrir a esta memoria histórica. Querer hacer abstracción y decir: “No, miremos solo hacia adelante, veamos lo que pasa en otras partes del mundo, y seamos ecuánimes y equitativos”, será difícil porque aún hay quienes permanecen callados, sin decir la verdad sobre los miles de personas que se encuentran desaparecidas.

Entonces, reitero: a uno le preguntan en la calle por qué Chile no tiene una institucionalidad para que, mirando hacia el futuro, nunca más pase lo que ocurrió en él. ¡Si Londres 38 y Villa Grimaldi no pueden ser olvidados! Además, hubo gente de la derecha política de este país que fue partícipe activa de ello: ministros, alcaldes designados, gobernadores, intendentes. ¡Y se quedaron callados cuando escucharon los alaridos de los maltratados!

Entonces, no hagamos abstracción en este proyecto de ley al no mirar para atrás. ¡Gracias, porque hay que ver hacia adelante! Ello es cierto. Pero les pido que nunca olviden. En nuestro país hubo un asesinato que fue supercuestionado, y yo también lo cuestiono. ¡Pero es uno! Y mes a mes se hacen tremendos actos publicitarios al respecto.

En nuestro país, para que realmente existan una reconciliación y la unidad que tanto requieren los chilenos es preciso que aquellos que están callados digan lo que realmente pasó.

Por eso, está claro que hay que proteger los derechos de las personas. Aquí miro hacia adelante, porque, obviamente, cuando a un adulto mayor le niegan sus derechos, le están desconociendo, violando sus derechos fundamentales. Lo mismo ocurre cuando un niño en este país no recibe el alimento, la medicina o la atención en salud que requiere, pues estos derechos también forman parte de los derechos humanos de los que tanto hablamos.

Me alegro enormemente de que en este gobierno se concrete la presente iniciativa. ¡Porque en este país incluso la tortura no se halla tipificada como tal! Al respecto, debo señalar que presentamos un proyecto para tipificarla en la misma línea de lo realizado en materia de derechos humanos.

Por último, no es posible vivir en un país “de Bilz y Pap”, como que aquí no ha pasado nada, porque eso no es cierto.

La Subsecretaría de Derechos Humanos debe tener como objetivo velar, educar, fomentar e incentivar el “nunca más” por diferencias ideológicas o políticas.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo que le resta a la bancada del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra, hasta por cuatro minutos y once segundos, el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, la Comisión Mixta no alteró sustancialmente el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, y originalmente por el Senado, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, sino que solo adecuó y precisó algunas de sus normas, dejándolas más claras y más tajantes. Al respecto, cito como ejemplo lo relativo a la ejecución de las sentencias de organismos internacionales, a la capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la administración del Estado, en particular de los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería; a la coordinación del órgano interministerial de derechos humanos en cuanto al trabajo, la elaboración y la creación de normas para cautelar los derechos humanos.

De tal forma, creo que, al no existir mayores modificaciones, es dable esperar que esta honorable Corporación apruebe en su totalidad el informe de la Comisión Mixta con el objeto de que podamos tener ya la Subsecretaría de Derechos Humanos, que durante tantos años hemos ansiado. Ello, porque es necesario contar con este organismo destinado a la protección y promoción de los derechos humanos, por toda la experiencia que hemos tenido, por todo lo que ha ocurrido y por todo lo que pueda suceder.

Los derechos humanos son presente, pasado y futuro; son universales; son consustanciales al ser humano; traspasan los tiempos y los espacios; son indefinidos o eternos, dentro de lo que es el ser humano.

Fue muy grave lo que ocurrió en el pasado en materia de violaciones a los derechos humanos. También es preocupante la violación que imperceptiblemente ocurre en este ámbito en las democracias.

Quienes estamos con los derechos humanos no ponemos condiciones ni limitaciones para la elaboración o la aprobación de normas que tengan que ver con la protección del ser humano relativa a sus potestades y derechos más esenciales.

Existen derechos fundamentales y prioritarios, como el derecho a la vida, el derecho a la integridad moral y física. Asimismo, están los derechos llamados “de segunda generación”, entre otros, el derecho al trabajo, el derecho a la salud, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, el derecho de reunión. Todos estos son derechos humanos, y le corresponden al ser humano por el solo hecho de ser persona. Y quién más que la propia persona, el propio ser humano debe defenderlos, protegerlos y promoverlos.

Por ello estamos con la Subsecretaría de Derechos Humanos sin ninguna condición. Estamos con ella: sí o no. ¿Estamos o no con los derechos humanos? Nosotros estamos con los derechos humanos, por lo que votaremos a favor, sin ninguna limitación ni restricción, este informe. Lo haremos porque es muy importante, porque pone a toda la estructura del Estado en acción; porque la subsecretaría colaborará con el Comité Interministerial de Derechos Humanos, que estará compuesto por todos los ministerios atinentes en la materia, como una manera de tener ahora al Estado y sus instituciones como garantes y protectores de los derechos humanos. En determinado momento en el pasado, algunos agentes o ciertas instituciones del Estado sencillamente violaron los derechos humanos, y no queremos que eso vuelva a ocurrir. 

Por tal razón, es muy valiosa la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos, lo cual apoyamos con mucha satisfacción.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Antes de cerrar el debate, en el tiempo de la bancada del Partido por la Democracia, le corresponde hacer uso de la palabra, hasta por tres minutos, el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor BORIC.- Señor Presidente, ¿por qué va a cerrar el debate? Lo consulto porque estoy tratando de pedir la palabra.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor diputado, los jefes de bancada deben inscribir a quienes deseen hacer uso de la palabra. La Mesa debe hacer cumplir disciplinadamente el Reglamento. Hasta el momento no hay nadie más inscrito para intervenir. El acuerdo de los Comités fue distribuir los tiempos por bancadas. 

Si su señoría quiere hacer uso de la palabra, le pido que se acerque a la Mesa para solucionar el punto con el señor Prosecretario. 

Tiene la palabra el diputado señor Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, este es un día sumamente importante para Chile. Lo mismo nos pasó cuando aprobamos -ello no fue en forma unánime- la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el cual muchos cuestionaron en su momento. Sin embargo, hemos visto que dicha institución ha jugado un tremendo rol en la materia. 

Hoy nos corresponde votar la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. 

Chile tiene una historia. Negarlo sería como intentar tapar el sol con un dedo.

En esta ocasión se encuentran en las tribunas jóvenes de octavo básico y de algún otro curso. Ninguno de ellos merece pasar lo que a muchos nos tocó vivir durante los años de la dictadura. 

Entonces, creo que esta institucionalidad jugará un rol sumamente importante en lo relativo a la promoción de los derechos humanos, sobre todo en los jóvenes, en las mismas Fuerzas Armadas, lo cual motivó un debate en la comisión respecto de por qué se la estaba priorizando, dado el rol que jugó muchas veces en el pasado. 

Todos sabemos el papel que tuvieron las Fuerzas Armadas en aquella época. Por eso es importante que, así como muchos van a capacitarse a la Escuela de las Américas, ellos tengan cursos de capacitación en materia de derechos humanos. Ello es sumamente relevante, y no debe mirarse en forma negativa, sino, por el contrario, de manera positiva.

Lo que hace esta institucionalidad es crear tres “patitas”.

Por supuesto, una es la misma subsecretaría, que será el organismo encargado de promover los derechos humanos. 

Otra “patita” es el comité interministerial que se crea, que será el órgano encargado de asesorar a la Presidenta de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial en materia de derechos humanos. 

La última “patita” es el Plan Nacional de Derechos Humanos, que cumplirá un rol superimportante en cuanto a nuestra historia. Se establece que este durará cuatro años; que deberá abordar temas prioritarios, como la promoción de la investigación y sanción de los crímenes de lesa humanidad ocurridos durante la dictadura; que deberá mantener viva la memoria histórica en relación con las violaciones a los derechos humanos, lo que considero tremendamente significativo, con la única finalidad de que no se vuelva a repetir la historia. También deberá abordar otro aspecto tremendamente importante: la promoción de la reparación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos.

Pienso que esas tres “patitas” que tendrá la institucionalidad que se está creando jugarán un rol muy importante en la materia, porque creo que ninguno de los aquí presentes quiere que esa historia trágica de nuestro país se repita.

Asimismo, entendemos que la Subsecretaría de Derechos Humanos debe tener dos miradas, o bien que su mirada principal, por supuesto, debe ser de futuro, de promoción de los derechos humanos, que se respeten los derechos fundamentales de todos en el país. Pero ello debe hacerse con la memoria viva, porque no podemos cometer los mismos errores del pasado. Chile ya vivió una tragedia en este ámbito y no queremos que se vuelva a producir.

Por eso, me parece sumamente importante el rol que jugará esta subsecretaría, cuya creación nos ha tomado tanto tiempo. Estamos en la etapa final del proceso legislativo, e imagino que, por el bien de nuestro país, se aprobará por unanimidad la proposición de la Comisión Mixta.

Aquí se ha hablado mucho de lo que vivió nuestro país y de la reconciliación; yo prefiero hablar de reencuentro. Por cierto, esta nueva subsecretaría podría jugar un papel importante para promover ese reencuentro, pero debe hacerlo con base en la verdad, en la justicia y en la reparación. 

Sin desmerecer el rol que juega el Instituto Nacional de Derechos Humanos, considero que estamos en un día histórico para nuestro país, porque aprobaremos la creación de una institución que promoverá los derechos humanos, sobre todo entre nuestros jóvenes, quienes son el futuro de nuestro país.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Derechos Humanos fui parte del proceso de discusión de esta iniciativa en el primer trámite constitucional, instancia en la que, luego de analizar su contenido y de recibir las opiniones de diferentes organizaciones interesadas en la materia, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos y, por cierto, la agrupación Memoria, historia y políticas públicas-Londres 38, concluimos que si bien es un proyecto positivo y su aprobación significará un avance respecto de la institucionalidad con la que contamos para hacerse cargo de los asuntos relativos a los derechos humanos, es también una iniciativa insuficiente. 

Me parece importante decirlo ahora, para que quede registrado en la historia fidedigna del establecimiento de esta futura ley. Considero que ello se debe a que no fue elaborado como a muchos nos hubiese gustado: en conjunto con la sociedad civil y con las organizaciones de derechos humanos.

Además, creemos que en el trámite en el Senado, como pasa casi siempre, el proyecto adquirió una visión más reducida y conservadora. Como ya está en su trámite final, no hay mucho que hacer al respecto, pero de todas maneras me parece importante mencionarlo.

La subsecretaría debiera inscribirse en una marco de acción y de políticas públicas de protección integral de derechos de primera y segunda generación, e incluso avanzar hacia la discusión de derechos de tercera generación, lo que supone crear una institucionalidad con capacidad efectiva de coordinación y dirección de políticas que permita superar la ausencia del Estado y la fragmentación y sectorización que hay en este ámbito.

El problema es que cuando uno revisa el proyecto y lee el mensaje, si bien puede coincidir con todas sus buenas intenciones, cuando tratamos de determinar cómo se ejecutará, nos damos cuenta de que no se contemplan instrumentos ni capacidad de diagnóstico y seguimiento de parte del Estado, ni de protección ante la vulneración de derechos, como sería una unidad de estudio. Tampoco se contemplan mecanismos permanentes de participación de la sociedad civil y, lo que es más grave, el presupuesto y la planta que se le asignan no aseguran cobertura ni cumplimiento de funciones en un marco como el que se pretende cumplir, según señala el mensaje.

Esto lo discutimos en la comisión con los representantes del Ministerio de Justicia, quienes, cuando les señalamos que la subsecretaría debería tener la facultad de calificar los casos de violaciones a los derechos humanos, nos plantearon explícitamente que no había “lucas” para eso y que si insistíamos en esa indicación el proyecto se caería.

Podemos entender la gradualidad necesaria en este tipo de iniciativas, pero la pregunta es cómo se llevarán a cabo en el futuro las intenciones que el proyecto dice tener.

La concepción de la subsecretaría como una institución únicamente coordinadora la dejará en una posición débil para impulsar políticas públicas de protección, promoción y ejercicio de los derechos humanos por sí misma, pero creemos que eso se puede mejorar, y vamos a trabajar para ello. Sin embargo, no por ello vamos a salir aplaudiendo de manera autocomplaciente el proyecto que estamos por aprobar. Esto que digo se ve reflejado en la poca planta funcionaria, en el poco presupuesto y, sobre todo, en la escasa presencia regional que tendrá.

Los derechos humanos se violan en todo Chile, no solo en Santiago, pero, desgraciadamente, muchas veces vemos cómo, a causa del centralismo asfixiante de nuestro país, las instituciones se concentran en la capital, en tanto que en los lugares apartados, como Magallanes, “si te he visto, no me acuerdo”.

El proyecto no señala cómo hará presencia regional ni si se establecerán unidades regionales de la subsecretaría, lo que se compara negativamente en relación con lo que sucede con las subsecretarías de derechos humanos de otros países, como la de Argentina o la de Brasil, que cuentan con grandes equipos y tienen presencia regional. Tampoco está resuelto el tema de la participación, de la incidencia de la sociedad civil, y nos surgen dudas respecto del alcance nacional del plan de derechos humanos, en cuanto a las atribuciones de investigación, sanción y reparación a las violaciones de los derechos fundamentales ocurridas entre 1973 y 1990, puesto que eso choca con lo que dispone la “ley Valech”.

Iba a referirme a algunos comentarios que hizo el diputado Bellolio, pero como se retiró de la Sala, no vale la pena que lo haga.

En consecuencia, solo me queda por decir que vamos a votar a favor este proyecto, con la esperanza de que vaya mejorando en el camino; es un avance, pero todavía insuficiente.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre la proposición de la Comisión Mixta en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Despachado el proyecto.

ESTABLECIMIENTO DEL DÍA NACIONAL DEL YOGA (Primer trámite
constitucional. Boletín N° 9695-29)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que establece el Día Nacional del Yoga.

De conformidad con los acuerdos adoptados por los Comités en sesión celebrada esta mañana, se destinarán solo treinta minutos para la discusión de esta iniciativa.

Diputado informante de la Comisión de Deportes y Recreación es el señor Marcelo 
Schilling.

Antecedentes:

-Moción, sesión 87ª de la legislatura 362, en 5 de noviembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 13.

-Informe de la Comisión de Deportes y Recreación, sesión 33ª de la presente legislatura, en 9 de junio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 7.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor SCHILLING (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Deportes y Recreación, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, de origen en moción de las diputadas señoras Cristina Girardi y Maya Fernández, y de los diputados señores Sergio Espejo, Tucapel Jiménez, Marco Antonio Núñez, Jaime Pilowsky, Alberto Robles, Osvaldo Urrutia, Patricio Vallespín y Matías Walker, que establece el Día Nacional del Yoga.

Con motivo del tratamiento de este proyecto, la Comisión de Deportes y Recreación recibió el aporte de la ministra del Deporte, señora Natalia Riffo; del asesor jurídico de esa cartera, señor Hernán Domínguez; de la coordinadora del Servicio Nacional del Adulto Mayor en la Región de Valparaíso, señora Viviana Valle; del director del Instituto de Desarrollo Humano, señor Enrique Palma; de la señora Carol Echeverría, de la misma institución; del segundo secretario de la embajada de la India en Chile, señor Rajiv Bodwade, y del médico y experto en yoga señor Roberto Platoni.

La idea matriz del proyecto es establecer el Día Nacional del Yoga.

La iniciativa legal en informe es de quorum simple.

En cuanto a los fundamentos del proyecto, según expresaron los autores de la moción, en Chile la práctica del yoga se inició en 1964. El 4 de noviembre de ese año se fundó el primer instituto de yoga en nuestro país, y ya en esa época diferentes publicaciones destacaban las cualidades curativas, deportivas y reflexivas del yoga, gracias a lo cual contribuía a la salud del cuerpo y del alma, debido a la concentración mental que se alcanza con su práctica.

En efecto, el yoga es una actividad que conjuga lo físico, lo mental y lo espiritual, por lo cual logra potenciar ciertas cualidades para el desarrollo individual y social de las personas.

Con el transcurso de los años, el yoga ha logrado una apreciable difusión en Chile. Actualmente hay centros de yoga en varias ciudades del país, a los que acuden niños, hombres y mujeres de distintas edades y niveles socioeconómicos y culturales.

Dada la importancia que ha adquirido, las municipalidades y otras organizaciones han impulsado talleres que persiguen llegar a los distintos sectores para ofrecerles una alternativa sana de crecimiento personal.

Considerando la importancia cada vez mayor que cobra esta disciplina en Chile, los autores del proyecto proponen reconocer este hecho mediante el establecimiento del Día Nacional del Yoga, como una forma de contribuir a la difusión que hacen los municipios y establecimientos educacionales de esta disciplina.

Finalmente, quienes patrocinan esta iniciativa subrayan que el yoga no requiere para su práctica una gran infraestructura ni implementos especiales; se puede desarrollar incluso en los espacios públicos, contribuyendo a la convivencia, a la confianza y a la vida en comunidad. Desde esta perspectiva y considerando además que en ella pueden participar personas de todas las edades, se trata de una disciplina esencialmente democrática.

En cuanto al contenido del proyecto, este consta de un solo artículo, mediante el cual se declara el 4 de noviembre de cada año como Día Nacional del Yoga. Dicho artículo fue aprobado por la comisión en los mismos términos propuestos en la moción.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En discusión el proyecto.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado del debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que establece el Día Nacional del Yoga.

Hago presente a la Sala que su artículo único trata de materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 17 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Browne Urrejola, Pedro; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; Godoy Ibáñez, Joaquín; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saldívar Auger, Raúl; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Aguiló Melo, Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Barros Montero, Ramón; Boric Font, Gabriel; Ceroni Fuentes, Guillermo; García García, René Manuel; Hasbún Selume, Gustavo; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; León Ramírez, Roberto; Meza Moncada, Fernando; Norambuena Farías, Iván; Paulsen Kehr, Diego; Saffirio Espinoza, René; Silva Méndez, Ernesto; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

REGULACIÓN DE SUBCONTRATACIÓN DE LABORES INHERENTES AL GIRO PRINCIPAL DE UNA EMPRESA (Primer trámite constitucional.
Boletín N° 9483-13)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en moción, que modifica el Código del Trabajo con el objeto de regular la subcontratación de labores inherentes al giro principal de una empresa.

Diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social es el señor Gabriel Boric.

Antecedentes:

-Moción, sesión 52ª de la legislatura 362ª, en 6 de agosto de 2014. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, sesión 69ª de la presente legislatura, en 14 de septiembre de 2015. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor BORIC (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, paso informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en moción de las diputadas señoras Karol Cariola y Denise Pascal, y de los diputados señores Osvaldo Andrade, Gabriel Boric, Lautaro Carmona, Tucapel Jiménez, Felipe Letelier, Manuel Monsalve, René Saffirio y Patricio Vallespín, y sin urgencia, que modifica el Código del Trabajo con el objeto de regular la subcontratación de labores inherentes al giro principal de una empresa (boletín N° 9483-13).

A las sesiones que la comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron, entre otros, la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón; la exministra de dicha cartera, señora Javiera Blanco; el subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz; el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, y un gran número de dirigentes empresariales y de organizaciones de trabajadores de los que da cuenta el informe que las señoras diputadas y los señores diputados tienen en su poder.

La presente propuesta legislativa se orienta a prohibir la subcontratación de funciones que pertenezcan al giro principal de una empresa, dejando reservada la subcontratación para labores anexas respecto de las cuales la empresa puede recurrir perfectamente -es lo deseable- a otras empresas especializadas, tales como las de vigilancia, alimentación, aseo y mantención.

Según señalan los considerandos de la moción con los cuales sus autores fundamentan el proyecto de ley en informe, la ley N° 20.123 vino a remediar un vacío legal relevante en materia de subcontratación, puesto que desde 1979 no existían normas para regular los procesos de tercerización, tan frecuentes en una organización productiva moderna, ni para establecer las responsabilidades por el cumplimiento de los derechos laborales y previsionales del trabajador “tercerizado”.

En 1979, en pleno diseño y aplicación del llamado “Plan Laboral” de la dictadura cívico-militar, se derogó la disposición contenida en el artículo 1° de la ley N° 16.757, a partir de lo cual todas las figuras de subcontratación pasaron a regirse por las normas generales, lo que implicó la degradación de este tipo de organización de la producción, al no haber límites al abuso proveniente del despido forzado de trabajadores antiguos y su inmediata recontratación a través de “otra empresa”, creada al efecto, para seguir prestando los mismos servicios, las mismas funciones y, cabe decirlo, con remuneraciones y beneficios sustancialmente menores.

En la jerga común, añaden los autores de la moción, se trata de “palos blancos” o empresas inexistentes en la realidad, que no asumen responsabilidades laborales, que normalmente no tienen patrimonio y en las que casi no es posible desarrollar relaciones colectivas.

Por esta vía, durante la crisis financiera de 1981, las empresas pudieron rebajar parte importante de sus costos a través de ajustes de las remuneraciones de los trabajadores.

Así es posible entender la importancia de las regulaciones contenidas en la ley N° 20.123, que estableció importantes límites a la subcontratación a través de requisitos de validez que debían verificarse caso a caso. Dichos requisitos son, básicamente, que exista un contrato civil de prestación de servicios entre dos empresas; que la empresa contratista sea real, es decir, que tenga suficiente autonomía en la generación de relaciones contractuales con sus propios trabajadores, y que asuma las responsabilidades laborales y previsionales propias del contrato de trabajo. Para ello, el servicio contratado debe ser realizado con trabajadores propios, lo que significa que debe haber relación de dependencia y subordinación. 

Asimismo, los autores de la iniciativa agregan que adquiere gran importancia la norma relativa al establecimiento de la responsabilidad solidaria de la empresa principal por sobre las obligaciones laborales y previsionales de las empresas contratistas, ya que ello permite ampliar el rango patrimonial que el trabajador tiene para hacer efectivos sus derechos.

Esta opción de regulación primó por sobre la alternativa de regular la tercerización por el giro, como hacía la antigua norma de la ley N° 16.757. En este sentido, la presente moción apunta a combinar el criterio de realidad que prima en la ley N° 20.123.

En efecto, cuando el legislador ha establecido como requisito que la empresa contratista tenga autonomía absoluta frente a la empresa principal, especialmente en lo que dice relación con el ejercicio de las facultades de dirección laboral con sus propios trabajadores, dicha relación autónoma de dependencia y subordinación es artificial, al pretender encontrarla cuando las labores subcontratadas son las propias del giro de la empresa principal; ello, porque si es en el giro central de esta última empresa, en la que probablemente se juega el éxito del negocio, no es razonable pensar que el empleador principal se abstendrá de dirigir, controlar y evaluar en forma directa a los trabajadores del contratista, más allá de la formalidad contenida en los respectivos contratos de trabajo.

Por esto, siendo consistentes con el espíritu del legislador en la ley de subcontratación, la presente propuesta legislativa se orienta a prohibir la subcontratación de funciones que pertenezcan en forma central al giro de la empresa principal, como razonaba la derogada ley 
N° 16.757, dejando la subcontratación reservada para labores anexas en las que la empresa principal puede recurrir perfectamente a empresas especializadas, tales como las que se dedican a prestar servicios vigilancia, de alimentación, de aseo o de mantención.

Finalmente, afirman quienes patrocinan esta iniciativa, la propuesta legislativa contenida en la presente moción no innova respecto al organismo encargado de velar por el cumplimiento de la legislación laboral y previsional contenida en el Código del Trabajo, reafirmando que será la Dirección del Trabajo la que, en el ejercicio de sus facultades legales de fiscalización de la normativa laboral, determinará aquellos casos en los que se esté frente a una subcontratación impropia o ante a una subcontratación no ajustada a los requisitos de la ley N° 20.123.

El proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social consta de un artículo único por el cual se reemplaza el inciso segundo del artículo 183-A del Código del Trabajo por dos incisos nuevos.

El primero de ellos dispone que no serán susceptibles de ser subcontratadas las labores inherentes al giro principal de una empresa, salvo que se trate de la totalidad de ellas, mediante un contrato de administración general o similar, y que la empresa principal no ejerza facultad alguna de dirección laboral sobre los trabajadores de la empresa contratista o subcontratista, en su caso.

Por el inciso segundo, nuevo, que se incorpora, se establece que si los servicios prestados se realizan sin sujeción a los requisitos señalados en el inciso anterior, con infracción a él o bien solo se limitan a la intermediación de trabajadores de una faena, se entenderá que el empleador es el dueño de la obra, empresa o faena, lo cual será determinado por la Dirección del Trabajo.

El proyecto en informe fue aprobado en general por la comisión en sesión ordinaria de fecha 11 de noviembre de 2014, con el voto favorable de la diputada señora Denise Pascal y de los diputados señores Osvaldo Andrade, Cristián Campos, Lautaro Carmona y Tucapel Jiménez -diría que yo también lo voté a favor, aunque no lo señala así el informe-; en contra lo hicieron los señores Ramón Barros y Nicolás Monckeberg. 

Durante el desarrollo de la discusión general, los invitados expusieron los diversos puntos de vista de sus respectivas organizaciones y generaron un debate que se encuentra registrado en las actas de la comisión y en el referido informe, que, en aras del tiempo, no repetiré, para permitir la discusión en esta Sala, pero que, en síntesis, reflejó una disconformidad con el proyecto en el ámbito empresarial y una aceptación de sus términos en el mundo de los trabajadores. 

Durante la sesión del 1 de septiembre se declaró cerrado el debate y, puesto en votación particular el texto del artículo único, se aprobó sin modificaciones, por cinco votos a favor, uno en contra y ninguna abstención. Votaron a favor la diputada señora Denise Pascal y los diputados señores Osvaldo Andrade, Gabriel Boric, Lautaro Carmona y René Saffirio. En contra votó el diputado señor Nicolás Monckeberg.

Las opiniones disidentes a este proyecto se encuentran insertas en el mencionado informe y, en síntesis, apuntan a la dificultad práctica de aplicar la normativa contenida en la moción, en el sentido de que para algunas actividades, como la construcción y la industria frutícola, implicará una serie de labores encadenadas de producción, todas del giro principal, respecto de las cuales es necesario subcontratar, ya sea por especificidad de las labores, o bien por la dificultad práctica de no hacerlo, en especial respecto de la fruticultura, para cuyo éxito se requieren diversos procesos consecutivos, sin que ninguno de ellos pueda ser considerado alejado del giro principal. 

Asimismo, apuntan a que este proyecto no puede ser responsablemente analizado sin tener una mirada integral de las relaciones laborales, tomando en cuenta los nuevos efectos del no reemplazo en huelga y la prohibición de la polifuncionalidad, iniciativas que están en actual trámite legislativo. 

Del mismo modo, apuntaron a la preocupación por la imposición de una nueva carga a la Dirección del Trabajo: determinar el giro principal de una empresa. 

Por último, me permito hacer presente a los diputados y las diputadas presentes que la comisión determinó que el proyecto que se somete a consideración de la Sala no contiene normas que revistan el carácter de orgánicas constitucionales o que requieran ser aprobadas con quorum calificado, y que su artículo único no requiere ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda, por no incidir en materias presupuestarias o financieras del Estado.

Como consecuencia de lo expuesto, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recomienda la aprobación del texto del artículo único del proyecto de ley en debate.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, comenté el proyecto recién informado con un jurista especializado en derecho laboral, mi colega Osvaldo Andrade, a quien le hice presente que la iniciativa es un tanto débil, por lo que es necesario introducirle algunas indicaciones.

Dejaré de lado el comentario que redacté sobre la iniciativa, ya que podría contener afirmaciones erróneas, debido a que se le han introducido algunas indicaciones al proyecto. 

En consecuencia, sugiero que el proyecto regrese a la comisión técnica para que tratemos en profundidad las debilidades que contiene.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Debo informar a la Sala que, de acuerdo con el artículo 112 del Reglamento, varios autores del proyecto de ley han presentado dos indicaciones.

Ante esa situación, la Mesa tiene la facultad de aplazar la discusión, con el objeto de que el proyecto vuelva a la comisión técnica, a fin de que esta elabore un informe complementario, para que los diputados tengan una visión completa sobre las mejoras que se introducen mediante dichas indicaciones.

Tiene la palabra el diputado Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, ¿por qué no podemos discutir las indicaciones ahora en la Sala? 

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Podríamos hacerlo de esa manera, pero varios diputados mocionantes que han introducido indicaciones nos han pedido que el proyecto vuelva a la comisión técnica para discutirlas en detalle, para que después la iniciativa vuelva a la Sala, acompañada de un informe complementario.

Como dije, la Mesa tiene la facultad de aplazar la discusión del proyecto, con el fin de que vuelva a la comisión respectiva, ya que, de lo contrario, no podríamos debatir ahora las indicaciones en la forma que corresponde, para lo cual requiero solicitar el acuerdo de la Sala.

El señor BORIC.- Señor Presidente, se han presentado solo dos indicaciones. Me interesa que se discuta ahora la que planteé yo.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se requiere el acuerdo de la Sala para enviar el proyecto a la comisión respectiva. Si no hubiese acuerdo, tendríamos que seguir la discusión general del proyecto porque se han presentado indicaciones, cuestión que obligaría a discutirlo en particular, lo que dificultará el debate.

¿Habría acuerdo para enviarlo a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, con el objeto de que realice una discusión en profundidad sobre las indicaciones?

El señor MELERO.- Señor Presidente, lo peor que puede hacer la Sala es discutir un proyecto que después cambia sustancialmente. Además, existe un compromiso al respecto. Desgraciadamente, no está presente ninguna autoridad del Ministerio del Trabajo y Previsión Social para presentar indicaciones a esta moción, ya que el Ejecutivo tiene un rol muy importante en esta materia.

Por lo tanto, estoy disponible a dar mi aprobación a la propuesta del señor Presidente, siempre y cuando exista también el compromiso de la Mesa de hacer presente al gobierno que es fundamental que formule las indicaciones que se comprometió presentar, con el objeto de que se complementen con las que han planteado algunos parlamentarios, lo que nos permitirá realizar un debate real en la Sala sobre el proyecto. 

No me parece bien que el Ejecutivo siga ausente y no presente indicaciones en esta discusión, pues el debate quedará restringido solo a las potestades de los parlamentarios.

Si la Mesa se compromete a realizar lo que propuse, no tengo inconveniente en dar mi aprobación a lo solicitado por el señor Presidente.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Sin duda, tendremos que hacer esa observación, porque algunas indicaciones requieren del patrocinio del Ejecutivo.

¿Habría acuerdo para que el proyecto vuelva a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, a fin de que elabore un informe complementario?

Acordado.

Agradezco la anuencia que ha dado la Sala a mi proposición.
ACUERDO ENTRE CHILE E ITALIA SOBRE AUTORIZACIÓN PARA EL EJERCICIO DE ACTIVIDAD LABORAL DE FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR Y TÉCNICO-ADMINISTRATIVO DE LAS MISIONES DIPLOMÁTICAS Y REPRESENTACIONES CONSULARES
(Primer trámite constitucional. Boletín N° 9887-10)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el gobierno de la República de Chile y el gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013.

De conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados hoy, se destinarán treinta minutos para la discusión del proyecto.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Cristián Campos.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 123ª de la legislatura 362ª, en 3 de marzo de 2015. Documentos de la Cuenta N° 1.

--Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 3ª de la presente legislatura, en 17 de marzo de 2015. Documentos de la Cuenta N° 8.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor José Manuel Edwards, quien va a rendir el informe de la comisión.

El señor EDWARDS (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo entre el gobierno de la República de Chile y el gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares”, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013, el que se encuentra sometido a la consideración de la Cámara en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15°, y 54, N° 1), de la Constitución Política de la República.

Según lo señala el mensaje, el presente acuerdo reconoce los vínculos de amistad entre Chile e Italia. Asimismo, recoge el interés de ambos países de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de una actividad laboral por parte de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares de una parte en el territorio de la otra.

Agrega que con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora las condiciones de vida de los mismos, haciendo posible una mayor integración entre las sociedades chilena e italiana.

El presente acuerdo consta de un preámbulo y de siete artículos.

En el preámbulo, las partes manifiestan su interés de facilitar el ejercicio de una actividad laboral por parte de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares de un Estado, en el otro.

En aras del tiempo no me referiré a su articulado por encontrarse contenidos en el informe que mis colegas tienen en su pupitre electrónico.

En el estudio de este proyecto de acuerdo, la comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Claudio Troncoso Repetto, director de asuntos jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien refrendó los fundamentos expuestos en el mensaje que acompaña el proyecto de acuerdo y efectuó una reseña acotada de sus contenidos, respecto de lo cual manifestó, en síntesis, que el presente acuerdo tiene por objeto fortalecer los lazos de amistad entre Chile e Italia, promoviendo el desarrollo de las relaciones bilaterales entre ellos.

Por su parte, los señores diputados presentes, que expresaron su decisión favorable a la aprobación del proyecto de acuerdo, manifestaron su concordancia con los objetivos del mismo.

Por ello, y sin mayor debate, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención, prestaron su aprobación al proyecto de acuerdo los señores Iván Flores, Javier Hernández, Vlado Mirosevic, Celso Morales, Luis Rocafull y Jorge Sabag.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 302 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra comisión no calificó como normas de carácter orgánico constitucional o de quorum calificado ningún precepto contenido en proyecto de acuerdo en informe. Asimismo, determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos, y visto el contenido formativo del acuerdo en trámite, la comisión decidió recomendar a la honorable Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone respaldar el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo texto se contiene en el referido informe.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, pareciera ser un proyecto de Fácil Despacho; sin embargo, basado en casos de parientes de cónsules de Chile, debo señalar que tiene una gran implicancia.

En cuanto a la inmunidad de jurisdicción en materia penal, al familiar dependiente que goce de ella se le seguirá aplicando para cada acto que pueda constituir un delito cometido durante la actividad laboral. Sin embargo, el Estado acreditante considerará seriamente una solicitud escrita de renuncia a la inmunidad del familiar involucrado, presentándola al Estado receptor, situación que no estaba contemplada en convenios anteriores. Tal renuncia no se extiende a la ejecución de la sentencia, para lo cual será necesario renuncia expresa del involucrado.

Es mi aporte al proyecto, que, reitero, pareciera ser de Fácil Despacho, ante lo ocurrido en algunos casos a parientes de cónsules de Chile. 

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de acuerdo en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013.

Durante la votación:

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, me inhabilitaré de votar este proyecto. 

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se dejará constancia de ello.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 3 abstenciones y 1 inhabilitación.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Schilling Rodríguez, Marcelo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Castro González, Juan Luis; Lemus Aracena, Luis; Urízar Muñoz, Christian.

-Se inhabilitó la diputada señora Rubilar Barahona, Karla.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Despachado el proyecto.

CAMBIO DE DENOMINACIÓN DE AEROPUERTO NACIONAL CERRO MORENO POR “AEROPUERTO ANDRÉS SABELLA” (Segundo trámite constitucional.
Boletín N° 8107-04)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción, que denomina “aeropuerto Andrés Sabella” al aeropuerto nacional Cerro Moreno.

De conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados hoy, se destinarán treinta minutos para la discusión del proyecto.

Diputado informante de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones es el señor Marcos Espinosa.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, sesión 54ª de la legislatura 360ª, en 11 de julio de 2012. Documentos de la Cuenta N° 3.

-Informe de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, sesión 113ª de la legislatura 362ª, en 13 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 29.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor ESPINOSA, don Marcos (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, paso a informar sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, originado en moción de los entonces senadores señores Carlos Cantero Ojeda y José Antonio Gómez Urrutia, mediante el cual se propone denominar “Andrés Sabella” al aeropuerto nacional Cerro Moreno, de Antofagasta, y de ese modo, rendir homenaje a la figura y obra del destacado poeta antofagastino.
Fundamentos del proyecto.

Andrés Sabella Gálvez nació en la ciudad de Antofagasta el 13 de diciembre de 1912. Es considerado el poeta mayor del norte de Chile y pertenece a las destacadas generaciones de 1938 y de 1942. 

Su educación primaria la desarrolló en el colegio San Luis de esa ciudad. Posteriormente, egresó de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile, pero no ejerció la profesión de abogado. Su pasión por las letras lo llevó a ser poeta, escritor, novelista, dibujante, prologuista, columnista y profesor. 

Fue uno de los visionarios que luchó por la llegada de la Universidad de Chile a Antofagasta y uno de los fundadores de la Escuela de Periodismo de la Universidad del Norte, actual Universidad Católica del Norte. 

Su vida literaria se extendió por agitados sesenta años. Publicó su primer libro a los 17 años edad. En total publicó aproximadamente cuarenta libros, entre los que se destaca Norte Grande, novela del salitre, de 1944. Con la aparición de esa novela se le da el mismo nombre a la región norte del país, la que antes se conocía como Región del Salitre o del Caliche. En consecuencia, con esa novela se bautizó una importante zona de nuestra geografía. 

Su obra literaria abarcó diversas temáticas, entre las que se destacan la literatura infantil y la literatura social. Sus temas preferidos fueron el desierto, el mar y el norte. Su prestigio literario llevó el nombre de Antofagasta a distintas latitudes, constituyéndose en un gran defensor de los derechos del norte e integrando el mítico Centro para el Progreso de Antofagasta.

Su acendrado carácter identitario lo llevó a crear el término “antofagastinidad”, el cual se traduce como el amor profundo e integral que se expresa hacia la ciudad de Antofagasta.

Recibió importantes reconocimientos en vida: Caballero del Ancla, en 1953; doctor honoris causa Universidad Católica del Norte, en 1977; miembro de la Academia Chilena de la Lengua; Gentilhombre de Mar, Hermandad de la Costa; miembro de la Sociedad Bolivariana y de muchas otras instituciones. Además, mantuvo en diversos medios de prensa, como El Mercurio de Antofagasta, La Segunda, Revista Hoy, la destacada columna Linterna de Papel. 

También mantuvo durante treinta y tres años el cuadernillo Hacia, publicación literaria especializada en que escogía lo mejor que se había escrito acerca de un tema determinado, el cual se convirtió en la publicación literaria gratuita de más larga duración en el país.

Cabe señalar que don Andrés Sabella fue un dibujante de singular estilo. Sus ilustraciones eran realizadas con tinta china y coloreadas con acuarela. Lamentablemente, son escasas, por cuanto las hacía para regalárselas a sus amigos en ocasiones especiales.

Don Andrés Sabella Gálvez falleció en Iquique el 26 de agosto de 1989 y sus restos descansan en el mausoleo Sabella, en el Cementerio General de Antofagasta. 

Actualmente, existen en Antofagasta una serie de instituciones que llevan su nombre, tales como el Museo Andrés Sabella, el prestigiado establecimiento educacional Liceo Andrés Sabella y la avenida Andrés Sabella.

Los integrantes de la comisión presentes en el debate coincidieron plenamente con los fundamentos de la iniciativa y con la legítima aspiración de sus impulsores para contar prontamente con una ley que les permita rendir homenaje al insigne escritor, novelista, dibujante y pintor don Andrés Sabella, nacido en Antofagasta, ciudad en donde realizó un trabajo notable dedicado a la cultura y las artes, que lo hizo merecedor de numerosos reconocimientos y galardones.

En tal sentido, recalcaron el profundo amor por su ciudad y su espíritu visionario, al denominar y acuñar el concepto de Norte Grande en una de sus creaciones literarias, nombre que permanece hasta ahora y que permitió modificar la denominación Región del Salitre o del Caliche, como era conocida.

Por otra parte, los diputados presentes en el debate celebraron el que la puerta de entrada a una ciudad lleve el nombre de un poeta, hecho que representa la identidad de un pueblo y el más profundo arraigo a las cosas comunes que los unen y por las que sienten legítimo orgullo.

Asimismo, a la comisión le hizo mucha fuerza para aprobar la iniciativa el hecho de que el actual nombre del aeropuerto, Cerro Moreno, sea un topónimo, es decir, describa una característica física o geográfica del lugar, que resulta especialmente sobresaliente o relevante, por lo que su cambio no generaría ningún tipo de complejidad.

Atendidas las características de la iniciativa legal, la comisión decidió efectuar la discusión y votación en general y en particular en un solo acto.

La comisión, tras compartir los objetivos y fundamentos de la moción, procedió a darle su aprobación en los mismos términos propuestos por el Senado, por la unanimidad de cinco de sus integrantes presentes, a saber, los diputados señores Claudio Arriagada, Marcos Espinosa, Roberto Poblete, Jorge Rathgeb y Guillermo Teillier (Presidente). 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor VALLESPIN (Presidente en ejercicio).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, me provoca una sincera alegría cuando reconocemos a poetas, a escritores y a cultores del arte en general, quienes, muchas veces, han quedado olvidados de la memoria de nuestra nación. En un país donde la cultura muchas veces se encuentra en un segundo plano, es tremendamente estimulante rendir estos pequeños reconocimientos a través de proyectos de ley o de los homenajes que la Cámara de Diputados realiza, como el que hace un tiempo se le hizo a Nicomedes Guzmán.

Me gustaría destacar tres características de Andrés Sabella. 

En primer lugar, tal como señaló el diputado Marcos Espinosa, Sabella fue el primero que habló del Norte Grande.

¡Qué mejor que citar unos versos de él! 

“Al pie de este sol: semillería de piedras, colores que envenenan, muerte.

¡He aquí la fotografía de la pampa chilena!

Y, sin embargo, allí ha sido -y es- la vida el acento dominador.

Vida que fue menester traer con el agua y el coraje,

venciendo a la puna y a la sed, al acaso y al desengaño”.

Con esos hermosos versos, el escritor logra describir con acierto nuestro territorio, algo difícil de lograr.

En segundo lugar, además de escritor -formó parte de la llamada “Generación del 38”, movimiento artístico-literario de la época-, periodista y estudiante de derecho, hay otra característica de Andrés Sabella que vale la pena destacar: como militante del Partido Comunista fue un férreo defensor de la igualdad social. Asimismo, integró la alianza de intelectuales contra el fascismo, en momentos en que aquella ideología asolaba en todo el mundo. De hecho, en gran parte de sus escritos está presente la denuncia social. En ese sentido, es muy interesante ver cómo rescata la figura de otro poeta olvidado, la del estudiante José Domingo Gómez Rojas, quien, tras el asalto a la sede de la FECh, en 1920, murió en prisión víctima de la represión ese mismo año. Me parece tremendamente importante destacar ese rol social de Andrés Sabella.

En tercer lugar, desde el punto de vista de la integración latinoamericana, él, como buen capitán general de la Hermandad de la Costa -me imagino los zafarranchos en los que debe de haber participado-, decía algo que es muy atingente a la situación actual del país. Con ocasión del aniversario de la independencia de Bolivia, el 6 de agosto de 1987, Sabella señaló:

“Aunque pareciera que gruesas vallas nos separan a chilenos y bolivianos, nuestros pueblos sienten un destino común que los hermana y en ambos vive la amistad y se exalta la paz. Particularmente, los antofagastinos y calameños ofrecen ejemplo de esta conducta, garantía sólida del entendimiento de nuestros países para su cumplido quehacer de progreso. Nuestras universidades y nuestros colegios mantienen, sin menoscabos, abiertas sus puertas a estudiantes bolivianos que llegan a ellas para completar su educación. Esta alianza de cultura resulta el más firme y noble enlace.”.

Sería bueno que algunos diputados leyeran íntegramente este texto y pensaran más antes de dar declaraciones en materia de relaciones internacionales.

Finalmente, agradezco a los mocionantes por la presentación del proyecto. Es bueno que rescatemos nuestra cultura con estos pequeños gestos. Me alegro mucho de que Andrés Sabella sea honrado al denominar con su nombre el aeropuerto de Antofagasta, y espero que el proyecto sea aprobado por unanimidad.

He dicho.

El señor VALLESPIN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor 
Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, en las universidades del norte de nuestro país, en el círculo literario nacional, en la identidad pampina y salitrera de los nortinos es donde encontramos de manera más viva el legado de don Andrés Sabella en nuestros días, y de donde provienen las voces que hablan de un necesario homenaje al poeta, escritor, periodista, profesor y, con gran honor, militante comunista de nuestro Norte Grande, homenaje al cual nos sumamos como bancada, por dedicar su labor al salitrero, al pescador, al estudiante y al desarrollo de la cultura de Chile.

Sabella fue un gran escritor, poeta, novelista y dibujante. Al decir de Víctor Bórquez Núñez, periodista y discípulo de él, su obra fundamental fue la novela Norte Grande, en la cual se narran las epopeyas de las salitreras, cuyo personaje principal es la pampa, tratada con gran sentido social y poético. Según explica ese periodista, el título de dicha obra dio nombre a la zona que se extiende entre la Primera y la Segunda regiones. Es decir, allí tenemos un ejemplo palpable de cómo la obra de Sabella incidió en la vida y en el desarrollo de nuestro país.

El poeta también fue miembro de honor de la denominada “Hermandad de la Costa”, su primer capitán nacional, y un auténtico pirata y amante del mar. Como indica el citado periodista, Sabella fue siempre marinero en tierra firme y, valga la redundancia, firme defensor de la vastedad del océano que baña la ciudad que lo veía caminar tranquilo, conversando hasta dos horas en una esquina acerca de este mundo y del otro. 

Además de apoyar y celebrar el renombramiento del aeropuerto nacional Cerro Moreno en homenaje a Andrés Sabella, espero que este acto sirva en parte para saldar la enorme deuda que nuestro país aún mantiene con su persona y con su legado. ¿Por qué hablamos de una deuda? Porque, a pesar de reunir todo el mérito necesario, el reconocimiento de la gente y el apoyo de sus pares, jamás recibió el Premio Nacional de Literatura. Incluso más, la misma universidad en la que fundó la escuela de periodismo y que lo nombró doctor honoris causa, lo expulsó y le cerró sus puertas durante la dictadura, debido a la persecución política que padeció por su militancia e ideario político, por sus poemas de fuerte denuncia social y por ser uno de los fundadores de la alianza de intelectuales contra la dictadura y a favor de la democracia.

El aeropuerto de Antofagasta es una puerta de entrada a nuestra patria y como tal debe poseer un fuerte sello identitario. Para lograr ese fin, lo más adecuado es otorgarle el nombre de Andrés Sabella, considerado en el Norte Grande como el reivindicador de zonas olvidadas y el embajador de la palabra nortina.

He dicho.

El señor VALLESPIN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, hoy es un día especial para la Segunda Región y -por qué no decirlo- para el Norte Grande en general.

Nobleza obliga a decir que esta moción es de autoría de los entonces senadores por Antofagasta señores Carlos Cantero Ojeda y José Antonio Gómez Urrutia, quienes quisieron resaltar la figura y la obra de Andrés Sabella mediante el cambio en la denominación del aeropuerto nacional Cerro Moreno. Vayan para ellos mi reconocimiento y mi gratitud por esta loable iniciativa.

La obra de Andrés Sabella trasciende a su propio tiempo. Se trata de un hombre que podríamos definir como propio del Renacimiento. En efecto, fue un alumno destacado de la facultad de derecho de la Universidad de Chile, pero, aun cuando se tituló de abogado, nunca ejerció su profesión, porque abrazó la vocación que lo marcó desde su nacimiento para toda la vida. Me refiero a su dedicación a las artes y a la cultura, en toda su amplitud y extensión. 

Quiero agregar un hito en la vida y obra de Andrés Sabella: ese exacerbado sentido de pertenencia y su entrañable amor por la ciudad que lo vio nacer, Antofagasta, lo que se plasmó e identificó en su obra. Eso se explicitó en sus poemas, dibujos, pinturas y en la forma como entendía que debía generarse ese sentido de pertenencia en los habitantes del norte. 

Todo ello lo concretó a través de obras concretas, como la creación del Centro para el Progreso de Antofagasta, de la columna “Linterna de Papel”, que por más de treinta años escribió en el diario El Mercurio de Antofagasta, donde no solamente plasmó su ingeniosa creatividad literaria, sino que también buscó un espacio para formular una crítica social respecto de lo que estaba ocurriendo en nuestro país en tiempos de la dictadura.

Andrés Sabella, sin duda, es el primero entre los ciudadanos de Antofagasta. Por tal razón, nos sentimos complacidos de discutir y, ojalá, aprobar, en su segundo trámite constitucional, esta iniciativa que, a lo mejor, podría parecer poco equilibrada o poco simétrica en comparación con la maciza obra de Sabella, pero que marca un camino sin retorno, cual es el de reconocimiento a los artistas y creadores locales y, en este caso, por qué no decirlo, a un baluarte del patrimonio material e inmaterial, que se funden en la vida y obra de ese gran escritor y poeta antofagastino don Andrés Sabella Gálvez.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, quiero aprovechar estos breves minutos para agradecer la labor y la acogida de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones respecto del proyecto.

Hoy, una cantidad importante de antofagastinos nos sentimos felices. Desde aquí quiero saludar y felicitar a la agrupación Andrés Sabella, cuyos integrantes seguramente se encuentran presenciando esta sesión por televisión, respecto de quienes quiero agregar que llevan muchos años trabajando por el justo reconocimiento de ese gran vate y creador.

Asimismo, quiero agradecer el gran aporte de los autores de la moción: los entonces senadores señores Cantero y Gómez, ambos, en su momento, representantes de mi región.

Quienes conocimos por vía indirecta a don Andrés Sabella, especialmente por la huella que supo dejar en sus discípulos, podemos decir que fue un personaje extraordinario y de múltiples dimensiones, tanto en su calidad de persona como de prohombre y autor de iniciativas tendientes a desarrollar la Región de Antofagasta y la ciudad del mismo nombre. Asimismo, destacó como profesor y maestro de varias disciplinas mediante las cuales supo abrir la mente de muchos antofagastinos que todavía lo recuerdan.

Me siento muy contenta. No me cabe la menor duda de que mis colegas van a votar afirmativamente el proyecto, a fin de que el aeropuerto de Antofagasta lleve el nombre de este chileno tan destacado, de manera que sea conocido no solo por su localización geográfica.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que propone denominar “aeropuerto Andrés Sabella” al aeropuerto nacional Cerro Moreno.

Hago presente a la Sala que su artículo único trata materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 11 abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hernando Pérez, Marcela; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Morano Cornejo, Juan Enrique; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Soto Ferrada, Leonardo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías.

-Votó por la negativa el diputado señor García García, René Manuel.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Barros Montero, Ramón; Berger Fett, Bernardo; Coloma Alamos, Juan Antonio; Hasbún Selume, Gustavo; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Lahsen, Leopoldo; Silva Méndez, Ernesto; Squella Ovalle, Arturo; Van Rysselberghe Herrera, Enrique.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

ERECCIÓN DE MONUMENTO “TIERRA DE CAMPEONES: ESTANISLAO LOAYZA Y ARTURO GODOY” EN COMUNA DE IQUIQUE (Primer trámite constitucional. Boletín Nº 9149-24)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que autoriza erigir monumento “Tierra de campeones: Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en la comuna de Iquique.

De conformidad con los acuerdos de los Comités Parlamentarios adoptados el día de hoy, se destinarán treinta minutos para la discusión del proyecto.

Diputado informante de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones es el señor Guillermo Teillier.

Antecedentes:

-Moción, sesión 87ª de la legislatura 361ª, en 19 de noviembre de 2013. Documentos de la Cuenta N° 25.

-Informe de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, sesión 86ª de la legislatura 362ª, en 4 de noviembre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 26.
El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor TEILLIER (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, de iniciativa de los diputados señores Hugo Gutiérrez y Guillermo Teillier, que autoriza erigir en la comuna de Iquique el monumento “Tierra de campeones: Estanislao Loayza y Arturo Godoy”. 

La idea matriz del proyecto es rendir homenaje a Estanislao Loayza y a Arturo Godoy, dos grandes boxeadores nacidos en Iquique y que llenaron de triunfos al deporte nacional, con el objeto de perpetuar sus méritos y hazañas, como asimismo resaltar el orgullo que sienten en su ciudad natal por tan insignes figuras, que han contribuido, entre otras causas, a que sea llamada y reconocida como “tierra de campeones”.

Estanislao Loayza Aguilar nació en Iquique el 7 de mayo de 1905. Se le conoció como “el Tani”, y fue el primer boxeador chileno que disputó una corona mundial. Se casó con Amanda Nieto y tuvo dos hijos: Stanley y Amanda. 

Para ganarse la vida, Estanislao siguió el mismo oficio de su padre, es decir, el de matarife. A los 14 años comenzó a practicar activamente el boxeo. Su talento lo descubrió el manager Louis Bouey, quien lo instó a seguir por ese camino, pues confiaba en el futuro promisorio que tendría con sus manos. 

Su primera pelea, en Iquique, se realizó el 20 de marzo de 1921, en el velódromo municipal, en la que ganó por nocaut a Marino Castro. Sus primeros maestros en el boxeo fueron Ramón Montoya y Alberto Gallegos. 

“El Tani” fue uno de los primeros compatriotas que, gracias a su calidad como persona y boxeador, pasó directamente a triunfar desde Iquique a Nueva York.

El 2 de enero de 1925, debutó en el Madison Square Garden, de Nueva York, y le ganó por puntos al norteamericano Moe Gambers, en la categoría de peso liviano. Luego libró ocho exitosos combates frente a destacados boxeadores estadounidenses, italianos, cubanos y mexicanos. 

El 7 de marzo de 1925 derrotó por puntos, en 12 asaltos, a Ah Sudmons. El 21 del mismo mes, por nocaut, en el cuarto asalto, venció a Aramis del Pino. El 4 de abril derrotó, por puntos, a Peter Harthley. El 2 de mayo ganó, por puntos, a Lou Palusso. Luego volvió a ganar a Aramis del Pino.

Disputó el título de campeón del mundo de los pesos livianos el 13 de julio de 1925, en Nueva York, ante Jimmy Goodrich, en la categoría de peso mediano, pero perdió a causa de una lesión que le produjo el árbitro al pisarlo.

El 5 de enero de 1926, ya repuesto de dicha lesión, venció por puntos a Charles Rossens. El 1 de febrero de ese año venció por nocaut, en el séptimo asalto, a Phil McGraw; el 17 de abril, por nocaut, en el segundo round, a Johnny Dercey. El 17 de mayo empató con Phil McGraw.

En 1936 Loayza decide regresar a Chile, donde fue recibido por el general Carlos Ibáñez del Campo. 

Posteriormente, fue profesor de boxeo de la Fuerza Aérea de Chile, y luego ingresó al Servicio de Prisiones, donde jubiló como suboficial mayor.

Murió en Santiago el 15 de mayo de 1981, y como cuestión curiosa, puedo señalar que ninguna calle de Iquique lleva su nombre, como tampoco el de ningún otro campeón.

El 12 de marzo de 2008, el sociólogo iquiqueño Bernardo Guerrero publicó el libro y documental “Más duro que el Tani”. Respecto de la motivación que llevó a Guerrero a realizar una biografía de Estanislao Loayza, dijo: “Es un héroe deportivo y cultural que por falta de cultivo de la memoria había caído en una especie de olvido. Cuando era niño, nos decían “eres más duro que el Tani”. 

En los fundamentos de la moción se indica -siguiendo a Guerrero- que a Iquique se le conoce como “tierra de campeones”, y “el Tani” es uno de los fundadores de esta tradicional realidad. Sin embargo, a pesar de haber disputado el título del mundo, no existía, hasta antes de Bernardo Guerrero, ningún libro que hablara de él. El documental lo armó a base de dos entrevistas: a su mujer Amanda Nieto y a su hija, del mismo nombre. Asimismo, recopiló antecedentes de prensa, en que las revistas Los Sports y Estadio fueron básicas, al igual que la nutrida lectura de prensa norteamericana. 

Por su parte, Arturo Godoy nació el 10 de octubre de 1912, en Caleta Buena, un pueblo cerca de Iquique. Hijo de una lavandera, antes de ser pugilista ofició en la costura de sacos de salitre, como panadero y también como achicador de lanchas. 

El coraje iquiqueño fue su característica normal. Tenía a su haber todos los avatares de la vida que puede tener el hijo de un pescador que inició una infancia de hombre cuando extraía productos del mar. El mar lo hizo fuerte y le dio una anchísima contextura. Nadaba y buceaba a diario en busca del sustento familiar. Se convirtió en el rey de los mariscadores. 

Estudió hasta el tercer año de preparatoria en la escuela pública del pueblo y el primer combate con guantes lo sostuvo en Iquique cuando solo tenía nueve años. 

En 1930 fue campeón de Chile en la categoría medio pesado y después viajó a Santiago con una delegación de boxeo amateur. En la capital fue apadrinado por el reputado entrenador Louis Bouey, expreparador de Estanislao Loayza. Bouey lo hizo debutar frente al peruano Peter Johnson, a quien derribó fácilmente. 

Luego de una fuerte preparación en Cuba, dio el gran salto al boxeo mundial y prosiguió su carrera en Estados Unidos, donde demostró su poderío en Tampa, Miami, El Paso y Palm Beach.

En julio de 1936, ya con los ojos puestos en Nueva York, Godoy se enfrentó al legendario campeón argentino Luis Ángel Firpo, conocido como “el toro salvaje de las pampas”, en el Luna Park de Buenos Aires. El iquiqueño ganó en el tercer round, por nocaut.

A finales de los años 30, prosiguiendo con su carrera en Estados Unidos bajo la conducción de su nuevo entrenador, Lou Brix, y luego de ganar consecutivamente a Otis Thomas, Art Sykes, Tony Galento y empatar con Strickland, Godoy fue considerado entre los diez mejores boxeadores del mundo.

El 9 de febrero de 1940, en el Madison Square Garden de Nueva York, Godoy se convirtió en el cuarto boxeador chileno en disputar el Campeonato Mundial Peso Pesado, al enfrentar a Joe Louis, el “bombardero de Detroit”. La pelea se desarrolló en 15 rounds, pero perdió por fallo dividido; el juez Johnny Hote dio como ganador al chileno. Desde Iquique, tal vez por el ambiente de la Segunda Guerra Mundial, el comandante Cabrera, del Regimiento Carampangue, le envió un cable con la siguiente frase: “A vencer o morir”. El encuentro fue transmitido por radio en la voz de Buck Canel.

Luego del combate, el Presidente de la época, don Pedro Aguirre Cerda, reconoció su hazaña vía telegrama y le expresó: “Su valiente y pujante pelea demuestra extremos de vigor a que llegaría nuestro pueblo debidamente cuidado en salud y bienestar, como es el programa del actual gobierno”. Mientras tanto, el sastre y fundador del Partido Democrático, Antonio Poupin Negrete, lo congratulaba con expresiones claramente políticas: “Proletariado nacional felicita por mi intermedio valiente actuación futuro campeón mundial”.

En la revancha, celebrada en ese mismo año, el norteamericano derrotó al chileno en el octavo round.

Gracias a su gran fama, luego de las peleas frente a Louis, Godoy viajó a Buenos Aires para pelear contra Lowell y Toles. Derrotó al primero y empató con el segundo. 

De vuelta en Chile, derrotó a Ernesto Carnesse en el décimo round, y recuperó su cinturón continental frente a Lowell, en el Estadio de Carabineros.

En febrero de 1947, realizó una pelea de exhibición contra Joe Louis, en un ring especialmente preparado en el Estadio Nacional.

El periodista deportivo Gualetazo señaló, en 1947, para la revista Estadio: “Godoy nunca ha sido un boxeador técnico. Su brillante carrera se debe más a sus aptitudes de boxeador, a su enorme corazón de roto corajudo y a su extraordinario poder físico”.

En 1949 peleó por última vez en Estados Unidos, frente a Leonard Morrow.

Al igual que Loayza, mantuvo amistad con el jefe de la mafia, el legendario Al Capone, a quien le impresionó la capacidad física de Godoy.

Volvió a Chile a terminar su carrera. Sus últimas peleas fueron frente a Charles Sys, Espinoza, Balbontín, Abarca y Sugar. 
Murió el 27 de agosto de 1986, a los 73 años, debido a una larga enfermedad pulmonar.

Los integrantes de la comisión estuvieron de acuerdo con la idea de legislar, porque coincidieron en expresar que la iniciativa rinde un justo homenaje a la valentía y entrega de dos chilenos humildes y sencillos, que tuvieron en común la práctica del boxeo y su ciudad natal, Iquique, y que con arrojo y disciplina dejaron muy en alto el nombre de Chile en el ambiente deportivo internacional. Cabe recordar que Arturo Godoy es el único chileno que ocupa un lugar en la Galería de Astros del Madison Square Garden de Nueva York.
Por otra parte, destacaron la contribución positiva de ambos púgiles en la formación de jóvenes, particularmente iquiqueños, a quienes lograron transmitir -como bien lo señalara Bernardo Guerrero en su documental- valores como la perseverancia, el amor propio, el orgullo, la humildad y el respeto por sus orígenes.

En cuanto a la discusión particular, los integrantes presentes en el debate aprobaron, en los mismos términos propuestos, los artículos que dicen relación con la autorización para erigir el monumento: el que se refiere al modo en que se financiarán las obras; el que considera la creación de un fondo especial para recibir las erogaciones, las donaciones y demás aportes que se señalan; el que señala las funciones que tendrá la comisión especial que se crea, y el que se refiere a la eventualidad de resultar excedentes una vez concluidas las obras. 

No obstante, dos indicaciones nacidas de la propia discusión, por acuerdo unánime, modificaron el artículo que se refiere a la creación e integración de la comisión encargada de ejecutar el propósito de la ley en proyecto. Por una parte, la comisión estimó adecuado que sean los representantes de la Primera Región de Tarapacá -donde se encuentra la ciudad de Iquique- en el Congreso Nacional quienes integren la comisión especial, esto es, dos diputados y dos senadores, y no un diputado y un senador, como señala la moción. 

Por otra parte, estimaron necesario agregar la posibilidad de que la comisión especial de ejecución del monumento pueda funcionar y adoptar acuerdos tanto con sus miembros titulares -como lo señala el proyecto- como con sus representantes, a objeto de avanzar en la ejecución del objetivo de la futura ley.

La idea de legislar, el proyecto en particular y las indicaciones explicadas fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes, los diputados señores Claudio Arriagada, Marcos Espinosa, señora Maya Fernández y señores Issa Kort, Roberto Poblete, Jorge Rathgeb y quien habla, Guillermo Teillier.

He dicho.

EL señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En discusión el proyecto.

De conformidad con los acuerdos de los Comités, se destinarán hasta treinta minutos para la discusión de esta iniciativa.

Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, para iniciar mi intervención, quiero dirigir mis palabras a una persona que no está con nosotros: mi tío, el “Petita” Vargas, un gran boxeador iquiqueño, en quien vi la honradez, la caballerosidad y la generosidad del hombre sencillo, quien me enseñó el aprecio por el boxeo. A través de él también me di cuenta del olvido en que se encontraban dos grandes personajes de nuestra historia, porque eso son “el Tani” Loayza y Arturo Godoy: dos personajes de nuestra historia patria. 

Hombres sencillos, humildes -uno, matarife, y el otro, pescador-, que se forjaron en la disciplina del boxeo, que supieron darle sentido al deporte de los pobres, que solo practican los duros. Pero en mi tierra esos nombres han sido olvidados, y por eso no les han rendido ningún homenaje a esos dos grandes boxeadores. Curiosamente, por sus gestas boxeriles, tanto “el Tani” como Godoy son más recordados en Estados Unidos que en nuestro país.

“El Tani” fue el primer boxeador chileno en pelear en el Madison Square Garden, en 1925, y el primero en disputar una corona del mundo. Sin duda, es un personaje relevante de nuestro deporte.

A su vez, Arturo Godoy hizo una carrera brillante en Estados Unidos. Derrotó, como bien recordó el diputado Guillermo Teillier, nada menos que a Luis Ángel Firpo, un legendario púgil conocido como “el toro de las pampas”.

La calidad de este boxeador iquiqueño se demuestra en peleas memorables, como la que realizó con Joe Louis, en la que resistió de pie los 15 rounds.

Estamos en presencia de dos personajes del boxeo chileno que le dieron a Iquique el rótulo de “tierra de campeones”. En nuestra ciudad se práctica basquetbol, natación, fútbol, deportes en los que hemos destacado, pero ha sido el boxeo el que le ha brindado la estrella de “tierra de campeones”. 

Esos dos deportistas, que han sido olvidados, son más reconocidos en el Madison Square Garden que en Santiago o en Iquique. Por esa razón, este homenaje es necesario, indispensable, y coincide con el reconocimiento a Andrés Sabella -el proyecto de ley que discutimos anteriormente en esta Sala-, que falleció en mi ciudad, Iquique, en 1989, durante una visita que realizó para exponer su obra literaria.

Hoy se da una coincidencia casi astral. Hablamos de Iquique, que tiene un lugar especial en esta sesión de la Cámara de Diputados, por dos boxeadores nacidos allí y por un poeta, Andrés Sabella, que encontró la muerte en esa ciudad. 

En consecuencia, solicito a los colegas que aprueben el proyecto de ley que permite erigir el monumento “Tierra de campeones: Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en memoria de dos personas humildes que le dieron gran relevancia a nuestro país en 1925, 1930, 1936, fechas en las que supieron brillar en el boxeo en Estados Unidos de América, y así tener la oportunidad de reconocer lo que hicieron, no solo por Iquique, sino también por el boxeo nacional e internacional.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de ley en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que autoriza erigir monumento “Tierra de campeones: Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en la comuna de Iquique.

Hago presente a la Sala que la totalidad de sus normas tratan materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; González Torres, Rodrigo; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Rist, José Antonio; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Santana Tirachini, Alejandro; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Paulsen Kehr, Diego.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN
INCLUSIÓN DE PERSONA CAPACITADA EN LENGUAJE DE SEÑAS EN
DEPENDENCIAS GUBERNAMENTALES DE ATENCIÓN A PÚBLICO

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del primer proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 387, de los diputados señora Marcela Hernando, señores Daniel Farcas, Jorge Sabag; señora Clemira Pacheco; señor Claudio Arriagada; señora Alejandra Sepúlveda; señores Leopoldo Pérez, Diego Paulsen, Alejandro Santana, y señorita Daniella Cicardini, que en su parte dispositiva señala: 

La Cámara de Diputados resuelve:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que decrete la obligación para que los servicios públicos dispongan de al menos una persona capacitada en lenguaje de señas en cada oficina de la Administración Pública del Estado que atienda a personas que realizan trámites en dependencias gubernamentales.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Para intervenir a favor del proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, las personas sordas, con discapacidad auditiva, mudez o dificultades del habla viven en una sociedad formada mayoritariamente por personas oyentes, de manera que para su integración deben superar las barreras existentes en la comunicación. 

Al revisar las últimas estadísticas que hablan de la población que posee algún tipo de discapacidad, podemos precisar que en nuestro país existen más de 2 millones de personas discapacitadas, que representan el 13 por ciento de la población total. 

No cabe duda de que el lenguaje es el principal instrumento de comunicación. El conocimiento y el uso de una lengua favorecen y posibilitan el acceso al conocimiento y la transmisión de este y de la información, además de ser el canal básico de vertebración de las relaciones individuales y sociales.

Así, la lengua no es una simple manifestación de la libertad individual, sino que trasciende los ámbitos personales y se convierte en una herramienta ineludible para la vida en sociedad. 

En nuestro país, las personas con discapacidad sensorial y, en particular, aquellas que sufren de sordera, mudez o dificultades del habla son alrededor de 700.000. Ellas utilizan como principal medio de comunicación el lenguaje de señas. Aunque este sistema es conocido, vemos que, como sociedad, no estamos preparados para integrarlas comunicacionalmente.

Las personas con discapacidad auditiva y del habla no solo no pueden acceder a la información y a la comunicación con el entorno, sino que, además, no pueden acceder a las políticas públicas, porque no disponen de intérpretes de lengua de signos en los servicios públicos e instituciones que componen el entramado y la estructura del Estado.

Por ello, el Estado debe generar normativas que propendan al establecimiento de una igualdad real entre sus ciudadanos al momento de relacionarse con la administración e instituciones públicas del Estado. Este tipo de normas servirá para generar una idea de igualdad que parte, precisamente, del reconocimiento de la diferencia y que tiene como finalidad el acceso a la información y al trato igualitario en las reparticiones públicas, donde cada chileno debe ser tratado con respeto y dignidad. 

Por las razones expuestas, solicitamos a su excelencia la Presidenta de la República que decrete que en los servicios públicos sea obligatorio disponer de, al menos, una persona capacitada en lenguaje de señas en cada oficina que atienda a quienes realizan trámites en dependencias gubernamentales.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Daniel 
Farcas.

El señor FARCAS.- Señor Presidente, adhiero a la propuesta de la diputada Marcela Hernando con mucha energía y con la absoluta convicción de que un país más justo y más equitativo también se construye con señales concretas y específicas.

En este caso, se pide la inclusión de personas capacitadas en lengua de señas para comunicarse con las personas que requieren un apoyo especial para comprender las normas o instrucciones que se necesitan para realizar determinados trámites en la administración del Estado. En ese sentido, resulta lógico que sigamos ampliando el espectro de posibilidades para tener un Chile más justo y solidario, que incorpore a personas con distintas capacidades.

En este ámbito es destacable lo realizado en gobiernos anteriores, particularmente en el periodo del entonces Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, cuando en distintas instancias se incorporó la lengua de señas para dar cabida a dirigentes sociales -mujeres y hombres- en la labor del Estado, de modo de explicarles la forma de realizar los distintos trámites relacionados con la burocracia estatal.

Esta propuesta, que lidera la diputada Marcela Hernando, va en la dirección correcta para atender de manera efectiva, en cada uno de los servicios públicos, a personas que, sin este instrumento, probablemente quedarían marginadas de muchas prestaciones otorgadas por el Estado. Con esto se evitarán errores y situaciones que posteriormente serían difíciles de corregir, como resultado de no contar con personas adecuadas para intervenir en la tramitación de prestaciones públicas. 

Por esta razón, me parece relevante que la Presidenta de la República pueda incorporar personas que, mediante lengua de señas, ayuden a casi dos millones de chilenas y chilenos que de una u otra manera tienen problemas auditivos.

Espero que apoyemos por unanimidad esta propuesta.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En votación el proyecto de resolución N° 387.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Carvajal Ambiado, Loreto; Castro González, Juan Luis; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se dejará constancia en el acta del voto afirmativo de los diputados Pedro Browne y Joaquín Godoy.

INGRESO A TRAMITACIÓN DE PROYECTO DE LEY MARCO SOBRE MIGRACIÓN

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.
El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 388, de los diputados señorita Daniella Cicardini, señora Yasna Provoste, señores Luis Rocafull, Ramón Farías; señora Marcela Hernando y señores Daniel Melo, Hugo Gutiérrez, Giorgio Jackson, Vlado Mirosevic y Cristián Urízar, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados resuelve:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, y por su intermedio al Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que ingrese con urgencia un nuevo proyecto de ley marco sobre migración, basado en los derechos humanos, los tratados internacionales ratificados por Chile y los encuentros consultivos realizados sobre esta materia.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada Daniella Cicardini.

La señorita CICARDINI (doña Daniella).- Señor Presidente, en 2014 el Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior y Seguridad Pública estimó que la población inmigrante en Chile se situaba en torno a 400.000 personas.

El decreto ley N° 1.094, sobre extranjería, promulgado en 1975, no ha sido actualizado completamente. Es un cuerpo legal con cuarenta años de vigencia, concebido bajo la doctrina de la seguridad nacional, y el más antiguo y desactualizado de América Latina. Se trata de una normativa que considera al extranjero y a la migración como amenazas; subordina en forma absoluta los criterios de la autoridad administrativa y el derecho de las personas a migrar, y atribuye a la normativa la capacidad de contener los flujos migratorios por la vía de imponer requisitos de ingreso.

En 2013 ingresó a la Cámara de Diputados, específicamente a la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización, un proyecto que crea una nueva ley de migración y extranjería, el cual fue votado en general a principios de 2014. 

En 2015, el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet informó a la comisión que presentaría una indicación a ese proyecto -que venía del gobierno anterior- con el fin de perfeccionarlo. También informó que se estaba realizando un proceso de consultas con diversas entidades relacionadas con la materia. Sin embargo, aún no se han ingresado indicaciones, ya sean sustitutivas o de otro carácter; tampoco sabemos si el proceso de consultas ha terminado ni si estas son vinculantes o no. 

Se hace necesario elaborar un nuevo proyecto para que la ley garantice los derechos de los migrantes y refugiados en Chile, así como los de nuestros ciudadanos residentes en el exterior. Es necesario acabar con la idea de que la migración es un problema, manteniendo y sustentando la perspectiva de la seguridad nacional, o tener una mirada instrumental, tal como se manifiesta en la ley vigente y en el proyecto de ley ingresado por el gobierno del Presidente Sebastián Piñera.

La nueva ley debe asegurar el principio de igualdad de las personas en movilidad humana, el derecho a la reunificación familiar y al debido proceso, y el acceso a la justicia sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión, opinión pública; origen nacional, étnico o social; edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición.

Por todo lo anterior, pido a los diputados que aprueben el proyecto de resolución, para solicitar a la Presidenta de la República, y por su intermedio al Departamento de Extranjería y Migración, dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que ingrese con urgencia un nuevo proyecto de ley marco sobre migración basado en los derechos humanos, los tratados internacionales ratificados por Chile y los encuentros consultivos realizados sobre la materia.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, el proyecto de resolución solicita a la Presidenta de la República el envío de un nuevo proyecto de ley marco sobre migraciones. Esto es muy atingente. Hay que felicitar a los autores del proyecto de resolución, más aún si su excelencia la Presidenta de la República acelera el envío de un proyecto sobre la materia.

En mi calidad de vicepresidente del Parlamento Andino, que reúne a Perú, Ecuador, Colombia, Bolivia y Chile, he estado participando permanentemente en la discusión sobre el drama de las migraciones, que no son las mismas de 1975, que fue cuando, en plena dictadura, se creó la normativa que rige la materia y que hoy está absolutamente obsoleta.

Las situaciones que viven nuestra región y el mundo obligan a que Chile actualice su legislación y defienda la reunificación familiar y la movilidad humana, sobre todo entre los Estados democráticos del mundo, para tener acceso a la justicia sin distinción por motivos de sexo, raza, creencias, idioma, opiniones políticas, origen nacional o étnico. Es necesario refundir todo esto y generar una ley marco que permita -repito- la movilidad humana y que defienda los derechos de las personas a la protección y a ser consideradas como corresponde en cada país. 

El mundo ya es un pañuelo. La globalización nos envolvió a todos. Hoy, cuando una persona va de un país a otro en busca de mejoras económicas o para reunificarse familiarmente, necesita ser protegida por las autoridades del país que la acoge.

Por lo tanto, es muy importante que la Presidenta de la República remita a la brevedad un proyecto de ley marco sobre migraciones. Todos tenemos derecho a la movilidad humana en el planeta.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Para impugnar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, no voy a hablar en contra del proyecto, sino a aclarar que felizmente el Departamento de Extranjería y Migración culminó el proceso de consultas en todo el país. Ha evacuado un documento tremendamente importante, y el gobierno…

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado señor Arriagada, no puedo darle la palabra, por cuanto esta ha sido otorgada para impugnar el proyecto. Le pido comprensión. Todos sabemos el rol que usted está cumpliendo y lo que está realizando en esta materia, lo que es reconocido por muchos en esta Sala. 

Tiene la palabra el diputado Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, el diputado Arriagada quería exponer que, al estar concluida la tarea por parte del Departamento de Extranjería y Migración, ya no es necesario el proyecto de resolución. 

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Diputado señor Schilling, eso no fue exactamente lo que dijo el colega Arriagada. En caso de necesitarse una explicación adicional, se lo preguntaremos directamente.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar el proyecto de resolución N° 388.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo, Sergio; Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Ceroni Fuentes, Guillermo; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Espinoza Sandoval, Fidel; Farcas Guendelman, Daniel; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Gutiérrez Pino, Romilio; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Jiménez Fuentes, Tucapel; Kast Sommerhoff, Felipe; Kort Garriga, Issa; Lavín León, Joaquín; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Meza Moncada, Fernando; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Díaz, Nicolás; Morales Muñoz, Celso; Morano Cornejo, Juan Enrique; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Sabag Villalobos, Jorge; Sabat Fernández, Marcela; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Torres Jeldes, Víctor; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Ulloa Aguillón, Jorge; Urízar Muñoz, Christian; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Verdugo Soto, Germán; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.
-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

DERIVACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A DEMOLICIÓN DE PUENTE
CONFLUENCIA, COMUNA DE CHILLÁN, A MANTENCIÓN DEL MISMO EN
CALIDAD DE MONUMENTO NACIONAL (Oficio)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Radical Socialdemócrata.

Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, la comunidad de Ñuble está preocupada por una situación que afecta a los vecinos del sector Confluencia, de la comuna Chillán. En ese lugar, donde se reúnen los ríos Itata y Ñuble, se construyó en 1930 un viaducto de madera que aún se encuentra activo y que permite el tránsito de miles de vehículos, uniendo a las comunas de Ránquil, Coelemu y Portezuelo, con Chillán, capital de la provincia de Ñuble, futura Región de Ñuble.

Está en construcción el nuevo puente Confluencia, que reemplazará al actual, del mismo nombre, el último puente de madera que existe en el país, que tiene una extensión de 521 metros y que, de acuerdo con las bases de la licitación, debe ser demolido.

Tal decisión ha motivado la preocupación de los vecinos de los sectores de Colliguay y de Confluencia, razón por la cual crearon la Agrupación Cultural Puente Confluencia, que preside la señora Carmen Osses Contreras. Acogí su petición y su preocupación, y, en junio, pedí que se oficiara al entonces ministro de Educación para que estudiara la posibilidad de que el actual puente Confluencia fuera declarado monumento nacional. La propuesta fue bien recibida por el entonces titular de Educación. Gracias a ello, actualmente el Ministerio de Educación y el Ministerio de Obras Públicas están trabajando para que dicho puente sea declarado monumento nacional.

La mantención del actual puente Confluencia cumpliría tres objetivos muy importantes: primero, en este país, en el que es difícil mantener los monumentos nacionales debido a las diferentes catástrofes que nos afectan, es importante conservar ese puente en particular porque es el último de madera que permanece en actividad.

Segundo, a pocos kilómetros del lugar se desarrolló la batalla de Membrillar, por lo que el sector tiene una rica historia, que contribuye a la identidad regional.

Tercero, desde el punto de vista económico, contar con un monumento nacional sería muy importante para el desarrollo turístico de la región.

Por los motivos señalados, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que disponga que se elimine del contrato de concesión para la construcción del nuevo puente Confluencia la demolición del actual puente Confluencia, y que los dineros que se iban a destinar a dicha demolición se inviertan precisamente en su mantención.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

MEDIDAS PARA FORTALECIMIENTO DE REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA COMO ZONA GEOPOLÍTICAMENTE ESTRATÉGICA (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, tuve la oportunidad de esperar el fallo del tribunal de La Haya en la ciudad de Arica, junto con todas las fuerzas políticas de la Alianza: Renovación Nacional, la UDI, Evópoli y el PRI.

Sin duda, la ciudad de Arica y la Región de Arica y Parinacota son parte importante de la implementación del Tratado de Paz y Amistad de 1904, cuyo articulado da plenas facilidades a Bolivia en términos de que reconoce a perpetuidad su derecho al libre tránsito comercial por los puertos del Pacífico, y le otorga en ellos facilidades aduaneras y de acopio y bodegaje de sus mercaderías de exportación e importación.

Por consiguiente, en virtud de ese tratado, hoy el puerto de Arica mueve más de tres millones de toneladas, de las cuales cerca del 80 por ciento proviene de Bolivia. Ello es la más clara demostración de que ese país tiene acceso al mar, sin soberanía, pero con libertad y facilidades para transitar por el puerto de Arica, al igual como puede hacerlo por el puerto de Antofagasta.

Qué duda cabe de que el fallo emitido por el tribunal de La Haya no es bueno para Chile, ni mucho menos para la Región de Arica y Parinacota, porque generará un clima de incertidumbre en el período de dos a tres años en que tendremos que esperar una nueva resolución del referido tribunal, lo que podría afectar el crecimiento, el desarrollo y el énfasis que esa región merece.

Como señaló la diputada Andrea Molina en la Comisión de Relaciones Exteriores, Arica merece un trato distinto, con visión de futuro, que fortalezca su posición estratégica, tanto desde los puntos de vista geopolítico, económico y social, como desde la perspectiva cultural, dado el patrimonio que la cultura Chichorro constituye para esa zona.

Sin perjuicio de ello, me parece que el reciente fallo del tribunal de La Haya ofrece una oportunidad para Arica y Parinacota, siempre y cuando las autoridades del país, las autoridades regionales, el Parlamento y las instituciones privadas nos tomemos en serio la importancia geopolítica y estratégica de esa región, dado su emplazamiento en el norte del país. Tengo la más profunda convicción de que es posible fortalecer ese posicionamiento geopolítico y estratégico si se toman las medidas que el país necesita. 

Chile tiene que actuar en esta materia con unidad nacional. Debemos profundizar nuestras relaciones políticas y comunicacionales con el resto del mundo, y pasar de una lógica jurídica a una más integral, desde las perspectivas política, comunicacional, social y cultural, que permita avanzar y posicionar a la Región de Arica y Parinacota con la visión que no se ha tenido hasta el día de hoy.

Arica merece un trato distinto, con visión de futuro, que fortalezca su posición y que permita no solo su crecimiento y su integración, sino también revertir la tergiversación histórica que Bolivia ha realizado sobre el origen de la Guerra del Pacífico, y enfrentar con solidez y decisión los argumentos esperpénticos con que ese país trata de confundir a la comunidad internacional para seducirla en su favor. Esa situación debe enmendarse.

Por eso -reitero-, ante un fallo adverso del tribunal de La Haya, creo que surge para la Región de Arica y Parinacota una oportunidad, siempre y cuando el gobierno desee avanzar y contribuir a fortalecerla, especialmente en este tiempo de espera de un nuevo fallo de dicho tribunal, que podría afectarla negativamente. Tengo la confianza de que si se actúa con decisión y con fuerza, ello no ocurrirá.

El Plan Especial de Desarrollo de Zonas Extremas y los mil millones de dólares que contempla para la Región de Arica y Parinacota son importantes, pero insuficientes frente a la magnitud del desafío que enfrenta esa región.

Qué importante es destrabar las facilidades para que la zona franca de Arica no siga dependiendo de la de Iquique; para fortalecer el sistema de salud de la región; para avanzar en entregar una educación cívica que permita que los niños sepan la verdad histórica y no la tergiversación histórica que se enseña a los niños en Bolivia; para avanzar en la promoción del turismo; para el desarrollo minero, polo importante y productivo de esa zona; para fortalecer el poblamiento y el desarrollo de la región; para avanzar en la agricultura y en las obras de riego, y para avanzar en una reforma constitucional, como la presentada en noviembre del 2013, entre otros por el senador Jaime Orpis, para establecer en nuestro ordenamiento constitucional las zonas geopolíticamente estratégicas en el país, las que deben tener un estatuto especial.

Todo lo que he mencionado: el avance geopolítico estratégico de la Región de Arica y Parinacota, la reforma constitucional para establecer las zonas geopolíticamente estratégicas, el fortalecimiento de la zona franca, el fortalecimiento de la salud, la promoción del turismo, el desarrollo de la minería, etcétera, requiere de un estatus distinto y más fuerte que el actual.

Por ello, pido que se oficie a la Presidenta de la República -materias de esta naturaleza requieren ser vistas desde la más alta investidura del país-, al ministro del Interior y Seguridad Pública, al ministro de Defensa Nacional, al ministro de Economía, Fomento y Turismo, y al ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que profundicen en la política y en la nueva estrategia que la Región de Arica y Parinacota merece.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa. 

INFORMACIÓN SOBRE DAMNIFICADOS Y ENTREGA DE AYUDA A RAÍZ DE
TERREMOTO Y TSUNAMI EN REGIÓN DE COQUIMBO (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- En el tiempo adicional de cinco minutos solicitado por la bancada de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado Sergio Gahona.

El señor GAHONA.- Señor Presidente, han pasado varios días desde la ocurrencia del terremoto y del tsunami que afectaron a la Región de Coquimbo el 16 de septiembre, y hasta la fecha seguimos conociendo y evidenciando sus graves consecuencias.

Los daños son cuantiosos, especialmente en la región a que pertenece el distrito que represento: viviendas derrumbadas, barcos y lanchas en medio de las calles, recintos pesqueros en el suelo, quince muertos; cientos de personas que perdieron el trabajo de toda la vida, el negocio o la casa propia, entre otras grandes pérdidas.

Si bien se ha hecho una serie de anuncios sobre las medidas que se han adoptado y que se adoptarán para ir en ayuda de las personas damnificadas, en mi recorrido por la zona he podido recopilar los testimonios de los afectados, cuyo denominador común es un sentimiento de incertidumbre respecto de si esas medidas mejorarán su situación actual y la de sus familiares, y un sentimiento de gran inquietud respecto de los verdaderos plazos de reconstrucción y de los aportes que realmente recibirán.

Con el fin de aminorar de alguna manera esa incertidumbre y de aclarar algunas dudas, solicito que se envíen los siguientes oficios en relación con los casos que los propios afectados me han hecho presentes:

Primero, existe gran preocupación por la celeridad de las encuestas a personas damnificadas. 

Por ello, pido que se oficie al ministro de Desarrollo Social, a fin de que informe la fecha de término del catastro completo de personas damnificadas en la Cuarta Región, especialmente en el sector rural, y el porcentaje de avance alcanzado. 

Segundo, pido que se oficie al alcalde de Coquimbo, a fin de que informe respecto del protocolo de entrega de los aportes voluntarios: ropa, víveres, agua, frazadas, entre otros. Se deben aclarar las denuncias que indican que esos aportes estarían acumulándose en las bodegas de las delegaciones municipales y no se estarían entregando con la rapidez que se requiere.

Tercero, existe gran desinformación respecto del estado de los establecimientos educacionales en la Cuarta Región, especialmente de la situación de los alumnos que estudian en colegios cuyo funcionamiento está en evaluación. 

Por lo tanto, pido que se oficie a la ministra de Educación, a fin de que envíe el listado de colegios que se encuentran funcionando con normalidad y el de aquellos que resultaron con daños y que no pueden funcionar, y de que indique la cantidad de alumnos matriculados en ellos. Asimismo, pido que informe si los alumnos cuyos colegios no pueden funcionar han sido reubicados en otros establecimientos y desde cuándo comenzó dicho proceso. 

Además de lo anterior, pido que informe qué colegios y cuántos alumnos están en evaluación, y si se encuentran con las clases suspendidas o asisten momentáneamente a otro establecimiento.

Cuarto, pido que se oficie a la ministra de Salud para que informe en relación con la controversia sobre el real estado y funcionamiento del hospital San Pablo de Coquimbo, por cuanto existen denuncias tanto de familiares de pacientes como de funcionarios y de médicos que trabajan en dicho recinto asistencial, que señalan que la torre antigua se encuentra inutilizada y su habilitación amenazaría la integridad de las personas que se encuentran en el lugar.

Por último, he tomado conocimiento de una serie de despidos de trabajadores que se desempeñaban en obras de construcción, restaurantes, negocios, talleres, entre otros, en las zonas afectadas. 

Por consiguiente, pido que se oficie a la ministra del Trabajo y Previsión Social para que informe sobre el número de trabajadores de la Cuarta Región cuyos contratos han terminado durante el mes de septiembre en virtud de la causal número 6 del artículo 159 del Código del Trabajo: “Caso fortuito o fuerza mayor”. Asimismo, solicito que indique el número de empleos de emergencia que se crearán en la región y la naturaleza de los servicios a los que estarán destinados.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INCREMENTO DE DOTACIÓN Y VEHÍCULOS DE CARABINEROS PARA
COMUNAS DE REGIÓN DE LOS LAGOS Y CONSTRUCCIÓN DE RETÉN EN
LOCALIDAD DE RAHUE ALTO NORTE, COMUNA DE OSORNO

El señor VALLESPÍN (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Javier Hernández.

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, una de las más tristes realidades que estamos viviendo en nuestro país es la delincuencia. Nuestros electores esperan de sus autoridades de gobierno y, por supuesto, de sus parlamentarios que enfrentemos este flagelo con decisión y que no se sigan dando explicaciones que para nada van al fondo del problema.

Debemos interpretar las necesidades de la gente y buscar paliativos, mientras seguimos esperando que el problema se aborde en forma mucho más profunda e integral que con la llamada agenda corta, recientemente aprobada por esta Cámara, la cual apoyé porque, al menos, constituye un paso, sin perjuicio de que la considero insuficiente.

En esa línea, ayer visité al recientemente asumido general director de Carabineros, señor Bruno Villalobos, para desearle éxito en sus funciones y, en lo personal, para respaldar la función de Carabineros, institución que tiene la confianza mayoritaria de la ciudadanía.

En la reunión abordé con él temas del distrito en que realizo mi labor parlamentaria. En ese sentido, le solicité una mayor dotación policial y de vehículos para las unidades urbanas, con el fin de reforzar los planes cuadrantes, de manera que la respuesta sea más rápida y oportuna, como también para las zonas rurales, con el objetivo de reforzar el combate contra el abigeato. Lo solicité para las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay, Fresia, Purranque, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos.

Además, le solicité que dispusiera la construcción de un retén para el sector Rahue Alto Norte, entre las poblaciones Schilling, Quinto Centenario y Lololhue, pues se trata de una aspiración de larga data de los vecinos de ese populoso sector. Espero que esa solicitud sea prontamente acogida, toda vez que se estima bastante positiva, de acuerdo con las declaraciones esgrimidas por el propio general director de Carabineros.

INFORMACIÓN SOBRE CRONOGRAMA PARA CONCRECIÓN DE OBRAS
PÚBLICAS EN COMUNA DE OSORNO (Oficio)

El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, en otro orden de cosas, quiero manifestar mi preocupación por lo que está sucediendo en el gobierno regional de Los Lagos, toda vez que existe una serie de obras emblemáticas que hoy están en la más absoluta nebulosa -muchas de ellas aprobadas por el consejo regional y con presupuesto asignado- y que no sabemos cuándo se concretarán.

Obras como la remodelación de la Plaza de Armas de Purranque, el centro de diagnóstico de Osorno, la ampliación del centro de salud familiar de Ovejería, en la misma comuna; la costanera de Puerto Octay, entre muchas otras, se vienen anunciando desde hace mucho tiempo, pero, al parecer, no existen plazos concretos para su realización.

Por lo tanto, pido que se oficie al intendente de la Región de Los Lagos, a fin de que nos informe sobre los plazos precisos para la concreción de las referidas obras en la provincia de Osorno, y nos diga específicamente cuándo se entregarán los recursos que se requieren para ello. 

Asignar un presupuesto de 10 millones de pesos para obras que valen 2.000 millones de pesos no es sino una triquiñuela para decirnos que se van a iniciar las obras, en circunstancias de que, en verdad, esa suma de dinero asignada no alcanza ni para hacer un poco de movimiento de tierra.

En la misma situación están otras anheladas obras, como la remodelación de los cuarteles generales de la Cuarta y la Quinta compañías de Bomberos de Osorno, el recambio de luminarias en la comuna de San Pablo, la construcción del Liceo Antulafken, de San Juan de la Costa, y la construcción del nuevo cuartel de la Policía de Investigaciones en Osorno.

Pido que se oficie al intendente de la Región de Los Lagos, a fin de que entregue precisiones sobre cada una de las obras mencionadas en la presente intervención, con cronogramas de trabajo y fechas concretas, más allá de informarnos que se van asignar 10 millones de pesos para comenzar una obra, lo que, en la práctica, no significa nada.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

EVALUACIÓN DE COMPRA DE TERRENOS Y FINANCIAMIENTO A PROYECTO HABITACIONAL PARA COMITÉ DE VIVIENDA SOL NACIENTE, DE FRESIA
(Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe de Mussy.

El señor DE MUSSY.- Señor Presidente, la pasada semana distrital fue bastante intensa, pues recorrí distintas comunas y sectores de mi querido distrito N° 56. 

Al respecto, solicito enviar algunos oficios para poder ayudar a la comunidad en distintos temas que fueron planteados en terreno.

En primer lugar, al alcalde de Fresia, señor Rodrigo Guarda, para pedirle que evalúe la posibilidad de postular al Programa Mejoramiento de Barrios (PMB), el cual es administrado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Subdere), al objeto de comprar terrenos para el Comité de Vivienda Sol Naciente, de Fresia, organización liderada por mujeres y compuesta por más de 150 socios, quienes con la compra del terreno por parte del municipio podrían comenzar el sueño de la casa propia. 

Asimismo, pido oficiar al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo y al jefe de la Unidad Regional Subdere Los Lagos con la finalidad de solicitarles ayuda técnica para levantar el referido proyecto habitacional, a los efectos de que se apruebe y cuente con el financiamiento correspondiente, con cargo al presupuesto que queda de 2015.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

FISCALIZACIÓN A SISTEMAS DE AGUA POTABLE Y DE ALCANTARILLADO EN VILLA ALTO PUERTO OCTAY, REGIÓN DE LOS LAGOS (Oficios)

El señor DE MUSSY.- Por otra parte, cuando estuve en la comuna de Puerto Octay visité el sector Villa Alto Puerto Octay, que desgraciadamente está teniendo problemas con los sistemas de agua potable y de alcantarillado. 

Por ello, solicito oficiar a la ministra de Salud y al seremi de Salud de la Región de Los Lagos para que se fiscalice y se revise en terreno el sistema de agua potable del señalado sector, pues el recurso se está entregando con cierto grado de contaminación, lo que tiene preocupada a la comunidad que allí habita. Incluso más, varias veces a la semana hay que “despichar” toda el agua de la torre (estanques) ubicada en esa villa. 

Por tanto, es importante que se fiscalice tal situación.

Lo mismo respecto del sistema de alcantarillado del referido sector, que al parecer funciona bien; sin embargo, en términos de altura, la última calle de la villa, Las Violetas, está un poco más abajo que la planta de tratamiento de aguas servidas, y la cámara de alcantarillado, que debiera tener una planta elevadora, muchas veces no logra enviar las aguas servidas a dicha instalación, las que terminan desbordándose. 

Obviamente, ello está generando un problema sanitario en ese sector y afectando la calidad de vida de las familias y de los numerosos niños que allí habitan.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

REGULARIZACIÓN DE ENVÍO DE CUENTAS POR CONSUMO ELÉCTRICO
DOMICILIARIO A VECINOS DE VILLA ALTO PUERTO OCTAY,
REGIÓN DE LOS LAGOS (Oficio)

El señor DE MUSSY.- Por otro lado, solicito oficiar al superintendente de Electricidad y Combustibles en relación con la siguiente situación. 

En el mismo sector, es decir, Villa Alto Puerto Octay, los vecinos están recibiendo cada dos meses las cuentas por consumo de energía eléctrica domiciliaria de parte de la empresa Luz Osorno. 

Al respecto no hay ningún tipo de irregularidad; pero se trata de familias modestas a las que les complica tener que pagar este tipo de cuentas cada dos meses, pues ello les implica manejar de distinta manera el pequeño presupuesto de que disponen, ya que se trata de cobros que ascienden incluso a los 60.000 , 70.000 u 80.000 pesos.

Por tanto, pido que se vea la posibilidad de que esas cuentas sean enviadas a los respectivos consumidores en forma mensual y no cada dos meses. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano.

REFLEXIONES SOBRE CONDICIÓN BIFRONTERIZA DE REGIÓN DE
ARICA Y PARINACOTA (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El Comité de la UDI ha cedido dos minutos dieciséis segundos al diputado señor Luis Rocafull. 

Informo a la Sala que el Comité Socialista también ha pedido hacer uso de los cinco minutos adicionales a que toda bancada tiene derecho una vez cada tres semanas.

El señor MELERO.- Perdón, señor Presidente, el Comité de la UDI tiene los catorce y medio minutos que nos corresponden más los cinco minutos adicionales que solicitamos. Estos últimos también se los cedemos al diputado señor Luis Rocafull. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En consecuencia, va a hacer uso de la palabra, por siete minutos dieciséis segundos, el diputado señor Luis Rocafull. 

Luego, el Comité Socialista distribuirá entre sus diputados los cinco minutos adicionales que solicitó.

Tiene la palabra su señoría.

El señor ROCAFULL.- Señor Presidente, agradezco la gentileza que tuvo el Comité de la UDI al cederme parte de su tiempo. 

El jueves pasado, la Corte Internacional de Justicia, a propósito de la objeción presentada por nuestro país a la demanda de Bolivia, resolvió conocer el fondo de ella, fijando un marco que, por supuesto, descartó de plano cualquier cesión territorial de Chile.

Sin duda, este escenario significará un desgaste para ambos países, postergando el reinicio de un diálogo bilateral, que desde hace varios años se halla en un punto muerto, a pesar de que ese es el único camino que puede conducir al entendimiento y desarrollo de dos naciones latinoamericanas que tienen una frontera común.

En este contexto, hoy quiero hacer presente la situación de Arica y Parinacota, región que nació administrativamente hace casi ocho años, y a la que orgullosamente represento. Por la posición que ocupa, dada su condición bifronteriza, esta tierra y sus habitantes a diario deben vivir las consecuencias del cumplimiento que el Estado de Chile hace respecto de los tratados bilaterales suscritos después de la Guerra del Pacífico con Perú y Bolivia.

Tales obligaciones, que nuestra región debe cumplir a diario, tienen siempre consecuencias en la vida cotidiana de quienes habitan en una frontera como esa. En los análisis de expertos y no expertos con motivo de los últimos dos diferendos con nuestros vecinos no se analizan ni se reconocen esas consecuencias ni los costos que deben pagar quienes viven en dicho territorio. Esa es precisamente la indiferencia del centralismo que, con justa razón, reclaman permanentemente aquellos y aquellas que represento.

Señor Presidente, somos los ariqueños, las ariqueñas y los parinacotenses quienes día a día colaboramos para mantener la paz, estrechando y mejorando los vínculos con los países vecinos. Ese gran esfuerzo que hacemos merece, sin duda, un reconocimiento más palpable de quienes, desde la capital, pretenden, cada cierto tiempo, imponernos políticas de Estado carentes de realismo y empatía con lo que vivimos. En nuestras fronteras se viven y se respiran de manera distinta que en Santiago las relaciones con Bolivia y Perú.

A través de mis palabras, quiero llamar una vez más la atención sobre el abandono que evidencia nuestra tierra por más de cuatro décadas. No queremos políticas asistencialistas, sino más bien políticas que reconozcan nuestra realidad geopolítica. Lo que anhelamos es una política de Estado vigorosa para esa frontera y no medidas paliativas de una coyuntura en particular. De esto último, Arica y Parinacota ya han tenido suficiente.

Hoy, Chile inicia una nueva etapa frente a la demanda boliviana. No tengo dudas de que lo hará con la responsabilidad que lo caracteriza. Por lo mismo, dada la experiencia adquirida en estas últimas décadas, es hora de que a la Región de Arica y Parinacota se le entreguen herramientas que impulsen su desarrollo definitivo y la nivelen con el resto del país. Nuestra comunidad espera más del Estado de Chile, es decir, que superemos esa visión centralista que ha ofrecido a Arica y Parinacota como una moneda de cambio para dejar contentos a nuestros vecinos.

Solo con una mirada que reconozca nuestra importancia geopolítica superaremos el desamparo que sienten sus habitantes, así como la sensación de que sus vidas son desiguales, cuando se comparan con quienes residen en las ciudades vecinas.

Por lo expuesto, solicito copia de esta intervención a la Presidenta de la República, por supuesto al señor canciller, y a los ministros de Hacienda y del Interior y Seguridad Pública.

He dicho. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión unánime de los diputados presentes en la Sala.

COMENTARIOS SOBRE BOLETÍN INFORMATIVO DE SUBDERE ACERCA DE
INDICADORES ECONÓMICOS DE REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Vlado 
Mirosevic.

El señor MIROSEVIC.- Señor Presidente, quiero comentar una buena noticia. 

Generalmente, con mi equipo nos preocupamos de estudiar los datos económicos de la Región Arica y Parinacota, y siempre ha sido difícil encontrar muchos de estos indicadores regionalizados. Sin embargo, me encontré con un boletín informativo -tengo el documento en mi poder- de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que muestra indicadores económicos de todo tipo y de distintas fuentes: del INE, de la Cámara Chilena de la Construcción, del Ministerio de Obras Públicas. En el fondo, este documento da a conocer distintos indicadores relativos a la competitividad, la productividad y al PIB de nuestra región. 

Por lo tanto, solicito que se envíe un oficio al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, porque me parece que se trata de un instrumento muy valioso, tremendamente sencillo, de muy fácil empleo. Además, lo estamos utilizando en nuestra gestión legislativa.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

EXIGENCIA DE PAGO DE PATENTE MUNICIPAL A COMERCIANTES DE ARICA POR CONCEPTO DE EXPLOTACIÓN DE MÁQUINAS TRAGAMONEDAS (Oficio)

El señor MIROSEVIC.- En segundo término, en Arica hay 161 locales en los que se explotan máquinas tragamonedas. No se trata de un tema moral ni pretendo juzgar a quienes utilizan esas máquinas, porque es no es mi rol. Sin embargo, quiero alertar que los dueños de dichos locales no están pagando la respectiva patente municipal, lo que, según el propio alcalde de Arica, significa para la municipalidad una pérdida de ingresos de mil millones de pesos anuales, cifra que considero importantísima. 

Arica es una ciudad que necesita presupuesto público para áreas verdes, plazas y mejoramiento de veredas y de fachadas. No obstante ello, el municipio hoy no está dando cumplimiento a lo dispuesto en la ordenanza municipal relativa a las máquinas tragamonedas.
Por lo tanto, solicito oficiar al alcalde de Arica, señor Salvador Urrutia, para que, por la vía de la señalada ordenanza municipal, recupere esos mil millones de pesos que la municipalidad está perdiendo, exigiendo a los dueños de los locales que explotan máquinas tragamonedas que paguen la correspondiente patente, tal como lo hace cualquier propietario de un quiosco o cualquier emprendedor.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión unánime de los diputados presentes en la Sala.

INFORMACIÓN SOBRE MUERTE DE EMBARAZADA EN HOSPITAL DE
PORVENIR, REGIÓN DE MAGALLANES Y DE LA ANTÁRTICA CHILENA (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, voy a hacer uso de mi tiempo para referirme al caso de Roxana Ruiz Rojo, una joven embarazada, quien llegó a vivir a la ciudad de Porvenir en abril de este año. 

Lamentablemente, el 9 de agosto recién pasado Roxana falleció en el hospital de Porvenir, debido a que este recinto no tenía ginecólogo, anestesista, ni ambulancia para trasladarla, como correspondía dada su urgencia, hacia el hospital de Punta Arenas. Tampoco se contó con un sistema de transporte aéreo, el cual se halla comprometido en la región para este tipo de emergencias. A su vez, el hospital de Porvenir no tiene servicio de telemedicina, por lo que no se pudo establecer una comunicación por esa vía con los especialistas que se requería a raíz de la emergencia, de manera de tomar una decisión que permitiera salvar la vida de Roxana.

El día 7 de agosto la joven embarazada concurrió con contracciones al hospital. Fue evaluada, al parecer, por un enfermero matrón, quien le dijo que su condición no era de riesgo y que, por lo tanto, debía desplazarse por sus propios medios hacia el hospital de Punta Arenas. 

Cabe señalar que el feto se encontraba en posición podálica, es decir, con las “patitas” hacia abajo. No podían operarla en el recinto hospitalario de Porvenir, pues -insisto- no había anestesista, no había ginecólogo, no estaban las condiciones de pabellón requeridas para enfrentar esa emergencia. 

Por desgracia, la salud de Roxana se complicó, hubo que practicarle una cesárea de emergencia, pero falleció, según entiendo, debido a la cantidad de sangre que perdió. Al respecto, no hay claridad acerca de si el hospital tenía recursos: fluidos o sangre como para haberle hecho la transfusión que corresponde para esos casos, lo que quizás, más algunos medicamentos, pudo haber ayudado a salvar su vida.

Cuando como país hablamos de las zonas extremas, nos referimos a esto que acabo de señalar. 

Por lo tanto, solicito oficiar a la ministra de Salud y a la directora del Servicio de Salud Magallanes para que nos informen exactamente qué ocurrió con Roxana y qué medidas se van a tomar para que situaciones como esta nunca más se repitan en la región.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN CRUCE FERROVIARIO PERIQUILLO, COMUNA DE HUALQUI, REGIÓN DEL BIOBÍO
(Oficios y nota de condolencias) 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo adicional del Comité Socialista, tiene la palabra la diputada señora Clemira Pacheco.
La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, el viernes 25 de septiembre, a las 17.00 horas, en el cruce ferroviario del sector Periquillo, comuna de Hualqui, Región del Biobío, se produjo un fatal accidente: una camioneta fue chocada por un tren que se dirigía desde Concepción a Laja, a consecuencia de lo cual fallecieron tres personas que viajaban en el vehículo menor. 

Se trata de una familia muy conocida y querida en Hualqui. Los fallecidos fueron: Humberto Vaccaro Mella, Romualdo Vaccaro Mella y Nina Merino Caffarena. 

No es fácil despedir a un familiar, menos aún cuando muere en circunstancias tan crueles e inesperadas como esta. 

Le envío mis condolencias a la familia.

Dicho cruce ferroviario se halla regulado por un signo “Pare” y por un semáforo, cuya luz blanca indica que no viene el tren, señales que son por todos conocidas. Pero eso es todo. En el lugar no están implementadas las señales de tránsito correspondientes. Cabe agregar que el cruce Periquillo se ubica en un sector con curvas, lo cual dificulta la visibilidad de los conductores de trenes que vienen desde Concepción y pasan por el lugar. Por eso, el cruce es altamente peligroso.

En consecuencia, solicito que se oficie al presidente del directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado para que adopte las medidas necesarias para la seguridad de este peligroso cruce, por ejemplo, la instalación de barreras automáticas, como una forma más inmediata para prevenir accidentes. 

Asimismo, al ministro de Obras Públicas, al director nacional de la Dirección de Vialidad, al seremi de Obras Públicas del Biobío y al director de Vialidad del Biobío para que evalúen una solución desnivelada o sobre nivel en el cruce Periquillo, comuna de Hualqui, lugar donde se produjo el mencionado accidente. Ello, para ir buscando una solución de mayor seguridad para los vecinos del sector. 

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

REITERACIÓN DE OFICIO A MINISTRA DE MINERÍA SOBRE CONCESIONES MINERAS Y CONCESIONES PARA INTERVENCIÓN DE TURBERAS O
POMPONERAS, PROVINCIA DE CHILOÉ (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo que le resta al Comité Socialista, tiene la palabra la diputada señora Jenny Álvarez.
La señora ÁLVAREZ (doña Jenny).- Señor Presidente, en diciembre del año pasado, en el marco de una sesión especial, junto con colegas de todas las bancadas suscribí el proyecto de resolución N° 259, que manifestaba preocupación por las comunidades indígenas y los territorios enfrentados a la especulación minera y su impacto en el ordenamiento territorial y la protección del medio ambiente, especialmente por las prerrogativas que el Código de Minería entrega a los titulares de derechos mineros respecto del aprovechamiento de las aguas alumbradas.

En el caso de Chiloé hay que agregar que para la explotación de la turba, que se utiliza principalmente como combustible a escala doméstica y en la obtención de abonos orgánicos, también se requiere una concesión, pues el Código de Minería la considera un mineral no metálico de segunda categoría. Asimismo, no se hace cargo de la importancia como reservorio de agua que tienen las turberas como humedales de origen glaciar.

Por lo anterior, en junio de este año pedí oficiar a la ministra de Minería para que me remitiera antecedentes acerca del número de solicitudes y de concesiones mineras solicitadas y entregadas en la provincia de Chiloé en los últimos diez años, con datos desagregados por comunas, localidades, año de solicitud, nombre del solicitante y tipo de recurso minero declarado. 

Adicionalmente, le pedí que indicara el número de solicitudes por comunas, para el mismo período, respecto de concesiones para la intervención de turberas o pomponales.

Lamentablemente, hasta la fecha no hemos recibido respuesta de la ministra.

Hay preocupación en el archipiélago de Chiloé por el aumento de la actividad minera en la zona, ya que entra en conflicto con otras actividades, como la producción de machas, la pesca de orilla y la recolección de cochayuyos, que son actividades ancestrales en ese territorio. También hay conflicto con los habitantes que desarrollan la actividad turística y con los habitantes de Isla Guafo, por su enorme valor ambiental. Sin duda, se abre un escenario complejo cada vez que la minería entra en zonas que tienen otra vocación productiva, como ocurre en este caso.

El fin de semana estuve en Ancud, en el sector de Coquiao, donde me reuní con el señor Domingo Valenzuela, de la Asociación de Pequeños Agricultores de Chiloé, quien me planteó que se verían enormemente afectados si las empresas mineras empezaran a explotar los recursos minerales de Chiloé.

Debemos recordar que en la Constitución Política de 1980, creada en dictadura, aún se encuentra vigente la norma que sobrepone los derechos del titular de la concesión minera a los del dueño de la tierra donde se encuentra el yacimiento.

Por lo expuesto, pido que se oficie a la ministra de Minería, señora Aurora Williams, con copia de esta intervención, para solicitarle que dé pronta respuesta al oficio N° 9439, despachado por esta Corporación el 18 de junio del año en curso.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al cual se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de quienes están levantando la mano.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.22 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.41 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS POR
IRREGULARIDADES EN CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS DECLARADAS
INHABITABLES EN COMUNA DE AYSÉN (Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, intervengo para hacer presente la situación que afecta a los integrantes de 104 familias de la villa Aysén, en la comuna del mismo nombre, quienes enfrentan lo que quizás sea uno de los problemas más dramáticos al que se puede ver expuesto un grupo familiar, porque se refiere al sueño de la casa propia. 

En efecto, sucede que 24 viviendas de esa población fueron declaradas inhabitables a causa de que el terreno en el cual se emplazaron no reúne las condiciones de construcción necesarias para soportar una carga de esa naturaleza. Obviamente, las familias que las habitaban debieron salir de ellas, lo que supone un verdadero drama para esas personas.

Un especialista del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, enviado por la propia ministra Paulina Saball, acaba de emitir un informe sobre el particular en el que señala que las otras ochenta viviendas emplazadas en el mismo terreno enfrentarán progresivamente el mismo problema de hundimiento. De hecho, ya es posible ver fisuras, roturas y otros daños propios de esa realidad.

El sueño de toda familia, sea de nuestra región o de cualquier otra del país, es tener casa propia, pero en el caso de las familias propietarias de esas 104 viviendas de Aysén, ese sueño se ha transformado en una verdadera pesadilla, pues ven truncado un proyecto de vida por el que lucharon durante años.

Eso nos habla de una situación que obligatoriamente debemos enfrentar. Según tengo entendido, los propios afectados presentarán demandas civiles en contra el Estado, por los daños que han sufrido. Sin embargo, no tengo la menor duda de que hay responsabilidades administrativas e institucionales involucradas en estos hechos; estamos hablando del deterioro de bienes que se construyeron con una cantidad no menor de recursos fiscales. Además, en la edificación de ese proyecto habitacional hubo una serie de situaciones irregulares, varias de las cuales han sido denunciadas y objeto de demandas, algunas de ellas, lamentablemente, sin ninguna resolución formal. La única decisión real que hay es que las 104 familias que hace poco tiempo recibieron sus viviendas deberán hacer abandono de ellas por los problemas que se mencionan en el informe técnico del Minvu.

En razón de lo expuesto, solicito que se oficie a la contralora general de la República, ya que situaciones como la descrita, que involucran tantos recursos públicos, así como la pérdida de un bien de tanto valor social para una sociedad, comunidad y, fundamentalmente, para las familias, como es su vivienda, deben ser investigadas por un ente fiscalizador serio y responsable.

Situaciones de esta naturaleza no pueden volver a ocurrir, entre otras cosas, por la tremenda pérdida social y material que se ocasionan a las familias afectadas. Por eso, requerimos la plena intervención de la Contraloría General de la República para determinar las responsabilidades administrativas que correspondan y para que realice los sumarios correspondientes.

La administración pública se ha comprometido a resolver el problema, lo que nos parece bien como primera reacción de la autoridad. Sin embargo, hay que buscar con claridad a los responsables directos que están detrás de este desastre.

Por lo mismo, solicito que también se oficie a la ministra de Vivienda y Urbanismo, y al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, pues entregaron recursos públicos para realizar obras de mejoramiento, precisamente de los terrenos del sector, las que, al parecer, no se cumplieron cabalmente. 

También pido que se oficie al intendente de la Región de Aysén, al seremi de Vivienda y Urbanismo y al director regional del Serviu, a objeto de que estos servicios informen sobre qué medidas adoptarán para resolver el problema de fondo y sobre las medidas administrativas que adoptarán para establecer con claridad y fehacientemente las responsabilidades de quienes incurrieron en las acciones u omisiones que permitieron que se produjera este desastre social y económico.

Considero que debemos llevar justicia a las familias que se vieron en la necesidad de demandar por estos hechos, por lo cual me parece absolutamente razonable plantear, a través de la honorable Cámara de Diputados, que se realicen los actos de fiscalización necesarios y se dispongan las acciones administrativas y sumariales que en derecho correspondan ante un hecho de tanta gravedad, de manera de establecer las responsabilidades pertinentes.

Finalmente, solicito que se envíe copia de los oficios y de esta intervención al señor alcalde de la comuna de Aysén.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que así lo indican a la Mesa.

DENUNCIA DE EVENTUALES IRREGULARIDADES POR EXTRACCIÓN DE AGUA DE POZO DESDE LECHO DE RÍO ACONCAGUA (Oficio)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Christian Urízar.

El señor URÍZAR.- Señor Presidente, hace unos días, junto con el consejero regional Cristian Urrea, nos reunimos con la señora Ana Olguín Aguilera, presidenta de la junta de vecinos La Victoria; con la señora Marcia Tapia, y con distintos representantes de juntas de vecinos de diversos sectores de La Victoria y Santa Rosa de Colmo, comuna de Limache.

Todos ellos manifestaron una situación muy irregular vinculada con la extracción de agua de pozo por parte de la empresa sanitaria Esval, desde el lecho del río Aconcagua, hecho que afecta los proyectos de agua potable rural (APR) del sector.

En consecuencia, solicito que se oficie al director nacional de Obras Hidráulicas para que nos informe si la empresa mencionada cuenta con autorizaciones para realizar esas perforaciones y extraer agua de ellas, y para que, en caso de que ella no cuente con los permisos del caso, haga cumplir las disposiciones legales pertinentes.

Esa empresa sanitaria se instala y extrae agua sin siquiera preguntar a los vecinos. Todo lo hace sin entregar ningún tipo de información a las juntas de vecinos o a los dirigentes encargados del agua potable rural, lo que genera complicaciones a todas las personas del sector de Santa Rosa de Colmo y de la zona límite entre las comunas de Limache y Quillota. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al cual se adjuntará copia íntegra de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE PAVIMENTACIÓN DEL CALLEJÓN LO VARELA
PALOMAR, COMUNA DE QUILLOTA (Oficios)

El señor URÍZAR.- En segundo lugar, la junta de vecinos Lo Varela Palomar, de la comuna de Quillota, ha estado solicitando desde aproximadamente ocho años la pavimentación del callejón Lo Varela Palomar, la cual fue aprobada a principios de 2015.

Pese a ello, los operarios de Vialidad comentaron que lo destinado a la obra no era suficiente para abarcar la pavimentación de todo el callejón, situación muy complicada, pues deja a seis familias sin este beneficio y un compromiso etéreo de completar la pavimentación en algún momento en que existan los recursos para ello. 

El objetivo del acuerdo era apoyar a todas las familias del callejón Lo Varela Palomar, quienes hoy tienen a la vista que dicho compromiso no se está cumpliendo.

Por lo tanto, solicito oficiar al secretario regional ministerial de Obras Públicas de la Región de Valparaíso, al director regional de Vialidad de dicha región, a la dirección provincial de Vialidad de la provincia de Quillota, con copia a la presidenta de la junta de vecinos de Lo Varela Palomar, señora Gloria Ruz Alfaro. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia íntegra de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

EVALUACIÓN PARA DOTAR DE AMBULANCIA AL CESFAM DE OCOA,
COMUNA DE HIJUELAS (Oficio)

El señor URÍZAR.- En tercer lugar, la alcaldesa señora Verónica Rossat Arriagada se ha comunicado conmigo para contarme la alegría de los vecinos por la pronta inauguración del centro de salud familiar (Cesfam) del sector de Ocoa, comuna de Hijuelas, que servirá a un gran número de familias que viven en sectores rurales alejados del centro de la comuna, que se calcula en 7.000 personas; pero como a veces no se dan soluciones globales, ese centro de salud familiar no contó en su proyecto con una ambulancia.

Es un despropósito que una gran obra como esa, que tiene un radio de acción tan extenso, que genera la alegría de los vecinos y cuya inauguración se llevará a cabo muy pronto, no cuente con una ambulancia para trasladar a los pacientes del sector, tema que he conversado con distintas autoridades.

Por lo tanto, solicito oficiar al director del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, don Francisco Acevedo Toro, con el objeto de que responda a esta situación. Si no se puede solucionar antes de la inauguración del Cesfam, que se remedie a la brevedad, porque la alegría de contar con ese establecimiento en Hijuelas no puede ser empañada por no contar con la tan anhelada ambulancia, que resulta necesaria para trasladar a los pacientes del sector de Hijuelas.

Señor Presidente, hago entrega de todos los antecedentes para que sean enviados a quienes correspondan.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al cual se adjuntará copia íntegra de su alocución, con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE FECHAS DE LICITACIÓN PARA CAMBIO DE
LUMINARIAS EN LAS COMUNAS DE LA PROVINCIA DE ÑUBLE (Oficio)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge 
Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el año pasado las autoridades del Ministerio de Energía anunciaron la licitación para el cambio de luminarias en las diversas comunas de la provincia de Ñuble, lo que hasta hoy no se ha realizado ni se han precisado las fechas de las licitaciones.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Energía, con el objeto de que precise el calendario de las licitaciones para el cambio de luminarias de las diversas comunas de la provincia de Ñuble.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, al cual se adjuntará copia íntegra de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

TRANSFORMACIÓN DE SUBCOMISARÍA A LA CATEGORÍA DE COMISARÍA
EN COMUNA DE COELEMU (Oficios)

El señor SABAG.- En segundo lugar, solicito oficiar al ministro del Interior y al general director de Carabineros, con el objeto de que estudien la posibilidad de que la subcomisaría de la comuna de Coelemu, provincia de Ñuble, Región del Biobío, sea elevada a la categoría de comisaría. 

La gran extensión del territorio que debe atender, que abarca desde la comuna de Coelemu hasta la costa en el sector Perales, demanda una gran atención de parte de Carabineros de Chile, situación que ha sobrepasado las capacidades de la subcomisaría. 

Asimismo, solicito enviar copia de mi intervención a la señora alcaldesa y al honorable concejo de la comuna de Coelemu.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia íntegra de su intervención y con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

DECLARACIÓN DE PUENTE ÑIPAS COMO MONUMENTO NACIONAL Y
CONSTRUCCIÓN DE NUEVO PUENTE SOBRE EL RÍO ITATA (Oficios)

El señor SABAG.- En tercer lugar, solicito oficiar a la ministra de Educación, al ministro de Obras Públicas y a las autoridades del Consejo de Monumentos Nacionales de Chile, para que se declare monumento nacional al puente Ñipas, que data de 1923 y une la comunas de Ránquil con Portezuelo, dado que es una obra histórica que da identidad a la comuna y que aún presta servicio, a pesar de haber resistido tres grandes terremotos. 

Asimismo, pido que el Ministerio de Obras Públicas desarrolle un proyecto de ingeniería para construir un nuevo puente sobre el río Itata en el futuro.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia íntegra de su intervención, con la adhesión de los parlamentarios que estamos levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE EMPRESAS CONTRATADAS PARA AFRONTAR LAS EMERGENCIAS PRODUCIDAS POR EL ALUVIÓN EN LA REGIÓN DE ATACAMA (Oficio)

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, voy a hacer uso de la palabra en mi calidad de diputado por la Región de Atacama, en particular por las comunas de Huasco, Freirina, Alto del Carmen, Vallenar, Caldera, Tierra Amarilla y, a partir de la ley que sustituyó el sistema binominal, también por las comunas de Copiapó, Chañaral y Diego de Almagro.

Solicito oficiar al ministro de Hacienda, con el objeto de que me envíe un completo informe sobre los 500 millones de dólares que se destinaron por ley para la Región de Atacama, para afrontar las emergencias que se produjeron en esa región con motivo del aluvión, no obstante lo cual existen déficits en muchos temas. 

En particular, deseo que me informe acerca del nombre completo de las empresas contratadas, incluyendo su razón social y RUT, en qué región tienen sus sedes operativas y administrativas, los montos de las adjudicaciones, el objeto de los contratos y en qué estado están los distintos contratos adjudicados.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE EMPRESAS CONTRATADAS CON CARGO AL FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL PARA AFRONTAR EMERGENCIAS PRODUCIDAS POR ALUVIÓN EN REGIÓN DE ATACAMA (Oficio)

El señor ROBLES.- En segundo lugar, solicito oficiar al intendente de la Región de Atacama, con el objeto de que me informe acerca de los recursos que el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) ha dispuesto para afrontar la emergencia, especialmente en qué se han gastado esos fondos, las empresas contratadas, sus procedencias, los montos adjudicados y si las obras han sido recibidas.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE EMPRESAS CONTRATADAS PARA REALIZAR
MOVIMIENTOS DE TIERRA Y LIMPIEZA DE CALLES Y DE COLECTORES
DE ALCANTARILLADO (Oficios)

El señor ROBLES.- En tercer lugar, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, a la ministra de Vivienda y Urbanismo, y a las gobernaciones de la región, con el objeto de que me informen detalladamente acerca de las empresas contratadas para realizar movimientos de tierra y limpieza de calles y de colectores de alcantarillado.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE EVENTUAL PETICIÓN DE RENUNCIA DE DIRECTOR DE LA ONEMI DE REGIÓN DE ATACAMA Y DESPIDO DE FUNCIONARIO DE DICHA OFICINA (Oficio)

El señor ROBLES.- En cuarto lugar, solicito oficiar al ministro de Interior, con el objeto de que me informe de manera detallada sobre la actuación de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior en la Región de Atacama, dada la supuesta petición de renuncia que se habría hecho al director regional de ese organismo, señor Mauricio Maturana, quien, a mi juicio, desempeñó una destacada labor durante el desastre. Tanto es así que la funcionaria que lo reemplazó, ya que el señor Maturana hacía uso de días administrativos, demostró que no tenía experiencia, pues no pudo afrontar la situación de manera adecuada durante el último temblor. Incluso, según me comentaron, parte del gabinete quedó fuera de una reunión, a pesar de que era importante contar con su información.

El director nacional de la Onemi no ha visitado la Región de Atacama desde que se produjeron los aluviones, por lo que desconoce lo que allá sucedió; sin embargo, sí se hizo presente en las regiones de Antofagasta y de Coquimbo. 

En consecuencia, mal puede realizar una evaluación de los procedimientos adoptados por el director regional de la Onemi.

Durante la emergencia estuvo presente el subdirector de Regiones de la Onemi, señor Guillermo de la Maza, funcionario que ha tenido una actuación poco feliz en mi región, particularmente por la contratación de una empresa para solucionar problemas de habitabilidad de las viviendas de emergencia que se construirían en la población Juan Pablo II, de Copiapó, lo que finalmente significó un costo elevadísimo, un número mucho menor de viviendas y un alcantarillado que costó más del doble de lo que habría cobrado una empresa de la zona, ya que este señor contrató a una empresa de Iquique, con lo que pasó a llevar a las que existen en Atacama.

Debo hacer presente que hablé con él para decirle que era conveniente la contratación de empresas de la zona para resolver esos problemas, pues cobraban menos y tenían mayor cantidad de viviendas disponibles, etcétera.

Asimismo, pido que me informe sobre las razones del despido del señor Víctor Marihual, quien llevaba más de siete años de servicio en la Onemi y que fue calificado siempre en lista 1, no obstante lo cual el señor Guillermo de la Maza dio instrucciones para que lo despidieran.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS Y REALIZACIÓN DE OBRAS EN BARRIOS DE REGIÓN DE ATACAMA (Oficios)

El señor ROBLES.- En quinto lugar, el señor Guillermo de la Maza dio instrucciones para que se construyeran viviendas y se realizaran obras en diversos barrios, las que aún no están terminadas. Por ejemplo, en el barrio de Los Loros se construyeron sesenta y seis viviendas sin alcantarillado, por lo que las personas llevan más de dos meses usando baños químicos. En el barrio de Nantoco todavía no están terminadas las trescientas viviendas que se planificó construir, las que tampoco cuentan con alcantarillado; además, se construyeron sobre terrenos contaminados con arsénico, a pesar de que había un informe de la seremi de Salud. En Chañaral se construyeron viviendas sin alcantarillado, lo que debió ser regularizado posteriormente. En El Salado se construyeron viviendas sin alcantarillado, por lo que sus pobladores usan baños químicos hasta hoy. En Diego de Almagro se construyeron trescientas viviendas sin alcantarillado, en fin.

Por lo tanto, solicito oficiar a las autoridades competentes, con el objeto de que me informen sobre la situación en que se encuentran esos barrios.

He dicho.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE SUMARIOS SANITARIOS INSTRUIDOS EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA (Oficio)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, solicito oficiar a la seremi de Salud de la Región de La Araucanía, a fin de que me informe sobre los sumarios sanitarios instruidos por la autoridad sanitaria durante los últimos cinco años, cuántos han sido sobreseídos, las causales de los sobreseimientos y el porcentaje que representa del total de sumarios.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE AUTORIDAD COMPETENTE PARA FISCALIZAR
DESCARGA DE AGUAS SERVIDAS EN CURSOS DE AGUA DE
REGIÓN DE LA ARAUCANÍA (Oficio)

El señor CHAHIN.- En segundo lugar, solicito oficiar al contralor regional de La Araucanía, a fin de que me informe sobre la autoridad competente para fiscalizar a las empresas de servicios sanitarios de áreas concesionadas que descargan aguas servidas en cursos naturales o aliviaderos de tormentas, cuando se colapsa el sistema de evacuación y de tratamiento de dichas aguas, ya que existe un área gris que no permite determinar si es la autoridad sanitaria o la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Asimismo, que me informe sobre la competencia que podría tener la Superintendencia del Medio Ambiente al respecto.

La situación que denuncio queda impune cuando ocurre, por cuanto no la fiscalizan la autoridad sanitaria ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios, que más bien regula el procedimiento, el cumplimiento de normas, los precios, etcétera, pero no si existe algún tipo de contaminación.

Por lo tanto, quiero saber qué autoridad debe cumplir ese rol fiscalizador, para que ninguna se excuse en su eventual incompetencia respecto de estos hechos que ocurren a menudo. En la localidad de Cajón, por ejemplo, se están evacuando permanentemente aguas servidas en el estero Laucha y en el río Cautín, lo que genera mucha contaminación y malos olores. Incluso, esto es más dramático en otros lugares.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.07 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10311-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


engo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio entre la República de Chile y la República de Sudáfrica para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Pretoria, Sudáfrica, el 11 de julio de 2012.

I. ANTECEDENTES

El Convenio para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio celebrado con la República de Sudáfrica es similar a los instrumentos suscritos con Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, Colombia, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, Irlanda, Malasia, México, Noruega, Nueva Zelandia, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, Rusia, Suecia, Suiza y Tailandia, que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva. Debe hacerse presente que, si bien los comentarios a ese modelo no son anexos al Convenio que se firme, que es el único instrumento jurídicamente obligatorio de carácter internacional, pueden, no obstante, ser de gran ayuda para la aplicación e interpretación del mismo.

II. FUNDAMENTOS DEL CONVENIO

Entre los fundamentos del presente Convenio se encuentran la prevención de la evasión fiscal y, por supuesto, evitar la doble imposición internacional. Además, se consideran los positivos efectos que este tipo de instrumentos tienen en la economía nacional.

1. Objetivos del Convenio

Los objetivos perseguidos por el Convenio, son los siguientes:

a. Evitar la doble imposición internacional a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes.

b. Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes.

c.
Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta.

d. Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes.

e. Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias.

f. Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

2. Efectos para la economía nacional

La eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tiene incidencias muy importantes para la economía nacional.

En efecto, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.

Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementados los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Sudáfrica.

Del mismo modo, si bien la aplicación de Convenios de este tipo podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor.

Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, que no se verán afectados por el Convenio ya que, en virtud de la norma que regula la imposición de los dividendos, las rebajas de tasas ahí establecidas no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile. En segundo lugar, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial.

III. CONTENIDO DEL CONVENIO

1. Estructura del Convenio

El Convenio consta de un Preámbulo, siete Capítulos y un Protocolo. Los Capítulos se estructuran sobre la base de los artículos respectivos.

En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.

El Capítulo I, sobre el Ámbito de Aplicación del Convenio, a su vez, se refiere a las personas y a los impuestos a los que este se aplica.

El Capítulo II, por su parte, contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos.

El Capítulo III, referido a la imposición de rentas, igualmente, regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles, los beneficios empresariales, los beneficios procedentes del transporte internacional marítimo y aéreo, las empresas asociadas, la situación de los dividendos, la imposición de los intereses, el régimen aplicable a las regalías, y la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital, entre otras cosas.

El Capítulo IV, asimismo, se refiere al Estado que puede someter a imposición el patrimonio.

Luego, el Capítulo V establece los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Sudáfrica.

También, el Convenio consta de un Capítulo de Disposiciones Especiales y uno de Disposiciones Finales.

Finalmente, contempla además un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo, y en el que se abordan situaciones generales y especiales.

2. Aspectos esenciales del Convenio

El Convenio se aplica a personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto de los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten.

Se establece que respecto de ciertos tipos de rentas, solo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.

Cabe hacer presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo cada Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.

En aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, comprometiéndose a otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.

En el caso de Chile operan los artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

3. Tratamiento específico de las Rentas y del Patrimonio

a. Rentas de Bienes Inmuebles (bienes raíces)

Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentren situados los bienes (artículo 6).

b. Utilidades empresariales

Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero solo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente (artículo 7).

Para determinar los beneficios de un establecimiento permanente, definido como un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad, se debe atribuir a dicho establecimiento los beneficios que este hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada de la empresa de la que es establecimiento permanente. Se deberá permitir la deducción de los gastos necesarios en que la empresa haya incurrido para los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte (artículo 7, inciso 3). En el párrafo 3 del Protocolo se establece que en el cálculo de la renta imponible de un establecimiento permanente situado en un Estado Contratante la deducibilidad de los gastos que sean atribuibles a ese establecimiento permanente será determinada de conformidad a la legislación interna de ese Estado.

El Convenio señala que la expresión “establecimiento permanente” también comprende:

i. una obra o proyecto de construcción, instalación o montaje o las actividades de supervisión relacionadas con esa obra o proyecto, pero solo cuando dicha obra, proyecto o actividad tenga una duración superior a seis meses;

ii. la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultoría, por intermedio de empleados u otras personas naturales encomendados por la empresa para ese fin en el caso de que tales actividades prosigan en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses que comience o termine en el año tributario considerado y,

iii. la prestación de servicios profesionales y otras actividades de naturaleza independiente en un Estado Contratante por una persona natural, si esa persona está presente en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses que comience o termine en el año tributario considerado.

Para los efectos del cálculo de los límites temporales indicados precedentemente, las actividades realizadas por una empresa asociada a otra empresa en el sentido del artículo 9 del Convenio, serán agregadas al período durante el cual son realizadas las actividades por la empresa de la que es asociada, si las actividades de ambas empresas son idénticas o sustancialmente similares (párrafo 2 del Protocolo).

c. Transporte Marítimo y Aéreo

Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional solo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 8).

d. Empresas asociadas

Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando dicha renta no refleje las utilidades reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (artículo 9).

El párrafo 2 del artículo 9 establece, además, que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará el ajuste correspondiente de la cuantía del impuesto que ha percibido sobre esas utilidades, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto a su monto.

e. Dividendos

Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Con todo, el párrafo 2 del Artículo 10 dispone que si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado, el impuesto no podrá exceder del 5 por ciento del importe bruto de los dividendos si el beneficiario efectivo de esos dividendos es una sociedad que controla directamente al menos el 25 por ciento del capital de la sociedad que paga dichos dividendos; y 15 por ciento del importe bruto de los dividendos en todos los demás casos.

El inciso final del párrafo 2 establece que las disposiciones anteriores no limitarán la aplicación del Impuesto Adicional a pagar en Chile en la medida en que el Impuesto de Primera Categoría sea totalmente deducible contra el Impuesto Adicional.

f. Intereses y Regalías

Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder determinados límites.

Respecto de intereses, el impuesto exigido no puede exceder del 5 por ciento del importe bruto de los intereses provenientes de: préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos o valores que son substancial y regularmente transados en una bolsa de valores reconocida; y la venta crédito de maquinaria y equipo, pagados por el comprador al beneficiario efectivo que es el vendedor de dicha maquinaria y equipo. En todos los demás casos, el impuesto no puede exceder de 15 por ciento (artículo 11).

Tratándose de regalías, el impuesto exigido no puede exceder del 5 por ciento del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 10 por ciento en todos los demás casos (artículo 12).

g. Enajenación de bienes

Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante y las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.

Las ganancias derivadas de la enajenación de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos buques o aeronaves, solo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.

Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad, pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

Por su parte, las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro bien solo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante (artículo 13).

h. Rentas de un empleo

Las rentas provenientes de un empleo realizado en el otro Estado Contratante pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, solo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el perceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por 183 días o menos, las remuneraciones se pagan por o en nombre de un empleador que no es residente del Estado donde se presta el servicio y las remuneraciones no son soportadas por un establecimiento permanente que una persona tenga en el Estado donde se presta el servicio (artículo 14).

i. Honorarios de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes

Los honorarios de directores y otros pagos similares que un residente de un Estado Contratante obtenga como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados (artículo 15).

De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que obtenga un artista o deportista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (artículo 16). De acuerdo al párrafo 4 del Protocolo, el mismo tratamiento se aplica a las rentas obtenidas respecto de cualquier actividad personal, ejercida en el otro Estado, relacionada con el renombre de la persona como artista o deportista.

Por su parte, las pensiones pueden someterse a imposición en ambos Estados. Los alimentos y otros pagos de manutención efectuados a un residente de un Estado Contratante solo pueden someterse a imposición en ese Estado. Sin embargo, los alimentos y otros pagos de manutención efectuados por un residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante serán, en la medida que no sean deducibles para el pagador, sometidos a imposición solo en el Estado mencionado en primer lugar (artículo 17). En el párrafo 6 del Protocolo se precisa que el término “pensiones” incluye cualquier pago efectuado a un miembro o beneficiario de un plan de pensiones en conformidad con las disposiciones de dicho plan, reconocido para efectos tributarios por el Estado Contratante en el que se origina la pensión.

Los sueldos, salarios y otras remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, por regla general, solo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 18).

Finalmente, las cantidades que reciban para sus gastos los estudiantes o personas en práctica que se encuentren temporalmente en un Estado Contratante con el único fin de proseguir sus estudios o formación y que sean o hubieran sido inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residentes del otro Estado, no pueden someterse a imposición en el Estado mencionado en primer lugar, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado 
(artículo 19).

j. Otras rentas

Las rentas de un residente de un Estado Contratante, cualquiera que fuese su procedencia, no mencionadas en los otros artículos del Convenio, solo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 20).

k. Patrimonio

Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que, en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes.

Respecto de buques o aeronaves explotados en tráfico internacional y bienes muebles afectos a la explotación de tales buques o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, solo pueden someterse a imposición en ese Estado (artículo 21).

l. Otras disposiciones

i. Eliminación de la doble imposición

Para evitar la doble imposición, el Convenio establece, en su artículo 22, que en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta o un patrimonio, el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta o el titular del patrimonio debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante, en la forma que se indica a continuación:

-En Chile, los residentes que obtengan rentas o posean patrimonio que, de acuerdo con las disposiciones del Convenio, han sido sometidas a imposición en Sudáfrica, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas o patrimonio los impuestos pagados en Sudáfrica, de acuerdo con las disposiciones aplicables de la legislación chilena. Esta norma se aplicará a todas las rentas tratadas en el Convenio.

Cuando de conformidad con cualquier disposición del Convenio, las rentas obtenidas por un residente de Chile o el patrimonio que este posea estén exentas de imposición en Chile, Chile podrá, sin embargo, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio de dicho residente.

-En Sudáfrica, y supeditado a las disposiciones de su legislación interna, el impuesto chileno pagado por residentes de Sudáfrica con respecto a la renta o el patrimonio gravado en Chile, de acuerdo con las disposiciones del Convenio, se deducirá de los impuestos devengados de acuerdo con la legislación fiscal de Sudáfrica. Sin embargo, tal deducción no excederá el monto que corresponde al impuesto total a pagar en Sudáfrica en la proporción que corresponde a la renta o patrimonio en cuestión respecto al monto total de la renta o patrimonio, según el caso.

ii. Principio de no discriminación

El Convenio reconoce el principio de la no discriminación al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro Estado Contratante a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones. Asimismo, regula la manera en que el principio de no discriminación beneficia a los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado y a las sociedades residentes de un Estado Contratante cuyo capital esté total o parcialmente detentado o controlado por uno o varios residentes del otro Estado Contratante, así como la forma en que se aplica respecto de la deducibilidad de los gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante (artículo 23).

iii. Procedimiento de acuerdo mutuo

El Convenio dispone que las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por resolver mediante acuerdo mutuo las cuestiones derivadas de reclamaciones de contribuyentes que hayan considerado que las medidas adoptadas por uno o ambos Estados implican o pueden implicar una imposición que no esté conforme con el Convenio. El caso deberá plantearse dentro de los 3 años siguientes a la primera notificación de la medida que implique una imposición no conforme a las disposiciones del Convenio.

Se establece a continuación que las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio mediante un acuerdo mutuo (artículo 24).

iv. Intercambio de información

Para efectos de la aplicación del Convenio y de la legislación tributaria de los Estados Contratantes, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las autoridades competentes (artículo 25).

v. Miembros de Misiones Diplomáticas y de Oficinas Consulares

El Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas u oficinas consulares (artículo 26).

vi. Disposiciones Misceláneas

El párrafo 1 de las Disposiciones Misceláneas dispone que para los fines del párrafo 3 del artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios, y sin perjuicio de ese párrafo, cualquier disputa entre los Estados respecto de si una medida se encuentra dentro del ámbito de este Convenio puede ser llevada ante el Consejo de Comercio de Servicios, pero solo con el consentimiento de ambos Estados Contratantes.

El párrafo 2, a su vez, establece que las disposiciones del Convenio no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero Ley N° 18.657), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile.

El párrafo 3, por su parte, busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio con relación a las disposiciones del Decreto Ley N° 600 (“Estatuto de la Inversión Extranjera”). Para ello, señala expresamente que nada del Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.

El párrafo 4, luego, con la finalidad de facilitar el traslado temporal de trabajadores de un país a otro, establece que las contribuciones pagadas por, o por cuenta de una persona natural que es residente de un Estado Contratante o que está presente temporalmente en ese Estado, a un plan de pensiones establecido en el otro Estado Contratante, se tratarán en el Estado mencionado en primer lugar en la misma forma que una contribución a un sistema de pensiones reconocido para fines impositivos en ese Estado.

El párrafo 5, igualmente, señala que nada en el Convenio afectará la imposición en Chile de un residente en Sudáfrica en relación a los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente situado en Chile, tanto bajo el Impuesto de Primera Categoría como el Impuesto Adicional, siempre que el Impuesto de Primera Categoría sea deducible contra el Impuesto Adicional.

El párrafo 6, por último, dispone que nada en el Convenio impedirá que Sudáfrica someta a imposición las utilidades atribuibles a un establecimiento permanente en Sudáfrica de una sociedad residente en Chile, con un impuesto cuya tasa no exceda en más de cinco puntos porcentuales la tasa norma de impuesto sobre las sociedades.

vii. Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio

Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro, a través de la vía diplomática, el cumplimiento de los procedimientos exigidos por su legislación para la entrada en vigor del Convenio. El Convenio entrará en vigor en la fecha de recepción de la última de estas notificaciones (artículo 28).

Asimismo, el Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de los Estados a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, una vez transcurridos cinco años después del año en que el Convenio entre en vigor, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática(artículo 29).

m. Protocolo Del Convenio

El Protocolo del Convenio forma parte integrante de este y regula situaciones de carácter general o específico. Respecto de estas últimas, ellas se tratan en los artículos que afectan.

En el párrafo 1 se consagra el compromiso de los dos Gobiernos para que, a través de sus autoridades competentes, se consulten respecto de los términos, funcionamiento y aplicación del Convenio para asegurar que continúe sirviendo a los propósitos de evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal y, cuando ellos lo consideren apropiado, concluir Protocolos para modificarlo. Agrega el párrafo que cualquiera de los Gobiernos puede, en cualquier momento, proponer consultas sobre materias relacionadas con los términos, funcionamiento y aplicación del Convenio que consideren requiere una solución urgente, las que serán llevadas a cabo por las autoridades competentes de una manera expedita.

En el párrafo 4, igualmente, se establece que los formularios chilenos contenidos en la Circular N° 17, de 2004, del Servicio de Impuestos Internos, cumplen con el requisito de acreditar la residencia, y, por lo tanto, permiten a los residentes en Chile acceder a los beneficios del Convenio.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Convenio entre la República de Chile y la República de Sudáfrica para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Pretoria, Sudáfrica, el 11 de julio de 2012.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; HERALDO MUÑOZ VALENZUELA, Ministro de Relaciones Exteriores”.
Informe Financiero

PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA El CONVENIO SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE SUDÁFRICA, PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN
RELACIÓN AL IMPUESTO RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO
(Mensaje Nº 789-363)
I. Antecedentes

1. El presente Convenio se basa en el modelo elaborado por la OCDE y resulta similar a otros suscritos con países como Australia, Bélgica, Brasil, Canadá, México y Estados Unidos, existiendo diferencias especificas entre ellos derivadas de 1a necesidad de cada país de adecuarlos a su propia legislación y política impositiva.

De los objetivos que se persigue alcanzar con la firma de este acuerdo es posible destacar:

a. Evitar la doble imposición internacional;

b. Asignar los derechos de imposición entre los Estados Contratantes;

c. El otorgamiento de estabilidad y certeza a los contribuyentes, respecto de su carga tributarla total y de la Interpretación y aplicación de la legislación que les afecte;

d. Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes;

e. Proteger a los nacionales de un Estado Contratante que invierten en el otro Estado Contratante, o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias;

f. Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

1. En este Convenio se establece que, respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado, evitando así la doble tributación.

Respecto de las demás rentas, se establece una Imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la Imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los Intereses y regalías.

En aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la Residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta debe evitar la doble Imposición por medio de los mecanismos que contempÍa su legislacíón interna, comprometiéndose a otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado.

En el caso de Chile operan los artículos 41A, 41B y 41C de la Ley sobre mpuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de Primera Categoría e Impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

2. Atendido lo señalado, la estimación del Impacto sobre el presupuesto fiscal se realiza a partir de la información registrada en la Declaración Jurada Nº 1.912, del año tributario 2015 (año comercial 2014), sobre retenciones deImpuesto Adicional y sobre rentas o cantidades pagadas, distribuidas, retiradas, remesadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición de personas sin domicilio ni residencia en Chile” y datos de! Banco Central de Chile e Instituto Nacional de Estadísticas.

3. Por lo antes expuesto, el efecto fiscal se calcula considerando la estimación de la menor tributación por concepto de impuesto adicional de los flujos desde Chile a Sudáfrica; y la mayor tributación de primera categoría generada por el aumento de la base imponible de los remesadores. Así, ia menor recaudación estimada se calculó como la diferencia generada entre la recaudación actual y la estimación de recaudación con las tasas del convenio de doble tributación; a este resultado se le adicionó el aumento de ingresos generado por la mayor base imponible de primera categoría de los retenedores, originada en la disminución de las tasas de retención. El resultado de esta simulación muestra que el impacto inicial por la aplicación del acuerdo en cuestión sobre la recaudación es de una disminución de US$ 1.721,6 miles de junio de 2015.

(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.
2. Mensaje de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10315-18)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley de Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez:

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO


1. Obligaciones y desafíos a partir de la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño 

En 2015 se cumplieron 25 años desde que, en 1990, ratificamos la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) -en adelante “la Convención”-, y asumimos, como Estado, adoptar las medidas administrativas, legislativas y de otra índole que fueran necesarias para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicho acuerdo internacional. 

La Convención supera la concepción tutelar que se tenía de los niños antes de su entrada en vigor. Así, reconoce a los niños como legítimos titulares de los derechos y libertades que los pactos internacionales reconocen a toda persona, estableciendo que su desarrollo integral debe ser protegido de un modo preferente. Asimismo, concibe al niño como una persona capaz de gozar y ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia con la evolución de sus facultades. Lo anterior, desde el seno de la familia hacia su proyección social. 

Este nuevo paradigma hace necesario el establecimiento de un sistema que garantice y proteja de manera integral y efectiva el ejercicio de los derechos de los niños.

Este proyecto pretende dotar al país de un sistema coordinado de dispositivos legales, institucionales, políticos y sociales, orientados a asegurar la efectividad de los derechos de los niños y a velar por su pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, considerando su identidad cultural y su pertenencia a pueblos indígenas.

El sistema reconoce las relaciones entre los niños, la familia, la sociedad y el Estado, estructurándolas a partir del reconocimiento de derechos y deberes recíprocos, con profundo respeto de la relación del niño con sus padres o responsables legales; refuerza el papel de las políticas sociales otorgadas a los niños y de protección social dirigidas a ellos; limita la intervención del Estado a una última instancia, en subsidio de los esfuerzos de la familia para asegurar el ejercicio de los derechos del niño; y reconoce a los niños como sujetos participantes activos de la comunidad.

2. Centralidad de la familia

En concordancia con la Convención, el proyecto releva el reconocimiento y el respeto de las relaciones y funciones de la familia como núcleo básico de protección de los derechos del niño. El proyecto enfatiza el papel de orientación y guía que les compete a los padres en el ejercicio de los derechos de los niños; fortaleciendo, además, los deberes y derechos de los padres en relación con la crianza y cuidado de los niños.

El proyecto contempla programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia, con el objeto de propiciar oportunidades efectivas y adecuadas para cumplir el privilegio que implica el ejercicio de la responsabilidad parental.

3. Principios rectores

Los principios rectores de este sistema son: a. Los niños como sujetos de derechos. b. La protección integral de la niñez. c. La protección efectiva del ejercicio de los derechos. d. La integración de la protección.

a. Los niños como sujetos de derechos 

El reconocimiento de los niños como sujetos de derechos acarrea importantes consecuencias tanto a nivel normativo como de política pública. Así, el sistema debe fundarse en el respeto por los principios de igualdad y no discriminación; el interés superior del niño como consideración primordial; y el reconocimiento y promoción de la autonomía progresiva en el ejercicio de sus derechos. En concordancia con la Convención y el derecho común, la presente ley habla de “los niños” en general, concepto que incluye a toda persona menor de dieciocho años, sin distinción de sexo.

b. La protección integral de la niñez

La superación del sistema tutelar, centrado solo en aquellos “menores” en situación de “grave vulneración de derechos”, implica avanzar hacia el establecimiento de garantías para el ejercicio de los derechos del niño. Ello incluye: la prevención o alerta temprana, la protección social de la niñez como base del sistema, la protección especializada y la protección judicial de sus derechos.

c. La protección efectiva del ejercicio de los derechos

La Convención impone a los Estados Partes el deber de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos que ella reconoce; y, en lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, a adoptar esas medidas de conformidad a las disponibilidades presupuestarias. 

Este principio exige el establecimiento de medios concretos y específicos para dar eficacia a los derechos, así como el conocimiento del nivel de cumplimiento de los mismos mediante la evaluación de las prestaciones en las que éstos se materializan.

d. La integración de la protección

Este principio implica comprender el desarrollo de los niños desde su interacción con el entorno y con quienes participan de él: la familia y la sociedad; superando el enfoque sectorial y aislado en la provisión de servicios. Su concreción involucra establecer mecanismos de coordinación y control destinados a articular los servicios y prestaciones en función de las distintas situaciones, la adopción de metas que tengan un carácter integral y el establecimiento de garantías que formen parte de un sistema de protección y promuevan intervenciones articuladas y coherentes, entre otros requerimientos. Esto conlleva distintos niveles en la protección, considerando los actores, sectores y grados de territorialidad en que interactúan.

4. Adecuación normativa a la Convención

a. Avances normativos orientados al cumplimiento de la Convención

En estos años, se han efectuado avances normativos en orden a dar cumplimiento a los postulados de la Convención. Entre ellos:

i. La consagración de la igualdad filiativa de los hijos (Ley N° 19.585 de 1998).

ii. Reformas constitucionales que establecen la obligatoriedad y gratuidad de la educación media (Ley N° 19.876 de 2003), y la obligatoriedad del segundo nivel de transición y un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio menor (Ley N° 20.710 de 2013).

iii. Ratificación de los protocolos facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativos a la participación de niños en los conflictos armados (2003), y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (2003), y la aprobación del protocolo facultativo relativo a comunicaciones directas.

iv. Implementación de la justicia especializada en materias de familia (Ley N° 19.968 de 2004).

v. Normas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas (Ley N° 20.066 de 2005).

vi. Legislación especial sobre responsabilidad penal adolescente (Ley N° 20.084 de 2005).

vii. Creación del Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo (Ley N° 20.379 de 2009).

viii. Normas de promoción de la buena convivencia escolar y de prevención de toda forma de violencia en las escuelas (Ley N° 20.536 de 2011).

ix. Fortalecimiento de la protección a la maternidad, extensión del post natal para las madres e incorporación del permiso post natal parental (Ley N° 20.545 de 2011).

x. Sanción del acoso sexual infantil, pornografía y posesión de material pornográfico infantil (Ley N° 20.526 de 2011).

Sin embargo, estos avances no han sido suficientes para garantizar efectivamente los derechos de los niños.

b. Iniciativas anteriores de leyes de protección de la niñez

La preocupación por contar con mecanismos que den efectividad a los derechos del niño ha llevado a que distintos gobiernos y parlamentarios presenten iniciativas legales al respecto. 

El año 2005, el Ejecutivo presentó un proyecto de ley sobre la materia, denominado “Sobre Protección de los derechos de infancia y adolescencia”, que concluyó su primer trámite constitucional siendo aprobado en el Senado (Boletín N° 3792-07), y que hoy se encuentra en la Cámara de Diputados sin avances.

En 2012, se presentó un proyecto que tiene por objeto la creación de dos nuevos Servicios de atención a la infancia y adolescencia, que se encuentra aún en primer trámite constitucional (Boletín N° 8487-07).

El mismo año, por moción de los Honorables Senadores señor Escalona, señora Alvear y señores Letelier y Walker, don Patricio, se presentó el “Proyecto de ley de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”. Este proyecto incorporaba las propuestas de las organizaciones no gubernamentales que colaboran en materias de niñez; sin embargo, no fue sometido a tramitación por la naturaleza de sus disposiciones, que requerían iniciativa presidencial.

Finalmente, el año 2013 se presentó un “Proyecto de ley de protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes” (Boletín N° 8911-18).

Los proyectos señalados dan cuenta de una preocupación sostenida e inacabada por más de una década, en orden a contar con un sistema integral de garantías de los derechos de los niños. 

Con este proyecto espero construir un espacio para la discusión pública y legislativa sobre la protección integral de los derechos de los niños. Ello implica, necesariamente, el logro de consensos, que estamos dispuestos a facilitar, convencidos de que es la forma correcta de honrar los compromisos del Estado chileno frente a los derechos de los niños.

5. El Consejo Nacional de la Infancia

Mediante Decreto Supremo Nº 21, de 14 de marzo de 2014, modificado por el Decreto Supremo N° 90, de 14 de julio de 2014, ambos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, creamos el Consejo Nacional de la Infancia como un comité interministerial encargado de asesorar a la Presidenta de la República en todo cuanto diga relación con la identificación y formulación de políticas, planes, programas, medidas y demás actividades relativas a garantizar, promover y proteger el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a nivel nacional, regional y local; y de servir de instancia de coordinación entre los organismos con competencias asociadas a dichas materias. En especial, le corresponde a este Consejo, entre otras tareas, asesorar en el estudio de la legislación nacional vigente en materia de protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, proponiendo las modificaciones a nivel constitucional, legal y reglamentario, que sean necesarias para generar un Sistema de Prestación Integral efectivo de los derechos de la infancia y de la adolescencia.

En cumplimiento de este mandato, el Consejo Nacional de la Infancia prestó su asesoría en la coordinación de los distintos sectores comprometidos; propició un amplio proceso participativo a través de diálogos regionales, la campaña “Yo opino” y reuniones con representantes de la sociedad civil; y asesoró en la formación de un grupo de trabajo legislativo interministerial para el estudio de la presente propuesta.

II. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO 

1. Se trata de una ley de garantías

Esta ley espera incorporar en el Derecho interno un sistema proteja integralmente los derechos de los niños reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención, en los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las demás leyes.

Como se ha explicado previamente, los principios y derechos previstos en el proyecto deben estar provistos de medios que contribuyan, en los distintos ámbitos de acción del Estado y de las actuaciones de los particulares, el efectivo ejercicio de sus derechos por parte de los niños. 

2. Provisión de servicios y prestaciones sociales

El proyecto hace converger distintos niveles de intervención del Estado. Por una parte, contempla un sistema protección que propende a asegurar el goce de sus derechos a los niños, principalmente, a través de políticas sociales. Por otra parte, prevé la existencia de prestaciones especializadas, para los casos en que tales derechos deben ser reparados o restituidos.

3. La ley de garantías es una ley marco 

Hemos optado por una ley que siente las bases generales del sistema de garantías de los derechos de la niñez. Ello implica reconocer la naturaleza intersectorial de las materias vinculadas a la niñez, la vocación articuladora de la institucionalidad, y la necesidad de que el enfoque de derechos de los niños se instale transversalmente en los órganos del Estado y la sociedad chilena.

Este proyecto permitirá el desarrollo futuro de distintos cuerpos normativos en cuya elaboración se trabaja actualmente, y que tendrán por objeto complementar la institucionalidad y poner en ejecución sus postulados. Asimismo, sus normas coexisten con la legislación vigente, colaborando en su ajuste a las orientaciones e instituciones que establece.

4. La ley establece un sistema para la garantía de los derechos

Generar una ley marco es congruente con la respuesta pública sistémica que debe adoptarse frente a los problemas de la infancia. Así, se genera un sistema compuesto de normas –la presente ley marco y las demás sectoriales-, de instituciones, y de política. 

5. Sistema Institucional

El proyecto establece una nueva institucionalidad, si bien privilegiando fortalecer organismos existentes. Así, en el Ministerio de Desarrollo Social radica las tareas de rectoría del sistema a través de un Comité Interministerial. Como se verá, la coordinación corresponderá a una subsecretaría dependiente del Ministerio de Desarrollo Social, denominada “Subsecretaría de la Niñez”, encargada de prestar al Ministro del ramo la debida colaboración en las tareas relacionadas con sus nuevas atribuciones en materia de niñez. Finalmente, tanto la articulación de la prestación de servicios y programas que ejecute por sí o que sean ejecutados por otros órganos de la administración y los Municipios, recae en el Ministerio de Desarrollo Social junto a funciones relacionadas con la adopción de medidas en sede administrativa. 

Estos ajustes institucionales se realizarán mediante una ley especial modificatoria de la Ley N° 20.530, que creó el Ministerio de Desarrollo Social, y que envío conjuntamente con este proyecto al Congreso Nacional.

Por otra parte, y en relación a las instituciones que participan del sistema, se prevé la existencia de un Defensor de la Niñez que contribuya a la promoción, protección y defensa de los derechos de los niños. El Defensor se creará en un proyecto diferente que someteremos a discusión próximamente a esta Corporación.

6. Adopción de medidas de protección 

El proyecto habilita al Ministerio de Desarrollo Social para adoptar las medidas de protección respecto niños que han sufrido limitación o privación de sus derechos.

Actualmente, el ingreso a los programas de protección se efectúa a través de órganos judiciales que no están relacionados con la generación de políticas públicas ni tienen incidencia en el contenido de tales programas. Ello torna insuficientes los esfuerzos programáticos, sacrificando recursos del sistema. 

El proyecto, avanzando en el espíritu de la Convención, entrega protagonismo a la Administración del Estado en la adopción y ejecución de las medidas de protección de derechos; reservando a los tribunales el establecimiento de la medida que signifique la separación del niño de su familia y entorno.

Se establecerá una acción especializada y de tramitación rápida, que permitirá exigir a los órganos de la Administración del Estado, dentro de sus competencias y con arreglo a sus disponibilidades presupuestarias, la prestación de los servicios que deben otorgar legalmente, cuando el acceso a ellos haya sido negado o limitado afectando los derechos del niño.

7. Política Nacional de la Niñez

El sistema establecido en el proyecto se basa en una Política Nacional de la Niñez comprehensiva e integrada, destinada a asegurar el pleno desarrollo de todos los niños.

El proyecto contempla el establecimiento de objetivos y fines, orientaciones y ejes de acción de una Política Nacional de la Niñez. También se indican los entes públicos y privados obligados a ponerla en práctica y sus dispositivos más importantes de planificación, control y seguimiento.

 8. Ajustes normativos a partir de la Ley de Garantías de Derechos de la Niñez

Una ley marco de garantías genera la necesidad de dictar o ajustar algunas leyes. Así, deberá procederse a la derogación definitiva de la Ley Nº 16.618, esto es, la Ley de Menores; habrá de revisarse la Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, para ajustar sus procedimientos al nuevo sistema de protección de derechos, entre otros cambios.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

Este proyecto de ley establece un sistema de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños denominado “Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez”. 

1. Cuestiones Preliminares

El Título I describe el objeto de la ley y señala quiénes serán los principales obligados al respeto, promoción y protección de los derechos de los niños: la familia, la sociedad y los órganos de la administración del Estado. Destaca el rol prioritario que se le reconoce a la familia, especialmente a los padres del niño, en relación al cuidado, protección, orientación y educación de éste y las medidas que los órganos de administración del Estado deberán adoptar para fortalecer el ejercicio adecuado de dicha labor, en el marco de sus competencias y recursos que disponga el país. Al mismo tiempo, se dispone que corresponderá a los órganos de la administración del Estado, promover el restablecimiento de los derechos vulnerados del niño, cuando su familia y padres no pudieren o dejaren de cumplir sus deberes al respecto. En este mismo título se contempla el concepto de niño, el ámbito de aplicación de la ley y una referencia a las reglas generales de interpretación y aplicación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño. Finalmente, se hace mención a la progresividad con que los órganos de la administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece para asegurar el acceso a las prestaciones que le corresponde entregar o garantizar.

2. Principios, Derechos y Garantías

El título II desarrolla los principios que estructuran el nuevo sistema de garantías de derechos de la niñez, a saber: 1) el reconocimiento del niño como sujeto de derecho, 2) el principio de autonomía progresiva, conforme al cual todo niño es capaz de ejercer sus derechos, por sí mismo, de acuerdo a la evolución de sus facultades, edad y madurez, 3) el derecho de los niños a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, explicitándose las categorías sospechosas, y 4) el interés superior del niño, entendido como el disfrute y satisfacción de sus derechos. 

A continuación, se desarrollan ciertos derechos especialmente relevantes para la niñez, como son 1) el derecho a la vida, desarrollo y entorno adecuado, 2) la protección contra la violencia, 3) el derecho a la identidad, 4) el derecho a vivir en familia, 5) el debido proceso y especialización, 6) la libertad ambulatoria, 7) la libertad de pensamiento, conciencia y religión, 8) la libertad de expresión y comunicación, 9) derecho a la información, 10) derecho a ser oído, 11) participación, 12) vida privada, 13) honra y propia imagen, 14) educación, 15) salud. 
3. Sistema de Protección Administrativa y Judicial

El título III se refiere a los sistemas de protección administrativa y judicial. Se plantea el deber general de los órganos de la administración del Estado de proveer servicios sociales que propendan a la plena satisfacción de los derechos del niño, no pudiendo excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento que se haga al respecto. Por otra parte, se establece una redistribución de competencias entre lo administrativo y lo judicial, reservando a este último aspecto aquellos casos en que, como última ratio, se requiera separar al niño de su familia.

Por otra parte, se reconoce competencia al Ministerio de Desarrollo Social para adoptar las medidas de protección adecuadas en los casos en que un niño es privado o limitado en el ejercicio de los derechos garantizados por esta ley. Para estos efectos, se hace referencia al procedimiento administrativo de que dispondrá y su competencia para ejecutar y revisar las medidas decretadas por esta vía. Se establece, a su vez, la posibilidad de impugnar judicialmente estas medidas. Este sistema de protección admnistrativa se implementará completamente una vez creado el Servicio Nacional de Protección de la Infancia.

4. Institucionalidad

El título IV aborda la institucionalidad del nuevo sistema, haciendo referencia a los tres niveles de competencia de los organismos públicos que contempla: a) Nivel estratégico, b) Nivel de articulación y c) Nivel de prestación y adopción de medidas; y detallando los órganos que forman parte de cada uno de estos niveles y sus principales funciones. A su vez, se hace referencia a la adopción, por parte del Ministerio de Desarrollo Social, de mecanismos para la aplicación territorial de las medidas administrativas de protección señaladas en la ley. Finalmente, se señalan normas para la actuación policial (de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones) y normas dirigidas a la participación ciudadana y de los niños, a través del principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños, así como una referencia a la actuación de Organizaciones de la Sociedad Civil sin fines de lucro, cuyos objetivos se relacionen con la protección y promoción de los derechos de la niñez. 

5. De la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción

El título V hace referencia a la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción. Se establecen sus objetivos generales y contenido mínimo, destacando el carácter universal, coordinado, progresivo, integral e intersectorial que ésta deberá tener. Por último, se hace referencia al procedimiento de formulación y aprobación, tanto de la Política Nacional de la Niñez como del Plan de Acción. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

CUESTIONES PRELIMINARES
Párrafo 1

Objetivos y definiciones
Artículo 1°.- Objeto de la presente ley. La presente ley tiene por objeto la protección integral y el ejercicio de los derechos de los niños y niñas, reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.

Créase el Sistema de Protección Integral de los Derechos del Niño, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños de acuerdo con la Política Nacional de la Niñez y los recursos de que disponga el país.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño toda persona menor de dieciocho años, sin distinción de sexo. En caso de duda sobre si una persona es o no menor de dieciocho años, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.

Artículo 2°.-
Principales obligados por esta ley. Es deber de los órganos de la Administración del Estado, de la familia y de la sociedad respetar, promover y proteger los derechos de los niños.


La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación corresponde preferentemente a los padres del niño. El padre y la madre ejercerán esta responsabilidad individual o conjuntamente, y en condiciones de igualdad, sea que vivan o no en el mismo hogar.


Toda persona debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños, según las disposiciones del Título II de la presente ley. Las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos.


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias y conforme a su disponibilidad presupuestaria, en particular:


a) Promover, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines; 


b) Proveer programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia en el ejercicio de su responsabilidad sobre los niños;


c) Facilitar y promover la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en el cumplimiento de los objetivos de esta ley; y


d) Promover el restablecimiento de derechos vulnerados por la falta de ejercicio de los deberes que competen a los padres y a la familia, cuando éstos no pudieren o dejaren de cumplirlos.


Los procedimientos administrativos iniciados a solicitud de un niño o de su representante, en que un niño sea agraviado en sus derechos, gozarán de prioridad en su tramitación y se les aplicará siempre el procedimiento de urgencia a que se refiere el artículo 63 de la ley 
N° 19.880.

Párrafo 2°

Aplicación e interpretación

Artículo 3°.-
Reglas generales de interpretación y aplicación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la promoción, protección o garantía de los derechos del niño, se deberá atender a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Dicha interpretación deberá fundarse en el principio del interés superior del niño, así como en su edad, sexo y grado de desarrollo y madurez.


Aquellas limitaciones de derechos que sean el resultado de una decisión de un órgano del Estado deben ser excepcionales, por el menor tiempo posible y tener una duración determinada; sólo podrán tener lugar cuando estén previstas en la ley y sean estrictamente necesarias y proporcionales en relación a los derechos que pretende proteger.


Artículo 4°.- Aplicación de la presente ley. La presente ley se aplicará a todo niño que se encuentre dentro del territorio de la República, sin perjuicio de las normas especiales que regulen estas materias.


Artículo 5°.- Obligaciones de los órganos de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que la presente ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando, en su caso, el acceso a las prestaciones que les corresponde entregar o garantizar, conforme a sus disponibilidades presupuestarias de manera progresiva.

TÍTULO II

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

Artículo 6°.- Sujeto de derechos. Los niños son sujetos de derecho. Todo niño es titular y goza plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.


Artículo 7°.- Autonomía progresiva. Todo niño, en conformidad a la ley, podrá ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia a la evolución de sus facultades, su edad y madurez.


Los padres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente bajo su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos.


Las limitaciones a la capacidad de los niños para ejercer sus derechos se entenderán siempre de manera restrictiva y deberán establecerse por ley.

Artículo 8°.-
Igualdad y no discriminación. Los niños tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos sin discriminación arbitraria.


Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia, situación socioeconómica, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales; estado civil, edad, filiación, apariencia personal, salud, discapacidad o en situación de discapacidad, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres, familia, representantes legales o quienes lo tengan bajo su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños en condiciones de igualdad y propender a su efectividad. En particular, es deber de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, conforme a sus disponibilidades presupuestarias, y de conformidad con lo dispuesto en el Plan de Acción establecido en el Título V de esta ley, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos grupos de niños que requieran la adopción de medidas especiales o reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación;


b) Reducir o eliminar las causas que llevan a la discriminación de un niño o grupo de niños; y


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan ser objeto de discriminación.


Artículo 9°.- Interés superior del niño. Todo niño tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que les afecten, sea que ellas provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres, representantes legales o personas que lo tengan legalmente bajo su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como el disfrute y satisfacción de sus derechos. 


Para efectos de determinar el interés superior del niño en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá tomar en consideración especialmente los siguientes factores:


a) Los derechos actuales o futuros del niño, que deban ser resguardados y protegidos por la decisión;


b) La opinión que el niño exprese;


c) La identidad del niño y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas personales, físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico; 


d) Las capacidades del niño y su grado de desarrollo;


e) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño, que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos;


f) Los perjuicios que el niño haya sufrido; y


g) La seguridad y la integridad inmediatas del niño, así como los efectos probables que la actuación o decisión pueda causarle en su desarrollo futuro, sea directa o indirectamente. 


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias y disponibilidades presupuestarias, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinados a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño. Asimismo, deben procurar que las medidas que adopten no afecten de manera desproporcionada los recursos destinados a la satisfacción de los derechos del niño. En la cuenta pública que deban realizar de conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y la ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez en ejercicio de sus competencias, en los casos que corresponda. 

Artículo 10°.-
Vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.


Los padres, representantes legales o quienes tuvieren al niño bajo su cuidado, tienen la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias y de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos, y adecuados a las especiales características de los niños.


En la elaboración de las políticas de vivienda y urbanismo y en la dotación de equipamientos, instalaciones y mobiliario urbano, se tendrán en consideración las características de los niños, para efectos de promover que éstos disfruten del entorno en condiciones de salud, seguridad y accesibilidad adecuadas.


Los órganos de la Administración del Estado promoverán el conocimiento, respeto y disfrute del medio ambiente por parte de los niños, fomentando la participación activa de éstos en la protección, conservación y mejora del entorno en el marco de un desarrollo sustentable.


El Ministerio de Desarrollo Social realizará mediciones socioeconómicas de conformidad a lo dispuesto en las letras e), t) y w) del artículo 3 de la ley N° 20.530. Un reglamento dictado por dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará como se considerarán adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños.


Artículo 11.- Protección contra la violencia. Todo niño tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño podrá ser sometido a malos tratos físicos o psíquicos, descuido o tratos negligentes, abusos, explotaciones, castigos corporales, tortura o a cualquier otro trato ofensivo o degradante, especialmente en los ámbitos familiar, escolar, sanitario, institucional y social.


Toda forma de maltrato a un niño está prohibida y no puede justificarse por ninguna circunstancia excepcional o como un exceso en el ejercicio de las responsabilidades de los padres, representantes legales o de las personas que tengan temporal o permanentemente el cuidado del niño.


Es deber de la familia, de los órganos del Estado, dentro del ámbito de su competencia y conforme a su disponibilidad presupuestaria, y de las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez, asegurar a los niños la protección contra la violencia y el cuidado necesarios para su pleno desarrollo y bienestar. El cumplimiento de este deber corresponde prioritariamente a los padres del niño, a sus representantes legales o a quienes lo tengan legalmente bajo su cuidado.


El Comité Interministerial de Desarrollo Social establecerá mecanismos de coordinación institucional eficientes y eficaces en materia de maltrato infantil, abuso sexual y toda forma de explotación. Asimismo, deberá promoverse el buen trato hacia los niños en todo ámbito, especialmente en aquellos casos en que se encuentran de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, o personas distintas a su padre, madre o quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


El Plan de Acción, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, especialmente en aquellos casos en que se encuentran de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, o personas distintas a su padre, madre o a quien corresponda su cuidado personal en conformidad a la ley. 


El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, prohibir, y sancionar, incluso penalmente, toda forma de castigo corporal o maltrato infantil.


Artículo 12.- Derecho a la identidad. Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia. 


Los niños que pertenezcan a colectivos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma, y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley. 


El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos y su identificación oportuna, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres. En el caso que se desconozca la identidad de los progenitores del niño, éste deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente la determinación de su identidad. 


Artículo 13.- Derecho a vivir en familia. Todo niño tiene derecho a vivir y completar su desarrollo en su familia. Sólo en caso que fuere imposible o incompatible con el goce y ejercicio de sus derechos, y en forma excepcional, accederá a un grupo familiar alternativo o a una familia adoptiva en conformidad a lo dispuesto en la ley.


Los órganos del Estado velarán, dentro de su competencia y disponibilidad presupuestaria, por el ejercicio de este derecho cuando sea imposible la cohabitación, alguno de los padres se encontrare privado de libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial, en conformidad a la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales.


Ningún niño podrá ser separado de sus padres o de quien lo tenga legalmente bajo su cuidado sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos económicos no podrá ser fundamento de la resolución que ordena la separación de un niño de su familia.


Artículo 14.- Debido proceso y especialización. El Estado velará por asegurar que todo niño pueda hacer valer en los procedimientos en que interviniere los derechos y garantías que le confieren la Constitución, los tratados internacionales vigentes en Chile y las leyes.


Los órganos del Estado propenderán a una efectiva especialización de todos los funcionarios cuyas tareas digan relación con la protección de los derechos del niño.


Artículo 15.- Libertad ambulatoria. Todo niño tiene derecho a transitar libremente por el territorio nacional, de conformidad con el progresivo desarrollo de sus facultades, salvo las restricciones legalmente establecidas. 


Ningún niño podrá ser privado de su libertad personal, ni ésta restringida ilegal o arbitrariamente.


Para los efectos de esta ley, se entiende por medida privativa de libertad toda forma de detención o encarcelamiento, así como el internamiento en un establecimiento público o privado por orden de la autoridad judicial o administrativa, del que no se permita salir al niño por su propia voluntad.


La detención o prisión deberá llevarse a cabo conforme a la ley, durante el período más breve posible y será utilizada sólo como último recurso. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.


Los padres, los representantes legales o quienes tuvieren bajo su cuidado a un niño, tienen derecho a conocer su paradero y estado, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible.


Artículo 16.- Libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todo niño tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión.


Todo niño es libre de profesar cualquier religión, culto o creencia, que no sea contraria a la ley y que sea compatible con el goce y ejercicio de sus otros derechos y los de los demás.


Los padres o los representantes legales o quien lo tenga legalmente bajo su cuidado tienen la responsabilidad prioritaria de guiar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Es deber del Estado respetar a los padres o representantes legales, según sea el caso, en el ejercicio de dicha responsabilidad.


Artículo 17.- Libertad de expresión y comunicación. Todo niño tiene derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio de comunicación, con las restricciones que establezca la ley. Cuando se encuentre impedido de expresarlas por sí mismo podrá hacerlo mediante sus representantes legales o la persona que designe para tal efecto.


Los niños tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio de comunicación social, especialmente aquélla contenida en soportes digitales, de una forma adaptada a cada etapa de su desarrollo, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable. 


Los prestadores de servicios de telecomunicación entregarán información dirigida a los niños para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas. 


Los órganos de la Administración del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, solidaridad, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y se eviten imágenes de violencia, explotación, tratos degradantes, sexismo o discriminación.


Los órganos del Estado y los prestadores de servicios de radiodifusión, en sus diversas especies, fomentarán la comunicación audiovisual para los niños con discapacidad y el uso de buenas prácticas, que evite cualquier discriminación o repercusión negativa hacia dichas personas.


Artículo 18.- Derecho a la información. Todo niño tiene derecho a ser informado sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar el ejercicio de sus derechos.


Los niños tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos, por cualquier medio, sin otras limitaciones que las que se establezcan legalmente en beneficio de su pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. Los órganos de la Administración del Estado velarán por que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para aquéllos.


Los órganos de la Administración del Estado velarán, dentro del ámbito de su competencia, por la existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, de modo que los padres o quienes sean responsables de su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su desarrollo y madurez.


El Estado promoverá, a través de la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural para los niños. Asimismo, promoverá la consideración de las necesidades lingüísticas de los grupos de niños que lo requieran.


Artículo 19.- Derecho a ser oído. Todo niño tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pudiere afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y judicial.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán para que en los procedimientos en que participe directamente un niño existan medios adecuados a su edad, sexo y madurez, con el objeto que éste pueda formarse un juicio propio y pueda expresarlo. Especialmente, velarán por el empleo de un lenguaje y entrega de información necesaria de un modo adecuado a su capacidad de entendimiento y alentarán que se tengan en cuenta las necesidades lingüísticas de los niños pertenecientes a grupos que lo requieran. 
Los órganos del Estado deberán establecer mecanismos efectivos de acuerdo a sus disponibilidades presupuestarias para garantizar este derecho en los procedimientos administrativos y judiciales.


Los establecimientos educacionales, de salud o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección o satisfacción de los derechos del niño deberá disponer los medios para oír efectivamente a los niños cuyos derechos estén siendo afectados. Cuando no sea posible atender a las opiniones del niño, la autoridad respectiva deberá explicarle de un modo comprensible las razones de ello y dejar constancia de esta fundamentación en la resolución respectiva.


Artículo 20.- Participación. Todo niño tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o le afecten, de conformidad a la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, establecidos en el Título V de esta ley, determinarán, conforme a la ley 
N° 20.500, las medidas concretas para promover la participación de los niños y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten.


Todo niño tiene derecho a la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas sin otras restricciones que aquéllas previstas en la ley.


Artículo 21.- Vida privada. Todo niño tiene derecho a desarrollar su vida privada, a gozar de intimidad y a mantener comunicaciones sin injerencias arbitrarias o ilegales.


Los padres o quienes tengan la responsabilidad del cuidado de los niños y las autoridades deben respetar este derecho, promover y orientar su ejercicio, y protegerlos de cualquier quebrantamiento ilícito de su intimidad.

|Artículo 22.- Honra y propia imagen. Todo niño tiene derecho a su propia imagen, honra y reputación.


En el desempeño de su rol y en el ejercicio de su profesión, los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación deberán tener especial respeto por el interés superior de los niños, resguardando su dignidad.


Los medios de comunicación social deberán evitar la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño o afectar su imagen, honra o reputación. Esta obligación deberá considerarse especialmente para la interpretación en sede judicial o administrativa del alcance de las obligaciones y la procedencia y gravedad de las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones a este derecho, ya sea que éstas se establezcan para todas las personas o para los niños en particular.


Se prohíbe divulgar la imagen, identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito, que fuere víctima de un delito, o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Quienes intervengan en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen identidad y datos personales de los niños involucrados, a menos que resulte indispensable para la protección de los derechos de los mismos, y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor.


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información relativa a la participación del niño en los procedimientos judiciales o administrativos que puedan afectar a un niño.


Artículo 23.- Educación. Los niños tienen derecho a ser educados en el desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades.


Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, siendo requisito para el ingreso a la educación básica.


La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. 


Los órganos de la Administración del Estado competentes velarán por que ningún niño sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.


Es deber del Estado garantizar el ingreso al sistema educacional o su continuidad en el mismo, según corresponda, a los niños que estén temporal o permanentemente privados de su entorno familiar.


Las medidas pedagógicas y disciplinarias, que puedan adoptarse en conformidad a la ley y los reglamentos, respecto de los niños en el contexto de la actividad educacional deberán siempre basarse en un procedimiento que garantice el pleno respeto de sus derechos y, ser compatibles con los fines de la educación y con la dignidad del niño.


En ningún establecimiento se podrá negar la constitución y funcionamiento de los centros de alumnos u otra forma de asociación y organización, en conformidad a la ley.


Artículo 24.- Salud. Todos los niños son titulares de los derechos establecidos en el Título II sobre los “Derechos de las personas en su atención de salud” de la Ley N° 20.584. Los órganos de la Administración del Estado adoptarán las medidas dentro de su competencia y conforme a sus disponibilidades presupuestarias para propender a su plena efectividad en el sistema de salud público, incluyendo aquellas que resulten necesarias para la prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar a la población infantil. Asimismo, dentro del ámbito de sus competencias adoptarán las medidas para que el sistema privado de salud cumpla con dichos derechos. Todo niño tiene derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario. 


Los prestadores de salud, públicos y privados adoptarán las medidas tendientes a que los niños sean debidamente informados sobre su estado de salud, acorde a su situación, edad y madurez, resguardando la confidencialidad de dicha información. Los órganos de la Administración del Estado velarán por el cumplimiento de esta obligación.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la ley N° 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad y madurez.


La discapacidad o situación de discapacidad de un niño nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata este artículo, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la privación de los derechos sexuales y reproductivos de los niños.


Se prohíbe impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir toda acción de salud dirigida a un niño que se encuentre internado para fines de atención, protección o tratamiento de su salud física o mental, en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos, o de seguridad.


Todo niño que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe, y de las demás circunstancias propias de su internación, en cada oportunidad en que sea examinado.

TÍTULO III

SISTEMA DE PROTECCIÓN ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL
Párrafo 1°

Reglas generales

Artículo 25.- Deber general. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias y conforme a su disponibilidad presupuestaria, están obligados a proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños en forma oportuna y eficaz.


Sin perjuicio de los recursos administrativos ordinarios de reposición y jerárquico, todo niño, o cualquier persona que actúe en su representación, podrá formular reclamos y solicitudes ante los órganos de la Administración del Estado que tengan por función atender las necesidades de los niños, mediante los procedimientos que establece la ley al efecto.

Artículo 26.-
Inexcusabilidad. Requerido un órgano de la Administración del Estado para que otorgue determinados servicios o prestaciones, acciones o medidas, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento.


Si el requerimiento no versa sobre materias de su competencia, deberá efectuar todas las diligencias que resulten necesarias para poner el caso a disposición del órgano competente, si lo hubiere. En estos casos, la autoridad que no tenga competencia deberá siempre:


a) Registrar los datos del niño solicitante y de quien concurra en su nombre;


b) Informar a la autoridad competente por el medio más eficiente posible, si la hubiere; y


c) Informar al solicitante su incompetencia y la derivación de la solicitud al órgano competente, si lo hubiere, individualizándolo, en forma simple, clara y sin mayor dilación.


Artículo 27.- Protección judicial y administrativa. Todo niño que haya sido privado del ejercicio o goce de sus derechos, o cuyo goce o ejercicio se encuentre amenazado, tendrá derecho a que los Tribunales de Justicia y los órganos de la Administración del Estado, adopten en su beneficio las medidas y efectúen las prestaciones y actuaciones que correspondan para restablecer el goce y ejercicio de sus derechos o evitar la afectación de los mismos, conforme con sus respectivas competencias.


Artículo 28.- Titularidad. Todo niño, o cualquier persona en su nombre e interés, puede, sin perjuicio de otros medios legales, interponer ante la autoridad administrativa o judicial competente las acciones y medios de impugnación de que trata este Título, para que exija a los obligados por esta ley, u otras leyes relativas a la protección y ejercicio de los derechos de los niños, que den efectivo cumplimiento a los deberes que ellas les imponen y que realicen las actuaciones tendientes a ello.


Es deber de los órganos del Estado disponer de mecanismos que permitan canalizar y dar respuesta en forma oportuna y eficaz a dichas acciones y medios de impugnación, de conformidad a las leyes respectivas.


Artículo 29.- Asistencia jurídica. Todo niño tiene derecho a contar con la debida asistencia jurídica para el ejercicio de sus derechos, en conformidad a la ley.


Artículo 30.- Principios comunes de las medidas administrativas y judiciales. Toda medida administrativa o judicial de protección de los derechos del niño deberá:


a) Encontrarse expresamente contemplada por una ley;


b) Adoptarse en un procedimiento que contemple las garantías del debido proceso pertinentes a su ámbito de aplicación, con celeridad y especial diligencia;


c) Determinarse sólo cuando ella sea necesaria y proporcional, se oriente hacia la satisfacción integral y óptima de los derechos del niño afectados, considere su contexto familiar y comunitario, y propenda al ejercicio del conjunto de dichos derechos;


d) Establecerse por el mínimo tiempo necesario y tener una duración determinada;


e) Adoptarse sólo una vez que se haya oído al niño a quien pudiere afectar;


f) Revocarse o sustituirse, según sea el caso, si cambian las circunstancias que motivaron su adopción; y


g) Renovarse sólo si persisten las circunstancias que motivaron su adopción y existen antecedentes de que la actuación ha resultado idónea, para cumplir los fines que se tuvieron en cuenta al momento de imponerse.

Párrafo 2°

Protección administrativa

Artículo 31.- Supuestos de adopción de medidas administrativas. Si un niño es privado o limitado en el ejercicio de los derechos garantizados en esta ley, por cualquier circunstancia personal, familiar o social a causa de la falta o insuficiencia en el ejercicio de los deberes de orientación y cuidado de quienes los tienen a su cargo, el Ministerio de Desarrollo Social, de oficio o a petición de parte, realizará las actuaciones y adoptará las medidas administrativas establecidas en esta ley, para asegurar el ejercicio de sus derechos y su desarrollo.


Artículo 32.- Medidas administrativas de protección de derechos. En los casos señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Desarrollo Social adoptará una o más de las siguientes medidas de protección:


a) Disponer el ingreso del niño o sus padres o responsables a programas ambulatorios establecidos de conformidad a la ley y a la disponibilidad presupuestaria y a la oferta programática que articule. Estos programas consistirán en intervenciones de apoyo escolar; fortalecimiento familiar; médico y de salud mental, de consumo problemático de alcohol o drogas; u otros que se requieran;


b) Disponer la asistencia del niño, de las personas que lo tengan bajo su cuidado o a algún miembro de su familia a tratamientos médicos, psicológicos o siquiátricos, conforme a sus disponibilidades presupuestarias;


c) Solicitar, como último recurso, al tribunal competente que disponga la separación del niño de uno o ambos padres o de quienes lo tengan bajo su cuidado, así como de su entorno familiar y social. En este caso, el Ministerio de Desarrollo Social deberá remitir los antecedentes al tribunal con competencia en materias de familia, proponiendo el acogimiento familiar, de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 36, inciso 2° de esta ley. Determinada judicialmente la separación a que se refiere este literal, el Ministerio de Desarrollo Social, a través de la oferta programática que articule, acompañará y entregará apoyo al niño y, en su caso, a su entorno familiar y social.


d) Cualquier otra medida dirigida la protección de los derechos del niño y que se encuentre prevista en las leyes.

Artículo 33.-
Procedimiento administrativo. Para la adopción de las medidas que correspondan de conformidad a este Título, el Ministerio de Desarrollo Social iniciará un procedimiento administrativo conforme con las reglas del artículo 2° inciso final de esta ley, en el que además deberán observarse las siguientes formalidades:


a) Se individualizará al niño cuyo desarrollo o bienestar pudiera encontrarse limitado o perjudicado;


b) Se describirán los hechos que dan lugar a la adopción de la medida;


c) Se citará al niño a efectos de que ejerza su derecho a ser oído;


d) Se oirá a los padres del niño o a quienes lo tuvieren a su cuidado y a las demás personas que la autoridad determine;


e) Se recabará la información y se ordenará la realización de las pericias, informes o diligencias que se estimen necesarias con el fin de determinar los supuestos y fundamentos para la adopción de las medidas.


f) La resolución que adopte la medida deberá identificar el
 o los derechos afectados, la falta o insuficiencia en el cumplimiento de los deberes de cuidado, la determinación de la medida y su plazo de duración.


Este procedimiento concluirá con la dictación de una resolución administrativa que determine fundadamente la vulneración de derechos establecidos en esta ley, en el ejercicio de los deberes de cuidado de quienes tienen a su cargo al niño, y la aplicación de una medida administrativa en los casos en que corresponda.


La autoridad administrativa competente propenderá a poner término anticipado al procedimiento con acuerdo de los participantes, promover soluciones colaborativas e instar por procesos de mediación, oyendo siempre al niño.


El Ministerio de Desarrollo Social podrá solicitar ante el Tribunal de Familia competente el cumplimiento forzado de la medida adoptada, en los casos en que corresponda.

Artículo 34.-
Ejecución y revisión periódica. El Ministerio de Desarrollo Social velará por la correcta y completa ejecución de las medidas de protección de derechos, pudiendo revisar su pertinencia, idoneidad y oportunidad en cualquier momento.


Asimismo, podrá prorrogar las medidas adoptadas mediante resolución fundada respecto de su pertinencia, idoneidad y oportunidad en relación al objetivo que se tuvo en consideración al adoptar la medida.


En caso que las circunstancias fácticas o los fundamentos jurídicos que sirvieron de antecedentes para su adopción hayan cambiado o cesado, la medida deberá sustituirse por una más adecuada a las nuevas circunstancias o revocarse, según sea el caso.


Artículo 35.- Impugnación judicial. Los afectados que estimen que la resolución de la autoridad es ilegal, podrán reclamar de la misma dentro del plazo de diez días corridos, contado desde la notificación, ante el tribunal con competencia en materias de familia correspondiente al domicilio del reclamante, quien conocerá de conformidad con la ley N° 19.968 sobre Tribunales de Familia.

Párrafo 3°

Protección judicial

Artículo 36.- Medida judicial de protección de derechos del niño. Los tribunales con competencia en materias de familia tendrán facultades exclusivas para decretar la medida de protección de derechos del niño que conlleve la separación de uno o ambos padres, personas que lo tienen bajo su cuidado y/o de su entorno familiar y social.


En la aplicación de esta medida, deberán priorizarse especialmente modalidades de acogimiento familiar. Sólo a falta de ellas y mediante resolución especialmente fundada en el interés superior del niño, se procederá a ordenar la internación residencial en establecimientos administrados por el Estado o por colaboradores acreditados. La concurrencia de la voluntad del niño cuya separación se ordene y/o la de sus padres, representantes legales o personas que lo tuvieren bajo su cuidado, no obstará al cumplimiento de las exigencias señaladas.


En caso que el tribunal, en el procedimiento de protección respectivo, estime que no concurren las circunstancias que justifiquen dicha separación, podrá adoptar alguna o algunas de las medidas de protección de derechos contempladas en el artículo 32. 


La autoridad administrativa podrá, excepcionalmente, como medida cautelar, resolver fundadamente la separación del niño de sus padres, de las personas que lo tienen bajo su cuidado y/o de su entorno familiar cuando, de no adoptarse tal medida, la vida o integridad del niño corriere grave riesgo. En este supuesto, la autoridad administrativa deberá enviar de inmediato todos los antecedentes al tribunal con competencia en materias de familia . El tribunal deberá resolver en primera audiencia, adoptando alguna de las medidas cautelares especiales contempladas en el artículo 71 de la Ley 19.968.

TÍTULO IV

INSTITUCIONALIDAD
Párrafo 1°

Instituciones participantes

Artículo 37.- Institucionalidad del Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. Para propender al pleno desarrollo de los niños y garantizar el ejercicio de sus derechos conforme a la presente ley, las instituciones públicas, centralizadas, descentralizadas, municipales, autónomas, y del sistema de Justicia, actuarán de manera organizada y coordinada, en sus ámbitos de competencia y actividades, con el fin de propender a la intersectorialidad de las intervenciones que resulten necesarias de acuerdo a la ley.


Participarán en este sistema las organizaciones de la sociedad civil que tengan como objetivo o actividad la protección y promoción de los derechos del niño, conforme a la ley.

Artículo 38.-
Gestión del Sistema de Garantías. El sistema de garantías contempla tres niveles de competencia de los organismos públicos, de acuerdo con las funciones que cumplen dentro del sistema:


a) Nivel estratégico.


b) Nivel de articulación.


c) Nivel de prestación y adopción de medidas.

Artículo 39.-
Nivel estratégico. El Ministerio de Desarrollo Social y el Comité Interministerial de Desarrollo Social ejercerán la rectoría y dirección general del sistema, para cuyos efectos tendrán las funciones y atribuciones que les fija la Ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo 40.- Nivel de articulación. El Ministerio de Desarrollo Social articulará y coordinará a las entidades que ejercen competencias y desarrollan programas relacionados con la protección de la niñez y la garantía de los derechos, en conformidad a la ley.


Artículo 41.- Nivel de prestación y adopción de medidas. Las instituciones que actúan en este nivel tendrán las siguientes funciones:


a) Gestionar y entregar los servicios y prestaciones sociales correspondientes a las garantías establecidas en esta ley, así como aquellos programas y prestaciones especializados conforme a la ley y a su disponibilidad presupuestaria, entregadas por los órganos de la Administración del Estado y entidades competentes; 


b) Determinar las medidas de protección administrativa que se adopten conforme al párrafo 2 del título III de la presente ley.


Artículo 42.- Aplicación territorial. El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los mecanismos para la aplicación en términos territoriales de las medidas administrativas dispuestas en el párrafo II del Título III de la presente ley. Un Reglamento de dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará los planes de despliegue territorial del Ministerio de Desarrollo Social para los fines antes señalados. Asimismo, para ello, el Ministerio velará por una coordinación con los Municipios y otras entidades territoriales públicas y privadas.


Artículo 43.- Normas para actuación policial. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile deberán ajustar sus actuaciones y procedimientos a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño, a los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, a las leyes, a los reglamentos y a las directrices que en materia de garantías y protección de los derechos de los niños se hubieren aprobado en conformidad a esta ley. 


Para el cumplimiento de lo establecido en el inciso anterior, propenderán a que tanto en la formación inicial como en la capacitación de su personal se incorporen temáticas de derechos de la niñez.


Asimismo, en todo procedimiento policial en que se vea involucrado un niño, y cualquiera sea la naturaleza de dicho procedimiento, deberá actuarse en conformidad a protocolos especialmente diseñados para cumplir con sus funciones en estricto apego al respeto de los derechos de los niños. Siempre se deberá informar al niño del procedimiento que se esté ejecutando.

Párrafo 2°

Participación ciudadana y de los niños

Artículo 44.- Principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del sistema, conforme a su disponibilidad presupuestaria. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños, creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del sistema de garantías.

TÍTULO V

DE LA POLÍTICA NACIONAL DE LA NIÑEZ Y SU PLAN DE ACCIÓN

Artículo 45.- Política Nacional de la Niñez. La Política Nacional de la Niñez establecerá los objetivos generales, fines, directrices y lineamientos en materia de protección, garantía y promoción integral de los derechos de los niños reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentren vigentes, y en las leyes. 


La Política Nacional de la Niñez deberá propender a la creación de las condiciones político institucionales, que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la niñez, fortaleciendo la gestión pública, así como el seguimiento, monitoreo, evaluación y la rendición de cuentas. Asimismo, se orientará a fortalecer la calidad de los programas, de los servicios y las prestaciones de las políticas sociales generales y especializadas, y a potenciar la participación y colaboración con la sociedad civil en sus objetivos.

Artículo 46.-
Contenido mínimo de la Política Nacional de la Niñez. La política que se formule deberá contener, a lo menos, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias; orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


La Política Nacional de la Niñez propenderá a que el Sistema de Garantías sea de carácter:


a) Universal, promoviendo el ejercicio de sus derechos a todos los niños dentro del territorio de la República;


b) Coordinado, propendiendo a la unidad de acción y evitando la interferencia de funciones; 


c) Progresivo e Integral, considerando el desarrollo de la niñez desde la primera infancia hasta el cumplimiento de la mayoría de edad, y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado; e


d) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en diferentes sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños.


Artículo 47.- Plan de Acción. La Política Nacional de Niñez será implementada a través de un Plan de Acción.


Artículo 48.- Contenido mínimo del Plan de Acción. El Plan de Acción deberá contener, a lo menos:


a) Los programas o líneas programáticas que lo integran;


b) Las acciones y medidas específicas a ejecutar; 


c) Los plazos de ejecución;


d) Los órganos responsables;


e) Las metas para sus acciones y medidas; y 


f) Los indicadores necesarios para su evaluación.


Artículo 49.- Procedimiento de formulación y aprobación. La Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción serán elaborados a través de un proceso, coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social, de acuerdo con esta ley y el reglamento. Este proceso deberá considerar la participación de las organizaciones de la sociedad civil.


La Política Nacional de Niñez tendrá una duración de diez años, y será revisada al menos cada cinco años.


La Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción serán aprobados mediante Decreto Supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social, y deberá ser suscrito, además, por aquellos secretarios de Estado que sean competentes. 

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación. 


Artículo segundo.- La Política Nacional de la Niñez deberá dictarse en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Sin perjuicio de lo cual, a petición fundada del Comité Interministerial, dicho plazo podrá ampliarse en seis meses. 


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, el párrafo 2° del título III sobre Protección Administrativa; el artículo 27 en relación a la interposición de acciones y medios de impugnación ante la autoridad administrativa; los incisos 3° y 4° del artículo 36; y la letra b) del artículo 41, todos de la presente ley, entrarán en vigencia a 


contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Protección de la Infancia, cualquiera sea su denominación legal, con competencia para adoptar las medidas de protección especial de los derecho de los niños.”.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia; JAVIERA BLANCO SUÁREZ, Ministra de Justicia; MARCOS BARRAZA GÓMEZ, Ministro de Desarrollo Social; ADRIANA DELPIANO PUELMA, Ministra de Educación; CARMEN CASTILLO TAUCHER, Ministra de Salud; PAULINA SABAL ASTABURUAGA, Ministra de Vivienda y Urbanismo”.
Informe Financiero
Proyecto de Ley de Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez

Mensaje N° 950-363
I. Amtecedemtes


El presente proyecto se estructura como una ley marco que establece las bases generales del sistema de ganrantía de los derechos de la niñez, conformado por un conjunto de políticas, instituciones y normas, cuya completitud tendrá lugar con la dictación de futuros cuerpos normativos.


El proyecto refiere quienes son los destinatarios de las normas que contiene estableciendo reglas para su aplicación e interpretación; y establece un catálogo de principios, derechos y garantías de los niños.


El proyecto impone a los órghanos de la Administración del Estado el deber de proveer servicios sociales que propendan a la satisfacción de los derechos del niño, redistribuyendo competencias entre lo administrativo y judicial para dicho objeto, siempre en el marco de sus competencias y de los recursos de los que dispongan.

El proyecto hace referencia a la Política Nacional de la Niñez, cuyo objetivo será la protección, garantía y promoción de los derechos del niño, en el marco del ordenamiento jurídico nacional, la que será implementada a través de un plan de acción.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuestos Fiscal


El presente proyecto de ley no involucra mayor gasto fiscal.


(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.

3. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 8207-07)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que Crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia. (boletín N° 8207-07)


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9589-17)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que Modifica Código Penal, en lo tocante a la tipificación del delito de tortura. 
(boletín N° 9589-17)


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 7616-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio N° 12.105, de fecha 16 de septiembre de 2015, tengo a bien manifestar a V.E. que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre probidad en la función pública. (boletín N° 7616-06)

En consecuencia, devuelvo a V.E. el citado oficio de esa H. Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6. Oficio del Senado. (boletín N° 9896-07)


“Valparaíso, 16 de septiembre de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia, correspondiente al Boletín N° 9.896-07.


Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto favorable de 30 Senadores, de un total de 37 Senadores en ejercicio.


En particular, los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9°, permanentes, y el artículo primero transitorio de la iniciativa legal también fueron aprobados con los votos de 30 Senadores, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.991, de 8 de julio de 2015.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

7. Oficio del Senado. (boletín N° 9816-15)


“Valparaíso, 16 de septiembre de 2015.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la Moción, informes y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín número 9816-15:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Suspéndese por el plazo de cinco años, contado desde el 15 de noviembre de 2015, la inscripción de taxis, así como el cambio de inscripción de una región a otra, de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3º de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley Nº 19.040.


Durante este período, facúltase al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que pueda autorizar nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en los casos calificados técnicamente de acuerdo con los criterios fijados en la ley N° 20.474 y su reglamento, que para este solo efecto se entenderán vigentes. No obstante lo anterior, las inscripciones que se autoricen no podrán superar en más de un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Excepcionalmente, en circunstancias calificadas como caso fortuito o de fuerza mayor, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá autorizar el traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros.


Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015.”.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): ADRIANA MUÑOZ D’ALBORA, Presidenta (E) del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
8. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos
Interparlamentarios e Integración Latinoamericana recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que “Aprueba el Acuerdo de Intercambio de
Información en Materia Tributaria entre la República de Chile y los Estados de Guernesey, suscrito en St. Peter Port, Guernesey, el 4 de abril de 2012; y en Santiago, Chile, el 24 de septiembre de 2012”. (boletín N° 10288-10)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar el “Acuerdo de Intercambio de Información en Materia Tributaria entre la República de Chile y los Estados de Guernesey”, suscrito en St. Peter Port, Guernesey, el 4 de abril de 2012, y en Santiago, Chile, el 24 de septiembre de 2012.

2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado. Asimismo, ella determinó que sus preceptos deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado, según Informe Financiero acompañado al Mensaje.

3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por 10 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención. Votaron a favor la Diputadas señoras Molina, doña Andrea, y Sabat, doña Marcela, y los Diputados señores Campos, don Cristian; Flores, don Iván; Hernández, don Javier; Jarpa, don Carlos Abel; Mirosevic, don Vlado; Morales, don Celso; Rocafull, don Luis, y Sabag, don Jorge.

4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Sabag, don Jorge.

II. ANTECEDENTES.

Según lo señala el Mensaje, el Acuerdo de Intercambio de Información en Materia Tributaria suscrito con los Estados de Guernesey se inscribe dentro del contexto de las directrices fijadas por el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información (GFTEI, por sus siglas en inglés), que en la actualidad reúne a más de cien países del mundo, incluyendo a Chile. El GFTEI, agrega, entre otros fines, promueve el fortalecimiento de las redes de intercambio de información en materias tributarias a través de acuerdos bilaterales que cumplan con ciertos estándares reconocidos internacionalmente. Cabe mencionar que el GFTEI está llevando a cabo un proceso de revisión de la implementación de dichos estándares entre los países miembros, tanto en el plano normativo como práctico, y que la suscripción de este tipo de acuerdos con jurisdicciones tributarias puede tener un impacto positivo en tal evaluación.

Cabe precisar, como lo reconoce el Preámbulo del Acuerdo, que los Estados de Guernesey son una dependencia de la Corona Británica que tiene derecho a negociar, concluir, aplicar y terminar, sujeto a los términos de dicho instrumento, un Acuerdo de Intercambio de Información con la República de Chile. Asimismo, esta dependencia asumió, el 21 de febrero de 2002, un compromiso político con los principios de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) sobre intercambio de información en materia tributaria.

III. OBJETIVO DEL ACUERDO.

El Acuerdo busca permitir y facilitar el intercambio de información entre las administraciones tributarias de los Estados Contratantes para evitar el fraude y la evasión tributaria en las operaciones internacionales de comercio de bienes, de suministro de servicios, transferencias de tecnologías y de inversiones que, por su naturaleza, son muy difíciles de fiscalizar sin tener la cooperación de las administraciones tributarias de otros países.

En efecto, la cooperación internacional en esta materia es clave para aplicar correctamente la legislación tributaria de los Estados Contratantes. Por ejemplo, en el caso de nuestro país, la información que se obtenga por medio de este Acuerdo será muy útil para aplicar el nuevo artículo 41 E de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que permite impugnar los precios, valores o rentabilidades fijados, o establecerlos en caso de no haberse fijado alguno, cuando las operaciones transfronterizas, sujetas a las condiciones que fija la norma, no se efectúen a precios, valores o rentabilidades normales de mercado.

IV. ASPECTOS ESENCIALES DEL ACUERDO.

El texto del Acuerdo regula principalmente los procedimientos y condiciones de implementación de un intercambio efectivo de información tributaria entre las autoridades competentes de ambas Partes, basándose en el Modelo de Acuerdo de Intercambio de Información Tributaria de la OCDE.

En este contexto, se regulan los requisitos y limitaciones para que funcionarios de una autoridad competente puedan realizar inspecciones tributarias en el territorio de la otra Parte o estar presentes en inspecciones tributarias que ejecuten funcionarios de la otra autoridad competente. Cabe tener presente que el Acuerdo garantiza el respeto a los derechos y garantías reconocidos a las personas por la legislación interna o la práctica administrativa de la Parte requerida, en toda circunstancia.

El intercambio de información se puede concretar a requerimiento de una autoridad competente. El Acuerdo dispone que una Parte deba acudir primero a las fuentes y recursos disponibles en su propio territorio para obtener la información deseada, antes de acudir a la asistencia de la otra, debiendo la Parte requirente incluir en su solicitud una declaración en este sentido.

También se establece que el requerimiento de información debe contener por escrito, a lo menos, lo siguiente: información sobre la identidad del titular de la información; el período respecto del que se pide la información; la descripción de la información y la forma en que se prefiere recibirla; los motivos tributarios para los que se pide; las razones para creer que la información es “previsiblemente de interés” para fines fiscales; y las razones para creer que la información se encuentra en posesión o control de una persona, o puede ser obtenida por esta, dentro de la jurisdicción de la Parte requerida. Adicionalmente, el requerimiento debe contener una declaración sobre su conformidad con el derecho interno y la práctica administrativa de la Parte requirente, así como respecto de las normas del Acuerdo, de manera tal que la información sea igualmente obtenible si hipotéticamente se encontrara en el territorio de la Parte requirente (principio de reciprocidad). Finalmente, y en la medida de sea conocido, se debe incluir el nombre y dirección de la persona que se crea que tenga en su poder, o pueda obtener, la información.

En cuanto al procedimiento, el Acuerdo establece que la Parte requerida deberá acusar recibo de la solicitud dentro de los sesenta días siguientes a la recepción de esta y comunicar, en su caso, los defectos de que adoleciera el requerimiento. La Parte requerida deberá cumplir la solicitud de información lo antes posible. Sin perjuicio de lo anterior, si la Parte requerida no ha podido obtener la información o tiene motivos para denegarla, en el plazo de noventa días a partir de la recepción del requerimiento de información (la versión original o la versión corregida, en su caso), debe informar a la Parte requirente de manera inmediata sobre los obstáculos o razones de su negativa.

Con respecto a la eventualidad de que funcionarios de la autoridad competente de un Estado Contratante realicen inspecciones tributarias en materias de su competencia, pero en el territorio del otro Estado Contratante, esta posibilidad quedó condicionada estrictamente a la obtención del consentimiento del contribuyente afectado. En tales circunstancias, la inspección tendrá la misma naturaleza de una auditoría privada, con la salvedad de que la autoridad competente que vaya a realizar la inspección deberá notificar a la otra autoridad competente sobre el lugar y fecha para la auditoría.

También, se regula la posibilidad de que funcionarios de la autoridad competente de una Parte puedan estar presentes en inspecciones tributarias llevadas a cabo por la otra autoridad competente de acuerdo a su derecho interno y en su propio territorio. En esta última circunstancia se requiere el consentimiento de las personas sujetas a la inspección tributaria y la autorización de la autoridad competente que llevará a cabo la inspección.

El Acuerdo, además, contiene normas que regulan las causales de denegación de un requerimiento, los estándares de confidencialidad que se deben mantener con la información proporcionada, la distribución de los costos que el intercambio de información pueda generar, la posibilidad de efectuar consultas y acordar otros mecanismos de cooperación entre las autoridades competentes y normas que regulan su entrada en vigencia, modificación y término.

Finalmente, y como consecuencia de las nuevas condiciones de intercambio de información y cooperación administrativa tributaria que se implementarán en virtud del Acuerdo con Guernesey, se incluyó una norma que establece la eliminación de Guernesey de la lista que contiene el Decreto Supremo N° 628, de 24 de julio de 2003, establecida por el Ministerio de Hacienda de acuerdo a lo previsto en el Artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta de Chile (lista de paraísos fiscales). La remoción de Guernesey de lista mencionada surtirá efecto en la fecha en que el Acuerdo entre en vigor.

V. ENTRADA EN VIGOR, DURACIÓN Y DENUNCIA DEL ACUERDO.

Cada uno de los Estados Contratantes notificará al otro, a través de la vía diplomática, el cumplimiento de los procedimientos exigidos por su legislación para la entrada en vigor del Acuerdo. Asimismo, el Acuerdo comenzará a regir en la fecha de recepción de la última de estas notificaciones, pero sus disposiciones solo se aplicarán respecto de los períodos tributarios que comiencen a partir de esa fecha o, cuando no haya períodos tributarios, respecto de todos los cargos de impuestos que surjan a partir de esa fecha.

Igualmente, el Acuerdo tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de los Estados Contratantes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática. Las disposiciones del Acuerdo dejarán de surtir efecto a partir del primer día del año calendario siguiente a aquel en que se notifique el aviso de término y todos los requerimientos recibidos hasta la fecha de término efectivo serán tramitados de acuerdo a los términos del Acuerdo.

VI. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los señores Claudio Troncoso Repetto, Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, Néstor Venegas Torrealba, Abogado del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, Pablo Nilo Donoso, Asesor Legal del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de la DIRECON y Javier Alarcón Fernández, Asesor Tributario del Ministerio de Hacienda, quienes refrendaron los fundamentos expuestos en el Mensaje que acompaña este Proyecto de Acuerdo, efectuando una reseña acotada de sus contenidos, manifestando, en síntesis, que la ratificación de este Acuerdo permitirá fortalecer las redes de intercambio de información en materias tributarias a través de acuerdos bilaterales que cumplan con ciertos estándares reconocidos internacionalmente, con el objeto de evitar el fraude y la evasión tributaria en las operaciones internacionales de comercio de bienes, de suministro de servicios, transferencias de tecnologías y de inversiones que, por su naturaleza, son muy difíciles de fiscalizar sin tener la cooperación de las administraciones tributarias de otros países.

Por su parte, las señoras Diputadas y los señores Diputados presentes, que expresaron su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, manifestaron su concordancia con los objetivos del mismo, puesto que estimaron que la cooperación internacional en esta materia es clave para aplicar correctamente la legislación tributaria de los Estados Contratantes.

Por ello, y sin mayor debate, por 10 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo las señoras Molina, doña Andrea, y Sabat, doña Marcela, y los señores Campos, don Cristian; Flores, don Iván; Hernández, don Javier; Jarpa, don Carlos Abel; Mirosevic, don Vlado; Morales, don Celso; Rocafull, don Luis, y Sabag, don Jorge.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Asimismo, ella determinó que sus preceptos deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado, según lo establece el Informe Financiero acompañado en el Mensaje.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO     DE     ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo de Intercambio de Información en Materia Tributaria entre la República de Chile y los Estados de Guernesey, suscrito en St. Peter Port, Guernesey, el 4 de abril de 2012; y en Santiago, Chile, el 24 de septiembre de 2012.”.

Discutido y despachado en sesión de fecha 15 de septiembre de 2015, celebrada bajo la presidencia del H. Diputado don Jorge Sabag Villalobos, y con la asistencia de las Diputadas señoras Molina, doña Andrea, y Sabat, don Marcela, y los Diputados señores Campos, don Cristian; Edwards, don José Manuel; Flores, don Iván; Hernández, don Javier; Jarpa, don Carlos Abel; Mirosevic, don Vlado; Morales, don Celso, y Rocafull, don Luis.

Se designó como Diputado Informante al señor Sabag, don Jorge.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2015.

(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión”.
9. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia calificada de “Suma”, que “Crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas”. (boletín N° 10008-04)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados en mensaje, con urgencia calificada de suma.
2.- Artículos que las Comisiones Técnicas dispusieron que fueran conocidas por ésta.

La Comisión de Educación dispuso que el artículo 11, inciso primero, contenido en el numeral 12); el artículo 12 bis, inciso primero, contenido en el numeral 14); el numeral 18); los artículos 18 A, 18 B, 18 C, 18 D, 18 E, 18 F, 18 G, 18 N y 18 P contenidos en el numeral 20); los artículos 19, incisos primero y segundo, 19 G, inciso primero, 19 Ñ, 19 O, 19 P, 19 R y 19 V contenidos en el numeral 21); la letra c) del numeral 24); numerales 28), 29), 30), 31), 32), 33), 34), 35), 36), 37), 38), 39), 40), 41), 43), 44), 45), 46), 47), 48) y 50) del artículo 1°; los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11 y 12, y los artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto, decimoquinto, decimosexto, decimoséptimo, decimoctavo, decimonoveno, vigésimo, vigésimo primero, vigésimo segundo, vigésimo tercero, vigésimo cuarto, vigésimo quinto, vigésimo sexto, vigésimo séptimo, vigésimo octavo, vigésimo noveno, trigésimo, trigésimo primero, trigésimo segundo, trigésimo sexto, trigésimo séptimo, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo primero, cuadragésimo tercero, cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, quincuagésimo primero y quincuagésimo tercero transitorios del proyecto requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda, en virtud de lo preceptuado por el artículo 226 del Reglamento.

3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas

a) El numeral 30) del artículo 1°, del siguiente tenor:


30) Reemplázase el artículo 49 por el siguiente: 

Artículo 49.- El profesional de la educación tendrá derecho a percibir una Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional cuyo monto mensual se determinará en base a los siguientes componentes:

a) Componente de Experiencia: Se aplicará sobre la base de la remuneración básica mínima nacional que determine la ley y consistirá en un porcentaje de ésta, correspondiente a un 3,38% por los primeros dos años de servicio docente y un 3,33% por cada dos años adicionales, debidamente acreditados, con un tope y monto máximo de 50% de la remuneración básica mínima nacional para aquellos profesionales que totalicen 30 años de servicios.

b) Componente de Progresión: Su monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y los bienios de experiencia profesional que tenga, y su valor máximo corresponderá al siguiente para un contrato de 44 horas y 15 bienios:
	Tramo profesional inicial
	Tramo profesional temprano
	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto

I
	Tramo experto

II

	$ 13.076
	$ 43.084
	$ 86.714
	$ 325.084
	$ 699.593


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, y en proporción a sus correspondientes bienios para aquellos que tengan una experiencia profesional inferior a 15 bienios.

c) Componente fijo: Los profesionales de la educación reconocidos en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, tendrán derecho a percibir una suma complementaria cuyo monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y su valor máximo corresponderá a los siguientes valores para un contrato de 44 horas cronológicas semanales:
	Tramo profesional avanzado
	Tramo

experto

I
	Tramo

experto

II

	$90.000.-
	$125.000.-
	$190.000.-


Lo dispuesto en el inciso anterior, se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales.

Con todo, el incremento por concepto de la suma de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación por tramo establecida en este artículo, por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.
La asignación de tramo, considerado su componente fijo cuando corresponda, tendrá el carácter de imponible y tributable, sólo servirá de base de cálculo para la asignación establecida en el artículo 50, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.

b) El inciso primero del artículo 88 A, del numeral 50) del artículo primero, del siguiente tenor:

“Artículo 88 A.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º de esta ley en establecimientos que impartan educación parvularia y que son financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento. El establecimiento donde se desempeñan deberá, además, encontrarse reconocido oficialmente por el Estado.”
c) Como consecuencia de la aprobación de indicación del Ejecutivo, se eliminaron los artículos 10 y 11, del siguiente tenor:

“Artículo 10.- Se podrán acoger a la bonificación por retiro voluntario establecida para los profesionales de la educación en la ley N° 20.822, todos aquellos que cumpliendo los demás requisitos establecidos en dicha ley, cumplan sesenta años en el caso de las mujeres y sesenta y cinco años en el caso de los hombres, entre el 1 de enero de 2016 y el 31 de diciembre de 2016 y así sucesivamente cada año siguiente hasta el 2026.

Dichos profesionales deberán, a más tardar al 30 de junio de cada año, formalizar su renuncia por escrito y en carácter de irrevocable, ante el sostenedor, la que se hará efectiva al término del respectivo año lectivo.”.

“Artículo 11.- La bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.822 podrá ser percibida por todos los profesionales de la educación a quienes se les aplique el Título III de decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, los profesionales de la educación que quieran solicitar el beneficio, deberán haber cumplido sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y hacer efectiva su renuncia voluntaria e irrevocable, respecto del total de horas que sirven en establecimientos educacionales municipales, particulares subvencionados y aquellos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, de la forma en que se establece en la ley N° 20.822.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministerio de Hacienda, regulará las materias contenidas en este artículo.”.

d) Indicación rechazada del Ejecutivo.
1) Para modificar el numeral 21) de la siguiente forma:

a) Elimínase el inciso quinto del artículo 19 Ñ.

4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas

Se aprobaron las siguientes indicaciones presentadas por el Ejecutivo:
AL ARTÍCULO 1°
1) Para intercalar un artículo 18 H, nuevo al numeral 20), adecuándose la numeración correlativa:

“Artículo 18 H.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, mediante resolución fundada y, en el caso señalado en el literal b), previa audiencia del interesado, resolverá la pérdida de la asignación de inducción, poniéndose término al respectivo proceso, de aquellos docentes principiantes que:

a) Sean desvinculados del establecimiento en que se desempeñaban mientras desarrollaban su proceso de inducción, o

b) Incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 F de la presente ley.”.

2) Para modificar el artículo 49 del numeral 30) en el siguiente sentido: (este numeral fue finalmente rechazado por la Comisión)
a) Sustitúyese la expresión “inciso” la primera vez que aparece por “párrafo”.

b) Intercálase, antes de la expresión “Componente fijo:” la expresión “c)”.

c) Sustitúyese la expresión “inciso” la segunda vez que aparece por “párrafo”.

d) Sustitúyese el penúltimo inciso del artículo 49, por el siguiente:
“Con todo, el incremento por concepto de la suma de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación por tramo establecida en este artículo, por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.”.

3) Para modificar el numeral 39), remplazando su literal c) por el siguiente: 

“c) Agréganse los siguientes incisos, nuevos:

“Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.”.

4) Para modificar el numeral 45), remplazando su literal c) por el siguiente:

“c) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos: 

“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.

Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.”.
AL ARTÍCULO 10
5) Para eliminarlo.

Al ARTÍCULO 11
6) Para eliminarlo.
ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO PRIMERO TRANSITORIO, NUEVO
7) Para intercalar el siguiente artículo cuadragésimo primero transitorio, nuevo adecuándose la numeración correlativa:

“Artículo cuadragésimo primero.- Lo dispuesto en el Título VI de esta ley se aplicará a los profesionales de la educación regidos por dicho título a contar del año 2020.”.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO TRANSITORIO, NUEVO
8) Para intercalar el siguiente artículo cuadragésimo segundo transitorio, nuevo adecuándose la numeración correlativa:

“Artículo cuadragésimo segundo.- Los profesionales de la educación señalados en el artículo anterior, ingresarán al Sistema de Reconocimiento del Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1997, del Ministerio de Educación, a partir del año 2020, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo cuadragésimo tercero transitorio, lo cual no implicará en caso alguno la disminución de sus remuneraciones.”.

Las disposiciones transcritas no requieren quórum especial de aprobación.

Se deja constancia que, de conformidad con el inciso segundo del artículo 222 del Reglamento de la Corporación, las indicaciones que incidan en disposiciones que no fueren pertinentes para la competencia de la Comisión de Hacienda, se tendrá por no presentadas. Tal fue la situación de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo mediante oficio N° 939-363 de 14 de septiembre de 2015 N° 2) literales a) y c); N° 6), y N° 11), procediendo el Presidente de la Comisión a hacer la declaración pertinente.

5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Artículos 18 A, 18 B, 18 C, 18 D, 18 G, 18 N, 18 H, 18 P del numeral 20); artículos 19 (incisos primero y segundo), 19 G (inciso primero), 19 Ñ, 19 O, 19 P, 19 R y 19 V del numeral 21); letra c) del numeral 24), numeral 28), numeral 29), numeral 31), numeral 48), todos del artículo 1°; artículos transitorios duodécimo, décimotercero, décimoctavo, vigésimo tercero, vigésimo cuarto, vigésimo quinto, vigésimo sexto, vigésimo séptimo, vigésimo octavo, trigésimo primero, cuadregésimo primero nuevo, cuadragésimo segundo nuevo, cuadregésimo primero que ha pasado a ser cuadragésimo tercero, cuadragésimo tercero que ha pasado a ser cuadragésimo quinto.

6.- Se designó Diputado Informante al señor Patricio Melero.
Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:

MINISTERIO DE EDUCACIÓN

· Sra. Adriana Delpiano, Ministra.

· Sra. Valentina Quiroga, Subsecretaria.

MINISTERIO DE HACIENDA

· Sr. Rodrigo Valdés, Ministro de Hacienda

· Sr. Rodrigo González, Asesor Ministerio de Hacienda

DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS

· Sr. Sergio Granados, Director de Presupuestos

· Sr. José Espinoza, Sectorialista Educación Dirección de Presupuestos

COLEGIO DE PROFESORES DE CHILE

· Sr. Jaime Gajardo Orellana, Presidente Nacional.

· Sr. Juan Soto Soto, Tesorero Nacional

· Sr. Mario Domínguez Castro, Asesor de Presidencia

· Sr. Victor Vargas Silva, Periodista del Colegio de Profesores.

· Sr. Darío Vásquez, Secretario General

· Sr. Mario Aguilar, Prosecretario

CONFEMUCH

· Sr. Arturo Escarez, Presidente Nacional.

· Sr. Miguel Araneda, Secretario General

· Sr. Edwin Minder, Secretario de Comunicaciones. 

El propósito de la iniciativa consiste en mejorar las capacidades docentes de conducción y desarrollo en los procesos de enseñanza y aprendizaje en el aula y, a mejorar la calidad de la educación que reciben las niñas y los niños, mediante el perfeccionamiento de la formación inicial docente aumentando los requisitos para la selección de estudiantes de pedagogía y mejorando la información disponible en el sistema de formación inicial en relación a la evaluación diagnóstica. Asimismo, procura apoyar la inmersión de profesores principiantes en establecimientos educacionales por medio de la inducción, fortalecer el desarrollo profesional docente para promover el avance en la carrera profesional, crear un sistema de desarrollo profesional docente y aumentar las horas no lectivas.

El mensaje explica que el proyecto de fundamenta en lo siguiente:

1. Mejorar la formación inicial aumentando los requisitos para la selección de estudiantes de pedagogía.

Una de las condiciones para el mejoramiento en educación, de amplio consenso a nivel nacional e internacional, consiste en aumentar la selectividad en el ingreso a la Formación Inicial Docente (FID). Sin embargo, la FID en Chile posee una alta desregulación, reflejada en la coexistencia de programas de pedagogía con y sin aplicación de procesos de selectividad. Actualmente, hay más de 93.000 estudiantes de carreras de pedagogía, que se distribuyen en 70 instituciones de educación superior (47 acreditadas) y 863 programas (solo 363 acreditados por 4 años o más y 240 no acreditados). Cada año ingresan, en promedio, 17.500 estudiantes y se titulan alrededor de 15.000. De los titulados, aproximadamente un tercio ingresa a ejercer en el sistema escolar al año siguiente del egreso, aunque con una alta tasa de deserción en los primeros 5 años.

La política de formación inicial docente debe avanzar hacia un sistema que seleccione a los mejores estudiantes para las carreras de pedagogía para el conjunto de las instituciones de educación superior, debiendo, para ello, aplicar procesos de selección vía Prueba de Selección Universitaria (PSU) o los mejores promedios de notas de educación media o modelos de detección de talentos y vocaciones (propedéuticos), pudiendo utilizar una combinación de ellos.

2. Mejorar la información disponible en el sistema de formación inicial en relación a la evaluación diagnóstica para la formación inicial docente.

El año 2008, la Evaluación Inicia tenía por propósito generar un instrumento para retroalimentar a las instituciones vinculadas con la Formación Inicial Docente (FID). El Decreto Supremo N° 96, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija las líneas de acción del Programa Inicia refiere a la confección y aplicación de una Evaluación Diagnóstica para estudiantes de Pedagogía. Sin embargo, en la actualidad, la Evaluación Inicia presenta un gran obstáculo para concretar su cometido, pues por su carácter voluntario para los estudiantes y las instituciones, sus resultados no reflejan representativamente la realidad de la formación de las pedagogías en el país. 

Por lo anterior, se establecerá un modelo de desarrollo de evaluación diagnóstica representativa y consistente con los proyectos nacionales de mejora de la formación inicial docente. Dicho modelo estará asociado a los estándares vigentes para la formación inicial de profesores, generando oportunidades para una buena gestión de la información que de ella derive, permitiendo, a su vez, retroalimentar a las instituciones responsables de su mejora de continua. Las principales medidas para esto son:

•
Instalar en las carreras de pedagogía la cultura de la evaluación diagnóstica, al servicio de la mejora de los procesos de formación inicial.

•
Generar información significativa para el fortalecimiento de la formación inicial docente.

•
Aplicar de manera obligatoria la evaluación diagnóstica a todos los programas formadores de docentes.

•
Perfeccionar los procesos de construcción de los instrumentos que conforman la referida evaluación.

3. Apoyar la inmersión de profesores principiantes en establecimientos educacionales por medio de la inducción.

Diversas investigaciones nacionales e internacionales demuestran consistentemente la relevancia de apoyar al profesor principiante en sus primeros años de docencia, ya que es un período crucial para mejorar los niveles de satisfacción y eficacia en su labor y para evitar su temprana deserción del sistema, que en Chile llega alrededor del 40%, al quinto año de ejercicio docente, según estudios elaborados por investigaciones de la Universidad de Chile. 

El año 2005 una Comisión Experta instalada por el Ministerio de Educación, recomendó la creación de un sistema de inducción, idea que fue recogida el año 2010 por el “Panel de Expertos para una Educación de Calidad”. 

El año 2006 el Ministerio de Educación, a través del Centro de Perfeccionamiento Experimentación e Investigaciones Pedagógicas (CPEIP) llevó a cabo un piloto de formación de mentores en colaboración con la Universidad Católica de Temuco. Posteriormente, el año 2008, se suma a la iniciativa la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y el 2009 se incorporan las Universidades de Playa Ancha, de La Serena y Alberto Hurtado. En total se forman alrededor de 140 mentores. Paralelamente, el Programa Inglés Abre Puertas del Ministerio de Educación formó a una centena de profesores mentores en inglés.

4. Fortalecer el desarrollo profesional docente para promover el avance en la carrera profesional.

El desarrollo profesional docente se define como el proceso de formación y enriquecimiento permanente de las capacidades docentes y la adquisición crítica de conocimientos, habilidades y la inteligencia emocional que son parte esencial de un estilo profesional de pensar, planificar y actuar con niños, jóvenes y colegas en cada una de las etapas de la vida docente. Aunque se asocia con actualización curricular, sus objetivos son más amplios ya que “dependen mucho de los contextos escolares en que trabajan los docentes” (Ávalos, 2007).

La actividad profesional del docente se articula en torno al reconocimiento en la carrera docente, de un conjunto de actividades abordadas como un saber hacer, fundado y responsable, que en el marco de una comunidad educativa, contribuyen a resolver los desafíos. El conocimiento sobre el saber enseñar se reconoce como tal, relevando el protagonismo del docente en una organización que reconoce y estimula su liderazgo pedagógico con proyección en la comunidad. Sentada su capacidad de intervenir liderando procesos educativos, se promueve la valoración de su actividad profesional a la luz de su manejo del currículum y su apropiación, el aprendizaje de sus estudiantes, las necesidades sociales, institucionales y comunitarias en un contexto inclusivo, con expectativas de llevar adelante un proceso educativo que permita el desarrollo de las máximas potencialidades de todos y todas.

El nuevo sistema de formación en desarrollo que se establece en esta carrera, propone mejorar sus capacidades para el desarrollo de los procesos de enseñanza y aprendizajes de sus alumnos, reforzando, el ejercicio de su profesionalidad.

Lo anterior sugiere un diseño que atendiendo a diagnósticos específicos, levantados por los futuros Comités Locales de Desarrollo Profesional Docente del CPEIP, utilizando, además, la información que deviene de los procesos de certificación de la carrera, se proponga metas realizables y la generación de redes, que cubran escuelas y territorios, y sea liderado por docentes destacados. 

Este último factor es crucial de sopesar. El país cuenta con una cultura incipiente de trabajo colaborativo, dificultada por un legado autoritario y lógicas de cuasi mercado en el sistema educativo; por lo que cabe recuperar la experiencia acumulada de iniciativas de aprendizaje entre pares, a fin de nutrir el nuevo diseño que transitará desde el modelo tradicional de formación en servicio (transmisión) hacia uno de desarrollo profesional transformativo. 
5. Sistema de desarrollo profesional docente.

El sistema entrega a los docentes un marco explícito, conocido y motivador para el desarrollo profesional y personal, mejorando las condiciones para su formación inicial, el tránsito al ejercicio de la profesión y el ejercicio de la docencia, aportando de mejor manera a los objetivos buscados por el sistema educativo chileno. Considera tramos de desarrollo profesional, evolución de las remuneraciones y establece un sistema de apoyo para el avance en la carrera.

Criterios orientadores del sistema:

•
Atraer a estudiantes con vocación y habilidades para la docencia.

•
Incrementar la retención de docentes en el sistema escolar y parvulario.

•
Reconocer el desempeño docente, valorando el mérito e impulsando el desarrollo continuo.

•
Promover la distribución equitativa de los docentes en el sistema educativo.

•
Reconocer y asegurar oportunidades de desarrollo profesional a las y los docentes.

•
Vincular el desarrollo profesional de las y los docentes con las necesidades de los establecimientos educacionales y sus territorios.

•
Mejorar las condiciones de ejercicio de la docencia.

•
Incorporar a profesores de aula, educadoras de párvulos, educadoras diferenciales, profesores de la modalidad técnico profesional, en directa relación con los perfiles que se requieren para cada nivel.

•
Incorporar de manera universal y obligatoria a los docentes que se desempeñan en el conjunto de establecimientos que reciben financiamiento público, salvo para los docentes que se encuentren a cinco años de jubilar, en cuyo caso podrán optar por permanecer en el sistema actual. Además, será obligatoria para todos aquellos que ingresan al ejercicio de la profesión docente en dichos establecimientos.

•
Avanzar en la carrera abre oportunidades para que los docentes asuman otras responsabilidades y roles, en el establecimiento educacional.

•
Implementar un sistema de formación para apoyar el avance del docente una vez que alcance un tramo de desarrollo profesional.

•
Propender a un aumento en las remuneraciones y una evolución de las mismas, en línea con otras profesiones similares. El desempeño en establecimientos vulnerables incrementará las rentas del docente, cuando éste se encuentre en los tramos superiores de la carrera. Adicionalmente, ningún docente verá reducida sus remuneraciones por el ingreso a la carrera.

El ingreso al sistema de desarrollo profesional no significa aumentar los costos para los sostenedores y administradores.

El objetivo de esta iniciativa legal apunta a establecer un Sistema de Desarrollo Profesional que propone fortalecer las capacidades profesionales docentes, en el contexto de una trayectoria conocida y estimulante, para mejorar sus capacidades de conducción y desarrollo en los procesos de enseñanza y aprendizaje en el aula y mejorar la calidad de la educación que reciben nuestras niñas y niños.

Para avanzar en este propósito, el proyecto aborda tres dimensiones de la profesión, necesarias para la excelencia en el ejercicio profesional docente:

1. Asegurar la calidad de la formación inicial de los docentes.

Este proyecto busca establecer una regulación más exigente para la formación inicial de los profesionales de la educación, tanto respecto de las instituciones que podrán impartir las carreras de pedagogías, como de los programas así como de los requisitos de selectividad de los estudiantes que podrán acceder a matricularse en dichas carreras. 

Al efecto, para impartir carreras de pedagogía y otorgar títulos profesionales de profesores(as) o educadores(as), las universidades deberán contar con la acreditación institucional y de sus respectivos programas y carreras de pedagogías.

Se considera aplicar de manera obligatoria una evaluación diagnóstica en el cuarto año de la carrera, a fin de obtener información sobre el proceso formativo que llevan a cabo las universidades, que permita identificar las fortalezas y debilidades de aquel y establecer una política para la mejora continua de la mallas curriculares y programas de formación de profesores y profesoras.

Asimismo, se aumenta selectividad considerando una combinación de puntaje Prueba de Selección Universitaria promedio (Lenguaje y Matemáticas), como expresión del rendimiento estándar del estudiante y su promedio de notas de egreso de enseñanza media, como indicador de rendimiento en contexto local. Ambos criterios han probado ser predictores satisfactorios de éxito académico en la Educación Superior. No obstante, la combinación exige cumplir uno de los dos requisitos; el uso único de puntajes Prueba de Selección Universitaria o de promedio de notas como requisito de ingreso, podría conllevar consecuencias demasiado severas sobre la matrícula promedio de ingreso anual.

De manera complementaria, avanza a establecer modelos de captación temprana de jóvenes con intereses y talentos pedagógicos, de manera de enriquecer los procesos de incorporación de estudiantes de pedagogía y el reconocimiento de las capacidades de desarrollo de la formación docente temprana. 

2. Apoyar la inserción laboral de los profesionales de la educación.

Se establece y regula un sistema de inducción para profesores principiantes, apoyado a través de mentorías, y orientado a desarrollar su autonomía profesional y a facilitar su inserción en las comunidades educativas que adscriben al sistema de desarrollo profesional docente.

Con lo anterior esta iniciativa recoge una política destinada a:

-Generar dispositivos de acompañamiento a la construcción temprana de la profesionalidad docente.

-Incidir sustantivamente en la disminución del porcentaje de deserción del sistema escolar de los profesores principiantes.

3. Desarrollo permanente de políticas de formación para el desarrollo profesional de los docentes.

Con esta iniciativa se pretende modernizar el concepto de formación y perfeccionamiento basada en la concepción tradicional de instrumentos y destinada a obtener un beneficio pecuniario, a una nueva formación para el desarrollo profesional enfocada a fortalecer las capacidades profesionales docentes, en el contexto de un sistema de desarrollo profesional, para mejorar sus capacidades de guiar y dirigir los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos y reforzar el ejercicio de su profesionalidad. 

4. Creación de un Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

El proyecto instala un sistema de desarrollo profesional docente que promueve el avance de los profesionales de la educación hasta un nivel esperado de experiencia, competencias y conocimientos y, a su vez, ofrece una trayectoria profesional atractiva en la función de aula. 

El sistema distingue dos fases de dicho desarrollo, para ello, el desarrollo profesional docente está estructurado en tres tramos que culminan con el nivel de desarrollo esperado para un buen ejercicio de la docencia y, en dos tramos de carácter voluntario para aquellos docentes que, una vez alcanzado el nivel esperado, deseen potenciar su desarrollo profesional.

El ingreso al sistema de desarrollo profesional y de avance de un tramo al siguiente se realiza mediante un proceso de certificación, el cual utiliza dos instrumentos, una prueba que evalúa los conocimientos disciplinarios y un portafolio enriquecido que registra evidencias sobre sus competencias pedagógicas. 

El tramo inicial es la etapa de ingreso al sistema de desarrollo profesional docente, y el profesional que no logra avanzar al tramo siguiente transcurridos dos procesos de certificación, deberá abandonar el sistema y ser desvinculado.

El tramo temprano es la etapa intermedia del desarrollo profesional docente y los docentes que, en la certificación del tramo de desarrollo inicial destaquen en su certificación, podrán saltarse este tramo temprano, pasando directamente al tramo de desarrollo avanzado. 

El tramo avanzado es la etapa óptima del desarrollo profesional docente, al que podrán acceder los profesionales de la educación y que acredita experiencia, competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios deseados para un buen ejercicio profesional docente. Las y los docentes que alcancen este nivel de desarrollo, tendrán la posibilidad de acceder a cargos directivos y a otras oportunidades de desarrollo profesional, como profesor mentor, curriculista, jefaturas de equipo de profesionales, entre otros. 

Para aquellos docentes de aula que, una vez alcanzado el tramo de desarrollo profesional avanzado, deseen continuar progresando en la carrera, se crean dos tramos de desarrollo adicional y voluntarios, cuya certificación será de carácter voluntario: tramo de desarrollo superior y tramo de desarrollo experto.

Podrán acceder al tramo superior quienes cuenten con una experiencia, competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios por sobre lo deseado para un buen ejercicio profesional docente.

Finalmente, podrán acceder al tramo experto quienes cuenten con una experiencia, competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios de excelencia para el ejercicio profesional docente.

5. Aumento de las Horas no Lectivas.

Finalmente, el proyecto de ley establece un aumento gradual de las horas no lectivas para los contratos docentes, condición indispensable para mejorar las condiciones de trabajo de los docentes y avanzar a una educación de calidad.

Reseña de la normas de competencia de la Comisión

El artículo 1°.- modifica el Estatuto de Los Profesionales de la Educación ( ley 
N° 19.070) consagra el derecho de tales profesionales a formación gratuita; determina que el Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, colaborará al desarrollo de los profesionales de la educación; establece que los profesionales de la educación para recibir tales beneficios deben cumplir ciertos siguientes requisitos; expresa que la inducción es un derecho que tendrán todos los docentes que ingresan al ejercicio profesional en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980;indica que ha de entenderse por inducción; prescribe que el proceso de inducción podrá iniciarse hasta el segundo año de ejercicio profesional, y tendrá una duración de hasta diez meses dentro de un año lectivo, durante el cual el docente principiante será acompañado y apoyado por un docente denominado “mentor”, se establece una asignación de inducción, se regula la Mentoría para Docentes Principiantes; se regulan aspectos Generales del Desarrollo Profesional Docente; se regula el Reconocimiento y promoción del Desarrollo Profesional Docente; regula los requisitos para acceder a la dotación municipal; establece que los profesionales de la educación del sector municipal gozarán de las asignaciones que indica: de Experiencia; por Tramo de Desarrollo Profesional; de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, Asignación de Responsabilidad Directiva y Asignación de Responsabilidad Técnico-Pedagógica; de Reconocimiento Profesional y de Excelencia Académica; dispone que en los meses de enero de cada año, el valor de la Remuneración Total Mínima, se reajustará en la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas; determina que un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados; regula que en el proceso de evaluación docente los casos en que los docentes no estarán obligados a rendirlo en el siguiente proceso; establece una indemnización para los docentes desvinculados; regula la situación de los establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado.

El artículo 3°, introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, determina el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.); determina el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), en el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.

El artículo 4° (numerales 1 al 6) introduce las modificaciones en la ley N° 19.410.

El artículo 5° modifica la ley N° 19.598.

El artículo 6° modifica la ley N° 19.715.

El artículo 7°, modifica la ley N° 19.933. 

El artículo 8° modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio de Educación.

El artículo 9°, deroga el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2012, del Ministerio de Educación.

El artículo 10, regula una bonificación por retiro voluntario establecida para los profesionales de la educación en la ley N° 20.822.

El artículo 11, establece que la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley 
N° 20.822 podrá ser percibida por todos los profesionales de la educación a quienes se les aplique el Título III de decreto con fuerza de ley N° 1 de 1996, del Ministerio de Educación.

El artículo 12, prescribe que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
El artículo segundo, establece cuando entrará a regir la disminución de horas lectivas.

El artículo tercero, expresa que las horas lectivas de la función docente, para una jornada de 44 horas, podrá disminuirse a 27 horas y 45 minutos.

El artículo cuarto, regula, en los establecimientos educacionales que tengan una concentración de alumnos prioritarios una jornada semanal docente de un máximo de 26 horas 15 minutos, excluidos los recreos, destinadas a la docencia de aula, para una designación o contrato por 44 horas, o la proporción que corresponda. Asimismo se regula el financiamiento y sus excepciones.

El artículo quinto, prescribe que los profesionales de la educación que les falten diez o menos años para la edad legal de jubilación podrán optar por no regirse por las normas del Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 

El artículo séptimo, regula las derogaciones y modificaciones a las asignaciones y demás beneficios pecuniarios establecidos en los diversos numerales del artículo 1°; artículo 4°; artículo 5°; del artículo 6°; y artículo 7°.

El artículo octavo, establece en qué casos los profesionales de la educación que sean beneficiarios de ciertas asignaciones, las continuarán percibiendo.

Los artículos noveno al vigésimo primero, regulan la transición para los profesionales que se desempeñan en el sector municipal.

Los artículos vigésimo segundo al trigésimo segundo, regula la situación de los profesionales de la educación que, a la entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen en establecimientos educacionales particulares subvencionados, en el sentido de que seguirán rigiéndose por una relación laboral de derecho privado, sin perjuicio que les resultará aplicable el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en el presente párrafo. En general regulan la transición para los profesionales que se desempeñan en el sector particular subvencionado y establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

Los artículos trigésimo sexto, trigésimo séptimo, trigésimo noveno y cuadragésimo, regulan aspectos de la transición para los profesionales que se desempeñan en establecimientos que atiendan estudiantes con necesidades educativas especiales.

Los artículos cuadragésimo, cuadragésimo primero, cuadragésimo tercero y cuadragésimo cuarto regulan la aplicación del desarrollo profesional docente para el nivel parvulario.

El artículo cuadragésimo quinto, dispone la forma como lo dispuesto en el artículo 19 V del decreto fuerza de la ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, le será aplicable a los sostenedores,.

El artículo cuadragésimo sexto, regula que lo dispuesto en los numerales 1) y 2) del artículo 3° de esta ley comenzará a regir a partir del inicio del año escolar 2018.

El artículo cuadragésimo séptimo, dispone la forma en que se aumentará el aporte establecido en el artículo 4° del decreto ley N° 3.166, de 1980.

El artículo quincuagésimo primero, prescribe que el Ministerio de Educación implementará un programa de fortalecimiento del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas.

El artículo quincuagésimo tercero, establece que lo dispuesto en los artículos 6°, numeral 6), y 8°, numerales 2) al 8), de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los docentes que se desempeñen en el sector municipal.

Incidencia en materia presupuestaria y financiera

El Informe financiero N° 49, de 20.04.2015, señala que el proyecto de ley plantea una carrera profesional docente, que promueve el desarrollo de los profesionales de la educación en su desempeño profesional en los establecimientos educacionales, constituyendo uno de los pilares fundamentales de la Reforma Educacional.

Añade que a este Sistema de Desarrollo Profesional se incorporarán todos los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales del sector municipal y particular subvencionado, los regidos por el decreto ley N° 3166, del año 1980, y de las instituciones públicas y privadas de educación parvularia que perciben aportes permanentes para la operación y funcionamiento de sus establecimientos. Ello con la gratuidad que en cada caso se establece en este proyecto de ley.

Asevera que con esta propuesta se promueve que el sistema educacional chileno pueda contar desde la educación parvularia, básica y media, con un cuerpo de docentes que fortalezca el mejoramiento de la educación en sus diversos niveles educacionales.

La propuesta considera los siguientes procesos para el desarrollo profesional docente:

1.- En el ámbito de la Formación Inicial de Docente se establece la obligación de que las universidades, las carreras y programas estén acreditados, se aumenta la selectividad de los alumnos que ingresan a las carreras de educación y se hace obligatoria la evaluación diagnóstica de los futuros profesionales de la educación.

2.- Se establece un Proceso de Inducción y Mentoría, destinado a apoyar la inserción laboral de los profesionales de la educación, para lo cual los docentes principiantes contarán con el apoyo de un profesor con experiencia y capacidades especiales para esta etapa, por un plazo de hasta 10 meses.

3.- El Sistema de Desarrollo Profesional promueve el avance de los profesionales de la educación a un nivel esperado de experiencia, competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios para un buen ejercicio de la docencia, estructurados en tres tramos obligatorios para alcanzar dicho nivel esperado, esto es los tramos Inicial, Temprano y Avanzado.

Además, la estructura de desarrollo profesional comprende dos tramos de certificación voluntaria, los tramos Superior y Experto.

El ingreso y avance en el sistema de desarrollo profesional se produce a través de un proceso de certificación mediante una prueba que evalúa los conocimientos disciplinarios y un portafolio que registra las evidencias sobre las competencias pedagógicas, unidos a requisitos de experiencia de acuerdo a los años de servicio profesional como maestro.

Esta trayectoria de desarrollo profesional involucra la asociación con el mejoramiento de las remuneraciones de los profesionales de la educación.

Para un profesional de la educación con 44 horas de contrato y 15 bienios la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional alcanza el siguiente monto mensual:
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4.- Adicionalmente, se establecen nuevas remuneraciones, a saber:

- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios.

- La Nueva Bonificación de Reconocimiento Profesional, que se incrementa a $ 228.258 por título y $ 76.086 por mención para una jornada de 30 horas.

5.- Finalmente, se modifica el porcentaje de horas lectivas de los contratos de trabajo de los profesionales de la educación de 75% a un 65%, aumentando de un 25% de horas no lectivas a un 35%, con el propósito de ampliar el tiempo para que los docentes preparen apropiadamente el proceso de enseñanza y aprendizaje.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

A continuación se presentan los ítems que representan mayores gastos fiscales producto del proyecto de ley, que se determinan con los siguientes supuestos:

El mayor costo por remuneraciones docentes municipales incluye la entrada a la carrera de la totalidad de los docentes del sector municipal en julio de 2017. Desde el año 2018 a 2025, se asume que todos los docentes se evalúan. Por último para el régimen, se considera que, dada la mayor selectividad en las carreras de pedagogía, los docentes tendrán mejores resultados en el futuro y se concentrarán en mayor proporción en los tramos superiores de certificación.

El mayor costo de remuneraciones docentes del sector particular incluye su entrada gradual a la carrera entre los años 2019 a 2025. El régimen se determina con el mismo criterio utilizado para los docentes municipales.

Ambos cálculos consideran la reducción gradual de las asignaciones que se derogan producto de esta ley.

El costo de horas lectivas considera una disminución a un 70% para los años 2016 y 2017 y a un 65% a contar del año 2018.

El costo por mentorías corresponde a una incorporación gradual de mentores a contar del año 2017 hasta el régimen, en el cual se atenderá a un total de 10.000 docentes principiantes.

El costo por concepto de entrada de la educación parvularia a la Carrera asume la entrada de las educadoras JUNJI, VTF e Integra el año 2020, considerando además un aumento de cobertura acorde con la meta de programa de gobierno. El régimen se determina con el mismo criterio utilizado para los docentes municipales.

Se considera un mayor costo de operación asociado a la puesta en marcha de este proyecto de ley, en el proceso de certificación, formación e inducción de docentes.

Finalmente, dada la gradualidad dispuesta en la ley para su aplicación, el informe muestra a continuación un detalle de la evolución del mayor gasto fiscal anual:
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- Informe Financiero Complementario N° 122, de fecha 17.08.2015 que acompaña a la Indicaciones del Ejecutivo del 12.08.2015, señala que los principales contenidos de las modificaciones propuestas son las siguientes:

1.- Se extiende el derecho a la formación de los docentes, dándoles un carácter gratuito. Respecto de la labor de colaboración al desarrollo de los profesionales que realiza el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, las indicaciones modifican las reglas de prioridad a los cursos y becas ofrecidos por éste y se establece que se implementará un programa de fortalecimiento de dicho Centro.

2.- Se fortalece el proceso de inducción dirigido al acompañamiento a los profesores principiantes, al concebirlo, en régimen, como un derecho de todos los docentes que se inician en el ejercicio profesional y se modifican los requisitos que deben cumplir los mentores.

3.- Se reemplaza el mecanismo de certificación del articulado original por el de un Sistema de Reconocimiento al Desarrollo Profesional Docente, al cual accede directamente el profesional de la educación principiante, avanzando en los tramos de la carrera docente en función de su experiencia profesional, competencias pedagógicas, conocimientos y desempeño profesional. Este sistema reconocerá el trabajo individual y colectivo del docente. Producto de esta modificación, los requisitos de experiencia para acceder a cada tramo disminuyen en un bienio cada uno.

4.- Se simplifica el proceso de evaluaciones necesarias para el reconocimiento profesional, con nuevas reglas de eximición para docentes con buenos resultados en los distintos instrumentos.

5.- Se modifican los montos de la asignación por tramo de desarrollo profesional, tendientes a hacer más atractivo el ejercicio profesional en los momentos iniciales de la carrera, y se modifica la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios, entregando mayores incentivos, para que docentes jóvenes se desempeñen en establecimientos vulnerables.

6.- Se agregan mayores exigencias para la acreditación de las carreras de pedagogía, a través de la Comisión Nacional de Acreditación.

7.- Se dispone una ampliación de la proporción de horas no lectivas establecidas en un 35% en el proyecto original, hasta un 40%, mediante un mecanismo que, a través del cumplimiento de requisitos de desempeño macroeconómico, permitirá alcanzar gradualmente, en tres etapas, dicha proporción.

8.- A partir del año 2019 y hasta que haya finalizado el proceso de aumentos de horas no lectivas establecido en el punto anterior, se establece la flexibilización de uso de recursos de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, en aquellos establecimientos con una concentración de más del 80% de alumnos prioritarios, permitiendo el uso de hasta un 50% de estos recursos al incremento de la proporción de horas no lectivas de los docentes de primer ciclo de educación básica, respecto de la proporción vigente cada año en el sistema.

9.- Se amplía la voluntariedad para ingresar a la carrera hasta los diez años previos al cumplimiento de la edad de jubilación, sin que sea necesario presentar una renuncia si se opta por permanecer en el sistema antiguo.

10.- Respecto del encasillamiento de los docentes en ejercicio que cuenten con evaluación docente, se propone que sólo quienes hayan obtenido una evaluación de nivel insatisfactorio en el portafolio de la evaluación docente queden ubicados en el tramo profesional inicial, quedando los demás encasillados en los tramos profesional temprano, profesional avanzado, experto I y experto II, según su experiencia y resultados. 
Efecto sobre el Presupuesto Fiscal:
Las modificaciones establecidas en las indicaciones resumidas en la sección anterior, con excepción del numeral 7, que se analizará más adelante, no afecta el mayor gasto fiscal anual presentado en el informe Financiero N° 49 de 20 de abril de 2015:
- Las modificaciones al sistema de certificación y asignaciones a las que accedan los docentes no representa mayor gasto fiscal, pues significan una redistribución de recursos entre docentes de mayor a menor nivel de experiencia.
- Las indicaciones referidas al sistema de inducción y fortalecimiento del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicos tampoco implica un mayor costo, por cuanto estaban consideradas en régimen en la estimación de impacto presupuestario antes realizada.
- El incremento transitorio de horas no lectivas de docentes en establecimientos con más alta concentración de alumnos prioritarios será financiado con cargo a los recursos de la Subvención Escolar Preferencial, por lo que tampoco tiene impacto presupuestario. 
Finalmente, señala el informe que en lo que respecta al incremento de horas no lectivas, producto de la disminución de las horas lectivas establecidas en el artículo segundo transitorio ter, la estimación de costos incrementales de los tres proyectos de ley comprometidos sumaría hasta $254.535 millones, dividido en tres etapas, de acuerdo a la siguiente tabla:
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- Informe Financiero Complementario N° 128, de fecha 01.09.2015, que acompaña la indicaciones del Ejecutivo de idéntica fecha, señala que mediante ellas se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que Crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y Modifica otras normas, precisando conceptos conforme al análisis realizado en el Congreso Nacional.
Entre otras materias, se especifica a qué actividades se pueden dedicar las horas no lectivas, se incorpora la participación de los equipos directivos para establecer planes de inducción propios para los docentes principiantes que estén en proceso de mentoría, y se agregan principios al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en línea con los contenidos del proyecto de ley.
En cuanto a los efectos sobre el presupuesto fiscal el informe indica que las modificaciones planteadas no representan mayor gasto fiscal.

- Informe Financiero Complementario N° 138, de fecha 08.09.2015, que acompaña a las indicaciones del Ejecutivo de fecha 07.09.2015, señala que éstas modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que Crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y Modifica Otras Normas, precisando conceptos conforme al análisis realizado en el Congreso Nacional.
Añade que, entre otras materias, se especifica a qué actividades se pueden dedicar las horas no lectivas, se incorporan sanciones a instituciones que no provean información respecto de los cursos de formación que imparten, se modifican los requisitos para optar a ser docente mentor, y se fija plazo para adecuar el instrumento portafolio para modalidades educativas que requieren de una metodología especial de evaluación.
En cuanto al efecto sobre el Presupuesto Fiscal se señala que las modificaciones planteadas no representan mayor gasto fiscal respecto de los Informes Financieros anteriores.
DEBATE DE LAS NORMAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN ESTO ES LO INDICADO EN LAS MENCIONES REGLAMENTARIAS
La señora Adriana Delpiano (Ministra de Educación), señala que el proyecto de ley de Desarrollo Profesional Docente, presentado por el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, busca reconocer y fortalecer el rol fundamental que tienen y deben tener los profesores y profesoras en nuestro sistema educacional. Para ello considera: la formación inicial docente; los incentivos y apoyos necesarios con lo que los docentes deben contar a su ingreso a la carrera profesional; el desarrollo de una trayectoria profesional atractiva, que permita la especialización y que reconozca tanto el trabajo individual como el colaborativo, y remuneraciones y pensiones acordes con la máxima importancia de la labor docente.
Expresa que el proyecto supone un costo importante de toda la reforma educativa y que busca hacer atractiva la carrera para cualquier estudiante. Indica que tanto la carreras de pedagogía y de Educación parvularia son muy mal remuneradas en nuestra sociedad, y por ende, aun cuando no es el único objetivo de la iniciativa la mejora de remuneraciones, es una señal muy importante.
Precisa que la iniciativa ingresó el 21 de abril del año en curso y que la Comisión de Educación acordó suspender la etapa de audiencias públicas para iniciar un trabajo tripartito entre representantes del Colegio de Profesores, Ministerio de Educación y la Comisión de Educación, cuyo objeto fue acercar posiciones para lograr un mejor proyecto.
Añade que el trabajo señalado dio lugar a un conjunto de indicaciones tanto del Ejecutivo como parlamentarias presentadas en la Comisión de Educación. Finalmente el proyecto fue aprobado en general por la Sala de la Cámara de Diputados para ser posteriormente aprobado en particular por la Comisión de Educación.
En términos generales, precisa que el proyecto abarca a todo el profesorado, esto es, del sector público y particular subvencionado. Asevera que ningún docente verá disminuida su remuneración y que los mayores costos no los asume el sostenedor sino que el Estado.
Señala que los aspectos generales del proyecto son los siguientes: atraer a estudiantes con mayores aptitudes y vocación a las carreras de pedagogía y educación parvularia; asegurar la calidad de formación inicial de los docentes; acompañar la incorporación de los nuevos docentes al ejercicio profesional; establecer un sistema de desarrollo profesional permanente de los docentes; ofrecer estabilidad laboral y mejores salarios acordes con la relevancia del rol docente; mejorar las condiciones de ejercicio de la docencia; promover que los docentes con más alto desarrollo profesional trabajen con estudiantes más vulnerables y permanezcan en el aula; incrementar la retención de docentes en el sistema escolar y parvulario; atraer a estudiantes con vocación y aptitudes para la docencia, y elevar la calidad de la formación pedagógica.
Explica que se elevan paulatinamente los requisitos de ingreso a las carreras de pedagogía, estableciendo un piso de puntaje en las pruebas de selección o de ubicación en el ranking de notas del estudiante. Precisa que el MINEDUC desarrollará un programa de detección de talentos para la pedagogía a través del Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo a la Educación Superior (PACE). 
En materia de formación inicial señala que la universidad que acoge al alumno debe cumplir con los siguientes requisitos para la acreditación de carreras de pedagogía:

- Realizar una prueba diagnóstica al inicio y otra durante la carrera, a lo menos, un año antes del término de ésta.

- La obligación de implementar planes de nivelación a los estudiantes en función de las pruebas diagnósticas realizadas.

- Celebrar convenios con establecimientos educacionales para la realización de prácticas de los estudiantes de pedagogía.

- Que el proceso formativo de la carrera permita el logro de un perfil de egreso definido por la universidad.

- Infraestructura y equipamiento adecuado.

- Un cuerpo académico idóneo para impartir la carrera de pedagogía.

- La acreditación deberá ser realizada directamente por la Comisión Nacional de Acreditación y no por agencias privadas.
En relación con la formación para el desarrollo, señala que el proyecto establece el derecho a una formación para el desarrollo profesional, gratuita y pertinente, para todos los docentes. 
Indica que se compromete formación focalizada para grupos específicos de docentes: aquellos que se encuentren durante los primeros cuatro años de ejercicio; y aquellos que no han logrado avanzar, a lo menos, al tramo avanzado en su segundo proceso de reconocimiento.
Explica que para el acceso a los restantes programas o cursos de formación se priorizará a los docentes que se desempeñan en establecimientos vulnerables y en forma aislada como escuelas rurales uni, bi o tri-docentes.
Respecto de la inducción, expresa que el proyecto consagra la inducción como un derecho de todos los docentes principiantes; que podrán acceder al proceso dentro de los primeros dos años de ejercicio profesional y preferentemente en el primero; que se fomenta que los mentores se encuentren en la misma escuela que el docente principiante, o en su defecto, que se desempeñen en la misma comuna; que los directores y sostenedores podrán proponer, al Centro de Perfeccionamiento del Ministerio (CPEIP), docentes para ser formados como mentores; que los mentores recibirán un pago (honorarios) del MINEDUC, para que desarrollen el proceso de la mentoría, y que el docente principiante contará con seis horas cronológicas adicionales a su contrato, pagadas por el MINEDUC, para realizar el proceso de inducción.
En cuanto al Sistema de Desarrollo Profesional, manifiesta que en el Sistema de Reconocimiento del Desarrollo Docente se reemplaza el concepto de certificación por el de Reconocimiento al Desarrollo Profesional Docente, el que se concibe como un proceso evaluativo integral que reconoce la consolidación y experiencia, así como las competencias y saberes que los y las docentes deben enseñar. 
Añade que se redefine el Sistema de Desarrollo Profesional, quedando conformado por tres componentes: un proceso evaluativo integral; un sistema de progresión en distintos tramos, y apoyo formativo a los docentes. 
Expresa que se establece que se ingresa a la carrera por el hecho de estar en posesión del título profesional de profesor (a) o educador(a) o encontrarse habilitado o autorizado para el ejercicio de la profesión.
Respecto de la redefinición de los tramos, indica que se define para cada tramo el nivel de desarrollo profesional esperado, según la experiencia de la o el docente, así como su progresión esperada dentro y fuera del aula. A continuación explica los distintos tramos:

Tramo profesional inicial: se accede con el título profesional y se enfatiza el concepto de apoyo para el inicio del ejercicio profesional.
Tramo profesional temprano: se enfatiza el concepto de avance hacia la consolidación de sus competencias profesionales.
Tramo profesional avanzado: se enfatiza el concepto de consolidación de sus competencias y su apoyo a la comunidad educativa. 
Tramos “Experto I y Experto II”: niveles voluntarios y que reflejan el desarrollo de habilidades profesionales particulares y específicas. Su objetivo es ofrecer una proyección de carrera atractiva para la función de aula.

Respecto de la experiencia para progresión en carrera distingue los siguientes:
Tramo profesional inicial: ingreso inmediato (antes, a los 2 años)

Tramo profesional temprano: a los 4 años de ejercicio (antes, a los 6 años)

Tramo profesional avanzado: a los 4 años (antes, a los 6 años).

Tramo experto I: a los 8 años (antes, a los 10 años).

Tramo experto II: a los 12 años (antes, a los 14 años). 
En cuanto a los instrumentos del Sistema de Reconocimiento manifiesta que se incluyen las responsabilidades fuera del aula, el trabajo colaborativo y el perfeccionamiento pertinente en el portafolio, lo que se aplicará también para la evaluación docente.
Afirma que el instrumento portafolio se adecuará para aquellos docentes que se desempeñen en modalidades educativas particulares, tales como: escuelas de educación especial, aulas hospitalarias, escuelas cárceles y especialidades de educación media técnico profesional.
Por otra parte, y habida consideración de que el profesor no se concibe de manera aislada , sino que forma parte de una comunidad escolar, agrega que se incluyen en el proyecto las responsabilidades fuera del aula, el trabajo colaborativo y el perfeccionamiento pertinente en el portafolio. Acota que lo anterior también se aplicará para la evaluación docente.
Explica que los docentes que obtengan resultado competente en dos oportunidades consecutivas en el instrumento portafolio, o destacado en una, podrán mantener sus resultados para el proceso de reconocimiento siguiente. La misma regla se aplicará en la Evaluación Docente. Con esto se reduce de manera importante la carga de evaluaciones para las y los profesores.
Indica que los docentes con resultado destacado o competente en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos no deberán rendirlo nuevamente. Con esto, dichos profesores podrán rendir el instrumento sólo una vez en su trayectoria laboral, salvo que deseen volver a hacerlo. 

En materia de remuneraciones, asevera que se garantiza que ningún profesor sufrirá menoscabo en su remuneración actual ni en su trayectoria futura. 
Precisa que se modifica la asignación de tramo que se propuso en el proyecto original, a objeto de hacer más atractivo el ejercicio profesional al inicio de la carrera, pudiendo un docente que se desempeña en un establecimiento con alta vulnerabilidad superar el millón de pesos al cabo del quinto año (en el proyecto original se alcanzaba esa remuneración al noveno año);se reestructura la asignación por vulnerabilidad, de manera de hacer más atractivo para los docentes jóvenes desempeñarse en establecimientos vulnerables. Relata que actualmente esta asignación alcanza a $47.000 para un docente en tramo profesional inicial al tercer año de ejercicio (anteriormente eran $ 8.000). A este monto se suma el 20% de la asignación del tramo del docente.
Aclara que el sistema de remuneraciones es complejo, pues está compuesto por 24 asignaciones distintas, razón por la cual el proyecto de ley lo simplifica pasando a dos asignaciones.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación) explica que el salto remuneracional es considerable y que el más importante se produce al inicio de la carrera, ya que la evidencia nacional e internacional muestra que uno de los elementos más importantes tiene que ver con el atractivo al comienzo de la carrera. 
A continuación se presenta la comparación de remuneración con la situación actual de las y los profesores así como la comparación con el proyecto de ley original. 
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Los señores Ortiz y Rincón se refieren a la estrecha diferencia remuneracional que se aprecia en un contrato de 37 de horas. 
Al respecto la señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación) explica que efectivamente los gráficos presentados muestran que en el proyecto de ley la trayectoria remuneracional entre el tramo de desarrollo inicial y temprano es bastante similar. Añade que los saltos más relevantes tienen que ver con el inicio de la carrera (44 horas) pues se pasa de $ 564.594 a $887.307.
Para aclarar lo anterior, se analiza la siguiente lámina que muestra la tabla remuneracional sin asignación de alumno prioritario en un contrato de 44 horas, que refleja el saldo del actual monto de $ 655.885 a $ 887.307 establecido en el proyecto de ley.
Explica que en la evolución del tiempo la trayectoria del tramo inicial es similar a la trayectoria remuneracional del tramo temprano. El proyecto establece la obligatoriedad para los profesores de pasar del tramo inicial al temprano. 
Respecto del desarrollo profesional avanzado señala que es el que se pretende motivar. 
Enfatiza que los incentivos que contempla el proyecto para los docentes no son exclusivamente monetarios, es así como al pasar del desarrollo profesional temprano al avanzado además del aumento remuneracional también adquieren el derecho de asumir otras responsabilidades al interior del establecimiento que también son remuneradas. 
Realza que el sistema busca motivar que el grueso de los profesores se sitúen en el desarrollo profesional avanzado, pues es en ese tramo es cuando precisamente el profesor adquiere la consolidación del conocimiento y habilidades para dominar el ejercicio de la profesión. Los tramos de Experto I y II son tramos que se han desarrollado de manera voluntaria para generar proyección. 
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Enfatiza, finalmente, que por la magnitud de los recursos involucrados dirigidos a mejorar la situación remuneracional de los profesores, el país debió decidir dónde poner el énfasis y en tal sentido se optó por promover el tramo de desarrollo avanzado para tener la trayectoria esperada.
El señor Rodrigo Valdés (Ministro de Hacienda) señala que el proyecto es parte crucial de la agenda del gobierno en materia de reforma educacional, absorbiendo una cantidad considerable de los recursos (en régimen la estimación de costo llega a 1.474 millones de dólares, más costos adicionales por horas no lectivas adicionales incorporadas en el proceso).
Señala que hacia el 2018 el proyecto tiene un costo de $560.000.000 millones; y que el importante esfuerzo en la educación parvularia tiene el costo de $290.000.000 millones.
Añade que la particularidad de esta reforma educacional es atraer a la los mejores estudiantes a ingresar a la carrera, para lo cual no basta elevar los puntajes, sino que lo que se requiere es hacer que la carrera sea competitiva, razón por cual se mejoran las remuneraciones. 
Finalmente, hace un llamado a proteger el proyecto por cuanto es parte crucial del esfuerzo que el país entero está haciendo para mejorar la educación, inyectando importantes recursos en un momento económico difícil para el país.
Anuncia que el Ejecutivo ingresará próximamente un conjunto de indicaciones. Indica que algunas de ellas dicen relación con la un bono al retiro que fue incorporado en la discusión llevada a cabo en la Comisión de Educación.

El señor Lorenzini señala que el informe financiero acompaño por el Ejecutivo no refleja el bono mencionado, razón por la cual solicita aclaración y complemento del mismo. El señor Valdés (Ministro de Hacienda) valida el informe financiero desde el momento en que se apruebe o rechace la indicación que será presentada para eliminar las disposiciones relativas al bono de retiro. Explica que la razón de la eliminación radica en que el Ejecutivo coincide con la opinión de varios parlamentarios en torno a que la indicación incorporada en la Comisión Técnica para establecer el bono permanente al retiro deriva de un procedimiento inadmisible.
Añade que el proyecto involucra una enorme cantidad de recursos, de modo de que no es posible inyectar aún más dinero para solventar el mencionado bono. Además, precisa que las soluciones de índole previsionales deben ser comunes para todos los chilenos y no fragmentarse para un grupo determinado.
El señor Melero consulta la razón del Ejecutivo para optar por presentar una indicación para eliminar una norma que nunca debió haber sido admitida, de conformidad con el artículo 24 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. A mayor abundamiento, considera que debe exigirse la declaración de inadmisibilidad como una facultad propia de esta Comisión.
Sobre el punto el señor Auth (Presidente de la Comisión) consulta al señor Velásquez (Secretario de la Comisión) cómo conversa el derecho que tiene un parlamentario a solicitar la declaración de inadmisibilidad de una indicación con el referido artículo 24 que prescribe que en la tramitación de un proyecto de ley los miembros del Congreso Nacional no podrán formular indicación que afecte en ninguna forma materias cuya iniciativa corresponda exclusivamente al Presidente de la República.
Con el objeto de aclarar las inquietudes expuestas el señor Velásquez (Secretario de la Comisión) explica que la situación planteada deriva de la aplicación de normas de la ley orgánica del Congreso Nacional y reglamentarias relativas a la declaración de inadmisibilidad. Indica que el Presidente de la Comisión lleva un control de las indicaciones presentadas y que -cuando corresponda- puede declararlas inadmisibles tal como sucedió en la Comisión de Educación, sin embargo, agrega que los diputados (as) integrantes de la Comisión Técnica, en virtud del derecho que les asiste a solicitar que se someta a votación la declaración de inadmisibilidad de la mesa, resolvieron posteriormente su admisibilidad por mayoría de votos.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) hizo presente que es evidente que en esta materia no existe una armonía entre lo que señala la Ley Orgánica del Congreso Nacional y lo señalado por el Reglamento, y en tal sentido, dicha incongruencia debe ser resuelta en este Parlamento.
El señor Silva celebra la discusión señalando que junto al diputado Macaya ha planteado reiteradamente no someter a mayoría la declaración de inadmisibilidad en temas que impliquen gastos. Considera necesario establecer un criterio para resolver el conflicto planteado.
El señor Rincón solicita que el tema del bono de incentivo al retiro sea discutido en una sesión destinada para el efecto.
El señor Lorenzini insiste en que previo a conocer del proyecto es menester conocer el impacto financiero que tiene el referido bono que el Ejecutivo pretende eliminar, ello con el objeto de entender la razón de esa decisión. 
Sobre el punto el señor Valdés (Ministro de Hacienda) precisa que en su oportunidad el Ejecutivo hizo la reserva constitucionalidad respectiva. Considera innecesario presentar informe financiero, pues en último término, el Ejecutivo reiterará la prevención en la Sala, como asimismo, está dispuesto a vetar el artículo e incluso recurrir al Tribunal Constitucional. 
El señor Melero enfatiza que la ley orgánica en su artículo 24 es clara en señalar que los miembros de la Comisión no podrán formular indicación que afecte en ninguna forma materias cuya iniciativa corresponde exclusivamente al Presidente de la República, ni siquiera para el mero efecto de ponerlas en su conocimiento, y en tal sentido solicita al Presidente de la Comisión declarar inadmisible la indicación que jamás debió admitirse.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) aclara que en su calidad de Presidente de la Comisión no puede pronunciarse sobre el actuar de otra Comisión. Hace hincapié que no es la Comisión de Hacienda la que en virtud de su aplicación reglamentaria declaró admisible la indicación, por lo tanto escapa a sus atribuciones la posibilidad de someter a votación la admisibilidad de la misma. 
Finalmente, el señor Velásquez (Abogado Secretario de la Comisión) explica que si bien el Presidente de una Comisión tiene la facultad de declarar inadmisible una indicación, no le corresponde al señor Auth pronunciarse sobre la indicación de incentivo al retiro, por cuanto ésta ya forma parte del texto aprobado por la Comisión Técnica. En consecuencia, la Comisión solo puede aprobar, rechazar o modificar el artículo en comento.
El señor Jaime Gajardo (Presidente del Colegio de Profesores de Chile) quien procede a leer la exposición que se transcribe a continuación:

“En primer lugar quisiera agradecer la invitación y la deferencia por escuchar la opinión del Colegio de Profesores en este tema. Hemos sido testigos y partícipes de este proceso y hoy podemos decir, a la luz de los hechos, que este proyecto cuenta con una mayor legitimidad y contiene también el aporte importantísimo de la mayoría de los actores que involucra.
El gran valor que significa haber madurado este proyecto y haber discutido lo necesario, nos dice lo importante que es el diálogo y la participación ciudadana en las políticas públicas. El diálogo con los actores no es un tema accesorio, es una necesidad fundamental pues enriquece el debate de ideas y entrega elementos que nutren de legitimidad y consenso las iniciativas y desafíos que se propone el Estado.
Respecto del Proyecto de Carrera Docente puedo decir que, con el resultado del debate de la Comisión de Educación y las indicaciones allí aprobadas hoy tenemos un proyecto mucho más ajustado a la realidad nacional, es decir, a las necesidades reales y concretas de la educación chilena, del aula y de los niños, niñas y jóvenes de este país.
Sin duda el rol que jugó la Comisión de Educación fue muy importante, lo que refleja que el rol parlamentario en los proyectos de ley es un tema fundamental, y que un proyecto sí se puede mejorar sustantivamente por medio del diálogo y la voluntad política. Como Colegio de Profesores no pretendemos velar por intereses corporativos en esta instancia, lo que queremos es hablar sobre educación y los mecanismos para elevar la calidad de la educación de nuestros niños, niñas y jóvenes. Somos los docentes los que llevaremos a la práctica las iniciativas propuestas en este Proyecto. Las y los docentes jugamos un rol colaborativo con los objetivos que se propone el Estado.
Sobre el primer proyecto presentado creemos que parecía más bien un conjunto de ideas exógenas, foráneas, aplicadas sin contexto alguno a la realidad chilena, sin mayor diálogo con la realidad de los docentes del país, con sus expectativas y mucho menos con nuestras propuestas construidas a la luz del debate colectivo y la experiencia del ejercicio de la profesión. Sin ir más lejos, hace poco hemos constatado que este primer proyecto presentado era más bien un calco y copia de las recomendaciones de la OCDE al Sistema de Evaluación Docente de Chile en el cual se sugieren modificaciones al amparo de conceptos como rendición de cuentas y certificación de los docentes.
Así, se propone tomar las pruebas AVDI (una prueba disciplinar) y AEP (un portafolio enriquecido) y hacerlas obligatorias a todo el profesorado bajo un sistema de tramos y aumento en las remuneraciones.
Aunque como gremio valoramos el trabajo de la OCDE y sus conclusiones, creemos que sus observaciones y recomendaciones (como ellos mismos lo sugieren), deben traducirse a la realidad nacional, a la tradición y las prácticas y conceptos de quienes día a día ejercen la profesión. Este esfuerzo requiere diálogo efectivo y enriquecimiento colectivo, no tengo dudas que fue esto lo que no tenía el primer proyecto.

La fuerza de los hechos ha demostrado que la Carrera Docente que tenernos hoy cuenta con muchos más consensos que al principio, entregándole un sentido más orientado al desarrollo profesional, al apoyo y no sólo a la rendición de cuentas.
La discusión en particular del Proyecto de Ley en la Comisión de Educación, que contienen indicaciones del ejecutivo como el parlamento, concluyó con un proyecto de ley que sintetiza consensos que sin duda tenemos que valorar como magisterio:
1.- Valoramos en primer lugar el gran esfuerzo que se ha hecho por concepto de remuneraciones. Mediante el aumento del Bono de Reconocimiento Profesional hoy podemos hablar que este proyecto aumenta significativamente los salarios de todas y todos los docentes del país y las diversas asignaciones asociadas a la experiencia y el tramo profesional reconocen de buena manera el desarrollo de los docentes en la Carrera. No obstante lo anterior debemos dejar claro que consideramos que es necesario que se mantenga la asignación de experiencia en su totalidad, es decir que se mantenga el aumento de un 6,6% de la RBMN por cada bienio; y en el caso de las educadoras de párvulos se les debe reconocer título y mención de tal forma que este incremento sea para todos y todas.
Esto es una forma de valorar el ejercicio de la profesión e incentivar a los jóvenes a estudiar pedagogía con mejores condiciones de las que existen hoy. Sin duda nos hubiera gustado que este aumento posicionara a la pedagogía como una de las profesiones mejor remuneradas del país, pero comprendemos el esfuerzo que está haciendo esta Reforma Educacional por mejorar transversalmente la educación y no solo una parte de ella.
Recordamos también que el proyecto inicial no planteaba remuneraciones suficientemente atractivas al inicio de la Carrera lo que contrastaba con la intención de incentivar a los jóvenes a elegir la pedagogía como profesión. Hoy eso ha sido mejorado y tenemos una Carrera Docente con remuneraciones mucho más equilibradas que antes.
Presentamos a continuación algunos ejemplos sobre las remuneraciones en ejemplos concretos: 
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2. Creernos positivo también la reglamentación de las horas no lectivas. Es un hecho que el aumento de horas no lectivas tendría nulo impacto si es que no existe una reglamentación de sus usos. El proyecto que despachó la Comisión de Educación reglamenta que el 40% de las horas no lectivas serán usadas exclusivamente para la preparación de clases y el 60% para actividades consultadas al Consejo de Profesores. Esto permite asegurar que el aumento en horas no lectivas vaya en beneficio directo de la formación de los niños y la calidad de la educación.

3. Corno magisterio reconocemos también el gran avance que significó garantizar como derecho el perfeccionamiento a todos los docentes y no sólo a un segmento. Creernos que fortalecer la formación continua es una pieza clave para garantizar maestros de excelencia. Por otro lado valoramos que se legisle una estricta regulación de las instituciones que imparten el perfeccionamiento, acreditación obligatoria de estas instituciones y prohibición del lucro en las mismas con el objetivo de resguardar los recursos públicos y asegurar que se invertirán en la calidad de la educación y no se haga negocio con el perfeccionamiento de los docentes.
En resumen podemos destacar que este proyecto de ley acoge los acuerdos y consensos de la comisión tripartita y permite hablar de un nuevo proyecto de ley.
No obstante lo anterior, existen cuestiones muy importantes que aún quedan por resolver en este Proyecto de Ley:
1.- Debe concretarse realmente el compromiso de proporción 60/40 de horas lectivas y no lectivas en las escuelas vulnerables y establecer mecanismos realistas para el avance progresivo en horas no lectivas para el conjunto del sistema. Es evidente que la dependencia de las horas no lectivas a los ciclos económicos del país no va en la línea de garantizar derechos a las personas. La buena educación de nuestros niños no puede depender de los ciclos de la economía mundial y la especulación financiera. El Estado debe entregar certezas y no incertidumbres en áreas tan estratégicas y básicas como la educación.
2.- Otro punto importante a tener en cuenta es la transparencia de los instrumentos para la progresión en la Carrera. Corno Colegio de Profesores hemos planteado insistentemente que, para que un sistema de evaluación sea formativo y profesionalizante debe ser explicito; es decir, debe construirse en consenso con los involucrados puesto que el objetivo es que los propios docentes identifiquen sus fortalezas y debilidades y cuenten con los apoyos necesarios para mejorar sus prácticas pedagógicas. Para esto es fundamental que el proyecto fundamente los puntajes e instrumentos que propone, cosa que no está hecha en el proyecto de ley.
Para la progresión en la carrera el Colegio de Profesores insiste en ocupar todos los instrumentos de la Evaluación Docente y no solo el portafolio. No vemos que exista diálogo entre la Ley de Evaluación Docente y el Sistema de Reconocimiento y Desarrollo Profesional ¿Cuál es el motivo pedagógico para no reconocer el trabajo del evaluador par, del informe de terceros y la autoevaluación? Estos instrumentos entregan una visión más amplia y completa del ejercicio profesional y dejarlos fuera de la Carrera por cálculo económico nos parece inconducente. Lo mismo se debiese aplicar para el encasillamiento de los docentes en ejercicio.
3.-Un tercer elemento tiene que ver con la salida del sistema. La Comisión de Educación votó un bono permanente de incentivo al retiro. Si bien tenemos la reserva que el incentivo debe ser voluntario y no obligatorio, creemos que es fundamental que el gobierno se haga cargo de este tema en el Proyecto de Ley.
El plan permanente de incentivo al retiro debe verse como una política a largo plazo que ayudará al conjunto del sistema y no solo a quienes están en edad de retirarse.
Nosotros hemos planteado que este bono de incentivo al retiro se autofinancia al corto plazo; en la medida en que los docentes se van acogiendo al beneficio van liberando plazas que permiten el ingreso de profesores nuevos. Si sólo tomarnos en cuenta la diferencia en recursos que el Estado debe invertir entre un profesor con el 100% de los bienios y 44 Horas, y un profesor principiante sin bienios y en su mayoría contratados por 30 Horas o menos podernos evidenciar que los financiamientos se compensan. El MINEDUC está en posesión de estas cifras y pueden buscarse mecanismos para incentivar a los docentes a tomar el beneficio y hacer más efectivo retiro de estos del sistema.
De no otorgarse un bono de retiro el sistema se expone a costos mucho más altos. Por una parte para liberar plazas se debe despedir a los docentes lo que significa pagar indemnizaciones por años de servicio con un tope de 11 meses y además agregar el bono establecido en el Segundo Transitorio. La mayoría de las veces que estos casos han llegado a tribunales, éstos han fallado a favor de los docentes, por lo que hay jurisprudencia que avala esta situación.
Si bien esta medida significa una diferencia en los flujos presupuestados para este proyecto, creemos que al corto y mediano plazo significa una medida positiva para oxigenar el sistema y permitir el recambio generacional en el magisterio, entregando también, algunas condiciones mínimas a los docentes para su jubilación.
Por lo anterior llamo a los parlamentarios de esta comisión, por su intermedio presidente, a hacer eco de esta convocatoria y buscar alternativas que permitan destrabar esta situación y llegar a acuerdo con el Ejecutivo sobre esta terna. Creemos que la política del todo o nada poco contribuye y siempre pueden verse alternativas y soluciones para los temas importantes para el país. A nuestro juicio este es un tema central.
4.- Finalmente quisiera realizar algunas observaciones a indicaciones que han generado confusión.
En el proyecto original, si un profesor no lograba avanzar del tramo inicial tras determinados intentos, éste salía del sistema, pero en cuatro años podía volver y rendir nuevamente los instrumentos. En la indicación que se aprobó de parte del ejecutivo, este profesional debe, en la práctica, abandonar permanentemente la profesión. Existen indicaciones de los parlamentarios que mejoran el mecanismo y establecen plazos para apelar, puesto que no hay antecedentes en ninguna profesión donde se inhabilite el título profesional permanentemente.
Sobre el ingreso de las educadoras de párvulos y diferenciales, las indicaciones no clarifican las gradualidades y el ingreso con plenos derechos. El Estado está haciendo enormes esfuerzos por avanzar en cobertura y calidad de la educación preescolar y diferencial por lo que es fundamental alinear estos esfuerzos con el apoyo y mejoramiento de las condiciones de las y los profesionales que se desempeñan en esas áreas. Hemos planteado también la necesidad de incorporar a la Carrera a las técnicos nivel superior.
También creemos fundamental apoyar la reposición de la derogación de los aspectos del artículo 46-G que permiten a cualquier profesional el ejercicio de la profesión docente. Es contradictorio con un proyecto que apunta fortalecer la profesión, permitir libremente el ejercicio de la misma sin haber estudiado pedagogía. Existe toda una normativa que acredita y permite a profesionales no docentes para ejercer la profesión en caso de que no haya un pedagogo idóneo que lo pueda hacer, pero esto no tiene que ver con liberar el ejercicio de la pedagogía a todos los profesionales.
El Gobierno ha señalado en reiteradas ocasiones que el costo de este Proyecto de Ley es alrededor de 2.300 millones de dólares, creemos que es pertinente en aras de la transparencia y del mejor conocimiento del proyecto que se desgloses estas cifras y se especifiquen los diferentes ítems.
Creo haber expuesto en general las preocupaciones del magisterio sobre este Proyecto del Ley, confiamos en el juicio de los parlamentarios y su compromiso con el trabajo de los profesores y profesoras de Chile. Este, más que un proyecto para los profesores, es un proyecto para los niños, niñas y jóvenes. Esa es la motivación que nos mueve y nos preocupa.”.
El señor Darío Vásquez (Secretario General del Colegio de Profesores de Chile) complementa lo indicado por el Presidente manifestando que, en primer lugar, está de acuerdo con el fortalecimiento de la bonificación igual para todos. Aclara que en la actualidad un sector la ganará completa y otra sesgada, por cuanto no la recibirán completa los profesores de educación diferencial. En segundo lugar, explica que cuando se planteó lo de la carrera docente se partió de la premisa de la no pérdida de derechos adquiridos por parte de los profesores. Sin embargo, considera que éste proyecto implica pérdida de derechos, por ejemplo, no contempla financiamiento para perfeccionamiento de alto nivel en magister o doctorados. Agrega que eso estaba contenido en el estatuto anterior; también estima que desaparece el bono profesional conferido por la ley N° 19.410 y señala no saber si continúan los montos por trabajos en condiciones difíciles.
Hace presente que la diputada señora Provoste exhibió un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional que mostraba que el promedio de horas de los contratos docentes no pasa de 30 horas semanales, sin embargo el Gobierno calcula el horario en base a 44 horas estimando que es una situación minoritaria, razón por la cual sostiene que los valores de las remuneraciones en la práctica serán más bajas. 

Le llama la atención que en las indicaciones el tramo inicial baja a $13. 076 y el tramo experto queda en $699.000.-, lo cual no entiende. 
Asevera que, producto de la movilización gremial recuperaron la asignación de experiencia. Explica que el Gobierno trasladó el porcentaje que les estaba quitando y se los devuelve en tramos, teme que sólo haya una redistribución de dinero.
Por último, considera, respecto a la planilla suplementaria, se les sacará a los profesores de la propia planilla las sumas en que se vaya incrementando su remuneración.
El señor Juan Soto (Tesorero Nacional del Colegio de Profesores de Chile) opina que el proyecto se ha ido mejorando, no obstante considera que cuando se habla de carrera docente se sabe cómo se inicia, cómo se desarrolla, pero el problema es que no sabe cómo termina. 
El señor Arturo Escarez (Presidente Nacional de CONFEMUCH) piensa que un profesor pueda ejercer su función docente, necesita de otros actores, profesionales, administrativos y técnicos. Recuerda que después de los años 90, cuando se creó el Estatuto Docente se legisló para un solo sector y, por ello, hace más de 30 años ellos luchan por una normativa o estatuto propio. Agrega que adolecen de una desregulación en el ejercicio de su función. Agrega que tienen distintas realidades. Asevera que el Gobierno siempre ha tenido buena voluntad y ahora han llegado a firmar un compromiso con la actual Ministra de Educación para redactar una normativa sobre el tema. Añade que han encontrado el apoyo de los miembros de la Comisión de Educación quienes han presentado para que el sector cuente con su propio estatuto, en un periodo de dos años. Explica que éste estatuto regulará desde las exigencias para ingresar al sistema hasta el desarrollo de las distintas funciones. Relata que, con fecha 13 de mayo se les respondió por parte del Gobierno estableciendo un compromiso con el sector. Finalmente, señala que se necesita profesionalizar a todos los actores de la educación, prepararlos a todos y solicita apoyo a la indicación relativa al estatuto del sector.
El señor Monsalve pregunta qué porcentaje de los profesores tienen 30, 37 y 44 horas de contrato, ante lo cual la señora Quiroga responde que se trata de una información que está disponible en los antecedentes entregados a los señores diputados. A continuación, el señor Monsalve manifiesta que entiende que saldrían del sistema aproximadamente 1.000 profesores al año, razón por la cual consulta al Colegio de Profesores si les parece razonable un mecanismo de salida frente a tal cifra, considerando que el mecanismo de la ley de incentivo vigente alcanza hasta 10.000 profesores. Finalmente solicita se le aclare la situación de la educación parvularia, diferencial y subvencionada.

El señor Santana opina que esta ley sin la convicción de los actores puede transformarse en letra muerta. En relación a un mecanismo de salida, pregunta a la Subsecretaria si existe hoy un espacio para crear una normativa y no solo un compromiso. Estima que es fundamental conocer el aspecto financiero ya que puede significar una variación gigantesca. Agrega que otro aspecto relevante planteado por los profesores se refiere a disminuir la cantidad de niños por aula, dado que el proyecto no lo contempla y estima que eso afecta la productividad y la eficiencia en su rendimiento. Asimismo piensa que la educación parvularia y educación diferencial deberían ver resueltas sus inquietudes en este proyecto sin soluciones parciales.
El señor Jaime Gajardo (Presidente del Colegio de Profesores de Chile) responde que no hay elementos para hacer una evaluación aun. Respecto a los planes de retiro explica que la última ley de incentivo al retiro comprendía a 10.000 profesores y de éstos 8.000 y fracción se acogieron en 3 años a sus beneficios. Precisa que hay profesores que de todas formas no se acogen por lo bajo de las pensiones de jubilación. Acota que cuando se habla de cerca de 1000 profesores, que es más o menos el promedio de los que se jubilan anualmente. Añade que de ésos no todos van a acogerse al retiro anticipado y sería una forma de salida del sistema. No obstante lo cual opina que una mejora en las pensiones aplacaría el problema. Respecto al número de niños por curso opina que eso se debería traducir en indicaciones al proyecto. Explica que en los colegios municipalizados la cantidad de niños por curso no supera los 30, en cambio en los colegios subvencionados llega a los 45 en promedio. Agrega que el ideal para los profesores es 30 alumnos por curso para poder hacer mejor su trabajo. Manifiesta que está seguro que se llegará a un acuerdo, en el presente proyecto o en el que se debatirá respecto a la nueva educación pública. Por último, estima que no debe haber tanto desfase en la aplicación de la normativa del proyecto entre las escuelas subvencionadas y las municipales, recordando que en virtud del proyecto de inclusión un total de 700 colegios subvencionados se han acogido a la gratuidad y, por lo tanto, podrían acogerse al nuevo sistema. 
El señor Darío Vásquez (Secretario General del Colegio de Profesores de Chile) afirma que en la actualidad se titulan cerca de 14.000 nuevos profesores al año, en circunstancias que las plazas vacantes no superan las 7.000, razón por la cual estima que por ello se puede resolver el tema del número de alumnos por curso como del mecanismo de salida. 
El señor Jaramillo agradece las exposiciones y manifiesta su preocupación por la situación de los profesionales no docentes que puedan enseñar y considera relevante las inquietudes de la Confemuch, porque ha trabajado con ellos y hace presente que la reforma tributaria tiene como uno de sus objetivos mejorar la educación. Asimismo, manifiesta su preocupación por la cantidad de profesores que tienen menos de 33 horas y por la situación de los profesores cesantes.
El señor Ortiz recuerda la importancia de la aprobación de estatuto docente, por cuanto significó un gran avance al otorgar mejores salarios y estabilidad. Asimismo, hizo presente las leyes sobre incentivo al retiro de los profesores que se han dictado para permitir un mecanismo de salida.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) junto con agradecer las exposiciones hace votos para que las inquietudes de los asistentes de la educación tengan una pronta respuesta. 
El señor Schilling expresa que fue grato escuchar al Presidente del Colegio de Profesores, ya que con su exposición queda en evidencia que el gremio ha reconocido los esfuerzos realizados para perfeccionar el proyecto de carrera docente, aun cuando haya precisado que hay ciertos temas en los que se debe seguir avanzando.
Realzó el nivel de debate que alcanzó el proyecto dado que significó un progreso en el desarrollo del mismo, no sólo por las modificaciones introducidas, sino también, por los logros alcanzados, que redundan en el mejoramiento de las condiciones de desempeño y remuneracionales de los profesores, que ha permitido al gremio asumir la reforma educacional con dignidad. 
Sobre el bono de incentivo al retiro estima adecuado incorporarlo a la carrera docente no sólo porque viene a reparar el problema previsional general sino también porque constituye un estímulo para que los buenos profesores se mantengan hasta el final. Sin embargo, considera que para que el bono surta el efecto esperado solo puede pagarse íntegramente al final de la carrera y nunca concederse por parcialidades. 
Respecto de la inadmisibilidad de la indicación (artículos 10 y 11) considera que el señor Auth, en calidad de Presidente de esta Comisión, solo puede someter a votación el artículo respectivo, añadiendo que éste debe ser rechazado por carecer de financiamiento.
Dicho lo anterior solicita al Ejecutivo buscar otra alternativa para dar solución al tema del bono. Respecto de otras materias del proyecto solicita al Ejecutivo precisar el cómo se distribuirán los recursos que han sido cuantificado en 2.400 millones de dólares .
Respecto de las mentorías pregunta la razón por la cual los procesos de formación y acompañamiento que incluyen este concepto quedan sólo en manos de instituciones privadas y no incluye -como garantía de excelencia- a instituciones públicas al estilo de la escuela de adiestramiento francesa que prepara a los funcionarios públicos para el desempeño de esa función. 
Finalmente solicita explicación sobre el compromiso de mantener el reajuste por bienio del 6.6%.
El señor Lorenzini recuerda que el Presidente del Colegio de Profesores solicitó buscar alternativas que permitan destrabar la situación del bono. Discrepa del señor Schilling, por cuanto el artículo relativo al bono al encontrarse aprobado por la Comisión Técnica debe contar con respaldo financiero por parte del Ejecutivo, ya que de lo contrario, no procede someterlo a votación.
Solicita el compromiso del Ejecutivo de buscar una solución antes de que termine el trámite legislativo del proyecto, señalando que ella incluso puede ser la opción intermedia de extender el bono hasta el próximo año. También consulta cuánto costaría dicha solución.
El señor Jackson manifiesta que más allá de la admisibilidad discutible de la indicación que incorporó el bono, se trata de un debate de fondo en cuanto a la necesidad de mejorar las pensiones, como también, de generar la posibilidad de que aquellos profesores que cumplen un ciclo puedan dar paso a los profesores nobeles, generando de este modo, más plazas y un mayor ahorro.
Recuerda que el análisis financiero del proyecto contempla el supuesto de que los profesores jubilan a los 65 años de edad y las mujeres a los 60. En relación con lo anterior consulta cómo se materializará dicho supuesto, si acaso existe una norma que obliga que los profesores a la edad mencionada tienen que necesariamente jubilar.
Sobre las horas no lectivas manifiesta que hay inquietudes de la forma que deben ser resueltas en segundo trámite constitucional. Estima necesario revisar cómo se están asignando estos recursos dado que el proyecto tiene como supuesto que los establecimientos ya sean particulares subvencionados o municipales tienen que financiar tanto la renta básica mínima nacional, asignación por experiencia, los dos tramos de la asignación profesional a través de las subvenciones existentes, considera aporte directo para el bono de reconocimiento profesional, paga la diferencia directa a los profesores entre el tramo temprano y los distintos tramos de asignación por desempeño profesional en los establecimientos que se incorporen a la carrera docente, y también paga la asignación por concentración de alumnos prioritarios. Adicionalmente, el proyecto considera un aumento de subvención por alumno de un total de 350.000 millones de pesos para financiar el costo del aumento de las horas no lectivas (costo hora/profesor) 
Consulta al Ejecutivo si estima que la proporción entre financiamiento vía subvención y el financiamiento vía oferta o costo es ideal o bien considera que está desbalanceado. Es caso de considerar que está desbalanceado, hacia el financiamiento de la demanda, consulta, dado que los fondos son fungibles al momento que llegan a los sostenedores, si existe la disposición para que el Ejecutivo considere en segundo trámite, un cambio en la asignación de los recursos para financiar algunos de los costos directos de los profesores.
El señor Monsalve señala, en relación al bono de incentivo al retiro, que el proyecto propone un sistema de desarrollo profesional docente y que no es posible concebir un sistema sin establecer cómo se ingresa a éste, cómo se promueve y cómo se retira del mismo. Agrega que si se requiere certeza para ingresar al sector público, tiene que haber rotación, para lo cual se requiere contar con un mecanismo de retiro.
Enfatiza que existe apoyo transversal sobre la necesidad de contar con un mecanismo de incentivo al retiro, por lo que no es posible eludir el debate de fondo. Al respecto, hace entrega de una nota formal que promueve la posibilidad de prorrogar la ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2018, con el objeto de no comprometer al próximo gobierno, como una manera de complementar el desarrollo profesional docente. Consulta al Ejecutivo si existe la voluntad para dicha prórroga. 
Consulta en qué situación quedan los docentes que se encuentran en el sistema público una vez que se produzca el encasillamiento, es decir, cuántos de ellos quedarán en la etapas inicial, temprana y avanzada; cómo se incorporan los profesores de colegios particulares subvencionados y cuál es la situación en la que quedan las Educadoras de Párvulos y Diferencial.
Plantea una duda de carácter presupuestaria en relación al bono de perfeccionamiento profesional y SAE. Pregunta por la veracidad de la afirmación en cuanto a que no todos los docentes van a recibir el bono de reconocimiento profesional y si acaso desaparece la asignación de perfeccionamiento. También consulta si es efectivo que los costos fijos no pueden ser solventados con financiamiento variable. Señala que cuando se establece el aumento de horas no lectivas vinculadas a establecimientos vulnerables se trata de un gasto de carácter fijo que no puede pude ser financiado mediante subvención ya que ésta es de carácter variable. Consulta si el Ejecutivo está dispuesto a modificar la forma de financiamiento.
El señor Rincón consulta cómo se financiará el aumento de horas no lectivas en las escuelas especiales si no tienen SEP. 
Suscribe lo dicho por el señor Monsalve en cuanto a la lógica de gasto. Considera adecuado prorrogar la ley vigente que establece el incentivo al retiro, pues el financiamiento existe. Precisa que existen dos indicaciones, por una parte, la presentada por la oposición en favor de la subvención particular subvencionada y, por la otra, del sector oficialista en beneficio de la educación pública.
Reitera la necesidad de realizar una sesión especial para tratar el bono de incentivo al retiro. Consulta cómo se incorporan nuevos y mejores profesores al sistema si el proyecto no estimula que salgan profesores del mismo, cómo se resuelve el financiamiento por alumno en base a asistencia. 
El señor Macaya considera que por tratarse del proyecto más significativo en materia de recursos es necesario dar mayor profundidad a su discusión. Le parece lógico lo planteado respecto del término de la carrera docente. Señala que no le basta la explicación del Ejecutivo en cuanto a la falta de recursos disponibles para solventar el bono de retiro. Solicita información acerca de cuánto es el ahorro para el Estado el hecho de que los profesionales mejores remunerados salga del sistema. Luego alude que la existencia de determinadas leyes de retiro voluntaria supone una discriminación arbitraria respecto de las personas que no tiene la posibilidad de beneficiarse.
Respecto del aumento de la selectividad de las carreras de educación consulta qué va a ocurrir cuando las universidades no tengan alumnos que cuenten con todos los requisitos para el ingreso. Solicita profundizar respecto de la puesta en marcha de los establecimientos de educación parvularia y su impacto financiero. 
Consulta por la nueva asignación de reconocimiento por desempeño en establecimiento alta concentración de alumnos prioritarios, particularmente cuál es el incentivo real para que los profesores trabajen en este tipo de establecimientos.

Por último, estima que se requiere mayor información en cuanto a que proyecto no impone obligación de cambiarse a la nueva carrera docente a los profesores que se rigen por la ley 19.070, como asimismo, cómo van a convivir ambos sistemas. 
La señora Girardi, autora de la indicación que incorpora el bono de incentivo al retiro, expresa que ella obedece a la convicción de que la idea de la carrera docente es devolver la dignidad a los profesores, lo que no se logra sólo con el aumento de las remuneraciones, sino también, con la mejora de las condiciones de salida del sistema, pues las actuales son indignas por las bajas pensiones. Señala que o se modifica el sistema de AFP o se establece un bono de retiro. Añade que la existencia del bono dice estrecha relación con la viabilidad del proyecto.
Considera que al no establecer el bono se está haciendo una carrera docente para el sistema privado, lo que va a redundar en que los profesores opten por ingresar al sistema privado. 
En cuanto al financiamiento de las horas no lectivas expresa que en la Comisión de Educación votó en contra del artículo tercero ya que donde hay más niños es en el sector particular subvencionado que es donde van a ir más recursos. Existe una brutal desigualdad entre el sistema particular subvencionado y el público por lo que el Estado debe hacerse cargo de brecha existente. Asevera que en el sistema público al haber menos recursos y más niños se va a generar déficit y en el privado un superávit.
Finalmente, enfatiza, que si no se aprueba el bono de incentivo al retiro y no se modifica el sistema de financiamiento de las horas no lectivas se va a legislar para el sector privado, por lo tanto, el proyecto presenta contradicción importante que debe ser resuelta.
El señor Silva manifiesta que es difícil formarse una impresión en tan pocas sesiones. Reprocha al Ejecutivo la suma urgencia asignada al proyecto, dado la magnitud de recursos involucrados y señala que apurar esta discusión es una mala señal del gobierno. 
En cuanto incentivo al retiro considera que hay mirada compartida que requiere solución y que los instrumentos sobre los cuales se va a trabajar es equívoco. Solicita escuchar la posición del Ejecutivo sobre el problema concreto. Señala, además, que comparte la visión del señor Ministro de Haciendo en cuanto a que no se puede dar soluciones sectoriales cuando se trata de soluciones a temas globales, sin embargo se requiere una solución concreta para abordar el problema planteado.
Solicita al Secretario de la Comisión se levante acta de intervención de los diputados en relación de que no se puede transgredir la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional con indicaciones que impliquen mayor gasto, con el objeto de que esa postura se respete en el tiempo. 
Manifiesta que al revisar los temas planteados considera que faltó autonomía y capacidad de los colegios y directores para gestionar sus propios establecimientos y para trabajar en conjunto con sus profesores. Cree que se pueden asignar recursos desde lo central, pero con un espacio de autonomía en lo local.
Considera que el proyecto le asigna demasiadas tareas al CPEIP y que parte del éxito de un proyecto de esta magnitud radica en que se establezcan instrumentos adecuados. Consulta cuáles son los argumentos del gobierno que justifiquen que ese es el mejor camino.
Consulta al Ejecutivo qué se va a lograr concretamente con la iniciativa y cómo se va hacer el seguimiento y evaluación respecto de cómo se están gastando los recursos. Finalmente, señaló que llama su atención el hecho que el crecimiento relevante del progreso de la carrera sea hasta el año 13, continuando relativamente plano los años siguientes. Consulta la razón por la cual se diseña de esa forma la trayectoria. 
El señor Melero concuerda con el señor Silva en cuanto a que el proyecto va en la dirección correcta. Celebra el trabajo que se hizo en la Comisión de Educación, particularmente la labor que desempeñaron los parlamentarios(as) de la UDI ya que contribuyeron a enriquecer el proyecto.
Por otra parte, se refiere a la lucidez del constituyente al impedir que los parlamentarios tuvieran iniciativa en recursos. Agrega que el aprobar normas por simple mayoría en esta materia es una muy mala práctica legislativa que requiere ser urgentemente modificada.
En cuanto al bono de jubilación consulta al Ejecutivo si su posición obedece a un problema de convicción o de financiamiento. 
En cuanto al articulado señala que hay dos normas importantes en cuanto al incentivo al retiro. Entiende que entran en régimen total al año 2025, pero el artículo quinto transitorio dice que aquellos profesores que le falten 10 años para jubilar no van incorporarse a este beneficio, por lo tanto, el bono de incentivo al retiro debe aplicarse al 2025 y no al 2018.
Manifiesta preocupación que se entregue el bono de incentivo al retiro, a los profesores que fueren desvinculados por mal desempeño. Consulta el sentido de la norma.
El señor De Mussy compartiendo la opinión de los diputados que lo precedieron en el uso de la palabra celebra el proyecto y releva el rol de los parlamentarios de oposición. También critica la premura de la discusión que se le está dando al proyecto, recalcando que implica el 30% de la reforma tributaria.
Consulta por qué la remuneración de los docentes de los establecimientos particulares subvencionados se atrasa dos años; razón por la cual la educación parvularia ingresa recién el año 2025; cómo esta reforma entra a un gran colegio; cuál es la diferencia entre un gran colegio y las escuelas unidocentes o rurales. 
Estima que el problema que el Ejecutivo tiene con respecto al bono obedece a financiamiento. Considera importante hacer el esfuerzo para que, a lo menos, el bono dure 10 años más.
El señor Santana señala que hay dos opciones: bono al retiro o pago de indemnizaciones. Consulta si bajo el escenario que debe haber rotación, ella no ocurra y opere el pago de indemnizaciones, no resulta más costoso. Pregunta cómo se generan incentivos cuando el crecimiento de la remuneración sea decreciente (después de los 13 años). Estima que hace falta discusión en cuanto al número de alumnos por aula ya que va en la línea de mejorar la calidad de la educación.
La señora Adriana Delpiano (Ministra de educación) expresa que no es fácil hacerse cargo de todos los aspectos de un proyecto tan complejo. Indica que uno de los aspectos centrales dicen relación con las mayores horas no lectivas. Al respecto explica que se avanza en términos generales de un 25 a 35 % de horas no lectivas. Afirma que se trató de un tema muy debatido y que incluso se planteó que se avance a un 40%. Hace presente que aun cuando se quiera en el futuro llegar a un 50% hay que cautelar lo que es factible.
En cuanto al tema de cómo avanzar en que el 40% tenga un carácter más universal señala que las escuelas especiales efectivamente no tiene SEP, sin embargo cuentan con otros mecanismos que deben ser analizados en su propio mérito. 
Asevera que el mundo rural tiene un piso de 17 alumnos para garantizar un mínimo de sustentabilidad. Señala que es difícil mirar el proyecto separado del que viene a continuación por cuanto hay aspectos que se explican de mejor manera en el otro proyecto, como la situación de las escuelas pequeñas.
Sobre la recarga de funciones del CPEIP, señala que sin duda históricamente ha jugado un papel relevante en formar profesores y que ha sabido responder a las demandas. Señaló que efectivamente el Centro tiene un rol muy importante en varias materias y que lógicamente no las podrá asumir todas directamente, por lo que cuenta con la posibilidad de hacerse apoyar por otras instituciones, como sucederá en el caso de la formación de mentores que la llevarán a cabo universidades destacas.
Respecto del tema del aplanamiento y al por qué a los 13 años dejaba de crecer el incremento señala que se trata de un tema que fue muy discutido. Explica que originalmente el inicio era más bajo incrementándose posteriormente, sin embargo, se consideró que de esa manera no se hacía atractiva la carrera. Destaca que a los 13 años de ejercicio empiezan a suceder cosas importantes en la carrera docente, como por ejemplo, la posibilidad de acceder a la carrera directiva y mentorías. 
Sobre la educación parvularia señala que el 60% de las ellas ingresan conjuntamente con los profesores, sin embargo reconoce que el 40% restante se encuentra en una situación más problemática en la cual se está trabajando. Precisa que se está trabajando en contar con el marco de la buena enseñanza, sin el cual no se puede evaluar a la parvularia. Señala que el trabajo de confeccionar el currículum toma su tiempo, razón por la cual se estima que el 2020 ingresan las parvularias de niños de 0 a 4 años, ya que las demás, que están con niños de 5 a 6 años, ingresarán con los demás docentes.
El señor Rodrigo Valdés (Ministro de Hacienda) reitera el gran esfuerzo que está haciendo el país en materia de educación, afirmando que se trata del más importante de todos. Hace presente que siempre la discusión se centra en aquello que le falta al proyecto, como lo es el bono al retiro. Las cosas son perfectibles y siempre pueden agregarse más si hubiere recurso para ello.
Sobre el bono distingue dos situaciones, por una parte, el estado estacionario del sistema y, por otra parte, del presente: Respecto de la primera señala que tenemos una carrera bien diseñada con mejores remuneraciones y por lo tanto argumentar que un proyecto como este requiere de un bono de salida está fuera de lugar, ya que como cualquier sistema de carrera se aplicará las reglas previsionales. Añade que distinto a lo anterior es la transición entendiendo que siempre van a existir temas en discusión que en este caso se dan por las bajas pensiones.
A continuación entregó las siguientes cifras: Entre los 26 y 30 años y tenemos 40.0000 profesores; entre 56 y 60 años hay 22.000 y con más de 65 años hay 3.800 Por lo tanto al observar la caída brusca de docentes en edad de jubilación considera que focalizar la discusión en este tema es un error. Agradece la nota que algunos parlamentarios le hicieron llegar para considerar extensión del mecanismo actual.
El señor Lorenzini consulta cuánto cuesta incorporación del bono.
El señor Valdés (Ministro de Hacienda) en relación a la reflexión de la diputada Girardi, señala que no le gustaría que se terminara con el equilibrio entre lo público y privado que se da en el sector salud. 
Por otra parte, señala que con el uso de la SEP se está adelantando las horas no lectivas. Añade que es la primera vez que se usa el mecanismo de gatillar gastos cuando se produzcan eventos macroeconómicos. Asevera que si bien la relación de colegio a colegio no es perfecta tampoco es muy imperfecta.
Respecto de lo planteado por el diputado Jackson en torno a cuánto de financiamiento oferta y demanda habrá en nuestro sistema educacional en el mediano plazo, estima que aun cuando es relevante la discusión, no es parte de este proyecto, sin embargo debe ser discutido en el futuro.
El señor Sergio Granados (Director de Presupuestos) entregó una estimación del costo que implica para el Fisco el bono de incentivo al retiro, aprobado por la Comisión Técnica, considerando las mismas características que tiene el fondo actual de incentivo al retiro, esto es, el aporte del empleador, extraordinario y complementario que realiza el Estado y suponiendo que durante 10 años se mantiene. Precisa que el bono para el sector municipal implica para el Fisco un costo de $344.000.000.000 (78,5%) y un costo total de desvinculación de 
$ 438.000.000.000, en cambio, para el sector particular, el costo asciende $ 154.000.000.000 adicionales.
Respecto de la supuesta falta de rotación expresó que en los últimos años se han dictado aproximadamente 10 leyes de incentivo al retiro destinadas solo a los profesores, las que permitieron la salida de aproximadamente 100.000 profesores. Aseveró que rotación ha habido y que no se produce ningún ahorro para el Fisco.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación) respecto del mecanismo de financiamiento vía subvención, recalca que el proyecto de ley no tiene por objetivo modificar el sistema de financiamiento. Asevera que el proyecto hace una innovación, ya que de los 2.400 millones de dólares que involucra, 2.000 millones de dólares son destinados directamente a los profesores. 
Respecto del encasillamiento explica que todo el sector municipal se encasilla inmediatamente y el sector particular subvencionado comienza el año 2018. Precisa que respecto de las educadoras de párvulos, diferenciales y técnicos profesionales se establece una gradualidad dependiendo de los establecimientos en los que se desempeñen. 

Sobre el incentivo para trabajar en sectores vulnerables manifiesta que el proyecto presenta un avance, por cuanto originalmente contemplaba una asignación de $ 8.000 que se incrementaba en la medida que se avanzaba en los tramos de desarrollo profesional, en cambio, actualmente la asignación asciende aproximadamente a $ 43.000, más el 20% de la asignación de tramo.
Respecto de las asignaciones recalca el esfuerzo que hace el proyecto en simplificar el complejo sistema. Agrega que el sistema reconoce a través de distintos mecanismos el perfeccionamiento.
La señora Adriana Delpiano (Ministra de Educación) en cuanto a la relación alumno/profesor planteado por el Colegio de Profesores, expresa se está trabajando en una mesa paralela al proyecto de ley para establecer una propuesta.
El señor Bellolio consulta al Director de Presupuestos por los costos marginales de adelantar los flujos para que la mayor parte de los profesores puedan ingresar a la carrera docente, como por ejemplo, los que trabajan en establecimientos particulares subvencionados y las educadoras de párvulos.
El señor Rincón hizo presente que no concuerda con el Director de Presupuestos cuando afirma que el bono de incentivo al retiro no importa ahorro para el Fisco. Solicita profundizar en el análisis entregado. El Señor Sergio Granados (Director de Presupuestos) aclara que las cifras entregadas reflejan lo cuesta al Fisco la indicación incorporada. Agrega que los proyectos de incentivos iniciales, que efectivamente importaron ahorro, se financiaron con anticipos de subvenciones porque implicaba ahorro para el empleador, dado que éste tenía la opción de reemplazar o ahorrar ese dinero, en el evento de tener sobredotación. Indica que en la última ley aprobada (2014) se cambió las proporciones, de manera que el 78.5% del financiamiento del plan de retiro es de costo fiscal, por lo que se trata de gasto y no de ahorro.
Respondiendo la consulta del señor Bellolio indica que la propuesta elaborada por el Ejecutivo es consistente con las reglas de balance estructural y explica que es por esa razón que el informe financiero refleja que el costo financiero de las remuneraciones de particulares subvencionados es mayor que los establecimientos municipales. En efecto, en la proyección de gasto se hizo un acomodo para poder permitir el ingreso de estos profesores en el momento que la proyección de la regla lo permitía. Respecto de los costos que implica adelantar los flujos aclara que no se trata de una decisión de costo de capital sino de una decisión sobre cómo acomodar los gastos, en relación a los gastos globales permitidos según las prioridades del gobierno.
VOTACIÓN
Se inicia la discusión y votación en particular del Proyecto de ley que “Crea el sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas” (Boletín N° 10.008-04). 
1. Artículo 11, inciso primero, contenido en el numeral 12); artículo 12 bis, inciso primero, contenido en el numeral 14); artículo 13, contenido en el numeral 18), todos del artículo 1.

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070:

12) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Los profesionales de la educación tienen derecho a formación gratuita y pertinente para su desarrollo profesional y la mejora continua de sus saberes y competencias pedagógicas.

14) Introdúcese un nuevo artículo 12 bis del siguiente tenor, pasando el actual artículo 12 bis a ser 12 quinquies:

“Artículo 12 bis.- El Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, en adelante indistintamente “el Centro”, colaborará al desarrollo de los profesionales de la educación ejecutando programas, cursos o actividades de formación de carácter gratuito, de manera directa o mediante la colaboración de universidades acreditadas en conformidad a los criterios establecidos en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129, o instituciones certificadas por el Centro, como también otorgando becas para éstos.

18) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 bis, los profesionales de la educación que postulen a los programas, cursos y actividades de formación para el desarrollo que imparta el Centro, como también, los que postulen a sus becas, en ambos casos, de acuerdo a los cupos que se determine en su presupuesto, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Trabajar en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad con el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

b) Contar con el patrocinio del sostenedor o administrador del establecimiento en que se desempeña, en el caso que las actividades, programas o cursos se desarrollen durante la jornada laboral, con el fin de asegurar el compromiso de aquél y el aprovechamiento del aprendizaje de los docentes para el mejoramiento continuo de la institución.

En el caso de aquellos sostenedores públicos, previo patrocinio, deberán consultar a los directivos del respectivo establecimiento las necesidades formativas del personal docente a su cargo y sus respectivas prioridades.

c) El patrocinio a que se refiere el literal anterior, deberá ser siempre otorgado cuando se trate de cursos, programas o actividades de formación para el desarrollo, que sean de carácter general para todos los profesionales de la educación y cuando digan relación con los programas y proyectos educativos del establecimiento.

d) Estar aceptado en alguno de los programas, cursos o actividades de formación para el desarrollo inscrito en el Registro señalado en el artículo 12 ter.

e) En el caso de los postulantes a beca, junto con la solicitud, deberán contraer el compromiso de laborar en el establecimiento patrocinante durante el año escolar siguiente. Con todo, si la beca se realizare durante los dos primeros meses del año, el compromiso de permanencia se referirá al año respectivo.

Los criterios de prioridad para seleccionar a estos postulantes deberán considerar, especialmente, las siguientes circunstancias:

1. Trabajar en un establecimiento con alta concentración de alumnos prioritarios, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 50 de esta ley o en establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como aquellos multigrado o en situación de aislamiento.

2. Estar contratado en un establecimiento educacional que se encuentre bajo el promedio nacional del sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley 
N° 20.529.

3. El grado de relación entre la función que ejerce el profesional en el establecimiento y los contenidos del programa al cual postula.

Las postulaciones a los programas, cursos, actividades o becas serán presentadas a través de un mecanismo que disponga el Centro, institución encargada de la evaluación y selección de los postulantes, de acuerdo a los procedimientos que establezca el reglamento.”.

VOTACIÓN

Sometidos a votación los numerales recién transcritos, son aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling) y Ernesto Silva, con la excepción del numeral 14) respecto al cual se abstuvo el señor Ricardo Rincón.

2. Artículos 18 A, 18 B, 18 C, 18 D, 18 G y 18 N, contenidos en el numeral 20) del 
artículo 1.

20) Intróducese a continuación del artículo 18 el siguiente Título II, nuevo:

“TÍTULO II
Del Proceso de Inducción y Mentoría.
Párrafo I

Del Proceso de Inducción al Ejercicio Profesional Docente.
Artículo 18 A.- La inducción es un derecho que tendrán todos los docentes que ingresan al ejercicio profesional en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

La inducción consiste en un proceso formativo que tiene por objeto acompañar y apoyar al docente principiante en sus primeros dos años de ejercicio profesional para un aprendizaje, práctica y responsabilidad profesional efectiva, facilitando su inserción al desempeño profesional y a la comunidad educativa en la cual se integra.

Los directores, en conjunto con el equipo directivo, podrán establecer planes de inducción propios para efectos de su implementación en el establecimiento educacional, de modo que éstos tengan relación con el desarrollo de la comunidad educativa y sean coherentes con el proyecto educativo institucional y el programa de mejoramiento de éste, debiendo ajustarse en su duración y su inicio a lo señalado en el inciso siguiente. Con todo, en el plan de mentoría establecido en el artículo 18 I, el mentor podrá establecer objetivos específicos de la inducción, complementarios a los dispuestos por el establecimiento. 

El proceso de inducción podrá iniciarse hasta el segundo año de ejercicio profesional, y tendrá una duración de hasta diez meses dentro de un año lectivo, durante el cual el docente principiante será acompañado y apoyado por un docente denominado “mentor” que, para estos efectos, le será asignado, de conformidad a lo dispuesto en el párrafo siguiente.”.

Artículo 18 B.- Se entenderá por “docente principiante” aquel profesional de la educación que no ha ejercido la función docente de conformidad al artículo 6° de la presente ley o la ha desempeñado por un lapso inferior a 2 años.

Artículo 18 C.- Los docentes principiantes que comiencen su proceso de inducción deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión de un título profesional de profesor o profesora, educador o educadora, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley.

b) No estar inhabilitado para el ejercicio de la profesión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4° de esta ley.

c) Estar contratado para desarrollar funciones de aquellas señaladas en el artículo 6° de la presente ley en un establecimiento regido por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

d) Que en su respectivo contrato se estipule una jornada semanal de un máximo de 38 horas, por el período en que se desarrolle el respectivo proceso de inducción.

Artículo 18 D.- Corresponderá al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrar los procesos de inducción de docentes principiantes, coordinar con los sostenedores o administradores la ejecución de los mismos y supervigilar la labor de los docentes mentores. 

El Centro pondrá a disposición de los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales diversos modelos de planes de inducción que establecerán un marco general para el desarrollo de los planes de mentoría de que trata el artículo 18 I. El diseño de los planes de inducción deberá reconocer las particularidades de los niveles y modalidades educativos, así como la diversidad y el contexto de los establecimientos educacionales.

Asimismo, implementará o certificará programas de formación de mentores, cursos y actividades conducentes a la formación continua de éstos, de conformidad a lo establecido en el artículo 11 y siguientes de la presente ley.

Artículo 18 G.- Los docentes principiantes, mientras realicen el proceso de inducción, tendrán derecho a percibir una asignación de inducción, correspondiente a un monto mensual de $ 81.054.-, financiado por el Ministerio de Educación, el que se pagará por un máximo de 10 meses.

Esta asignación será imponible, tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.

Artículo 18 N.- El docente mentor, por cada docente principiante que acompañe y apoye, tendrá derecho a percibir honorarios por sus servicios, que se deberán estipular en el convenio señalado en el artículo anterior, los que ascenderán a $ 1.105.280.-, pagados por el Ministerio de Educación, en hasta diez cuotas mensuales.

Los honorarios señalados en el inciso anterior se reajustarán anualmente, en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.
VOTACIÓN

Sometido a votación los artículos transcritos del numeral 20), son aprobados por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvo de votar el señor Ricardo Rincón.

3. Artículos 18 E y 18 F, contenidos en el numeral 20) del artículo 1.
“Artículo 18 E.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la que se indiquen los docentes principiantes sujetos a inducción, conjuntamente con el docente mentor que lo acompañará y apoyará en su respectivo proceso, de conformidad a lo establecido en el párrafo siguiente.

Artículo 18 F.- El docente principiante, previo inicio del proceso de inducción, deberá firmar un convenio con el Centro, en el cual se establecerán a lo menos las siguientes obligaciones:

a) Cumplir su respectivo plan de mentoría, establecido en el artículo 18 I de la presente ley.

b) Dedicar al menos 6 horas semanales promedio exclusivamente para el desarrollo de actividades propias del proceso de inducción.

c) Participar en las evaluaciones del proceso de inducción que realice el Centro.

d) Asistir a las actividades convocadas por el Centro, que se encuentren directamente vinculadas al proceso de inducción.

e) Entregar la información oportuna y fidedigna que solicite el Centro sobre las actividades realizadas durante el proceso de inducción.

Sin perjuicio de lo anterior, el reglamento señalado en el artículo 18 S de la presente ley, regulará las obligaciones señaladas previamente, estableciendo otras necesarias para el correcto desarrollo del proceso”.
VOTACIÓN

Sometido a votación los artículos transcritos del numeral 20), son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. 
4. Artículo 18 P, contenido en el numeral 20) del artículo 1.

“Artículo 18 P.- Previa audiencia del interesado, la Subsecretaría de Educación, mediante resolución fundada del Centro, dispondrá el término del proceso de inducción y, asimismo, la pérdida del derecho a percibir las cuotas de los honorarios de mentoría, de aquellos docentes mentores que:

a) Incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 M de la presente ley.

b) Sean evaluados insatisfactoriamente en su función, de conformidad a lo establecido en el artículo anterior.

c) Sean evaluados en un nivel insatisfactorio o básico, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 de la presente ley.

Asimismo, se excluirá del registro público de mentores a los profesionales que incurran en alguna de las circunstancias establecidas en las letras a) o b), por segunda vez. El docente excluido podrá solicitar su reinscripción una vez transcurrido el plazo de tres años de notificada la resolución respectiva, siempre que cumpla con los requisitos legales para ello.

Por su parte, de aplicarse dicha medida, el Centro deberá asignar un nuevo docente mentor al docente principiante respectivo, por el tiempo que falte para el término de su proceso de inducción, a quien le corresponderán las restantes cuotas de los honorarios de mentoría.”.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), responde al señor Jaramillo en el sentido de que el afectado tiene derecho a defensa, y puede ser por escrito.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo 18 P, contenido en el numeral 20), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Pablo Lorenzini y Ricardo Rincón.
5. Indicación del Ejecutivo al artículo 1, numeral 20), para intercalar un artículo 18 H, adecuándose la numeración correlativa.
“Artículo 18 H.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, mediante resolución fundada y, en el caso señalado en el literal b), previa audiencia del interesado, resolverá la pérdida de la asignación de inducción, poniéndose término al respectivo proceso, de aquellos docentes principiantes que:

a) Sean desvinculados del establecimiento en que se desempeñaban mientras desarrollaban su proceso de inducción, o

b) Incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 F de la presente ley.”.
VOTACIÓN

Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, es aprobada por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Votan en contra los diputados señores Pablo Lorenzini y Ricardo Rincón.
6. Artículo 19, inciso primero y segundo, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

21) Introdúcese el siguiente Título III nuevo, pasando el actual Título III a ser IV:

“TITULO III

Del Desarrollo Profesional Docente.

Párrafo I

Aspectos Generales del Desarrollo Profesional Docente.
Artículo 19.- El presente título regulará el Sistema de Desarrollo Profesional Docente en adelante también el Sistema, que tiene por objeto, reconocer y promover el avance de los profesionales de la educación hasta un nivel esperado de desarrollo profesional, así como también ofrecer una trayectoria profesional atractiva para continuar desempeñándose profesionalmente en el aula. 

El sistema regulado en el presente título se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación; los regulados por el decreto ley N° 3.166, de 1980 y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada Municipalidad, o de las Corporaciones Educacionales creadas por éstas.

VOTACIÓN

Sometidos a votación los incisos primero y segundo del artículo 19, contenido en el numeral 21), son aprobados por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstiene de votar el diputado señor Ricardo Rincón.
7. Artículo 19 G, inciso primero, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

Artículo 19 G.- Corresponderá al Centro administrar el Sistema Nacional de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente que, para la progresión en los tramos del desarrollo profesional, considera tanto el desempeño como las competencias pedagógicas de los profesionales de la educación.
VOTACIÓN

Sometido a votación el inciso primero del artículo 19 G, contenido en el numeral 21), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstiene de votar el diputado señor Ricardo Rincón.
8. Artículo 19 P, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

“Artículo 19 P.- El profesional de la educación que incumpla la obligación señalada en los incisos primero y tercero del artículo 19 Ñ de la presente ley perderá, hasta que dé cumplimiento a lo ahí señalado, el derecho a percibir la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional establecida en el artículo 49 de la presente ley.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo 19 P, contenido en el numeral 21), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstiene de votar el diputado señor Ricardo Rincón.
9. Artículos 19 R y 19 V, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

“Artículo 19 R.- Los profesionales de la educación que hayan accedido a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a las disposiciones de este título, tendrán derecho a la respectiva asignación de tramo establecida en el artículo 49 de la presente ley, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 P.

Artículo 19 V.- Los establecimientos educacionales acogidos al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, deberán, para percibir la subvención respectiva, contratar a los profesionales de la educación referidos en el artículo 2° de la presente ley, de conformidad al régimen establecido en el título III de esta ley, con excepción de aquellas labores transitorias, optativas, especiales, de reemplazo, así como también los habilitados y autorizados.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación los artículos transcritos del numeral 21), son aprobados por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstiene de votar el diputado señor Ricardo Rincón.
10. Indicación del Ejecutivo al artículo 1, numeral 21), para eliminar el inciso quinto del artículo 19 Ñ.
VOTACIÓN

Sometida a votación la indicación transcrita, es rechazada por los votos negativos de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Felipe De Mussy; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Votaron a favor los diputados señores Enrique Jaramillo y José Miguel Ortiz. Se abstiene de votar el diputado señor Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló).
11. Artículo 19 Ñ, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

“Artículo 19 Ñ.- Deberán rendir los instrumentos del Sistema Nacional de Reconocimiento del Desarrollo Profesional Docente los profesionales de la educación que se encuentren en los tramos profesionales inicial y temprano del desarrollo profesional docente.

Con todo, aquellos que se encuentren en los tramos profesional avanzado y experto I y II podrán rendir dichos instrumentos. 

Sin perjuicio de lo anterior, los docentes que se encuentren en el tramo profesional avanzado y que hayan obtenido la categoría de logro D del instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos o la categoría de logro D o E en el portafolio profesional de competencias pedagógicas, deberán rendir el instrumento en que hayan obtenido dicho resultado.

Para efectos de lo señalado en los incisos primero y segundo, los profesionales de la educación que obtengan en una oportunidad categoría de logro A, o en dos oportunidades consecutivas categoría de logro B, en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendir este instrumento, en el siguiente proceso de reconocimiento. Asimismo, si el último resultado obtenido por el profesional en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos fue de nivel de logro A o B, no estarán obligados a rendirla en los procesos de reconocimiento siguientes.

Aquellos profesionales de la educación que hayan accedido al tramo avanzado, obteniendo un logro de A en ambos instrumentos de evaluación, podrán acceder al tramo experto I en el plazo de dos años.

En caso que por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto, a un docente no le corresponda rendir alguno de los instrumentos de evaluación señalados en el artículo 19 K, no podrá acceder a un nuevo tramo por el solo transcurso del tiempo, debiendo rendir, a lo menos, uno de los instrumentos de evaluación.”.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), explica que el Ejecutivo solicitó el retiro del inciso quinto del artículo 19 Ñ porque fue incorporado en la Comisión de Educación mediante una indicación inadmisible. Añade que esta disposición es la materialización de una política de desarrollo profesional docente que instala la práctica de la evaluación, como parte del mencionado desarrollo profesional y un proceso de crecimiento. Acota que los instrumentos no son un fin en sí mismos para lo cual se cuanta con el módulo de portafolio, sustentado por evidencia fuera del aula.

El señor Monsalve, estima que el docente que ha obtenido categoría de logro AA, debería tener la posibilidad de acceder en un plazo más breve al siguiente tramo, ante lo cual la señora Quiroga responde que podrá acceder a la categoría de experto I para lo cual debe rendir el portafolio, pero no es automático.

El señor Bellolio, opina que el profesor egresado que obtiene AA debe esperar cuatro años para ser experto, considera que debería poder rendir los instrumentos para ser experto transcurridos dos años.

La señora Adriana Delpiano (Ministra de Educación), estima que si bien el tema es opinable, opina que la indicación que incorporó el inciso quinto era sin duda inadmisible. Advierte que se irán adelantando recursos en la medida que los tramos se vayan poblando, con la idea de retener a los mejores y considera que el portafolio enriquecido es un elemento muy importante por cuanto permite evaluar cuan vinculado con la comunidad escolar se encuentra un docente y no ve razón para que salte ese tramo.

El señor Rodrigo Valdés (Ministro de Hacienda), estima que el paso del tiempo y la experiencia que implica es importante y manifiesta su preocupación en orden a que se respete la situación de inadmisibilidad de indicaciones por cuanto implican recursos del Estado, de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

El señor Monsalve sostiene que el proyecto de ley no establece reparos en cuanto a que eventualmente todos puedan cumplir los requisitos y accedan al tramo de experto II y piensa que dos años más o menos son un tema de flujo de caja, no de caja. 

El señor Bellolio manifiesta su desacuerdo en orden a que haya sido inadmisible el mencionado inciso quinto y piensa que adelantar dos años las pruebas no es un problema por cuanto los recursos ya están.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) sostiene que la norma del inciso quinto sí impacta el flujo de dinero porque podrán pasar a la categoría de experto personas que sin esa norma no van a estar en condiciones.

La señora Provoste pregunta si el portafolio se diferenciará según el tramo y lo mismo con la prueba disciplinar.

La señora Quiroga responde que se trata de un instrumento disciplinar y pedagógico ad hoc a disciplinar y el módulo en el portafolio tiene una especificidad que es por tramo.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo 19 Ñ, contenido en el numeral 21), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Felipe De Mussy; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Votaron en contra los diputados señores Enrique Jaramillo y José Miguel Ortiz. Se abstiene de votar el diputado señor Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló).
12. Artículo 19 O, contenido en el numeral 21) del artículo 1.

“Artículo 19 O.- Los profesionales que hayan rendido los instrumentos señalados en el artículo 19 K de la presente ley, según los resultados que obtengan, podrán acceder a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a los incisos siguientes:

	Resultado Instrumento Portafolio 
	Resultado Instrumento de Evaluación de Conocimientos Específicos y Pedagógicos

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Temprano

	B
	Experto II
	Experto I
	Avanzado
	Temprano

	C
	Experto I
	Avanzado
	Temprano
	Inicial

	D
	Temprano
	Temprano
	Inicial
	Inicial

	E
	Inicial


VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo 19 O, contenido en el numeral 21), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero, Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Pablo Lorenzini, Ricardo Rincón y Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló).
13. Artículo 24, letra c) contenida en el numeral 24) del artículo 1.

“24) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

c) Agrégase los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:

“Para todos los efectos de esta ley, los profesionales señalados en el inciso anterior quedarán asimilados al tramo profesional avanzado, mientras ejerzan dicha función. 

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero, podrá designarse excepcionalmente en cargos docentes directivos, distintos al de director, y en cargos técnico pedagógicos, a profesionales de la educación que no cuenten con el tramo profesional avanzado, cuando no existan profesionales con dicha condición. En este caso, no tendrán derecho a percibir la asignación de responsabilidad directiva o la de responsabilidad técnico-pedagógica, según corresponda.”.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), explica que esta norma entrega a los actuales directivos la categoría de avanzado. Añade que estos cargos son concursables.

La señora Provoste considera injusto que a los docentes de educación diferencial y de educación tecnológica sean encasillados en tramo inicial.
VOTACIÓN

Sometida a votación la letra c) del artículo 24, contenida en el numeral 24), es aprobada por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstienen de votar los diputados señores Pablo Lorenzini y Ricardo Rincón.
14. Numeral 28) del artículo 1.

“28) Reemplázase el artículo 47 por el siguiente: 

“Artículo 47.- Los profesionales de la educación del sector municipal gozarán de las siguientes asignaciones: 

a) Asignación de Experiencia.

b) Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional.

c) Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios.

d) Asignación de Responsabilidad Directiva y Asignación de Responsabilidad Técnico-Pedagógica.

e) Bonificación de Reconocimiento Profesional.

f) Bonificación de Excelencia Académica.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 28), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvo de votar el diputado señor Ricardo Rincón.
15. Numeral 29) del artículo 1.

“29) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 48 los siguientes guarismos: ““6,76%” por “3,38%”; “6,66%” por “3,33%”, y “100% por 50%”.”
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 29), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Ricardo Rincón y Pablo Lorenzini.
16. Indicación del Ejecutivo al artículo 1, numeral 30), para modificarlo en el siguiente sentido:
“a) Sustitúyese la expresión “inciso” la primera vez que aparece por “párrafo”.

b) Intercálase, antes de la expresión “Componente fijo:” la expresión “c)”.

c) Sustitúyese la expresión “inciso” la segunda vez que aparece por “párrafo”.

d) Sustitúyese el penúltimo inciso del artículo 49, por el siguiente:

“Con todo, el incremento por concepto de la suma de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación por tramo establecida en este artículo, por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.”.
VOTACIÓN

Sometida a votación la indicación transcrita, es aprobada por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling), y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Ricardo Rincón y Pablo Lorenzini.
17. Numeral 30) del artículo 1.

“30) Reemplázase el artículo 49 por el siguiente: 

Artículo 49.- El profesional de la educación tendrá derecho a percibir una Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional cuyo monto mensual se determinará en base a los siguientes componentes:

a) Componente de Experiencia: Se aplicará sobre la base de la remuneración básica mínima nacional que determine la ley y consistirá en un porcentaje de ésta, correspondiente a un 3,38% por los primeros dos años de servicio docente y un 3,33% por cada dos años adicionales, debidamente acreditados, con un tope y monto máximo de 50% de la remuneración básica mínima nacional para aquellos profesionales que totalicen 30 años de servicios.

b) Componente de Progresión: Su monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y los bienios de experiencia profesional que tenga, y su valor máximo corresponderá al siguiente para un contrato de 44 horas y 15 bienios:
	Tramo profesional inicial
	Tramo profesional temprano
	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto

I
	Tramo experto

II

	$ 13.076
	$ 43.084
	$ 86.714
	$ 325.084
	$ 699.593


Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, y en proporción a sus correspondientes bienios para aquellos que tengan una experiencia profesional inferior a 15 bienios.

c) Componente fijo: Los profesionales de la educación reconocidos en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, tendrán derecho a percibir una suma complementaria cuyo monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y su valor máximo corresponderá a los siguientes valores para un contrato de 44 horas cronológicas semanales:
	Tramo profesional avanzado
	Tramo

experto

I
	Tramo

experto

II

	$ 90.000.-
	$ 125.000.-
	$ 190.000.-


Lo dispuesto en el párrafo anterior, se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales.

Con todo, por concepto de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación de tramo establecida en este artículo, el incremento de la remuneración de los profesionales de la educación por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.

La asignación de tramo, considerado su componente fijo cuando corresponda, tendrá el carácter de imponible y tributable, sólo servirá de base de cálculo para la asignación establecida en el artículo 50, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 30), es rechazado por no reunir el quórum reglamentario, como consecuencia de la abstención de la mayoría de los diputados presentes señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Ricardo Rincón; Pablo Lorenzini; Alejandro Santana y Ernesto Silva. Votaron a favor los diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz y Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling)
18. Numeral 31) del artículo 1.

“31) Reemplázase el artículo 50 por el siguiente: 

Artículo 50.- La Asignación de reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta concentración de Alumnos Prioritarios, será imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y será igual al 20% de la asignación de tramo a que tenga derecho el docente más un monto fijo máximo de $ 43.726.- para un contrato de 44 horas cronológicas semanales, el cual se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales. Tendrán derecho a percibirla los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos con alta concentración de alumnos prioritarios.

Para estos efectos se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248.

En caso de que el beneficiario se encuentre en el tramo profesional inicial o temprano sólo podrá percibirla, por una vez, hasta por el término de cuatro años desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos.

Los profesionales que se desempeñen en establecimientos que se encuentren ubicados en zonas rurales, y tengan una concentración de alumnos prioritarios por menos de un 60% y mayor o igual a un 45%, tendrán derecho a una asignación igual al 10% de su respectiva asignación de tramo.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 31), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling). Se abstuvieron de votar los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
19. Numeral 32) del artículo 1.

“32) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente: 

“Artículo 52.- Los profesionales de la educación que presten sus servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal, tendrán derecho a conservar el porcentaje de la Asignación de Experiencia, la Bonificación de Reconocimiento Profesional y la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional al desempeñarse en otra comuna o establecimiento.

No obstante, las asignaciones por Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, Bonificación de Excelencia Académica y de Responsabilidad Directiva o Técnico-Pedagógica, solamente se mantendrán si el nuevo empleo da derecho a percibirlas.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 32), es aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Luis Rocafull (por el señor Marcelo Schilling) y Ernesto Silva.
20. Numeral 33) del artículo 1.

“33) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente: 

“Artículo 54.- Los profesionales de la educación tendrán derecho a la Bonificación de Reconocimiento Profesional establecida en la ley N° 20.158, que corresponderá a un componente base equivalente al 75% de la asignación por concepto de título y un complemento equivalente al 25% de ésta por concepto de mención, de conformidad al monto establecido en el inciso siguiente.

El monto máximo de esta asignación asciende a la suma de $ 228.258.- mensual por concepto de título y $76.086.- mensual por concepto de mención, para 30 o más horas de contrato. En los contratos inferiores a 30 horas se pagará la proporción que corresponda. 

Se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la Unidad de Subvención Educacional (USE) y será imponible, tributable y no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración.”.
El señor Rincón consulta si la referencia a “los profesionales de la educación” que hace el artículo 54 del numeral 33), es taxativo o reconoce limitaciones.

La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), responde que los profesionales de la educación son todos y que algunas asignaciones están en otras leyes, como la mención. Explica que la bonificación de reconocimiento profesional de la ley N° 20.158 aplica a todos sin exclusión. Reconoce que hay una diferencia en cuanto a que esa misma ley establece qué es lo que se ha de entender por mención, concepto que no aplica para todos, cual es el caso de los profesores de educación diferencial. 

La señora Jenny Stone (Asesora jurídica del Ministerio de Educación) explica que los educadores de párvulos tienen derecho a asignación por título y mención en el caso que la tengan, tales como menciones por asignatura o nivel. Acota que la mención está definida como asignatura o nivel y, en el caso de los educadores diferenciales, su titulo se relaciona con un déficit específico que atienden. Precisa que la ley N° 20.158 que reguló la asignación por reconocimiento profesional, define el monto, cómo se paga y cuáles son las asignaturas que se reconocen como mención. Indica que el reglamento sólo desarrolla las menciones.

La señora Provoste considera que no se trata de un problema legal por cuanto es el reglamento el que dejo fuera a los educadores diferenciales, quienes tienen menciones, como en trastornos del aprendizaje, por ejemplo. Añade que la Contraloría General de la República dictaminó que no eran un nivel sino una modalidad y por ello no reciben el 100% de la asignación.

El señor Monsalve estima que es importante que el Ejecutivo se sincere, porque pareciere que se trata de un problema de reglamento.

La señora Adriana Delpiano (Ministra de Educación), estima que es un tema complejo sobre el cual no puede pronunciarse en el momento por cuanto implica un estudio para ver cómo resolverlo.

El señor Ortiz señala que parte de la base que la norma se refiere a todos los profesionales de la educación y que se trataría de un reglamento que ha pasado a llevar a leyes.

La señora Jenny Stone (Asesora jurídica del Ministerio de Educación) explica que el artículo 5 de la ley N° 20.158 señala cuáles son los medios para que puedan acreditar una mención, siendo uno de éstos el título profesional, en el cual debe constar la mención, la cual debe estar vinculada a un subsector o nivel educativo. Expresa que en el caso de la educación diferencial el titulo está asociado a una especialidad, que consiste en un déficit, que no cabe dentro de un nivel ni de asignatura y no puede dársele a mención. Precisa, que se trata en consecuencia, de un tema legal y no reglamentario.

El señor Rincón sostiene que la norma no incluye a todos los profesionales de la educación y que la Contraloría General de la República sólo aplica lo establecido por la ley. Por ello opina que corresponde definir que si se quiere incluir a todos hay que incluir a la educación diferencial.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) consulta al Ejecutivo, habida consideración de las aclaraciones legales entregadas, si éste tiene voluntad para cambiar la norma que excluye a la educación diferencial.

La señora Vallejo precisa que los educadores diferenciales reciben la asignación de reconocimiento profesional, pero no en el 100% razón por la cual todos reciben la asignación. No obstante, comparte que se trata de una situación que debe ser revisada. Opina que tal vez una modalidad puede implicar más recursos y por ello requiere una mirada mayor, que considere el total de ingresos y recursos destinados a la educación diferencial.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación) sostiene que no es el artículo 54 del numeral 33) el que genera el problema por cuanto hace extensiva a los profesionales de la educación la bonificación de reconocimiento profesional. Respecto a lo conversado, manifiesta que el Ejecutivo recoge las inquietudes y se compromete a una revisión para no provocar discriminación. Agrega que se requiere modificar una ley y afirma que se hará el análisis que requiere un mayor estudio en el segundo trámite constitucional. Precisa que se necesita una revisión de la reglamentación que tiene que darse dentro del marco presupuestario y ver de dónde se puede disponer de recursos desde el proyecto de ley en trámite.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) estima que hay que considerar como mención las espacialidades de educación.
El señor Rincón consulta si el Ejecutivo presentará indicación sobre la materia.
La señora Adriana Delpiano (Ministra de Educación) señala que es necesario contar con una norma que establezca con claridad cuáles son las especialidades que los profesionales tengan, para ello es necesario ver cómo la academia da títulos a los educadores y ver cuáles son las especialidades en forma permanente. Advierte que se requiere un análisis mayor y que el compromiso se refiere al segundo trámite constitucional.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 33), es aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
21. Indicaciones del Ejecutivo al artículo 1, numerales 39) y 45), del siguiente tenor: 
a) Para modificar el numeral 39), remplazando su literal c) por el siguiente:

“c) Agréganse los siguientes incisos, nuevos:

“Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.”.
b) Para modificar el numeral 45), remplazando su literal c) por el siguiente:

“c) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos: 

“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.

Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados, así como también otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.”.
VOTACIÓN

Sometidas a votación las indicaciones del ejecutivo recién transcritas, son aprobadas por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Pablo Lorenzini y Ricardo Rincón.
El señor Patricio Espinoza (Asesor jurídico de la Ministra de Educación), hace presente que el Director del establecimiento, previa consulta al Consejo, puede distribuir las horas no lectivas. Señala que la indicación evita una colisión con lo acordado por el Consejo de Profesores de tal forma que se reserva un 40% de las horas no lectivas para que sean acordadas en el Consejo de Profesores.

El señor Bellolio, hace presente que este tema fue discutido en la Comisión de Educación y manifiesta su acuerdo con que se protejan las horas no lectivas y que sean reales de tal forma que se destinen para los estudiantes y el establecimiento.
La señora Provoste señala que es el reglamento el que determina los objetivos de las horas no lectivas, las cuales se destinan a materias no propias de la docencia, por ello se asegura que el 40% de estas horas se destinen a actividades de preparación de clases y otras semejantes y el 60% restante se entreguen a una decisión compartida por el Director del establecimiento y el Consejo de Profesores. 
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), expresa que la definición reglamentaria de hora no lectiva tiene que ver con el 100% de éstas, por ello se planteó qué porcentaje quedaría aún más restringido como un porcentaje en el cual el profesor tenga más autonomía para su uso. La indicación deja el 60% de las horas lectivas restantes para que el Director tenga un grado de manejo en el uso de tales horas.
El señor Auth (Presidente de la Comisión), considera que las indicaciones del Ejecutivo sobre el numeral 45) complementan la indicación anterior, no eliminan ni sustituyen nada, establecen que las horas no lectivas sean destinadas en bloque y que, a la menos, el 40% de las horas no lectivas estarán destinados a la preparación de clases y otras semejantes.
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), expresa que podría ocurrir que todos estén de acuerdo en que con cargo al 40% de las horas no lectivas se haga una determinada actividad y un profesor esté en desacuerdo y vete al resto. Por ello en la ley señala qué actividades no se pueden cargar a este porcentaje y resuelve un posible conflicto.
22. Numerales 34) al 45) del artículo 1.

“34) Reemplázase el artículo 55 por el siguiente: 

“Artículo 55.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en un establecimiento educacional que haya sido seleccionado como de Desempeño de Excelencia Académica tendrán derecho a percibir una Bonificación de Excelencia Académica, en los términos que se establece en los artículos 15, 16 y 17 de la ley N° 19.410.”.

35) Deróganse los artículos 56, 57, 59, 60 y 61.

36) Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “III” y “IV” por los siguientes “IV” y “V”; e intercálase en el mismo inciso, entre las expresiones “de 1992,” y “respectivamente,” la siguiente frase “o regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.”.

b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:

“No obstante, no se considerarán para el cálculo de lo señalado en los dos primeros incisos de este artículo la Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, la Bonificación de Excelencia Académica, las remuneraciones por horas extraordinarias, y aquellas que no correspondan a contraprestaciones de carácter permanente, para los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales del sector municipal, particular subvencionado o los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.”.

c) Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor:

“En los meses de enero de cada año, el valor de la Remuneración Total Mínima, se reajustará en la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de enero a diciembre del año inmediatamente anterior. Las nuevas Remuneraciones Totales Mínimas, resultantes de la aplicación de este inciso, se fijarán mediante decretos supremos del Ministerio de Educación, que además deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda.”.

37) Reemplázase el artículo 63 por el siguiente:

“Artículo 63.- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, será financiada directamente por el Ministerio de Educación.

La Bonificación de Excelencia Académica se pagará de acuerdo al artículo 40 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

La Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional será de cargo del sostenedor para los docentes reconocidos en los tramos profesional inicial y profesional temprano. Para aquellos docentes que se encuentren en los tramos profesional avanzado, experto I y experto II, la asignación por tramo será de cargo del sostenedor hasta el valor correspondiente al tramo profesional temprano según el respectivo bienio, y la diferencia será financiada por el Ministerio de Educación.

La Bonificación de Reconocimiento Profesional se otorgará de acuerdo al procedimiento establecido en la ley N° 20.158 y se financiará de acuerdo a las siguientes reglas: 

a) Se financiará con la subvención de escolaridad del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 1998, el monto de $31.238.- para los profesionales de la educación con una jornada de 30 o más horas y en proporción a sus horas de trabajo para los demás profesionales beneficiarios de esta bonificación.

b) La diferencia entre los montos establecidos en el artículo 54 y la letra anterior se financiará por el Ministerio de Educación a través de una transferencia directa.

El monto establecido en la letra a) se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la unidad de subvención educacional (U.S.E.)”. 

38) Deróganse los artículos 65, 66 y 67.

39) Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

c) Agréganse los siguientes incisos, nuevos: 

“Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases, de evaluación de aprendizajes, y a la atención de estudiantes y apoderados. Las actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores serán computadas dentro del 60% restante de las horas no lectivas.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.

40) Elimínase en el inciso sexto del artículo 70 la siguiente frase “Además, tratándose de docentes cuyos niveles de desempeño sean destacado o competente, éstos se considerarán para rendir la prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos habilitante para acceder a la asignación variable por desempeño individual.”.

41) Agrégase el siguiente artículo 70 ter nuevo:

“Artículo 70 ter.- Los profesionales de la educación que en el proceso de evaluación docente establecido en el artículo 70 de esta ley obtengan en una oportunidad un nivel de desempeño destacado o en dos oportunidades consecutivas un nivel de desempeño competente en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendirlo en el siguiente proceso, considerándose dichos resultados para la ponderación de este instrumento en esta nueva evaluación.”.

43) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:

a) Introdúcese en su inciso primero, luego de la frase “la causal establecida en la letra l)”, lo siguiente: “y m)”.

b) Introdúcese en el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Asimismo, quienes sean desvinculados de conformidad al literal m) del artículo 72, podrán optar a la indemnización por años de servicio señalada en el inciso final del artículo anterior, si procede, en el caso que fuere mayor.”.

44) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 74, la frase “Si un profesional de la educación que se encontrare en la situación anterior” por la frase “Sin perjuicio de lo anterior, si un profesional que haya percibido la indemnización establecida en el artículo 73”.

45) Modifícase el artículo 80 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.

c) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos: 

“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.

Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases y de evaluación de aprendizajes. Las actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean acordadas en el Consejo de Profesores serán computadas dentro del 60% restante de las horas no lectivas.

Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N° 20.529.”.

d) Modifícase el inciso séptimo que pasa a ser décimo reemplazando las expresiones “se aplicarán solamente” por “no se aplicarán” y “subvencionados” por “pagados”.”
VOTACIÓN

Sometidos a votación los numerales 34) al 45), (excluyendo el numeral 42 por no ser de competencia de esta Comisión) son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
23. Numerales 46) y 47) del artículo 1.

“46) Reemplázase el artículo 84 por el siguiente:

“Artículo 84.- Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y aquellos que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, gozarán de las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50, 54 y 55 de esta ley, en las condiciones establecidas en los mismos artículos, así como lo dispuesto en el artículo 63. 

El sostenedor podrá otorgar otro tipo de remuneraciones con cargo a sus propios recursos.”.

47) Derógase el artículo 86.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los numerales 46) y 47), son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
24. Numeral 48) del artículo 1.

“48) Agrégase, en el artículo 87 un inciso primero nuevo, pasando el actual inciso primero a ser segundo y el segundo a ser tercero:

“Artículo 87.- Los profesionales de la educación que sean desvinculados de conformidad a lo establecido en el artículo 19 S de esta ley, tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos del artículo 73 bis de la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere”.”
La señora Valentina Quiroga (Subsecretaria de Educación), explica que el profesional de la educación que sea desvinculado no podrá volver a un establecimiento del sistema y por ello se le da una bonificación que es lo mismo que recibe un profesional desvinculado por evaluación docente.
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 48), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero y Ernesto Silva.
25. Numeral 50) del artículo 1, con excepción del inciso primero del artículo 88 A.

“50) Intercálase, entre el artículo 88 y el Título Final, el siguiente Título VI nuevo:

“TÍTULO VI
De los establecimientos de educación parvularia financiados con
aportes regulares del Estado.
Artículo 88 A.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º de esta ley en establecimientos que impartan educación parvularia y que son financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento. El establecimiento donde se desempeñan deberá, además, encontrarse reconocido oficialmente por el Estado.

Sin perjuicio de lo anterior, estos profesionales se regirán por las normas del Código del Trabajo y sus respectivas disposiciones complementarias en todo aquello que no esté expresamente establecido en este Título.

El presente Título no se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que imparten educación parvularia y que son subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, ni a los que se desempeñen en establecimientos pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 

Artículo 88 B.- A los profesionales de la educación regidos por este Título les serán aplicables las siguientes normas:

a) Las del párrafo III del Título I de la presente ley.

b) Las del Título II.

c) Las del Título III.

Artículo 88 C.- Establécese una asignación para los profesionales de la educación regidos por este título, que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de conformidad al título III de esta ley, la que se calculará y pagará de la siguiente manera: 

a) Su monto se establecerá sobre la base de la remuneración total mínima en los términos establecidos en el artículo 62 y las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50 y 54 de esta ley, calculadas de acuerdo al tramo de desarrollo profesional docente en que esté reconocido el profesional.

b) La asignación establecida en este artículo se pagará en caso que la remuneración que percibe el profesional de su empleador sea inferior a la remuneración y asignaciones señaladas en la letra a), y será equivalente a la diferencia entre ambos montos. Para estos efectos, la remuneración del profesional de la educación se determinará de acuerdo al promedio de los 12 meses inmediatamente anteriores a aquel en que ingrese al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Esta asignación será de carácter mensual, imponible y tributable, no será base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se absorberá por los aumentos de remuneraciones permanentes del profesional y por cualquier otro aumento de remuneraciones permanentes que establezca la ley. Con todo, esta asignación se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que se reajusten las remuneraciones del sector público.

c) Existirá el derecho a percibir esta asignación, mientras el profesional de la educación mantenga contrato vigente, y hasta su siguiente proceso de reconocimiento profesional o hasta la fecha en que debió rendir los instrumentos de evaluación respectivos, si ésta no se produce por causas imputables a él. Si el profesional accede a un nuevo tramo, la asignación se volverá a calcular en los mismos términos señalados en las letras anteriores.”.

Artículo 88 D.- En los convenios de transferencia de recursos que los sostenedores suscriban para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, se establecerá la obligación de pagar la asignación establecida en el presente título. 

Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la forma y oportunidad en que los sostenedores solicitarán, ejecutarán y rendirán los recursos para el financiamiento de las asignaciones establecidas en el presente artículo. Este reglamento se entenderá parte integrante de los convenios de transferencia citados.

Artículo 88 E.- Sin perjuicio de las causales de término de contrato establecidas en el Código del Trabajo, a los profesionales de la educación regulados por este título, se les aplicará lo dispuesto en el artículo 19 S de la presente ley, y tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos de la establecida en el artículo 73 bis de esta ley. 

Los profesionales de la educación a que se refiere el inciso anterior podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere”.”
VOTACIÓN

Sometido a votación el numeral 50), con excepción de inciso primero del artículo 88 A, es aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
26. Inciso primero del artículo 88 A, contenido en el numeral 50) del artículo 1.
“50) Intercálase, entre el artículo 88 y el Título Final, el siguiente Título VI nuevo:
“TÍTULO VI
De los establecimientos de educación parvularia financiados
con aportes regulares del Estado.
Artículo 88 A.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º de esta ley en establecimientos que impartan educación parvularia y que son financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento. El establecimiento donde se desempeñan deberá, además, encontrarse reconocido oficialmente por el Estado”.”
VOTACIÓN

Sometido a votación el inciso primero del artículo 88 A, contenido en el numeral 50), es rechazado por el voto en contra de la mayoría de los diputados presentes señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Ricardo Rincón; Pablo Lorenzini; Alejandro Santana y Ernesto Silva. Votaron a favor los diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz y Marcelo Schilling.
27. Artículos 3 al 9.

“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación:

1) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:
	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. Incluye Incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en

U.S.E.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,26752
	0,17955
	2,44707

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,26752
	0,17955
	2,44707

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,98327
	0,17997
	2,16324

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,13810
	0,19546
	2,33356

	Educación Especial Diferencial
	6,29420
	0,59727
	6,89147

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,29995
	0,59727
	5,89722

	Educación Media Humanístico Científica
	2,37660
	0,21818
	2,59478

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,43652
	0,32402
	3,76054

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,72000
	0,25252
	2,97252

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,45803
	0,22634
	2,68437

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,46473
	0,13317
	1,59790

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,88805
	0,13317
	2,02122

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,09972
	0,13317
	2,23289

	Educación Media Humanístico - Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,27270
	0,18363
	2,45633

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,53888
	0,18363
	2,72251

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,07123
	0,18363
	3,25486

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,31520
	0,18363
	2,49883

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,40021
	0,18363
	2,58384

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel, y Tercer Nivel)
	2,27270
	0,18363
	2,45633


b) Sustitúyese el inciso noveno por el siguiente:

“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:
	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E.

Incluye Incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en

U.S.E.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,69376
	0,24655
	2,94031

	Educación Media Humanístico - Científica
	3,19191
	0,29481
	3,48672

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,24481
	0,40013
	4,64494

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,35987
	0,31177
	3,67164

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,19191
	0,29481
	3,48672


c) Reemplázanse, en el inciso undécimo, los guarismos “7,39674” por “7,89436”; “8,14665” por “8,64427”; “6,33267” por “6,67119”, y “7,08258” por “7,42110”.

2) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso cuarto los guarismos “55,32110” por “55,76914” y “60,50430” por “60,95234”.

b) Reemplázase en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “68,94283” y “74,91951” por “75,36755”.

3) Derógase el artículo 41.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410:

1) Derógase el artículo 8°. 

2) Derógase el artículo 10. 

3) Derógase el artículo 11. 

4) Modifícase el artículo 12, remplazando la expresión “los artículos 7° a 11” por la expresión “los artículos 7° y 9°”.

5) Derógase el artículo 13.

6) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero: “los beneficios establecidos en los artículos 7° a 11”, por lo siguiente: “lo establecido en el artículo 7° y 9°”.

b) Deróganse los incisos segundo y tercero.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.598:

1) Derógase el artículo 1°.

2) Derógase el artículo 2°.

3) Reemplázase en el inciso primero del artículo 8° la frase “al pago de los siguientes beneficios: bonificación proporcional, bono extraordinario y planilla complementaria, establecido en los artículos 8º, 9º y 10 de la ley Nº 19.410; en la ley N° 19.504, y en este cuerpo legal.” por la siguiente “al pago de la planilla complementaria.”.

4) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la referencia a los artículos “1° al 4°” por “3° y 4°”.

b) Elimínase del inciso cuarto la expresión “de la bonificación proporcional, del bono extraordinario y”. 

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.715:

1) Derógase el Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.

2) Reemplázase el inciso primero del artículo 8° por el siguiente, nuevo:

“Artículo 8°.- Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2001 y de la planilla complementaria, cuando corresponda.”.

3) Modifícase el artículo 10 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la referencia a los artículos “1° al 4°” por “3° y 4°”.

b) Elimínase en el inciso final la expresión “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.

4) Reemplázase la denominación del Título IX “De la Asignación de Excelencia Pedagógica y de la Red de Maestros” por “De la Red de Maestros”.

5) Deróganse los artículos 14 y 15.

6) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese el numeral 1), por el siguiente:
“1) Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente;”.

b) Remplázase, en el numeral 2), la palabra “Participar” por “Inscribirse”.

c) Elimínase, en el numeral 2, la frase “, habiendo oído a entidades relevantes y organismos representativos directamente vinculados al quehacer educacional. En él se evaluarán las competencias, desempeño y logros profesionales de los docentes, mediante instrumentos idóneos que se desarrollarán con dicho propósito”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.933:

1) Derógase el Capítulo I del Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.

2) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2004; así como de los incrementos del valor hora para los años 2005 y 2006 dispuestos en el artículo 10 de esta ley y, cuando corresponda, planilla complementaria.”.

b) Derógase el inciso tercero.

3) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “1°, 2°,”.

b) Suprímese, en el inciso final, la siguiente frase “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.

4) Deróganse los artículos 17 y 17 bis.

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio de Educación:

1) Deróganse los Títulos I al VI.

2) Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “selección” por “inscripción”.

b) Reemplázase la frase “con los requisitos contenidos en el párrafo siguiente” por “los requisitos establecidos en el artículo siguiente.

3) Modifícase el artículo 31 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “selección” por “inscripción”.

b) Reemplázanse, los numerales 1 y 2 del inciso segundo por los siguientes:

“1.- Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

2.- Participar en un mecanismo voluntario de inscripción para integrarse a la Red.”.

4) Deróganse los artículos 32 y 33.

5) Sustitúyese en el artículo 34 la frase “declarar la integración de los postulantes seleccionados a” por “elaborar y publicar la nómina de los nuevos profesionales de la educación que pasan a integrar”.

6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 35 la frase “acreditación para percibir la asignación de excelencia pedagógica” por “reconocimiento en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.

7) Sustitúyese, en la parte final del inciso segundo del artículo 38, la frase “para lo cual considerará las siguientes variables: número de docentes de aula por Región, número de docentes con derecho a percibir la Asignación de Excelencia Pedagógica; y, número de horas docentes por Región” por “según el número de docentes de aula y la proporción de alumnos prioritarios, ambos por región”.

8) Sustitúyese en el numeral 1) del artículo 51 la expresión “selección” por “inscripción”.

Artículo 9°.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2012, del Ministerio de Educación”.”
VOTACIÓN
Sometidos a votación los artículos 3 al 9, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
28. Artículo 10.

“Artículo 10.- Se podrán acoger a la bonificación por retiro voluntario establecida para los profesionales de la educación en la ley N° 20.822, todos aquellos que cumpliendo los demás requisitos establecidos en dicha ley, cumplan sesenta años en el caso de las mujeres y sesenta y cinco años en el caso de los hombres, entre el 1 de enero de 2016 y el 31 de diciembre de 2016 y así sucesivamente cada año siguiente hasta el 2026.

Dichos profesionales deberán, a más tardar al 30 de junio de cada año, formalizar su renuncia por escrito y en carácter de irrevocable, ante el sostenedor, la que se hará efectiva al término del respectivo año lectivo.”.

Indicación del Ejecutivo: 

AL ARTÍCULO 10

7) Para eliminarlo”
El señor Sergio Granados (Director de Presupuestos), hace presente que los artículos 10 y 11, introducidos mediante indicaciones inadmisibles, establecen bonificaciones por retiro involuntario, respecto a lo cual acogió una presentación del diputado señor Monsalve, suscrita por otros diputados, comprometiéndose a estudiar el tema.

El señor Melero pregunta si el Ejecutivo contempla acoger la petición de dicha carta en algún momento del proceso legislativo.

El señor Núñez expresa no concordar con la práctica de salirse del marco constitucional para introducir este tipo de iniciativas, razón por la cual considera que este acuerdo es un paso importante.

El señor Ortiz sostiene que se trató de indicaciones totalmente inadmisibles originadas en un acuerdo circunstancial.

El señor Rincón considera una buena noticia lo del acuerdo y hace presente que el artículo 11 tuvo su origen en una indicación patrocinada por la oposición.

El señor Bellolio considera que la carrera docente debe tener una salida, de allí que se aprobaron estos artículos.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) opina que es bueno poner en el debate el tema del incentivo al retiro en la educación pero no por la vía de hacer válidas situaciones que no lo son, aprovechándose de la ambigüedad del sistema.

El señor Melero considera que hay precedentes de entrega de incentivos al retiro por gremios como en el caso de la salud.

El señor Sergio Granados (Director de Presupuestos), manifiesta que se estudia extender la ley de incentivo al retiro vigente hasta el año 2018. En relación a lo señalado por el señor Melero recuerda que la práctica de los diferentes gobiernos ha sido de negociaciones por gremios y sostiene que dentro de este año se hará la propuesta respectiva.
VOTACIÓN

Sometida a votación la indicación del Ejecutivo al artículo 10, es aprobada por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Pablo Lorenzini y Ricardo Rincón. Se elimina la disposición. 
29. Artículo 11.

“Artículo 11.- La bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.822 podrá ser percibida por todos los profesionales de la educación a quienes se les aplique el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, los profesionales de la educación que quieran solicitar el beneficio, deberán haber cumplido sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y hacer efectiva su renuncia voluntaria e irrevocable, respecto del total de horas que sirven en establecimientos educacionales municipales, particulares subvencionados y aquellos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, de la forma en que se establece en la ley N° 20.822.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministerio de Hacienda, regulará las materias contenidas en este artículo.”.

Indicación del Ejecutivo:
“AL ARTÍCULO 11
8) Para eliminarlo”
VOTACIÓN

Sometida a votación la indicación del Ejecutivo al artículo 11, es aprobada por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. Se abstuvieron de votar los diputados señores Ricardo Rincón; Felipe De Mussy; Alejandro Santana y Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya). Se elimina la disposición. 
30. Artículo 12

“Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.”.
Indicación Parlamentaria: 

Del señor Lorenzini, al artículo 12, para agregar a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.) la siguiente frase “En lo que faltare se financiará con cargo al Tesoro Público.”.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) procede a declarar inadmisible la indicación de conformidad con el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo 12, es aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva.
31. Disposiciones transitorias. Artículos segundo, tercero, cuarto, quinto y séptimo.

“Artículo segundo.- La disminución de horas lectivas de la función docente establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, entrará en vigencia el año escolar de 2018. El año escolar de 2016, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas, no podrá exceder de 30 horas 45 minutos, excluidos los recreos. Para el caso de los establecimientos que funcionen en Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80, para una jornada de 44 horas, no podrán exceder de 30 horas 45 minutos, excluidos los recreos.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, podrá disminuirse a 27 horas y 45 minutos, siempre que se cumplan de manera copulativa los siguientes requisitos:

1) El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente, debe ser en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2) El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de U.S.E.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, a partir del año 2020. Para ello utilizará las estadísticas de crecimiento de Producto Interno Bruto publicadas por el Banco Central y las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, y publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, expresados en Unidades de Subvención Escolar de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso primero, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley enviada en el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 27 horas, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:

1) El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente, debe ser en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2) El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,6 millones de USE.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos al 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso cuarto. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso cuarto, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley enviada en el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 26 horas y 15 minutos, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:

1) El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente, debe ser en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.

2) El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el pe-
ríodo comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de U.S.E.

El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso séptimo. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.

En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso séptimo, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.

Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo establecido en la letra e) del artículo 6° de la ley 
N° 20.248, a partir del año 2019 y hasta la entrada en vigencia de la ley que se dicte en virtud de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo anterior, en los establecimientos educacionales que tengan una concentración de alumnos prioritarios igual o superior al 80%, los sostenedores deberán disponer para los profesionales de la educación que se desempeñen en los niveles 1°, 2°, 3° o 4° año de Educación Básica, una jornada semanal docente de un máximo de 26 horas 15 minutos, excluidos los recreos, destinadas a la docencia de aula, para una designación o contrato por 44 horas, o la proporción que corresponda. 

Lo dispuesto en el inciso anterior, podrá financiarse con hasta un 50% de los recursos establecidos en la ley N° 20.248 que perciba el establecimiento educacional. En todo caso, este financiamiento no podrá superar la diferencia de horas no lectivas que se produzca entre la jornada semanal establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación y la dispuesta en este artículo. Lo prevenido en el presente inciso deberá quedar establecido en los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que suscriban los sostenedores, de acuerdo al artículo 7° de la ley N° 20.248.

La Superintendencia de Educación podrá eximir a los sostenedores de la obligación señalada en el inciso segundo, por razones fundadas, tales como tratarse de un establecimiento educacional uni, bi o tri docente u otras condiciones en que no sea factible cumplir con dicha obligación. Con todo, en estos casos, los sostenedores estarán obligados a utilizar los recursos establecidos en el inciso anterior para disminuir las horas destinadas a la docencia de aula de los profesionales de la educación indicados en el inciso primero, en la medida que dichos recursos lo permitan.

Artículo quinto.- Los profesionales de la educación que les falten diez o menos años para la edad legal de jubilación podrán optar por no regirse por las normas del Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. En este caso, mantendrán su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público.

Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, y que percibió el profesional de la educación en el mes inmediatamente anterior a aquel en que los profesionales de la educación del establecimiento educacional en que se desempeña pasen a regirse por el señalado Título III. 

Los sostenedores de establecimientos educacionales cuyos profesionales deban regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán contratar a los profesionales de la educación que en virtud de lo establecido en el inciso primero hayan optado por no regirse por dicho título, sin que sea aplicable respecto de ellos lo dispuesto en el artículo 19 V. Asimismo, estos profesionales tendrán derecho a seguir percibiendo la asignación de antigüedad establecida en el artículo 48 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, sin que sea aplicable lo dispuesto en el numeral 26 del artículo 1° de esta ley.

Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, será aplicable a los profesionales del sector municipal el sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo séptimo.-. Las derogaciones y modificaciones a las asignaciones y demás beneficios pecuniarios establecidos en los numerales 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36 b), 37, 38, 46 y 47 del artículo 1°; artículo 4°; artículo 5°; numerales 1, 2, y 3 del artículo 6°; y numerales 1, 2 y 3 del artículo 7°, todos de esta ley, no se aplicarán a aquellos profesionales de la educación que no se rijan por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 54 y en el inciso final del artículo 63, ambos del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, introducidos por esta ley, así como lo establecido en el numeral 36 literal c) del artículo primero de esta ley, regirán desde la entrada en vigencia de la presente ley.

Los profesionales de la educación que hayan accedido a algún tramo del desarrollo profesional docente y sean beneficiarios de las asignaciones señaladas en el párrafo VI del Título IV o las reguladas en el artículo 84 y 85 del Título V del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no tendrán derecho a ellas en las relaciones laborales con sostenedores que no deban dar aplicación a lo señalado en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, debiendo regirse por lo señalado en el inciso primero.

Por su parte, la asignación por desempeño en condiciones difíciles será incompatible con la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. De este modo, el profesional de la educación tendrá derecho a la de mayor monto, mientras tenga derecho a percibir ambas, a menos que opte expresamente por lo contrario.”.

VOTACIÓN

Sometidas a votación las disposiciones transitorias recién transcritas, son aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
32. Disposiciones transitorias. Artículo octavo.

“Artículo octavo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los profesionales de la educación que sean beneficiarios de las siguientes asignaciones, las continuarán percibiendo, en los términos establecidos en las leyes que las regulan:

a) La asignación variable por desempeño individual, establecida en el artículo 17 de la ley N° 19.933.

b) La asignación de excelencia pedagógica, establecida en el decreto con fuerza de ley 
N° 2, de 2012, del Ministerio de Educación.

Estas asignaciones se percibirán hasta el término del respectivo plazo por el cual fueron concebidas, en conformidad a sus propias leyes, y no se considerarán para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, que se establecen en los artículos vigésimo y trigésimo quinto transitorios.

Dichas asignaciones serán incompatibles con la asignación por tramo de desarrollo profesional establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. De este modo, el profesional de la educación que tendrá derecho a asignación por tramo del desarrollo profesional o a la suma de las asignaciones señaladas en el inciso primero de este artículo, según lo que resulte de mayor monto, mientras tenga derecho a percibirlas, a menos que opte expresamente por lo contrario.

Tampoco serán consideradas para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, la bonificación de excelencia que le corresponda percibir, al respectivo profesional de la educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 17 de la ley N° 19.410, y la asignación por desempeño en condiciones difíciles.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo octavo transitorio, es aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
33. Disposiciones transitorias. Artículos noveno, décimo y undécimo.

“Artículo noveno.- Los profesionales de la educación que a la entrada en vigencia de la presente ley sean parte de dotaciones de establecimientos educacionales del sector municipal serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente establecidos en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.

Artículo décimo.- La asignación a los tramos del desarrollo profesional docente se hará de conformidad a los años de experiencia profesional y los resultados obtenidos en el instrumento portafolio del sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y su reglamento o en el instrumento portafolio establecido en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2012, del Ministerio de Educación, según corresponda. 

Sin perjuicio de lo anterior, el profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N° 19.933, podrá optar por ser asignado al tramo del Sistema de Desarrollo Profesional Docente que corresponda de acuerdo a los resultados obtenidos en el instrumento portafolio, sus años de ejercicio profesional y el instrumento prueba, de conformidad a lo establecido en el artículo decimocuarto transitorio.

Asimismo, el profesional de la educación que tenga resultados vigentes en la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N° 19.933, podrá optar por utilizar estos resultados en el primer proceso de reconocimiento profesional que realice conforme al Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en reemplazo de los resultados que haya obtenido en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, establecido en el literal b) del artículo 19 K del referido título.

Artículo undécimo.- Se considerarán los resultados obtenidos en la última aplicación, para los efectos de lo establecido en el artículo anterior, desde la entrada en vigencia de esta ley, de los instrumentos de evaluación señalados en dicha disposición. 

En el caso que el profesional de la educación haya rendido ambos instrumentos portafolio de los señalados en el inciso primero del artículo anterior y que, conforme al inciso anterior, ninguno de ellos pueda considerarse la última aplicación, para efectos de la asignación de tramo que tratan las disposiciones transitorias siguientes, se considerará el instrumento con el mejor resultado.

Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales de la educación que durante el año 2015 rindan la evaluación docente establecida en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán optar por utilizar los resultados del instrumento portafolio del proceso de evaluación docente inmediatamente anterior.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos noveno, décimo y undécimo transitorios, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
34. Disposiciones transitorias. Artículos duodécimo y decimotercero.

“Artículo duodécimo.- Los profesionales de la educación podrán acceder a los siguientes tramos del desarrollo profesional docente, según los resultados obtenidos en el instrumento portafolio señalado en el inciso primero del artículo undécimo transitorio de la presente ley, de conformidad a lo siguiente:

a) Quienes hayan obtenido un resultado “A”, serán asignados al tramo profesional avanzado.

b) Quienes hayan obtenido un resultado “B”, “C” y “D” serán asignados al tramo profesional temprano.

c) Quienes hayan obtenido un resultado “E”, serán asignados al tramo profesional inicial.

Artículo decimotercero.- El profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios, para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N° 19.933, y haya optado por ser asignado a un tramo según lo establecido en el inciso final del artículo décimo transitorio, será asignado a un tramo de desarrollo profesional de conformidad al siguiente cuadro:

	Resultado Instrumento Portafolio 
	Resultado Prueba de Conocimientos Disciplinarios

ADVI o AEP

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado

	B
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano

	C
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	D
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	E
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial 


El señor Bellolio considera que siempre existe una tensión con las mayores exigencias por las consecuencias que trae reprobar.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) observa que según los resultados obtenidos en el instrumento portafolio, el que obtiene un resultado “D” será asignado al tramo profesional “temprano”, en circunstancias que la regla general es que el que obtiene esta calificación pueda quedar en “avanzado”.

El señor Bellolio observa que dando otra prueba podría quedar en el tramo avanzado.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos duodécimo y decimotercero transitorios, son aprobados por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Alejandro Santana y Ernesto Silva.
35. Disposiciones transitorias. Artículos decimocuarto al decimoséptimo.

“Artículo decimocuarto.- Con todo, para poder ser asignado a un tramo del Sistema de Reconocimiento al Desarrollo Profesional Docente, conforme los resultados obtenidos en los instrumentos de evaluación, de conformidad a lo establecido en los artículos duodécimo y decimotercero transitorios de la presente ley, se deberá contar, a lo menos, con los siguientes años de experiencia profesional:

Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional temprano o profesional avanzado aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con 4 años de experiencia profesional docente.

Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto I aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con 8 años de experiencia profesional docente.

Por último, podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto II aquellos profesionales que cuenten, a lo menos, con 12 años de experiencia profesional docente.

Aquellos profesionales de la educación que, de conformidad a los artículos duodécimo y decimotercero anteriores, debiesen acceder a un tramo mayor al correspondiente por sus años experiencia profesional, serán asignados al tramo más alto que corresponda a su experiencia profesional.

No se requerirá contar el requisito de experiencia profesional previa para ser asignado al tramo profesional inicial.

Artículo decimoquinto.- Aquellos profesionales de la educación que, de conformidad con los artículos anteriores, no puedan ser asignados a ningún tramo del desarrollo profesional docente serán asignados al tramo profesional inicial.

Sin perjuicio de lo anterior, dichos profesionales podrán acceder al tramo que corresponda, una vez rendidos los instrumentos para el reconocimiento profesional respectivo, de conformidad a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo decimosexto.- Los profesionales de la educación que se desempeñen como Director de establecimientos educacionales o como Jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal serán asignados al tramo profesional avanzado, y, para efectos de la percepción de la asignación de tramo establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten.

Sin perjuicio de lo anterior, los Directores o Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal cuyos resultados en los instrumentos de evaluación, indicados en el artículo décimo transitorio, y experiencia profesional les permitan ser asignados a un tramo más alto que el profesional avanzado, serán asignados al tramo que les corresponda de acuerdo a sus resultados.

Con todo, quienes se desempeñen como Director o Jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal y no sean profesionales de la educación, no serán asignados o asimilados a un tramo y seguirán percibiendo su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público. Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, la que se determinará a la fecha en que debiesen pasar a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, si fuesen profesionales de la educación.

En el caso de los directivos de establecimientos educacionales y Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal que cesen en el cargo, se regirán por lo dispuesto en el artículo 34 K del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo decimoséptimo.- Antes del 31 de julio de 2016 la Subsecretaría de Educación, a través del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, dictará una resolución en donde señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a los profesionales de la educación establecidos en el artículo octavo transitorio de la presente ley, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio de 2017.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos transitorios recién transcritos, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
36. Artículo decimoctavo transitorio. 

“Artículo decimoctavo.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme lo establecido en el artículo 18 B del nuevo título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción desde el año escolar 2017.

Para los efectos de lo establecido en el inciso anterior y hasta el inicio del año escolar 2020 el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes. 

El Centro, en virtud de la información que reciba, previa revisión del cumplimiento de los requisitos legales, y conforme los criterios de prioridad establecidos en el inciso cuarto, asignará los cupos de los procesos de inducción que ofrezca.

El número de cupos para docentes principiantes en proceso de inducción será fijado anualmente en la respectiva Ley de Presupuestos y serán asignados, en el orden establecido a continuación, a los docentes principiantes que cumplan con lo establecido en el artículo 18 C del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo a los siguientes criterios:

a) Concentración de alumnos prioritarios en el respectivo establecimiento, privilegiando al que se desempeñe en los de mayor concentración, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 50 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

b) Nivel de rendimiento del respectivo establecimiento según el sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley N° 20.529, priorizando a los que trabajen en los de más bajo desempeño.

c) Número de horas del respectivo contrato, priorizando a los de mayor número.

Una vez finalizado el proceso de postulación, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la que se indiquen los postulantes seleccionados, conjuntamente con el docente mentor que lo acompañará y apoyará en su respectivo proceso de inducción. 

Los profesionales de la educación del sector municipal que cumplan con los requisitos establecidos en los literales a), c) y e) del artículo 18 K, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2017, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 J del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo decimoctavo transitorio, es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
37. Disposiciones transitorias. Artículos decimonoveno al vigésimo segundo.

“Artículo decimonoveno.- La entrada en vigencia de la presente ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que ingresen al desarrollo profesional docente por la aplicación de las disposiciones transitorias del presente párrafo.

En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al desarrollo profesional docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, la diferencia deberá ser pagada mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla será imponible y tributable, de conformidad a la ley.

Para efectos del cálculo de la remuneración promedio, se entenderá por remuneración la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de la planilla, de conformidad al artículo octavo transitorio.

Artículo vigésimo.- En los concursos y nombramientos que se efectúen hasta el 31 de julio de 2017 para proveer vacantes de directores o funciones directivas de exclusiva confianza de éstos, según corresponda, no será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 

A los profesionales de la educación que, al 31 de julio de 2017, se desempeñen en las funciones señaladas en el inciso anterior, no les será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, únicamente hasta el cese de sus funciones o el término del período de su nombramiento, según corresponda, sin perjuicio de lo señalado en el artículo decimosexto transitorio.

Artículo vigésimo primero.- Lo establecido en el numeral 25) del artículo 1° de la presente ley regirá a partir del 31 de julio de 2017.
Párrafo 3°

Transición para los profesionales que se desempeñan en el sector particular
subvencionado y establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980
Artículo vigésimo segundo.- Los profesionales de la educación que, a la entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen en establecimientos educacionales particulares subvencionados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación o en establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, seguirán rigiéndose por una relación laboral de derecho privado, sin perjuicio que les resultará aplicable el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en el presente párrafo.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos transitorios recién transcritos, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
38. Disposiciones transitorias. Artículo vigésimo tercero al vigésimo octavo.

“Artículo vigésimo tercero.- La aplicación del Título III de decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los profesionales señalados en el artículo anterior será gradual, en un proceso dividido en dos etapas, la primera de carácter voluntaria para los sostenedores o administradores de los establecimientos en que aquellos se desempeñen, conforme los cupos de docentes que se dispongan para ello; y la segunda de carácter obligatoria para los restantes sostenedores o administradores señalados en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Lo dispuesto en el Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, les será aplicable una vez que comiencen a regirse por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.

Artículo vigésimo cuarto.- La primera etapa comenzará el año 2018 y finalizará el año 2025, y en ella será voluntaria la adscripción de los sostenedores o administradores al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de sus respectivos profesionales de la educación, pudiendo optar, para estos efectos, con todos los docentes de su dependencia, a los cupos de docentes que anualmente disponga el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas de conformidad al artículo siguiente.

Artículo vigésimo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Educación disponer anualmente, durante el período señalado en el artículo anterior, el número total de cupos para profesionales de la educación que ingresarán al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Dichos cupos serán determinados según disponibilidad presupuestaria, por medio de una resolución que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

Con todo, los cupos corresponderán a lo menos a un séptimo de los profesionales de la educación regidos por este párrafo y se establecerán mediante una resolución de la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, que deberá publicarse antes del mes de julio del año anterior al que se dispondrán.

Artículo vigésimo sexto.- Los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales cuyos profesionales se rijan por el presente párrafo podrán postular a los cupos disponibles de docentes, mediante una solicitud escrita, que deberá ser presentada antes del último día hábil del mes de agosto del año anterior al que desean someter a dichos profesionales, a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo vigésimo séptimo.- En el caso que postulen sostenedores o administradores con un mayor número de profesionales de la educación que cupos disponibles, el Centro deberá asignar dichos cupos a aquellos cuyos establecimientos educacionales cuenten con un mayor porcentaje de alumnos prioritarios de conformidad a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, hasta que, con los establecimientos asignados, se completen los cupos de docentes disponibles. 

Con todo, se entenderá, para todos los efectos legales, que postulan a los cupos del año siguiente aquellos sostenedores o administradores que, habiendo postulado oportunamente y en la forma legal, no se adjudiquen cupos para aplicar a todos sus profesionales de la educación el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y así sucesivamente.

Para estos efectos, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, deberá dictar una resolución antes del 31 de diciembre del año de las respectivas postulaciones, adjudicando los cupos de docentes que haya dispuesto para esa ocasión.

Artículo vigésimo octavo.- Los profesionales de la educación dependientes de establecimientos educacionales de sostenedores adjudicatarios de los cupos señalados en el artículo anterior, serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a los artículos décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto y decimoquinto transitorios anteriores, según corresponda.

Para estos efectos, antes del 31 de marzo del año siguiente a la postulación, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a dichos profesionales de la educación, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio del año siguiente a la postulación.”.
VOTACIÓN
Sometidos a votación los artículos transitorios recién transcritos, son aprobados por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
39. Disposiciones transitorias. Artículos vigésimo noveno y trigésimo.

“Artículo vigésimo noveno.- Los profesionales de la educación dependientes de sostenedores o administradores regidos por el presente párrafo que no hayan pasado a regirse por Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud del mecanismo voluntario de ingreso establecido en el artículo vigésimo quinto transitorio, lo harán en forma obligatoria desde el mes de julio de 2026.

Para la aplicación de lo establecido en el inciso anterior, se aplicará la asignación de tramos del desarrollo profesional docente establecida en el artículo vigésimo octavo transitorio.

Artículo trigésimo.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución antes del mes diciembre del año anterior en que rijan a los profesionales de la educación señalados en el artículo anterior las disposiciones del Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, informando a los sostenedores tanto de aquella circunstancia, como de la asignación de tramos que correspondan de conformidad al artículo vigésimo séptimo transitorio.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos vigésimo noveno y trigésimo transitorios, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
40. Artículo trigésimo primero transitorio.

“Artículo trigésimo primero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme lo establecido en el artículo 18 B del Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción a partir del año escolar siguiente al que el establecimiento en que se desempeñe comience a regirse por lo establecido en el Título III, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Para estos efectos el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará hasta el inicio del año escolar 2020 un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes, de acuerdo al artículo décimo octavo transitorio.

Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980, que cumplan con los requisitos establecidos en los literales a) y c) del artículo 18 K, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2025, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 J del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.”.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo trigésimo primero transitorio, es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
41. Disposiciones transitorias. Artículos trigésimo segundo, trigésimo sexto, trigésimo séptimo, trigésimo noveno y cuadragésimo.

“Artículo trigésimo segundo.- El ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en el sector regulado en el presente párrafo. 

En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, la diferencia deberá ser pagada mediante una remuneración complementaria adicional, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a estos profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta remuneración complementaria adicional será imponible y tributable, de conformidad a la ley.

Para los efectos del cálculo de la remuneración a que se refieren los incisos anteriores, se estará a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de esta remuneración de conformidad al artículo quinto transitorio.

En todo caso, los beneficios que se otorguen con posterioridad a la fecha en que los profesionales de la educación comiencen a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud de un instrumento colectivo o de un acuerdo individual entre el profesional y su empleador, serán de costo de este último.

Artículo trigésimo sexto.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación y su reglamento, sean escuelas de educación especial, accederán al proceso de inducción y al Sistema de Desarrollo Profesional establecidos en el Título II y III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los párrafos 2° y 3° transitorio, según corresponda al sector en que ejerzan, sin perjuicio de lo dispuesto en los siguientes artículos.

Artículo trigésimo séptimo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, hasta el término del año escolar 2019, para la habilitación a los tramos del desarrollo profesional docente se considerará únicamente un instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos adecuado a las situaciones de discapacidad de los alumnos que atienden, que elaborará e implementará el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas del Ministerio de Educación.

Artículo trigésimo noveno.- El Centro señalado en el artículo anterior, certificará los conocimientos, debiendo considerar los siguientes parámetros de evaluación de la prueba de conocimientos disciplinarios, de acuerdo a lo siguiente: 

a) Quienes obtengan un resultado D serán asignados al tramo inicial del desarrollo profesional docente.

b) Quienes obtengan un resultado C, serán asignados al tramo temprano.

c) Quienes obtengan un resultado B, serán asignados al tramo avanzado.

d) Quienes obtengan un resultado A (2), serán asignados al tramo superior.

e) Quienes obtengan un resultado A (1), serán asignados al tramo experto del desarrollo profesional docente.

Para estos efectos, se aplicará la siguiente tabla:
	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A (1)

A (2)
	De 3,70 a 4,00 puntos

De 3,38 a 3,69 puntos

	B
	De 2,75 a 3,37 puntos

	C
	De 1,88 a 2,74 puntos

	D
	De 1,00 a 1,87 puntos


El Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas establecerá los criterios técnicos, públicos y objetivos, para la aplicación de lo establecido en el inciso anterior.

Artículo cuadragésimo.- La entrada en vigencia de la presente ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos regulados en el presente párrafo. Para dichos efectos, se estará a lo establecido en los artículos decimonoveno transitorio y vigésimo tercero transitorio, según corresponda.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos transitorios recién transcritos, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
42. Indicaciones del Ejecutivo artículos transitorios cuadragésimo primero y cuadragésimo segundo, nuevos. 
“ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO PRIMERO TRANSITORIO, NUEVO

9) Para intercalar el siguiente artículo cuadragésimo primero transitorio, nuevo adecuándose la numeración correlativa:

“Artículo cuadragésimo primero transitorio.- Lo dispuesto en el Título VI de esta ley se aplicará a los profesionales de la educación regidos por dicho título a contar del año 2020.”.

ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO TRANSITORIO, NUEVO
10) Para intercalar el siguiente artículo cuadragésimo segundo transitorio, nuevo adecuándose la numeración correlativa:

“Artículo cuadragésimo segundo transitorio.- Los profesionales de la educación señalados en el artículo anterior, ingresarán al Sistema de Reconocimiento del Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1997, del Ministerio de Educación, a partir del año 2020, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo cuadragésimo tercero transitorio, lo cual no implicará en caso alguno la disminución de sus remuneraciones.”
VOTACIÓN

Sometidas a votación las indicaciones del Ejecutivo recién transcritas, son aprobadas por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
43. Artículo cuadragésimo primero transitorio.
“Artículo cuadragésimo primero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme lo establecido en el artículo 18 B del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción desde el año escolar 2020, para iniciarlo el año escolar 2021. 

Hasta el inicio del año escolar 2025 podrán inscribirse en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y ser asignados para dirigir procesos de inducción, los profesionales de la educación regidos por el Título VI del mismo cuerpo legal precitado, que cumplan con los requisitos establecidos en los literales a) y c) del artículo 18 J del mismo cuerpo legal.”.

VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo cuadragésimo primero transitorio (que pasa a ser artículo cuadragésimo tercero), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
44. Artículo cuadragésimo tercero transitorio

“Artículo cuadragésimo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro de un año, contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:

1. Adecuar, para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, los procesos de inducción y mentoría contemplados en el título II, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, pudiendo establecer para tal efecto, especialmente: su duración; requisitos que deberán reunir los profesionales para optar a dicho proceso; el sistema de postulación a los cupos del proceso y la forma en que serán asignados; derechos y obligaciones de los participantes; determinar los requisitos para la inscripción en el registro público de mentores que refiere el inciso siguiente; derechos y obligaciones del mentor y causales de término de la mentoría; evaluación de los participantes y mentores del proceso, y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido proceso.

2. Adecuar para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, la aplicación del sistema de reconocimiento de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios contemplado en el título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. En el ejercicio de esta facultad podrá establecer, especialmente: las oportunidades del proceso de reconocimiento y sus efectos; los casos en que el reconocimiento será obligatorio y voluntario; los profesionales que estarán exceptuados de la aplicación del sistema; y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido sistema.

3. Regular la forma en que se aplicará lo establecido en el artículo 19 S del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, para los profesionales que desempeñen funciones pedagógicas referidos en el numeral anterior.

4. Establecer una asignación asociada al desarrollo profesional docente para profesionales, de planta y a contrata, de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, fijando las condiciones para su otorgamiento, entre las cuales se considerará certificaciones de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios; mecanismo para determinar el monto de la asignación, como asimismo su percepción y pago, y cualquier otra disposición necesaria para la adecuada aplicación de la misma. Con todo, cuando esta asignación más las remuneraciones a que tengan derecho los profesionales de planta y contrata antes señalados sea superior a aquella que corresponda a un profesional regido por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo al tramo que le corresponda, del sistema de desarrollo profesional docente, la asignación se ajustará de manera tal que no exceda el limite antes indicado.

5. Modificar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de la planta de personal de profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, pudiéndolos establecer según tipo de función profesional.

6. Establecer las fechas de entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales anteriores, pudiendo fijar gradualidades para su implementación.

Corresponderá al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrar el proceso de inducción y mentoría para los profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en los mismos términos que establece el Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. El Centro llevará un registro público de mentores para los efectos antes señalados. También le corresponderá administrar el sistema de reconocimiento de las competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios de dichos profesionales, debiendo coordinar la implementación de este sistema en los mismos términos establecidos en el artículo cuadragésimo segundo transitorio de esta ley.”.
El señor Lorenzini hace presente que la sesión especial se había fijado hasta las 12.00 horas y que el proyecto en tabla tiene suma urgencia por lo que solicita, haciendo uso del Reglamento, el cierre del debate.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) resuelve de conformidad con el artículo 188 inciso final del Reglamento, cerrar el debate y continuar con la votación hasta total despacho del proyecto.
VOTACIÓN

Sometido a votación el artículo cuadragésimo tercero (que pasa a ser cuadragésimo quinto), es aprobado por la mayoría de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón y Marcelo Schilling. Votaron en contra los diputados señores Felipe De Mussy; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Alejandro Santana y Ernesto Silva.
45. Disposiciones transitorias. Artículos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, quincuagésimo primero y quincuagésimo tercero.

“Artículo cuadragésimo cuarto.- El uso de la facultad delegada por el artículo anterior quedará sujeto a las siguientes restricciones:

1. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de la relación laboral, cese de funciones, o término de servicios.

2. No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Así, tampoco podrá modificar la calidad jurídica del nombramiento ni la asignación por antigüedad del funcionario.
Párrafo 7°

Otras disposiciones transitorias
Artículo cuadragésimo quinto.- Lo dispuesto en el artículo 19 V del decreto fuerza de la ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, le será aplicable a los sostenedores, una vez que rijan para sus profesionales de la educación lo establecido en el Título III del mismo decreto con fuerza de la ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a lo dispuesto en los párrafos II y III de las presentes disposiciones transitorias.

Artículo cuadragésimo sexto.- Lo dispuesto en los numerales 1) y 2) del artículo 3° de esta ley comenzará a regir a partir del inicio del año escolar 2018.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, para el año escolar 2016 y 2017 el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), que establece el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación corresponderá al siguiente:
	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. Incluye Incrementos fijados por leyes N° 19.662, N° 19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en

U.S.E.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,92378
	0,17997
	2,10375

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,07861
	0,19546
	2,27407

	Educación Especial Diferencial
	6,11929
	0,59727
	6,71656

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,18096
	0,59727
	5,77823

	Educación Media Humanístico Científica
	2,31400
	0,21818
	2,53218

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,37392
	0,32402
	3,69794

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,65740
	0,25252
	2,90992

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,39543
	0,22634
	2,62177

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40524
	0,13317
	1,53841

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,82856
	0,13317
	1,96173

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,04023
	0,13317
	2,17340

	Educación Media Humanístico -Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,47628
	0,18363
	2,65991

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,00863
	0,18363
	3,19226

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,25260
	0,18363
	2,43623

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,33761
	0,18363
	2,52124

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel, y Tercer Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373


En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para el año escolar 2016 y 2017 para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:
	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E.

Incluye Incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en

U.S.E.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años


	2,63427
	0,24655
	2,88082

	Educación Media Humanístico - Científica
	3,12931
	0,29481
	3,42412

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,18221
	0,40013
	4,58234

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,29727
	0,31177
	3,60904

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,12931
	0,29481
	3,42412


Del mismo modo, para estos efectos, el año escolar 2016 y 2017 se reemplazarán, en el inciso undécimo del artículo 9°, los siguientes guarismos “7,39674” por “7,71945”; “8,14665” por “8,46936”; “6,33267” por “6,55220”, y “7,08258” por “7,30211”. 

Asimismo, para el año escolar 2016 y 2017 se reemplazarán en el inciso cuarto del artículo 12 los guarismos “55,32110” por “55,61166” y “60,50430” por “60,79486” y en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “68,78535” y “74,91951” por “75,21007”.

Lo establecido en el numeral 3) del artículo 3° de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los sostenedores del sector municipal. En el caso de los sostenedores de los establecimientos del sector particular subvencionado el señalado numeral 3) comenzará a regir cuando se empiece a aplicar a los profesionales de la educación de su dependencia el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.

Artículo cuadragésimo séptimo.- El aporte establecido en el artículo 4° del decreto ley 
N° 3.166, de 1980, se aumentará en el mismo porcentaje y oportunidad en que se aumente la subvención de escolaridad conforme al artículo anterior. Este aumento se otorgará mediante resolución del Ministerio de Educación visada por el Ministerio de Hacienda. 

Para estos efectos, el Ministerio de Educación modificará los respectivos convenios suscritos con las instituciones administradoras, estableciendo el nuevo monto del aporte.

Artículo quincuagésimo primero.- El Ministerio de Educación implementará un programa de fortalecimiento del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, para el adecuado cumplimiento de las funciones que se le entregan en esta ley. Para este efecto se dispondrán recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo quincuagésimo tercero.- Lo dispuesto en los artículos 6°, numeral 6), y 8°, numerales 2) al 8), de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los docentes que se desempeñen en el sector municipal.

Los numerales señalados en el inciso primero comenzarán a regir para los docentes que se desempeñen en el sector particular subvencionado y el regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980, con la gradualidad establecida en el párrafo tercero de las disposiciones transitorias de la presente ley para el ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en la forma que determine un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.”.
VOTACIÓN

Sometidos a votación los artículos transitorios recién transcritos, son aprobados por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Sergio Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Jaime Bellolio (por el señor Javier Macaya); Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling y Ernesto Silva. 
-o-
Se designa como Diputado Informante al señor Patricio Melero.
Tratado y acordado en sesiones de fechas 15 y 16 de septiembre de 2015, con la asistencia de los Diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Daniel Núñez (por el señor Aguiló); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling; Ernesto Silva. Asimismo asistieron los Diputados (as) Yasna Provoste; Camila Vallejo; Cristina Girardi; Juan Enrique Morano; Romilio Gutiérrez; Jaime Bellolio (por el señor Macaya); Mario Venegas; Giorgo Jackson; Luis Rocafull (por el señor Schilling), y Osvaldo Andrade.
Sala de la Comisión, a 28 de septiembre de 2015.
(Fdo.): PATRICIOV ELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
10. Informe de la Comisión de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia calificada de “Suma”, que “Modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento
y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la
libre competencia.” ((boletín N° 9950-03)1
“Honorable Cámara:

La Comisión de Economía, Fomento, MIPYMES, Protección de los Consumidores y Turismo informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, de origen en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, calificado de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Idea matriz o fundamental del proyecto

La idea matriz del proyecto consiste en perfeccionar nuestra institucionalidad de defensa de la libre competencia y dotarla de los más altos estándares que permitan conciliar el legítimo interés de todos los actores que se desempeñan en los mercados, permitiendo que en ellos rija una competencia libre, basada en los méritos y que maximice los beneficios de competidores y consumidores por la vía de prevenir, corregir y sancionar adecuadamente los atentados a la libre competencia. 

En efecto, se introducen cambios en el sistema de defensa de la libre competencia, que permitan disuadir y sancionar a quienes atentan en contra de las bases de la economía de mercado, renunciando a competir.

2.- Normas de carácter orgánico constitucional 

- El numeral 7) del artículo primero del proyecto que modifica el artículo 18 del decreto ley N° 211, de 1973, relativo a las atribuciones y deberes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, conforme al artículo 77 de la Constitución Política;

- El numeral 12) del artículo primero del proyecto que reemplaza el artículo 30 del decreto ley N° 211, de 1973, relativo a las facultades del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, conforme al artículo 77 de la Constitución Política;

- El párrafo 2° de la letra p) incorporada por la letra i) del numeral 16), que modifica el artículo 39 del decreto ley N° 211, de 1973, sobre las atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico, por el cual se incorpora una nueva facultad al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, conforme al artículo 77 de la Constitución Política.

3.- Trámite de Hacienda

Es de competencia de la Comisión de Hacienda el artículo 4° transitorio.

4.- El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los diputados (as) presentes señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín y Van Rysselberghe, don Enrique. 

5.- Artículos o indicaciones rechazadas

- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para intercalar en el inciso primero del artículo 3° bis que agrega el numeral 2) del artículo primero, entre las expresiones “prohibitivas” y “que resulten necesarias”, la locución “contempladas en la presente ley y”.
- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar la letra a) del N° 3 del artículo primero del proyecto.

- La letra b) del numeral 6) del artículo primero del proyecto que señala: En su inciso segundo, reemplázase la expresión “letras c), d) y e)” por la frase “letras c) y d)”.

- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para reemplazar en la letra a), literal i) del numeral 9) del artículo primero la frase “al 30% de las ventas del infractor correspondientes al período durante el cual la infracción se haya prolongado” por “al 30% de las ventas realizadas por el infractor el año anterior relacionadas con la línea de negocios objeto de la infracción, con un tope del 10% de la facturación total de éste durante dicho periodo. En todo caso, a los agentes económicos que no generan ingresos a través de la venta de bienes y servicios, se les podrá aplicar multas de hasta veinte mil unidades tributarias anuales.

- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar al artículo 26 el siguiente inciso final: “Con todo, las multas señaladas en el literal c) del presente artículo no podrán aplicarse, por los mismos hechos, a directores, administradores o a cualquier persona que haya intervenido en la realización del acto respectivo, que sean sancionadas de conformidad a lo prescrito en el artículo 286 bis del Código Penal. En caso de que éstas ya hubieren sido cursadas, quedarán sin efecto. Asimismo, en estos casos las personas naturales mencionadas precedentemente no serán solidariamente responsables del pago de las multas que se impongan a las personas jurídicas relacionadas con la infracción.”.

- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar, en el inciso primero del artículo 31 bis, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “La audiencia pública de la que trata este inciso deberá tener lugar dentro de los 30 días siguientes a la presentación del recurso en cuestión.”.
- Indicación de los diputados señores Chahin y Espejo para agregar en el inciso cuarto del artículo 33, a continuación de la frase “del Ministro de Economía, Fomento o Reconstrucción” la frase “de la Cámara de Diputados o de veinte de sus miembros”, precedida de una coma (,).
- Indicación de los diputados señores Chahin y Núñez, don Daniel, para reemplazar la letra g) del numeral 16) por la siguiente:

“g) Modifícase el literal ñ) de la siguiente forma:

i) Intercálase en su párrafo segundo, entre la frase 'partes comparecientes al acuerdo' y el punto seguido (.), la siguiente frase: 'así como el parecer de quienes tengan interés legítimo y de las asociaciones de consumidores reguladas en el párrafo segundo del Título II de la ley 
N° 19.496.', y

ii) Reemplázase en su párrafo segundo la expresión ', y' por un punto y coma (;).”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar, en la nueva letra p) que se incorpora por el literal h), a continuación de la expresión “de este artículo”, en punto seguido, la locución “En el ejercicio de esta atribución, no serán aplicables las sanciones establecidas en los literales h) y j) mencionadas precedentemente;”.
- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar el literal q) que se agrega al artículo 39 por la letra h).
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para reemplazar la mencionada letra q) por la siguiente: “q) Promover ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la modificación o derogación de los preceptos legales o reglamentarios que estime contrarios a la libre competencia, como también la dictación de preceptos legales o reglamentarios cuando sean necesarios para fomentar la competencia o regular el ejercicio de determinadas actividades económicas que se presten en condiciones no competitivas, para que dicho Tribunal, dentro del ejercicio de sus atribuciones, realice las propuestas que estime al Presidente de la República, a través del Ministro de Estado que corresponda;”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar al artículo 46, a continuación de la expresión “las operaciones de concentración” la frase “realizadas por agentes económicos del mismo sector o de la misma etapa de un proceso de producción,”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar al artículo 47, a continuación de la expresión “dos o más agentes económicos” la locución “, del mismo sector o de la misma etapa de un proceso de producción,”. 
- Indicaciones de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para:

1. Eliminar en el numeral i) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, y las de sus respectivos grupos empresariales”;
2. Eliminar en el numeral ii) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, las de todo su grupo empresarial”, y 

3. Eliminar en el numeral iii) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, las de sus respectivos grupos empresariales”.
- Indicación del Ejecutivo (11, g) para modificar el artículo 55 del nuevo Título IV, del siguiente modo:

i) Reemplázase en el inciso primero la frase “al notificante dentro del mismo plazo establecido para su dictación. Adicionalmente,” por la frase “sin demora al notificante. Adicionalmente, luego de comunicada la resolución al notificante,”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para eliminar el artículo 285 del Código Penal.
- Indicación de los diputados señor Poblete y señora Fernández para reemplazar, en el nuevo artículo 286 bis, la expresión “reclusión mayor en su grado mínimo” por la expresión “reclusión mayor en su grado medio”.
- Indicación de los diputados señores Chahin y Espejo, para reemplazar, en el artículo 286 bis propuesto, la expresión “reclusión mayor en su grado mínimo” por la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar en el nuevo artículo 286 bis, entre las frases “competidores entre sí,” y “persiguiendo cualquiera”, la siguiente frase: “y que afecten la libre competencia en el mercado relevante”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar el siguiente inciso final al artículo 286 bis: “Quedarán sin efecto las multas que se hubieren aplicado o la responsabilidad solidaria que se hubiere hecho efectiva de conformidad a lo establecido en el artículo 26 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, a aquellas personas que, por los mismos hechos, sean sancionadas de acuerdo al presente artículo.”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar en el artículo 286 ter, a continuación del punto seguido, la oración “Asimismo, al segundo que haya aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica y accedido así a los beneficios establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis del Decreto con Fuera de Ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, se le reducirá la pena en un grado.”.
- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para realizar las siguientes modificaciones al artículo 286 quáter del Código Penal.

a) En el inciso primero, para agregar entre las frases “sólo podrán ser iniciadas” y “por querella”, la voz “discrecionalmente”, entre comas (,). 

b) En el inciso primero, para agregar a continuación del punto seguido, que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “una vez que se encuentre ejecutoriada la sentencia condenatoria del Tribunal de la Libre Competencia por la infracción del artículo 26 letra a), del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.

c) Para suprimir los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.

d) Para agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor: 

“El término de la prescripción de la acción penal de este delito se interrum​pirá desde el requerimiento del Fiscal Nacional Económico o la presentación de la demanda de algún particular ante el Tribunal de la Libre Competencia, respecto de alguna de las infracciones contempladas en el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.”.
- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para modificar el artículo 286 quáter de la siguiente manera:

1) Para sustituir en su inciso segundo la palabra “Si” por “Sólo en caso que”.
2) Para reemplazar en su inciso segundo la expresión “pudiesen ser” por “hubiesen sido, mediante sentencia firme y ejecutoriada,”.

3) Para eliminar en su inciso segundo la locución “, discrecionalmente,”.

4) Para suprimir en su inciso segundo la frase “querella y/o presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia”.

5) Para sustituir en su inciso tercero la palabra “iniciado” por “terminado el”.

6) Para reemplazar en su inciso tercero la expresión “no será impedimento” por “será requisito necesario”.

7) Para agregar el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto y así sucesivamente: 

“El requerimiento por parte de la Fiscalía Nacional Económica ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, debidamente notificado, suspenderá el tiempo de la prescripción de la acción penal originada por los hechos a que se refiere el artículo 286 bis.”.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles
- Indicación de los diputados señores Chahin y Espejo para incorporar el siguiente artículo 48 bis: “Artículo 48 bis.- Mediante oficio al Servicio Nacional del Consumidor, la Fiscalía Nacional Económica notificará operaciones de concentración, sin importar el tamaño de éstas, que se consideren potencialmente dañinas para los consumidores.”.
- Indicación del diputado señor Núñez, don Daniel, para agregar el siguiente inciso tercero, al artículo 55 propuesto:

“Las asociaciones de consumidores con representación nacional y que tengan una vigencia de tres años, a lo menos, podrán presentar operaciones de concentración para que sean investigadas por la Fiscalía Nacional Económica. Para tales efectos, dicho organismo deberá elaborar un reglamento que regule la participación de las organizaciones de consumidores.”.

7.- Se designó diputada informante a la señora FERNÁNDEZ, doña MAYA.

Asistieron a la Comisión, especialmente invitados los señores (as):

1) Luis Felipe Céspedes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo; 

2) Jorge Grunberg, Asesor Ministerio de Economía;

3) Felipe Irarrázabal, Fiscal Nacional Económico;

4) María Elina Cruz, Directora del Centro de la Libre Competencia, Pontificia Universidad Católica;

5) Aldo González, Profesor de Economía de la Universidad de Chile;

6) Susana Jiménez, representante del Instituto Libertad y Desarrollo;

7) Tomás Menchaca, Presidente del Tribunal de de Defensa de la Libre Competencia;

8) Francisco Agüero, Director del Centro de Regulación y Competencia de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile

9) Juan Pablo Montero, Economista de la Pontificia Universidad Católica;

10) Nicole Nehme, Especialista en materias de competencia del Centro de Estudios Espacio Público;

11) Juan Pablo Hermosilla, Profesor de Derecho Penal de la UDP;

12) Juan Pablo Mañalich, Profesor de Derecho Penal de la Universidad de Chile

13) Claudio Agostini, Profesor de Economía de la Universidad Adolfo Ibáñez; 

14) Francisco Rosende, Economista de la Pontificia Universidad Católica de Chile;

15) José Padró, Vicepresidente de Confedetur;

16) Oscar Bruna, Director Nacional de Conapyme;

17) Claudio Rodríguez, Director Nacional de Conapyme;

18) Fernando Alvear, Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC);

19) Julio Pellegrini, Presidente de la Comisión de Libre Competencia del Colegio de Abogados, y

20) Hernán Calderón, Presidente de Conadecus.

II. ANTECEDENTES

Entre los fundamentos de la iniciativa, el mensaje destaca el hecho de que transcurridos más de 55 años de la entrada en vigencia de la primera ley de defensa de la libre competencia, contenida en el Título V de la ley N° 13.305, de 1959, nuestro país ha implementado avances sustantivos en materia de promoción y defensa de la libre competencia en los mercados. En la historia reciente, cabe destacar especialmente las modificaciones introducidas por la ley N° 19.911, de 2003, y la ley N° 20.361, de 2009. La primera, creó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC), dando forma a una institucionalidad que a lo largo de una década de funcionamiento ha dado muestras importantes de profesionalismo y seriedad en la aplicación de la ley. La segunda, incorporó a nuestra legislación la delación compensada, herramienta que las jurisdicciones más avanzadas contemplan en el combate a la colusión -conducta que produce los efectos más graves en contra de la libre competencia y los consumidores-; el alza en el tope máximo de las multas hasta un monto de 30.000 unidades tributarias anuales (UTA) y, en especial, las facultades de investigación que dicha ley le confirió a la Fiscalía Nacional Económica (FNE).

La defensa de la libre competencia se considera esencial para el desarrollo de Chile. Ella garantiza la existencia de mercados en los cuales impere una verdadera competencia que permita que las empresas ofrezcan bienes y servicios de mejor calidad, mayor variedad, innovadores y al menor precio posible. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

Las modificaciones del proyecto al sistema de defensa de la libre competencia dicen relación con reformas en materia de colusión relativas al aumento del monto máximo de las multas, para disuadir la comisión de ilícitos anticompetitivos; la prohibición de contratar a cualquier título con órganos de la Administración del Estado; el fortalecimiento de la delación compensada; la eliminación de la exigencia de que el acuerdo o la práctica concertada confieran poder de mercado para sancionar ilícitos de colusión y ajuste del tipo infraccional de colusión a las hipótesis de los denominados “carteles duros”, y la criminalización de la colusión.

1. En materia de colusión
El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción o Ley de Defensa de la Libre Competencia, en su artículo 26 inciso segundo literal c), contempla la aplicación de multas a beneficio fiscal hasta por una suma equivalente a 30.000 UTA (treinta mil unidades tributarias anuales), equivalentes aproximadamente a US $ 25.000.000 (veinticinco millones de dólares de los Estados Unidos de América) a quienes participen en un delito de colusión. 

Dicho tope máximo específico y diferenciado de las demás conductas anticompetitivas, que sólo pueden sancionarse con multas a beneficio fiscal hasta por una suma equivalente a 20.000 UTA (veinte mil unidades tributarias anuales), fue introducido por la ley N° 20.361. 

A fin de asegurar que las multas puedan ser efectivamente disuasorias de conductas anticompetitivas, resulta necesario establecer un límite máximo flexible que permita al Tribunal aplicar una multa superior al beneficio económico obtenido por los infractores y que, para aquellos casos en que resulte sumamente complicado determinar dicho beneficio, se le autorice al Tribunal a fijar las multas basándose en estándares que se han considerado por el derecho comparado y la literatura como una aproximación certera de tales beneficios.

De esta manera, el proyecto propone que el monto máximo de la multa ascienda hasta una suma equivalente al doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción, si es que éste puede ser claramente determinado por el Tribunal o, en caso contrario, al 30% de las ventas del infractor correspondientes al período durante el cual la infracción se haya prolongado.

Estos criterios han sido contemplados en las legislaciones con mayor tradición en materia de libre competencia, tales como la estadounidense y la europea. La primera considera como límite máximo para las multas el doble de la ganancia obtenida por el infractor o el doble de la pérdida causada a las víctimas, y la segunda se refiere a hasta un 30% del valor de las ventas multiplicado por el número de años que haya durado la infracción.

Dada la gravedad de las conductas de colusión, se propone introducir en el literal d) del artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, como una sanción adicional para estos casos, la prohibición de contratar a cualquier título con órganos de la Administración del Estado hasta por el plazo de 5 años contados desde que la sentencia definitiva quede ejecutoriada. De esta manera, quien haya sido parte en un cartel no podrá beneficiarse con recursos públicos.

Se sostiene en el mensaje que la delación compensada es una herramienta esencial en la lucha contra los carteles, que ha resultado muy eficaz en el derecho comparado. 

Tal y como se encuentra consagrada en el artículo 39 bis de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, quien sea parte en una colusión podrá acceder a una exención o reducción de la multa cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.

Para generar los incentivos y la certeza suficiente que permita la desarticulación de carteles es necesario establecer que el espectro de las sanciones respecto de las cuales puede otorgarse una exención o reducción debe ser más amplio que la multa. En consecuencia, se propone que el ejecutor de la conducta que primero aporte antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica pueda acceder a la exención de la disolución establecida en el literal b) del artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia -en el caso de ser una persona jurídica de derecho privado-, de la multa contemplada en el literal c) del artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia y de la prohibición de contratar a cualquier título con órganos de la Administración del Estado regulada en el nuevo literal d) del artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia que el proyecto propone introducir. 

Asimismo, en consideración a la propuesta de criminalización contenida en el Artículo Segundo de este proyecto de ley, también resulta pertinente conferir el beneficio de exención de responsabilidad criminal al primero que aporte antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica. En especial, este último beneficio, limitado a quien primero comparezca ante la Fiscalía, debiera constituirse en un significativo aliciente para que la delación compensada opere de manera eficaz.

Por otra parte, para el resto de los ejecutores de la colusión, se contempla la posibilidad de que accedan a una reducción de la multa y/o de la prohibición de contratar antes referidas. Con el objeto de dotar de mayor flexibilidad a la Fiscalía en el otorgamiento del beneficio de reducción de la multa, se elimina la restricción de que ésta no pueda ser superior al 50% de la mayor multa solicitada para los demás ejecutores de la conducta que no puedan acogerse a los beneficios reglamentados en el artículo 39 bis de la Ley de Defensa de la Libre Competencia.

Finalmente, con el propósito de resguardar la confidencialidad de la solicitud de delación compensada, resulta importante aclarar que ésta no tendrá el carácter de información o hecho esencial para los efectos de la ley N° 18.045 de Mercado de Valores.

El literal a) del inciso segundo del artículo 3º de la Ley de Defensa de la Libre Competencia exige que para sancionar un ilícito de colusión, el acuerdo o la práctica concertada deben conferir poder de mercado a los competidores que participen en él. Si se analiza el derecho comparado, tanto en las jurisdicciones de mayor tradición -tales como Estados Unidos de América, la Comunidad Europea y Canadá -como en otras más nóveles pero también relevantes -tales como Australia, Brasil y México - esta exigencia probatoria resulta inédita.

En el derecho comparado se ha establecido que para el caso de los denominados carteles duros (hardcore cartels), que son aquellas colusiones en que competidores acuerdan fijar precios, limitar la producción, asignarse zonas o cuotas de mercado o afectar el resultado de procesos de licitación, sin que exista justificación pro competitiva alguna asociada al acuerdo, resulta suficiente, para que el acuerdo sea declarado como anticompetitivo y contrario a la ley, que se acredite su existencia y que verse sobre las variables esenciales de competencia antes mencionadas. 

Dicho de otra manera, dado que se concibe a los carteles duros como prácticas manifiestamente anticompetitivas, los tribunales están autorizados a condenar a quienes incurran en ellas sin necesidad de que se realice un completo análisis del mercado relevante ni de su efecto anticompetitivo, siendo además improcedente que el requerido o demandado invoque defensas de eficiencia, que, en rigor, son inexistentes.

Por lo anteriormente expresado, el proyecto propone eliminar del literal a) del inciso segundo del artículo 3° de la Ley de Defensa de la Libre Competencia la expresión “que les confieran poder de mercado” así como las hipótesis de acuerdos o prácticas concertadas que consistan en fijar otras condiciones de comercialización distintas a los precios y excluir competidores, las cuales no siempre constituyen supuestos de los denominados carteles duros. Tales hipótesis podrán ser examinadas y sancionadas al alero del tipo consagrado en el inciso primero del artículo 3º de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, en cuanto convenciones que impiden, restringen o entorpecen la libre competencia, o que tienden a producir dichos efectos. 

En materia de criminalización de la colusión, la Ley de Defensa de la Libre Competencia contempló, desde el año 1959 al año 2003, la sanción de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años) respecto de quienes atentaran en contra de la libre competencia. Esta sanción nunca se aplicó producto de la ausencia de una cabal conciencia acerca de la gravedad de estos ilícitos, así como de la falta de una institucionalidad adecuada para hacer frente a casos de alta complejidad y, finalmente, fue derogada en el año 2003 por la ley 
N° 19.911.

Al proponer la derogación de las normas que planteaban una faz criminal para los ilícitos anticompetitivos, el mensaje presidencial que inició la tramitación del proyecto de ley que culminó en la dictación de la ley N° 19.911 dio como razones para la eliminación del carácter penal: de una parte, la falta de especificación de las conductas anticompetitivas, lo cual no cumpliría con los estándares exigidos por el artículo 19 N° 3 de la Constitución Política de la República; y de otra, la estimación de que la criminalización no habría sido idónea para disuadir las conductas contra la libre competencia.

Sin embargo, a más de 10 años de la referida derogación, es posible constatar la necesidad y legitimidad de volver a criminalizar conductas anticompetitivas, esta vez únicamente limitado a la colusión y, particularmente, a aquellos casos que en el derecho de la competencia se consideran como carteles duros. Como se señaló, este tipo de conductas son manifiestamente anticompetitivas y, de esta manera, son los únicos comportamientos en el derecho de la competencia en los que es posible generar una convicción más allá de toda duda razonable en cuanto a que se cometió el hecho punible objeto de la acusación y que en él correspondió al acusado una participación culpable y penada por la ley.

Asimismo, la consagración de un tipo específico de colusión en el Código Penal como el que se propone en esta iniciativa asegurará el cumplimiento de los estándares contemplados en el artículo 19 Nº 3 de la Constitución Política de la República.

El proyecto propone en su Artículo Segundo introducir en el Código Penal los nuevos artículos 286 bis a 286 quáter. En el nuevo artículo 286 bis del Código Penal se tipifica el delito de colusión. La descripción de la conducta se refiere únicamente a los denominados “carteles duros”. De esta manera, se castiga a quien celebre, implemente, ejecute u organice acuerdos, convenciones, contratos o convenios que involucren a dos o más competidores entre sí, persiguiendo cualquiera de los propósitos siguientes: fijar el precio al que sean ofrecidos o demandados bienes o servicios en uno o más mercados; limitar la producción o provisión de bienes o servicios; dividir, asignar o repartir zonas o cuotas de un mercado de bienes o servicios; o afectar el resultado de licitaciones públicas o privadas convocadas por órganos de la Administración del Estado, por empresas públicas creadas por ley, por empresas en las que el Estado tenga participación o en las que el Estado haya aportado subvenciones o fondos públicos destinados a la adquisición del objeto de la licitación. 

Tanto para los ejecutivos que celebren, implementen o ejecuten esta clase de acuerdos colusorios, como para las personas naturales que los organicen, tales como directivos de asociaciones gremiales o asesores de las empresas competidoras, se establece una pena principal de crimen, esto es, reclusión mayor en su grado mínimo (5 años y un día a 10 años). Asimismo, para las mismas personas naturales, se establece una pena accesoria de inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos, cargos de director o gerente en empresas del Estado, cargos de director o gerente en sociedades anónimas abiertas, así como cualquier cargo directivo en asociaciones o colegios profesionales, por un plazo de cinco años contados desde que la sentencia definitiva quedare ejecutoriada.

Las penas contempladas en esta propuesta han sido determinadas en proporción a los severos daños que estas conductas fraudulentas causan a una gran cantidad de personas al lesionarse la fe pública, la institucionalidad económica y el bien jurídico de la libre competencia. El objetivo que se persigue es generar una disuasión efectiva, impidiéndose que los responsables de estas conductas puedan acceder a salidas alternativas en el procedimiento o a penas sustitutivas a la privación de libertad.

En el nuevo artículo 286 ter del Código Penal se establece que estará exento de responsabilidad criminal el que primero hubiere aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica y accedido así a los beneficios establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis. De esta manera, el primer delator ante la Fiscalía Nacional Económica, que cumpla con todos los requisitos establecidos en la ley, podrá eximirse de responsabilidad penal. Así, se configura un poderoso incentivo para que los ejecutivos que se vean involucrados en esta clase de ilícitos comparezcan oportunamente ante la Fiscalía Nacional Económica y aporten antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan acreditar la colusión ante los tribunales que correspondan.

Por último, en el nuevo artículo 286 quáter del Código Penal se regula el ejercicio de la acción penal, disponiendo que las investigaciones de hechos constitutivos del delito de colusión sólo podrán ser iniciadas por querella de la Fiscalía Nacional Económica.

En el caso en que los hechos constitutivos del delito de colusión pudieren ser sancionados por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, el Fiscal Nacional Económico podrá interponer la respectiva querella y/o presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Es decir, corresponderá exclusivamente al Fiscal Nacional Económico decidir en qué casos de eventuales colusiones corresponde perseguir a los infractores por la vía infraccional, criminal o ambas conjuntamente. La lógica que debiera imperar en estas materias es que en aquellos casos de alto impacto para los mercados, en que la Fiscalía Nacional Económica reúna evidencia relativa a la existencia de una colusión, valiéndose de las facultades especiales de investigación contempladas en el literal n) del artículo 39 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, o de la información brindada por medio de la delación compensada establecida en el artículo 39 bis del mismo cuerpo normativo, presente un requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en contra de las empresas que se han coludido y, a su vez, una querella criminal en contra de las personas naturales que han celebrado, implementado, ejecutado u organizado la colusión, a fin de que se sancione a los responsables con la severidad que en derecho corresponda. 

2. Control preventivo y obligatorio de fusiones u operaciones de concentración

Respecto al establecimiento de un control preventivo y obligatorio de fusiones u operaciones de concentración, se argumenta en el mensaje que un sistema institucional de control de fusiones u operaciones de concentración constituye una herramienta indispensable de un régimen eficaz de defensa de la libre competencia, por lo que la iniciativa se hace cargo de las recomendaciones formuladas por la OCDE en la materia.

Chile no cuenta con un régimen específico para el control de operaciones de concentración. Nuestra institucionalidad, acudiendo a las normas generales y aplicables a toda clase de ilícitos anticompetitivos, ha configurado un control de operaciones de concentración que puede considerarse como “semi-voluntario”, en el que las operaciones son sometidas al conocimiento del TDLC por las partes, la FNE o a instancias de terceros ajenos a la operación, ya sea a través de la vía de una consulta (artículos 18 numeral 2) y 31 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia) -por regla general, antes de que la operación se haya perfeccionado-, o por la vía contenciosa por medio de un requerimiento de la FNE o de la demanda de algún particular -cuando la operación ya se encuentra perfeccionada- (artículo 18 numeral 1) y 19 y siguientes de la Ley de Defensa de la Libre Competencia).

En el proyecto se especifica qué operaciones estarán sujetas al control del sistema de defensa de la libre competencia. Se define que se entenderá por operación de concentración todo hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo, en cualquier ámbito de sus actividades. 

Se señala qué operaciones de concentración son las que deberán notificarse a la FNE por los agentes económicos en forma previa a su perfeccionamiento. Se trata de aquellas que cumplan con los siguientes requisitos copulativos: i. Que la suma de las ventas en Chile de los agentes económicos que proyectan concentrarse haya alcanzado, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, montos iguales o superiores al umbral establecido mediante Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y ii. Que en Chile, por separado, al menos dos de los agentes económicos que proyectan concentrarse hayan generado ventas, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, por montos iguales o superiores al umbral establecido mediante Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. En esa misma línea, se establece un deber para la FNE de informar anualmente, tanto al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo como al público en general, los antecedentes que sean necesarios para adecuar los umbrales vigentes a fin de garantizar el correcto funcionamiento del sistema.

El proyecto plantea que se entenderá por agente económico toda entidad, o parte de ella, cualquiera sea su forma de organización jurídica o aún cuando carezca de ella, que desarrolle o haya desarrollado directa o indirectamente actividades empresariales, ofreciendo o demandando bienes o servicios. Se considerará asimismo como un agente económico al conjunto de activos tangibles o intangibles, o ambos, que permitan el desarrollo de una actividad empresarial. Son los agentes económicos que hayan tomado parte de la operación o, en el caso de activos, las personas titulares de los mismos, los que estarán obligados a practicar la notificación de la operación a la FNE.
A los agentes económicos que proyecten concentrarse les asiste un deber de suspensión de la operación, consistente en que no podrán perfeccionarla desde el acto de su notificación hasta que se encuentre firme la resolución o sentencia que ponga término definitivo al procedimiento correspondiente.

En el caso de operaciones de concentración que no superen los umbrales que generan la obligación de notificarlas a la FNE, éstas igualmente podrán ser notificadas en forma voluntaria por los agentes económicos que proyectan concentrarse. 

Por otra parte, se establece que, en el caso de operaciones de concentración que no superen los umbrales que originan la obligación de notificar y que no hayan sido notificadas voluntariamente a la FNE, ésta podrá, dentro del plazo de 1 año contado desde el perfeccionamiento de la operación, instruir las investigaciones que estime procedentes, de conformidad con la letra a) del artículo 39 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia. Esta facultad permitirá asegurar que la FNE podrá investigar las operaciones que puedan ser relevantes para el sistema.

Cabe aclarar que terceros distintos de los agentes económicos que sean parte en la operación no podrán notificarla ni llevar a cabo acciones estratégicas que tengan por objeto paralizarla, sin perjuicio de su derecho de aportar antecedentes a la investigación que lleve a cabo la FNE.

Se hace presente que el establecimiento de un régimen de control preventivo y obligatorio de operaciones de concentración en caso alguno reduce la capacidad del sistema para revisar, por otras vías, fenómenos que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, o puedan tender a ello, pero que no queden comprendidos por la definición de operación de concentración que el presente proyecto propone. En este sentido, acuerdos restrictivos entre competidores que no constituyan una fusión o asociación, o la adquisición de una participación en un competidor que no suponga el cese de la independencia entre competidores, seguirán sujetos a las reglas generales.

Se destaca en el mensaje que la propuesta contempla un procedimiento que permitirá que el control de operaciones de concentración se desarrolle en forma fluida, pudiendo los agentes económicos que participen en el mismo conocer oportunamente los requerimientos de la autoridad y colaborar en el esclarecimiento de las dudas que puedan tenerse acerca de la existencia de riesgos anticompetitivos. Se propone radicar el procedimiento de control de operaciones de concentración en la FNE. 

El procedimiento propuesto consta de dos fases: 

i. Una primera fase en la cual la FNE deberá determinar si la operación merece ser investigada en virtud de eventuales riesgos anticompetitivos que pueda presentar, pudiendo solicitar información adicional y contando al efecto con un plazo de hasta 25 días desde que la notificación se considera completa por la propia FNE. 

ii. Una segunda fase en la cual la FNE podrá investigar y analizar en profundidad la operación, contando con un plazo de hasta 90 días para evaluar la operación de concentración notificada. 

En ambas fases, si la FNE no resuelve dentro del plazo que corresponda, se entenderá que la operación ha sido aprobada por el solo ministerio de la ley, operando un silencio administrativo positivo.

Al término de la segunda fase del procedimiento, el Fiscal Nacional Económico deberá:

i. Aprobar la operación notificada en forma pura y simple, si es que llegare a la convicción de que la operación no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia;

ii. Aprobar la operación notificada, a condición de que se dé cumplimiento a las medidas ofrecidas por el notificante, si es que llegare a la convicción de que sujetándose la operación a tales medidas, ésta no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia; o 

iii. Prohibir la operación notificada, cuando concluya que la misma cuenta con aptitud para reducir sustancialmente la competencia.

En contra de la resolución del Fiscal Nacional Económico que prohíba una operación, el notificante podrá promover, ante el TDLC, dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación de la referida resolución, un recurso de revisión especial, el que deberá ser fundado y cuyo procedimiento se regula en el nuevo artículo 31 bis propuesto. En contra de la sentencia que emita el TDLC no procederá recurso alguno, quedando la intervención de la Excma. Corte Suprema limitada al recurso de queja, que opera en forma excepcional para el caso que el Tribunal cometa faltas o abusos graves.

La propuesta contempla un estándar sustantivo específico y diferenciado, que tanto la Fiscalía Nacional Económica como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán aplicar al momento de resolver acerca de la operación. Dicho estándar consiste en la “reducción sustancial de la competencia” y es el que las jurisdicciones más desarrolladas en la materia aplican en la revisión de las operaciones de concentración.

El estándar sustantivo vigente contemplado en el inciso primero del artículo 3º de la Ley de Defensa de la Libre Competencia consistente en que el hecho, acto o convención “impida, restrinja o entorpezca la libre competencia, o que tienda a producir dichos efectos”, debe dar paso a uno más preciso para el caso de las operaciones de concentración, en las cuales resulta más difícil concluir su carácter anticompetitivo producto del balance entre eficiencias pro competitivas y riesgos anticompetitivos que es necesario realizar.

La propuesta de control de operaciones de concentración cubre aquellos aspectos que se consideran necesarios para garantizar la eficacia del nuevo régimen. De esta forma, se introduce un nuevo artículo 3° bis en el cual se establece que podrán aplicarse las medidas del artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, así como aquellas medidas preventivas, correctivas o prohibitivas que resulten necesarias, a quienes:

i. Infrinjan el deber de notificación de una operación de concentración contemplado en la ley, caso en el cual podrá aplicarse una multa a beneficio fiscal de hasta 20 UTA por cada día de retardo contado desde el perfeccionamiento de la operación de concentración;

ii. Contravengan el deber de suspensión de una operación de concentración que ha sido notificada a la FNE;

iii. No den cumplimiento a las medidas de mitigación de riesgos anticompetitivos con que se hubiere aprobado una operación de concentración, o

iv. Perfeccionen una operación de concentración en contra de lo dispuesto en la resolución o sentencia que hubiere prohibido dicha operación.

3. Herramientas para evaluar la competencia en los mercados y solucionar fallas de mercado o fallas regulatorias

a. Dotar a la Fiscalía Nacional Económica de facultades para realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados

En la ley vigente, la FNE carece de una atribución con la que cuentan las agencias de competencia más desarrolladas del mundo, consistente en efectuar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados.
Atendido que la FNE no puede llevar adelante tales estudios, le resulta extremadamente difícil adoptar medidas para solucionar contingencias que afectan a los mercados, típicamente fallas de mercado o fallas regulatorias, en las que la causa no se debe necesariamente a una conducta anticompetitiva que sea necesario sancionar. 

Por ello, se propone dotar a la FNE de la facultad de realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, para lo cual podrá recabar información tanto de particulares como de instituciones públicas. Esta herramienta permitirá que la FNE pueda contribuir al desarrollo de mejores políticas públicas que tengan por objeto introducir mayor competencia en los mercados. 

b. Traspaso de la facultad de efectuar recomendaciones de modificación normativa desde el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a la Fiscalía Nacional Económica

Como un necesario complemento a la facultad de realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados que el proyecto otorga a la FNE, está la facultad de proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Estado que corresponda, la modificación o derogación de los preceptos legales y reglamentarios que estime contrarios a la libre competencia, como también la dictación de preceptos legales o reglamentarios cuando sean necesarios para fomentar la competencia o regular el ejercicio de determinadas actividades económicas que se presten en condiciones no competitivas. Esta facultad hoy se encuentra radicada en el TDLC de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4) del artículo 18 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia. 

El proyecto propone trasladar dicha facultad a la FNE a fin de darle un curso más eficiente y expedito a tales propuestas, que se encontrarán debidamente fundadas en base a los estudios sobre la evolución competitiva de los mercados que lleve a cabo dicho organismo.

4. Aplicación de las acciones y del procedimiento especial para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, consagradas en la ley Nº 19.496. 

Con el objeto de garantizar a los consumidores afectados por infracciones a la libre competencia de ser efectivamente indemnizados por los perjuicios que se les causen.

5. Aplicar sanciones específicas a quienes entorpezcan las investigaciones de la Fiscalía Nacional Económica con penas de prisión para quienes proporcionen información falsa en el contexto de una investigación. Además, se contemplan multas para aquellos investigados que injustificadamente no respondan o respondan sólo parcialmente a las solicitudes de información efectuadas por la Fiscalía, y para quienes injustificadamente no comparezcan a declarar. Las penas de prisión serán impuestas por la justicia penal, en tanto que las multas serán aplicadas por el TDLC.

6. Exigir dedicación exclusiva a los Ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia por lo que no podrán prestar servicios de ningún tipo a personas naturales o jurídicas, o ejercer en cualquier forma aquellas actividades propias del título o calidad profesional que poseen. Lo anterior, es sin perjuicio de que el desempeño como integrante titular del Tribunal será compatible con los cargos docentes, hasta por 12 horas semanales, al igual como el límite aplicable al resto de los jueces de la República de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 261 del Código Orgánico de Tribunales.

En ese contexto, se precisa que el desempeño del cargo de Ministro Suplente es incompatible con la condición de asesor o prestador de servicios profesionales en materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta servicios profesionales si percibe cualquier clase de remuneración, honorario o regalía de parte de personas naturales o jurídicas que asesoran o prestan servicios profesionales en dichas materias.

7. Otras modificaciones

a. Potestad consultiva del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia 

b. Prescripción de multas e imprescriptibilidad de medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar un atentado a la libre competencia

c. Procedencia del recurso de reclamación en contra de informes emitidos por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia

d. Aumento de derechos para los investigados por la Fiscalía Nacional Económica

f. Eficacia de los acuerdos extrajudiciales respecto de terceros.

IV. DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO

El señor Luis Felipe Céspedes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo hizo presente que la defensa de la libre competencia es fundamental para el desarrollo del país, puesto que ella es la que lleva a las empresas a innovar, a generar nuevos productos y mejoras en sus servicios que les permitan aumentar su participación en los mercados y de esa manera beneficiar a los consumidores. Cuando hay pocos incentivos para competir, hay también pocos incentivos para innovar, lo cual se refleja en que el año 2013 la inversión en I+D en Chile representaba alrededor del 0,38% del PIB, muy por debajo del 2% que registran en promedio los países de la OCDE; y gran parte de la innovación en Chile la realiza el Estado, no la empresa privada. De ahí la importancia que tiene el fortalecimiento de la libre competencia en lo que puede ser la innovación, la productividad y el crecimiento del país, afirmó.

Refiriéndose a la necesidad de una modificación integral al sistema de defensa de la libre competencia, recordó que en los últimos años ha habido dos grandes reformas al sistema: la ley N° 19.911, de 2003, que creó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y derogó la pena de prisión para ilícitos anticompetitivos; y la ley N° 20.361, de 2009, que confirió a la Fiscalía Nacional Económica facultades especiales de investigación para perseguir la colusión y creó la delación compensada. Fue precisamente esto último lo que permitió a la FNE desbaratar un cartel que generó pérdidas a los consumidores chilenos del orden de US$ 1.500 millones, como fue el de los productores de pollos, sin olvidar que fue la colusión de las farmacias la que permitió que estas reformas se llevaran adelante.

Hoy, a cinco años de la última modificación legal, se ha generado la necesidad de perfeccionar el sistema para adaptarlo a los más altos estándares internacionales en la materia, que son los establecidos en aquellos países en que el mercado es el principal asignador de recursos, los cuales consideran que la única forma de sostener el crecimiento es fortaleciendo la libre competencia. Adicionalmente, se han generado estudios que permiten concluir que para ello se requieren las modificaciones que está proponiendo el Ejecutivo. Tales son el informe de la Comisión Asesora Presidencial para la Defensa de la Libre Competencia de 2012; el informe de la OCDE sobre Evaluación del Régimen de Control de Concentraciones en Chile, de 2014, y el informe de la OCDE sobre Estudios de Mercado, de 2015. 

Así, entonces, el proyecto de ley comprende tres grandes ejes, como son el robustecimiento de las herramientas para combatir la colusión, un nuevo régimen de control de operaciones de concentración o fusiones, y otras mejoras a la institucionalidad, tendientes a una detección y respuesta más eficaz para los distintos fenómenos anticompetitivos, lo que reviste gran importancia para las condiciones de competencia que enfrentan pequeñas y medianas empresas en mercados que muchas veces no están bajo el radar de la opinión pública. 

En lo que respecta a la lucha contra los carteles, señaló el señor Ministro que, sin duda, la colusión entre competidores es la conducta más dañina en contra de la libre competencia. Algunos autores la consideran el cáncer de la economía de mercado, porque afecta no sólo a los consumidores, sino también a los pequeños competidores y ciertamente que erosiona las confianzas en el sistema económico. Por ello es necesario desincentivar de manera efectiva la ocurrencia de estos ilícitos y dotar a las instituciones con los instrumentos adecuados para que cumplan con este objetivo.

Respecto del aumento del monto máximo de las multas, explicó que actualmente existen topes máximos fijos para este tipo de sanciones, que alcanzan las 30.000 UTA (US$ 25 millones) para los casos de colusión y las 20.000 UTA (US$ 17 millones) tratándose de otras infracciones. Estos montos, a la luz de la experiencia de los últimos años, han sido insuficientes para disuadir los ilícitos más graves. A modo de ejemplo, en el “Caso Pollos” (pendiente ante la Corte Suprema), la FNE estimó en US$ 1.500 millones el daño causado al mercado, mientras que el TDLC multó con un total de US$ 60 millones a las tres empresas coludidas. 

A raíz de ello, se ha considerado que las multas efectivamente disuasorias deben tener un límite máximo flexible, que permita sancionar por sobre el beneficio económico obtenido por los infractores. Consecuentemente, se propone que el monto máximo de la multa ascienda hasta una suma equivalente al doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción, si es que éste puede ser claramente determinado por el Tribunal o, en caso contrario, al 30% de las ventas del infractor correspondientes al período durante el cual la infracción se haya prolongado. Esto está en línea con las legislaciones con mayor tradición en materia de libre competencia, como son la estadounidense (doble del beneficio) y la europea (30% de las ventas). 

Se contempla, por otra parte, una sanción adicional para los casos de colusión, como es la prohibición de contratar a cualquier título con órganos de la Administración del Estado, incluyendo a empresas públicas, hasta por un plazo de 5 años contados desde que la sentencia definitiva quede ejecutoriada. De esta manera, quien haya sido parte en un cartel no podrá beneficiarse de la obtención de recursos públicos que pertenecen a todos los chilenos.

Asimismo, la delación compensada es una herramienta que ha demostrado ser una de las más eficaces en la lucha contra los carteles en el derecho comparado, pero que en nuestro país no ha tenido el efecto esperado, en gran medida porque la exención de sanciones que comprende sólo se extiende al ámbito de las multas y no cubre posibles responsabilidades penales. Se propone entonces que el ejecutor de la conducta que primero aporte antecedentes a la FNE pueda acceder a la exención de la generalidad de las sanciones que resulten aplicables, incluyendo las penales. En este aspecto, al eximir al delator de todas las sanciones aplicables, indirectamente se está enfrentando también la incertidumbre que hoy existe respecto de los casos que están viendo los tribunales.

Para el resto de los ejecutores de la colusión que comparezcan ante la FNE, se contempla la posibilidad de que accedan a una reducción de las sanciones de acuerdo a lo que determine la propia Fiscalía, para lo cual, con el fin de dotar de mayor flexibilidad a este organismo en el otorgamiento del beneficio de reducción de la multa, se elimina la restricción vigente en la ley en orden a que la reducción no pueda ser superior al 50% de la multa mayor solicitada para los demás ejecutores de la conducta.

En cuanto al ajuste del tipo de colusión de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, explicó el señor Ministro que, actualmente, para sancionar un ilícito de colusión en Chile, se exige que el acuerdo o la práctica concertada confieran poder de mercado a los competidores que participen en él, exigencia probatoria que resulta inédita en el derecho comparado, donde sólo basta que se acredite un acuerdo o concierto entre los competidores para configurar el ilícito. En efecto, en esos países, para declarar anticompetitivos a los denominados “carteles duros” (hardcore cartels), que son aquellas colusiones entre competidores para fijar precios, limitar la producción, asignarse zonas o cuotas de mercado o afectar el resultado de procesos de licitación, sin que exista justificación pro competitiva alguna asociada al acuerdo, sólo es necesario que se acredite la existencia de un acuerdo entre competidores y que este acuerdo verse sobre las variables esenciales de competencia antes mencionadas.

Agregó que los carteles duros son conductas manifiestamente anticompetitivas, por lo que quienes incurren en ellas son sancionados sin que sea necesario evaluar el poder de mercado ni los efectos anticompetitivos que genera la conducta; y no proceden defensas de eficiencia, pues en rigor no existen (si las hubiera, redundan en beneficio de los coludidos). En consecuencia, se propone en el proyecto eliminar, del literal a) del artículo 3° de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, la expresión “que les confieran poder de mercado”.

Con respecto a la criminalización de la colusión, planteó que la sociedad chilena es consciente del inmenso daño que ésta causa a los mercados y a los agentes económicos que actúan en ellos, en especial, a los consumidores y competidores de menor tamaño. Se trata de conductas que tienden a defraudar la confianza de los ciudadanos en la economía de mercado, y no resulta justificable que otras conductas, que tienen una significación económica y un desvalor social sustancialmente menores que los carteles duros, sean tipificadas como delitos penales y, en cambio, tales formas de colusión no lo sean. Por lo anterior, el Ejecutivo propone criminalizar la colusión. 

Sin embargo, se ha levantado el argumento de que, a partir del año 2003, no hubo penas de cárcel para quienes se coludieran y que, como consecuencia de ello, hubo un aumento en la eficiencia de nuestro sistema para detectar conductas anticompetitivas, lo que demostraría que la penalización de la colusión es innecesaria. A juicio del Ministro, este argumento presenta un problema estructu​ral, ya que, hasta antes del año 2003, la institucionalidad para la defensa de la libre competencia no era la misma que se construyó a partir de ese año y, particularmente, a contar de 2009. Hasta entonces, para poder aplicar el tipo penal que luego se derogó, había que probar más allá de toda duda razonable la participación de los imputados en un cartel, para lo cual la FNE no tenía atribuciones ni medios suficientes, y por eso es que la figura penal nunca se utilizó. Hoy en día, la situación ha cambiado significativamente y la FNE cuenta con un instrumental que le permitiría comprobar eventualmente la existencia de un cartel duro, cumpliendo con el estándar probatorio exigible para que se puedan ejercer las acciones correspondientes, razón por la cual se puede descartar el argumento antes mencionado.

En abono a la propuesta gubernamental, acotó que en las jurisdicciones con mayor tradición histórica en materia de defensa de la libre competencia, la colusión es sancionada con penas de cárcel equivalentes a las que se contemplan en el proyecto (hasta 14 años en Canadá y hasta 10 años en Estados Unidos), y hay países que han tendido más recientemente a adoptar esta medida, como es el caso de Australia y México (hasta 10 años). En la Unión Europea, el Reino Unido, Francia, Alemania (sólo para el caso de las licitaciones públicas), también lo han hecho.

Detalló enseguida que el Ejecutivo, habiendo analizado diversas mociones parlamentarias sobre la materia, presentadas tanto por senadores como por diputados, propone establecer un tipo especial de colusión, introduciendo un nuevo artículo 286 bis en el Código Penal, para castigar a quien celebre, implemente, ejecute u organice acuerdos, convenciones, contratos o convenios que involucren a dos o más competidores entre sí, persiguiendo cualquiera de los propósitos siguientes:

-Fijar el precio al que sean ofrecidos o demandados bienes o servicios en uno o más mercados;

-Limitar la producción o provisión de bienes o servicios;

-Dividir, asignar o repartir zonas o cuotas de un mercado de bienes o servicios, o

-Afectar el resultado de licitaciones públicas o privadas convocadas por órganos de la Administración del Estado, por empresas públicas creadas por ley, o por empresas en las que el Estado tenga participación o haya aportado subvenciones o fondos públicos destinados a la adquisición del objeto de la licitación.

Advirtió el Ministro que este tipo penal no se remite a todos los tipos de concierto entre competidores establecidos en el artículo 3° letra a) de la Ley de Defensa de la Libre Competencia (acuerdos expresos, acuerdos tácitos o prácticas concertadas), sino que específicamente a los “acuerdos”. Y ello, porque esta es la forma de tipificación que se utiliza en las legislaciones comparadas. La lógica es que los acuerdos tácitos o prácticas concertadas son usualmente acreditados a través de indicios y prueba económica, lo cual generaría dudas a la hora de cumplir con el estándar probatorio penal que requiere acreditar la existencia del ilícito “más allá de toda duda razonable”. De ahí que el tipo penal propuesto se refiere únicamente a las hipótesis de “carteles duros”, que son los únicos en los cuales es posible alcanzar una convicción absoluta acerca de la anticompetitividad de la conducta.

En cuanto a la sanción, se establece una pena principal de crimen, esto es, reclusión mayor en su grado mínimo (5 años y un día a 10 años). Asimismo, se establece una pena accesoria de inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos, cargos de director o gerente en empresas del Estado, cargos de director o gerente en sociedades anónimas abiertas, así como cualquier cargo directivo en asociaciones o colegios profesionales, por un plazo de cinco años contados desde que la sentencia definitiva quede ejecutoriada. Las penas han sido determinadas en proporción a los severos daños que estas conductas causan a una gran cantidad de personas al lesionarse la fe pública, la institucionalidad económica y el bien jurídico de la libre competencia. Se busca de esta forma generar una disuasión efectiva, impidiéndose que los responsables de estas conductas puedan acceder a salidas alternativas en el procedimiento o a penas sustitutivas de la privación de libertad.

En el nuevo artículo 286 ter, se establece que estará exento de responsabilidad criminal el que primero aporte antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica y haya accedido a los beneficios de la delación compensada. De esta manera, el primer delator ante la FNE, que cumpla con todos los requisitos establecidos en la ley, podrá eximirse de responsabilidad penal. Con esto se dota a la delación compensada de la certeza jurídica necesaria para que funcione eficazmente como instrumento para disuadir conductas colusorias y desbaratar carteles.

Por último, en el nuevo artículo 286 quáter, se regula el ejercicio de la acción penal, disponiendo que las investigaciones de hechos constitutivos del delito de colusión sólo podrán ser iniciadas por querella de la Fiscalía Nacional Económica, y no por medio de una simple denuncia, por ser ella el organismo técnico que cuenta con todas las facultades necesarias para investigar tal delito (facultades especiales del artículo 39 letra n) y aplicar la delación compensada del artículo 39 bis de la Ley de Defensa de la Libre Competencia.

Adicionalmente, el nuevo artículo 286 quáter dispone que si los hechos constitutivos del delito establecido en el nuevo artículo 286 bis del Código Penal pudieren ser sancionados con las medidas contempladas en el artículo 26 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia, el Fiscal Nacional Económico podrá, discrecionalmente, interponer la respectiva querella ante el Juzgado de Garantía y/o presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. La lógica de funcionamiento de la persecución penal es que en aquellos casos de alto impacto para los mercados, en que la FNE reúna evidencia relativa a la existencia de una colusión, valiéndose de las facultades especiales de investigación contempladas en el literal n) del artículo 39 de la Ley de Defensa de la Libre Competencia y/o de la información brindada por medio de la delación compensada establecida en el artículo 39 bis del mismo cuerpo normativo, presente un requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en contra de las empresas que se han coludido y, a su vez, una querella criminal en contra de las personas naturales que han celebrado, implementado, ejecutado u organizado la colusión.

En otro orden de materias, el proyecto contempla un nuevo régimen de control de operaciones de concentración o fusiones. Puso el Ministro a disposición de la Comisión un documento de la OCDE donde se analiza el sistema de control de fusiones chileno y se hace una propuesta para modificarlo, de forma tal de adaptarlo a los estándares internacionales. 

Planteó que, en el derecho de la competencia, las operaciones de concentración consisten en todo hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo, en cualquier ámbito de sus actividades. Usualmente, se trata de uniones entre empresas o adquisiciones de una empresa o de sus activos por parte de otra, en las cuales disminuye o cesa la independencia existente entre los agentes económicos que participan de la operación. Al analizar la licitud de estas operaciones, las autoridades de libre competencia evalúan las eficiencias y los riesgos anticompetitivos que la concentración o fusión puede producir. Cuando la operación aún no se ha perfeccionado, se trata de un estudio prospectivo de eficiencias y riesgos, que mira hacia el futuro. Esta dimensión preventiva del derecho de la libre competencia constituye un elemento fundamental para anticiparse a la materialización de los riesgos anticompetitivos asociados a la operación, y un sistema institucional de control de fusiones u operaciones de concentración es una herramienta indispensable para tener un régimen eficaz de defensa de la libre competencia.

En lo que atañe al sistema chileno, la OCDE, en el año 2014, a través de un informe encargado por el Ministerio de Economía, concluyó que “el actual régimen de control de operaciones de concentración carece de transparencia, seguridad jurídica y predictibilidad, elementos claves para un eficaz sistema de control de concentraciones”, agregando que “las principales razones de la situación actual en Chile son: la falta de disposiciones legales para el control de concentraciones, la carencia de criterios jurisdiccionales claros, el que el control esté sujeto a procedimientos generales antimonopolios que no fueron diseñados para tales fines y la ausencia de facultades específicas entre la FNE y el TDLC”.

Acogiendo la recomendación de la OCDE, entonces, se propone incluir en la Ley de Defensa de la Libre Competencia un nuevo Título IV denominado “De las operaciones de concentración”, cuyas reglas dan cuenta de todos los aspectos necesarios para cumplir con los estándares que requieren la protección de la libre competencia y el desenvolvimiento eficiente y certero de los negocios. En este título se específica en forma clara qué operaciones estarán sujetas al control, para lo cual se especifica que se entenderá por operación de concentración todo hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo, en cualquier ámbito de sus actividades. Luego, cada operación de este tipo deberá ser notificada por los agentes económicos que hayan tomado parte en ella.

Las operaciones que se propone sean controladas preventivamente son las que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

1. Umbral conjunto. Que la suma de las ventas en Chile de los agentes económicos que proyectan concentrarse haya alcanzado, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, montos iguales o superiores al umbral establecido mediante Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y

2. Umbral individual. Que en Chile, por separado, al menos dos de los agentes económicos que proyectan concentrarse hayan generado ventas, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, por montos iguales o superiores al umbral establecido mediante el Reglamento antes citado.

Al respecto, la OCDE recomienda en su informe que “Los umbrales de notificación deben ser claros y objetivos, basados exclusiva y objetivamente en criterios cuantificables. Deben establecer un nexo suficiente con Chile de acuerdo a criterios comprensibles y fácilmente administrables”.

En cuanto a la razón por la que se ha decidido remitir al reglamento la fijación de los umbrales, señaló el Ministro que quizá lo más importante es que, dado que se establecería por primera vez este sistema, ellos podrían resultar demasiado bajos o demasiado altos, siendo necesario contar con alguna flexibilidad para poder ajustarlos rápidamente. En esa misma línea, se establece un deber para la FNE de informar anualmente, tanto al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo como al público en general, los antecedentes que sean necesarios para adecuar los umbrales vigentes a fin de garantizar el correcto funcionamiento del sistema.

En todo caso, en base a las recomendaciones de la OCDE, se ha hecho una estimación de los umbrales aplicables al nuevo régimen de control de operaciones de concentración que se establecerían vía reglamento, para cuyo cálculo se ha considerado el tamaño de la economía local y la experiencia internacional, tomando como referencia los siguientes países:


Haciendo un análisis de regresión entre los umbrales que han fijado dichos países y sus respectivos niveles de ingreso (PIB como proxy de ventas), y ajustando los resultados al PIB nacional, se ha determinado para Chile un umbral conjunto de US$ 83 millones y un umbral individual de US$ 14 millones. Por tanto, si la suma de las ventas de todos los partícipes en una operación de concentración alcanza los 83 millones de dólares y las ventas de al menos dos de ellos alcanzan individualmente los 14 millones de dólares, deberán notificar obligatoriamente a la FNE su propósito de fusionarse.

Utilizando los umbrales definidos anteriormente, se ha proyectado también el número de notificaciones que recibiría la FNE, acudiendo nuevamente a la experiencia internacional en la materia. Aclaró el Ministro que este es un ejercicio imperfecto, en cuanto asume que la probabilidad de que ocurra una fusión en la economía está relacionada con el PIB per cápita, lo que no es necesariamente correcto suponer. En cualquier caso, se efectuaron tres proyecciones con umbrales diferentes, incluyendo los determinados en primera instancia para Chile, las cuales arrojaron el siguiente resultado:

	Umbral conjunto
	Umbral individual
	

	
	US$ 10 

millones 
	US$ 14 

millones 
	US$ 21 

millones 

	
	US$ 63 millones 
	60 
	55 
	49 

	
	US$ 83 millones 
	58 
	53 
	48 

	
	US$ 109 millones 
	56 
	52 
	46


La tabla muestra los extremos del intervalo de confianza al 90% tanto para el umbral conjunto como para el individual, variando las notificaciones anuales, en los casos extremos, entre 46 y 60.

Ahora bien, tratándose de operaciones que no superen los umbrales que generarían la obligación de notificarlas a la FNE, éstas igualmente podrán ser notificadas en forma voluntaria por los agentes económicos que proyectan concentrarse. Por su parte, respecto de estas mismas operaciones, cuando no hayan sido notificadas voluntariamente a la FNE, esta podrá, dentro del plazo de un año contado desde el perfeccionamiento de la operación, instruir las investigaciones que estime procedentes. Esta facultad de revisión es especialmente relevante para el caso de países que migran hacia un sistema de control preventivo y obligatorio, ya que permite mitigar el riesgo de una fijación de los umbrales en una cifra superior a la óptima (en Brasil, México y Canadá también se contempla el plazo de un año para este mecanismo de control ex post).

Destacó el señor Ministro el establecimiento de un procedimiento eficiente, transparente, previsible y colaborativo para el análisis de las operaciones de concentración; un procedimiento con reglas claras, que permitirá que el control se desarrolle en forma fluida, pudiendo los agentes económicos conocer oportunamente los requerimientos de la autoridad y colaborar en el esclarecimiento de las dudas que puedan tenerse acerca de la existencia de riesgos anticompetitivos. Explicó que se propone radicar este procedimiento en la FNE, dado que la determinación de los riesgos y eficiencias asociados a una operación de concentración requiere de un acceso ágil y flexible a la información del mercado en que ella incide. En todo caso, terceros distintos de los agentes económicos que sean parte en la operación no podrán efectuar notificaciones, ni llevar a cabo acciones estratégicas que tengan por objeto paralizar una operación de concentración, sin perjuicio de su derecho de aportar antecedentes a la investigación que lleve a cabo la FNE.

Han surgido críticas respecto de la aprobación de una operación de concentración con condiciones, en el sentido de que las empresas involucradas no tendrían la posibilidad de apelar contra esa resolución al TDLC, lo cual parece del todo obvio, pues si los partícipes aceptan las condiciones que ellos mismos han propuesto, no tendrían motivo para impugnar la decisión. 

En cualquier caso, si la FNE no resuelve dentro del plazo que corresponda, se entenderá que la operación ha sido aprobada.
Ahora bien, el análisis de fusiones es uno de los tópicos más complejos y técnicos desde un punto de vista económico. En consecuencia, la propuesta del Ejecutivo pone a cargo de un organismo experto, la FNE, el análisis y resolución de las mismas. Y en caso de que una empresa se vea afectada por la decisión de la FNE, podrá reclamar ante el TDLC, un tribunal también experto, para que se revise la resolución. Con ello, se dan plenas garantías de debido proceso y acceso a la justicia, y se asegura una consistencia y coherencia de las decisiones. En contra de la sentencia que emita el TDLC no procederá recurso alguno, quedando la intervención de la Corte Suprema limitada al recurso de queja, que opera en forma excepcional para el caso de que el TDLC cometa faltas o abusos graves.

Destacó enseguida el Ministro que la propuesta del Ejecutivo contempla un estándar sustantivo específico y diferenciado en virtud del cual las operaciones de concentración serán analizadas y que deberá aplicarse al momento de resolver acerca de ellas. Dicho estándar consiste en la “reducción sustancial de la competencia”, que es el que utilizan las jurisdicciones más desarrolladas en materia de control de fusiones y es más riguroso que el que “tienda a impedir, restringir o entorpecer la libre competencia”, contemplado en el artículo 3° de nuestra Ley de Defensa de la Libre Competencia. Este estándar se corresponde con el hecho de que en la revisión de operaciones de concentración debe efectuarse un análisis equilibrado que evalúe tanto eficiencias pro-competitivas como riesgos anticompetitivos.

Por otra parte, destacó la presencia de herramientas de aplicación y sanciones adecuadas para garantizar la eficacia del régimen de control de operaciones de concentración propuesto. Así, ante la infracción del deber de notificación, podrá aplicarse una multa de hasta 20 UTA ($ 10 millones) por cada día de retardo, contado desde el perfeccionamiento de la operación de concentración y, eventualmente, otras sanciones y medidas (ej.: multas, desinversión, etcétera) a quienes contravengan el deber de suspensión de una operación de concentración que ha sido notificada a la FNE; no den cumplimiento a las medidas de mitigación de riesgos anticompetitivos con que se hubiere aprobado una operación de concentración, o perfeccionen una operación de concentración en contra de lo dispuesto en la resolución o sentencia que la hubiere prohibido.
En otro orden de materias, la iniciativa gubernamental propone mejoras a la institucionalidad de defensa de la libre competencia, en los siguientes aspectos:

1. Nueva facultad de la FNE para realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados. Esto es de la mayor importancia para una economía como la chilena, con grandes necesidades de generar ganancias de productividad y crecimiento. Se trata de velar por que los mercados operen con altos niveles de competencia, de manera tal de estimular la innovación y, con ello, la generación de ganancias en productividad que sean traspasadas finalmente a los consumidores.
2. Traspaso de la facultad de efectuar recomendaciones de modificación normativa desde el TDLC a la FNE. Ello es consistente con facultad de realizar estudios a que se refiere el numeral anterior.

3. Aplicación de las acciones para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, contenidas en la LPDC.

4. Sanciones para quienes entorpezcan las investigaciones de la FNE.

5. Ejercicio de funciones por parte de los Ministros del TDLC.

6. Otras modificaciones que se especifican más adelante.

En cuanto a lo primero, cabe señalar que hoy la FNE carece de la atribución con que cuentan las agencias de defensa de la libre competencia más desarrolladas del mundo, consistente en efectuar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados. Ello provoca dificultades para que la FNE adopte medidas para solucionar contingencias que afectan a los mercados, típicamente fallas de mercado o fallas regulatorias, en las que la causa no se debe necesariamente a una conducta anticompetitiva que sea necesario sancionar. De ahí la propuesta en comento, que está en línea con lo recomendado por la OCDE en su Informe sobre Estudios de Mercado de 2015. 

En lo que atañe a la segunda medida, se propone trasladar a la FNE la facultad de proponer al Ejecutivo la modificación o derogación de los preceptos legales y reglamentarios contrarios a la libre competencia, como también la dictación de preceptos legales y reglamentarios necesarios para fomentar la competencia, lo cual permitirá a la FNE darle un curso más eficiente y expedito a tales propuestas, que se encontrarán debidamente fundadas en los estudios sobre la evolución competitiva de los mercados que lleve a cabo dicho organismo.

En cuanto a la aplicación de las acciones para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, se recoge lo propuesto por diversas mociones parlamentarias, en orden a garantizar adecuadamente la posibilidad de que los consumidores afectados por ilícitos anticompetitivos puedan ejercer acciones indemnizatorias. El objetivo es hacer frente a los altos costos de transacción que significaría a los consumidores individualmente considerados demandar los perjuicios sufridos por un cartel.

Respecto de quienes entorpezcan las investigaciones de la FNE, hoy no existen sanciones efectivas asociadas a esa conducta, razón por la cual se propone aplicar las siguientes:

-Penas de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) para quienes proporcionen información falsa en el contexto de una investigación;

-Multas de 1 UTM a 1 UTA para aquellos investigados que injustificadamente no respondan o respondan sólo parcialmente a las solicitudes de información efectuadas por la Fiscalía, además de una multa de 0,2 UTM por cada día de atraso, y

-Multas de 1 UTM a 1 UTA para quienes injustificadamente no comparezcan a declarar.

Las penas de presidio serán impuestas por la justicia penal, en tanto que las multas serán aplicadas por el TDLC.

Sobre los Ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en el contexto de dar una señal de fortalecimiento de la institucionalidad encargada de velar por el funcionamiento del sistema, al Ejecutivo le ha parecido esencial consagrar el principio de dedicación exclusiva de los titulares de dicho tribunal, propuesto muchas veces en diversas mociones parlamentarias. Por otra parte, atendido el régimen de dedicación exclusiva que se propone para los ministros titulares del tribunal, resulta necesario ajustar las normas sobre incompatibilida​des, que sólo regirán para los ministros suplentes con dedicación parcial. 

Por último, se proponen modificaciones a la potestad consultiva del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, la cual no aplicará a operaciones de concentración y sólo podrá ser ejercida a través de consultas de la FNE o de quienes sean parte en el acto o contrato.

Asimismo, se establece la imprescriptibilidad de aquellas medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar un atentado a la libre competencia, por estimarse que, de lo contrario, se avalarían incumplimientos a las decisiones del TDLC y atentados a la libre competencia (ej.: obligación de desinversión de activos o remover una cláusula anticompetitiva de un contrato).

Además, se hace procedente el recurso de reclamación en contra de los informes emitidos por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a fin de propiciar la posibilidad de revisión por la Corte Suprema, garantizando el debido proceso.

Finalmente, se aumentan los derechos para los investigados por la Fiscalía Nacional Económica (acceso al expediente de la investigación que se siga en su contra, sin perjuicio de aquellas piezas declaradas reservadas o confidenciales); se regula el procedimiento de reclamo contemplado para el ejercicio ilegal de las facultades especiales de investigación para ilícitos de colusión, a fin de impedir su instrumentalización para paralizar o dilatar el proceso principal ante el TDLC; y se otorga eficacia a los acuerdos extrajudiciales respecto de terceros, con el objeto de fomentar el uso de esta herramienta de solución de conflictos anticompetitivos en el marco de las investigaciones de la FNE.

Intervinieron los diputados señores Kast, don Felipe; Espejo, Bellolio, Tuma y Van Rysselberghe, quienes plantearon, entre otras, las siguientes observaciones, interrogantes e inquietudes:
- Los umbrales que hacen obligatorio el control de operaciones de concentración debiera ser diferenciado para las empresas que operan en mercados transables, pues los efectos de una fusión para la libre competencia y para los derechos de los consumidores pueden ser completamente distintos a los que se producen en mercados no transables.

- Es positivo que sea la FNE la que pueda aplicar el mecanismo de la delación compensada, pero se debe cuidar que, junto con quedar exento de responsabilidad penal, quien se acoja a ella no pierda los beneficios económicos que hoy tiene aparejada esta figura (rebaja o exención de multas y otros), para no desincentivar la denuncia.

- Sería conveniente especificar en la ley algunos parámetros básicos para la determinación reglamentaria de los umbrales en materia de control de fusiones, a fin de evitar alguna objeción de tipo constitucional.

- Resulta necesario establecer algún criterio objetivo que obligue a la FNE a iniciar la acción penal en ciertos casos.

- Se debiera facultar al TDLC para determinar y adjudicar daños y perjuicios.

- Debiera forzarse a la autoridad a responder fundadamente a las recomendaciones normativas que efectúe la FNE.

- Es necesario clarificar la relación que habrá entre la FNE y el Ministerio Público, dado que la primera podrá recurrir discrecionalmente al TDLC en lugar (o además) de formular querella criminal por el delito de colusión.

- El umbral de $ 14 millones en ventas parece bajo. Falta saber cuál es el promedio de ventas anuales de las últimas empresas que se han fusionado y que han pasado por la FNE, distinguiendo la industria en la que ellas operan porque los montos pueden ser muy distintos de un sector a otro, lo que será relevante para determinar cuántas fusiones quedarán sujetas al control obligatorio de la FNE y qué capacidad tendrá esta para efectuarlo.

- La multa por colusión en la Unión Europea es el equivalente al 30% de las ventas relevantes de los infractores con tope de 10% de las ventas totales. En el proyecto se establece como alternativa al doble del beneficio económico una multa equivalente al 30% de las ventas totales. 

- Algunos senadores han solicitado al Ejecutivo retirar el proyecto en análisis porque ellos están tramitando otro sobre las mismas materias. ¿Cómo se va a proceder al respecto? 

- Las multas por colusión podrían hacer desaparecer una empresa, reduciendo el número de competidores en un mercado, lo que además de afectar eventualmente el abastecimiento de ciertos bienes tendría consecuencias negativas para los trabajadores. ¿Habría posibilidad de intervenir esa empresa para darle continuidad?
- Dependiendo del número de involucrados en una operación de concentración, convendría en ciertos casos extender los beneficios de la delación compensada a otros infractores que pudieran aportar mayores antecedentes a la FNE.

- En Chile, hay sectores donde no solo no hay competencia, sino que hay monopolios establecidos, como ocurre en materia de transporte. Aplicar allí el sistema de control de fusiones no mejoraría la situación, por lo que habría que buscar otra fórmula.

- El monopolio legal más grande del país es el Estado y no se han podido resolver los problemas de ineficiencia ni de relaciones con los usuarios que este registra. Hay organismos que no responden a tiempo los requerimientos de los ciudadanos y el silencio administrativo que se contempla en el proyecto es impracticable, por ejemplo, cuando una municipalidad no otorga oportunamente un permiso de edificación. Habría que incluir en esta u otra iniciativa normas para resolver esas situaciones.

- De los informes que inspiraron la elaboración del proyecto (Comisión Asesora Presidencial año 2012, OCDE 2014 y OCDE 2015), ¿cuál de ellos pesó más?

- ¿Cuáles fueron los argumentos esgrimidos en su momento por el Ejecutivo para eliminar el tipo penal de colusión existente hasta el año 2003?

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo respondió que, si bien se podrían establecer distintos umbrales para el control de fusiones, dependiendo de las características del mercado de que se trate, lo cierto es que la OCDE plantea que los umbrales diferenciados tienden a generar mayor incertidumbre. Luego, entendiendo que un umbral genérico podría no ser relevante en un mercado en términos de afectar la libre competencia, lo que se propone es que la FNE pueda analizar rápidamente una operación de concentración para descartar o administrar el riesgo anticompetitivo que ella plantea. Coincidió, en todo caso, en la necesidad de debatir acerca de los parámetros mínimos que debiera contemplar la ley para la determinación de los umbrales que harían procedente el control obligatorio de tales operaciones.

Respecto de la delación compensada, sostuvo que ella comprende no solo la exención penal, sino también los beneficios económicos. 

Sobre la posibilidad de que el TDLC sea facultado para adjudicar daños, se mostró abierto a discutir el tema, en cuanto tiende a fortalecer principios básicos relacionados con la defensa de los derechos de los consumidores. 

Igualmente, se manifestó partidario de abrir un debate en torno a la necesidad de que las recomendaciones normativas de la FNE tengan una respuesta concreta por parte de la autoridad que las reciba. Enfatizó la conveniencia de que la Fiscalía cuente con información para hacer buenos estudios de mercado, para lo cual debe contar con atribuciones para obtenerla, de modo que también pueda hacer buenas proposiciones regulatorias.

Le pareció extremadamente relevante dejar claramente establecido que el ejercicio de la acción penal por el delito de colusión requiere de una querella por parte de la FNE y no de una mera denuncia, como plantean algunas mociones senatoriales, por tratarse de situaciones que importan un juicio técnico muy elevado. Por lo mismo, el Ministerio Público no podría iniciar de oficio la investigación, ya que ello generaría gran incertidumbre respecto del funcionamiento del sistema en su conjunto. 

En lo que atañe a las multas, reconoció que en el caso de la Unión Europea el 30% de las ventas se refiere a los productos involucrados en la colusión y que el tope de 10% se refiere a las ventas totales, incluidas las efectuadas a nivel internacional, por lo que se trata de un límite bastante elevado. Comenta un estudio que concluye que los carteles en Estados Unidos han causado daños equivalentes al 30 a 50 por ciento de las ventas (de un determinado producto) y entre el 22 y el 25 por ciento de las ventas del comercio (sic), por lo que la sanción propuesta en el proyecto resulta --en su opinión-- razonable.

Refiriéndose a la posibilidad de que la imposición de una multa por colusión acarree la desaparición de una empresa, poniéndose así en riesgo la competencia en un mercado, señaló que este es un elemento que tendrá que analizar el TDLC al aplicar las sanciones que corresponda, pero el riesgo que esa empresa tenga de salir del mercado es también parte del arsenal necesario para combatir efectivamente la colusión. 

En cuanto a la delación compensada, planteó que lo importante como incentivo para desbaratar carteles es la carrera entre los involucrados por ser el primero en delatar y premiar también al segundo le quitaría efectividad al mecanismo.

Sobre la operatoria de la sanción penal de la colusión previa al año 2003, cree que el análisis que se ha hecho es incompleto en el sentido de que la FNE no contaba con las facultades necesarias para hacerla efectiva. Más allá de si existía o no el convencimiento de que la pena de cárcel era un elemento eficaz para disuadir conductas anticompetitivas, lo que había era la necesidad de avanzar por la vía del fortalecimiento de la institucionalidad, que fue el camino que siguió entonces el Ejecutivo, de modo de generar condiciones para enfrentar esas conductas. Pero hoy, que se ha avanzado en esa área después de la creación del TDLC y de dotar a la FNE de nuevas herramientas para detectar carteles, se abre la oportunidad para introducir otras modificaciones que permitan potenciar los mecanismos disponibles, penalizando nuevamente tales operaciones.

Respecto de los estudios realizados antes de elaborar el proyecto, afirmó que gran parte de los tópicos planteados por la Comisión Asesora Presidencial para la Defensa de la Libre Competencia del año 2012 están recogidos en la iniciativa en debate. Tal es el caso del aumento de las multas o las inhabilidades. Sobre la penalización de la colusión hubo visiones dispares, pero el Ejecutivo la considera necesaria para disuadir ese tipo de conductas. También esa comisión habló de la necesidad de aclarar los términos de la delación compensada para dar certeza respecto de los beneficios a que se puede acoger el delator. Y en caso que se decidiera penalizar la colusión, planteó la conveniencia de que fuera la FNE la que gatillara el ejercicio de la acción y no otra institución. Finalmente, en cuanto a las fusiones, la citada comisión planteó la necesidad de generar un marco normativo con mucha más certeza, transparencia y predictibilidad que el existente.

Intervinieron los diputados señores Poblete y Núñez, don Daniel, quienes formularon diversas preguntas a lo que el Ministro señaló que las operaciones de concentración de empresas, como la fusión entre DyS y Falabella o la compra de Cine Hoyts por Chile Films, deberán ser analizadas por la FNE para ver si afectan o no la competencia en un mercado y, dependiendo del resultado de esa evaluación, podrá aprobar, prohibir o autorizar con condiciones la operación. 

En cuanto a las notificaciones, ellas serán obligatorias cuando las empresas que pretendan fusionarse superen ciertos umbrales de ventas anuales y la resolución de la FNE al respecto tendrá que evacuarse en un plazo de hasta 25 ó 90 días según las circunstancias. 

Por último, si hubiera operaciones de concentración no sujetas a control preventivo obligatorio, la Fiscalía tendrá hasta un año de plazo para estudiar sus posibles efectos anticompetitivos, no obstante que las empresas involucradas no superen los umbrales de ventas que las obliguen a notificar la fusión.

El señor Felipe Irarrázabal, Fiscal Nacional Económico, explicó que el modelo actual de defensa de la libre competencia en Chile tiene su origen en una ley del año 1959, la más antigua en Latinoamérica sobre la materia, que sufrió grandes modificaciones en 1973 (decreto ley Nº 211), pero el sistema vigente adquiere notoriedad a partir de 1999, con la ley N° 19.610, que fortalece las atribuciones, el carácter técnico y la independencia de la FNE, creada en 1963, y fundamentalmente desde 2004 en adelante, con la creación del TDLC y el otorgamiento de facultades intrusivas a la Fiscalía en 2009, tales como las de allanamiento e interceptaciones telefónicas.

En la actualidad, el modelo se caracteriza por la existencia de tres órganos: la FNE, el TDLC y la Corte Suprema, lo cual es una excentricidad jurídica en el mundo, ya que normalmente existe en otros países una especie de superintendencia, que tiene un departamento que investiga, para que luego un órgano colegiado tome una decisión. En Chile, lo que es muy bueno para garantizar el debido proceso, hay una Fiscalía que investiga y que emite una opinión, debiendo posteriormente convencer al TDLC, que está compuesto también excepcionalmente por dos economistas, a través de un procedimiento judicial, de que está en lo correcto para que este tome la decisión final, supervisado por un tribunal ordinario no especializado que ha sido muy expedito en la revisión de sus resoluciones. 
Destacó que la misión de la FNE es defender y promover la libre competencia en todos los mercados o sectores productivos de la economía chilena. En este sentido, no tiene restricciones como en otros países, donde normalmente hay un principio de deferencia en relación con los organismos sectoriales, como ocurre en Estados Unidos con el mercado financiero o la agricultura. Su rol no se relaciona directamente con la creación de empleos ni con políticas de subsidio, lo cual quiere decir que podría haber decisiones en pro de los consumidores que pudiesen dañar a las empresas involucradas en prácticas anticompetitivas, lo que no es una preocupación de la FNE. 

Planteó, por otra parte, que las infracciones a la libre competencia perforan la economía de mercado porque la gente comienza a desconfiar de ella si los actores hacen trampa, y cartelizarse es una trampa que implica abusar de los consumidores más allá de la crueldad normal de una economía de mercado. La solución para ello es que sea el Estado el que proteja la libre competencia, lo cual resulta paradojal puesto que la economía de mercado está fundada en el emprendimiento privado, pero la autorregulación claramente no es suficiente, especialmente, cuando hay quienes hacen uso ilegítimo de la libertad que les otorga el sistema de ejercicio empresarial.

En seguida, mostró cifras que dicen relación con el desempeño de la FNE, destacando que desde 2010 a la fecha ha disminuido la duración de las investigaciones; se han multiplicado las acciones realizadas y los productos obtenidos (requerimientos, consultas, acuerdos extrajudiciales, conciliaciones, avenimientos, resoluciones, etcétera); ha mejorado la eficiencia (investigaciones versus acciones concretas resultantes de ellas), y aumentado el monto de las multas aplicadas, llegando en ciertos casos hasta los US$ 100 millones. 

Agregó que el informe de la OCDE sobre esta materia se basó, entre otras cosas, en entrevistas con los principales abogados chilenos especializados en operaciones de concentración, logrando así tener un conocimiento vivencial del funcionamiento del sistema nacional. Como resultado de ello, el organismo internacional detectó que el actual régimen de control de operaciones de concentración carece de transparencia, seguridad jurídica y predictibilidad; que no hay disposiciones legales específicas para el control de concentraciones, como tampoco criterios jurisdiccionales claros al respecto, y que el control está sujeto a procedimientos generales antimonopolios que no fueron diseñados para esos fines.

Para solucionar el problema, la OCDE plantea que el control de concentraciones debe estar incluido en la Ley de Defensa de la Libre Competencia de Chile y formar parte de su política de (protección de la) competencia, para lo cual nuestro país debe establecer una delimitación certera del ámbito de control sobre operaciones de concentración, definiendo cuáles de ellas estarán sujetas a control e incorporando un sistema claro de notificación, basado en umbrales. Añadió que el procedimiento debe ser eficiente, transparente, previsible y colaborativo, y que debe darse principalmente frente a la FNE.

Al respecto, planteó el Fiscal que los umbrales deben ser razonables, esto es, ni muy bajos ni muy altos, pues conoce la experiencia de Brasil, donde ocurrió lo primero y el regulador se llenó de consultas que no pudo resolver dentro de los plazos establecidos, lo cual lleva a la deslegitimación del sistema. Estimó además, que las resoluciones de la FNE deben ser revisadas por una instancia superior (el TDLC) cuando no haya acuerdo a su respecto y que debe operar en el procedimiento de control el silencio administrativo positivo para que este sea ágil y eficaz.

Con respecto a las sanciones en caso de incumplimiento de la obligación de notificar una operación, señaló que el proyecto propone una multa de hasta 20 UTA (poco más de $ 10 millones) por cada día de retardo en la notificación, contados desde el perfeccionamiento de la operación de concentración; y se contemplan otras medidas y sanciones (incluyendo multas y desinversión), para aquellos casos en que los agentes económicos no suspendan una operación que ha sido notificada a la FNE o incumplan las medidas dispuestas. 

En lo que atañe a las multas, explicó que la FNE encargó un estudio a académicos de la University College London, entre los cuales estuvo el Presidente de la OCDE en materia de competencia, sobre el grado de disuasión de las sanciones vigentes en Chile para el combate de la colusión. El estudio es bastante descriptivo y contiene un análisis comparado del sistema chileno con los de Estados Unidos, Inglaterra, Alemania y Francia, así como algunas recomenda​ciones y un resumen ejecutivo. En él se concluye que en Chile las multas no son disuasivas, que hay que modificar el sistema y que el primer paso debe ser eliminar el tope. 

Comentó que organismos internacionales como el Departamento de Justicia de Estados Unidos y su Antitrust Division, que tiene una batería de acciones y miles de abogados a su disposición registran una tasa de probabilidades de detección de carteles del 25% y otros países con experiencia en la materia tienen tasas de 1/5 a 1/6 en promedio, siendo los carteles más exitosos los más difíciles de detectar.

El proyecto del Ejecutivo propone dotar a la FNE de la facultad de realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, para lo cual podrá recabar información tanto de particulares como de instituciones públicas y traspasar a la FNE la facultad que hoy tiene el TDLC de efectuar recomendaciones de modificación normativa. Consultado al efecto, el Fiscal opinó que estas recomendaciones no debieran ser vinculantes porque hay mercados en los que puede haber necesidad de priorizar políticas distintas por parte de los reguladores sectoriales y no sería conveniente que la FNE se impusiera a todos ellos, pero sería útil saber por qué han fijado esas prioridades. 

Con respecto a los carteles, señaló que estos son lo peor (para la economía de mercado), pues buscan la ganancia fácil, los coludidos logran un sobreprecio sustantivo y el hombre de negocios considera entre sus variables el costo de incumplir la ley (analiza el posible beneficio en relación con la sanción y la probabilidad de detección). Según estudios efectuados en Estados Unidos, los beneficios de formar un cartel serían entre 17 y 50 por ciento superiores a los que se obtendrían en un ámbito de libre competencia. De ahí la necesidad de hacer que sea un mal negocio infringir la ley.

En el caso de Chile, existe la posibilidad de modificar contratos, disolver entidades y aplicar multas que, tratándose de carteles, pueden alcanzar las 30.000 UTA y, en otros casos, hasta 20.000 UTA, sin perjuicio de otras medidas auxiliares. La determinación de las multas debe tener en cuenta el beneficio económico del infractor, la gravedad de la infracción, la reincidencia, la colaboración ante la FNE y otras consideraciones. Por otra parte, está por verse si en el caso de la colusión de las farmacias procede no o aplicar el artículo 285 del Código Penal, que nunca ha fundado una sentencia en Chile desde que fue dictado en 1874. 

Al efecto, el proyecto propone fortalecer la delación compensada; aplicar multas equivalentes al doble del beneficio o al 30% de las ventas y penas de cárcel para los carteles duros, e inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos. Advierte el Fiscal que sin la delación compensada la posibilidad de detectar y desbaratar un cartel es muy remota y hay que ser muy valiente para formular una acusación si se llega a descubrir, debido a la dificultad de obtener las pruebas que permitan fundarla. Además, se propone establecer una prohibición para contratar con el Estado, tipificar como delito el hecho de proporcionar información falsa, imponer multas por entregar información incompleta y posibilitar el ejercicio de acciones de clase. En Estados Unidos, el 39% de las sentencias relacionadas con casos de colusión se basan en el perjurio, esto es, el suministro de información falsa. Del mismo modo, el Fiscal sostuvo que mentirle a la autoridad debe tener una sanción en nuestro país y eso lo recoge el proyecto, lo que resulta clave para obtener buena información de la delación compensada. Acotó que las acciones de clase no incluirían el triple daño como ocurre en Estados Unidos, porque se podría decir que es un tanto desproporcionado y ha creado en ese país una industria del litigio que es imparable.

Intervinieron los diputados señores Farcas, Bellolio, Espejo y Tuma.

Respondiendo a sus consultas e inquietudes, señaló el señor Fiscal que lo más relevante del proyecto en debate es el control de fusiones. Sin embargo, compartió en general la propuesta del Gobierno sobre la materia y destacó que es sano delegar la facultad de establecer cifras concretas al respecto en el Ministerio de Economía o en el Banco Central, para darle flexibilidad al sistema. 

Sobre la restricción establecida para evitar que las asociaciones gremiales puedan trancar una operación de concentración, consideró, basado en experiencias pasadas, que no es sano darles esa atribución, especialmente en atención a la fragilidad de muchas de ellas, que tienen un origen muy reciente y un financiamiento muy precario. Afirmó que sería un exceso dotarlas de esa facultad, pero consideró positivo que existan, aunque la capacidad de contribuir a que se fortalezcan está más bien en el ámbito de competencia del Sernac y no de la FNE.

Lo anterior es sin perjuicio de que puedan perseguir indemnizaciones a través de acciones colectivas o de clase, y la FNE no ve que esto pueda transformarse en un negocio ya que compensar a quienes han resultado efectivamente dañados por una conducta anticompetitiva parece del todo razonable. Respecto de la posibilidad de que el TDLC o la Fiscalía desarrollen un proceso de determinación de los perjuicios, planteó que sería imponerles una carga que no está en la naturaleza de ninguno de esos organismos y que hay que confiar en el rol que los tribunales ordinarios de justicia puedan desempeñar en esta materia.

En cuanto a la posibilidad de que las sanciones aplicadas a un caso de colusión provoquen la quiebra de una empresa y de que con ello se afecte la competencia en un mercado, sostuvo que a la FNE no le gusta que desaparezcan actores del mercado, pero tampoco puede aceptar que lo integre cualquiera: debe tratarse de empresas eficientes, que sepan que coludirse es jugar con fuego, y hay en la ley vigente dos mecanismos que inhibirían ese efecto. Uno de ellos es la delación compensada, que permitiría a una empresa infractora evitar una sanción que pudiera comprometer su subsistencia, aportando antecedentes sobre el caso. El otro es la posibilidad contemplada en el artículo 26 de que, si la empresa no puede pagar la sanción pecuniaria impuesta, respondan por ella sus directores o administradores y quienes se hayan beneficiado del acto. Además, las empresas son resistentes, especialmente si tienen una marca consagrada en el mercado y no la van a perder tan fácilmente. A lo sumo, se venderán a un precio inferior al normal, pero la posibilidad de que desaparezcan parece un argumento más teórico que práctico, pues lo que se quiere es hacerles ver que se les podría aplicar una sanción severa. Por último, señaló que las sanciones deben ser suficientemente disuasivas, pero también proporcionales, y elevarlas demasiado las haría inaplicables por los jueces o impugnables por los afectados.

En relación con la mayor o menor extensión del tipo penal de colusión, que podría en el primer caso llevar a las empresas a hacer arbitraje para no caer en la conducta delictiva, pero situándose muy cerca de ella, o en el segundo a constituir prácticamente una ley penal en blanco, postuló que se debe ser humilde y mirar la experiencia de Estados Unidos, que con una descripción más bien abstracta ha logrado encarcelar a más de 300 personas, siendo un país muy garantista. Se podría entonces redactar un tipo que satisfaga la exigencia normativa, porque la experiencia ya existe.

Reconoció que el tema de los procedimientos cruzados entre el Ministerio Público y la FNE “hace ruido”, por lo que habría que revisar bien el tema, ya que el sistema penal tiene principios superiores que exigen un estándar probatorio más estricto. En cambio, el TDLC puede condenar en base a ciertos valores y a la experiencia, aunque haya una duda razonable, y los investigados no tienen derecho a guardar silencio.

Sobre la posibilidad de que la aplicación de una multa por colusión provoque la muerte de una empresa, advirtió que el 30% de las ventas es un tope razonable y que habrá que regular la sanción para evitar que empeore la falta de competencia en los mercados. La idea es que las empresas infractoras pasen susto, pero es difícil que vayan a perder su marca o sus canales de distribución por esta circunstancia, y la solución es que se delaten para evitar otras consecuencias.

Manifestó que las asociaciones gremiales son muy incipientes en Chile, por lo que hay que tener cuidado en darles muchas atribuciones, ya que tampoco se sabe bien quien puede estar detrás de una acción concreta. Por lo demás, la posibilidad de que ellas puedan impulsar acciones de clase es un modelo norteamericano, que en Europa no existe, ya que aquí recién se está estudiando la posibilidad de indemnizar a los consumidores (por prácticas anticompetitivas). De ahí que se entregue esta facultad a un órgano que debe velar por el interés público, pues velar por un interés particular no es una cuestión infraccional en sí. 

Respecto del riesgo reputacional que las investigaciones pueden significar para las empresas, señaló que esto es lo que en España se denomina “el costo del proceso”. Es habitual que cuando se inicia una investigación el público considere culpable al investigado. Por eso es que la FNE nunca cuenta lo que está investigando, ni siquiera a la máxima autoridad del Ejecutivo, y cuando hay filtraciones es porque la prensa ha tenido acceso a algún oficio por el cual se requiere Información o porque los propios involucrados usan la estrategia de hacer público su caso.

En cuanto a la determinación de los umbrales para el control obligatorio de fusiones, afirmó que estos son relativamente fáciles de calcular tratándose de operaciones de concentración horizontales, pero más complejos en el caso de las fusiones verticales y mucho más si se trata de conglomerados, pues los grupos económicos son muy pocos en Chile y hay que tener mucho cuidado con “meterle un bastón a la rueda de la bicicleta”. 

En materia de recomendaciones, no consideró razonable que la FNE deba discutir con el TDLC su conveniencia porque eso las podría hacer infructuosas o inoportunas. En cambio, si la FNE es responsable en la ejecución de estudios de mercado, ello podría traducirse en unas pocas sugerencias para mejorar las cosas.

Defendió la conveniencia de que los umbrales sean fijados por medio de un reglamento y señaló que las leyes sobre libre competencia deben ser escuetas, dejando a la FNE y al TDLC la labor de darles sentido, por ser estas normas propias del Common Law, que es un derecho que se va formando a través de su aplicación judicial.

Finalmente, indicó que la FNE no requiere ser una institución demasiado grande para cumplir las tareas que la ley en proyecto le encomienda, pero necesitaría unos 15 funcionarios adicionales a los que actualmente posee para responder oportunamente a las notificaciones de fusiones y efectuar estudios de mercado serios y pertinentes.

El señor Tomás Menchaca, Presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, aclaró, en primer lugar, que el TDLC se reunió un par de veces para analizar el proyecto en debate y que su intervención dará cuenta de los consensos, pero también de los disensos, alcanzados por sus integrantes sobre la materia.

Coincidió en que hay bastante convergencia entre los expertos en cuanto a que hay algunos aspectos en los que nuestra legislación sobre libre competencia es susceptible de perfeccionarse, así como en cuanto a que el sistema ha mejorado en los últimos años.

Afirmó que hay consenso en el tribunal en torno a la conveniencia de mejorar el sistema de multas, haciéndolas proporcionales al daño o a las ventas, o a algo que relacione la sanción con el tamaño de la empresa y la gravedad de la infracción, estableciendo un límite máximo que sea relativo probablemente a las ventas de la industria, en lo cual el proyecto está bien encaminado conceptualmente, aun cuando hará algunas precisiones en aspectos que preocupan al TDLC en general. También hay consenso en que es necesario establecer un sistema de control preventivo de operaciones de concentración, tal como lo recomendara recientemente la OCDE.

Sin embargo, hay varias cuestiones que preocupan al tribunal y que dicen relación con los riesgos, costos y dificultades que presenta esta iniciativa, tanto en lo referente a la penalización de los denominados carteles duros, con la fórmula destinada a calcular las multas máximas aplicables y con las definiciones vinculadas al control preventivo de fusiones, que se proponen en ella. 

Recordó que desde 1959 hubo en Chile sanción penal para los carteles duros, la cual no se aplicó jamás; y cuando se derogó la norma el Ejecutivo adujo que todo tipo penal debe describir las conductas que sanciona de manera precisa (principio de tipicidad) y que era importante no introducir reglas que señalen per se las conductas que constituyen atentados contra la libre competencia, siendo aconsejable mantener una norma amplia con ejemplos básicos, enfoque que es incompatible con la existencia de una figura penal en la cual la especificación del tipo es un requisito ineludible. Como contrapartida, se estableció en la ley N° 19.911 un aumento importante de las multas, que ahora se propone razonablemente elevar otra vez, y sanciones a las personas naturales, a las que hoy se propone agregar sanciones adicionales como inhabilidades y otras.

Si bien la colusión es un ilícito muy grave, que ninguno de los cinco ministros titulares del TDLC duda de que merezca una sanción penal, ninguno de ellos consideró que fuera prudente incorporarla hoy. La razón de esto radica en el tipo de institucionalidad que tiene Chile y en la eficacia con que esta pueda actuar en la lucha contra los carteles, más que en una cuestión de principios. En lo personal, planteó el expositor que si él viviera en Estados Unidos sería partidario de la sanción penal, dado que ese país tiene el Departamento de Justicia, que es una agencia que persigue los carteles en forma extraordinariamente eficiente. Recordó que en Chile se quiso eliminar esta sanción para fortalecer el sistema administrativo, como ocurre en Europa, donde este aplica multas y existe un ente especializado capaz de juzgar las conductas colusorias.

Agregó que desde que se creó el TDLC hace diez años se han desbaratado más carteles que en toda la historia del sistema chileno de defensa de la libre competencia y no parece un síntoma de debilidad el hecho de que aparezcan carteles hoy, ya que estos siempre existieron, solo que ahora –incluso sin sanción penal-se han podido detectar y desmantelar con mucha más eficacia. 

Lo anterior no significa que sea malo castigar la colusión con penas de cárcel, sino que hay ciertas dificultades jurídicas y prácticas que solucionar previamente y que al parecer no se solucionan en el proyecto, pues la descripción de los atentados a la libre competencia es incompleta, abierta y contraria a lo que debe ser la tipificación de un ilícito penal. Es imposible, por ejemplo, establecer un ilícito atentatorio contra la libre competencia sin hacer un análisis, por somero que sea, del mercado y sus características, ya que incluso puede haber casos de colusión que no producen ningún efecto anticompetitivo. A modo de ejemplo, señaló que la cadena McDonald's está formada por empresarios independientes que venden un mismo producto, a un mismo precio, bajo una franquicia. Si esto se viera en la justicia penal no especializada, podría confundirse con un cartel, cuando en realidad hay plena justificación económica para que así ocurra. Asimismo, si dos abogados se ponen de acuerdo para abrir un estudio en comunidad de techo cobrando el mismo honorario por hora, claramente no afectarán el mercado, como sí lo harían dos o tres grandes estudios jurídicos que procedieran de esa forma. En Estados Unidos, existe un criterio jurisprudencial denominado quick look, que permite hacer un análisis de mercado mucho más tenue en estos casos.

Recordó que el año 2009 se incorporó en la descripción de la figura de colusión la frase “que les confiera poder de mercado” para corregir un error que había hasta entonces en la ley, que aludía a quienes actuaran “abusando del poder que dichos acuerdos les confieran”, la cual fue interpretada más restrictivamente aún por el TDLC al disponer que bastaba para sancionar que la conducta colusoria tuviera la aptitud causal de afectar el mercado. Hoy, se propone eliminar dicha frase, lo que no es grave, porque el inciso primero de la misma norma se refiere a “todo acto, hecho o convención que impida, restrinja o entorpezca la libre competencia”, con lo cual sólo podrán ser sancionados los acuerdos que afecten este bien jurídico. Personalmente, dijo no ser partidario de suprimir la referida frase, pero otros ministros del tribunal no ven inconveniente en ello, pues éste podrá seguir usando los criterios técnicos que ha usado hasta ahora para resolver sobre la materia. Advirtió que un juez del crimen probablemente no procedería igual porque, además, en la descripción del tipo del artículo 286 bis propuesto no hay referencia a actos que afecten la libre competencia. Por tanto, el acuerdo de precios entre los dos abogados del ejemplo anterior podría terminar con ellos en la cárcel, pese a no haber causado efecto anticompetitivo.

Por otra parte, compartió la impresión de que, dada la forma como se está estructurando la sanción penal, que no es como antes, cuando había primero una decisión del TDLC y después el inicio de una acción criminal frente a una sentencia ya ejecutoriada, hay efectivamente riesgo de tener dos juicios paralelos y sentencias contradictorias sobre un mismo hecho, lo cual presenta problemas de certeza jurídica, ya que podría un tribunal sancionar y el otro no. De hecho, es muy probable que ello ocurra, no solo por la distinta especialidad de los jueces, sino también por los distintos estándares de prueba que se exigen en uno y otro caso, ya que el juez penal solo debe sancionar cuando se ha acreditado la conducta más allá de toda duda razonable, mientras que el TDLC puede castigar por vía de prueba indirecta, por vía de lo que en Estados Unidos denominan plus factors, que permiten acreditar la existencia de la colusión. Basado en su experiencia profesional y académica, estimó que cada vez será menos frecuente contar con pruebas fehacientes sobre la formación de un cartel, porque cada vez habrá más conciencia de su ilicitud y, más aún, si se establece una sanción penal, por lo que la prueba económica será cada vez más importante. Respecto de la posibilidad de que ambos tribunales condenen a los inculpados por colusión, señaló que esto se puede resolver, por ejemplo, estableciendo sanciones administrativas para las personas jurídicas y penales para las personas naturales.

Con todo, asumiendo que fuera posible coordinar la labor de las instituciones especializadas en materia de libre competencia con las de la justicia penal, hizo presente que los costos del sistema -tanto privados como para el Estado, de tener a gran parte del Ministerio Público dedicado a estas investigaciones- serían mayores. Además, al ser mayor el estándar de convicción necesario para aplicar penas privativas de libertad, lo más probable es que se terminen aplicando solo multas administrativas. Pero hay también un problema para el TDLC, y es que se le hará más difícil obtener pruebas porque va a haber hostilidad frente a las diligencias de investigación por parte de personas que teman autoincriminarse, ya que el derecho a no hacerlo está garantizado en sede penal, pero al no estarlo en sede administrativa y existir la posibilidad de un juicio criminal paralelo, tratarán de hacerlo valer también ante el TDLC. 

Asimismo, existe el riesgo de afectar negativamente la delación compensada. Aunque el proyecto reconoce los efectos de esta para el primer delator, tanto en sede administrativa como penal, no está claro si la exención de responsabilidad alcanza a todos los ejecutivos de la empresa que se auto denuncia o sólo al que se delata, lo que sería necesario aclarar.

En lo que atañe a las multas, afirmó el expositor que hay también consenso a nivel de la crítica especializada y del TDLC en que resulta adecuado fijar un límite relativo proporcional en lugar del límite absoluto actualmente vigente. Sin embargo, personalmente sostiene que hay cierta confusión en torno a esta materia, pues se dice que la sanción aplicable en Europa a los casos de colusión es el equivalente al 30% de las ventas del cartel. En Europa la multa asciende al 30% de las ventas del comercio afectado, esto es, del producto en que los coludidos se pusieron de acuerdo, al que se aplican agravantes y atenuantes, y un tope global del 10% de las ventas totales, cosa que en el proyecto no queda clara. Destacó que el 30% de las ventas del comercio afectado parece una sanción razonable si se considera que el mayor beneficio obtenido producto de la colusión alcanza el 15%, pues aquella sería el doble de éste, pero en todo el mundo existe un tope global que en la ley en trámite se echa de menos. La importancia de esto es que la sanción puede ser mayor al 30% de las ventas al considerar las circunstancias agravantes, lo que puede llevar a la quiebra a la empresa involucrada, con lo cual disminuiría la competencia en el mercado. 

Refiriéndose al control preventivo de operaciones de concentración, destacó que hay acuerdo general sobre la conveniencia de incorporarlo y que hay un informe de la OCDE que plantea dos alternativas al respecto. Reconoció que al interior del TDLC hay opiniones divergentes respecto de si ambas fases del procedimiento deben quedar a cargo de la FNE o si solo la primera debe tramitarla esta y la segunda el tribunal, siendo esta última la que más le agrada en lo personal. Con todo, hizo notar que en caso de llevarse todo el proceso ante la FNE, la OCDE recomienda que su resolución final sea reclamable ante el TDLC, lo que es muy importante porque de lo contrario será objeto de distintos recursos (jerárquico, amparo económico, protección, queja, etcétera), muchos de ellos ante órganos no especializados, que harán más compleja la litigación anticompetitiva. 

Otro problema es la definición de los umbrales, ya que aunque parece razonable que estos sean determinados por la autoridad administrativa, sería más adecuado fijar en la ley los parámetros que debieran utilizarse para ello. Por ejemplo, en cuanto al procedimiento, que haya una instancia de consulta a actores relevantes como la FNE y el TDLC, entre otros, antes de tomar una decisión, y también una periodicidad mínima para la revisión de los umbrales ya establecidos, de modo que no puedan modificarse en cualquier momento. Además, estos umbrales debieran estar relacionados con las ventas de los agentes económicos que pretenden fusionarse, que son las que podrían implicar una restricción de la competencia, sin sumar las de los respectivos grupos empresariales como se propone en el proyecto, ya que podría tratarse no solo de una empresa multiproducto, en cuyo caso sí deberían sumarse sus ventas, sino de empresas no relacionadas entre sí, que actúan en distintos mercados.

También sugirió aclarar si el control obligatorio de fusiones será para las operaciones de concentración horizontal o también para las verticales y de conglomerados (empresas que actúan en mercados distintos), ya que actualmente todas ellas están sujetas a consulta obligatoria, aunque lo más razonable sería restringirlo a las primeras. De hecho, la FNE trata en su guía de fusiones de las operaciones horizontales y hay también un autoacordado del TDLC sobre ellas, por ser las más graves para la libre competencia, desde que dos empresas competidoras entre sí dejan de serlo; en cambio, si se fusionan dos empresas que están en mercados distintos, en general, producen muy poco efecto para la competencia, aun cuando excepcionalmente podrían producirlo. Pero justamente por eso el sistema que se propone contempla un control híbrido: consulta obligatoria a partir de ciertos umbrales –que debiera estar acotada a las fusiones horizontales-y consulta voluntaria o del Fiscal Nacional Económico en los demás casos, como existe para todas las operaciones de concentración en países con sistemas de derecho de la competencia mucho más avanzados, como es el caso de Australia.

En lo que respecta a las atribuciones del TDLC, se modifica el artículo 18, número 2, excluyendo las consultas sobre hechos, actos o contratos por terceros que no sean parte en los mismos, lo que parece totalmente razonable, sobre todo, desde el momento que se incorpora el control preventivo de operaciones de concentración en la ley. Pasa a ser casi innecesario este mecanismo de consulta para que la entidad que quiera celebrar o haya celebrado un contrato pueda consultarle al tribunal si ello es o no contrario a la libre competencia. Hay discrepancia en el seno del TDLC acerca de la conveniencia de que el Fiscal Nacional Económico pueda también consultar, lo que en la actualidad resulta razonable por ser el único mecanismo a través del cual pueden someterse a examen del tribunal operaciones de concentración que las partes no han querido notificar, pero siendo obligatorio el control en ciertos casos y teniendo la FNE la facultad de interponer demanda contra quienes se fusionen restringiendo la libre competencia, la única ventaja de mantenerlo es que las partes puedan obtener voluntariamente un pronunciamiento sobre la materia.

Finalmente, se refirió a algunos aspectos de tipo procesal y otros, sobre los cuales formula las siguientes observaciones:

- En el artículo 3° bis, se establecen sanciones por el incumplimiento de las condiciones que haya fijado la FNE para aprobar una fusión. No se ve ninguna razón para no incluir la posibilidad de usar ese mismo mecanismo cuando no se cumplan las condiciones fijadas por el TDLC en sus sentencias o resoluciones, sea en procesos contenciosos o no contenciosos.

- Se introduce una pequeña modificación en materia de acuerdos extrajudiciales, disponiendo en el artículo 39 Ñ que las resoluciones que aprueben los acuerdos celebrados entre las partes y el Fiscal Nacional Económico serán vinculantes para quienes comparezcan a ellos, pero producirán efecto respecto de terceros en caso de que aprueben el acuerdo, lo cual parece contradictorio. Sugiere eliminar ambas expresiones, ya que ni siquiera las sentencias judiciales producen efecto erga omnes, pero si lo que se quiere resguardar es el efecto de cosa juzgada en un procedimiento sancionatorio administrativo, lo que se requiere es la doble identidad procesal (causa y objeto) y no la triple, como en materia civil. Es decir, si alguien denuncia una determinada infracción por parte de un actor del mercado y ella es sancionada, y otra persona denuncia la misma infracción por parte del mismo sujeto, habrá cosa juzgada y no se podrá sancionar nuevamente la misma conducta, aunque el denunciante sea distinto.

- En el artículo 20, se dice que la prescripción se aplica solo a las multas, eliminando sin posibilidad de alegarla respecto de las medidas impuestas por el tribunal. Esto tiene una lógica porque hay medidas que pueden ser permanentes, en cuyo caso la imprescriptibilidad se subentiende por aplicación de las reglas generales, pero hay medidas que pueden implicar dar, hacer o no hacer algo cuyo cumplimiento puede ser necesario demandar, las cuales debieran prescribir en caso de inactividad del interesado. Sugirió dejar la norma como está, pero incorporando la posibilidad de que las medidas y condiciones impuestas por el tribunal sean susceptibles del mismo procedimiento sancionatorio del artículo 3° bis, pues la acción para exigir la sanción es prescriptible, con lo cual se resolvería el problema.

V. DISCUSIÓN PARTICULAR DEL PROYECTO

Artículo primero

N° 1

Modifica la letra a) del artículo 3° del decreto ley Nº 211, de 1973, en la forma que indica.

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el N° 1 del inciso segundo del artículo primero, por el siguiente:

1) Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal a) por el siguiente: 

“a) Los acuerdos o prácticas concertadas que involucren a competidores entre sí, y que consistan en fijar precios de venta o de compra, limitar la producción, asignarse zonas o cuotas de mercado o afectar el resultado de procesos de licitación, así como los acuerdos o prácticas concertadas que, confiriéndoles poder de mercado a los competidores, consistan en determinar condiciones de comercialización o excluir a actuales o potenciales competidores.”.

b) Agrégase el siguiente literal d), nuevo: 

“d) La participación simultánea de una persona en cargos ejecutivos o de director en dos o más empresas competidoras entre sí.”.

La nueva letra a) tiene por objeto sancionar per se las prácticas y acuerdos colusorios en materia de precios, cuotas de producción o de mercado y licitaciones, como también aquellas prácticas y acuerdos expresos o tácitos, referidos a otras cuestiones, que restrinjan la libre competencia, siempre que confieran poder de mercado a los involucrados. 

El diputado señor Bellolio, en consideración a que esta norma daría lugar a una sanción penal, sugirió trasladar la frase “confiriéndoles poder de mercado a los competidores” al inicio de la letra a) en comento, dado que los acuerdos de precios y otros pueden ser inocuos para la competencia dependiendo del grado de concentración de los mercados.

El Ministro de Economía señaló que los carteles duros, esto es, el solo hecho de concertarse para fijar precios, limitar la producción o asignarse zonas o cuotas de mercado es una conducta manifiestamente anticompetitiva que en todo el mundo se castiga sin considerar el poder de mercado que pueda conferir a los coludidos. En ese sentido, lo que hace la indicación es eliminar una exigencia probatoria que es única en comparación con los sistemas de defensa de la libre competencia de otros países, pero en ningún caso ello implica rebajar el estándar de prueba en materia criminal, donde el poder de mercado que confieran la práctica o el acuerdo colusorio tendrá que ser considerado, entre otras evidencias, para acreditar la existencia del delito más allá de toda duda razonable. Por lo demás, la Corte Suprema, informando sobre la moción parlamentaria de los diputados señor Edwards y señora Molina, ha llamado la atención respecto de la configuración del ilícito de colusión, criticando la inclusión en ella del elemento “poder de mercado”.

El diputado señor Chahin observó que en el proyecto original se suprimía completamente dicho elemento, reponiéndose ahora para ciertos casos distintos de los que constituyen carteles duros, lo cual podría acarrear problemas de interpretación acerca de su exigibilidad en estos. Advirtió una contradicción entre ambas propuestas gubernamentales.

El Ministro de Economía descartó que el Ejecutivo se esté contradiciendo en esta materia, pues siempre sostuvo que los carteles duros se deben sancionar per se. Pero tratándose de acuerdos o prácticas destinados a fijar condiciones de comercialización, como podría ser la distribución de películas en un formato determinado, ellos pueden incluso favorecer la libre competencia, por lo que no serán sancionados a menos que se pruebe lo contrario. 

El Fiscal Nacional Económico insistió en que lo que hace la indicación es poner en línea la legislación chilena con la vigente en países desarrollados como Estados Unidos o las naciones europeas, donde la exigencia de probar que un cartel confiere poder de mercado causaría sorpresa a los expertos en derecho de la libre competencia. Esto proviene de la tradición jurídica norteamericana surgida de diversos fallos judiciales de principios del siglo XX, que consideraban esta conducta tan dañina para la economía de mercado, que imponían restricciones a las defensas que las partes podían hacer valer en relación con el poder de mercado que ella les podía haber conferido. Sin embargo, esto no significa que los imputados no puedan defenderse, ya que mientras a la FNE le bastará demostrar que hubo acuerdo o concertación previa en relación con el precio o la cantidad de un producto, los coludidos podrán demostrar que ello no produjo efectos para la competencia o que estos fueron menores, a fin de determinar el monto de la multa aplicable. 

Siguiendo también la tradición americana y europea, se agregan a través de la indicación los acuerdos de comercialización y de exclusión de competidores, pero se da a las partes la posibilidad de probar que no han afectado la competencia, porque en este caso pueden tener defensas eficientes.

En cuanto a la ubicación de la norma, hizo presente que ella se contiene en el artículo 3°, inciso segundo, porque este último es el que permite a la FNE ejercer facultades intrusivas de interceptación telefónica y allanamiento, lo que no ocurriría si estuviera en el inciso primero. 

El diputado señor Bellolio afirmó que un acuerdo de precios que no confiera poder de mercado no podrá considerarse colusión porque no tendrá efecto anticompetitivo, pero estimó que toda colusión merece ser sancionada y se muestra satisfecho con las explicaciones del Ejecutivo.

El diputado señor Kast, don Felipe, hizo presente su temor de que un acuerdo sobre condiciones de comercialización pueda ser sancionado como colusión, aun cuando su objetivo sea mejorar la calidad de un producto o favorecer de otra manera a los consumidores.

El Fiscal Nacional Económico acotó que justamente por eso se exigirá probar que este tipo de acuerdos confiere poder de mercado, ya que las partes pueden tener razones de eficiencia para imponer la observancia de ciertos estándares técnicos en la manufacturación de los productos que compran o venden, por ejemplo. 

El diputado señor Tuma preguntó cuál sería la situación de dos empresas constructoras que, habiéndose puesto de acuerdo para adjudicarse una licitación, no lo logran debido a la gran cantidad de proponentes en competencia.

El Ministro de Economía insistió en que el solo hecho de ponerse de acuerdo para afectar los resultados de una licitación debe ser sancionado, independientemente de si ello tiene éxito o no. 

El Fiscal Nacional Económico señaló que los ilícitos en materia de libre competencia conllevan una hipótesis de peligro que, aunque no se traduzcan en efectos concretos sobre los mercados, repercuten en el monto de las multas impuestas, que son la forma de hacer justicia respecto del bien jurídico afectado. En el caso consultado, observó que la norma exige que el acuerdo o práctica concertada consista en “afectar el resultado” de una licitación, por lo que en el propio lenguaje utilizado está incorporada la exigencia de que una afectación real sea la que justifique la sanción.

Puesta en votación la letra a) de la indicación del Ejecutivo, con el encabezado del artículo primero, fue aprobada unánimemente, con el voto conforme de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

La letra b) de la indicación en comento tiene por objeto sancionar el denominado interlocking horizontal.

La diputada señora Fernández formuló una indicación para agregar al numeral 1 en comento el siguiente literal b), en reemplazo del propuesto por el Ejecutivo.

b) Agrégase el literal d) nuevo, siguiente:

“d) Las participaciones de una persona como director o ejecutivo en empresas competidoras o que estén verticalmente integradas.”.

Su objeto es sancionar también el llamado interlocking vertical.

Por su parte, el diputado señor Poblete formuló una indicación para incorporar la siguiente letra c) al artículo 3°, del siguiente tenor: 

“c) La existencia de directores o administradores comunes entre competidores, o la participación social entre empresas competidoras, sea de manera directa o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, que les permita elegir o hacer elegir administradores o directores, califique como controlador o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad, en los términos de los artículos 97 y 99 de la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.”.

El diputado señor Bellolio opinó que la segunda indicación parlamentaria está mejor redactada que la del Ejecutivo, pues exige que la existencia de directores comunes produzca un resultado concreto, pero que debería estar en otro acápite del proyecto o, incluso, en otra ley. 

El diputado señor Tuma consideró que el interlocking debiera estar prohibido entre grandes empresas, pero no cuando involucre a una de menor tamaño.

El diputado señor Chahin afirmó que la norma propuesta está bien ubicada porque permitiría a la FNE ejercer facultades intrusivas para develar el interlocking, pero estimó que la prohibición tiene sentido solo en mercados concentrados donde las pequeñas empresas normalmente no participan.

El Ministro de Economía estimó necesario controlar los vínculos establecidos entre empresas competidoras a través del interlocking horizontal, pero sostuvo que el vertical puede estar justificado por razones de eficiencia económica y, aunque comparte el espíritu de la indicación del diputado Poblete, observó que abarca muchas situaciones que el proyecto sujeta al control preventivo de fusiones, por lo que estarían suficientemente cubiertas.

El Fiscal Nacional Económico opinó que el interlocking debe estar regulado en el artículo 3° del decreto ley Nº 211 porque puede ser la antesala de una conducta anticompetitiva. Enfatizó que el objetivo de la norma propuesta es prohibir que una misma persona natural ejerza el cargo de director en dos o más empresas competidoras al mismo tiempo, pero no que una misma empresa tenga directores nombrados por ella en dos o más competidoras, siempre que se trate de personas distintas. Por último, consideró innecesario prohibir el interlocking vertical porque en tales casos no hay competencia entre las empresas involucradas. 

El diputado señor Bellolio sugirió finalmente dejar pendiente la disposición en comento y estudiar una nueva redacción de la misma siguiendo el modelo de la Clayton Act de Estados Unidos, que define el concepto de interlocking y establece límites de ventas y otras condiciones para determinar su ilicitud.

- Así se acordó.

Posteriormente, el Ejecutivo propuso una nueva redacción para la letra d) del artículo 3° que se agrega por la letra b) de este numeral, la cual es del siguiente tenor:

b) Agrégase el siguiente literal d):

“d) La participación simultánea de una persona en cargos ejecutivos o de director en dos o más empresas competidoras entre sí, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas tenga ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades del giro que excedan las cien mil unidades de fomento en el último año calendario.”.

El Ministro de Economía explicó que la inclusión de un umbral de ingresos en la regulación del interlocking horizontal tiene por objeto eximir de su aplicación a las empresas de menor tamaño, según se definen éstas en el artículo 2° de la ley N° 20.416.

La diputada señora Fernández consideró inconveniente excluir de esta figura a las pequeñas y medianas empresas, pues ha habido casos de colusión entre algunas de ellas.

El diputado señor Bellolio recordó que el proyecto busca defender la libre competencia, la cual puede verse afectada por el interlocking en la medida en que éste se traduzca en colusión, pero advierte que dicha figura no es anticompetitiva per se, por lo que le parece razonable sancionarla sólo respecto de las grandes empresas, donde el riesgo es mayor.

El diputado señor Kast, don Felipe, supuso que el establecimiento del umbral tiene por objeto focalizar la prohibición del interlocking en aquellas empresas que tienen cierto poder de mercado.

El diputado señor Espejo consideró preferible eliminar el umbral y dejar que sea la FNE la que determine, caso a caso, si el interlocking resulta contrario a la libre competencia. 

El diputado señor Farcas estuvo de acuerdo en fijar un umbral, sin perjuicio de que la FNE pueda someter a revisión los casos que queden fuera del mismo cuando lo estime necesario.

Los diputados señores Núñez, don Daniel, y Tuma compartieron la idea de fijar un umbral para excluir a las EMT de la prohibición de tener directores comunes, aunque el segundo considera discutibles las cifras de ventas conjuntas e individuales que el Ejecutivo ha adelantado.

El Ministro de Economía recordó que la propuesta inicial en esta materia era sancionar interlocking sin fijar límite alguno y que, a raíz del debate en esta Comisión, el Ejecutivo propone ahora poner una señal de alerta respecto de las grandes empresas, pero eso no significa que las de menor tamaño podrán hacer lo que quieran, porque está resguardado –a través de los demás instrumentos que contempla el proyecto-que ellas no puedan atentar contra la libre competencia.

El Fiscal Nacional Económico acotó que la norma propuesta no prohíbe que una empresa nombre directores en otra que sea su competidora, incluso aunque esos directores comunes sean parientes entre sí, sino que una misma persona natural integre el directorio de ambas. En cuanto a los casos que queden fuera del umbral, aclaró que de todas maneras podrán ser revisados en la medida que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, o tiendan a producir esos efectos, como dispone el inciso primero del artículo 3° en enmienda.

El diputado señor Espejo observó que la sección 8 de la Clayton Act prohíbe la presencia de representantes de una compañía en otra de la competencia, aunque se trate de personas diferentes. Además, los umbrales que establece están determinados en función de la suma de los capitales de las empresas involucradas y, por último, contempla medidas que permiten subsanar la situación, pudiendo renunciar la empresa respectiva a su posición en otra en caso de superarse el umbral. Sugirió modificar la norma propuesta por el Ejecutivo en el sentido descrito.

La diputada señora Fernández retiró la indicación de su autoría sobre la misma materia.

La redacción propuesta por el Ejecutivo para la nueva letra d) del artículo 3° del decreto ley Nº 211, de 1973, que se agrega por el N° 1 letra b) del artículo primero del proyecto, se tradujo en una indicación de los diputados señores Farcas, Jarpa; Kast, don Felipe; Ortiz, Rocafull, Tuma y señora Fernández, la que fue aprobada por 10 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados (as) señores Bellolio, don Jaime; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Ortiz, don José Miguel; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo el señor Espejo, don Sergio.

La indicación del diputado señor Poblete fue declarada incompatible con lo aprobado por la Comisión, lo mismo que una indicación formulada por el diputado señor Núñez, don Daniel, para incorporar en el decreto ley Nº 211, de 1973, un nuevo artículo 3° ter, del siguiente tenor:

“Artículo 3º ter.- Para efectos de prevenir la ocurrencia de alguno de los actos descritos en el artículo 3º, establézcanse las siguientes prohibiciones:

a) Ningún miembro del directorio de una empresa podrá integrar, al mismo tiempo, el directorio de otra empresa con la que compita horizontalmente.
b) Las corredoras de bolsa quedaran excluidas de ejercer su función respecto de los negocios en que tengan interés sus controladores. Una vez conocida la declaración de interés de los propietarios de la corredora, quedará prohibido realizar operaciones que reporten un beneficio a esas empresas.
La transgresión a estas prohibiciones será sancionada con alguna de las medidas establecidas en el artículo 26 de esta ley.”.

N° 2

Agrega un nuevo artículo 3° bis, que dispone la aplicación de medidas preventivas, correctivas o prohibitivas a quienes incumplan las normas sobre control preventivo de operaciones de concentración.

El Ejecutivo formuló una indicación para:

a) Eliminar al final del literal c) del artículo 3° bis la expresión “o”.
b) Reemplazar, en el literal d), el punto final (.) por la expresión “; o”.
c) Agregar el siguiente literal e), nuevo: 
“e) Notifiquen una operación de concentración, de conformidad al Título IV de la presente ley, entregando información falsa.”.

A su vez, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 3° bis, entre las expresiones “prohibitivas” y “que resulten necesarias”, la locución “contempladas en la presente ley y”.

Su objeto es especificar que las medidas de que pueden ser objeto quienes infrinjan la normativa sobre control obligatorio de fusiones deben ser las establecidas en la ley en enmienda.

El señor Jorge Grunberg explicó el contenido y alcance de la norma propuesta y de la indicación formulada a ella por el Ejecutivo. En cuanto a la indicación parlamentaria, precisó que las medidas no descritas en la ley que podrán aplicarse al control de fusiones son las que el TDLC puede crear actualmente caso a caso (en virtud del inciso primero del artículo 3°) y que en último término son controladas por la Corte Suprema, como por ejemplo, ordenar la desinversión para restablecer la competencia en un mercado o restringir, ante la compraventa de una empresa, el plazo por el cual el vendedor se obliga a no competir.

El Fiscal Nacional Económico explicó que las medidas en cuestión deben ser pedidas eventualmente por la FNE y dispuestas necesariamente por el TDLC, pero como tales medidas no están descritas en la ley, la indicación parlamentaria en comento no tendría sentido.

El diputado señor Bellolio sugirió entonces explicitar en el encabezamiento del artículo 3° bis que debe tratarse de las medidas que ordene el TDLC.

El diputado señor Chahin planteó que ello se desprende de la competencia que le atribuye a dicho tribunal el artículo 18, N° 1, de la ley en enmienda, para conocer de las infracciones a ella.

Puesta en votación la indicación parlamentaria, fue rechazada por 3 votos a favor y 6 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Kast, don Felipe, y Lavín, don Joaquín. Votan por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

Puesto en votación el N° 2 del artículo primero del proyecto, con la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por unanimidad, con el voto a favor de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

El diputado señor Bellolio pidió reabrir el debate de la norma así aprobada para intercalar en la letra e) nueva, entre las palabras “entregando” e “información”, el adverbio “dolosamente”, a fin de evitar que se considere falsa la información involuntariamente errónea o inoportuna. No hubo acuerdo al respecto, ya que la entrega de información presuntamente falsa sobre una operación de concentración dará lugar a un procedimiento en el que deberá acreditarse la falsedad y la responsabilidad del infractor, y en caso de error o tardanza en la entrega procederá la aplicación facultativa de una medida cuya necesidad deberá ponderar el TDLC. 

N° 3

Modifica el artículo 6° del decreto ley Nº 211, de 1973, en lo que respecta al tiempo que deben destinar los ministros titulares y suplentes del TDLC al desempeño de sus cargos y a las incompatibilidades que les afectan.

El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para modificar el artículo 6º en enmienda, en el sentido de eliminar, en la letra a) del inciso primero, entre las palabras “Un abogado” y “designado por el Presidente de la República”, la frase “, que lo presidirá,”.

El mismo señor diputado formuló una indicación para intercalar, un nuevo inciso sexto del siguiente tenor: 

“Los miembros del Tribunal determinarán por mayoría simple a su Presidente, quien durará dos años en el cargo.”.

El propósito de ambas modificaciones es que todos los miembros abogados del TDLC sean designados por el Presidente de la República, pero que el nombramiento del Presidente del tribunal sea efectuado por sus propios integrantes.

El diputado señor Espejo señaló que, para resguardar la corrección de los procedimientos, el Presidente del tribunal debe ser necesariamente un abogado.

Puestas en votación ambas indicaciones conjuntamente, fueron aprobadas por 8 votos a favor y 1 voto en contra, con la enmienda de reemplazar en el nuevo párrafo sexto incorporado por la segunda de ellas la frase “Los miembros del Tribunal determinarán” por “El tribunal determinará de entre sus miembros abogados,”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín. Votó por la negativa la diputada señora Fernández, doña Maya.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para reemplazar el primer párrafo de la letra b), del inciso primero del artículo 6º, por el siguiente:

“b) Cuatro profesionales universitarios expertos en materias de libre competencia, dos de los cuales deberán ser abogados y dos licenciados o con post grados en ciencias económicas designados por el Presidente de la República de una nómina de tres postulantes confeccionada por la Corte Suprema mediante concurso público de antecedentes.”.

Su objeto es que todos los miembros del TDLC (tres abogados y dos economistas) sean nombrados por el Presidente de la República, a proposición de la Corte Suprema, pues no tiene sentido que el Banco Central intervenga en la selección de quienes postulan a un cargo judicial. 

El diputado señor Chahin estimó necesario, además, hacer extensivos los requisitos que establece la letra a) a todos los profesionales que postulen a ser jueces del TDLC, sobre todo considerando que quien lo presida será designado por sus pares. 
El diputado señor Tuma (Presidente) estimó conveniente que sea el Banco Central el que califique la idoneidad profesional de los economistas que deban integrar el tribunal. Recordó que se trata de un órgano jurisdiccional especializado que, junto con dominar los temas jurídicos, debe tener también una visión clara de los asuntos relativos a los mercados y a la libre competencia. 

La diputada señora Fernández compartió el planteamiento anterior. 

El diputado señor Bellolio opinó que debe mantenerse el equilibrio y que dos de los ministros del tribunal deben ser nombrados por el Consejo del Banco Central porque no es razonable que la autoridad que conoce quiénes son los profesionales más calificados en materia de libre competencia no tenga participación alguna en su nominación. 

El diputado señor Kast, don Felipe, postuló que el Banco Central tiene una mirada distinta que debe ser considerada, por lo que resulta razonable que los miembros economistas del TDLC sean recomendados por él, y recordó que el Presidente de la República interviene en la designación de los consejeros del BCCh, por lo que de todas maneras incidirá indirectamente en el nombramiento de los ministros del tribunal. 

El diputado señor Espejo recordó que el nombramiento de jueces economistas por parte del Banco Central no surgió para garantizar la idoneidad técnica de los candidatos a miembros del TDLC, sino para generar un contrapeso político. Prefiere que sea la Corte Suprema la que confeccione las nóminas para su designación. 

El diputado señor Chahin sugirió regular en la letra a) del artículo 6° en enmienda la nominación de seis postulantes por la Corte Suprema para que el Presidente de le República designe a los tres jueces abogados del TDLC y, en la letra b), la confección de dos ternas por el Banco Central para que el Primer Mandatario nomine a los jueces economistas del mismo.

El Ministro de Economia advirtió que, además de lo debatido, habría que velar por que el mandato de los miembros del TDLC tenga una duración tal que permita la renovación diferida de sus designaciones, por lo que ofrece estudiar el tema para presentar más adelante una propuesta que se haga cargo de los planteamientos efectuados al respecto.

El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para eliminar la letra a) del N° 3 del artículo primero del proyecto, que consagra la dedicación exclusiva de los ministros titulares del TDLC al desempeño de sus cargos. 

Su autor fundamentó la propuesta en que la dedicación exclusiva no va acompañada de una remuneración suficientemente atractiva que evite que los miembros del tribunal quieran abandonar sus cargos frente a la alta demanda por profesionales expertos en libre competencia que hay en el mercado. Planteó que esa exigencia debiera llevar aparejada una remuneración equivalente a la de los consejeros del Banco Central.

El Ministro de Economía estimó que el estándar remuneratorio para los ministros del TDLC es adecuado, ya que estos tienen actualmente un sueldo muy parecido al del Fiscal Nacional Económico, cuya remuneración está en torno al 2% por debajo de la de un ministro de Corte Suprema.

Puesta en votación la indicación en comento, fue rechazada por 1 voto a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votó por la afirmativa el diputado señor Kast, don Felipe. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y la diputada señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Bellolio, don Jaime.

Puesto en votación el N° 3, letras a), b), c) y d), que pasan a ser c), d), e) y f) del artículo primero del proyecto, fue aprobado unánimemente, por 7 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín. 

Lo anterior fue sin perjuicio de la propuesta comprometida por el Ejecutivo para modificar la norma relativa al sistema de nombramiento de los ministros del TDLC.

En efecto, el Ejecutivo propuso una nueva redacción para este numeral, con el objeto de:

1. Reemplazar la letra a) del inciso primero del artículo 6° de la ley en enmienda, por la siguiente:

“a) Tres abogados designados por el Presidente de le República a partir de nóminas de tres postulantes para cada cupo, confeccionadas por la Corte Suprema mediante concurso público de antecedentes.”.

2. Reemplazar la letra b) del mismo artículo por la siguiente:

“b) Dos licenciados o con post grado en ciencias económicas designados por el Presidente de la República a partir de nóminas de tres postulantes para cada cupo, confeccionadas por el Consejo del Banco mediante concurso público de antecedentes.”.

3. Intercalar en la misma disposición el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Solo podrán participar en los concursos a que se refiere este artículo quienes tengan una destacada actividad profesional o académica especializada en materias relacionadas con la libre competencia.”.

4. Reemplazar el inciso cuarto del artículo en enmienda, que pasa a ser quinto, por el siguiente:

“El Presidente de la República designará a los ministros suplentes a partir de nóminas de tres postulantes cada una, confeccionadas mediante concurso público de antecedentes por la Corte Suprema, para el caso del suplente abogado y, por el Consejo del Banco Central, para el caso del suplente economista.”.

El diputado señor Tuma observó que ningún profesional o académico destacado va a concursar para ocupar un cargo de suplente, por lo que los ministros suplentes del TDLC debieran ser nombrados de entre los integrantes de las nóminas que no hayan calificado para ser titulares.

El diputado señor Bellolio consideró excesivo que el Presidente de la República vaya a nombrar a todos los miembros del TDLC.

El Ministro de Economía recordó que se definieron algunos criterios para regular esta materia. El primero fue que el presidente del tribunal fuera designado por sus propios miembros, lo cual está ya aprobado; el segundo fue que el Banco Central interviniera en la designación de los economistas que deban integrar el TDLC y, el tercero, fue que el sistema de designación de los jueces debía ser semejante a lo que ocurre en otros tribunales. Señaló que la propuesta cumple con todos los criterios antes descritos.

El diputado señor Kast, don Felipe, planteó que, dado el conocimiento adquirido por el Consejo del Banco Central en la materia, los ministros economistas del TDLC debieran seguir siendo designados por aquél, pues ello le agrega valor además a un tribunal especializado como éste.

El Ministro de Economía sostuvo que la propuesta resguarda adecuadamente la independencia del tribunal, pues el hecho de que los nombramientos no sean simultáneos hará que su renovación sea efectuada por distintas administraciones.

En relación con el nombramiento de los suplentes, afirmó que, de acuerdo con la experiencia acumulada, los profesionales que postulan a un cargo como titular normalmente aspiran también a la suplencia, lo que demuestra que ambas categorías son igualmente atractivas.

El diputado señor Espejo observó que, conforme al inciso cuarto vigente del artículo 6° de la ley en enmienda, los ministros suplentes del TDLC son designados a partir de los mismos concursos y nóminas previstos para el nombramiento de los titulares. Sugirió no innovar al respecto.

El Secretario de la Comisión advirtió que la redacción propuesta no puede aprobarse a partir de una indicación parlamentaria, puesto que implicaría suprimir una atribución que la ley vigente confiere al Consejo del Banco Central, lo que de acuerdo con el artículo 65, inciso cuarto, ordinal 2°, de la Constitución Política de la República, constituye una materia de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario. 

Quedó pendiente el tema, a la espera de la correspondiente indicación del Ejecutivo que finalmente no fue presentada.

N° 4

Modifica el artículo 11 del decreto ley Nº 211, de 1973, en lo relativo a las inhabilidades y causales de recusación de los ministros del TDLC. 

Puesto en votación el N° 4 del artículo primero del proyecto, fue aprobado en forma unánime, por 6 votos a favor, de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín. 

N° 5

Introduce una modificación en el artículo 11 bis del decreto ley Nº 211, de 1973, por razones de concordancia.

Puesto en votación el numeral 5 del artículo primero del proyecto, fue aprobado por asentimiento unánime, con 6 votos a favor, de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

N° 6

Modifica el artículo 12 del decreto ley Nº 211, de 1973, por razones de concordancia con lo dispuesto en los incisos octavo y noveno del artículo 6°, que se reemplazan.

Se observó que los incisos octavo y noveno del artículo 6° se refieren al deber de dedicación exclusiva de los ministros titulares del TDLC y a las incompatibilidades de sus ministros suplentes, cuya infracción también debiera constituir causal de cesación en el cargo, por lo que debería modificarse la letra e) del artículo 12 al efecto, en lugar de suprimirla.

El diputado señor Chahin formuló una indicación para reemplazar la letra a) del numeral 6 del artículo primero del proyecto por la siguiente:

a) Reemplázase la letra e) del inciso primero, por la siguiente:

“e) No cumplir lo dispuesto en los incisos octavo y noveno del artículo 6°.”.

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por unanimidad, por 6 votos a favor, de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

Puesta en votación la letra b) del numeral 6 que señala: En su inciso segundo, reemplázase la expresión “letras c), d) y e)” por la frase “letras c) y d)” del N° 6 del artículo primero, propuesta por el Ejecutivo, fue rechazada en forma unánime, con el voto en contra de los mismos señores diputados. 

N° 7

Modifica el artículo 18 del decreto ley Nº 211, de 1973, que trata de las atribuciones y deberes del TDLC.

El Ejecutivo formuló una indicación para modificar el numeral en comento en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente: 

b) Intercálase en el numeral 4), entre la palabra “competitivas” y el punto y coma (;) la frase siguiente:

“En todo caso, el Ministro receptor de la propuesta deberá manifestar su parecer respecto sobre ésta. La respuesta será publicada en la web institucional del Tribunal, de la Fiscalía y del Ministerio de que se trate”.

b) Reemplázase el literal c) por el siguiente:

c) Intercálanse los siguientes numerales 5) y 6), pasando el actual numeral 5) a ser 7):

“5) Substanciar, a solicitud exclusiva del notificante de una operación de concentración, el procedimiento de revisión especial de operaciones de concentración, cuando éstas hubieren sido prohibidas por el Fiscal Nacional Económico conforme a lo establecido en el artículo 57 de la presente ley;

6) Dictar los autos acordados que sean necesarios para una adecuada administración de justicia de conformidad a la ley; y”.
El Ministro de Economía explicó que el numeral 2 del artículo 18 de la ley en enmienda se utiliza en la actualidad para controlar judicialmente toda clase de hechos, actos o contratos que puedan infringir sus disposiciones, siendo necesario excluir las operaciones de concentración, que pasarían a ser controladas por la FNE conforme al nuevo Título IV que se agrega por el numeral 17 del artículo primero del proyecto. De ahí la sustitución propuesta por la letra a) del N° 7 en comento, que consagra legalmente, además, el criterio establecido por el propio tribunal en el sentido de que sólo las partes en un hecho, acto o contrato, o el Fiscal Nacional Económico, están legitimados para someter a consulta tales asuntos, y no los terceros ajenos a ellos.

Con respecto al numeral 4 del mismo artículo 18, señaló que a raíz del debate en la Comisión, se decidió mantener la facultad de hacer recomendaciones normativas en el TDLC, sin perjuicio de conferírsela también a la FNE, razón por la cual se reemplaza la norma sustitutiva de dicho numeral por otra aditiva, que obliga al ministro receptor de la propuesta del tribunal a emitir opinión sobre ella y a publicar ésta en los sitios web de las instituciones competentes.

El diputado señor Bellolio consultó la opinión del Ejecutivo sobre la posibilidad de someter a revisión por el TDLC las fusiones que hubieren sido aprobadas con condiciones por la FNE y no solo las rechazadas.

El Fiscal Nacional Económico recordó que el proyecto no faculta a la FNE para imponer medidas a las empresas que pretendan fusionarse, lo cual es muy sano para una economía de mercado, porque aquella no va a estar en condiciones de saber cuáles pueden ser más eficaces. Su rol será hacer ver los riesgos a los interesados en la fusión y serán éstos los que deberán proponer medidas para suprimirlos o minimizarlos. Si se produce acuerdo, la operación será autorizada bajo las condiciones propuestas por los notificantes y no será necesario recurso alguno. Ahora, si la FNE no está de acuerdo con las medidas que estos sugieran, deberá prohibir la fusión, quedando los afectados legitimados para recurrir de revisión al TDLC. Por último, si fuera el tribunal el que impusiera medidas a los notificantes, éstos tendrán derecho de recurrir a la Corte Suprema.

Puesto en votación el numeral 7 del artículo primero del proyecto, con la indicación del Ejecutivo, fue aprobado en forma unánime, por 11 votos a favor de los (as) diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Ortiz, don José Miguel; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín.

N° 8

Modifica el artículo 20 del decreto ley Nº 211, de 1973, en lo relativo a la prescripción de las acciones y medidas que se impongan para prevenir, corregir o sancionar atentados a la libre competencia.

El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:

8) Modifícase el artículo 20 del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso quinto, la frase “medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar” por la siguiente: “multas que se impongan para sancionar”.

b) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar” por la siguiente: “multas que se impongan para sancionar”.

El Fiscal Nacional Económico explicó que la referencia a las medidas preventivas o correctivas que el TDLC imponga a quienes infrinjan o puedan infringir la ley en enmienda (los notificantes de una operación de concentración, por ejemplo) debe eliminarse, pues ellas no pueden entenderse extinguidas por el simple paso del tiempo, a diferencia de las multas que se condene a pagar a los infractores, las cuales prescriben en el plazo de dos años.

El Ministro de Economía acotó que tales medidas cesarán cuando se implementen o cuando desaparezcan las circunstancias que las hubieren motivado, según sea su naturaleza, o en el término que el mismo tribunal les hubiere fijado.

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por 9 votos a favor y tres abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Ortiz, don José Miguel; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y la diputada señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los señores Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel, y Lavín, don Joaquín.

N° 9, nuevo

El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar, a continuación del numeral 8) del artículo primero del proyecto, el siguiente numeral 9), adecuando la numeración de los numerales posteriores: 

9) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente: 

“Se podrá notificar a las filiales, coligadas o agencias constituidas en Chile de una empresa extranjera, los requerimientos o demandas que se deduzcan en contra de ésta por infracciones a la presente ley, careciendo de valor cualquier limitación estatutaria de dicha filial, coligada o agencia.”.
El diputado señor Tuma (Presidente) dio lectura a un escrito que le hiciera llegar un estudio de abogados en el que se critica al procedimiento de que tratan los artículos 20 y siguientes del decreto ley en enmienda, que consta en el acta de la sesión 61ª. de la Comisión.
Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por unanimidad, por 12 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Ortiz, don José Miguel; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín.

N° 10, nuevo

El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar el siguiente numeral 10), adecuando la numeración de los numerales posteriores:
10) Reemplázase el inciso quinto del artículo 22, por el siguiente:

“No se decretará término probatorio extraordinario para rendir prueba fuera de la Región Metropolitana de Santiago, sino cuando concurran los siguientes requisitos: 

1. Que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia declare que existe motivo fundado para la práctica de la diligencia probatoria fuera de la Región Metropolitana; 
2. Que la parte que solicita el término probatorio extraordinario acredite estar impedida de poder rendir la prueba ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y
3. Que dentro del plazo de 5 días la parte que solicita el término probatorio extraordinario, consigne la suma que determine el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, para efectos de cubrir los gastos que la realización de las diligencias de prueba significarán a las otras partes del juicio.”.

El diputado señor Bellolio formuló una indicación para agregar al número 3 del inciso quinto propuesto por el Ejecutivo un párrafo segundo del siguiente tenor:

“Estas diligencias podrán ser conducidas a través del correspondiente juez de letras, garantizando su fidelidad y rápida expedición por cualquier medio idóneo.”.

Su objeto es especificar cómo debe rendirse la prueba cuando el TDLC autorice excepcionalmente su práctica fuera de su territorio jurisdiccional, reponiendo al efecto el inciso quinto del artículo 22 vigente, que el Ejecutivo propone sustituir. 

Puestas en votación ambas indicaciones, con modificaciones formales, fueron aprobadas en forma unánime, por 12 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Ortiz, don José Miguel; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín.

N° 9 que pasa a ser N° 11)

Letra a)

Introduce tres modificaciones en la letra c) del inciso segundo del artículo 26 del decreto ley Nº 211, de 1973. La primera se refiere a las multas que el TDLC puede imponer en los casos de colusión, abuso de posición dominante, prácticas predatorias y demás conductas anticompetitivas descritas en el artículo 3° del decreto ley en enmienda. Las otras dos constituyen cambios de referencia y de forma. 

El Ejecutivo formuló una indicación para modificar la letra a) del N° 9, que pasa a ser 11, en el siguiente sentido:

1. Reemplazar, en su numeral i), la frase “al doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción, si es que éste puede ser claramente determinado por el Tribunal, o, en caso contrario, al 30% de las ventas del infractor, correspondientes al período durante el cual la infracción se haya prolongado” por la siguiente frase: “al doble del beneficio económico reportado por la infracción, o hasta por el 30% de las ventas del infractor correspondientes a la línea de productos y/o servicios asociada a la infracción durante el período por el cual ésta se haya extendido.”, y 

2. Agregar un numeral iv), por el cual se reemplaza el párrafo segundo de la letra c) del artículo 26 por el siguiente:

“Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la gravedad de la conducta; la necesidad de que la sanción sea efectivamente disuasiva; la calidad de reincidente y la capacidad económica del infractor; y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.

Por su parte, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para reemplazar en el numeral i) la frase “al 30% de las ventas del infractor correspondientes al período durante el cual la infracción se haya prolongado” por “al 30% de las ventas realizadas por el infractor el año anterior relacionadas con la línea de negocios objeto de la infracción, con un tope del 10% de la facturación total de éste durante dicho periodo. En todo caso, a los agentes económicos que no generan ingresos a través de la venta de bienes y servicios, se les podrá aplicar multas de hasta veinte mil unidades tributarias anuales.”.

El Ministro de Economía destacó la importancia de las sanciones propuestas para disuadir las conductas atentatorias contra la libre competencia. Reiteró que, en el caso del cartel de los productores avícolas, hubo una gran desproporción entre el beneficio económico obtenido por los coludidos (en torno a US$ 1.500 millones) y la sanción aplicada por el TDLC (cerca de US$ 60 millones), lo que claramente no resulta efectivo para inhibir la colusión. Por eso se propone elevar la multa al doble del beneficio reportado por la infracción y, en caso de que éste no se pueda determinar, hasta el 30% de las ventas realizadas por el o los infractores, precisándose en la indicación que ellas deben corresponder a la línea de negocios asociada a la infracción.

En cuanto al límite del 30% de las ventas, señaló que el Ejecutivo ha hecho un análisis de los márgenes que normalmente obtienen –en distintos mercados-las empresas que se coluden, el cual arroja como resultado que, en Europa, esos márgenes (valor agregado, menos costo laboral, dividido por el valor total de las ventas) fluctúan entre 15 y 20 por ciento. Luego, el doble del beneficio económico reportado por la infracción varía entre 30 y 40 por ciento. En el caso de Chile, estudios de investigadores locales y del Banco Central demuestran que dichos márgenes son incluso levemente superiores a los europeos (entre 20 y 30 por ciento), por lo que el límite propuesto resulta bastante razonable. Por lo mismo, sería inconveniente aplicar el 10% de las ventas globales realizadas el año anterior, como propone la indicación parlamentaria, pues se trata de un concepto más amplio. Reconoció que, en el caso de la industria manufacturera, los márgenes llegan incluso al 30 o 40 por ciento, según la ENIA (Encuesta Nacional Industrial Anual), pero más que representar un poder de mercado ellos obedecen a una especialización en el producto.
El diputado señor Bellolio planteó que la colusión merece sancionarse con multas superiores al beneficio obtenido a raíz de dicha conducta, pero que ellas deben tener un límite para que no impliquen condenar a muerte a las empresas infractoras, puesto que ello sería contrario al objetivo de favorecer la libre competencia. Sostuvo que la propuesta contenida en la indicación parlamentaria es mejor que la del Ejecutivo porque se refiere al 30% de las ventas de la línea de negocios realizadas por el infractor el año anterior, con un tope de 10% de la facturación total de este en el mismo periodo. Pero, además, se agrega que si los coludidos no registran facturación, se les podrá aplicar una multa fija de hasta 20 mil UTA, combinando igualmente los sistemas sancionatorios europeo y estadounidense en materia de colusión, pero con una fórmula más cercana al primero.

La diputada señora Fernández coincidió en que las multas deben ser altas para que operen como un verdadero desincentivo a la colusión, pero compartió también la necesidad de prevenir la desaparición de las empresas que deban pagarlas, por lo que junto con formular una indicación que eleva las multas al triple del beneficio generado por la colusión o al 50% de las ventas del infractor durante el periodo que esta se haya prolongado, ha presentado otra para que, al aplicar las multas a un caso concreto, el tribunal tenga en cuenta, entre otras circunstan​cias, la capacidad económica del infractor.

Los diputados señores Farcas y Chahin compartieron la propuesta del Ejecutivo, pues estiman que la colusión es un crimen económico inaceptable que debe ser severamente reprimido para garantizar la competitividad en los merca​dos, pero el segundo consideró razonable acoger parcialmente la indicación parlamentaria en lo que atañe al establecimiento de una multa fija para el caso de que los coludidos no registren ventas o éstas no se puedan calcular. Si esto ocurre, ofreció retirar la indicación de su autoría, suscrita también por el diputado Espejo, que se refiere al 30% de las ventas del grupo empresarial al que pertenece el infractor, efectuadas durante el año anterior al requerimiento o demanda, o a un monto equivalente hasta a 30 mil UTA si no se pudiera determinar el beneficio económico obtenido por el infractor o las ventas aludidas.

El diputado señor Kast, don Felipe, recordó que las empresas son actores sociales, por lo que no es deseable que desaparezcan por las malas decisiones que hayan podido tomar algunas personas, obviando los incentivos puestos en la ley para no coludirse. Afirmó que la indicación parlamentaria en debate busca ambos objetivos y por eso se suma a ella, retirando una propia que había presentado con anterioridad.

El diputado señor Tuma (Presidente) retiró una indicación de su autoría, que buscaba evitar el aumento de la concentración en los mercados, limitando al 10% de las ventas de la línea de negocios la multa por colusión, con un tope de tres años en cuanto a la duración de la infracción. Esto, porque el proyecto original del Ejecutivo no acotaba adecuadamente la sanción, como sí lo hace la indicación formulada en esta oportunidad.

El Ministro de Economía consideró pertinente establecer una multa de hasta 30 mil UTA para los casos en que no sea posible determinar la sanción en función de las ventas. En cuanto a la eventual quiebra de las empresas sancionadas, hizo notar que el Ejecutivo también ha formulado una indicación para que al aplicar una multa se tenga en cuenta la capacidad económica del infractor, entre otros factores, y se gradúe la sanción dentro de los límites que establece la ley.

El Fiscal Nacional Económico respondió al diputado Kast, don Felipe, señalando que la existencia de una regulación minuciosa y de sanciones severas no va a impedir que siga habiendo carteles, pero los empresarios que quieran cartelizarse deberán analizar la relación costo-beneficio de esa decisión, la cual tiende a ser más desfavorable cuando a mayores sanciones se suma una mayor probabilidad de detección. En ese sentido, hay seis o siete estudios económicos extranjeros, que tampoco profundizan sobre el contra factual (cuántos carteles se han desbaratado gracias a la aplicación de una ley), en los cuales se habla de sobreprecios de entre 15 y 50 por ciento debido a la existencia de carteles en el mundo y de una probabilidad de detección de estos no superior al 30% en Estados Unidos. En Chile, según el estudio del ex ministro Gómez-Lobo presentado en el “caso pollos”, se estableció –conservadoramente-que el sobreprecio fue de 14% durante 17 años (unos US$ 1.400 millones), sin considerar los efectos peso muerto (pérdida de eficiencia) y paraguas (cobro de sobreprecios por empresas no cartelizadas). Por otra parte, es presumible que la probabilidad de detección en el país sea inferior a la que registra Estados Unidos, la cual se pretende incrementar mediante la delación compensada. 

Con respecto a la quiebra de una empresa cartelizada, señaló que el propósito de la FNE es que existan más competidores en los mercados, pero no a cualquier costo. Los efectos adversos que provoca la colusión en una economía de mercado no justifican la subsistencia de aquella empresa ineficiente que solo sobrevive gracias a la existencia de un cartel y cuya ineficiencia terminan pagando los consumidores. 

Los diputados señores Chahin, Espejo, Núñez don Daniel, Poblete, Tuma y señora Fernández, doña Maya, formularon una indicación para agregar un nuevo párrafo segundo a la letra c) del artículo 26, del siguiente tenor:

“En el evento de que no sea posible determinar el beneficio económico obtenido por el infractor ni sus ventas, el tribunal podrá aplicar multas de hasta treinta mil unidades tributarias anuales.”.

Puesta en votación la letra a) del N° 9 del artículo primero del proyecto, con la indicación del Ejecutivo recaída en ella, fue aprobada por 8 votos a favor, 2 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y la diputada señora Fernández, doña Maya. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Van Rysselberghe, don Enrique. Se abstuvo el diputado Kast, don Felipe.

Puesta en votación la indicación de los diputados Chahin y otros, fue aprobada por unanimidad con adecuaciones formales por 11 votos a favor, de los diputados (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

La indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe fue rechazada por 3 votos a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados Bellolio, don Jaime; Kast, don Felipe, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el diputado Farcas, don Daniel.

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo que reemplaza el párrafo segundo de la letra c) del artículo 26, fue aprobada unánimemente, por 8 votos a favor, de los diputados Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín. 

Fueron retiradas por sus autores sendas indicaciones, de la diputada señora Fernández y del diputado señor Poblete, que proponían modificar el artículo 26 con el objeto de que se considerase la capacidad económica del infractor al momento de determinar las multas aplicables por las conductas descritas en el artículo 3° del decreto ley en enmienda y de dejar a salvo los derechos de los accionistas minoritarios de las sociedades condenadas al pago de dichas multas.

Letra b)

Incorpora dos nuevos literales d) y e) en el inciso segundo del artículo 26 del decreto ley Nº 211. El primero permite imponer a los involucrados en el delito de colusión la prohibición de contratar con la Administración del Estado durante los cinco años posteriores a la sentencia. El segundo permite sancionar a quienes no cumplan el deber de notificar una operación de concentración cuando corresponda, con una multa de hasta 20 mil UTA por cada día de retardo.

Los diputados señores Kast, don Felipe, y Tuma, don Joaquín, formularon por separado sendas indicaciones para eliminar la letra d) que se agrega al artículo 26 del decreto ley Nº 211, basados en que ello podría importar un perjuicio para la Administración al restringir el número de competidores en un mercado aptos para proporcionarle bienes o servicios.

Con la anuencia del Ejecutivo, fueron aprobadas las indicaciones precedentes por asentimiento unánime, por 10 votos a favor, de los diputados Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.

Se declaran incompatibles con lo aprobado sendas indicaciones de los diputados señores Chahin y Espejo; Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe; Poblete y Fernández, doña Maya, y Núñez, don Daniel, que proponían: la primera, una sanción pecuniaria alternativa a la prohibición de contratar con la Administra​ción; la segunda, condicionar esta prohibición a tener en cuenta las circunstancias del caso para que su imposición no afecte las posibilidades de contratación pública; la tercera, extender la prohibición a los servicios públicos autónomos y semifiscales, así como a los poderes legislativo y judicial; y la última, extenderla a las nuevas empresas constituidas por las personas sancionadas.

Puesta en votación la letra b) del N° 9 del artículo primero del proyecto, fue aprobada por unanimidad, pasando la nueva letra e) que se agrega al artículo 26 del decreto ley Nº 211 a ser letra d). Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar al artículo 26 el siguiente inciso final:

“Con todo, las multas señaladas en el literal c) del presente artículo no podrán aplicarse, por los mismos hechos, a directores, administradores o a cualquier persona que haya intervenido en la realización del acto respectivo, que sean sancionadas de conformidad a lo prescrito en el artículo 286 bis del Código Penal. En caso de que éstas ya hubieren sido cursadas, quedarán sin efecto. Asimismo, en estos casos las personas naturales mencionadas precedentemente no serán solidariamente responsables del pago de las multas que se impongan a las personas jurídicas relacionadas con la infracción.”.

El diputado señor Bellolio explicó que esta indicación tiene por objeto velar por la observancia del principio non bis in ídem porque, si bien un mismo hecho puede dar lugar a responsabilidades administrativa y penal, normalmente ellas se hacen valer ante órganos pertenecientes a los poderes ejecutivo y judicial, respectivamente, pero en la especie, aunque distintos, serían dos tribunales los que impondrían las multas y las penas por colusión, incluso, mediante dos procesos simultáneos. De ahí la propuesta de no aplicar o dejar sin efecto las penas pecuniarias a quienes sean o hayan sido condenados por el delito tipificado en el artículo 286 bis que se propone incorporar en el CP. 

El diputado señor Chahin refutó el argumento invocado para restringir la doble sanción de un acto colusorio porque la responsabilidad civil emanada de un delito puede ser perseguida ante un tribunal de ese carácter, sin perjuicio de la persecución penal por los jueces competentes y sin que ello importe una violación del principio en cuestión. Lo mismo ocurre en materia laboral, donde el tribunal especializado puede imponer multas al infractor, sin perjuicio de que se proceda criminalmente contra el mismo ante otro órgano jurisdiccional.

El diputado señor Bellolio advirtió que la responsabilidad civil no da lugar a sanciones, sino a la obligación de indemnizar, como sí ocurriría en los casos de colusión, donde dos tribunales distintos podrían imponer sanciones de distinta naturaleza a un mismo individuo.

El señor Jorge Grunberg señaló que el principio non bis in ídem está consagrado en el artículo 1° del Código Procesal Penal, el cual impide someter a un nuevo procedimiento penal por el mismo hecho a la persona condenada, absuelta o sobreseída definitivamente por sentencia ejecutoriada. Es decir, lo que se prohíbe es perseguir penalmente a un individuo dos veces por una misma conducta, pero no hacer valer distintos tipos de responsabilidad derivados de ella en procedimientos distintos y ante órganos diferentes. 
El diputado señor Chahin opinó que el único caso en que se vulneraría el principio non bis in ídem sería aquél en que se persiguiera penalmente a una misma persona por el delito de colusión del nuevo artículo 286 bis y por el de alteración fraudulenta de precios del antiguo artículo 285, ambos del CP.
A petición del diputado señor Tuma, el Fiscal Nacional Económico aclaró que en sede de libre competencia se puede proceder tanto contra personas naturales como contra personas jurídicas, pero penalmente solo se puede hacer contra las primeras, en cuyo caso pueden traslaparse efectivamente las sanciones pecuniarias y las penales. Duda de que esto suponga una violación del principio non bis in ídem, pero planteó que puede haber problemas de proporcionalidad y de garantías individuales en caso de existir procesos paralelos, por lo que se manifestó partidario de exigir que el TDLC resuelva los casos sometidos a su conocimiento antes de que la FNE pueda acudir a la justicia penal por los mismos hechos.

Puesta en votación la indicación parlamentaria en debate, fue rechazada por 3 votos a favor, 5 votos en contra y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Kast, don Felipe, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los señores Farcas, don Daniel, y Jarpa, don Carlos Abel. 

N° 12, nuevo

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para reemplazar el artículo 30 del decreto ley Nº 211, por el siguiente:

“Artículo 30.- La acción de indemnización de perjuicios a que haya lugar, con motivo de la dictación por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de una sentencia definitiva ejecutoriada, se interpondrá ante ese mismo tribunal y se tramitará de acuerdo al procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Las resoluciones pronunciadas en este procedimiento, salvo la sentencia definitiva, serán susceptibles del recurso de reposición al que podrá darse tramitación incidental o ser resuelto de plano. Sólo será susceptible de recurso de reclamación, para ante la Corte Suprema, la sentencia definitiva.

Al resolver sobre la acción de indemnización de perjuicios el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia fundará su fallo en los hechos establecidos en su sentencia que sirva de antecedente a la demanda. El Tribunal apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica.”.

El diputado señor Chahin adujo que la posibilidad de demandar perjuicios ante el TDLC contribuiría a la economía procesal y permitiría que la determinación del daño causado fuera efectuada por el tribunal especializado que conoce de la infracción que motiva la demanda.

Con la opinión favorable del Ejecutivo, fue aprobada la indicación por unanimidad, por 8 votos a favor, de los diputados (as) Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel, Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

Fue retirada una indicación de los mismos señores diputados, que reemplazaba el artículo 30 del decreto ley Nº 211 por otro, que obligaba al TDLC a pronunciarse en su sentencia sobre la responsabilidad civil de los infractores y a fijar en ella el monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar.

Por otra parte, se declaró incompatible con lo aprobado una indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar en el artículo 30 del decreto ley en enmienda, a continuación de la palabra “ejecutoriada”, la expresión “que determine el daño causado”.

N° 10 que pasa a ser 13

Modifica el inciso segundo del artículo 31 del decreto ley Nº 211, sometiendo los informes que le sean encomendados al TDLC por leyes especiales al recurso de reclamación contemplado en el artículo 27 del mismo cuerpo normativo. 

El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el numeral 10, que pasó a ser 13, por el siguiente: 

13) Reemplázase en el inciso primero del artículo 31 la frase “números 2) y 3)” por la siguiente frase: “números 2), 3) y 4)”.”.

Su objeto es someter al procedimiento de que trata el artículo 27 en enmienda el ejercicio de la atribución que confiere al TDLC el numeral 4 del artículo 18 del decreto ley Nº 211 (efectuar recomendaciones normativas), mismo al que actualmente se sujeta el cumplimiento de las funciones que le asignan los numerales 2 (conocer de las infracciones a la ley) y 3 (dictar instrucciones generales).

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por asentimiento unánime, por 10 votos a favor, de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.

N° 11 que pasa a ser 14

Incorpora un nuevo artículo 31 bis en el decreto ley Nº 211, de 1973, que fija el procedimiento para la tramitación del recurso especial de revisión de las operaciones de concentración prohibidas por la FNE.

El Ejecutivo formuló indicación para modificar el artículo 31 bis, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la numeración “4)” por “5)”. 

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“En el caso que la sentencia revoque la resolución recurrida, el Tribunal, en la misma sentencia, podrá aprobar la operación de concentración en forma pura y simple o sujeta a las últimas medidas ofrecidas por el notificante de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 53. Adicionalmente, podrá el Tribunal aprobar la operación bajo la condición de que se dé cumplimiento a otras medidas que considere adecuadas y suficientes.”.

c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“En contra de la sentencia que pronuncie el Tribunal en virtud de lo establecido en este artículo no procederá recurso alguno, a menos que aquella hubiere condicionado la aprobación de la operación al cumplimiento de medidas distintas de las contempladas en la última propuesta realizada por las partes de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 53. En este último caso, tanto las partes como el Fiscal Nacional Económico podrán deducir el recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27.”.
El Fiscal Nacional Económico explicó que las operaciones de concentración que superen cierto umbral (ventas efectuadas por las empresas que se fusionan) deberán ser notificadas obligatoriamente a la FNE, la cual deberá determinar en un plazo breve (30 días hábiles) los riesgos que ellas puedan significar para la libre competencia, pudiendo aprobarlas pura y simplemente o sujetas al cumplimiento de medidas propuestas por los propios notificantes, o bien, rechazarlas. La idea es que la FNE no imponga medidas inconsultas a los notificantes porque se presume que éstos se encuentran en mejores condiciones de saber cuáles pueden ser más eficientes y eficaces para mitigar los riesgos detectados. Con todo, si la FNE no está de acuerdo con las medidas sugeridas por los interesados, deberá rechazar la operación (para evitar que opere el silencio administrativo positivo), en cuyo caso nace el derecho de los notificantes de recurrir al TDLC para que revise la operación conforme al procedimiento descrito en el artículo que ahora se propone. A su vez, el tribunal podrá confirmar la resolución de la fiscalía, rechazando la operación, o revocarla, aprobando la fusión pura y simplemente o condicionada al cumplimiento de las últimas medidas propuestas por los notificantes a la FNE. Por último, el TDLC sí podrá sujetar la operación de concentración a la observancia de medidas que él mismo determine, pero en tal caso los notificantes o la fiscalía podrán recurrir de reclamación ante la Corte Suprema. A eso apuntan las modificaciones introducidas por la indicación en comento, en relación con lo dispuesto en los artículos 46 y siguientes que se agregan al decreto ley Nº 211 por el numeral 17 del artículo primero del proyecto.

Consultado al respecto, señaló que es conveniente acotar lo más posible las reclamaciones ante el máximo tribunal porque aunque tengan prioridad para su vista y fallo los procedimientos ante éste pueden demorar hasta seis meses, lo cual resulta bastante disruptivo para una empresa que ha manifestado públicamente su intención de fusionarse.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formulan indicación para agregar, en el inciso primero del artículo 31 bis, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), lo siguiente:

“La audiencia pública de la que trata este inciso deberá tener lugar dentro de los 30 días siguientes a la presentación del recurso en cuestión.”.

Su objeto es dar mayor celeridad al procedimiento, acotando el plazo dentro del cual debe convocarse la audiencia pública a que se refiere el inciso primero del nuevo artículo 31 bis.

El Fiscal Nacional Económico señaló que prefiere dejar a criterio del TDLC la fijación de la primera audiencia puesto que en algunos casos puede ser necesario reunir más antecedentes para llevarla a cabo y, en último término, el tribunal debe tener presente que este tipo de operaciones deben ser resueltas en el más breve plazo posible. Por lo demás, los plazos judiciales no son fatales, por lo que pueden siempre prorrogarse (argumento que el diputado Kast, don Felipe, hace valer para que se fije uno en la ley).

Puesta en votación la indicación parlamentaria en comento, fue rechazada por 2 votos a favor, 4 votos en contra y tres abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Kast, don Felipe. Votaron por la negativa los diputados señores Espejo, don Sergio; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los señores Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel, y Jarpa, don Carlos Abel.

Puesto en votación el N° 11 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 14, con la indicación de Ejecutivo, fue aprobado por unanimidad, por 8 votos a favor, de los diputados Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Rocafull, don Luis, y Tuma, don Joaquín. 

N° 12 que pasa a ser 15

Modifica el artículo 32 del decreto ley Nº 211 en la forma que indica.
El Ministro de Economía explicó que la enmienda propuesta tiene por objeto adecuar la norma afectada al nuevo sistema de control obligatorio de fusiones.

Puesto en votación el N° 12 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 15, fue aprobado en forma unánime, por 11 votos a favor, de los diputados (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para agregar en el inciso cuarto del artículo 33 del decreto ley Nº 211, a continuación de la frase “del Ministro de Economía, Fomento o Reconstrucción” la frase “de la Cámara de Diputados o de veinte de sus miembros”, precedida de una coma (,).

Su objeto es que la remoción del Fiscal Nacional Económico, por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones o por incapacidad, pueda ser requerida no solo por el Ministro de Economía, sino también por la Cámara de Diputados o una parte de ella. 

El diputado señor Bellolio sostuvo que la indicación es inadmisible por tratar una materia ajena a las ideas matrices del proyecto en debate. En cuanto al fondo de ella, señaló que al otorgar esta facultad a la Cámara de Diputados se politizaría innecesariamente el proceso de remoción del fiscal.

El diputado señor Kast, don Felipe, consideró que esta facultad afectaría la independencia del Fiscal Nacional Económico para tomar decisiones basadas en criterios estrictamente técnicos, sobre todo, teniendo a su haber el ejercicio exclusivo de la acción penal en materia de colusión.

El diputado señor Núñez, don Daniel, postuló que alguna bancada parlamentaria, dado el bajo número de diputados que estaría legitimado para pedir la remoción del fiscal, pueda proceder políticamente en su contra ante un fallo adverso a determinados intereses por parte del TDLC. Por lo mismo, el diputado señor Tuma (Presidente) sugirió elevar el quórum necesario para promover tal destitución. 

El diputado señor Chahin hizo notar que la independencia del fiscal está resguardada por la exigencia de que la remoción sea dispuesta por el Presidente de la República y basada en causas legales, cuya concurrencia haya sido informada favorablemente por la Corte Suprema. Llamó a pensar que, ante la negligencia del fiscal y la negativa del gobierno de turno a pedir su remoción, no habría ninguna herramienta institucional para separarlo del cargo, aun cuando hubiera motivo legal para ello. En cuanto al posible abuso de esta facultad por parte de un grupo de diputados, recordó que ella existe actualmente respecto de los fiscales del Ministerio Público y solo se ha ejercido en dos oportunidades, siendo acogido el requerimiento por la Corte Suprema en ambas ocasiones.

El Ministro de Economía recordó que en el año 2009 se otorgaron a la FNE facultades intrusivas para mejorar el combate a la colusión y se decidió restringir la facultad del Presidente de la República para remover a su titular, exigiendo que el requerimiento del Ministro de Economía, a través del cual el Ejecutivo ejerce la supervigilancia sobre el fiscal, contara con un informe previo del máximo tribunal, justamente para asegurar la independencia de éste. Opinó que la indicación altera el mecanismo de supervisión de la FNE por parte del Primer Mandatario y que el sistema de nombramiento y remoción del fiscal ha funcionado adecuadamente hasta la fecha, por lo que no ve razón para innovar al respecto.

Puesta en votación la indicación en comento, fue rechazada por 1 voto a favor, 6 votos en contra y cuatro abstenciones. Votó por la afirmativa el diputado señor Chahin, don Fuad. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Kast, don Felipe, Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los diputados señores Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel, y Poblete, don Roberto. 

N° 13 que pasa a ser 16

Modifica el artículo 39 del decreto ley Nº 211, que trata de las atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico.
La letra a) de este numeral agrega un párrafo final a la letra a) del inciso segundo del artículo 39, que asegura a los afectados el acceso al expediente de la investigación llevada a cabo por la FNE, en todos los casos en que no se haya decretado su reserva o confidencialidad. 

La letra b) deroga parcialmente el párrafo primero del literal b) del artículo 39, en lo que respecta a la posibilidad de la FNE de hacerse parte en causas criminales. 

La letra c) reemplaza el literal d) del artículo 39, incorporando el deber de velar por el cumplimiento de las resoluciones dictadas en los procesos de control de fusiones. 

La letra d) incorpora dos nuevos párrafos en la letra h) del artículo 39, por los cuales se sanciona penalmente la entrega de información falsa en el contexto de una investigación llevada a cabo por la FNE y pecuniariamente a quienes injustificadamente no respondan al requerimiento de información o lo hagan solo parcialmente.

El Ejecutivo formuló una indicación (9, a) para intercalar, en el nuevo párrafo quinto que se incorpora en el literal h) del artículo 39, entre las expresiones “Quienes” y “proporcionen”, la frase “oculten información que les haya sido solicitada o”.
Por su parte, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon indicación para reemplazar, en el nuevo párrafo quinto que se agrega a la letra h) del artículo 39, la locución “Quienes proporcionen información falsa en el contexto de una investigación seguida de conformidad a esta ley incurrirán en” por “Quienes dolosamente proporcionen información falsa en el contexto de una investigación seguida de conformidad a esta ley serán sancionados con”.

Su objeto es exigir un ánimo delictivo en la entrega de información, como hace el Código Tributario al distinguir entre una presentación incompleta o errónea y una maliciosamente falsa.

El Ministro de Economía afirmó que el texto propuesto por el Ejecutivo no deja lugar a dudas en cuanto a que la entrega de información debe ser diligente y, por tanto, el hecho de que esta sea falsa implica que quien la presenta sabe que ella es imprecisa o ajena a la realidad. Es por ello que, en la práctica, quien cometa un error en la entrega de información no podrá ser perseguido penalmente.

El diputado señor Chahin sugirió especificar que se castigará con la pena de presidio a quienes proporcionen información falsa “a sabiendas”, pues, tal como está redactada la norma original, la sola entrega de información que resulte ser falsa aparece como una hipótesis de responsabilidad objetiva.

El Fiscal Nacional Económico observó que “a sabiendas” es lo mismo que “dolosamente” y aclaró que la idea no es exigir una responsabilidad objetiva, sino que involucre al menos culpa. 

El diputado señor Chahin propuso sancionar la entrega de información “manifiestamente falsa”, pues la aclaración hecha por el Ministro no se refleja en el texto propuesto y el día de mañana éste podría ser impugnado por inconstituciona​lidad.

El diputado señor Núñez, don Daniel, manifestó que ello sería redundante, pues la sola entrega de información falsa en el contexto de una investigación destinada a verificar la existencia de un posible delito implica la voluntad de ocultar algo y no se puede confundir con información errónea o incompleta.

Finalmente, los diputados señores Bellolio y Chahin formularon una indicación, en reemplazo de la anterior, para intercalar en el nuevo párrafo quinto agregado a la letra h) del artículo 39, entre las palabras “Quienes” y “proporcionen”, el adverbio “culpablemente”, sin perjuicio de la adición propuesta por el Ejecutivo. 

Puestas en votación las letras a), b), c) y d) del N° 13 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 16, con la indicación del Ejecutivo y la indicación parlamentaria precedente, fueron aprobadas en forma unánime, por 10 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

La letra e) del numeral 13 en comento agrega un nuevo párrafo final en el literal j) del artículo 39, que sanciona con multa a quienes se nieguen injustificadamente a comparecer a declarar ante la FNE.

El Ejecutivo formuló una indicación (9, b) para sustituir, en el mismo literal, j) la frase “por escrito” por la siguiente: “por cualquier medio que garantice su fidelidad, según lo determine la Fiscalía Nacional Económica”.

El Fiscal Nacional Económico explicó que hoy en día se permite a las personas citadas por la fiscalía registrar sus declaraciones en archivos de audio, de los cuales se les entrega copia. La idea es habilitar legalmente el uso de dichos medios u otros análogos.

El diputado señor Chahin consideró problemático que sea la FNE la que vaya a determinar (caso a caso) la fidelidad del medio a través del cual podrán declarar quienes sean citados por ella. Sugirió que se fijen los estándares que garanticen tal fidelidad a través de un reglamento o de una norma de carácter general de la propia FNE.

El diputado señor Bellolio estimó inapropiado aplicar la misma sanción (1 UTM) y el mismo apremio del artículo 42 (arresto hasta por 15 días) a quienes injustificadamente no proporcionen la información que se les solicite o no comparezcan a declarar en un proceso investigativo y a quienes incurran en iguales faltas en el contexto de un estudio de mercado.

El Fiscal Nacional Económico advirtió que la FNE deberá asegurarse de que el medio por el cual declare un compareciente sea fidedigno, pues debe ser capaz de reproducirlo ante un tribunal para poder hacer efectivo cualquier tipo de responsabilidad, y no se le ocurre otro medio que no sea un archivo de audio o, eventualmente, de video. Consultado al respecto, señaló que en Estados Unidos lo normal es que en el sistema de control de fusiones se pida declarar a través de conferencia telefónica a los ejecutivos de las empresas, para no quitarles tiempo o cuando se encuentran en el extranjero, en cuyo caso se les pide autorización para grabar lo conversado. 

En cuanto a fijar los estándares que garanticen la fidelidad de los medios que se utilicen para registrar las declaraciones, el Ministro de Economía se comprometió a dictar las instrucciones pertinentes en cuanto se apruebe el proyecto en trámite.

Con respecto a las sanciones aplicables por falta de comparecencia o de información, el Fiscal Nacional Económico señaló que el apremio del artículo 42 nunca ha sido utilizado porque para hacerlo efectivo hay que acudir a la justicia ordinaria del crimen con autorización previa del TDLC. Luego, lo más probable es que se aplique siempre y únicamente la multa en tales casos. Con todo, se comprometió a aclarar en su momento cómo operaría esta amenaza en los estudios de mercado que lleve adelante la fiscalía.

Puesta en votación la letra e) del N° 13 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 16, con la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por asentimiento unánime, por 9 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

La letra f) del N° 13 en comento modifica la letra n) del artículo 39 del decreto ley Nº 211, de 1973, incorporando en su párrafo primero la alusión a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago como encargado de autorizar a la FNE para ejercer sus facultades intrusivas al investigar conductas colusorias, e intercalando un nuevo párrafo séptimo por el cual se regula el procedimiento de reclamo frente a los incumplimientos en que incurra la FNE en el marco de una investigación.

El Ejecutivo formuló una indicación (9, c) para reemplazar, en el párrafo séptimo que se incorpora al literal n) del artículo 39, la frase “la fecha en que el afectado haya tomado” por la siguiente frase: “que aparezca o se acredite que quien deba reclamar tuvo o haya debido tener”.
El Fiscal Nacional Económico explicó que el objeto de la enmienda propuesta es facilitar el ejercicio de las facultades intrusivas de la FNE que normalmente cuentan con aprobación previa del TDLC, concentrando las solicitudes de autorización en la Corte de Apelaciones de Santiago, ya que muchas veces se presentan problemas de falta de tiempo y de conocimiento de los ministros de Corte locales respecto de la materia investigada y del nivel de confidencialidad que requieren las medidas que se pretende aplicar. Aseguró que con esto habrá mayor control por parte de la FNE sobre las solicitudes de medidas intrusivas y se podrán desarrollar más acciones en regiones distintas de la Metropolitana de Santiago. 

Con respecto a la indicación, precisó que el fin principal de la norma que modifica es establecer un plazo para que las personas investigadas interpongan reclamo contra la forma en que la FNE ha ejercido las medidas intrusivas autorizadas, porque muchas veces se han presentado varios de ellos con ánimo dilatorio contra una misma acción, además de permitir que la resolución recaída en este reclamo sea apelable. Consultado sobre el alcance de la expresión “que aparezca o se acredite que quien deba reclamar tuvo o haya debido tener conocimiento”, señaló que ella apunta a restringir la posibilidad de que los reclamos se presenten mucho tiempo después de haberse tenido noticia del vicio que los motiva, aduciendo el afectado que no se había enterado de su existencia, aun cuando aquél resultara evidente de la sola lectura de un documento u otra circunstancia semejante.

Puesta en votación la letra f) del N° 13 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 16, con la indicación del Ejecutivo, fue aprobada en forma unánime, por 8 votos a favor, con la enmienda de reemplazar en esta última la expresión “haya debido” por “debió”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación que pasa a ser g) para sustituir, en el párrafo séptimo de la letra n) del artículo 39 vigente, que pasaría a ser octavo, la expresión “el Tribunal” por “los Tribunales”.

Su objeto es impedir que los resultados de las actuaciones llevadas a cabo por la FNE ejerciendo irregularmente sus facultades intrusivas sean utilizados como medios de prueba ante cualquier tribunal y no solo ante el TDLC.
Fue aprobada la indicación unánimemente, por 7 votos a favor, de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

La letra g) del numeral 13 en comento que pasa a ser h) modifica el literal ñ) del artículo 39 del decreto ley Nº 211, intercalando en su párrafo segundo la frase “producirán efectos respecto de terceros en caso de aprobar el acuerdo”, precedida de una coma (,), y reemplazando la conjunción “y” final y la coma que la precede por un punto y coma (;).

El Ejecutivo formuló una indicación (9, d) para reemplazar la letra g) propuesta por la siguiente:

“g) Reemplázase en el párrafo segundo del literal ñ) la expresión ', y' por punto y coma (;).”.
El diputado señor Bellolio estuvo de acuerdo con la indicación, por entender que con ella se elimina la frase que les reconocía eficacia a los acuerdos extrajudiciales celebrados con la FNE, respecto de terceros que no hubieran concurrido a su celebración, lo que en su opinión habría adolecido de inconstitucionalidad. Por lo mismo, retiró una indicación de su autoría, y de los diputados Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, que proponía justamente dejar sin efecto dicha enmienda. 

Fue retirada, además, una indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar el literal i) de la letra g) del N° 13, propuesta por el Ejecutivo, por otra que tenía por objeto sustituir, en el párrafo segundo del literal ñ) del artículo 39, la expresión “serán vinculantes para las partes que comparecieron al acuerdo” por “darán al acuerdo el carácter de transacción, por lo que producirá el efecto de cosa juzgada,”, la que perseguía también limitar el efecto de los acuerdos extrajudiciales únicamente a las partes que los hubieran suscrito.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para eliminar la frase final del segundo párrafo (literal ñ en enmienda) “y en su contra solo procederá el recurso de reposición”, agregando a continuación de la frase contenida en el proyecto original “en caso de aprobar el acuerdo”, en punto seguido, lo siguiente:

“En contra de la resolución del Tribunal que apruebe o rechace el acuerdo procederá el recurso de reclamación para ante la Corte Suprema. Este recurso deberá ser fundado y solo podrán interponerlo los suscribientes del acuerdo, los competidores que participen del mismo mercado relevante, o las Asociaciones de Consumidores reguladas en el párrafo segundo del Título II de la ley N° 19.496. En lo demás, se regulará conforme a lo dispuesto en el artículo 27 de la presente ley.”.
El diputado señor Chahin argumentó que es importante que los competidores y consumidores afectados por un acuerdo extrajudicial suscrito entre una empresa que ha infringido la normativa de defensa de la libre competencia y la FNE puedan objetar su celebración, dado que todos ellos son naturalmente partes interesadas. 

El Fiscal Nacional Económico advirtió que la FNE no tiene el monopolio de la acción ante el TDLC, por lo que los acuerdos extrajudiciales que ella propone celebrar son meras opiniones suyas y de las partes involucradas, que requieren aprobación del tribunal, el cual se encarga siempre de darles su visto bueno dejando a salvo los derechos de terceros. Luego, quien se sienta afectado tendrá que iniciar un procedimiento contencioso mediante la presentación de una demanda ante el TDLC. Lo que no sería bueno, planteó, es que se utilice el recurso de reclamación como un mecanismo de extorsión para demorar indebidamente el proceso de aprobación del acuerdo, que debe ser siempre muy rápido. 

El diputado señor Chahin observó que la interposición de un recurso de reclamación no suspendería los efectos entre las partes del acuerdo extrajudicial objetado, por lo que no habría posibilidad de dilatar su aprobación. Hizo notar, además, que los terceros tienen derecho de recurrir al TDLC frente a las conductas anticompetitivas que puedan perjudicarlos, pero no tienen actualmente herramientas para oponerse a un acuerdo extrajudicial cuyo contenido pueda afectarlos.

El Fiscal Nacional Económico insistió en que la vía para oponerse a un acuerdo sería un juicio de lato conocimiento ante el TDLC. Planteó que, en el caso de fusiones internacionales, el acuerdo con la fiscalía puede constituir un detalle menor y, aunque la operación pueda materializarse conforme a lo convenido, el hecho de establecer un recurso de reclamación introduciría un elemento de incertidumbre en torno a la operación del sistema.

El diputado señor Chahin insistió en que el proyecto dejaría en la indefensión a terceros interesados respecto del contenido del acuerdo.

El Fiscal Nacional Económico señaló que desnaturalizar la posibilidad de un acuerdo extrajudicial con un recurso de reclamación de terceros que no han sido parte en él no hace más que matar la institución.

El diputado señor Chahin advirtió que los acuerdos extrajudiciales celebrados por la FNE tienen efecto en los mercados y no solo entre las partes que los suscriben, pero se aprueban en un procedimiento sumario desformalizado donde ni siquiera está previsto oír a los competidores o a los consumidores que puedan verse perjudicados por lo que en ellos se prevé.

El diputado señor Bellolio no ve cómo podría la FNE promover un acuerdo extrajudicial que vaya a perjudicar a los actores del mercado que debe proteger.

El Ministro de Economía planteó que el TDLC debe tener en cuenta los intereses de los competidores y consumidores para aprobar o rechazar un acuerdo promovido por la FNE.

El diputado señor Chahin reiteró que el problema es que no existe una etapa en el procedimiento de aprobación de estos acuerdos para oír a terceros que tengan un interés legítimo que hacer valer respecto de ellos. Propuso cambiar el recurso de reclamación por un mecanismo en que el TDLC pueda consultar la opinión de terceros sobre el contenido de un acuerdo, dentro de cierto plazo, antes de ser aprobado. Consideró que nadie mejor que los propios competidores y consumidores podrían anticipar los efectos que tendría para la libre competencia un acuerdo extrajudicial, por lo que al menos debieran ser oídos. Pidió al Ejecutivo estudiar esa posibilidad.

Como consecuencia del debate producido al respecto, el Ejecutivo propuso reemplazar el literal en comento por el siguiente:

g) Modifícase el literal ñ) de la siguiente forma:

i) Intercálase en su párrafo segundo, entre la frase “partes comparecientes al acuerdo” y el punto seguido (.), la frase “así como el parecer de quienes tengan interés legítimo”, y

ii) Reemplázase en su párrafo segundo la expresión “, y” por un punto y coma (;).”.
El objeto de la enmienda propuesta es permitir la intervención de terceros interesados en el procedimiento de aprobación de los acuerdos extrajudiciales celebrados por la FNE, aunque no hayan participado en la conclusión de estos, y restringir así la posibilidad de recurrir contra las resoluciones del TDLC para no dilatar los procesos. 

Los diputados señores Chahin y Núñez, don Daniel, formularon una indicación para reemplazar, igualmente, la letra g) por la siguiente:

“g) Modifícase el literal ñ) de la siguiente forma:

i) Intercálase en su párrafo segundo, entre la frase 'partes comparecientes al acuerdo' y el punto seguido (.), la siguiente frase: 'así como el parecer de quienes tengan interés legítimo y de las asociaciones de consumidores reguladas en el párrafo segundo del Título II de la ley N° 19.496.', y

ii) Reemplázase en su párrafo segundo la expresión ', y' por un punto y coma (;).”.
El Fiscal Nacional Económico consideró innecesaria una disposición especial para que se dé publicidad a los acuerdos extrajudiciales pues, para dar inicio al proceso de aprobación, la FNE y su contraparte deben dar a conocer en cada caso su contenido al tribunal para que éste, a través de una resolución que es pública, los tramite. Respecto de quiénes podrían tener interés legítimo, destacó que esta es una cuestión que en cada caso deberá determinar el tribunal, pero dar legitimación activa por ley a las AdC o a los competidores no le parece conveniente. Argumentó que un competidor podría oponerse incluso a un acuerdo que mejore la competencia en un mercado dada la mayor dificultad que representaría éste para su participación en dicho mercado. Consideró adecuada la propuesta del Ejecutivo en cuanto permitiría, aunque en un plazo breve, que quienes tengan interés legítimo en un acuerdo extrajudicial lo manifiesten, ya que será el TDLC el que tendrá que discernir si estos terceros tienen efectivamente dicho interés o sólo están extorsionando el proceso. No compartió la idea de regalarles media hora de alegatos a quienes no hayan probado reunir los requisitos para tener legitimación activa. 

El diputado señor Chahin estimó que los consumidores organizados siempre tendrán un interés legítimo en la celebración de acuerdos extrajudiciales por parte de la FNE y que, por lo tanto, tienen derecho a ser oídos. Refutó los dichos del fiscal en cuanto atribuye un eventual ánimo extorsivo a las AdC y que no valdría la pena hacerles la concesión de regalarles media hora de alegatos. Consultó la opinión del Ministro al respecto.

El Ministro de Economía dijo entender que el Fiscal Nacional Económico teme que la intervención de terceros que no prueben tener un interés legítimo en la celebración de un acuerdo extrajudicial genere ineficiencias en el proceso. No compartió la interpretación hecha por el diputado Chahin en cuanto a la participación de las AdC en dicha instancia, ya que lo afirmado por el fiscal está referido más bien a los competidores. Valoró el rol que juegan las AdC y expresó su disposición a acatar el consenso que pueda existir en la Comisión en torno a permitir la participación por derecho propio de aquellas en estos procesos.

El diputado señor Kast, don Felipe, no vio inconveniente en aprobar la propuesta del Ejecutivo, pues estimó que la referencia a quienes tengan interés legítimo es más amplia que reconocer legitimación activa solo a organizaciones de consumidores y a competidores del mercado relevante. 

El diputado señor Chahin planteó que el TDLC ha cambiado su criterio respecto de la intervención de las AdC cada vez que se ha modificado su composición, aceptándola en una época y rechazándola en otra. De ahí la importancia de asegurar por ley que sean oídas y que el tribunal decida después si tenían o no interés legítimo en el asunto pues, de lo contrario, se va a generar debate judicial. 

El diputado señor Kast, don Felipe, sugirió entonces reconocer legitimación activa a las AdC que demuestren tener interés legítimo, a fin de excluir a las que puedan tener otras motivaciones para concurrir al procedimiento en cuestión.

Finalmente, la propuesta del Ejecutivo se tradujo en una indicación de los diputados señores Kast, don Felipe; Edwards y Tuma, que fue aprobada por 8 votos a favor y 2 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Rocafull, don Luis; Trisotti, don Renzo, y Tuma, don Joaquín. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad, y Núñez, don Daniel.

La indicación de los diputados señores Chahin y Núñez, don Daniel, fue rechazada por 3 votos a favor, 4 votos en contra y tres abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel, y Núñez, don Daniel. Votaron por la negativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Kast, don Felipe; Trisotti, don Renzo, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los señores Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel, y Rocafull, don Luis.

Fue retirada por su autor una indicación del diputado Kast, don Felipe, para eliminar el primitivo literal i) de la letra g) en comento, lo mismo que la formulada por los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para reemplazar dicho literal i) por el que se señala, y la de los diputados Chahin y Espejo que contemplaba un recurso de reclamación a favor de consumidores y competidores. 

La letra h) del numeral 13 en comento intercala cuatro nuevos literales o), p), q) y r) en el artículo 39 del decreto ley Nº 211. El primero faculta a la FNE para conocer de las notificaciones vinculadas al sistema de control de fusiones. El segundo la faculta para realizar estudios de mercado, pudiendo ejercer al efecto las atribuciones que le confieren las letras f) requerir colaboración y antecedentes a entidades públicas, g) requerir de entidades públicas antecedentes necesarios para sus investigaciones, h) solicitar información y antecedentes a particulares para los mismos fines, j) llamar a declarar a personas que puedan tener conocimiento o hayan celebrado actos relacionados con sus investigaciones, k) requerir informes de organismos técnicos estatales o de peritos privados y l) celebrar convenios de cooperación con otros servicios públicos y universidades, así como con agencias u organismos extranjeros, para la promoción y defensa de la libre competencia, todas del artículo en enmienda. El tercero faculta a la fiscalía para efectuar recomendaciones normativas y, el cuarto, para dictar instrucciones relativas al ejercicio de sus funciones. 

El Ejecutivo formuló una indicación (9, e) para intercalar en el literal p), incorporado por la letra h) en comento, entre la expresión “artículo” y el punto y coma (;) la siguiente frase: “y efectuar recomendaciones a órganos del Estado y agentes económicos. En todo caso, el órgano del Estado receptor de la propuesta deberá manifestar su parecer respecto de la misma. La respuesta será publicada en los sitios web de la Fiscalía Nacional Económica y del órgano de que se trate”.

Por su parte, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar, en la nueva letra p) que se agrega por el literal h), a continuación de la expresión “de este artículo”, en punto seguido, la locución “En el ejercicio de esta atribución, no serán aplicables las sanciones establecidas en los literales h) y j) mencionadas precedentemente;”.

Su objeto es hacer inaplicables en los estudios de mercado las sanciones por no entregar antecedentes o no comparecer a declarar que se contemplan para los procesos investigativos de la FNE. 

El Ministro de Economía planteó que la facultad que se otorga a la FNE para realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados se vería truncada si no se le otorgan al mismo tiempo herramientas para obtener la información necesaria para llevarlos a cabo y poder recomendar medidas que permitan mejorar la competencia, que es lo que contempla la indicación.

El diputado señor Chahin estuvo de acuerdo en establecer sanciones para hacer efectiva la entrega de información que pueda requerir la FNE, pero no con la aplicación de apremios personales tratándose de generar estudios de mercado y no de investigar la comisión de infracciones a la libre competencia.

La diputada señora Fernández consideró que en estos casos debiera aplicarse una sanción pecuniaria en primer lugar y solo si se reitera la negativa a entregar información hacer efectivo el apremio.

El diputado señor Tuma observó que ciertos casos de falta de información o comparecencia constituirían delito y, por tanto, sería conveniente separar las sanciones aplicables a las investigaciones y a los estudios de mercado realizados por la FNE.

El Ministro de Economía planteó que los estudios de mercado son tan importantes como las investigaciones para velar por el funcionamiento de los mercados, y así lo ha declarado la OCDE. Añade que si alguien se niega a entregar información es porque sabe que contiene antecedentes de que un mercado no está funcionando adecuadamente, en cuyo caso puede incluso preferir pagar la multa correspondiente y persistir en su negativa.

El Fiscal Nacional Económico postuló que podría hacerse la distinción planteada por los diputados Bellolio y Chahin entre la persecución de una infracción y un estudio de mercado, máxime porque la idea es encargar uno o dos al año a universidades o centros de estudios para no atosigar a las empresas con solicitudes de información. 

Por otra parte, observó que la letra h) del artículo en enmienda contempla la posibilidad de que los particulares se opongan a los requerimientos de información de la FNE y lo más probable es que en los estudios de mercado ejerzan ese derecho. En tanto, la letra j) permitiría a los particulares declarar por cualquier medio fidedigno, por lo que no debiera representar una gran carga para nadie. Por lo demás, dejar los estudios de mercado como un proceso en el que no importa si se entrega información o la calidad de la información que se proporciona a la autoridad es también una mala señal.

El Ministro de Economía se comprometió a estudiar la presentación de una nueva propuesta sobre la materia, en la línea de lo sugerido por la diputada señora Fernández. 

A proposición del Ejecutivo, los diputados señores Espejo, Farcas y Tuma formularon indicación para agregar, en el nuevo literal p) del artículo 39 incorporado por la letra h) en comento, el siguiente párrafo segundo:

“En el ejercicio de las facultades contempladas en las letras h) y j) de este artículo, las personas naturales y los representantes de personas jurídicas a los que el Fiscal Nacional Económico pudiere irrogar perjuicio a sus intereses, podrán solicitar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que deje sin efecto total o parcialmente el respectivo requerimiento en la forma establecida en los párrafos segundo y tercero de la letra h);”.

Su objeto es crear un mecanismo de control por parte del TDLC respecto de las solicitudes de información y de los llamados a declarar que pueda efectuar la FNE en el marco de un estudio de mercado, cuando los requeridos estimen que ello perjudica sus intereses, de modo que, acogida la reclamación, se extinguiría la obligación de acceder al requerimiento de la fiscalía y, por consiguiente, la posibilidad de ser sancionados. De esta forma, se hace la distinción sugerida por el diputado señor Bellolio entre las eventuales sanciones aplicables con ocasión de un proceso investigativo y las aplicables a propósito de un estudio de mercado. 

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada por 9 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel; Rocafull, don Luis; Trisotti, don Renzo; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Chahin, don Fuad.

La indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, que hacía inaplicables las sanciones contempladas en las letras h) y j) del artículo 39 a los estudios de mercado fue rechazada por 4 votos a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Kast, don Felipe, y Trisotti, don Renzo. Votaron por la negativa los diputados señores Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Farcas, don Daniel.

El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para eliminar el literal q) que se agrega al artículo 39 del decreto ley Nº 211 por la letra h) en comento.
Su objeto es radicar la facultad de efectuar recomendaciones normativas exclusivamente en el TDLC.

Por su parte, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formulan indicación para reemplazar la mencionada letra q) por la siguiente:

“q) Promover ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la modificación o derogación de los preceptos legales o reglamentarios que estime contrarios a la libre competencia, como también la dictación de preceptos legales o reglamentarios cuando sean necesarios para fomentar la competencia o regular el ejercicio de determinadas actividades económicas que se presten en condiciones no competitivas, para que dicho Tribunal, dentro del ejercicio de sus atribuciones, realice las propuestas que estime al Presidente de la República, a través del Ministro de Estado que corresponda;”.
El Fiscal Nacional Económico hizo presente que esta facultad la conserva​ría el TDLC, pero se la quiere otorgar también a la FNE porque el procedimiento que lleva a cabo el tribunal para proponer modificaciones legales o reglamentarias suele demorar hasta un año y en ciertos casos podría llegar tarde. En la práctica, las recomendaciones que impliquen cambios de mayor envergadura deberían ser llevadas por la fiscalía al TDLC para que allí se discutan, mientras que las recomendaciones más específicas, sobre temas ya resueltos, sería conveniente que las hiciera directamente la FNE.

El diputado señor Kast, don Felipe, discrepó con que la fiscalía sea la encargada de perseguir las infracciones a la normativa de libre competencia y vaya a tener también la posibilidad de redactarla. En tal sentido, propuso acoger la indicación de los diputados señores Bellolio y otros, para que se canalicen a través del TDLC las proposiciones de la FNE. 

El diputado señor Espejo consideró, por el contrario, que el tribunal debiera dedicarse a aplicar la normativa vigente con la dedicación y ponderación que cada situación amerite, en vez de estar preocupado de sugerir cambios a esa norma​tiva.

El diputado señor Núñez, don Daniel, hizo notar que las recomendaciones normativas de la FNE deberían fundarse en los hechos que le ha correspondido conocer vía investigaciones o estudios de mercado y que ellas constituirían meras proposiciones que se harían llegar al Presidente de la República a través del Ministro de Economía, por lo que no se trata de que el fiscal vaya a dictar normas en forma discrecional.

El diputado señor Edwards sostuvo que lo ideal es separar los roles de per​secutor y juzgador y que quien proponga modificaciones legales y reglamentarias relacionadas con los hechos de que conoce sea un órgano colegiado, como es en este caso el TDLC.

El diputado señor Chahin estimó que la facultad de sugerir cambios a la normativa vigente es propia de los órganos de la Administración, como son la FNE y el Ministerio de Economía y, por tanto, dictar una norma especial para conferir expresamente esa atribución solo tiene sentido si ella se asigna a un órgano jurisdiccional, que no tiene naturalmente competencia para ello. 

El Ministro de Economía compartió el planteamiento anterior, pero recordó que mantener la facultad de efectuar recomendaciones normativas en el TDLC fue fruto del debate habido en esta Comisión. En ese sentido, destacó que el proyecto consagra un principio en el que todos coinciden, cual es que la fiscalía no requiere habilitación legal especial para hacer tales recomendaciones.

El Subfiscal Nacional Económico hizo presente que los estudios de mercado tienen por finalidad fundamentalmente evaluar la existencia de barreras de entrada a los mercados contenidas en la legislación. Luego, el destinatario natural de los resultados de esa evaluación no es necesariamente el Presidente de la República. De ahí la conveniencia de dotar de autonomía a quien lleva a cabo esos estudios para proponer cambios que mejoren la normativa de libre competencia.

El diputado señor Chahin expresó no ser partidario de que esta facultad sea com​partida porque el día de mañana podría haber contradicción entre las propuestas del TDLC y las de la FNE. Le pareció inconveniente que el órgano encargado de interpretar la ley sea el que haga proposiciones para modificarla y observó que, de acuerdo a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administra​ción del Estado, los ministros son los responsables de definir las políticas públicas y, por tanto, de hacer propuestas regulatorias. Por lo mismo, propuso eliminar la norma que faculta al TDLC para efectuar recomendaciones normativas.

El diputado señor Núñez, don Daniel, planteó que la FNE adquiere a través de su práctica regular una alta especialización que le permite tener un conocimiento acabado de las materias de su competencia, por lo que resulta perfectamente coherente que haga proposiciones regulatorias al Ministro de Economía para que éste decida si las eleva o no al Presidente de la República. 

El diputado señor Kast, don Felipe, afirmó que por el contrario, el TDLC tiene la expertise que le da el ser un tribunal especializado, por lo que debe ser exclusivamente éste el que haga tales proposiciones.

Puestas en votación separadamente las indicaciones parlamentarias en comento, fueron rechazadas ambas por 3 votos a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Kast, don Felipe, y Trisotti, don Renzo. Votaron por la negativa los diputados señores Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Chahin, don Fuad.

La indicación del Ejecutivo al nuevo literal p) que se agrega al artículo 39 en enmienda fue aprobada por 9 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Rocafull, don Luis; Trisotti, don Renzo; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Chahin, don Fuad.

Puesta en votación la letra h) que pasó a ser i) del N° 13 del artículo primero, que pasa a ser N° 16, fue aprobada por 8 votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Rocafull, don Luis; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los señores Edwards, don José Manuel, y Trisotti, don Renzo.

N° 14 pasa a ser 17

Modifica el artículo 39 bis del decreto ley Nº 211, de 1973, relativo
a la delación compensada, en el sentido que indica.
La letra a) del numeral en comento reemplaza el inciso primero del referido artículo 39 bis, favoreciendo al que ejecute una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° (acuerdo colusorio) con la exención o reducción de las sanciones previstas en las letras b (disolución de la persona jurídica), c (multas ascendentes al doble del beneficio obtenido, hasta el 30% de las ventas de la línea de negocios, o hasta 30 mil UTA) y/o d (prohibición de contratar con la Administración del Estado hasta por cinco años, que fue eliminada por la Comisión), todas del artículo 26, cuando aporte a la FNE antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables. 

El Ejecutivo formuló una indicación (10, a) para reemplazar, en el literal a), la frase “El que ejecute una conducta prevista” por “El que intervenga en alguna de las conductas previstas”, cuyo propósito es extender los beneficios de la delación compensada a más de una persona natural, para incentivar la entrega de antecedentes que permitan desbaratar los carteles.

Asimismo, formuló una indicación (10, b) para intercalar en el numeral 14 en comento los siguientes literales b) y c), nuevos, pasando los actuales literales b), c), d) y e), a ser d), e), f) y g), respectivamente: 

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “el ejecutor de” por la frase “quien intervenga en”.

c) Sustitúyese el número 2 del inciso segundo por el siguiente:

“2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, salvo que la Fiscalía autorice expresamente su divulgación; y”.
Su objeto es, junto con adecuar el texto a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 39 bis en enmienda, permitir que la FNE pueda autorizar a quienes aporten antecedentes sobre un cartel a divulgar la solicitud de acogerse a los beneficios de la delación compensada.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para agregar, a continuación del número 3 del inciso segundo del artículo 39 bis, el siguiente número 4:

“4. En el caso de tratarse de un agente económico con participación en el mercado, proponer un plan de indemnización de los perjuicios ocasionados por la comisión de la conducta, el que deberá ser calificado como suficiente por el Fiscal Nacional Económico al momento de acceder al beneficio de exención o reducción de la disolución, multa o prohibición, en su caso.”.

Su propósito es agregar un requisito para acceder a alguno de los beneficios de la delación compensada que menciona el inciso primero del artículo en enmienda.

El diputado señor Chahin adujo que es importante que la FNE tenga en consideración la disposición del delator a compensar el daño causado a los consumidores por la operación de un cartel, más allá de la multa que se le pueda aplicar, que por ceder a beneficio fiscal no favorece en nada a los más afectados por su conducta.

La letra b) del numeral en comento, que pasa a ser d), modifica el inciso tercero del artículo 39 bis en la forma que indica.

El Ejecutivo formula indicación (10, c) para sustituir literal b), que pasó ser d), por el siguiente: 

d) Sustitúyese en su inciso tercero la frase “Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de” por la frase “Para acceder a la exención de la disolución o multa o prohibición, en su caso, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, quien intervenga en.”.

Su objeto es adecuar la norma a lo dispuesto en los incisos anteriores.

El diputado señor Tuma formuló una indicación para sustituir el inciso tercero del artículo 39 bis, por el siguiente:

“Para acceder a la exención o reducción de la multa, ser eximido de la disolución contemplada en la letra b) del artículo 26, y/o acceder a una exención o reducción de la prohibición, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero, o el segundo, que aporte antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la conducta imputada. En caso de ser el segundo que aporte dichos antecedentes, éstos deberán ser adicionales a los presentados por quien primero acompañó antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo, los cuales para estos efectos, deberán prestar utilidad manifiesta para los fines de la investigación.”.

La letra c) del numeral en comento, que pasa a ser letra e), reemplaza el inciso cuarto del artículo 39 bis por el que señala.

El Ejecutivo formula indicación (10, d) para reemplazar el literal c), que pasó a ser e), por el siguiente: 

e) Reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:

“Para acceder a una reducción de la multa y/o de la prohibición, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, quien intervenga en la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quienes hayan previamente acompañado antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo.”.

 Su propósito es extender algunos de los beneficios de la delación compensada a quienes, sin ser el primer delator, aporten nuevos antecedentes a la investigación sobre la existencia de un cartel.
El diputado señor Tuma formuló una indicación para derogar el inciso cuarto del referido artículo, por tratar la misma materia que su propuesta de enmienda al inciso tercero.

La letra d) del numeral en comento, que pasa a ser letra f), reemplaza el inciso quinto del artículo 39 bis por el que indica.

El Ejecutivo formula indicación (10, e) para reemplazar el literal d), que pasó a ser f), por el siguiente: 

f) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente: 

“En su requerimiento, el Fiscal individualizará a cada interviniente en la conducta que haya cumplido con los requisitos para acceder a cualquiera de los beneficios a que se refiere el inciso primero. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar la disolución o multa o prohibición a quien haya sido individualizado como beneficiario de una exención, como tampoco una multa o prohibición mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de las mismas, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita coaccionando a los demás a participar en ella.”.

Finalmente, la letra e) del numeral en comento, que pasa a ser letra g), agrega un nuevo inciso final al artículo 39 bis, que niega el carácter de hecho esencial a la solicitud de acogerse a los beneficios de la delación compensada, para efectos de lo dispuesto en la Ley de Mercado de Valores.

La diputada señora Fernández formuló una indicación para agregar al nuevo inciso final propuesto por el Ejecutivo, en punto seguido, la frase “En ningún caso este régimen de exenciones o reducciones podrá extenderse a la indemnización de los perjuicios que tuviere lugar.”.
El Ministro de Economía se mostró de acuerdo con esta última indicación y estimó que ella y las propuestas del Ejecutivo aseguran la eficacia de la delación compensada y resguardan adecuadamente el derecho a indemnización de los afectados por la colusión. Agregó que el primer delator podrá eximirse de toda clase de sanciones, pero, para que opere efectivamente la delación compensada, el que aporte antecedentes adicionales después solo podrá reclamar una rebaja de la multa por colusión.

Fueron retiradas todas las indicaciones parlamentarias recaídas en este numeral, salvo la que concita el acuerdo del Ejecutivo.

Puesto en votación el N° 14 del artículo primero del proyecto, que pasa a ser N° 17, con las indicaciones del Ejecutivo y la de la diputada señora Fernández, fue aprobado unánimemente, por 10 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Rocafull, don Luis; Trisotti, don Renzo, y Tuma, don Joaquín.

N° 15 que pasa a ser 18

Incorpora en el decreto ley Nº 211, de 1973, un artículo 39 ter, que fija el procedimiento para determinar, o en su caso desestimar, la aplicación de las multas contempladas en los literales h) y j) del artículo 39.

Fue aprobado este numeral por asentimiento unánime, por 9 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Rocafull, don Luis; Trisotti, don Renzo, y Tuma, don Joaquín.

N° 16 que pasa a ser 19

Modifica el artículo 42 del decreto ley Nº 211 en el sentido que indica, por motivos de redacción y de concordancia.

Fue aprobado este numeral por unanimidad, por 9 votos a favor, de los mismos señores diputados y señora diputada individualizados en el número anterior.

N° 17 que pasa a ser 20

Incorpora en el decreto ley Nº 211, de 1973, un nuevo Título IV, que trata sobre las operaciones de concentración, el cual consta de quince artículos (46 al 60).

El Fiscal Nacional Económico reseñó que la normativa de libre competencia que se estableció por primera vez en Chile en 1959 y que se perfeccionó en 1963 y 1973, nunca ha tenido un sistema de control de fusiones –de hecho, la palabra “fusiones” no está en la ley–, en contraste con lo que ocurre en Europa y Estados Unidos. En el año 2009, se otorga a la FNE la facultad de absolver consultas sobre la materia, que deriva de una práctica de la antigua Comisión Resolutiva y posteriormente del TDLC, en que las partes interesadas podían someter voluntariamente a revisión, a través de un procedimiento no contencioso, las operaciones de concentración. Destacó la importancia de tener hoy en día un control obligatorio de fusiones, cuestión que recomiendan tanto el informe de la Comisión Rosende de 2012 como el de la OCDE de 2014 solicitado en el gobierno anterior por el Ministerio de Economía. 

En cuanto a las operaciones que deberán notificarse, explicó que serán tales aquellas que cumplan dos tipos de requisitos: uno de contenido, establecido en el artículo 47 propuesto, cual es que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo producto de la fusión. Se excluyen, por tanto, las fusiones entre entidades de un mismo grupo empresarial porque se entiende que siguen bajo un mismo controlador. Las demás operaciones excluidas constituyen una lista cerrada, pero con conceptos bastante amplios que se han tomado prestados de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Se trata, básicamente, de la adquisición de acciones o derechos que influyen decisivamente en la administración de otra sociedad, de asociaciones bajo cualquier modalidad y de la adquisición de activos de otra sociedad, pero no de unidades de negocios, ya que este concepto podría limitarse para eludir el control que dispone la ley. Para estos efectos, se define como agente económico toda entidad que ofrezca o demande productos o servicios; y la regulación incluye operaciones de concentración tanto horizontales como verticales e, incluso, de conglomerado.

El otro requisito, que es copulativo con el anterior, está previsto en el artículo 48 y consiste en un sistema de umbrales dual, que da cuenta de los dineros involucrados en la operación. Habrá un umbral conjunto, que estará dado por la suma de las ventas efectuadas en Chile por las entidades que se fusionan, la que deberá ser igual o superior a un monto que fijará el Ministerio de Economía en un reglamento y que, según se ha adelantado, bordearía los US$ 80 millones; y un umbral individual, dado por las ventas en Chile de las entidades que se fusionan, el cual alcanzaría los US$ 14 millones. Estas cifras han sido analizadas por la FNE y aunque es difícil precisar el número de operaciones que superarán los umbrales establecidos, se estima –en base a la experiencia de países con un PNB similar al chileno-que quedarían sujetas al control obligatorio de fusiones entre 45 y 65 operaciones anualmente. Para estos efectos, habrá que precisar el concepto de ventas, pero en principio se incluyen las efectuadas por grupos empresariales y se excluyen las ventas entre grupos, así como los impuestos. 

En cuanto al procedimiento, se contempla una forma de notificación simplificada, que en opinión de la FNE podrá ser utilizado para las fusiones verticales y de conglomerado. Muchas veces es difícil distinguir cuándo una operación es horizontal y cuándo es vertical, pero todos los sistemas que se han revisado hacen que el sistema propuesto incluya fusiones verticales y de conglomerado, aun cuando debieran tener una intensidad distinta de revisión porque donde hay más riesgo para la libre competencia es en las fusiones horizontales. 

Habrá, por otra parte, notificaciones voluntarias para las operaciones de concentración que no cumplan los requisitos antes señalados, y la FNE podrá revisar de oficio aquéllas que no se sometan voluntariamente a control, para lo cual tendrá un año de plazo contado desde que ellas se perfeccionen, a fin de dar certeza a los agentes económicos.

En el reglamento tendrán que precisarse, por último, los detalles del nuevo articulado propuesto.

El diputado señor Kast, don Felipe, consideró que el plazo de diez días para recurrir al TDLC ante el rechazo de una operación de concentración por parte de la FNE es muy breve, y le preocupó que la fiscalía vaya a poder recurrir a la Corte Suprema si no está de acuerdo con el fallo del TDLC, pues con ello pierde fuerza la lógica que se genera con este sistema para que se llegue rápidamente a un acuerdo en la manera de llevar a cabo la fusión. 

El Fiscal Nacional Económico aclaró que el plazo de diez días hábiles es para que el notificante presente el recurso de revisión ante el TDLC, pero no es que éste deba resolverse dentro de dicho término. Hizo presente que, en el caso de un requerimiento por colusión, el plazo para presentar descargos es de quince días y, en el del procedimiento sumario aplicable a las acciones de indemnización de perjuicios, es de cinco días, por lo que no habría en esto un problema relacionado con el debido proceso. 

Con respecto a lo segundo, enfatizó que, si el TDLC falla a favor o en contra de la FNE, ésta no tendrá la posibilidad de recurrir a la Corte Suprema, salvo que el tribunal apruebe una operación de concentración imponiendo a los notificantes una medida distinta a las últimas propuestas por éstos a la fiscalía. Ello, porque podría estimar que dicha medida no es idónea para mitigar los riesgos que tuvo en cuenta al rechazar la operación.

Atendidas las explicaciones del Fiscal Nacional Económico, fue retirada una indicación de la diputada señora Fernández al nuevo artículo 46, que se proponía explicitar que tanto las operaciones de concentración horizontales como las verticales y de conglomerado quedarían sujetas a las normas del Título en debate.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar al nuevo artículo 46, que se agrega por el numeral en comento, a continuación de la expresión “las operaciones de concentración” la frase “realizadas por agentes económicos del mismo sector o de la misma etapa de un proceso de producción,”.

Asimismo, formularon una indicación para agregar al nuevo artículo 47, a continuación de la expresión “dos o más agentes económicos” la locución “, del mismo sector o de la misma etapa de un proceso de producción,”. 

El diputado señor Bellolio recordó que el bien jurídico protegido es la libre competencia y que el riesgo que se quiere prevenir es que a raíz de una operación de concentración esta disminuya, perjudicando a los consumidores. Sin embargo, puede haber fusiones que generen una mayor eficiencia económica en materia de calidad, innovación, precios, etcétera, que podría beneficiar a los consumidores. Luego, si no se equilibraran ambas cosas, toda operación de concentración debería ser revisada ex ante por un órgano administrativo o judicial, cosa que no es lo que el proyecto propone. De hecho, la fijación de umbrales implica reconocer que hay fusiones más riesgosas que otras y, por tanto, tienen tratamientos diferentes. Por lo mismo, abogó por que solo las fusiones horizontales o entre competidores de un mismo sector sean sometidas a control obligatorio previo, sin perjuicio de que el resto se revise por voluntad de los interesados o con posterioridad a su materialización. 

El Fiscal Nacional Económico insistió en que no es fácil saber dónde está el deslinde entre una operación de concentración horizontal y una vertical o de conglomerado. De hecho, la fusión entre D&S y Falabella fue analizada por la FNE de manera horizontal y tenían traslape. Reiteró que el modelo propuesto abarcaría todo tipo de operaciones, haciendo una diferencia en función de las sumas involucradas, pero no sería bueno hacerla en función del sector económico a que pertenecen las empresas que se fusionan porque podría quedar fuera del control preventivo una operación de alto riesgo.

El diputado señor Kast, don Felipe, enfatizó la importancia del umbral para determinar cuántas operaciones de concentración entrarán a control preventivo y evitar que colapse el sistema por exceso de notificaciones.

El Fiscal Nacional Económico advirtió que sería muy perjudicial para la fiscalía que el umbral no lograra filtrar realmente los casos dignos de ser fundada​mente examinados ex ante porque, como operaría el silencio administrativo, tendría que destinar mucho tiempo a revisar fusiones y dejaría de perseguir carteles u otros atentados efectivos a la libre competencia, dado que para todo ello cuenta con solo cien funcionarios. Reiteró que, según estudios realizados en base al monto de los umbrales que el Ejecutivo ha proyectado, las operaciones que entrarían anualmente al proceso de control obligatorio no superarían las 60 y es por eso que la FNE ha solicitado un aumento de dotación de solo nueve personas. 

Puestas en votación conjuntamente las indicaciones parlamentarias precedentes, fueron rechazadas por 2 votos a favor, 7 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Kast, don Felipe.

El Ejecutivo formuló una indicación (11, a) para reemplazar el artículo 47 propuesto, por el siguiente:

“Artículo 47.- Se entenderá por operación de concentración todo hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo, en cualquier ámbito de sus actividades. Deberán notificarse a la Fiscalía Nacional Económica en forma previa a su perfeccionamiento las operaciones de concentración que, cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo 48, involucren a dos o más agentes económicos que, no formando parte de un mismo grupo empresarial: 

a) Se fusionen, cualquiera sea la forma de organización societaria de las entidades que se fusionan o de la entidad resultante de la misma;

b) Uno o más de ellos adquiera, directa o indirectamente, derechos que le permitan, en forma individual o conjunta, influir decisivamente en la administración de otro;

c) Se asocien bajo cualquier modalidad para conformar un agente económico independiente, distinto de ellas, que desempeñe sus funciones de forma permanente; o

d) Uno o más de ellos adquiera el control sobre los activos de otro, a cualquier título.

Para los efectos de lo dispuesto en este Título, se entenderá por agente económico toda entidad, o parte de ella, cualquiera sea su forma de organización jurídica o aun cuando carezca de ella, que demande u ofrezca productos o servicios. Se considerará asimismo como un agente económico al conjunto de activos tangibles o intangibles, o ambos, que permitan ofrecer o demandar bienes o servicios.”.
Fueron retiradas por sus autores sendas indicaciones, de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, que tenían por objeto sustituir las letras c) y d) del inciso primero, y el inciso segundo, del artículo en comento, por tratar las mismas materias que la enmienda del Ejecutivo. Respecto de esta última, se dejó constancia de que la referencia a toda entidad que demande u ofrezca bienes o servicios es comprensiva de empresas tanto públicas como privadas.

Puestos en votación los artículos 46 y 47 del Título IV agregado por el numeral 17 en comento, con la indicación del Ejecutivo, fueron aprobados por 7 votos a favor y tres abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados (as) señores (as) Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

El Ejecutivo formuló una indicación (11, b) para modificar el artículo 48 propuesto, que trata de las operaciones de concentración que deben ser notificadas a la FNE, del siguiente modo:

i) Intercálase en el numeral i) del inciso segundo, entre las frases “las ventas” y “de los agentes económicos”, la siguiente frase: “en Chile”.

ii) Modifícase el numeral ii) del inciso segundo del siguiente modo:

1. Intercálase entre las frases “las ventas” y “del agente económico”, la siguiente frase: “en Chile”.
2. Reemplázase la frase “el control” por la frase “la influencia decisiva”.

iii) Intercálase en el numeral iii) del inciso segundo, entre las frases “las ventas” y “del o los agentes económicos”, la siguiente frase: “en Chile”.

iv) Intercálase en el inciso tercero, entre la frase “el Reglamento” y el punto y aparte (.), la siguiente frase: “, en la forma que en él se determinen”.

v) Modifícase el inciso cuarto del siguiente modo:

1. Intercálase entre las frases “este artículo” y “los agentes económicos”, la siguiente expresión: “conjuntamente”.

2. Elimínase la frase “En el caso de activos, dicha obligación corresponderá a las personas titulares de los mismos.”.

vi) Elimínase el inciso quinto.

vii) Agrégase en el actual inciso séptimo, que pasó a ser sexto, a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente frase:

 “En caso de que la modificación que los notificantes pongan en conocimiento de la Fiscalía Nacional Económica resulte significativa, el Fiscal Nacional Económico dictará una resolución declarando lo anterior, a partir de la cual los plazos del procedimiento comenzarán a contabilizarse como si se tratase de una nueva notificación.”.

Su objeto es especificar que los umbrales que gatillan el control preventivo obligatorio de fusiones serán establecidos en función de las ventas efectuadas en Chile por los notificantes, sumando en su caso las de aquel agente económico que adquiera influencia decisiva en la administración y no necesariamente el control de otro. Se dispone, además, que el reglamento fijará la forma de hacer las deduccio​nes que señala el inciso tercero y que la obligación de notificar la fusión recae en forma conjunta en los agentes económicos que hayan tomado parte en ella, entre otras cosas.

Fue retirada, por lo mismo, una indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar en la letra b) del nuevo artículo 48, a continuación de la expresión “generado ventas” la locución “en Chile”.

Con todo, los mismos señores diputados formularon sendas indicaciones para:

1. Eliminar en el numeral i) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, y las de sus respectivos grupos empresariales”;
2. Eliminar en el numeral ii) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, las de todo su grupo empresarial”, y 
3. Eliminar en el numeral iii) del inciso segundo del nuevo artículo 48 la frase “, las de sus respectivos grupos empresariales”.
El diputado señor Bellolio argumentó que las ventas que interesa considerar para fijar los umbrales son las de los agentes económicos que se fusionan y que participan del mismo mercado relevante, el cual está dado por los productos que ofrecen o demandan, porque puede ocurrir que una empresa con distintas líneas de negocios quiera fusionarse con un competidor en un mercado donde la suma de las ventas de ambos no alcancen a traspasar el umbral y no sería lógico sumar los ingresos provenientes de todas sus operaciones para someter esa fusión al control preventivo obligatorio.

El Subfiscal Nacional Económico explicó que, según la experiencia comparada de países que cuentan con sistemas de control de fusiones, cuando una empresa adquiere la propiedad de otra se produce la evasión del control por la vía de generar una empresa nueva que actúa como adquirente, de manera tal que esta no registra ventas, por lo que al sumarlas con las de la empresa adquirida no se alcanza el umbral establecido. Lo que se busca al hacer referencia a las ventas del grupo empresarial es justamente evitar esta posibilidad y por eso es que el umbral conjunto proyectado por el Ejecutivo bordea los US$ 80 millones; y sería mucho más bajo si solo estuviera referido a la línea de negocios. Entonces, lo importante, para efectos de determinar el verdadero poder de mercado de la fusión, son las ventas de todo el grupo empresarial que compra y no las de la unidad adquirida.

Puestas en votación las indicaciones parlamentarias en comento, fueron rechazadas por 2 votos a favor, 7 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvo el señor Kast, don Felipe.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para agregar en el artículo 48 el siguiente inciso penúltimo, pasando el actual a ser inciso final: 

“El Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo que establezca los umbrales deberá dictarse a través de un procedimiento público y transparente, previo informe de la Fiscalía Nacional Económica, procurándose que los umbrales comprendan sólo aquellas operaciones de concentración que sean relevantes para el sistema.”.

Su propósito es homologar de alguna forma lo que ocurre con el proceso de elaboración de circulares por parte de las superintendencias, donde las normas que se pretende dictar se someten previamente a consulta pública para recibir observaciones de sus destinatarios; y la idea es que en este caso participe también la FNE en el procedimiento de elaboración del reglamento en cuestión.

Puesta en votación la indicación precedente, fue aprobada unánimemente, por 10 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

Los mismos señores diputados formularon una indicación para agregar en el artículo 48 un inciso final nuevo del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo anterior, deberán notificarse todas las operaciones que se realicen en mercados reconocidos como concentrados.”.

El diputado señor Espejo adujo que hay ciertos mercados que son evidentemente concentrados, como son el de los combustibles o el de los asfaltos, y sería de toda lógica que en ellos la notificación de las fusiones se realizara per se, sin atender a la superación de los umbrales. El diputado señor Chahin planteó que esto tendría la lógica de una especie de supervisión por riesgo, considerando que las operaciones de concentración son más riesgosas para los mercados concentrados, por lo que debiera establecerse para ellas una norma especial. 

El Fiscal Nacional Económico lo consideró innecesario y estimó que además generaría incertidumbre porque habría que definir a priori qué es un mercado concentrado, lo que no sería acorde con la realidad siempre cambiante, o determinarlo caso a caso, lo que podría llevar meses. Sostuvo que el mecanismo previsto en los artículos 47 y 48 debiera funcionar, sobre todo, en aquellos casos en que las operaciones de concentración representen mayor riesgo para la libre competencia, como es que ellas se produzcan en un mercado ya de por sí concentrado. 

El diputado señor Poblete abogó por definir qué es un mercado concentrado.

El diputado señor Kast, don Felipe, observó que el sistema de control de fusiones propuesto apunta a que sean evaluadas la mayor parte de las operaciones de concentración que se produzcan y lo más probable es que las que involucren mayores cifras de ventas sean justamente las que tienen lugar en mercados concentrados. 

Fue retirada la indicación en comento.

El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para agregar en el nuevo artículo 48 un inciso final del siguiente tenor: 

“El Reglamento deberá ser oficiado, previo a su dictación, al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a los efectos (de que) manifieste su opinión respecto del umbral o umbrales que se fijen en dicho cuerpo normativo.”.

El diputado señor Espejo consideró excesivo que en el proceso de elaboración del Reglamento a que se refiere la norma sea consultado también el TDLC, ya que éste tiene un rol diferente al de la FNE. El diputado señor Chahin dijo no ser partidario de otorgarle a un órgano jurisdiccional la facultad de participar en la elaboración de las normas que está llamado a aplicar.

El Fiscal Nacional Económico no le vio inconveniente al hecho de que se le pida opinión al TDLC para establecer los umbrales, ya que ésta no será vinculante.

El diputado señor Bellolio recordó que la Comisión aprobó la norma que permite al TDLC efectuar recomendaciones normativas al Ejecutivo (además de dictar por sí solo instrucciones de carácter general dirigidas a particulares). En concordancia con aquello, propuso incluir al TDLC en la indicación de los diputados Chahin y Espejo, con adecuaciones de redacción. 

Puesta en votación la indicación referida, fue aprobada por 8 votos a favor, 1 voto en contra y dos abstenciones, con la enmienda de reemplazar en ella la palabra “oficiado” por “consultado”. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votó por la negativa el diputado señor Espejo, don Sergio. Se abstuvieron la señora Fernández, doña Maya, y el señor Poblete, don Roberto.

Los diputados señores Chahin y Espejo formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 48 bis:

“Artículo 48 bis.- Mediante oficio al Servicio Nacional del Consumidor, la Fiscalía Nacional Económica notificará operaciones de concentración, sin importar el tamaño de éstas, que se consideren potencialmente dañinas para los consumidores.”.
Su propósito es que la FNE consulte al Sernac en los casos que indica.

El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, por tratar una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, como es asignar funciones a un servicio público (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 2°, CPR).

El Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones:

11, c) para modificar el artículo 50 en el sentido siguiente:

i) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo “5” por “10”.

ii) Reemplázase en el inciso tercero la frase “Si el Fiscal no hubiere efectuado dicha notificación” por la siguiente: “Si el Fiscal no hubiere efectuado dicha comunicación”.

iii) Reemplázase en el inciso final el guarismo “5” por “10”.
Su objeto es ampliar los plazos que tiene la FNE para verificar que la notificación de una fusión cumpla los requisitos que establece la ley para considerarla completa y el que tienen los notificantes para subsanar los errores u omisiones de que ella adolezca. 

11, d) para reemplazar el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- La resolución que ordene el inicio de la investigación será publicada resguardando la información confidencial de los notificantes.”.
11, e) para modificar el artículo 53 del siguiente modo:

i) Reemplázase en el inciso primero la frase “así como de los riesgos que la operación notificada pueda producir para la libre competencia” por la frase “y tendrá derecho a que se le informe, antes que el Fiscal Nacional Económico dicte alguna de las resoluciones de los artículos 54 o 57, de los riesgos que la operación notificada pueda producir para la libre competencia basado en los antecedentes de la investigación”.

ii) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Con el fin de determinar si las medidas ofrecidas por los notificantes se hacen cargo de resolver los riesgos para la competencia derivados de la operación de concentración, así como sus posibles efectos sobre el mercado, el Fiscal Nacional Económico podrá ponerlas en conocimiento de terceros interesados.”.
11, f) para modificar el artículo 54 del siguiente modo:

i) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “25” por “30”.

ii) Elimínase en el literal b) del inciso primero la frase “o que el Fiscal Nacional Económico estime pertinentes”.

Su propósito es ampliar el plazo para que la FNE resuelva sobre la operación de concentración notificada y suprimir la posibilidad de que ésta sujete su aprobación al cumplimiento de medidas de mitigación que no hayan sido ofrecidas por los notificantes.

Puestos en votación los artículos 48 al 54 del Título IV, con las indicaciones del Ejecutivo, fueron aprobados por asentimiento unánime, por 10 votos a favor, de los diputados (as) señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

El Ejecutivo formuló una indicación (11, g) para modificar el artículo 55 del nuevo Título IV, del siguiente modo:

i) Reemplázase en el inciso primero la frase “al notificante dentro del mismo plazo establecido para su dictación. Adicionalmente,” por la frase “sin demora al notificante. Adicionalmente, luego de comunicada la resolución al notificante,”.

ii) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “dictado” por la frase “publicado en su web institucional”.

iii) Agrégase el inciso final siguiente, nuevo: 

“El expediente será público a partir de la publicación a que hace referencia el inciso anterior. Ello, sin perjuicio de que el Fiscal Nacional Económico pueda disponer de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas del expediente sean reservadas o confidenciales de conformidad a lo dispuesto en el párrafo tercero del literal a) del artículo 39. Quienes soliciten la reserva o confidencialidad de los antecedentes presentados deberán acompañar versiones públicas de los mismos. Cuando la reserva o confidencialidad sea decretada de oficio por el Fiscal Nacional Económico, éste podrá requerir al aportante de los antecedentes que acompañe versiones públicas de éstos.”.
El diputado señor Chahin (Presidente Accidental) consideró inconveniente modificar un plazo cierto como es el del artículo 54 (30 días hábiles) para notificar la resolución de la FNE recaída en la operación de concentración en trámite por otro incierto como es el que surge de la expresión “sin demora”.

El Fiscal Nacional Económico señaló que el propósito de la enmienda es que la resolución final de la fiscalía se dicte dentro del plazo global de treinta días que establece el artículo 54, de modo que las notificaciones a que haya lugar se practiquen tan pronto como sea posible para evitar que transcurra dicho término y opere el silencio administrativo.

El diputado señor Chahin (Presidente Accidental) observó que el artículo 55 en enmienda se refiere a todas las resoluciones que fueren dictadas conforme al artículo 54, lo cual importa una ambigüedad insólita.

Puesta en votación la letra i) de la indicación del Ejecutivo en comento, fue rechazada por unanimidad, por 10 votos en contra, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

El diputado señor Núñez, don Daniel, formula indicación para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 55 propuesto:

“Las asociaciones de consumidores con representación nacional y que tengan una vigencia de tres años, a lo menos, podrán presentar operaciones de concentración para que sean investigadas por la Fiscalía Nacional Económica. Para tales efectos, dicho organismo deberá elaborar un reglamento que regule la participación de las organizaciones de consumidores.”.
Se declaró inadmisible esta indicación por tratar una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, como es asignar a la FNE la función de elaborar un reglamento (artículo 65, inciso cuarto, ordinal 2°, CPR).

El Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones:

11, h) para reemplazar en el artículo 56 la frase “deberá solicitar al notificante la información que requiera para tomar la decisión de la que trata el artículo siguiente” por la frase “podrá ejercer las facultades a las que alude el artículo 52”.

11, i) para modificar el artículo 57 del siguiente modo:

i) Elimínase en el literal b) del inciso primero la frase “o que el Fiscal Nacional Económico estime pertinentes”. 

ii) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Cumplido el plazo establecido en la resolución que ordene extender la investigación sin que el Fiscal Nacional Económico hubiere tomado alguna de las tres decisiones señaladas, se entenderá que ha aprobado la operación de que se trata. La autorización se considerará pura y simple, aun cuando el notificante hubiere ofrecido medidas.”.

11, j) para eliminar en el artículo 59 la frase “Los demás plazos, cuando venzan en días inhábiles, se entenderán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente.”.

11, k) para modificar el artículo 60 del siguiente modo:

i) Reemplázanse en el inciso segundo los guarismos “10” y “30” por “30” y “60”, respectivamente.

ii) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“Se suspenderán asimismo los plazos señalados en el inciso primero cuando el notificante ofrezca medidas de acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del artículo 53. El cumplimiento del plazo contemplado en el inciso primero del artículo 54 o el contemplado en el inciso primero del artículo 57, se suspenderá hasta por un plazo máximo de 10 o 15 días, respectivamente.”.

El propósito de estas indicaciones es adecuar las normas en que recaen al resto del articulado en lo que respecta a las facultades que la FNE puede ejercer respecto de los notificantes, a los plazos de que dispone para dictar sus resoluciones, incluida la posibilidad de suspender temporalmente el procedimiento, y a las condiciones en que se entenderá aprobada una fusión respecto de la cual haya operado el silencio administrativo. 

Fueron retiradas sendas indicaciones parlamentarias al artículo 57, una de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, y otra del diputado señor Kast, don Felipe, que tenían por objeto hacer procedente el recurso de revisión especial dispuesto en el último inciso del mismo precepto, contra la resolución de la FNE que aprobara una operación de concentración sujeta a medidas que no hubieran sido propuestas por los notificantes, por haberse suprimido esa posibilidad.

Puestos en votación los artículos 55 al 57, con las indicaciones del Ejecutivo (excepto la letra i) de la recaída en el primero de ellos), fueron aprobados en forma unánime, por 11 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín y Van Rysselberghe, don Enrique.

El artículo 58 fue aprobado por igual votación, lo mismo que los artículos 59 y 60 con las indicaciones del Ejecutivo recaídas en ellos.

Artículo segundo

N° 1

Modifica el epígrafe del párrafo 7 del Título VI, del Libro II del Código Penal, incorporando en él una referencia a los delitos relativos a la libre competencia.

Fue aprobado el numeral en comento por 7 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín; Van Rysselberghe, don Enrique, y señora Fernández, doña Maya. Se abstiene el señor Núñez, don Daniel.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para eliminar el artículo 285 del Código Penal.

El diputado señor Edwards argumentó que no queda claro el aporte que hace el precepto en cuestión a la defensa de la libre competencia, por cuanto habla de precios naturales, concepto que no se define. 

El diputado señor Chahin consideró válida, pero inoportuna, la discusión que se plantea con esta indicación, ya que en la actualidad hay juicios penales pendientes basados en esta norma, que están siendo revisados por la Corte Suprema vía recurso de nulidad y, si se derogara la disposición en comento, en virtud del principio pro reo no podría iniciarse un nuevo juicio fundado en ella, dejando en la impunidad a los querellados.

El diputado señor Edwards advirtió que, para evitar dicho efecto, se ha presentado también una indicación destinada a prorrogar transitoriamente la vigencia del artículo 285 del Código Penal, no obstante su derogación. Planteó que lo que se debe perseguir es que dos o más agentes económicos se pongan de acuerdo para fijar un precio o una cuota de mercado, pero los simples paralelismos que pueden alterar el precio natural de un producto pueden ser considerados fruto de la inteligencia de la persona que está manejando su negocio, como sería, por ejemplo, si un distribuidor de combustibles igualara el precio de venta con un competidor, sin previo acuerdo entre ellos.

El diputado señor Chahin hizo presente que sería contrario a la garantía constitucional del debido proceso y al principio de legalidad de la pena mantener un tipo penal vigente a través de una norma transitoria. No puede derogarse de modo general el artículo 285 del CP y hacerlo subsistir solo para ser aplicado a ciertos casos pendientes. Por lo demás, si se mantuviera el tipo penal en los términos propuestos y hubiera sentencia condenatoria en un nuevo juicio, tampoco podría cumplirse en su totalidad la pena aplicada si su duración superara el plazo de vigencia provisional de la norma derogada, pues en virtud del principio pro reo debería modificarse dicha sentencia para aplicar al afectado la ley más favorable.

El diputado señor Espejo planteó que la derogación del precepto en cuestión, en momentos en que hay procesos penales en curso en los que podría ser aplicable, importaría la violación de la norma constitucional que prohíbe al Congreso Nacional avocarse causas pendientes. Por esa razón, anunció su voto en contra de la indicación en comento, aun cuando considera que a futuro sería conveniente reevaluar la derogación propuesta.

El Ministro de Economía sustuvo igualmente que, por respeto al principio de separación de los poderes del Estado, consagrado en el artículo 76 de la Constitución Política, no sería prudente legislar sobre la vigencia del artículo 285 del CP habiendo causa pendiente en la que éste pudiera incidir. 

Puesta en votación la indicación precedente, fue rechazada por 3 votos a favor y 6 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Lavín, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

N° 2

Agrega al Código Penal tres nuevos artículos 286 bis, 286 ter y 286 quáter.

El artículo 286 bis propuesto tipifica el delito de colusión, sancionándolo con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo (5 años y un día a diez años).

Los diputados señor Poblete y señora Fernández formularon una indicación para reemplazar, en el nuevo artículo 286 bis, la expresión “reclusión mayor en su grado mínimo” por la expresión “reclusión mayor en su grado medio”.

La diputada señora Fernández adujo que la colusión es un delito grave, que atenta contra el equilibrio de los mercados y afecta principalmente a los consumidores; consiste en una acción concertada que se ejecuta con dolo directo y por eso se debe castigar con mayor severidad.

El diputado señor Chahin sugirió cambiar la pena de reclusión por la de presidio, de modo que los condenados por colusión queden sujetos a los trabajos prescritos por los reglamentos carcelarios. Hizo presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento está votando el proyecto denominado “agenda corta contra la delincuencia”, en el cual se sancionan justamente con presidio los delitos contra la propiedad privada; y, siendo la colusión un delito económico que afecta en su patrimonio a muchas más personas, eximir a los culpables de cumplir trabajos intra-penitenciarios le parece un privilegio incomprensible.

El diputado señor Farcas estimó necesario sancionar la colusión con una pena aflictiva, ya que quienes apoyan el libre mercado no pueden sino procurar establecer los incentivos adecuados para que la competencia sea efectiva. Destacó que lo que hace el proyecto en debate no es coartar la libre competencia, sino, por el contrario, establecer reglas del juego claras y garantizar que tales reglas se respeten para que la gente pueda sentirse segura, castigando a quienes hacen trampa. 

El diputado señor Chahin planteó, en relación con la cuantía de la pena asignada al delito de colusión, que producto de la concurrencia de ciertas circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, como serán probablemente la irreprochable conducta anterior y la colaboración sustancial a lo menos, no habrá en estos casos pena de cárcel efectiva si es que no se eleva la pena propuesta por el Ejecutivo. 

Por esa razón, junto con el diputado señor Espejo, formuló una nueva indicación para reemplazar, en el artículo 286 bis propuesto, la expresión “reclusión mayor en su grado mínimo” por la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio”, recordando que lo que inhibe realmente las conductas colusorias, según los penalistas que concurrieron a la Comisión, es el riesgo de ser efectivamente privado de libertad; de lo contrario, se diluiría el propósito de establecer un tipo penal sobre la materia.

A su vez, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar en el nuevo artículo 286 bis, entre las frases “competidores entre sí,” y “persiguiendo cualquiera”, la siguiente frase: “y que afecten la libre competencia en el mercado relevante”.
El diputado señor Edwards sostuvo que la colusión es el peor de los delitos contra la libre competencia y que el solo hecho de concertarse para fijar un precio debe ser sancionado sin importar si tiene consecuencias o no. También consideró razonable que exista una sanción penal, por ser ésta la única que no puede ser cumplida por otra persona natural o jurídica, o compensada por otra vía. Sin embargo, recordó que el objetivo de la ley no es encarcelar a las personas, sino evitar que haya carteles, para lo cual el mecanismo de la delación compensada debe contar con los incentivos adecuados para operar. 

Con respecto a la indicación, señaló que su objetivo es distinguir entre aquellos actos de colusión que produzcan consecuencias en el mercado y aquellos que no, castigando con cárcel solamente los primeros, sin perjuicio de aplicar a los segundos otro tipo de sanciones.

El diputado señor Bellolio recordó que desde los tiempos de Adam Smith se ha planteado que la colusión golpea el corazón de la libertad económica, dañando no solo a los consumidores sino al ethos mismo del libre mercado. Planteó que el sistema de defensa de la libre competencia que ha elegido Chile es distinto al de Estados Unidos y Europa y, por tanto, debe contemplar también soluciones diferentes. En tal sentido, estimó que la fórmula propuesta por el Gobierno es errada porque no cumpliría el objetivo de desbaratar carteles, toda vez que la delación compensada se vería profundamente debilitada con el establecimiento de una sanción penal y más aún si la pena es demasiado elevada. Recordó que el año 2014 fue rechazado por varios diputados hoy presentes en esta Comision un proyecto de algunos parlamentarios de la UDI que proponían para el delito de robo en lugar habitado la misma pena que el Ejecutivo propone ahora para la colusión. Instó a ser consistentes con esa decisión y considerar que, si bien la colusión constituye un delito grave, el bien protegido es el buen funcionamiento de los mercados y no la vida o integridad física y psíquica de las personas, por lo que es importante que el sistema quede bien regulado para que funcione adecuadamente. En tal sentido, no le pareció buena idea extender el rango de la pena asignada al delito y sí abogó por circunscribir la conducta típica a los actos colusorios que afecten la competencia en el mercado relevante.

El Ministro de Economía reveló que la pena propuesta es razonable, equilibrada y suficiente, y negó que no vaya a haber cárcel efectiva para los condenados por colusión, pues la norma está redactada de manera tal que impide a los responsables acceder a salidas alternativas en el procedimiento penal o a penas sustitutivas de las privativas de libertad. 

El diputado señor Espejo sostuvo que la conducta reprochada en este caso es la colusión, independientemente de que tenga efecto o no en el mercado y, por tanto, la sanción penal debe aplicarse a quienes celebren un acuerdo con la intención positiva de alterar el funcionamiento de ese mercado, sin importar si lo consiguen o fracasan. Manifestó que la propuesta de sancionar penalmente la colusión está perfectamente balanceada con la figura de la delación compensada, cuyos beneficios es partidario de otorgar sólo al que proporcione antecedentes para dar inicio a una investigación y no a quienes opten por entregar más información cuando ya saben que han sido denunciados, y consideró razonable la cuantía de la pena sugerida por el Ejecutivo.

El diputado señor Chahin insistió en que la concurrencia de circunstancias atenuantes permitirá a los condenados por colusión obtener una rebaja de la pena efectiva y acceder a las penas sustitutivas de la ley N° 18.216, puesto que ésta dispone que ellas proceden si la pena impuesta en la sentencia (y no la pena abstracta asignada al delito por la ley) no excede de cinco años.

El señor Jorge Grunberg afirmó que la ley N° 20.603 modificó la N° 18.216, estableciendo que las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, como la reclusión nocturna o la libertad vigilada, no son aplicables a los delitos que llevan consigo penas de crimen, y así lo consigna el mensaje del Ejecutivo que dio origen al proyecto en debate. Por ello, aseguró que, aunque operen varias atenuantes que permitan rebajar la pena asignada al delito, igual habrá cárcel efectiva para los condenados por colusión, ya que no podrán acceder a las penas alternativas en comento.

El Ministro de Economía descartó que la sola igualación de precios entre competidores, sin acuerdo previo entre ellos, vaya a poder castigarse a título de colusión, dado que la conducta tipificada en el artículo 286 bis propuesto consiste en celebrar, implementar, ejecutar u organizar acuerdos, convenciones, contratos o convenios que involucren a dos o más competidores y que persigan fijar precios, limitar la producción, etcétera. Es decir, debe haber un acuerdo explícito destinado a esos fines, cuya existencia debe probarse más allá de toda duda razonable, por lo que no hay riesgo alguno de que aquello acontezca.

En cuanto a la necesidad de que el acuerdo colusorio produzca un daño efectivo en el mercado para ser sancionado penalmente, trajo a colación lo señalado en su momento para justificar el haber suprimido la exigencia contenida en la ley vigente en orden a que el acuerdo debe conferir poder de mercado a los agentes económicos involucrados, insistiendo en que la gravedad de la conducta la hace merecedora de ser castigada per se.

El diputado señor Núñez, don Daniel, señaló que, en lo personal, no está muy convencido de las bondades de la libre competencia, al menos como la conocemos hoy, pues en el sistema capitalista ésta tiende a la concentración de la riqueza y a la creación de monopolios, así como a la generación de lo que un teórico marxista llamó en su momento el imperialismo, todo lo cual difiere del modelo perfecto planteado por Adam Smith. Con todo, compartió plenamente que la colusión es el peor escenario al que puede enfrentarse una economía de corte capitalista, pero estimó que aquella es connatural a ésta y, por consiguiente, si no hay leyes que la limiten y la sancionen, habrá muchos casos de colusión tanto entre grandes como entre medianas y pequeñas empresas. Le preocupan en este sentido los denominados delitos de cuello y corbata, pues siendo tanto o más graves que los cometidos por personas de escasos recursos, terminan siempre sin castigo efectivo, como no sea un sacrificio patrimonial que solo unos pocos pueden hacer. Planteó que la colusión puede incluso afectar la vida de la población, como cuando las farmacias se ponen de acuerdo para alzar el precio de ciertos medicamentos que algunas personas no pueden costear, razón por la cual se manifestó de acuerdo con la propuesta de elevar el rango de la pena asignada a este delito, como propone la indicación de los diputados Chahin y Espejo.

El diputado señor Poblete hizo notar que todos los gerentes de las empresas que se han coludido en el país recibieron la mejor educación a la que podían aspirar y, por tanto, no cabe sino pensar que su actitud conlleva un problema cultural, pues parecen considerar que es correcto aprovecharse de la necesidad de otros para sacar ventajas económicas. Luego, para detener esto, hay que tomar medidas muy drásticas porque el daño que hace esta elite intelectual al resto de la población es gravísimo. Pidió, por lo mismo, que se vote la indicación de su autoría para elevar el rango de la pena aplicable al delito de colusión.

El diputado señor Tuma (Presidente) planteó la conveniencia de salvar el caso de las empresas de menor tamaño, haciendo aplicables a estas sanciones administrativas pero no penales en casos de concertación de precios u otros.

El Ministro de Economía aclaró que la sanción penal está circunscrita a la celebración de acuerdos expresos, quedando excluidos los acuerdos tácitos y las prácticas concertadas. En cuanto a su aplicación a las EMT, piensa que éstas no deben excluirse a priori, pero la FNE deberá ponderar su situación para ejercer la acción penal.

Puesta en votación la indicación de los diputados señor Poblete y señora Fernández, se registraron 3 votos a favor, 3 votos en contra y seis abstenciones, dándose por rechazada por falta de quórum. Votaron por la afirmativa sus autores y el diputado señor Núñez, don Daniel. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Lavín, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. Se abstuvieron los señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel, y Tuma, don Joaquín. 

La indicación de los diputados señores Chahin y Espejo registró 4 votos a favor, 4 votos en contra y cuatro abstenciones, dándose también por rechazada por falta de quórum. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y señora Fernández, doña Maya. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Lavín, don Joaquín; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. Se abstuvieron los señores Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel, y Jarpa, don Carlos Abel.

La de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe fue rechazada por 4 votos a favor y 8 votos en contra. Votaron por la afirmativa sus autores. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

El diputado señor Chahin formuló una nueva indicación para reemplazar, en el inciso primero del artículo 286 bis, la expresión “reclusión” por “presidio”, siendo aprobada por 10 votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final al artículo 286 bis:

“Quedarán sin efecto las multas que se hubieren aplicado o la responsabilidad solidaria que se hubiere hecho efectiva de conformidad a lo establecido en el artículo 26 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, a aquellas personas que, por los mismos hechos, sean sancionadas de acuerdo al presente artículo.”.

Su propósito es cautelar el principio non bis in ídem, evitando que se sancione dos veces a una persona por los mismos hechos, con sanciones distintas y en procesos judiciales paralelos. 

El diputado señor Bellolio refutó los argumentos del Ejecutivo y del diputado señor Chahin, basados en la opinión del Ministerio Público remitida a esta Comisión, enfatizando que, si bien puede haber procesos de distinta naturaleza destinados a hacer efectivas responsabilidades de distinto carácter derivadas de un mismo hecho, en la especie no se cumple esta premisa, pues el TDLC y los juzgados con competencia en materia criminal son órganos jurisdiccionales. De ahí la propuesta de que se aplique una sola sanción en estos casos, dejando subsistente la más grave. En todo caso, planteó que para que haya sanción penal debe haber daño efectivo y no solo ánimo de producirlo, opinión que fue contradicha por el diputado Chahin, haciendo notar que en ciertos delitos contra la fe pública y en los de peligro en general, no es necesario que se produzca un resultado concreto para que se configure la conducta típica. 

Sometida a votación la indicación precedente, fue rechazada por 4 votos a favor y 8 votos en contra. Votaron por la afirmativa sus autores. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

Puesto en votación el artículo 286 bis propuesto por el Ejecutivo (con la enmienda de reemplazar la palabra “reclusión” por “presidio”), fue aprobado por unanimidad, por 12 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.

Fue retirada una indicación del diputado señor Poblete para intercalar en el inciso primero del nuevo artículo 286 bis del Código Penal, entre las expresiones “entre sí,” y “persiguiendo”, la oración “o bien a dos o más actores diversos de un mismo proceso productivo o administrativo,”. Ello, en razón de que la hipótesis fáctica del tipo penal propuesto por el Ejecutivo comprende la situación a que esta se refiere.

El artículo 286 ter que se agrega al CP por el numeral en comento exime de responsabilidad criminal a la persona que primero aporte antecedentes a la FNE sobre la existencia de un cartel, accediendo así a los beneficios de la delación compensada, establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis del decreto ley Nº 211. 

Los diputados señores Chahin, Espejo y Poblete formularon una indicación para intercalar en el artículo 286 ter, entre las expresiones “estará exento de responsabilidad criminal” y “el que primero hubiese aportado”, la frase “por los delitos establecidos en los artículos 285 y 286 bis”.

El diputado señor Chahin adujo que, en virtud de los principios de no distinción (donde la ley no distingue no es lícito al intérprete hacerlo) y pro reo (la ley penal debe interpretarse siempre a favor del imputado), podría entenderse que la exención de responsabilidad penal que establece la disposición en comento abarca la derivada de otros delitos económicos, como los previstos en la Ley de Mercado de Valores, e incluso la proveniente de atentados contra otros bienes jurídicos (vida, propiedad, etcétera). De ahí que, con el ánimo de acotar la exención al delito de colusión, la indicación busca explicitar que ella se extiende únicamente a la responsabilidad derivada del tipo penal contenido en el artículo 286 bis del CP, pero también, dado que no es posible derogar por ahora el artículo 285, a la que pueda resultar del de alteración fraudulenta de precios. Esto último, para que la delación compensada no se vea desmejorada por la posibilidad de que el delator, no obstante quedar exento de responsabilidad por la colusión que ha contribuido a perseguir, pueda ser procesado criminalmente por aquella otra figura. 

El Ministro de Economía expresó que la exención está ya acotada en el texto propuesto por el Ejecutivo, al hacer referencia al inciso tercero del artículo 39 bis del decreto ley Nº 211, que trata exclusivamente de atentados contra la libre competencia y, específicamente, de la colusión. Asimismo, estimó que acotar la exención a los artículos mencionados en la indicación podría impedir extenderla a otras figuras que pudieran resultar aplicables para incentivar la delación, como es el caso de las previstas en los artículos 292 y 473 del CP, entre otras. 

El diputado señor Chahin no compartió la apreciación del Ejecutivo, pues la referencia al artículo 39 bis del decreto ley Nº 211 no está asociada a un tipo penal específico, sino a una infracción a la Ley de Defensa de la Libre Competencia que puede dar lugar a una acción penal por el delito tipificado en el artículo 286 bis del CP, pero también por otras normas que sancionan delitos conexos o de la misma especie. 

El Fiscal Nacional Económico abogó por establecer una exención penal amplia, aunque asociada solo al delito de colusión, lo cual debe entenderse a partir de la estrecha conexión entre el inciso tercero del artículo 39 bis del decreto ley Nº 211 y su inciso primero, que a su vez se remite al artículo 3°, letra a), del mismo decreto ley.

El diputado señor Chahin insistió en que la referencia al artículo 39 bis del decreto ley Nº 211 no hace más que acotar a qué atentado contra la libre competencia deben estar referidos los antecedentes que aporte el delator para acceder a los beneficios de la delación compensada, pero no acota los delitos a los cuales se extiende la exención de la responsabilidad criminal derivada de su participación en ese atentado, que podría llegar a ser tan amplia como haber cometido, incluso, homicidio en la persona de un competidor. 

Puesta en votación la indicación parlamentaria en comento, fue aprobada por 7 votos a favor y tres abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los señores Bellolio, don Jaime, Edwards, don José Manuel, y la señora Fernández, doña Maya.

Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para agregar en el artículo 286 ter, a continuación del punto seguido, la oración “Asimismo, al segundo que haya aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica y accedido así a los beneficios establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis del Decreto con Fuera de Ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973, se le reducirá la pena en un grado.”.

El diputado señor Edwards adujo que lo importante es hacer inestables los carteles para desincentivar su formación y para ello es conveniente reforzar la delación compensada rebajando la pena aplicable al delito a quien aporte antecedentes adicionales para su investigación.

El diputado señor Chahin consideró que la eximente genérica de colaboración sustancial (artículo 11, N° 9 del CP) sería aplicable a todo el que aporte antecedentes útiles para la investigación de éste u otro delito, especialmente si toma la decisión de asumir su responsabilidad para ir a juicio simplificado o de reconocer los hechos de la carpeta investigativa para ir a juicio abreviado, por lo que sería innecesario establecer una atenuante específica para los casos de colusión. 

El diputado señor Bellolio señaló que la indicación apunta a dar certeza al segundo delator en cuanto a la aplicación de la atenuante para aumentar la efectividad de la delación compensada. 

El Ministro de Economía sostuvo que, según la experiencia comparada, la efectividad de la delación compensada es mayor justamente cuando se acotan sus beneficios solo al primer delator.

El diputado señor Chahin advirtió que establecer una atenuante específica podría llevar a los interesados a invocar ésta conjuntamente con la genérica.

Puesta en votación la indicación parlamentaria en comento, fue rechazada por 2 votos a favor y 8 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime, y Edwards, don José Manuel. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. 

Sometido a votación el artículo 286 ter propuesto por el Ejecutivo (con la enmienda de acotar la exención a los artículos 285 y 286 bis), fue aprobado por unanimidad, por 10 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín.

El artículo 286 quáter que se agrega al CP por el numeral 2 del artículo segundo otorga a la FNE la exclusividad del ejercicio de la acción penal en materia de colusión. 

El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para realizar las siguientes modificaciones al artículo 286 quáter del Código Penal.

a) En el inciso primero, para agregar entre las frases “sólo podrán ser iniciadas” y “por querella”, la voz “discrecionalmente”, entre comas (,). 

b) En el inciso primero, para agregar a continuación del punto seguido, que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “una vez que se encuentre ejecutoriada la sentencia condenatoria del Tribunal de la Libre Competencia por la infracción del artículo 26 letra a), del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.

c) Para suprimir los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.

d) Para agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor: 

“El término de la prescripción de la acción penal de este delito se interrum​pirá desde el requerimiento del Fiscal Nacional Económico o la presentación de la demanda de algún particular ante el Tribunal de la Libre Competencia, respecto de alguna de las infracciones contempladas en el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.”.

Por su parte, los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe formularon una indicación para modificar el artículo 286 quáter de la siguiente manera:

1) Para sustituir en su inciso segundo la palabra “Si” por “Sólo en caso que”.
2) Para reemplazar en su inciso segundo la expresión “pudiesen ser” por “hubiesen sido, mediante sentencia firme y ejecutoriada,”.

3) Para eliminar en su inciso segundo la locución “, discrecionalmente,”.

4) Para suprimir en su inciso segundo la frase “querella y/o presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia”.

5) Para sustituir en su inciso tercero la palabra “iniciado” por “terminado el”.

6) Para reemplazar en su inciso tercero la expresión “no será impedimento” por “será requisito necesario”.

7) Para agregar el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto y así sucesivamente: 

“El requerimiento por parte de la Fiscalía Nacional Económica ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, debidamente notificado, suspenderá el tiempo de la prescripción de la acción penal originada por los hechos a que se refiere el artículo 286 bis.”.

Ambas indicaciones tienen por objeto evitar que haya dos procesos paralelos en casos de colusión: uno ante el TDLC y otro en sede penal, resguardando así el principio non bis in ídem, precaviendo la posibilidad de fallos contradictorios y procurando una mayor eficacia de la delación compensada.

El diputado señor Espejo sostuvo que la propuesta del Ejecutivo es consistente con la práctica comparada y con nuestra propia práctica institucional, donde coexisten las acciones administrativas con las penales y no se impide ejercerlas al mismo tiempo. 

El Ministro de Economía afirmó que la propuesta gubernamental hace más eficaz la delación compensada y en ningún caso la perjudica.

El Fiscal Nacional Económico argumentó que las indicaciones parlamentarias en comento tendrían la virtud de evitar los problemas que pueden acarrear los procesos paralelos y de descomprimir el debate público que se produce cuando, una vez terminada una investigación, la FNE acusa penalmente a un cartel. Sin embargo, por otro lado restringirían las posibilidades de combinar las distintas acciones que la fiscalía puede ejercer, contra las empresas y contra las personas naturales involucradas, tanto ante el TDLC como ante la justicia criminal. Otro inconveniente que plantean es el transcurso de un tiempo demasiado prolongado para desarrollar las investigaciones y llevar a cabo los procedimientos ante los órganos jurisdiccionales correspondientes, tanto así que en ambas indicaciones se contempla una norma que suspende o interrumpe el plazo de prescripción de la acción penal por todo el tiempo que duren los procesos ante el TDLC. Por lo demás, esta suspensión truncaría la posibilidad de que el Ministerio Público inicie oportunamente una investigación, con el riesgo de que se pierdan pruebas o sea difícil encontrarlas por haber sido requeridos los imputados antes en sede de libre competencia. En tal sentido, consideró sano hacer coincidir ambos procedimientos cuando la FNE estime que existen antecedentes para acudir al TDLC y al Ministerio Público. 

La diputada señora Fernández formuló una indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 286 quáter, por el siguiente:

“En caso de que el Fiscal Nacional Económico decidiere interponer querella en relación con hechos constitutivos del delito establecido en el artículo 286 bis y presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, deberá hacerlo simultáneamente una vez terminada la investigación respectiva.”.

Su objeto es, precisamente, hacer coincidir el inicio de los procedimientos ante el TDLC y la justicia penal, exigiendo que el requerimiento y la querella a que haya lugar se presenten al mismo tiempo cuando corresponda.

El Fiscal Nacional Económico aconsejó aprobar esta indicación, pues tiene la ventaja de no dejar en suspenso la posibilidad de querellarse criminalmente por parte de la fiscalía, evitando la presión que podría generarse en la opinión pública para que ésta ejerza la acción penal. Niega que la exigencia de proceder simultáneamente en sede de libre competencia y en sede penal vaya a provocar que se presione a la FNE para que interponga a todo evento el requerimiento y la querella correspondientes, porque los antecedentes de la investigación solo serán conocidos por ésta y se harán públicos únicamente cuando tome alguna decisión.

Puesta en votación la indicación del diputado señor Kast, don Felipe, fue rechazada por 3 votos a favor y 7 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Berger, don Bernardo, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votaron por la negativa los diputados señores Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya.

La de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe fue rechazada por la misma votación.

Puesto en votación el artículo 286 quáter propuesto por el Ejecutivo, con la indicación de la diputada señora Fernández, fue aprobado por 8 votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los señores Bellolio, don Jaime, y Berger, don Bernardo.

El diputado señor Chahin puso en duda la bondad de la indicación parlamentaria aprobada, pues si hubiera indicios de que existe el delito de colusión antes de terminada la investigación por parte de la FNE, ésta no podrá deducir querella ni interrumpir la prescripción de la acción penal. Consideró erróneo exigir el mismo nivel de desarrollo de la investigación para presentar un requerimiento que para interponer una querella criminal, porque en el segundo caso la FNE solo debe dar inicio al procedimiento, dejando en manos del Ministerio Público la tarea de reunir más antecedentes.

El Fiscal Nacional Económico planteó que, aunque la prescripción en materia de libre competencia es de cinco años, igual que en materia penal, los procesos ante el TDLC suelen demorar menos de tres años, por lo que el requerimiento ante éste no debería interferir con la acción penal. Además, lo normal será que cuando se aporten antecedentes a la FNE sobre la existencia de un cartel, éste se encuentre todavía operando o haya dejado de hacerlo recién, por lo que el plazo de prescripción de la acción penal comenzará a correr cuando se interrumpa la conducta colusoria, que es uno de los requisitos para que opere la delación compensada. 

El diputado señor Chahin reconoció que su planteamiento es casi una hipótesis de laboratorio, pero anunció que procurará que se revise esta norma en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento porque le parece innecesario que la investigación deba estar concluida para que la FNE se querelle.

Artículo tercero

Intercala un inciso segundo en el artículo 51 de la LPDC, que somete al procedimiento establecido en él las acciones indemnizatorias que se ejerzan con ocasión de infracciones al decreto ley Nº 211, de 1973, que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores. Ello, no obstante lo dispuesto en el artículo 30 del mencionado decreto ley, que confiere competencia a los tribunales civiles para conocer de las demás acciones indemnizatorias derivadas de infracciones al mismo.

Los diputados señor Poblete y señora Fernández formularon una indicación para anteponer un número 1) en el artículo tercero del proyecto, pasando el actual numeral único a ser número 2), a fin de modificar el artículo 50 A de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, incorporando un inciso final del siguiente tenor: 
“Para el conocimiento de la acción indemnizatoria de perjuicios que se ejerza con ocasión de infracciones al decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, declaradas por una sentencia definitiva ejecutoriada, será competente el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.”.

El diputado señor Chahin recordó que, mediante una indicación de su autoría y del diputado Espejo, fue modificado el artículo 30 del decreto ley Nº 211 a objeto de otorgar competencia al TDLC para conocer, a través del procedimiento sumario, de las acciones indemnizatorias individuales emanadas de infracciones a dicho cuerpo normativo. Observó que la indicación en comento tiene el mismo propósito respecto de las acciones colectivas que emanen de tales infracciones, por lo que sería complementaria de aquella. 

El señor Jorge Grunberg acotó que, a raíz de la modificación introducida en el artículo 30 del decreto ley Nº 211, toda acción indemnizatoria emanada de infracciones a éste sería de competencia del TDLC, puesto que el mencionado artículo no distingue entre acciones individuales y colectivas. 

El diputado señor Chahin advirtió que, entonces, podría entenderse que las acciones colectivas quedarían sujetas al procedimiento sumario que establece el artículo 30 del decreto ley Nº 211.

El señor Jorge Grunberg observó que la modificación propuesta por el Ejecutivo al artículo 51 de la LPDC tiene por objeto justamente someter al procedimiento especial allí establecido las acciones colectivas, independiente​mente de cuál sea el tribunal competente.

El diputado señor Chahin formuló una indicación, en reemplazo de la que está en discusión, para intercalar en el nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 51 de la LPDC por el artículo tercero en comento, a continuación de la frase “que se ejerza”, la expresión “ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia”. Ello, con el fin de aclarar que el procedimiento aplicable a las acciones indemniza​torias colectivas emanadas de infracciones al decreto ley Nº 211 es el establecido en el artículo 51 de la LPDC y que el tribunal competente para conocer de ellas es el TDLC.

Puesto en votación el artículo tercero del proyecto, con la indicación precedente, fue aprobado por 7 votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y señora Fernández, doña Maya. Se abstuvieron los señores Bellolio, don Jaime, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

Artículo primero transitorio

Fija la fecha de entrada en vigencia de la ley en proyecto, difiriendo la del Título IV agregado al decreto ley Nº 211, de 1973, por el N° 17 del artículo primero, que pasó a ser N° 20, sobre las operaciones de concentración, hasta el primer día del mes siguiente a que se encuentre totalmente tramitada la normativa reglamentaria que sea estrictamente necesaria para su aplicación.

Los diputados señores Chahin y Espejo manifestaron su extrañeza por la circunstancia de hacer depender la entrada en vigencia de una modificación legal de una reglamentación administrativa que no tiene plazo para su dictación ni se sabe qué debe entenderse por “estrictamente necesaria”. 

El Ministro de Economía acotó que el plazo para la dictación de la reglamentación necesaria se encuentra establecido en el artículo 2° transitorio.

El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar en este artículo el siguiente inciso segundo:

“Por su parte, la modificación contemplada en el literal b) del numeral 1) del artículo primero, que agrega el literal d), nuevo, al artículo 3°, entrará en vigencia una vez cumplidos doce meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.”.

Artículo segundo transitorio

Fija un plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de la ley en proyecto, para que el Presidente de la República dicte la reglamentación que sea necesaria para su aplicación.

Puestos en votación los artículo primero y segundo transitorios, con la indicación del Ejecutivo, fueron aprobados en forma unánime, por 8 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.

Artículo tercero transitorio

Declara la pervivencia de las normas de la ley en trámite, vigentes a la época de su designación, aplicables a los actuales integrantes del TDLC.

Artículo cuarto transitorio

Designa la fuente de los recursos con que se financiará la ley en proyecto durante su primer año de vigencia.

El diputado señor Bellolio sugirió especificar que el financiamiento de esta ley se hará con cargo al presupuesto de la FNE correspondiente al primer año tributario de su entrada en vigencia, cuestión que el Ejecutivo se compromete a materializar antes de su paso a la Comisión de Hacienda.

Puestos en votación los artículos 3° y 4° transitorios, fueron aprobados por asentimiento unánime, por 9 votos a favor, de los diputados (as) señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.

Finalmente, se declaró incompatible con lo aprobado una indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar un artículo quinto transitorio, que disponía la entrada en vigencia de la norma derogatoria del artículo 285 del Código Penal.
-o-
Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las demás consideraciones que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Economía, Fomento, Mipymes, Protección de los Consumidores y Turismo, recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo primero.- Introdúcense las siguien​tes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973:

1. Modifícase el inciso segundo del artículo 3º del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal a) por el siguiente: 

“a) Los acuerdos o prácticas concertadas que involucren a competidores entre sí, y que consistan en fijar precios de venta o de compra, limitar la producción, asignarse zonas o cuotas de mercado o afectar el resultado de procesos de licitación, así como los acuerdos o prácticas concertadas que, confiriéndoles poder de mercado a los competidores, consistan en determinar condiciones de comercialización o excluir a actuales o potenciales competidores.”.

b) Agrégase el siguiente literal d): 

“d) La participación simultánea de una persona en cargos ejecutivos o de director en dos o más empresas competidoras entre sí, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas tenga ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades del giro que excedan las 100.000 unidades de fomento en el último año calendario.”.

2. Agrégase el siguiente artículo 3° bis:

“Artículo 3° bis.- Podrán también aplicarse las medidas del artículo 26 de la presente ley, así como aquellas medidas preventivas, correctivas o prohibitivas que resulten necesarias, a quienes:

a) Infrinjan el deber de notificación que establece el artículo 48 de la presente ley;
b) Contravengan el deber de no perfeccionar una operación de concentración notificada a la Fiscalía Nacional Económica y que se encontrare suspendida de acuerdo con lo establecido en el artículo 49 de la presente ley;
c) Incumplan las medidas con que se hubiere aprobado una operación de concentración, al tenor de lo dispuesto en los artículos 54, 57 o 31 bis de la presente ley, según sea el caso; 
d) Perfeccionen una operación de concentración en contra de lo dispuesto en la resolución o sentencia que hubiere prohibido dicha operación, de conformidad a lo establecido en los artículos 57 o 31 bis de este cuerpo legal, según corresponda; o
e) Notifiquen una operación de concentra​ción, de conformidad al Título IV de la presente ley, entregando información falsa.”.

3. Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:

a) En la letra a) del inciso primero, elimínase entre las palabras “Un abogado” y “designado por el Presidente de la República”, la frase “, que lo presidirá,”.

b) En la letra b), incorpórase el siguiente inciso sexto, pasando el actual sexto a ser séptimo:

“El tribunal determinará, de entre sus miembros abogados, por mayoría simple a su presidente, quien durará dos años en el cargo;”.

c) Reemplázase su inciso octavo, por el siguiente:

“Los integrantes del Tribunal tendrán dedicación exclusiva en el desempeño de su cargo durante el período para el cual fueron nombrados. En consecuencia, no podrán prestar servicios de ningún tipo a personas naturales o jurídicas, o ejercer en cualquier forma aquellas actividades propias del título o calidad profesional que poseen.”.

d) Sustitúyese su inciso noveno, por el siguiente:

“Los ministros suplentes no tendrán dedica​ción exclusiva. Sin embargo, el desempeño de su cargo es incompatible con la condición de asesor o prestador de servicios profesionales en materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta servicios profesionales si percibe cualquier clase de remuneración, honorario o regalía de parte de personas naturales o jurídicas que asesoran o prestan servicios profesionales en dichas materias.”.

e) Reemplázase su inciso décimo, por el siguiente:

“No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, el desempeño como integrante del Tribunal será compatible con los cargos docentes, hasta por 12 horas semanales.”.

f) Derógase el inciso undécimo.

4. Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso segundo, la letra b), por la siguiente:

“b) Haya asesorado o prestado servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte o interviniente en la causa, durante los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante la investigación por parte de la Fiscalía Nacional Económica que la haya originado.”.

b) Modifícase su inciso tercero en la siguiente forma:

i) Reemplázase la frase “octavo, noveno y décimo” por la siguiente “octavo y noveno”.

ii) Reemplázase la expresión “la existencia de” por la siguiente “haber tenido”.

iii) Intercálase entre la palabra “coordinadas” y el punto aparte (.) la frase “dentro de los dos años anteriores a la fecha en que le corresponda conocer del asunto”.

c) Reemplázase su inciso cuarto, por el siguiente:

“Asimismo, será causal de recusación que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del ministro.”.

5. Reemplázase en el artículo 11 bis la expresión “las incompatibilidades estableci​das en el artículo 6°”, por la frase “lo establecido en los incisos octavo y noveno del artículo 6°”.

6. Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

Reemplázase la letra e) del inciso primero, por la siguiente:

“e) No cumplir lo dispuesto en los incisos octavo y noveno del artículo 6°.”;

7. Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el numeral 2), por el siguiente:

“2) Conocer, a solicitud de quienes sean parte en los hechos, actos o contratos existentes o por celebrarse, distintos a las operaciones de concentración a las que se refiere el Título IV, o del Fiscal Nacional Económico, los asuntos de carácter no contencioso que puedan infringir las disposiciones de la presente ley, para lo cual, podrá fijar las condiciones que deberán ser cumplidas en tales hechos, actos o contratos;”.

b) Intercálase en el numeral 4), entre la palabra “competitivas” y el punto y coma (;) que se reemplaza por punto (.), la frase siguiente:

“En todo caso, el Ministro receptor de la propuesta deberá manifestar su parecer respecto sobre ésta. La respuesta será publicada en la web institucional del Tribunal, de la Fiscalía y del Ministerio de que se trate”.

c) Intercálanse los siguientes numerales 5) y 6), pasando el actual numeral 5) a ser 7):

“5) Substanciar, a solicitud exclusiva del notificante de una operación de concentración, el procedimiento de revisión especial de operaciones de concentración, cuando éstas hubieren sido prohibidas por el Fiscal Nacional Económico conforme a lo establecido en el artículo 57 de la presente ley;

6) Dictar los autos acordados que sean necesarios para una adecuada administración de justicia de conformidad a la ley; y”.

8. Modifícase el artículo 20 del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso quinto, la frase “medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar” por la siguiente: “multas que se impongan para sancionar”.

b) Sustitúyase en su inciso sexto la expresión “medidas que se determinen para prevenir, corregir o sancionar” por la siguiente: “multas que se impongan para sancionar”.”.

9. Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente: 

“Se podrá notificar a las filiales, coligadas o agencias constituidas en Chile de una empresa extranjera, los requerimientos o demandas que se deduzcan en contra de ésta por infracciones a la presente ley, careciendo de valor cualquier limitación estatutaria de dicha filial, coligada o agencia.”.

10. Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 22, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“No se decretará término probatorio extraordinario para rendir prueba fuera de la Región Metropolitana de Santiago, sino cuando concurran los siguientes requisitos: 

1. Que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia declare que existe motivo fundado para la práctica de la diligencia probatoria fuera de la Región Metropolitana; 

2. Que la parte que solicita el término probatorio extraordinario, acredite estar impedida de poder rendir la prueba ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y

3. Que dentro del plazo de 5 días la parte que solicita el término probatorio extraordinario, consigne la suma que determine el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, para efectos de cubrir los gastos que la realización de las diligencias de prueba significarán a las otras partes del juicio.

Estas diligencias podrán ser conducidas a través del correspondiente Juez de Letras, garantizando su fidelidad y rápida expedición por cualquier medio idóneo.”.

11. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el literal c) del inciso segundo de la siguiente forma:

i) Reemplázase la frase “ a veinte mil unidades tributarias anuales y, en el caso de sancionar una conducta prevista en la letra a) del artículo 3°, hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades tributarias anuales”, por la siguiente frase: “al doble del beneficio económico reportado por la infracción, o hasta por el 30% de las ventas del infractor correspondientes a la línea de productos y/o servicios asociada a la infracción durante el período por el cual ésta se haya extendido.”.

ii) Agrégase el siguiente párrafo a continuación de las expresiones “extendido.”:

“En el evento de que no sea posible determinar el beneficio económico obtenido por el infractor ni sus ventas, el tribunal podrá aplicar multas hasta por una suma equivalente a treinta mil unidades tributarias anuales.”
iii) Sustitúyese la expresión “Ley de Mercado de Valores”, por “ley N° 18.045”.

iv) Reemplázase el punto final (.) por punto y coma (;).

v) Reemplázase su párrafo segundo, por el siguiente:

“Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes cir​cunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la gravedad de la conducta; la necesidad de que la sanción sea efectiva​mente disuasiva; la calidad de reincidente y la capacidad económica del infractor; y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.”.

Agrégase el siguiente literal d):

d) En el caso de la conducta prevista en la letra a) del artículo 3° bis, podrá aplicar una multa a beneficio fiscal de hasta 20 unidades tributarias anuales por cada día de retardo contado desde el perfeccionamiento de la operación de concentración.”.

12. Reemplázase el artículo 30, por el siguiente:

“Artículo 30.- La acción de indemnización de perjuicios a que haya lugar, con motivo de la dictación por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de una sentencia definitiva ejecutoriada, se interpondrá ante ese mismo tribunal y se tramitará de acuerdo al procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Las resoluciones pronunciadas en este procedimiento, salvo la sentencia definitiva, serán susceptibles del recurso de reposición al que podrá darse tramitación incidental o ser resuelto de plano. Sólo será susceptible de recurso de reclamación, para ante la Corte Suprema, la sentencia definitiva. 

Al resolver sobre la acción de indemnización de perjuicios el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia fundará su fallo en los hechos establecidos en su sentencia que sirva de antecedente a la demanda. El Tribunal apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica.”.

13. Reemplázase en el inciso primero del artículo 31 la frase “números 2) y 3)” por la siguiente frase: “números 2), 3) y 4)”.”.

14. Agrégase el siguiente artículo 31 bis:

“Artículo 31 bis.- El ejercicio de la atribución contemplada en el numeral 5) del artículo 18, se someterá al siguiente procedimiento:

Interpuesto el recurso que establece el inciso final del artículo 57 de la presente ley, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia ordenará al Fiscal Nacional Económico remitir el expediente en que obre la investigación en que se hubiere pronunciado la resolución recurrida, y citará a una audiencia pública en la que podrán intervenir la parte recurrente, el Fiscal Nacional Económico y quienes hubieren aportado antecedentes a la investigación en virtud de lo establecido en el inciso segundo del artículo 55 de la presente ley.

En base a los antecedentes que obren en el expediente de investigación, aquello que expongan los intervinientes en la audiencia de la que trata el inciso anterior y los demás antecedentes que recabe de oficio o a petición de parte, el Tribunal dictará una sentencia confirmando o revocando la resolución recurrida.

En el caso que la sentencia revoque la resolución recurrida, el Tribunal, en la misma sentencia, podrá aprobar la operación de concentración en forma pura y simple o sujeta a las últimas medidas ofrecidas por el notificante de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 53. Adicionalmente, podrá el Tribunal aprobar la operación bajo la condición de que se dé cumplimiento a otras medidas que considere adecuadas y suficientes.

En contra de la sentencia que pronuncie el Tribunal en virtud de lo establecido en este artículo no procederá recurso alguno, a menos que aquella hubiere condicionado la aprobación de la operación al cumplimiento de medidas distintas de las contempladas en la última propuesta realizada por las partes de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 53. En este último caso, tanto las partes como el Fiscal Nacional Económico podrán deducir el recurso de reclamación a que se refiere el artículo 27.

15. Modifícase el artículo 32 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en su inciso primero, entre la palabra “Competencia” y la expresión “, no acarrearán”, la siguiente frase: “, o de acuerdo con las resoluciones de la Fiscalía Nacional Económica para el caso de las operaciones de concentración”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“En todo caso, ni los Ministros que concurrieren a la decisión, ni el Fiscal Nacional Económico, según correspondiere, se entenderán inhabilitados para los nuevos pronunciamientos que eventualmente tuvieren lugar.”.

16. Modifíquese el artículo 39, en el siguiente sentido:

a) Modifícase el literal a) de la siguiente forma:

i) Reemplázase en su párrafo final, el punto y coma (;) por punto aparte (.).

ii) Agrégase el siguiente párrafo final:

“En todos los demás casos, los afectados tendrán acceso al expediente de la investigación que se siga en su contra, sin perjuicio de aquellas piezas declaradas reservadas o confidenciales, de conformidad a lo dispuesto en esta letra y el artículo 42;”.

b) Elimínase en el párrafo primero del literal b), la frase “Exceptúanse las investigaciones criminales y causas de esa naturaleza.”.

c) Reemplázase el literal d) por el siguiente:

“d) Velar por el cumplimiento de sus propias resoluciones en las materias a que se refiere el Título IV de la presente ley, así como de los fallos y decisiones que dicten el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o los tribunales de justicia en las materias a que se refiere esta ley;”.

d) Modifícase el literal h) en el siguiente sentido:

i) En su párrafo final, reemplázase el punto y coma (;) por punto aparte (.).

ii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y final:

“Quienes oculten información que les haya sido solicitada o proporcionen culpablemente información falsa en el contexto de una investigación seguida de conformidad a esta ley incurrirán en la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio. Para la aplicación de dichas penas, el Fiscal Nacional Económico remitirá los antecedentes respectivos al Ministerio Público, teniendo esa comunicación el carácter de denuncia para los efectos del artículo 53 del Código Procesal Penal. 

Quienes estén obligados a dar respuesta a las solicitudes de información efectuadas por el Fiscal Nacional Económico e injustificadamente no respondan o respondan sólo parcialmente, serán sancionados con una multa a beneficio fiscal de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, además de una multa de 0,2 unidades tributarias mensuales por cada día de atraso, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 39 ter, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 42;”.

e) Modifícase el literal j) en el siguiente sentido:

i) Sustitúyese la frase “por escrito” por la siguiente: “por cualquier medio que garantice su fidelidad, según lo determine la Fiscalía Nacional Económica”.

ii) Reemplázase el punto y coma (;) por punto aparte (.).

iii) Agrégase el siguiente párrafo final:

“Quienes injustificadamente no comparezcan a declarar habiendo sido previamente citados en conformidad a esta letra, serán sancionados con una multa a beneficio fiscal de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 39 ter, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 42;”.

f) Modifícase el literal n) en el siguiente sentido: 

i) Intercálase en su párrafo primero, entre la frase “Ministro de la Corte de Apelaciones” y “que corresponda”, la siguiente frase “de Santiago”.

ii) Intercálase un nuevo párrafo séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser octavo y noveno, respectivamente:

“Acogido a tramitación el reclamo, se citará a la audiencia respectiva para el quinto día hábil. A la audiencia deberán comparecer los afectados y la Fiscalía Nacional Económica, debidamente representados, con todos los antecedentes o medios de prueba con los que cuenten para fundar sus respectivas posiciones. El reclamo deberá ser interpuesto dentro del plazo de 10 días corridos desde que aparezca o se acredite que quien deba reclamar tuvo o debió tener conocimiento del vicio o defecto que funda el reclamo. Los afectados deberán reclamar en un único acto de todos los incumplimientos relativos a una misma diligencia investigativa o actuación. Como medida para mejor resolver, el Ministro de Corte de Apelaciones podrá decretar de oficio o a petición de parte todas las medidas que estime convenientes. De la decisión del Ministro podrá apelarse para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día, apelación que se conocerá con preferencia a otros asuntos, no procediendo la suspensión de la vista de la causa por la causal del N° 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil. En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación no procederá recurso alguno.”.

g) Sustitúyese en el párrafo séptimo, que pasa a ser octavo, la expresión “el Tribunal” por “los Tribunales”.

h) Modifícase el literal ñ) de la siguiente forma:

i) Intercálase en su párrafo segundo, entre las frases “partes comparecientes al acuerdo” y el punto seguido (.), la frase siguiente: “, así como el parecer de quienes tengan interés legítimo”; y

ii) Reemplázase en su párrafo segundo la expresión “, y” por punto y coma (;).

i) Intercálanse los siguientes literales o), p), q) y r), nuevos, pasando el actual literal o) a ser literal s):

“o) Recibir las notificaciones a que se refiere el artículo 48 y someterlas al procedimiento contemplado en el Título IV de la presente ley;

p) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contempladas en las letras f), g), h), j), k), l) y m) de este artículo y efectuar recomendaciones a órganos del Estado y agentes económicos. En todo caso, el órgano del Estado receptor de la propuesta deberá manifestar su parecer respecto de la misma. La respuesta será publicada en los sitios web de la Fiscalía Nacional Económica y del órgano de que se trate.

En el ejercicio de las facultades contempladas en las letras h) y j) de este artículo, las personas naturales y los representantes de personas jurídicas a los que el Fiscal Nacional Económico pudiere irrogar perjuicio a sus intereses, podrán solicitar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que deje sin efecto total o parcialmente el respectivo requerimiento en la forma establecida en los párrafos segundo y tercero de la letra h);

q) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del Ministro de Estado que corresponda, la modificación o derogación de los preceptos legales o reglamentarios que estime contrarios a la libre competencia, como también la dictación de preceptos legales o reglamentarios cuando sean necesarios para fomentar la competencia o regular el ejercicio de determinadas actividades económicas que se presten en condiciones no competitivas. Este tipo de proposiciones tendrán siempre como antecedente una investigación o un estudio sobre la evolución competitiva de los mercados; 

r) Dictar instrucciones a las que habrá de sujetarse el ejercicio de las atribuciones y el cumplimiento de los deberes acerca de los que trata este artículo; y”.

17. Modifícase el artículo 39 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 39 bis.- El que intervenga en alguna de las conductas previstas en la letra a) del artículo 3° podrá ser eximido de la disolución contemplada en la letra b) del artículo 26 y obtener una exención o reducción de la multa contemplada en la letra c) del precitado artículo, en su caso, cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “el ejecutor de” por la siguiente frase: “quien intervenga en”.

c) Sustitúyese el número 2.- del inciso segundo, por el siguiente:

“2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, salvo que la Fiscalía autorice expresamente su divulga​ción, y”.

d) Sustitúyese en su inciso tercero la frase “Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de” por la siguiente frase: “Para acceder a la exención de la disolución o multa, en su caso, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, quien intervenga en”.”.

e) Reemplázase su inciso cuarto, por el siguiente:

“Para acceder a una reducción de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, quien intervenga en la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quienes hayan previamente acompañado antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo.”.

f) Reemplázase su inciso quinto, por el siguiente: 

“En su requerimiento, el Fiscal individualizará a cada interviniente en la conducta que haya cumplido con los requisitos para acceder a cualquiera de los beneficios a que se refiere el inciso primero. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar la disolución o multa a quien haya sido individualizado como beneficiario de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la misma, salvo que se acredite durante el proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita coaccionando a los demás a participar en ella.”.

g) Agrégase el siguiente inciso final:

“La solicitud de los beneficios contemplados en el presente artículo no tendrá el carácter de información o hecho esencial para los efectos de lo dispuesto en los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045. En ningún caso este régimen de exenciones o reducciones podrá extenderse a la indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar.”.

18. Agrégase el siguiente artículo 39 ter:

“Artículo 39 ter.- Para efectos de aplicar la multa establecida en las letras h) y j) del artículo 39 y determinar su monto, o en su caso, desestimar su aplicación, el Tribunal tomará conocimiento de la solicitud presenta​da por el Fiscal Nacional Económico en una sola audiencia, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibida, durante la cual el o los afectados por la solicitud podrán exponer sus descargos. El Tribunal acogerá o rechazará la solicitud del Fiscal Nacional Económico, y de ser proce​dente fijará el monto de la multa, dentro de la misma audiencia, procediendo, en este caso, solo recurso de reposición que deberá ser interpuesto en el acto. En cuanto a la ejecución de estas resoluciones se estará a lo dispuesto en el artículo 28.

La circunstancia de haber concurrido a la decisión en el marco de este procedimiento, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer de un eventual proceso.”.

19. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “de el”, por la palabra “del”.

b) Reemplázase en su inciso tercero, la frase “especialmente, aquellos obtenidos en virtud de las facultades indicadas en letras a), g), h) y n) del artículo 39”, por la siguiente: “especialmente, aquellos obtenidos en virtud de las facultades indicadas en las letras a), g), h), n), o), p) y q) del artículo 39”.

20. Agrégase el siguiente Título IV:

“TÍTULO IV
De las Operaciones de Concentración
Artículo 46.- Se sujetarán a las normas establecidas en este Título las operaciones de concentración que le sean notificadas a la Fiscalía Nacional Económica de acuerdo con lo prescrito por los artículos siguientes.

Artículo 47.- Se entenderá por operación de concentración todo hecho, acto o convención, o conjunto de ellos, que tenga por efecto que dos o más agentes económicos previamente independientes entre sí dejen de serlo, en cualquier ámbito de sus actividades. Deberán notificarse a la Fiscalía Nacional Económica en forma previa a su perfeccionamiento las operaciones de concentración que, cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo 48, involucren a dos o más agentes económicos que, no formando parte de un mismo grupo empresarial: 

a) Se fusionen, cualquiera sea la forma de organización societaria de las entidades que se fusionan o de la entidad resultante de la misma;
b) Uno o más de ellos adquiera, directa o indirectamente, derechos que le permitan, en forma individual o conjunta, influir decisivamente en la administración de otro;
c) Se asocien bajo cualquier modalidad para conformar un agente económico indepen​diente, distinto de ellas, que desempeñe sus funciones de forma permanente; o
d) Uno o más de ellos adquiera el control sobre los activos de otro, a cualquier título.

Para los efectos de lo dispuesto en este Título, se entenderá por agente económico toda entidad, o parte de ella, cualquiera sea su forma de organización jurídica o aun cuando carezca de ella, que demande u ofrezca productos o servicios. Se considerará asimismo como un agente económico al conjunto de activos tangibles o intangibles, o ambos, que permitan ofrecer o demandar bienes o servicios.”.

Artículo 48.- Deberán notificarse a la Fiscalía Nacional Económica, en forma previa a su perfeccionamiento, las operaciones de concentración que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

a) Que la suma de las ventas en Chile de los agentes económicos que proyectan concentrarse haya alcanzado, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, montos iguales o superiores al umbral establecido mediante Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y 

b) Que en Chile, por separado, al menos dos de los agentes económicos que proyectan concentrarse hayan generado ventas, durante el ejercicio anterior a aquel en que se verifica la notificación, por montos iguales o superiores al umbral establecido mediante Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las ventas se calcularán de la siguiente manera:

i) Tratándose de las hipótesis contempladas en las letras a) y c) del artículo 47, se sumarán las ventas en Chile de los agentes económicos que se fusionan o que se asocian, y las de sus respectivos grupos empresariales. 

ii) Tratándose de la hipótesis contemplada en la letra b) del artículo 47, se sumarán las ventas en Chile del agente económico que adquiere la influencia decisiva, las de todo su grupo empresarial y las del o los agentes económicos adquiridos.

iii) Tratándose de la hipótesis contemplada en la letra d) del artículo 47, se sumarán las ventas en Chile del o los agentes económicos adquirentes, las de sus respectivos grupos empresariales, y aquellas generadas con los activos adquiridos.

Para efectos de lo establecido en este artículo, se deducirán de las ventas los impuestos, las ventas que hayan tenido lugar entre agentes de un mismo grupo empresarial, aquellas que no provengan de la explotación del giro habitual de él o los agentes económicos considerados, y las demás que señale el Reglamento, en la forma que en él se determinen.

Estarán obligados a practicar la notificación de la que trata este artículo conjuntamente los agentes económicos que hayan tomado parte en la operación de concentración. 

A la notificación deberán acompañarse los antecedentes necesarios para identificar la operación de que se trata y a los agentes económicos que toman parte en la misma y su grupo empresarial; aquellos antecedentes que permitan evaluar preliminarmente los eventuales riesgos que la operación notificada pudiere significar para la libre competencia; la declaración de las partes dando cuenta de que, de buena fe, pretenden llevar a cabo la operación que se notifica; así como los demás antecedentes que detalle el Reglamento.

Quienes notifiquen la operación deberán poner en conocimiento de la Fiscalía Nacional Económica los hechos, actos o convenciones que modifiquen en cualquier forma los antecedentes, estimaciones, proyecciones o conclusiones que hubieren proporcionado, tan pronto tales hechos, actos o convenciones lleguen a su conocimiento. En caso de que la modificación que los notificantes pongan en conocimiento de la Fiscalía Nacional Económica resulte significativa, el Fiscal Nacional Económico dictará una resolución declarando lo anterior, a partir de la cual los plazos del procedimiento comenzarán a contabilizarse como si se tratase de una nueva notificación.

El Reglamento podrá contemplar un mecanis​mo de notificación simplificada, que requiera del notificante acompañar una menor canti​dad de antecedentes para ciertas operacio​nes o categorías de operaciones de concen​tración.

Las operaciones de concentración que no igualen o superen los umbrales referidos en los literales a) y b) anteriores podrán ser notificadas en forma voluntaria por los agen​tes económicos que proyectan concentrarse. Las notificaciones voluntarias se sujetarán a las mismas reglas que las notificaciones obligatorias, en la medida en que la operación no se hubiere perfeccionado al momento de la notificación.

Cuando las operaciones de concentración a que se refiere el inciso anterior no le sean notificadas voluntariamente al Fiscal Nacional Económico, éste podrá, dentro del plazo de 1 año contado desde el perfeccionamiento de la operación, instruir las investigaciones que estime procedentes de conformidad con la letra a) del artículo 39.

El Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo que establezca los umbrales deberá dictarse a través de un procedimiento público y transparente, previo informe de la Fiscalía Nacional Económica y consulta al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, procurándose que los umbrales comprendan sólo aquellas operaciones de concentración que sean relevantes para el sistema.

La Fiscalía Nacional Económica deberá informar anualmente, tanto al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo como al público en general, los antecedentes que sean necesarios para adecuar los umbrales vigentes a fin de garantizar el correcto funcionamiento del sistema.

Artículo 49.- Los agentes económicos que proyecten concentrarse no podrán perfeccio​nar las operaciones de concentración que hubieren notificado a la Fiscalía Nacional Económica, las que se entenderán suspen​didas desde el acto de su notificación hasta que se encuentre a firme la resolución o sentencia que ponga término definitivo al procedimiento correspondiente.

Artículo 50.- Recibida la notificación de una operación de concentración, la Fiscalía Nacio​nal Económica tomará conocimiento de la misma, procediendo a evaluarla en conformi​dad al siguiente procedimiento. 

Notificada una operación de concentración de acuerdo con lo establecido en el artículo 48, el Fiscal Nacional Económico contará con 10 días para determinar si se trata de una notificación completa, entendiéndose por tal aquella que cumpla con todos los requisitos que para practicarla establezcan esta ley y su Reglamento. 

Tratándose de una notificación completa, el Fiscal Nacional Económico ordenará el inicio de la investigación y comunicará la resolución al notificante. Si el Fiscal no hubiere efectuado dicha comunicación dentro del plazo estable​cido en el inciso anterior, la investigación se entenderá iniciada, de pleno derecho, el día del vencimiento del plazo.

Tratándose de una notificación incompleta, el Fiscal Nacional Económico comunicará dicha circunstancia al notificante dentro del plazo establecido en el inciso segundo. La comu​nicación identificará los errores u omisiones de los que adolezca la notificación. El notificante contará con 10 días para subsanar los errores u omisiones identificados por el Fiscal en su comunicación. Si el notificante no subsanare los errores u omisiones dentro del plazo establecido, o si solo lo hiciere parcialmente, la notificación se tendrá por no presentada. Si los errores y omisiones fueren subsanados en tiempo y forma, se procederá de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero de este artículo. 

Artículo 51.- La resolución que ordene el inicio de la investigación será publicada resguardando la información confidencial de los notificantes.

Artículo 52.- En el curso de las investigacio​nes iniciadas en conformidad al artículo 51 anterior, el Fiscal Nacional Económico podrá ejercer las facultades que le confieren los literales f), g), h), j), k), l) y m) del artículo 39.

Artículo 53.- El notificante podrá siempre solicitar al Fiscal Nacional Económico que le suministre información respecto del curso de la investigación, y tendrá derecho a que se le informe, antes que el Fiscal Nacional Económico dicte alguna de las resoluciones de los artículos 54 o 57, de los riesgos que la operación notificada pueda producir para la libre competencia basado en los antecedentes de la investigación.

El notificante tendrá siempre derecho a ser oído, pudiendo manifestar al Fiscal Nacional Económico su opinión respecto de la operación de concentración notificada, de los antecedentes aportados por terceros a la investigación, de la investigación misma y de la información que le hubiere sido suminis​trada de conformidad al inciso anterior. El notificante podrá proponer las diligencias investigativas que estime pertinentes. 

Asimismo, para efectos de lo establecido en la letra b) de los artículos 54 y 57, el notificante tendrá siempre derecho a ofrecer al Fiscal Nacional Económico las medidas que estime aptas para mitigar aquellos riesgos que la operación notificada pudiere producir para la libre competencia. Las medidas deberán ser ofrecidas por escrito y no constituirán en caso alguno un recono​cimiento de la existencia de los riesgos que a través de ellas se pretenden mitigar.

Con el fin de determinar si las medidas ofrecidas por los notificantes se hacen cargo de resolver los riesgos para la competencia derivados de la operación de concentración así como sus posibles efectos sobre el mercado, el Fiscal Nacional Económico podrá ponerlas en conocimiento de terceros interesados.

Artículo 54.- Dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se haya dictado la resolución de inicio del procedimiento a que alude el artículo 50 anterior, el Fiscal Nacional Económico deberá:

a) Aprobar la operación notificada en forma pura y simple, si es que llegare a la convic​ción de que la operación no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia;

b) Aprobar la operación notificada, a condi​ción de que se dé cumplimiento a las medidas ofrecidas por el notificante, si es que llegare a la convicción de que sujetán​dose la operación a tales medidas ésta no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia, o

c) Extender la investigación hasta por un máximo de 90 días adicionales, mediante resolución fundada, cuando estimare que la operación notificada, de perfeccionarse en forma pura y simple o sujeta a las medidas ofrecidas por el notificante, en su caso, puede reducir sustancialmente la competencia.

Cumplido el plazo establecido en el inciso anterior sin que el Fiscal Nacional Económico hubiere tomado alguna de las tres decisiones señaladas, se entenderá que ha aprobado la operación de que se trata. La autorización se considerará pura y simple, aun cuando el notificante hubiere ofrecido medidas.

Artículo 55.- Las resoluciones que fueren dictadas en conformidad a lo establecido en el artículo anterior deberán ser comunicadas al notificante dentro del mismo plazo establecido para su dictación. Adicionalmente, la Fiscalía Nacional Económica publicará la resolución, o una versión pública de la misma, en su web institucional.

Tratándose de la resolución contemplada en la letra c) del artículo anterior, la Fiscalía Nacional Económica deberá comunicar el hecho de su dictación y acompañar su texto, o la versión pública del mismo, a las autoridades directamente concernidas, y a los agentes económicos que, a juicio del Fiscal Nacional Económico, puedan tener interés en la operación. Quienes recibieren tal comuni​cación, así como cualquier tercero interesado en la operación de concentración, incluyendo proveedores, competidores, clientes o consu​midores de las partes de la operación, podrán aportar antecedentes a la investigación dentro de los 20 días siguientes a aquel en que se hubiere publicado en su web institucional la resolución que ordene su extensión.

El expediente será público a partir de la publicación a que hace referencia el inciso anterior. Ello, sin perjuicio de que el Fiscal Nacional Económico pueda disponer de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas del expediente sean reservadas o confidenciales de conformidad a lo dispuesto en el párrafo tercero del literal a) del artículo 39. Quienes soliciten la reserva o confidencialidad de los antecedentes presentados deberán acompañar versiones públicas de los mismos. Cuando la reserva o confidencialidad sea decretada de oficio por el Fiscal Nacional Económico, éste podrá requerir al aportante de los antecedentes que acompañe versiones públicas de éstos.

Artículo 56.- Extendida la investigación de acuerdo con lo dispuesto en la letra c) del artículo 54, el Fiscal Nacional Económico podrá ejercer las facultades a las que alude el artículo 52.

Artículo 57.- Dentro del plazo establecido en la resolución que ordene extender la investi​gación, el Fiscal Nacional Económico deberá:

a) Aprobar la operación notificada en forma pura y simple, si es que llegare a la convic​ción de que la operación no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia;

b) Aprobar la operación notificada, a condi​ción de que se dé cumplimiento a las medidas ofrecidas por el notificante, si es que llegare a la convicción de que sujetán​dose la operación a tales medidas, ésta no resulta apta para reducir sustancialmente la competencia, o 

c) Prohibir la operación notificada, cuando concluya que la misma cuenta con aptitud para reducir sustancialmente la competencia.

Cumplido el plazo establecido en la resolu​ción que ordene extender la investigación sin que el Fiscal Nacional Económico hubiere tomado alguna de las tres decisiones señaladas, se entenderá que ha aprobado la operación de que se trata. La autorización se considerará pura y simple, aun cuando el notificante hubiere ofrecido medidas.

En contra de la resolución del Fiscal Nacional Económico que prohíba una operación, el notificante podrá promover, ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación de la referida resolución, un recurso de revisión especial, el que deberá ser fundado.

Artículo 58.- Mediante resolución fundada, el Fiscal Nacional Económico podrá ordenar el archivo de los antecedentes, poniendo térmi​no al procedimiento del que trata este Título, cualquiera sea el estado en que se encuentre, cuando el notificante se hubiere desistido de su notificación, cuando la hubiere abandona​do, o cuando hubieren antecedentes que per​mitan sospechar fundadamente que la opera​ción notificada se hubiere perfeccionado.

Se entenderá desistida la notificación cuando el notificante así lo hubiere comunicado al Fiscal Nacional Económico, por escrito.

Se entenderá abandonada la notificación cuando en dos o más ocasiones, durante el curso de la investigación, el notificante no hubiere respondido en tiempo y forma a los requerimientos de información que hubiere hecho, conforme a la ley, el Fiscal Nacional Económico, o cuando en dos o más ocasio​nes él o sus representantes legales no hubie​ren concurrido a declarar, habiéndoseles citado de conformidad a la ley.

Artículo 59.- Los plazos de días establecidos en este Título serán de días hábiles, entendiéndose por tales todos aquellos que no sean sábados, domingos o festivos. 

Artículo 60.- Los plazos establecidos en los incisos primeros de los artículos 54 y 57 no se suspenderán sino en los casos contemplados en este artículo.

De común acuerdo, el Fiscal Nacional Económico y el notificante podrán suspender hasta por una vez cada plazo referido en el inciso anterior. El primero de ellos podrá suspenderse hasta por 30 días y el segundo hasta por 60 días. Los acuerdos de suspensión de los que trata este artículo deberán constar por escrito.

Se suspenderán asimismo los plazos señalados en el inciso primero cuando el notificante ofrezca medidas de acuerdo con lo establecido en el inciso tercero del artículo 53. El cumplimiento del plazo contemplado en el inciso primero del artículo 54 o el contemplado en el inciso primero del artículo 57, se suspenderá hasta por un plazo máximo de 10 o 15 días, respectivamente.

Artículo Segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) Reemplázase el epígrafe del párrafo 7 del Título VI del Libro II del Código Penal, por el siguiente: 

“De los delitos relativos a la industria, al comercio, a la libre competencia y a las subastas públicas”.

2) Agréganse los siguientes artículos 286 bis, 286 ter y 286 quáter:

“Art. 286 bis.- Será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo quien celebre, implemente, ejecute u organice acuerdos, convenciones, contratos o convenios que involucren a dos o más competidores entre sí, persiguiendo cualquiera de los propósitos siguientes:

1°. Fijar el precio al que sean ofrecidos o demandados bienes o servicios en uno o más mercados.
2°. Limitar la producción o provisión de bienes o servicios.
3°. Dividir, asignar o repartir zonas o cuotas de un mercado de bienes o servicios.
4°. Afectar el resultado de licitaciones públicas o privadas convocadas por órganos de la administración del Estado, por empresas públicas creadas por ley, por empresas en las que el Estado tenga participación o en las que el Estado haya aportado subvenciones o fondos públicos destinados a la adquisición del objeto de la licitación.

La pena establecida en el inciso anterior llevará siempre consigo la pena de inhabilitación absoluta para desempeñar cargos u oficios públicos, cargos de director o gerente en empresas del Estado, cargos de director o gerente en sociedades anónimas abiertas, así como cualquier cargo directivo en asociaciones o colegios profesionales, por un plazo de cinco años contados desde que la sentencia definitiva quedare ejecutoriada.

Art. 286 ter.- Estará exento de responsabili​dad criminal por los delitos establecidos en los artículos 285 y 286 bis el que primero hubiere aportado antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica y accedido así a los beneficios establecidos en el inciso tercero del artículo 39 bis del decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973.

Art. 286 quáter.- Las investigaciones de hechos constitutivos del delito establecido en el artículo 286 bis sólo podrán ser iniciadas por querella de la Fiscalía Nacional Económica. El querellante ejercerá los derechos de la víctima, de conformidad al Código Procesal Penal. 

Si los hechos constitutivos del delito establecido en el artículo 286 bis pudieren ser sancionados con las medidas contempladas en el artículo 26 del decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, el Fiscal Nacional Económico podrá, discrecional​mente, interponer la respectiva querella y/o presentar requerimiento ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

En caso de que el Fiscal Nacional Econó​mico decidiera interponer querella en relación con hechos constitutivos del delito establecido en el artículo 286 bis y presentar requerimien​to ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, deberá hacerlo simultáneamen​te una vez terminada la investigación respec​tiva.

El Ministerio Público informará a la Fiscalía Nacional Económica, en el menor plazo posible, los antecedentes de que tomare conocimiento con ocasión de las investigacio​nes de hechos constitutivos de otros delitos que pudieren relacionarse con el delito contemplado en el artículo 286 bis. 

Si no se hubieren proporcionado los antece​dentes sobre este delito, la Fiscalía Nacional Económica los solicitará al fiscal del Ministerio Público que tuviere a su cargo el caso, con la sola finalidad de decidir si interpondrá quere​lla. De rechazarse la solicitud, la Fiscalía Nacional Económica podrá concurrir ante el respectivo juez de garantía, quien decidirá la cuestión mediante resolución fundada.”.

Artículo Tercero.- Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo 51 de la ley 
N° 19.496, que Establece Normas Sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“No obstante lo dispuesto en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, y sin perjuicio de las acciones indivi​duales que procedan, la acción de indemniza​ción de perjuicios que se ejerza ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia con ocasión de infracciones a dicho cuerpo normativo declaradas por una sentencia definitiva ejecu​toriada, podrá tramitarse por el procedimiento establecido en este párrafo, cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. No será necesario que los legitimados activos señalados en el numeral 1 del inciso siguiente se hayan hecho parte en el procedimiento que dio lugar a la sentencia condenatoria.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia una vez publicada en el Diario Oficial, salvo la modificación contemplada en el numeral 17) del artículo primero que introduce el Título IV De las Operaciones de Concentración, el cual, junto con las demás normas que digan relación con él, regirá a partir del primer día del mes siguiente a que se encuentre totalmente tramitada la normativa reglamentaria que sea estrictamente necesaria para su aplicación.

Por su parte, la modificación contemplada en el literal b) del numeral 1) del artículo primero que agrega el literal d) al artículo 3°, entrará en vigencia una vez cumplidos doce meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 2° transitorio.- El Presidente de la República, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, dictará la reglamentación que sea necesaria para la aplicación de esta ley.

Artículo 3° transitorio.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de integrante del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a la época de entrada en vigencia de esta ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.

Artículo 4° transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la Fiscalía Nacional Económica, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 7, 13, 14 y 21 de abril; 5, 11, y 12 de mayo, 16 y 30 de junio; 7 y 21 de julio, 4, 11, y 18 de agosto, y 1 de septiembre, de 2015, con la asistencia de los Diputados (as) señores (as) Tuma, don Joaquín (Presidente); Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad (Ortiz, don José Miguel); Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya (Rocafull, don Luis); Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe (Berger, don Bernardo); Lavín, don Joaquín (Trisotti, don Renzo); Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto (Rocafull, don Luis), y Van Rysselberghe, don Enrique. 

Sala de la Comisión, a 24 de septiembre de 2015.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
11. Informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia “simple”, que regula la despenalización de la
interrupción voluntaria del embarazo en tres causales. (boletín N° 9895-11)

“Honorable cámara:

La Comisión de Salud viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en un mensaje de S.E. la Presidente de la República.

Se ha hecho presente la urgencia, en carácter de “simple”, con fecha 3 de septiembre de 2015. 

-o-

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1) La idea matriz o fundamental del proyecto es la de regular la despenalización de la interrupción del embarazo por las siguientes causales:

a) En caso de que la mujer se encuentre en riesgo vital, presente o futuro, de modo que la interrupción evite un peligro para su vida.

b) En la situación de que el embrión o feto padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible con la vida extrauterina.

c) Cuando el embarazo es resultado de una violación, siempre que no hayan transcurrido más de catorce semanas de gestación.
Para lograr esos objetivos, esta iniciativa legal está estructurada en base a tres artículos permanentes.

2) Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.

De conformidad a lo establecido en el N° 2 del artículo 302 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que deben ser calificados como normas de carácter orgánico constitucional los incisos cuarto y quinto del nuevo artículo 119 del Código Sanitario, incorporado por el N°1 del artículo 1° del proyecto de ley en informe, en cuanto otorga nuevas atribuciones al juez o jueza con competencia en materia de familia, criterio que ha sido refrendado por el Tribunal Constitucional en numerosas sentencias (STC 368, c. 6, STC 371, c. 6; STC 419, c. 7 y 14; STC 1651, c. 6; STC 386, c. 6; STC 474, c. 9; STC 1603, c. 7; STC 194, c. 6; STC 1027, c. 7; STC 347, cc. 5 y 6; STC 378, c. 16; STC 88, c. 5; STC 407, c. 6; STC 408, c. 6; STC 114, c. 5, STC 135, c. 5, STC 420, c. 6; STC 445, c. 6).

3) Normas que requieren trámite de Hacienda.

Sin perjuicio de señalar el Ejecutivo, en su informe financiero, que la aplicación del sistema de acompañamiento de Estado, coordinado en forma interministerial, que figura en los incisos séptimo y octavo del nuevo artículo 119 del Código Sanitario, incorporado por el N°1 del artículo 1° del proyecto de ley en informe, implica gasto fiscal, en ninguna parte del articulado se contempla una norma que señale la fuente de los recursos reales y efectivos con que se propone atender el referido gasto, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. Ello, deberá, necesariamente, ser resuelto dentro de la tramitación legislativa del proyecto en informe.

4) El proyecto fue aprobado, en general, por mayoría absoluta de los diputados presentes (8 votos a favor y 5 en contra).

Votaron a favor de la idea de legislar los diputados: Juan Luis Castro González (Presidente), Karol Cariola Oliva, Cristina Girardi Lavin, Marcela Hernando Pérez, Manuel Monsalve Benavides, Marco Antonio Núñez Lozano, Gabriel Silber Romo, y Víctor Torres Jeldes.

- Votaron en contra de la idea de legislar los diputados: Gustavo Hasbún Selume, Javier Macaya Danús, Nicolás Monckeberg Díaz, Jorge Rathgeb Schifferli, y Marisol Turres Figueroa.

5) Consulta a Corte Suprema. El proyecto fue consultado a la Corte Suprema, al inicio de su tramitación, con fecha 3 de marzo de 2015, de cuya respuesta se dio cuenta en la Sala de la Corporación el 5 de mayo de 2015.

Con posterioridad, se envió oficio a consulta con ocasión de la presentación de indicaciones del Ejecutivo, con fecha 1° de septiembre de 2015, cuya respuesta se encuentra pendiente a la fecha de este informe.

Finalmente, vuestra Comisión, mediante oficio N° 89-2015, de 15 de septiembre del presente año, comunicó a la Corte Suprema las modificaciones introducidas por ella al texto que le fuera consultado anteriormente, en cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales antes mencionadas.

6) Diputado Informante: señor Juan Luis Castro.
-o-
Durante el análisis de esta iniciativa legal, la Comisión contó con la colaboración de las ministras de Salud, señora Carmen Castillo, del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual Grau, de Justicia, señora Javiera Blanco, y de la Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón y señor Nicolás Eyzaguirre. Asimismo, concurrieron subsecretarios, y asesores de dichas Secretarías de Estado, durante las sesiones en que se debatió el proyecto de ley.
-o-

I. ANTECEDENTES. 
· Fundamentos del proyecto de ley contenidos en el mensaje.

Lo fundamentos del mensaje fueron divididos –por el Ejecutivo- en cuatro acápites, a saber: a) antecedentes, b) fundamentos, c) objetivos, y d) contenido.

a) En los antecedentes, se señala a la dignidad de las mujeres como atributo inviolable y el deber de respeto y protección Sobre el particular, se menciona que en el programa de Gobierno se adquirió un compromiso con la ciudadanía, el que fue ratificado en el discurso del 21 de mayo de 2014, y se formuló un llamado a la discusión madura e informada para debatir en el Congreso un proyecto de ley que despenalice la interrupción voluntaria del embarazo por tres causales específicas. Con la presentación del proyecto, se da cumplimiento a dicho compromiso. 

El proyecto se hace cargo de ciertas experiencias de vida críticas. Esas situaciones se presentan cuando debe interrumpirse un embarazo para evitar un peligro para la vida de la mujer cuando el embrión o feto padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible con la vida extrauterina, o cuando el embarazo es producto de una violación.

Se expresa que se parte de la base que la vida de toda persona, considerada en su máxima y más amplia dimensión, comprende no sólo su condición biológica, sino también los aspectos sociales y culturales que la constituyen. Por ello, la Constitución Política consagra el derecho a la vida y el derecho a la integridad física y psíquica de las personas, e impone a la ley el deber de proteger la vida del que está por nacer. Junto a ello, el Estado debe equilibrar dicho mandato con aquellas situaciones que pueden afectar la vida, la salud, los derechos y, en definitiva, la dignidad de las mujeres en ciertas situaciones que conllevan la obligación de regular la interrupción del embarazo. La normativa vigente sobre interrupción del embarazo, que la prohíbe sin excepciones, no responde al trato digno que el Estado de Chile debe otorgar a sus ciudadanas en esas situaciones y sitúa a Chile como uno de los cuatro países en el mundo (Nicaragua, El Salvador y Malta, además de El Vaticano) que lo criminaliza en todas sus modalidades. 

Los hechos han demostrado que la prohibición absoluta y la criminalización de toda forma de interrupción del embarazo no impide su práctica en condiciones de riesgo para la vida y salud de las mujeres; por el contrario, se traduce en una vulneración de sus derechos. Representa un problema social del que el Estado debe hacerse cargo. En efecto, un Estado que respeta los derechos humanos no puede sentirse orgulloso ni satisfecho de amenazar con pena privativa de libertad a aquellas mujeres que se encuentran en esta disyuntiva. 

Los derechos de las mujeres –continúa el mensaje- están en el centro de esta propuesta. Por tal razón, las tres causales de interrupción legal del embarazo que el proyecto aborda, exigen la expresión libre de voluntad de la mujer, sin la cual dicha interrupción no puede tener lugar. En casos específicos, en que la mujer es incapaz, o está incapacitada, o es menor de 14 años, el proyecto propone reglas especiales para resguardar su voluntad. 

Por su parte, el Estado de Chile es laico y reconoce el derecho que asiste a toda persona para conducirse en su vida de acuerdo con sus convicciones y principios morales, sean éstos de carácter religioso o no, razón por la que contempla una regla para el caso de quienes deseen ejercer el derecho de objeción de conciencia, acto estricta y esencialmente individual del profesional clínico que deba intervenir directamente en la interrupción del embarazo, de mediar la voluntad de la mujer en los casos a que se refiere. Pero ese derecho no puede ser obstáculo insalvable para acceder a la interrupción del embarazo.

El Estado, en estas situaciones extremas, no puede imponer una decisión a las mujeres, ni penalizarlas, sino que más bien debe entregarle alternativas, respetando su voluntad, sea que deseen continuar el embarazo u opten por interrumpirlo.


Expone el mensaje que se trata de una realidad que no se puede ignorar. Analizada la información de los egresos hospitalarios entre 2001 y 2012, se constató la existencia de 395.905 abortos, es decir interrupciones de embarazos antes de las 22 semanas de gestación, con promedio de 32.992 casos/año, en las que mujeres y su entorno se encontraban en situaciones críticas. 

Los registros de egresos hospitalarios por causas reproductivas permiten estimar el número de casos de interrupciones de los embarazos, espontáneas y provocadas, (sea por una condición médica o por una alteración estructural, así como aquellas interrupciones voluntarias, que se complican y requirieren atención médica). Por tanto, los registros no dan cuenta de todos los casos de interrupciones de embarazos en Chile, sino sólo de los indicados, pues al estar penalizado, no se informa acerca de su realización. Como consecuencia, no se cuenta con encuestas de salud sexual y reproductiva que den cuenta de estos procedimientos.

En promedio, cada año se hospitalizan 16.510 mujeres/año, con embarazos de menos de 22 semanas que son pertinentes a las dos primeras causales que el presente proyecto autoriza (los códigos CIE-10 que se indican como interrupción del embarazo anormal o por razones de salud, según se describe en libros de la especialidad que son los que se enuncian a continuación: embarazo ectópico (O00); mola hidatiforme (O01); otros productos anormales de la concepción (O02); complicaciones consecuencias de abortos por embarazo ectópico y/o molar). Ello imprime una demanda a los sistemas de salud, tanto públicos como privados, que enfrentan de muy diversas maneras las necesidades de cuidados de salud de las mujeres, generando inequidades según el nivel de ingresos de la población.

Analizadas las mencionadas cifras, junto a las causales que se propone regular en el proyecto de ley, y conforme a los antecedentes que posee el Ministerio de Salud, se deduce lo siguiente: 
a) Tratándose de la primera causal que regula el proyecto, se sabe que el año 2012 hubo 54 mujeres que murieron en su proceso de gestación; 3 defunciones de 15 -19 años: 5,6%; 6 defunciones de 20-24 años: 11,1%; 11 defunciones de 25-29 años: 20,4%; 15 defunciones de 30-34: 27,8%; 14 defunciones de 35-39 años: 25,9%; 3 defunciones de 40-44 años: 5,6%. Al realizar una auditoría de las muertes maternas en 2012 se pudo observar que el 40,0% de las defunciones maternas presentaban una patología médica concomitante (insuficiencia hepática, ductus arterioso persistente, hígado graso, tormenta tiroidea, insuficiencia respiratoria aguda, coriocarcinoma metastásico, cardiopatía) y el 22,5%, presentó condiciones clínicas como preeclampsia severa, eclampsia, síndrome Hellp, de las cuales un porcentaje significativo de mujeres pudo haberse tratado clínicamente con interrupción del embarazo, para resguardar sus vidas.

b) En la segunda causal que trata el proyecto, la estimación del número de muertes por alteraciones estructurales incompatibles con la vida extrauterina en el país, asumiendo un número de partos anuales de 250.000, sería alrededor de 500 casos anuales, según prevalencias por patologías. Estas estimaciones serían concordantes con las cifras analizadas entre los años 2004 y 2012, que mostraron un promedio de 465 casos/año de niños menores de 28 días de vida que fallecen por malformaciones incompatibles con la vida.

c) En relación a los casos de embarazos secundarios originados por violencia sexual, no existen datos que permitan dimensionar la magnitud de la situación, pues no existen registros estadísticos integrados, sumado a lo cual está la variable de la no denuncia mayoritaria de este tipo de hechos. Se estima que la probabilidad de embarazo producto de una violación es aproximada al 10% (oscilan las estimaciones entre el 3%, 5% y 17% según la fuente de los estudios analizados).

Según lo señalado, las cifras impactan la percepción ciudadana sobre el déficit de la actual normativa nacional. Los estudios de opinión pública revelan que la ciudadanía respalda ampliamente la necesidad de despenalizar la interrupción del embarazo en las tres causales propuestas (CEP, julio de 2014; Adimark, julio de 2014; Cadem, enero de 2015): 70% de los encuestados apoya la despenalización por las tres causales.

Se hace hincapié en el mensaje que Chile tiene una historia de políticas públicas en salud de las mujeres, y que diversos actores han contribuido por décadas a mejorar las condiciones de la salud y de los derechos de las mujeres. Ya en los años 30, el Movimiento de Emancipación de la Mujer Chilena (MEMCH), manifestaba la urgencia de contar con métodos anticonceptivos, así como una reglamentación científica que permitiera evitar el aborto clandestino y sus graves consecuencias, de manera que las mujeres pudieran decidir sobre su maternidad sin riesgos. El ordenamiento jurídico buscó dar respuesta a la problemática de las consecuencias del aborto clandestino, atendido que ya en esa época era considerada un problema de salud pública; por ello, de ahí que en el marco de la dictación del Código Sanitario, se permitió la interrupción del embarazo por razones terapéuticas (artículo 226). Por su parte, médicos y matronas, desde antes de la creación del Servicio Nacional de Salud (año 1952), relevaban la salud materno-infantil como prioridad por la elevada mortalidad materna. En 1960, la mortalidad materna era muy elevada (299/100.000 nacidos vivos), siendo más de un tercio a consecuencia de abortos inducidos y clandestinos. El 20% de las camas obstétricas estaba ocupado por mujeres con abortos complicados. El grupo más vulnerable lo constituían mujeres de bajo nivel socio económico, con tres hijos o más.

El Presidente Eduardo Frei Montalva aprobó durante su Gobierno un nuevo Código Sanitario que mantuvo la interrupción del embarazo por razones terapéuticas. Durante su mandato se desarrolló una amplia política nacional de planificación familiar y de educación sexual, no sólo desde el Ministerio de Salud, sino también desde el Ministerio de Educación a través del programa “Vida Familiar y Educación Sexual”. La puesta en marcha del Programa Nacional de Planificación Familiar, en 1965, favoreció la disminución de abortos hospitalizados. Al constatar la cantidad de muertes y de lesiones graves que se producían debido a los abortos clandestinos, los servicios de ginecología y obstetricia se hicieron cargo de la situación. La iniciativa tuvo el respaldo del Presidente Salvador Allende, quien en su primer Mensaje al país, en 1971, manifestó la necesidad de avanzar a la “eventual legalización del aborto […] y en términos más inmediatos una ampliación de los criterios para permitir el aborto terapéutico, en caso del fracaso de los métodos anticonceptivos”. Sobre esas experiencias se fueron generando políticas públicas en salud sexual y reproductiva que fueron suspendidas por el golpe militar. La interrupción del embarazo por razones terapéuticas fue una legítima prestación de salud, reconocida por la comunidad médica y jurídica, además de la ciudadanía, hasta el año 1989. En las postrimerías de la dictadura, la Junta de Gobierno estableció la prohibición, en toda circunstancia, que rige hasta hoy.

Con la recuperación de la democracia, en el gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, la salud sexual y reproductiva fue definida como una de las dieciséis prioridades de salud en el país. Es importante reconocer que el Foro Abierto de Salud y Derechos Sexuales y Reproductivos, que articuló a numerosas organizaciones sociales, mantuvo su demanda presionando la respuesta gubernamental a lo largo de los años. El Ministerio de Educación formuló una Política de Educación en Sexualidad, y en 1996 implementó las JOCAS (Jornadas de Conversación sobre Afectividad y Sexualidad), a pesar de las resistencias y polémicas que generó en algunos sectores de la opinión pública. En 1997 el “Programa de Salud materno-perinatal del Ministerio de Salud” pasó a ser el “Programa de Salud de la Mujer”, con el objeto de contribuir al desarrollo integral, físico, mental y social de la mujer, en todas las etapas de su ciclo vital, con un enfoque de riesgo que contempla la promoción, prevención, recuperación, rehabilitación y autocuidado de su salud, con especial énfasis en la salud reproductiva. 

En 2007 se creó el Programa Chile Crece Contigo, que institucionalizó la ley N° 20.379 con el Sistema Intersectorial de Protección Social (2009), que establece que niños y niñas se integran al sistema público de salud desde su primer control de gestación y son acompañados y apoyados hasta que ingresan al sistema escolar. Adicionalmente, se establece un acceso preferente de las familias a toda la red de servicios y prestaciones sociales del Estado. En 2007 se aprobaron, asimismo, las Normas Nacionales sobre Regulación de la Fertilidad, impugnadas por algunos sectores ante el Tribunal Constitucional por incluir la anticoncepción de emergencia. Tras la polémica generada y la reivindicación de actores políticos y sociales, se legisló, y en 2010 se aprobó la ley N° 20.418 que fijó las Normas sobre Información, Orientación y Prestaciones en Materia de Regulación de la Fertilidad. En dicha normativa se establece, por primera vez, el deber del Estado de garantizar el acceso a los mecanismos de regulación de la fertilidad que la persona decida para sí, incluida la anticoncepción de emergencia, y que estudiantes de enseñanza media reciban educación en sexualidad. 

En 2013, indica el mensaje, el sistema público de salud atendió a 1.368.298 mujeres, usuarias de métodos de regulación de la fertilidad. El 99,7% de los partos son atendidos por profesionales de la salud. Como consecuencia, existe una clara caída en las tasas de fecundidad en mujeres adultas y de mortalidad materna, siendo una de las más bajas del continente (18 por 100.000 nacidos vivos), con una consecuente disminución en la mortalidad neonatal; sin embargo, no ha sido posible reducir dicha mortalidad materna en diez años.

De esta forma, tanto el proyecto de ley que se presenta, como las políticas públicas mencionadas, han tenido por finalidad resguardar los derechos de las mujeres y ofrecerles una adecuada protección.

Hace presente el mensaje, que han existido diversas Iniciativas parlamentarias para regular la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo. Señala que parlamentarios de todos los sectores se han hecho eco de las demandas de la ciudadanía presentando varias iniciativas que buscan hacerse cargo de esta realidad. Así se puede observar en mociones parlamentarias presentadas desde 1991 hasta 2014:

- En 1991, de la diputada Adriana Muñoz y los diputados Armando Arancibia, Carlos Smok, Juan Pablo Letelier y Carlos Montes (Boletín N° 499-07). 

- En 2003, de las diputadas Isabel Allende, Carmen Ibáñez, Adriana Muñoz y María Antonieta Saa y los diputados Enrique Accorsi, Guido Girardi, Carlos Jarpa, Arturo Longton, Osvaldo Palma y Fulvio Rossi (Boletín N° 3197-11). 
- En 2009, de los diputados Alfonso de Urresti, Álvaro Escobar, Marcos Espinosa, Ramón Farías, Tucapel Jiménez, Manuel Antonio Núñez, Jaime Quintana, Fulvio Rossi y Alejandro Sule, quienes presentaron un nuevo proyecto (Boletín N° 6420-11); otro, del senador Camilo Escalona presentó una moción (Boletín N° 6522-11) y, otro, de los senadores Guido Girardi y Carlos Ominami (Boletín N° 6591-11). 

- En 2010, de los senadores Ominami y Girardi (Boletín N° 6845-07); otro, de los senadores Guido Girardi, Ricardo Lagos Weber, Jaime Quintana y Eugenio Tuma (Boletín N° 7391-07); otro, de los senadores Jorge Pizarro, Mariano Ruiz-Esquide, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar (Boletín N° 7965-11) y otro, del senador Fulvio Rossi y la senadora Evelyn Matthei (Boletín N° 7373-07). 

- En 2012 se debatió en el Senado la idea de legislar sobre esta materia, recogiendo las iniciativas mencionadas. 
- En 2013, de la senadora Isabel Allende y los senadores José Antonio Gómez, Ricardo Lagos Weber y Fulvio Rossi (Boletín N° 8862-11); otro, de las diputadas Adriana Muñoz, Clemira Pacheco y María Antonieta Saa, y de los diputados Gabriel Ascencio, Juan Luis Castro, Aldo Cornejo, Hugo Gutiérrez, Marco Antonio Núñez y Gabriel Silber, (Boletín N° 8925-11); y otro, del senador Guido Girardi (Boletín N° 9021-11). Por su parte, durante 2013, existió la propuesta del Anteproyecto de Código Penal. 

- En 2014, de la senadora Adriana Muñoz y por los senadores Alfonso de Urresti, Guido Girardi, Alejandro Guillier y Jaime Quintana (Boletín N° 9418-11) y la propuesta legislativa contenida en el Boletín N° 9480-11 presentada por la actual Presidenta del Senado, Isabel Allende, la senadora Adriana Muñoz y por los senadores Guido Girardi, Alejandro Guillier y Jaime Quintana.

Cada uno de los proyectos y análisis pre legislativos mencionados, señala el mensaje, representa un avance importante, al que contribuyeron también las organizaciones de mujeres y feministas, de médicos y matronas, de científicos, todas las cuales han sostenido la necesidad imperiosa de establecer políticas públicas que atiendan al problema de la interrupción voluntaria del embarazo.

Se indica que la iniciativa en estudio reconoce e incorpora dicho acervo y somete a la consideración del Congreso Nacional y de la ciudadanía este proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción del embarazo por tres causales especificas. De esta manera, se da cumplimiento a los compromisos explicitados en el programa de gobierno de la Presidenta actual.

b) Se señalan como fundamentos del mensaje: los compromisos del país con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos; el contexto normativo global; y la obligación del Estado de proteger y respetar la vida y la salud de las mujeres, y el reconocimiento a su autonomía.

El Estado no puede –se señala en el mensaje- tal como se le ha representado por los organismos internacionales de Derechos Humanos, seguir rehuyendo la situación que viven mujeres de distintas edades y condiciones y que afecta principalmente a quienes están en situaciones de mayor vulnerabilidad social, económica y cultural, ante la penalización absoluta de la interrupción del embarazo. De conformidad al Derecho Internacional de los Derechos Humanos la denegación de la interrupción del embarazo, en determinadas circunstancias, puede constituir vulneraciones a derechos fundamentales. Son precisamente tres causales las que el proyecto pretende regular: cuando el embarazo pone en riesgo la vida de la mujer; cuando la gestante está obligada a llevar a término un embarazo respecto del cual se ha diagnosticado inviabilidad fetal; y cuando el embarazo es producto de violencia sexual. La prohibición absoluta de interrumpir el embarazo no reconoce que existen circunstancias en las cuales no es exigible a una mujer, por medio de la amenaza de una pena privativa de libertad, que continúe un embarazo. La penalización del aborto, sin excepciones, constituye un incumplimiento inequívoco de las obligaciones internacionales contraídas por el Estado de Chile en relación a la garantía que debe existir respecto del pleno goce de los derechos a la vida y a la integridad física y psíquica de las mujeres. 

Los organismos de Naciones Unidas, al hacer una revisión del cumplimiento de compromisos internacionales del Estado que surgen de los tratados internacionales de derechos humanos vigentes, han efectuado numerosas recomendaciones al Estado de Chile solicitando que enmiende en esta materia. Así, lo han efectuado: en 2004, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
; en 2007, el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas
; en 2006 y en 2012,el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de Naciones Unidas
; el Comité de Derechos Humanos -órgano que verifica el cumplimiento de las obligaciones internacionales surgidas del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos-
. En 2014, el Estado de Chile, finalmente, aceptó las recomendaciones que sobre esta materia se le hicieron en el Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas. Chile no puede sustraerse a dichas recomendaciones postergando por más tiempo una decisión, ni puede continuar soslayando la grave vulneración de derechos que esta situación supone.

En cuanto a la existencia de un contexto normativo global, las modificaciones que han solicitado los organismos de Naciones Unidas encargados del monitoreo del cumplimiento de los tratados internacionales de derechos humanos no son ajenas a la forma en que en el contexto mundial se ha legislado sobre la interrupción del embarazo.

En general, pueden distinguirse dos tipos de regulaciones. Un primer modelo es aquel que establece un sistema de plazos que permite la interrupción del embarazo sin exigir a la mujer justificar sus motivos. El segundo corresponde a aquellos que establecen un sistema de indicaciones o causales. En este, para que una mujer pueda interrumpir su embarazo debe estar en alguna de las situaciones en que la ley lo permita. Habitualmente estas causales suelen ser médicas o terapéuticas, embriopáticas, criminológicas y socio-económicas. Este es el sistema que tiene Italia, Bolivia, Brasil, Colombia, Panamá, Argentina e Irlanda, y es el que se propone adoptar mediante esta iniciativa legal. Otros sistemas combinan ambos modelos, como Alemania, España y Uruguay. Particularmente, Alemania, permite interrumpir el embarazo hasta las doce semanas de gestación sin expresión de motivos, pero con un sistema de consejería; y, se contemplan causales específicas en las que se justifica interrumpir el embarazo fuera del plazo establecido por ley.

La modificación propuesta coloca a Chile dentro de los márgenes normativos que las restantes naciones del mundo han considerado adecuados para regular la interrupción del embarazo.

Referido a la idea de que el Estado debe proteger y respetar la vida y la salud de las mujeres, reconociendo su autonomía, el mensaje hace presente que la presentación del proyecto de ley tiene como fundamento el respeto por la vida. Es esencial que el Estado promueva las condiciones para una vida digna, por lo que resulta indispensable la protección de la vida de la mujer, así como la del que está por nacer. Por lo mismo, este proyecto tiene su fundamento principal en el reconocimiento de ciertos hechos, bien definidos, en que se reconoce que el Estado no puede castigar a una mujer por no perseverar en un embarazo que no desea y que la sitúa en una posición extrema.

En ese sentido, el Estado y el proyecto de ley no obligan a ninguna mujer a interrumpir su embarazo, sino que ofrecen opciones en caso de tres situaciones, para que puedan tomar una decisión de acuerdo a sus convicciones personales. Se abordan tres circunstancias críticas para las mujeres: evitar un peligro para su vida, embrión o feto con alteración estructural congénita o genética incompatible con la vida extrauterina, o embarazo como consecuencia de una violación. La interrupción del embarazo sólo se puede llevar a cabo con la voluntad de la mujer; y se le debe asegurar el espacio de discernimiento para que tome su decisión y, luego, respetarla cualquiera ésta sea.

La interrupción del embarazo que el proyecto propone despenalizar, en los tres casos indicados, debe consagrarse como una legítima prestación de salud. Si no se asegura que las mujeres puedan recurrir a establecimientos de salud, esta regulación es irrelevante. Más aún, se perpetuarían las desigualdades entre las mujeres a partir de su condición económica y social. Lo anterior implica una oportunidad y un desafío de fortalecimiento para el sistema de salud, en especial, de la atención primaria; supone un cambio de la cultura de acogida y trato a las mujeres, reconociendo sus derechos, en especial en las difíciles situaciones que se abordan en el proyecto, para lo cual será necesario incorporar en las prestaciones de salud el control preconcepcional y el diagnóstico de patologías preexistentes, la adecuada derivación de alto riesgo, el diagnóstico precoz y oportuno de alteraciones estructurales genéticas o congénitas incompatibles con la vida extrauterina, el trato digno a las mujeres que han sido víctimas de violencia sexual y, por supuesto, el reconocimiento de su voluntad en todos esos casos.

Por consiguiente, indica el mensaje, que al tratarse de una prestación de salud, la modificación principal debe hacerse en el Código Sanitario; los cambios que se propone introducir en el Código Penal y en el Código Procesal Penal buscan resguardar la responsabilidad de las mujeres y de los médicos, estableciendo un vínculo con el Código Sanitario.

c) En los objetivos del mensaje, se tiene en vista la necesaria ponderación, es decir, se busca resolver un conflicto entre bienes que son inconmensurables. Se trata de situaciones extremas en que la afectación de la dignidad y de los derechos de la mujer es tal que no puede sino garantizarse un espacio de discernimiento para ella. Por lo mismo, la voluntad libre expresada de manera escrita y previa es un supuesto de todas las causales. En este acápite de del mensaje se analiza la ponderación, en las tres causales propuestas.

Peligro de la vida de la mujer embarazada. Es la primera causal, y permite que la mujer tenga acceso a los tratamientos médicos necesarios para preservar su vida, aun cuando la realización de los mismos implique la interrupción del embarazo. La penalización sin ningún tipo de excepción genera incertidumbre en los equipos médicos, pues no existe claridad de que las acciones que se llevan a cabo para la protección de la vida de la mujer no serán sancionadas penalmente. A su vez, la actual regulación no asegura que sea la mujer quien tome la decisión en conciencia.

Embrión o feto que padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible con la vida extrauterina. Es la segunda causal, y permite interrumpir un embarazo en aquellos casos en que el embrión o feto padezca una alteración estructural congénita o genética que sea incompatible con la vida extrauterina, lo que deberá ser debidamente diagnosticado por un equipo médico. Forzar a la mujer a llevar a término tal embarazo, u obligarla a que espere la muerte del feto, supone mantenerla en un permanente estado de duelo. El Estado debe asegurar condiciones adecuadas para que sea la mujer la que tome una decisión, acompañarla por sus redes relevantes si así lo desea, y ofrecer los cuidados paliativos que sean del caso. 

Embarazo producto de una violación. Es la tercera causal, y comprende los embarazos que se originan a raíz de una violación; es decir, la mujer se encuentra embarazada por un acto realizado contra, o sin, su voluntad mediante violencia o coerción. En esas circunstancias no es posible exigir a la mujer la continuación del embarazo si es que ella no quiere mantenerlo debido a su origen. No aceptar la posibilidad que decida si desea o no continuar con el embarazo, constituye una nueva negación de su voluntad pues se le impone una obligación estatal por un acto en esencia abrogatorio de su dignidad. El trauma de la violencia sexual no puede ser agravado por el Estado, obligándole siempre y en toda circunstancia a mantener el embarazo contra la voluntad de la mujer.

El proyecto de ley busca, asimismo, la protección de las niñas y adolescentes. Por una parte, el ordenamiento jurídico protege el interés superior de las niñas y reconoce su autonomía progresiva; en coherencia con otra normativa aplicable, se dan ciertas reglas especiales. Es así como en el derecho chileno se imputa responsabilidad penal a los mayores de 14 años, de acuerdo a la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal; a su vez, la ley Nº 20.418, que fija normas sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad, les reconoce márgenes de libertad. Por ello, este proyecto de ley se enmarca en el reconocimiento de autonomía limitada para las menores de 18 y mayores de 14 años. En efecto, si bien se les da eficacia a su manifestación de voluntad, se cautela el conocimiento de sus representantes legales o, a falta de éstos, de otro adulto. Desde el punto de vista sanitario, además, la presencia de sus mayores es una garantía para la menor. Por otra parte, es importante recordar que en el Código Penal se reconoce a las personas mayores de catorce años autonomía sexual, mediando su consentimiento. Cuestión distinta ocurre con las menores de 14 años, quienes deben actuar con autorización de su representante legal, -su padre, madre u otro adulto responsable-; esta regulación eleva los estándares de participación de los representantes legales de las menores, en comparación con la ley N° 20.418. No obstante, es importante reconocer un legítimo espacio de discernimiento a la menor, habida consideración que será ella quien sobrellevará las consecuencias de la decisión, razón por la cual, al equipo de salud, se establece la posibilidad de acceder al juez de familia para que éste otorgue la autorización respectiva, en subsidio de sus representantes, siempre que concurran los requisitos de la causal respectiva. Finalmente el proyecto reconoce que la violencia sexual que afecta a las niñas y adolescentes con frecuencia se manifiesta dentro de su propio hogar; por ello autoriza al médico cirujano a prescindir de la solicitud de autorización al representante legal de las menores de 14 años, cuando existan antecedentes para afirmar que, al hacerlo, se expondrá a la menor a un riesgo de violencia intrafamiliar, coacción, amenaza o maltrato, o incluso a una posible situación de desarraigo o de abandono. En tal caso, puede acudir al juez de familia competente.

Finalmente, se hace hincapié en la necesidad de destacar el rol de los prestadores y profesionales de la salud, tanto en la información sanitaria para una decisión consciente, en la constatación de las causales, en la objeción de conciencia, y en la confidencialidad.

En cuanto a la información sanitaria para una decisión consciente, el proyecto prevé, cualquiera sea la causal invocada, la obligación del prestador de salud de otorgar información veraz, como instancia a partir de la cual el discernimiento de la mujer se acompaña de toda la información necesaria. La información entregada debe ser respetuosa de la decisión de la mujer, en concordancia con la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. Adicionalmente, la obligación del prestador se extiende a entregar, por escrito, información sobre alternativas a la interrupción del embarazo, para que cuente con la información que le permita tomar una decisión libre. 

En relación a la constatación de las causales, se establece un procedimiento que trata de ponderar, la necesidad de otorgar una prestación médica rápida y respetuosa de la situación compleja que está viviendo la mujer, con la necesidad de contar con diagnósticos certeros que permitan realizar las acciones de salud necesarias con respeto a la legislación vigente. Así, la regla general es que se requiere el diagnóstico de un(a) médico(a) cirujano(a), ratificado por el de otro profesional. Dicha regla, sin embargo, reconoce excepciones en los casos en que se requiere una intervención médica inmediata e impostergable, como cuando el riesgo para la vida o la salud de la mujer sea inminente. Por lo mismo, no se requiere tal ratificación en el caso de un embarazo ectópico. En el caso de la violación, para evitar a la mujer un proceso penal como condición para interrumpir su embarazo, debe primar su protección y bienestar, sin que se pierda de vista que la prestación médica no puede depender de los resultados de un proceso penal.

Respecto a la objeción de conciencia, el proyecto encara situaciones difíciles, pues están en juego convicciones profundas de cada persona. Por ello se le reconoce al médico cirujano la posibilidad de expresar, por escrito y previamente, su objeción de conciencia. Además, se hace explícito el deber ético del médico afectado por la objeción de conciencia de informar cuando una paciente se encuentra en alguna de las causales prevista en el proyecto de ley.. Desde luego, se trata de un derecho propio del médico que interviene, en tanto persona natural. Como contrapartida, el prestador de salud tiene la obligación de derivar a la mujer a un profesional que no esté afectado por la objeción de conciencia. Con todo, la objeción de conciencia no puede ser obstáculo en aquellos casos excepcionales en que la mujer requiere una interrupción del embarazo en forma inmediata e impostergable y, no existe otro médico que pueda realizar la intervención.

Finalmente, el proyecto resguarda el principio de la confidencialidad, con la finalidad de prevenir que la mujer se inhiba de entregar información fidedigna acerca de su condición de salud al personal médico, o de solicitar asistencia médica, por temor a una posible sanción penal. Con este objetivo en mente, se busca privilegiar el deber de confidencialidad por sobre el deber de denuncia ante una interrupción del embarazo realizada por la mujer o por un tercero con su consentimiento. Así, se evita condicionar la relación entre el equipo de salud y la paciente, para permitir efectuar oportuna y adecuadamente las acciones de salud pertinentes. 

d) Como cuarto acápite, se señalan los contenidos del proyecto, indicando que se establece una nueva normativa para la despenalización de la interrupción del embarazo, cuando éste se produzca por tres causales específicas. De esta manera, se modifica el Código Sanitario, el Penal y el Procesal Penal.

- Despenalización de la interrupción del embarazo cuando este se origine en tres causales específicas. La primera, referida al caso en que la mujer se encuentra en riesgo vital presente o futuro; la segunda, a las situaciones en que el embrión o feto padezca alteraciones estructurales congénitas o genéticas incompatibles con la vida extrauterina; y la tercera, cuando el embarazo es resultado de una violación, con un límite general de tiempo de doce semanas de gestación, y de dieciocho semanas cuando se trata de menores de catorce años. Para aplicar la última causal, se ha cuidado establecer un procedimiento de constatación, que respete la dignidad de las mujeres y que asegure una intervención médica eficaz.

- Se contemplan disposiciones referidas a la manifestación de voluntad de la mujer en los tres casos referidos. En primer lugar, la mujer es quien debe decidir si continúa o no con el embarazo; la manifestación de voluntad debe ser expresa, previa y constar por escrito, salvo que no sea posible, situaciones en las que regirá la legislación vigente. En segundo lugar, se regula la manifestación de voluntad de las menores de edad, distinguiéndose entre menores de catorce, y mayores de catorce y menores de dieciocho años: los primeros requieren contar con autorización de su representante legal, y a falta de dicha autorización, la menor, asistida por un integrante del equipo de salud, podrá solicitar la intervención del tribunal de familia competente para que éste otorgue la autorización, siempre que concurra la causal respectiva. El Tribunal deberá pronunciarse, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la presentación de la solicitud; el juez oirá a la menor y, en su caso, al integrante del equipo de salud que la asiste. También se podrá recurrir al tribunal de familia cuando, a juicio del médico cirujano, existan antecedentes para afirmar que la solicitud de autorización al representante legal generará graves riesgos para la menor. Las mayores de catorce y menores de dieciocho años podrán requerir o manifestar por sí su voluntad, sin perjuicio de que el representante legal deberá ser informado de la decisión. A falta de éste, o cuando la información pueda generar graves riesgos para la menor, otro adulto a elección de la menor será informado.

- Se contempla un procedimiento para efectuar la interrupción del embarazo. En los casos de las dos primeras causales, se requiere el diagnóstico de un médico cirujano y su ratificación por otro profesional de iguales características; podrá prescindirse de la ratificación en caso que se requiera realizar una atención médica inmediata e impostergable. Cuando se invoque la tercera causal, se evaluará, por un equipo de salud, la concurrencia de los hechos que la constituyen asegurando en todo momento un trato digno y respetuoso hacia la mujer.

- Se establece que el médico podrá abstenerse de interrumpir un embarazo cuando haya manifestado, en forma escrita y previa, su objeción de conciencia, pero no podrá excusarse de realizar la interrupción del embarazo cuando la mujer requiera atención inmediata e impostergable y no exista otra persona que pueda realizarla. Igualmente, se establece la obligación del prestador de salud de reasignar –a la mujer que requiere la intervención- otro médico cirujano que no haya objetado en conciencia, e informar acerca de la necesidad de reasignación.

- Se regula una oportunidad de entrega de información objetiva que tenga por finalidad proporcionar a la mujer aquella que sea necesaria, en relación a la prestación médica y sus riesgos inherentes. Esta instancia debe ser respetuosa de la decisión de la mujer y no tendrá por finalidad influir en su voluntad. En cuanto a las causales segunda y tercera, se deberá entregar a la mujer la información por escrito sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo programas de apoyo social y económico disponibles.

- Se propone una modificación de la regulación penal, con la finalidad de hacer concordante la normativa con el Código Sanitario. De esta manera, se propone introducir dos incisos nuevos en los artículo 344 y 345 del Código Penal, que establecen expresamente que no constituye delito de aborto la interrupción del embarazo en los casos autorizados por este proyecto ley.

- Se propone, también, una modificación en el Código Procesal Penal, mediante la incorporación de dos disposiciones que hacen primar el deber de confidencialidad por sobre el deber de denuncia en caso de estar frente a una interrupción del embarazo realizada por la mujer o por un tercero con su consentimiento. Con ello, se permite que la relación médico-paciente no esté condicionada por la amenaza penal.

Normas legales que se propone modificar o que inciden, directa o indirectamente, en esta iniciativa legal.

Cabe hacer presente que se introducen enmiendas en los siguientes cuerpos legales:

1.- Código Sanitario. Se reemplaza el artículo 119 y se agregan los artículos 191 bis y ter.

2.- Código Penal. Se modifican los artículos 344 y 345 y se agrega un artículo 345 bis.

3.- Código Procesal Penal. Se introducen enmiendas en los artículos 175 y 200.

II. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) Discusión general.

Exposición de invitados.

Se hace presente que fueron escuchadas diversas instituciones y personas, en 22 sesiones y en 2 jornadas temáticas (o audiencias ampliadas) que se realizaron para que fuera posible escuchar al gran número de personas que pidieron intervenir, y otras que los diputados decidieron invitar. El detalle de dichas exposiciones se adjunta como anexo de este informe.

Autoridades y funcionarios del Poder Ejecutivo.

1.- Ministra de la Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González.

2.- Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual. 

3.- Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.

4.- Ministra de Salud, señora Carmen Castillo Taucher.

5.- Abogado del Ministerio de Justicia, señor Gonzalo Rodríguez.

6.- Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores (Sename), señora Marcela Labraña.
Organizaciones.

7.- Socióloga y Directora Ejecutiva Corporación Miles-Chile, señora Claudia Dides.

8.- Verónica Hoffmann, Directora Ejecutiva de la Fundación Chile Unido.

9.- Camila Maturana, abogada de la Corporación Humanas.

10.- Victoria Latorre, Presidenta de la Fundación Chile es Vida.

11.- Presidenta de Articulación Feminista por la Libertad de Decidir, señora Maria Isabel Matamala Vivaldi.

12 Elizabeth Bunster, asistente social, cofundadora y directora de Proyecto Esperanza.

13.- Director Ejecutivo ONG Comunidad y Justicia, Ruggero Cozzi.

14.- Agrupación Movimiento Historias de Vida, señora Soledad Lizama.

15.- Asociación Chilena de Protección de la Familia, APROFA, señora Débora Solis.

16.- Centro de Liderazgo Público Cristiano Oikonomos, representante en Chile, señora Jarai Jaramillo.

17.- Movimiento Evangélico Juventud con una Misión, JUCUM, señor Ricardo Rodríguez.

18.- Fundación Chile Siempre, señor Julio Isamit.

19.- Instituto Res Pública, señor Jorge Acosta.

20.- Organización de Matrones(as) por la Vida, señora María Magdalena del Rio Vega.

21.- Presidenta del Movimiento de Mujeres Reivindica, señora Rosario Vidal.

22.- Coordinadora de la Red por la Vida Bio Bio, señora Paulina Benavente, en representación de Ana Cecilia.

23.- Movimiento por la Vida Bio Bio, doctor Eduardo Sepúlveda.

Organizaciones de tipo religioso o espiritual 

24.- Conferencia Episcopal de Chile, Obispo Alejandro Goic, y Monseñor Fernando Chomali.

25.- Presidente de la Mesa Ampliada de Entidades Evangélicas y Protestantes, obispo Emiliano Soto Valenzuela, y Obispo Francisco Rivera.

26.- Comunidad Judía en Chile, rabino Daniel Zang,

27.- Gran Logia Masónica, Maestro Luis Riveros.

28.- Representante de Iglesias Evangélicas Pentecostales, Pastor Domingo de la Sotta, que asiste en representación del Pastor David Anabalón.

Médicos.

29.- Dr. Enrique Paris, Presidente del Colegio Médico.

30.- Dr. Ignacio Sánchez Díaz, Rector Pontifica Universidad Católica de Chile.

31.- Dr. Ramiro Molina, Director de Desarrollo Comunitario de la Vicerrectoría de Asuntos Estudiantiles y Comunitarios de la Universidad de Chile.

32.- Dr. Mauricio Besio Rollero, ginecólogo-obstetra, de la División de Obstetricia y Ginecología, Pontificia Universidad Católica de Chile.

33.- Dr. Sebastián Illanes, profesor e investigador de la Facultad de Medicina de la Universidad de Los Andes.

34.- Dr. Ricardo Espinoza, director médico de la Clínica Universidad de Los Andes.

35.- Dr. Fernando Zegers, Director del Programa de Ética y Políticas Públicas en Reproducción Humana, de la Universidad Diego Portales.

36.- Dr. Jorge Neira, Director del Programa Acompañar-es (PUC).

37.- Dr. Enrique Oyarzun, Jefe de Ginecología del Hospital de la Pontificia Universidad Católica de Chile.

38.- Dra. Adela Montero, especialista en ginecología pediátrica y adolescente del Centro de Medicina Reproductiva y Desarrollo Integral del Adolescente (CEMERA) de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile.

39.- Dr. Jorge Becker Valdivieso, especialista en obstetricia y ginecología.

40.- Dr. Waldo Sepúlveda, gineco-obstetra.

41.- Dra. Rubi Maldonado, representando al Instituto Chileno de Medicina Reproductiva.

42.- Dr. Fernando Abarzúa, médico gineco obstetra.

43.- Dra. Andrea Huneeus, médico gineco obstetra.

44.- Dra. Andrea Schilling, médico gineco-obstetra.

45.- Dra. Francisca Decebal-Cuza, médico psiquiatra de la Universidad de Chile.

46.- Dr. Rodolfo Philippi, médico psiquiatra de la Universidad de Chile.

47.- Dra. Susana Cubillos, médico psiquiatra.

48.- Dra. Mónica Kimelman, médico psiquiatra de la Universidad de Chile.

49.- Dr. Álvaro Jeria, médico psiquiatra.

Matronas y matrones.

50.- Señora Anita Román, Presidenta del Colegio de Matronas.

51.-Profesora Mariana Arancibia de Escuela de Obstetricia y Puericultura de la Universidad de Valparaíso.

Abogados.

52.- Señora Ángela Vivanco, profesora de derecho constitucional de la Pontifica Universidad Católica de Chile.

53.- Constanza Salgado Muñoz, Profesora de Derecho Constitucional de la Universidad Adolfo Ibáñez.

54.- Asociación de Abogadas de Chile, señora María de los Ángeles Coddou.

55.- Abogado penalista, señora Magdalena Ossandón.

56.- Abogado penalista María Elena Santibáñez, con especialidad en delitos sexuales.

57.- Abogado constitucionalista, señor Ignacio Covarrubias.

58.- Abogado, señora Alejandra Zúñiga.

59.- Abogado y profesor de Derecho Penal de la Universidad de Chile, señor Juan Pablo Mañalich.

Otros profesionales de las Ciencias Sociales.

60.- Nicolás León Ross, Director Ejecutivo de Idea País.

61.- Presidenta del Comité de ética de la investigación de la facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Chile, socióloga señora Marcela Ferrer.

62.- El investigador del Instituto de Estudios de la Sociedad, señor Claudio Alvarado.

Jornada Temática de fecha 1 de junio de 2015

63.- Representante de Médicos por la Vida, doctora Francisca Valdivieso.

64.- Abogada señora Lidia Poza, presidenta de la Asociación de Magistrados de Chile.

65.- Representante de la Corporación Maternitas Patricia Gonnelle.

66.- Académica Departamento de Psicología de la Universidad de Chile, señora Irma Palma.

67.- Amigos del Maule por la Vida, señoras Magdalena Rodríguez y Paulina Arellano Salas.

68.- ONG Raíces Chile, en voz de su directora Ejecutiva, señora Denisse Araya Castelli.

69.- Organización Quiero Nacer, señora Miriam Paya.

70.- Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional Chile, señora Ana Piquer.

71.- Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas, Anamuri, representada por la señora Alicia Muñoz.

72.- Presidenta de la organización Unidos por la Vida y la Familia, señora Isabel Sepúlveda.

Jornada Temática de fecha 8 de junio de 2015.

73.- Directora ejecutiva de la Fundación Equitas, señora Pamela Díaz.

74.- Representante de Voces Católicas, señorita Alejandra Pérez.

75.- Corporación Mujeres Líderes para Chile, señora Vania Figueroa.

76.- Fundación Miradas Más Humanas, señora Carolina Aguilera.

77.- Fundación Educación Popular en Salud, EPES, señora María Estela Toro.

78.- InformAborto, señor Francisco Subercaseaux.

79.- Exministra de Salud, señora Soledad Barría, en representación del Observatorio de Género y Equidad.

80.- Fundación Porta Vitae, señora Paulina Lucherini.

81.- Representante del Observatorio Equidad de Género en Salud, señora Pamela Eguiguren.

82.- Representante de la organización Chile dice no al aborto, de Temuco, señora Catherine Nambrard.
Discusión de los diputados.

Durante las exposiciones de los diversos invitados que fueron escuchados por la Comisión, se producía un debate e intercambio de opiniones.

A juicio de algunos diputados, el aborto ya existe en Chile, pues es evidente que en la actualidad se realizan procedimientos abortivos, por múltiples razones, y lo que pretende esta iniciativa legal es simplemente regular dicha situación con la finalidad que se contemple como una prestación de salud legalizada, a fin de que la interrupción del embarazo se haga de forma segura, con buenas prácticas, en condiciones de higiene, que asegure la salud de la madre, sobretodo de aquellas mujeres de menos recursos que optan por abortos clandestinos, quedando en una situación más riesgosa que aquella que tiene los medios para hacerlo en forma más segura.

En tal sentido, se ha sostenido que esta iniciativa tiene por objeto, entre otras cosas, otorgar a la mujer un derecho de opción, el que ejercido frente a ciertas hipótesis acotadas que en la iniciativa se indican, puede optar por la interrupción del embarazo, como una legítima prestación de salud. 

Otros diputados, en tanto, han sostenido que ello no es así, por cuando dicha libertad de decidir en forma autónoma esta constreñida por la pareja, por su entorno y por los miedos, pues en todos estos casos de interrupción del embarazo, es reflejo de que el Estado ha llegado tarde.

Por otra parte se ha argumentado que esta iniciativa, no está despenalizando el aborto, sino que lo está legalizando en tres causales que, en definitiva, son la antesala del aborto libre. En ese sentido las expresiones “riesgo presento o futuro de la madre”; el derecho-deber de la confidencialidad y la eliminación de la obligación de denunciar. Otros, en tanto, sostienen que la iniciativa no legaliza el aborto, el cual sigue estando prohibido y penado en Chile, sino que solo establece tres excepciones a la regla general en la que es factible interrumpir el embarazo, otorgándole a la mujer la facultad de decidir, en tres causales muy específicas y acotadas, si sigue o continua con el mismo o bien opta por interrumpirlo.

Otros plantearon que el Estado en vez de proponer la interrupción del embarazo en las causales que indica en la iniciativa, debiera proponer, en su reemplazo, la contención, protección y ayuda de la mujer que se encuentra en las hipótesis que allí se describen. A juicio de un grupo de miembros de la Comisión, tal circunstancia no está protegida, o suficientemente prevista.
Reserva de constitucionalidad.

Los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, don Nicolás, Nogueira, Rathgeb y Turres hicieron reserva de constitucionalidad respecto del proyecto de ley en informe por no cumplir, según su criterio, con el estándar de ser un ley que proteja la vida del que está por nacer, mandato expreso impuesto por el constituyente al legislador en el artículo 19 N° 1 de la Carta Política. En ese sentido, tal constancia la plantean y promueven como una cuestión de constitucionalidad para los efectos del artículo 93 N°3 de la Constitución Política de la República por las razones que a continuación se exponen:

El proyecto de ley es inconstitucional: vulnera el estatuto jurídico del que está por nacer.

Mencionaron que el proyecto sostiene que “La Constitución se ocupa de consagrar el derecho a la vida y el derecho a la integridad física y psíquica de las personas, e impone a la ley el deber de proteger la vida del que está por nacer”. Asume la doctrina de la protección diferenciada: el que está por nacer no es persona y a su respecto existe un deber de protección legal, pero no tiene derecho constitucional a la vida. Para ello, se basa en una interpretación histórica del precepto constitucional contenido en el artículo 19 N° 1.

Añadieron que la historia fidedigna de la normativa constitucional, reflejada en las Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (CENC) permiten concluir que la voluntad del constituyente es proteger la vida del que está por nacer y prohibir, por regla general, el aborto. Se rechaza toda legislación que permite realizar un aborto
, José Luis Cea Egaña, incluso, puntualiza que “el legislador obró en términos coherentes con el constitucionalismo al dictar la ley N° 18.826 de 1989, cuyo artículo único preceptúa que “No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto”

, Existe un consenso en reconocer el valor de la vida y dignidad del que está por nacer, igualándola a la de un ser humano ya nacido.

Mencionaron que, con todo, es menester reconocer que si bien existió consenso general sobre la protección de la vida del que está por nacer, existió un único disenso, en relación al mal llamado aborto terapéutico (es más preciso hablar de tratamientos médicos con la finalidad de salvar la vida de la madre con resultado secundario y no querido de muerte fetal). Dos comisionados de la CENC señalaron que el legislador podría regular el mal llamado aborto terapéutico sin contravenir el mandado constitucional de proteger la vida del que está por nacer: el comisionado Ortúzar opinó que “acepta el aborto terapéutico en casos calificados, dando como ejemplo el que se trate de salvar la vida de la madre”
; y el comisionado Evans consideró razonable que el legislador pueda no sancionar penalmente formas de aborto terapéutico
. Sin embargo, históricamente no existió acuerdo de la CENC en la materia, pues los comisionados señores Guzmán y Silva Bascuñán rechazaron tajantemente esta idea
, produciéndose técnicamente un empate de opiniones.

Añadieron que cualquier duda que existiera respecto de la voluntad original del constituyente, ha sido progresivamente despejada por el modo en que los órganos jurisdiccionales han entendido, interpretado y aplicado la norma constitucional pertinente en la materia. En efecto:

La Excma. Corte Suprema, en sentencia del 30 de agosto de 2001, rol N° 2.186-2001, declaró que la protección del derecho a la vida comprende al que está por nacer: “el que está por nacer -cualquiera sea la etapa de su desarrollo prenatal, pues la norma no distingue- tiene derecho a la vida, es decir, tiene derecho a nacer y a constituirse en persona con todos los atributos que el ordenamiento jurídico le reconoce, sin que a su respecto opere ninguna discriminación”
.También, en sentencia de 27 de agosto de 2014, rol N° 1.7153-2014 señaló la corte que “ninguna norma legal o contractual tiene preferencia por sobre este derecho constitucional”.

El Tribunal Constitucional, asimismo, en sentencia de 2008, rol N° 740-2007, señaló que el que está por nacer debe ser comprendido como persona, y que la protección de la vida, por tanto, lo incluye: “Que el derecho a la vida asegurado en el artículo 19 N°1 de la Constitución (...), asegura a toda persona -incluyendo al nasciturus- el derecho a mantener la vida y conservarla frente a los demás hombres”.

La Contraloría General de la República, finalmente, en dictamen N°25.403, de 21 de agosto de 1995, en relación con el art. 17 de la Ley N°19.123, declaró que el que está por nacer debe ser considerado persona y, por tanto, sujeto de derecho a la vida: “acorde con el artículo 5° de la Carta Fundamental es deber de los órganos del Estado respetar y promover los derechos que emanan de tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes -cuyo es el caso de la aludida Convención Americana de Derechos Humanos- el nonato debe ser considerado como persona para los fines en comento, de modo, entonces, que si la vida de un ser en gestación ha sido interrumpida en las circunstancias previstas en la ley N° 19.123, éste debe ser estimado como causante de los beneficios que esta normativa regula”.

Añadieron, a mayor abundamiento, y para terminar toda controversia, el constituyente ha confirmado el año 1999 que la Constitución -y no sólo la ley­ protege al niño que está por nacer. En la historia fidedigna del establecimiento de la reforma constitucional que establece la igualdad jurídica entre hombres y mujeres (Ley 19.611), se dejó constancia que el cambio del concepto “hombres” por el concepto jurídico ''personas'' del inciso primero del artículo 1° de la Constitución, no modificaría la extensión de la protección constitucional a la criatura concebida y no nacida como sujeto de derecho. En efecto, tanto el senador Bombal como el senador Larraín argumentaron, con el objeto de dejar una constancia en actas para la historia fidedigna del establecimiento de la norma constitucional que se modifica, que “jamás se podrá desprender de él que, en conformidad a nuestro ordenamiento fundamental, se es persona y, por ello, sujeto de derecho a partir del nacimiento, pues este asunto ya fue zanjado por otra norma constitucional. “ Y que “ese hecho no altera la búsqueda de igualdad como objetivo central de la iniciativa y no cambia la noción sobre el término “persona “, que, dentro de la tradición jurídica, ha incluido como sujeto de derecho al que está por nacer. “ El acuerdo fue adoptado de manera unánime en la discusión en sala del Senado
.

Agregaron que, no obstante todo lo anterior, asumir que el que está por nacer no es persona, y que por ello no tiene derecho constitucional a la vida, para nada implica que su ida y existencia carezca de toda protección a nivel constitucional. Es decir, incluso asumiendo aquella tesis según la cual el que está por nacer es objeto de un mandato de protección reservado a la ley, y no a la Constitución, encontramos que el verbo recto de dicho mandato es proteger. Esta palabra es importante, y su sentido natural y obvio significa “amparar, defender, favorecer, resguardar del peligro”. Asimismo, dicho verbo rector está asociado explícitamente a la vida del no nacido. Luego la Constitución manda a la ley disponer los medios para que la vida del no nacido no corra peligro, sea defendida, favorecida, sin distinguir circunstancias ni situaciones (no correspondiendo entonces distinguir al intérprete). Este mandato es coherente con lo dispuesto en el art. 75 del Código Civil. Luego es lógicamente imposible dar cumplimiento a este mandato constitucional mediante una ley que contemple causales en la cuales sería lícito terminar deliberada y directamente con la vida del que está por nacer.

Mencionaron que, a mayor abundamiento, cualquiera sea la interpretación, la Constitución en su art. 19 N° 26 prohíbe la afectación esencial de los derechos que garantiza mediante preceptos legales que las complementen o regulen -entre los cuales está el deber de protección legal de la vida del que está por nacer-, por lo cual no es constitucionalmente admisible una ley que, refiriéndose a la vida del que está por nacer, aún en casos acotados a tres causales, afecte de tal modo su vida que, sencillamente, autorice suprimirla, lo cual es una evidente afectación esencial, pues suprimida la vida desaparece el bien jurídico objeto del mismo derecho garantizado.

Señalaron que, a la luz de las razones ya expuestas se comprende que el proyecto de ley en análisis, que objetivamente restringe la protección de la vida del que está por nacer en tres causales específicas, si bien se presenta con la apariencia formal de una ley simple que modifica el Código Penal y Código Sanitario, en realidad, materialmente constituye una reforma a la Constitución, o a lo menos, una ley interpretativa constitucional, ya que se introducen tres excepciones a la protección general de la vida del niño que está por nacer consagrada en la Carta Fundamental. La autorización del aborto, general o en casos específicos, entonces, debe sujetarse al procedimiento y trámites de una reforma constitucional, o a lo menos, de una ley interpretativa constitucional. Esto es de toda lógica, pues, si “la ley protegerá la vida del que está por nacer”, entonces, no podría una ley simple privar o lesionar el derecho a la vida del que está por nacer.

Mencionaron que si bien es discutible, la única causal que podría soslayar el problema constitucional que señalamos, es la causal referida al riesgo para la vida de la madre o mal llamado aborto terapéutico, pues, como vimos anteriormente, sobre ella no hubo consenso entre los comisionados integrantes de la CENC - existió empate de opiniones-.

Finalmente, concluyeron que, en la especie, una reforma de la Constitución debe ser aprobada por las 2/3 partes de los diputados y senadores en ejercicio, pues se modificarían normas contempladas en los capítulos I y III de la Constitución. No obstante, considerando que una reforma constitucional puede ser demasiado compleja, el artículo 66 de la Constitución permite dictar leyes que interpreten preceptos constitucionales. En la historia fidedigna del artículo 66 se puede ver que la función y razón de existir de las normas que interpretan preceptos constitucionales es evitar que el legislador, por vía de resquicios legales, burle la Constitución
. Según Cea Egaña, las leyes interpretativas de la Constitución son un resguardo para evitar un fraude constitucional
; permiten la mutación constitucional, sin variar el texto de la carta
. Para aprobar una ley que interpreta preceptos constitucionales, se exigen 3/5 de los diputados y senadores en ejercicio, y además, el Tribunal Constitucional deberá ejercer el control de constitucionalidad obligatorio.

Votación general del proyecto.

La Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración en el mensaje, y luego de recibir las explicaciones y fundamentos de las autoridades ministeriales, y de todos los invitados y expositores que concurrieron a manifestar sus opiniones, observaciones, concordancias y objeciones, que permitieron a sus miembros formarse una idea sobre las implicancias y la incidencia real que tienen las normas y modificaciones propuestas en el proyecto de ley, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por mayoría absoluta de los Diputados presentes (8 votos a favor y 5 en contra.

- Votaron a favor de la idea de legislar los diputados: Juan Luis Castro González (Presidente), Karol Cariola Oliva, Cristina Girardi Lavin, Marcela Hernando Pérez, Manuel Monsalve Benavides, Marco Antonio Núñez Lozano, Gabriel Silber Romo, y Víctor Torres Jeldes.

- Votaron en contra de la idea de legislar los diputados: Gustavo Hasbún Selume, Javier Macaya Danús, Nicolás Monckeberg Díaz, Jorge Rathgeb Schifferli, y Marisol Turres Figueroa.

Por acuerdo unánime de los diputados miembros, se acordó dejar constancia en el informe de la fundamentación de cada uno de ellos en su votación.

Diputada Carol Cariola. Vota a favor fundado en que durante años se trató de legislar en esta materia sin resultados positivos. Señaló que ahora se está viviendo un cambio en el país y esto es el resultado de la lucha de muchas organizaciones sociales y colegios profesionales, quienes han sido sólidos en la lucha por el derecho de las mujeres y de su autonomía para poder decidir. 

Lamentó la existencia de algunos sectores que intentaron distorsionar este debate en un proyecto de ley claro y acotado a tres causales. Valoró la valentía de la Presidenta de la República por haber colocado este tema sobre la mesa más allá de ser un compromiso porque es una realidad. 

Finalmente recalcó que los que hoy votan a favor del proyecto también lo hacen por la vida y que no es efectiva la disyuntiva pro aborto o pro vida, como un grupo ha querido reflejar.

Diputada Cristina Girardi. Vota a favor fundado en que esta iniciativa de alguna manera define situaciones traumáticas para las mujeres que son muy dolorosas. Piensa que este proyecto plantea soluciones a esas mujeres y a su dolor, basados en el respeto a su decisión y a su voluntad sobre el resultado de estas tres causales.

Añadió que todos vivimos el dolor de una manera diferente y que, además del apoyo y del acompañamiento, una forma real de superar ese dolor es cuando la mujer decide y no cuando terceros deciden por ella. Así el cuerpo de la mujer dejará de ser un territorio ocupado por el hombre, por la Iglesia y por el Estado.

Finalmente recordó que el caso de un embarazo que es resultado de una violación, no solo se produce un trauma a raíz del abuso sexual, sino que el embarazo de alguna manera naturaliza y perpetúa el dolor y la violencia de un abuso sexual.

Diputado Gustavo Hasbún. Vota en contra fundado en las mismas causales contenidas en la iniciativa. Cuando se habla de riesgo de vida para la madre, tales circunstancias hoy día están prácticamente resueltas sin necesidad de tener que legislar sobre el aborto. La interrupción del embarazo como efecto no querido cuando se trata de salvar la vida de la madre no se encuentra sancionado hoy día, no siendo efectivo que en Chile exista la prohibición absoluta y criminalizante de toda forma de interrupción del embarazo. Nunca se ha sancionado por el ordenamiento jurídico, ni siquiera cuando existía el supuesto aborto terapéutico este tipo de embarazo. No se conocen médicos que se hayan visto imposibilitados de aplicar un tratamiento cuyo resultado -no querido- pero que se asume como inevitable sea la muerte del no nacido por la posibilidad de ser denunciados por las normas del Código Penal, ni que estén condenados. Por tanto, si hoy existe la aplicación del principio del doble efecto dentro de la cual se encuentra la lex artis de los médicos, se debe distinguir el aborto directo que causa la muerte del feto con un fin terapéutico, del aborto indirecto, que es en este caso.

Al existir protocolos médicos se hace inviable legislar sobre algo que hoy día nuestra sociedad permite, precisó.

Cuando se habla de la inviabilidad del embrión, explicó que es un tema complejo pues según los mismos especialistas no correspondería hablar de embrión inviable, porque es una expresión equivocada que puede llevar a sostener que es lícito prescindir de cada una de las personas que puedan estar afectas a eso. Agregó que hay enfermedades congénitas o genéticas que no tienen tratamiento y se consideran incompatibles con la vida, pero la realidad es que tienen una sobrevida bastante variable. ¿Cómo se define en forma objetiva qué tipo de enfermedades son las que generan la inviabilidad? Tal como está redactado el proyecto, implica la legalización de la eugenesia y ello le parece que es un error. Además, ¿quién va a generar y calificar –en forma objetiva- estos catálogos de enfermedades? Si ni siquiera los médicos que han expuesto en esta comisión se han podido poner de acuerdo entre lo que es o no inviable.

En el caso de la violación, piensa que se está cortando el hilo por lo más delgado, y el proyecto no contiene nada sobre la prevención al delito de violación o incesto en Chile. Afirmó que la existencia de violaciones en Chile no va a terminar por la legalización del aborto. Además se puede dar una infracción flagrante al principio de inocencia y al debido proceso, porque hoy día el plazo de 12 semanas para interrumpir un embarazo, hace inviable cualquier proceso investigativo sobre el particular por falta de tiempo. Además quién garantiza que efectivamente se haga una evaluación objetiva de que realmente se produjo un embarazo por violación y no que se esté legalizando un aborto libre.

Finalmente señaló que aquí existe un choque de intereses, cuales son, la libertad de la mujer y el derecho a la vida del feto y con esta iniciativa se da prioridad a la libertad por sobre la vida, que es el principal derecho humano, base de los demás derechos.

Diputada Marcela Hernando. Vota a favor. Argumentó su voto expresando:

1) Que aunque el mensaje que están votando hoy requiere perfeccionamiento por presentar algunos términos ambiguos, como la palabra “riesgo futuro”, está convencida que las tres causales en las que sería aplicable esta excepción son claramente de aquellos casos en los que es necesario elegir entre dos males, prefiriendo “el mal menor”.

2) Para aquellos que han defendido en esta comisión el principio de doble efecto, dijo que este es un país laico, que dicho argumento es de tipo ético o moral, pero no jurídico y por lo tanto su aplicación hoy no es ley y queda al arbitrio del juez.

3) Que está de acuerdo con que será necesario que los diagnósticos de inviabilidad fetal tengan confirmación por especialista y que sea certificado por escrito, por adelantado y con la tecnología necesaria.

4) Que en el caso de violación, el corazón del mensaje se dirige a proteger sobre todo a niñas y adolescentes vulnerables, para evitar la perpetuación de su tortura y la violación de sus derechos.

5) Reiteró que en ninguno de los artículos propuestos se postula el aborto libre y que cualquier palabra que “llame a confusión deberá ser cambiada durante la discusión en particular.

6) Cualquier mujer que interrumpa su embarazo por cualquier otra causa diferente a las tres de que trata el mensaje, estará cometiendo un delito.

7) Destaca que este proyecto no obliga a nadie a interrumpir su embarazo.

8) Finalmente, ha llegado al convencimiento que algunas mujeres podrán superar mejor que otras un trauma semejante y respeta la capacidad de esas mujeres respecto de decidir qué es lo mejor para ellas y sus familias presentes o futuras.

Diputado Javier Macaya. Vota en contra porque dijo estar convencido de que el proyecto adolece de imperfecciones como es el deber de denuncia, riesgo futuro (termino equivoco) e inviabilidad fetal (causales subjetivas). 

Indicó estar de acuerdo en la libertad de la mujer, pero con un solo límite, que es cuando afecta la libertad de un tercero y ello ocurre, precisamente, con el aborto. Además la evidencia comparada indica que cuando se avanza en el mal llamado aborto terapéutico se llega finalmente al aborto libre.

Diputado Nicolás Monckeberg. Vota en contra. Además hizo reserva de constitucionalidad sobre el proyecto de ley en votación. Dijo que interrumpir el embarazo es eso, romper, destrozar, separar de sus partes y es una descripción gráfica de lo que hoy día se está debatiendo. Agregó que el aborto produce dos víctimas: el niño que está por nacer, que es indefenso, y la propia mujer.

Afirmó que el aborto es un mal para la mujer y un fracaso para la sociedad. Las estadísticas de casi todas las sociedades que han legislado sobre el aborto, indican que éste aumenta en forma progresiva al igual que el sufrimiento de las mujeres.

Las opiniones de expertos que expusieron en la comisión son categóricas en establecer que son las mujeres las que van a pedir cuentas a quienes hoy día sostengan que la interrupción del embarazo es inofensiva y no trae consecuencias. 

Sorprende que este Congreso pretenda transformar este mal objetivo en un derecho antes de otorgar una estructura, un apoyo, un acompañamiento que opte por la vida y que proteja, precisamente, a la mujer del aborto. Estos temas, dijo, se discutirán después como si fueran secundarios.

Sostener que esta iniciativa garantiza la libertad para decidir, es un eufemismo. Aquí ha habido estudios categóricos (revista chilena de pediatría) donde el 92% de las mujeres chilenas señalaron que las razones por las que han escogido el aborto es por coerción, miedo, violencia y pérdidas de expectativas de vida. De modo que, de qué libertad se está hablando. La decisión provocada por coerción o miedo, sí es violencia de género y a eso debe abocarse un Estado.

Finalmente señaló que aquellos países que legislaron sobre el aborto, no pararon allí, y algunos de ellos alcanzaron hasta los niños con síndrome de down, aún cuando sostenían que sus causales de aborto no los alcanzaría. Tal es el contexto de esta ley, precisó.

Diputado Manuel Monsalve. Vota a favor. Señaló que los dilemas de la sociedad chilena se resuelven en democracia, con dialogo, con deliberación, con respeto, fundado e informado. Este proyecto va dar respuesta digna a situaciones dolorosas que enfrentan mujeres y familias chilenas, a los cuales el Estado no les ha dado respuesta en las últimas tres décadas.

Insistió en que lo que se discute es la interrupción del embarazo en tres causales y aseveró que la criminalización de la interrupción del embarazo no ha resuelto el problema. Indicó que la única diferencia entre los países que tienen aborto restringido versus aquellos que lo tienen libre, es que en los primeros igual se realizan abortos, pero en condiciones inseguras.

Reiteró que aquí no se está legislando para interrumpir el embarazo con síndrome de down.

Respecto de la causal de riesgo para la vida de la madre, todos han coincidido que hoy día, en la práctica médica, se interrumpen embarazos cuando hay riesgo de vida para la madre. En qué innova este proyecto. En dos cosas: una, establece por ley la obligación de consultar a la mujer y, dos, establece la obligación de tener una segunda opinión médica y ello es, sin duda, un avance que protege a la mujer y a la vida.

Respecto de la inviabilidad fetal, se está hablando de patologías letales del feto y por tanto, de la dignidad de las personas.

Finalmente respecto del embarazo por violación, dijo que no tiene la soberbia para reemplazar la decisión de una mujer, de una familia, que opta por una alternativa en un causal tan dramática como esta.

Diputado Marco Antonio Núñez. Vota a favor. Reconoció el esfuerzo de la década de los ´30 cuando se legisló en el Código Sanitario y se estableció el aborto terapéutico. Luego, en el año ´52 se creó el Servicio Nacional de Salud fundamentalmente para enfrentar la patología del binomio madre e hijo. En los años ´60 teniendo Chile uno de los índices más altos de mortalidad materna y donde el 20% de las camas eran ocupadas por mujeres con problemas en el embarazo, se legisló sobre la planificación familiar siendo Chile uno de los primeros países latinoamericanos en hacerlo. Luego, en el Gobierno Militar, en el año 1989 se decidió borrar más de cincuenta años de historia de defensa de la dignidad de los derechos para las mujeres para que hoy se pueda empezar a cambiar esa historia y que saque a Chile del grupo de los cinco países que penaliza el hecho que queramos salvar la vida de una mujer que puede morir producto de su embarazo.

Llamó a no dramatizar esta discusión, ya que lo mismo ocurrió con ocasión de la discusión de la píldora del día después y con la ley de divorcio, donde se sostenía que la primera era abortiva y que la segunda destruiría a la familia, cosa que no ocurrió en ninguno de los dos casos mencionados. Por el contrario han resultado un instrumento útil para la sociedad y el ordenamiento de las familias.

Luego comentó un caso que refleja el temor de los equipos médicos a practicar abortos en caso de riesgo de vida de la madre. Dijo que dicho temor es inaceptable y se adiciona al de la madre que se encuentra en dichas circunstancias. 
Diputado Jorge Rathgeb. Vota en contra. Indicó que nadie elige las condiciones en que se nace, ni dónde, ni cuándo, e hizo un llamado y recordó que todos estuvimos en el vientre materno alguna vez.

Le llamó la atención que este Gobierno le pusiera tanta urgencia a esta iniciativa, en circunstancias, que existían otras mociones que se referían al tema y al acompañamiento en embarazos de alto riesgo. 

Indicó que este proyecto es inconstitucional, e hizo reserva del mismo. Agregó que tanto la doctrina como los tratados internacionales sostienen que la vida comienza al momento de la concepción, y ello ha sido ratificado por el Tribunal Constitucional, por la Corte Suprema y también por la Contraloría General de la República en distintos pronunciamientos.

Agregó, además, que es un proyecto impreciso y ambiguo. Es impreciso por cuanto habla de riesgo futuro de la madre, lo que no está acotado en el propio texto. La segunda causal es ambigua y la tercera abre la puerta al aborto libre y a perpetuar los abusos del violador. 

Diputado Gabriel Silber. Vota a favor. Señaló que este proyecto se vota con prescindencia de los credos religiosos, y enfatizó que lo que aquí se vota no es la despenalización del aborto sino que la interrupción del embarazo en tres causales muy específicas y acotadas. Por tanto, la regla general en Chile es que está prohibido el aborto a todo evento, salvo en estas tres causales en particular.

Tampoco es un proyecto que promocione la interrupción del embarazo en las tres causales ya conocidas, sino que por el contrario lo que se hace es sustituir la voluntad del Estado por la voluntad de la mujer.

Señaló que la tercera causal, es difícil y compleja, pero lo que se quiere es otorgar a aquella persona que ha sufrido uno de los atentados más gravosos a su dignidad, la posibilidad de elegir.

Diputado Víctor Torres. Vota a favor. Aclaró que el debate de este proyecto de ley no se limitó solamente a las dos posturas pro vida, pro aborto; de hecho su postura argumentativa no se enmarca en ninguna de dichas dos posturas.

Dijo que es distinto tener una legislación de provisión absoluta versus una legislación que contemple la libertad reproductiva absoluta de la mujer. Sí se siguiera la primera línea argumentativa no tendríamos discusión legislativa y si se siguiera la segunda estaríamos en la línea de legalizar el aborto libre. Señaló que su línea argumentativa parte de la base de reconocer que existen tres causales excepcionales que no son concebidas en una legislación absoluta. Son excepciones que, en sí mismas, consideran situaciones muy dramáticas en las mujeres que están viviéndolas. 

Cómo se da respuesta por la sociedad ante esta disyuntiva. Esta respuesta la entrega la ley estableciendo una sanción y pena para la mujer que adopte una decisión distinta a la allí contemplada. Para avanzar en un sistema de despenalización por indicaciones se tiene que ser capaz como Estado de entregar todas las oportunidades a las mujeres para que puedan decidir en conciencia y ello implica eliminar los elementos de coacción social.

Finalmente, dijo, se elimina la coerción penal y la coacción social y se permite la interrupción del embarazo en situaciones muy acotadas. 

Recalcó que este proyecto no tiene por objeto el aborto eugenésico, puesto que éste último se hace cargo de una vida que puede tener viabilidad extrauterina, pero en malas condiciones y allí pueden caber casos de malformaciones mayores, como ocurre en España. Sin embargo, este proyecto trata de malformaciones letales y ahí estamos ante un aborto embriopático, que es distinto, precisó.

Diputada Marisol Turres. Vota en contra. Indicó que en este Congreso se discutieron varios proyectos que abordaron esta misma temática, pero que no lograron convertirse en ley de la República. Por otra parte, señaló que este debate es un tanto mentiroso porque se sabe que en todos los países en que se ha legislado sobre aborto, se termina en un aborto libre. 

Indicó que le encantaría un Sernam que estuviera apoyando a las mujeres con un embarazo vulnerable en cualquiera de las tres causales. Espera que exista un Ministerio de la Mujer que apoye a esta última.

Destacó que el derecho a la vida es el más importante, no sólo en nuestra legislación, sino que también universalmente. Los demás derechos, incluyendo el derecho a elegir que tienen las mujeres para decidir si un hijo vive o no, derivan de él.

Finalmente hizo reserva formal de constitucionalidad sobre el proyecto de ley.

Diputado Juan Luis Castro. Vota a favor. Dijo que él se inició en la medicina en el entendido que la voluntad colectiva iba adelante de ellos. Cuando una mujer está embarazada y se interrumpe su embarazo, él les dice que tuvo una pérdida, y sólo entonces se entiende la magnitud completa que significa ésta perdida. Luego cuando él fue Presidente del Colegio Médico, y con el código de ética en la mano, entendió y comprendió que cuando existe un aborto terapéutico, nadie puede sustituir la decisión de una mujer que, libre y soberanamente, debe tomar en momentos tan dolorosos como éste que afecta su vida.

-o-

b) Discusión particular.

Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo1°.-

Tiene por objeto modificar el Código Sanitario. Consta de tres numerales.

Mediante el numeral 1) se propone sustituir su artículo 119; el numeral 2) introduce un artículo 119 bis, y el numeral 3) incorpora un artículo 119 ter.

Numeral 1).-

Tiene por objeto sustituir el artículo 119 del Código Sanitario, por el siguiente: 

 “Artículo 119. Mediando la voluntad de la mujer, un(a) médico(a) cirujano(a) se encuentra autorizado(a) para interrumpir un embarazo cuando:
1) La mujer se encuentre en riesgo vital, presente o futuro, de modo que la interrupción del embarazo evite un peligro para su vida.

2) El embrión o feto padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible con la vida extrauterina.

3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre que no hayan transcurrido más de doce semanas de gestación. Tratándose de una menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación.

En cualquiera de las causales anteriores, la mujer deberá manifestar en forma expresa, previa y por escrito su voluntad de interrumpir el embarazo. Cuando ello no sea posible, se aplicará el artículo 15
 de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes. 

Tratándose de una menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de su representante legal o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno. A falta de autorización, la menor, asistida de un integrante del equipo de salud, podrá solicitar la intervención del Tribunal de Familia competente para que constate la concurrencia de la causal. El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista.

Cuando a juicio del médico(a) cirujano(a) existan antecedentes para afirmar que la solicitud de autorización al representante legal generará para la menor de 14 años un riesgo de violencia intrafamiliar, coacción, amenaza o maltrato, o una posible situación de desarraigo o de abandono, se prescindirá de ésta y se solicitará una autorización sustitutiva al Tribunal de Familia competente, el que deberá pronunciarse conforme al procedimiento establecido en el inciso anterior.

La mayor de 14 y menor de 18 años podrá manifestar por sí su voluntad para la interrupción de su embarazo. Su representante legal o uno de ellos a su elección, si tuviere más de uno, deberá ser informado de su decisión. A falta de éste, o si existen antecedentes para afirmar que la información al representante legal generará para la menor alguno de los riesgos señalados en el inciso anterior, la menor deberá designar otro adulto que será informado.

El prestador de salud deberá entregarle a la mujer información veraz sobre las características de la prestación médica según lo establecido en los artículos 8º
 y 10
 de la ley N° 20.584. En cualquier caso, el prestador de salud deberá entregar a la mujer información por escrito sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible.

En ningún caso esta información estará destinada a influir en la voluntad de la mujer.”.
La Comisión acordó proceder a analizar cada indicación, dividiéndola por numeral al cual ésa está dirigida.

Se presentaron 18 indicaciones.

Al primer párrafo del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje:

-- De la diputada Rubilar, para reemplazar el artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por lo siguiente:

“Art. 119. No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto, a excepción de:”
Se dijo que esta indicación tiene por objeto precisar y reforzar la idea de que todas las interrupciones del embarazo, que no sean aquellas que taxativamente excluye el artículo 119, están penalizadas. Con esto se evita dejar una puerta abierta a posibles abortos despenalizados.

Otros manifestaron que la indicación mencionada deja de lado la “voluntad de la mujer”, que sí está contemplada en el texto propuesto por el mensaje y es un elemento crucial de esta iniciativa. 

Se rechazó por mayoría de votos (nueve en contra y tres abstenciones).

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Núñez, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvieron los diputados Hasbún, Macaya y Monckeberg.

-Del diputado Monckeberg, para introducir un inciso primero nuevo en el artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por lo siguiente:

 “Artículo 119. Se encuentra prohibido todo acto cuyo fin sea causar la muerte directa del no nacido. No están prohibidos los actos médicos encaminados a salvar la vida de la madre en los que se cause la muerte del feto como un efecto no querido o colateral.”
Se sostuvo que durante la discusión general de esta iniciativa, muchos médicos afirmaron que no tenían la certeza jurídica de cómo actuar frente a una paciente con riesgo vital y, por tanto, podían verse inhibidos a interrumpir el embarazo cuando está en riesgo la vida de la madre, por temor en cometer un delito. Pues bien, se señaló que esta indicación tiene por finalidad despejar toda duda respecto de que la intervención de un médico a una madre en estas circunstancias, no va a constituir aborto, aun cuando ése sea el resultado como un efecto indirecto o colateral. Se añadió que una cosa es despejar esta duda y otra cosa es legalizar el aborto en las tres causales que el proyecto plantea. Además, esta indicación tiene un segundo efecto que es reemplazar la primera causal del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, esto es la interrupción del embarazo por riesgo vital de la madre, de tal suerte que solo se mantienen las dos causales restantes (interrupción por inviabilidad fetal y por violación).

Por otra parte, se hizo presente que esta indicación despeja el problema que ocurre con la “objeción de consciencia”, en el sentido de que éste derecho solo aplicaría para las causales de interrupción del embarazo por inviabilidad fetal y por violación y no para aquella en donde corre peligro la vida de la madre, ya que en este último caso no habría aborto, pues la muerte del que está por nacer sería un efecto indirecto o colateral de salvar la vida de la madre. En ese mismo sentido, se mencionó el informe de la Corte Suprema a propósito de esta iniciativa que, en lo pertinente, señaló que en Chile no está proscrito el aborto terapéutico. 

Otros sostuvieron que la muerte del que está por nacer como consecuencia indirecta para salvar la vida de la madre, tal como está contendida en la indicación propuesta, no sería un imperativo sino que más bien aparece como una “opción”, por tanto, no sería efectivo que esta indicación aclare el imperativo hacia el médico de salvar la vida de la madre. 

Se mencionó, también que esta indicación deja sin efecto las otras dos causales del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, y en ese sentido, desnaturaliza esta iniciativa.

Finalmente se señaló que el mensaje propuesto por el Ejecutivo salvaguarda siempre y en todo sentido la “voluntad de la mujer”, la que no es considerada en la indicación propuesta.

Se rechazó por mayoría de votos (cuatro a favor, ocho en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg y Turres.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Se abstuvo el diputado Rathgeb.

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar en el inciso primero del artículo 119 del Código Sanitario, el vocablo “encuentra” por “encontrará”.

Se indicó que esta indicación solo tiene por objeto corregir una fórmula verbal que está en tiempo “presente” para dejarla en tiempo “futuro”. 

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor, y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-Del diputado Macaya, para reemplazar en el artículo 1°, numeral 1, inciso primero, la palabra “cirujano(a)” por “especialista”.

Se fundamentó esta indicación señalando que no se está de acuerdo en que la interrupción de un embarazo quede en manos simplemente de un médico general, sino que ésta debe ser realizada por un médico especialista, tal como un ginecólogo, médico obstetra o un especialista en medicina fetal.

Otros argumentaron que el título que otorga la universidad es de “médico cirujano” y las especialidades no están recogidas en la ley, por lo tanto, no se puede colocar en esta iniciativa la expresión “especialista”. También se indicó que en la primera causal de este proyecto (interrupción del embarazo por riesgo de vida en la madre), no se requiere de una especialidad para diagnosticar una patología de las que podrían dar lugar a esta causal. Además, se indicó, que tampoco hay el tiempo, frente a una inminencia, de derivar el paciente a otro centro donde haya “especialistas o subespecialistas”, sobre todo en los lugares más alejados. 

Se hizo presente, asimismo, que es difícil encontrar un médico gineco obstetra en los hospitales de baja complejidad, donde solo existen médicos cirujanos (médicos generales). 

Se indicó que la “especialidad” del médico en la segunda causal (inviabilidad fetal extrauterina) es necesaria y se justifica como segunda confirmación diagnóstica, no así en la primera causal que se refiere a riesgo de vida en la madre. Se insistió en que su reconocimiento haría inviable esta iniciativa, al menos, en las zonas extremas, donde no hay tales “especialistas”. 

Se llamó a no confundir las ideas, pues una cosa es el médico general que interrumpe y otra cosa el médico especialista que ratifica el diagnóstico. Tal es la diferencia entre la primera y la segunda causal de interrupción del embarazo contenida en la iniciativa.

Por otra parte se señaló que si bien la necesidad de contar con un médico general es común en las tres causales de interrupción del embarazo, al menos en la causal 2) (inviabilidad fetal extrauterina) y 3) (violación) sí es necesaria la presencia de un especialista que verifique las condiciones que dan lugar a tales causales. Entienden que tales interrupciones, en las causales 2) y 3), deben ser realizadas por un especialista, salvo casos de emergencia donde tendrá que realizar la interrupción, a falta del especialista, el médico general que está a cargo del procedimiento. Se llamó a que el Estado debe garantizar a las mujeres una atención especializada. 

Se indicó por parte del Ejecutivo que lamentablemente no existen especialistas en todo Chile y, por tanto, frente a una urgencia el piso es el médico general, el que está capacitado para atender una emergencia y de hecho tal es su obligación. Añadieron que como Ejecutivo intentarán por velar que haya especialistas que puedan atender la interrupción del embarazo en las causales 2) y 3), incluyéndose en la medida de lo posible a las zonas extremas. Finalmente, señalaron que el reglamento que se dicte contemplará esta circunstancia.

Otros fustigaron el hecho de que se ponga en tela de juicio la capacidad técnica de los médicos cirujanos, pues tales médicos son los únicos que tienen doble acreditación por el Estado, atienden en lo habitual situaciones mucho más complejas que las descritas en esta iniciativa y, además, nunca un médico va dar más allá de sus propias habilidades. Se llamó a sincerar el diálogo y a evidenciar que si lo que se quiere con esta indicación es limitar el acceso a determinadas personas a esta prestación, pues que se diga en esos términos.

En la misma línea, se indicó que está demostrado que las matronas y las enfermeras desarrollan, normalmente, una labor más profesional y con menos complejidades que las desarrolladas por los propios especialistas. Tal cosa ocurre en los países desarrollados. Asimismo, se indicó que la interrupción del embarazo no es un procedimiento complejo, al contrario, se podría de calificar de simple o muy simple. 
Se rechazó por mayoría de votos (cuatro a favor, ocho en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg y Turres.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Se abstuvo el diputado Rathgeb.

A la primera causal (interrupción del embarazo en caso de riesgo vital de la mujer) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje. 

-Del Ejecutivo, para eliminar en el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto la frase “presente o futuro,”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor, y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de la indicación del Ejecutivo, se entendieron rechazadas por igual votación las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cinco a favor, y ocho en contra).

Votaron a favor los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-Del diputado Monckeberg, para suprimir el numeral 1 del artículo 119 del Código Sanitario propuesto. 

-Del diputado Rivas, para reemplazar el numeral 1 del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“1) La mujer se encuentre en un riesgo vital actual de tal naturaleza que sólo la interrupción del embarazo permita salvar su vida”.

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario contenido en el mensaje, por el siguiente:

“1) La mujer se encuentre en riesgo vital real sin esperar que este sea inminente. El médico cirujano intervendrá de manera oportuna a la mujer sin mediar espera alguna si el peligro de muerte es efectivo.”
--De la diputada Cariola, para sustituir el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“1) El embarazo implique un grave riesgo o daño para la vida o la salud de la mujer.”
-Del diputado Macaya, para sustituir el numeral 1, del artículo 119 propuesto, por el siguiente:

 “1) Exista un grave peligro de vida de la madre y que la muerte del que está por nacer sea una consecuencia indirecta para evitar el fallecimiento de ésta.”
-Del diputado Castro, para sustituir el numeral 1) del artículo 119, por el siguiente:

“1) Considerando las condiciones vitales presentes y futuras de la mujer, la interrupción del embarazo se encuentra médicamente indicada para evitar un peligro para la vida de la mujer embarazada o un peligro de grave afectación de su salud corporal o mental;

-De la diputada Girardi, para eliminar en el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto la frase “presente o futuro,”.

-De la diputada Rubilar, para eliminar en el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto la frase “presente o futuro,”.

-De la diputada Carvajal y del diputado Monsalve, para reemplazar en la causal 1) propuesta la frase “La mujer se encuentre en riesgo vital presente o futuro,” por la siguiente: “La gestante presente una enfermedad de base o concomitante a dicha condición, agravada por el embarazo poniendo en riesgo su vida durante el embarazo, el parto o el puerperio,”
-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para modificar la causal 1) del artículo 119 del Código Sanitario nuevo, de la siguiente manera:

a) Elimínese la palabra “vital,”
b) Agréguese luego de “futuro” una coma además de la siguiente frase: “de vida o salud,”
c) Sustitúyase “su vida” por “estos”.

d) Agréguese un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: “Se entenderá que existe riesgo vital o para la salud en todos los casos de embarazos de niñas o adolescentes.”
--De las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para sustituir el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el siguiente:

“1) La mujer encuentre en riesgo, presente o futuro, su vida o salud, de modo que la interrupción del embarazo evite dicho peligro.”
A la segunda causal (interrupción del embarazo en caso de inviabilidad fetal extrauterina) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje. 

-Del diputado Monckeberg, don Nicolás, para sustituirlo por el siguiente:

 “2) La mujer embarazada presentase un daño psicológico actual de carácter grave por diagnosticarse que el feto sufre de una enfermedad o malformación que conducirá indefectiblemente a su muerte dentro de las primeras horas de su nacimiento. Sólo podrá interrumpirse el embarazo a contar de la semana 24, siempre y cuando la enfermedad o malformación sea certificada por un médico especialista en medicina materno- fetal y que antes de realizarse la interrupción del embarazo, la paciente sea evaluada y aconsejada por grupos de acompañamiento en cuidados paliativos perinatales acreditados, lo que deberá ser debidamente certificado.

Se entenderá por daño sicológico actual y grave aquel que ponga en riesgo de manera permanente y definitiva la salud sicológica de la madre, lo que deberá certificarse en un informe debidamente fundamentado, emitido por un médico siquiatra.

La interrupción del embarazo bajo estos supuestos en ningún caso podrá ir acompañada de acciones destinadas a provocar directamente la muerte del feto.”
Se declaró inadmisible la indicación por mayoría de votos (ocho a favor y cuatro en contra). El Presidente de la Comisión, fundó la inadmisibilidad en que la indicación contempla la existencia de grupos de acompañamiento en cuidados paliativos perinatales, los que indudablemente generan gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 25, inciso primero de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, se procedió a votar la resolución del Presidente, cuyo resultado la confirmó.

Votaron a favor de la inadmisibilidad los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra de la inadmisibilidad los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, y Rathgeb.

-Del Ejecutivo, para sustituir en el inciso primero del numeral 2), la frase “incompatible con la vida extrauterina” por la siguiente “de carácter letal”.

El Ejecutivo argumentó que esta indicación tiene por finalidad destacar y recalcar la letalidad de la malformación genética o congénita y que, por ende, no se dé pie para incluir malformaciones que son absolutamente compatibles con la vida. 

Otros señalaron que esta causal y esta indicación abren la puerta a la legalización de la eugenesia. También se sostuvo que es imprecisa y que legitima el peor de los abortos, que es el proferido a niños enfermos que tienen la misma dignidad que los niños sanos.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, y Rathgeb.

Como consecuencia de la aprobación de la indicación del Ejecutivo, se entendieron rechazadas por igual votación las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cuatro a favor, y ocho en contra), salvo dos de ellas respecto de las cuales se pidió votarlas expresamente, y cuyo resultado se señala en la indicación correspondiente.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, y Rathgeb.

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Cicardini, Núñez, Silber, y Torres.

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el numeral 2) del artículo 119 de Código Sanitario contenido en el mensaje, por el siguiente:

“2) El embrión o feto padezca una malformación letal.”
Se argumentó que la indicación sería más comprensiva si se refiriera a malformación “congénita” letal, y no solo a “malformación letal”. Además la malformación congénita letal está definida científicamente: “es una condición que conduce invariablemente a la muerte fetal in utero o en el periodo neonatal independiente del tratamiento”. Finaliza diciendo que la “malformación congénita letal” es más precisa que la redacción de la indicación.

-De la diputada Cariola, para sustituir el numeral 2) del nuevo artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“2) El embrión o feto sea diagnosticado con una enfermedad letal o embriopatía que sea incompatible con la vida extrauterina.”
-De las diputadas Cicardini, Fernandez, Pacheco y Pascal, al numeral 2) de art. 119.-

“2) El embrión o feto que presente o tenga condiciones incompatibles con la vida extrauterina.”
-De la diputada Rubilar, para reemplazar en el numeral 2 del punto 1 del artículo 1º del proyecto de ley la frase “alteración estructural” por “malformación letal”.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para sustituir en la causal 2 del artículo 119 del Código Sanitario nuevo, la frase “padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible” por “presente condiciones incompatibles”
-Del diputado Macaya, para reemplazar la expresión “incompatible con la vida extrauterina” por “que tenga como consecuencia la muerte inmediata en el ámbito extrauterino, acreditada debidamente”.

Se indicó que la indicación tiene por objeto establecer la obligación de acreditar que la alteración congénita o genética del que está por nacer es letal. Es más, se sostuvo que se puede incluir un listado de tales malformaciones o patologías. 

Se rechazó, sin mayor discusión, por mayoría de votos (uno a favor y once en contra).

Votó a favor el diputado Macaya.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hasbún, Hernando, Monckeberg, Cicardini, Núñez, Rathgeb, Silber, y Torres.

-Del diputado Rivas, para agregar la siguiente oración a continuación del punto aparte del numeral 2 del artículo 119 del Código Sanitario:

“Se entiende excluida de lo dispuesto en este numeral toda aquella alteración congénita o genética que no implique una incompatibilidad con la vida extrauterina, como por ejemplo aquellas que pudieren provocar una reducción o anomalía en el desarrollo de las extremidades o una disminución en la futura capacidad cognitiva del individuo”.

Algunos destacaron la indicación, pero sostuvieron que la inclusión de ejemplos solo la confunde y limita. Otros insistieron que de no acogerse esta indicación se abre la puerta a la eugenesia y que en nada se altera el sentido de la indicación por el hecho de incluirle ejemplos. Por el contrario le da mayor certeza.

Se rechazó, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cinco a favor, y seis en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Hernando, Cicardini, Núñez, y Silber.

Se abstuvo la diputada Girardi y el diputado Torres.

A la tercera causal (interrupción del embarazo en caso de violación de la madre del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje.

Al primer inciso.

La Ministra Directora del Sernam, doña Claudia Pascual señaló que se hace necesario readecuar la norma propuesta en el mensaje.

El diputado Monckeberg, don Nicolás, manifestó que esta disposición deja en evidencia la intención del Ejecutivo de recurrir a esta causal para legislar sobre el aborto. Además, criticó que no estén dadas las condiciones para el acompañamiento.

El diputado Hasbún expresó que se trata de una causal tan genérica que se prestará para abusos, constituyendo la puerta de entrada para el aborto libre.

La diputada Turres señaló que este es un proyecto complejo que ha generado mucha división, siendo esta causal la más dolorosa por la cual puede pasar una mujer.

El diputado Macaya indicó que esta era la causal más perfecta en cuanto a la incorporación del aborto. Explicó que si se analiza el programa de acompañamiento que se propone, éste no está a las alturas de nuestra sociedad. Agregó que se trata de una causal en la cual se acrecienta el drama que sufre una mujer.

El diputado Torres manifestó que se ha planteado una disyuntiva que es incompleta, ya que se afecta un binomio constituido por la madre y el niño, no sólo afectando el derecho a la vida sino que, además, el derecho a una vida digna.

La diputada Girardi mencionó que la violación constituye un acto de tortura por lo que se estaría obligando a la mujer a tener un hijo concebido bajo ella.

La diputada Cariola precisó que se trata de la interrupción voluntaria del embarazo por causales y no por tiempo.

El diputado Castro señaló que en Chile una de cada diez mujeres violadas resulta embarazada. Las que tienen recursos comprarán Misotrol, en cambio, las que no los tienen, deben arreglárselas como puedan. Agregó que esta causal es fundamental en cuanto al otorgamiento de libertad a la mujer para decidir. El Estado no impone, es ella quien elige.

La diputada Fernández, expresó que esto no es contra la vida. Esto es por la dignidad de la mujer. Muchas recurren a abortos clandestinos en condiciones deplorables.

La diputada Hernando mencionó que este artículo es el corazón del proyecto de ley en debate. Añadió que ha sido muy difícil legislar, especialmente por las presiones que se han ejercido. Mencionó que, en su calidad de médico y católica, le ha sido muy difícil decidir cómo votar.

El diputado Rathgeb manifiesta que no entiende que se pretenda legislar sobre el aborto y sólo hace doce horas la Sala de la Corporación legisló acerca del maltrato infantil.

El diputado Hasbún señala que mucho se habla del derecho a elegir pero nadie se preocupa del derecho del niño a hacerlo. En su opinión, se está cortando el hilo por lo más delgado porque no existen políticas públicas adecuadas sobre el tema.

El señor Silber expresó que se deja en manos del Estado y no de las personas el decidir sobre temas que son relevantes. Con esta norma la mujer pasa de ser un objeto a ser un sujeto capaz de discernir. Aquí no se impone una decisión. Es ella quien decide.

La diputada Rubilar indicó que esta es la causal que más dudas le genera. 

El diputado Robles estimó que es necesario centrarse en lo que el proyecto realmente plantea, en cuanto a que es la mujer la que toma la decisión de interrumpir el embarazo. Lo criticable es que una mujer con recursos puede tomar un avión y hacerse un aborto legal en el extranjero. Este proyecto viene en ayuda de quienes no están en condiciones de hacerlo.

El diputado Núñez mencionó que hay que recordar que este proyecto ha generado intensas pasiones desde que ingresó a trámite. Criticó a la Derecha en cuanto a que se dice neo liberal desde el punto de vista económico, pero que en este tema es extremadamente conservadora. Agregó que desde que se suprimió el llamado aborto terapéutico, por 1989, prácticamente se le impuso a la mujer el tener un comportamiento heroico.

La diputada Cariola indicó que hay que recordar que la violación es un delito, por lo que sostener que contemplar esta causal es dejar en la impunidad al autor no es efectivo.

La ministra del Sernam señaló que este proyecto no impone la decisión a las mujeres que estén en alguna de las situaciones descritas en las tres causales. Simplemente, lo que busca es abrir la posibilidad y que sean, precisamente, ellas quienes tomen la decisión.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar en el numeral 3) propuesto la frase: “Tratándose de una menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación.” Por una del siguiente tenor literal: 

“Tratándose de una niña menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de catorce semanas de gestación.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de la indicación de los diputados Rincón, Silber y Torres, se entendieron rechazadas por igual votación las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cinco a favor, y ocho en contra), salvo una de ellas respecto de la cual se pidió votarla expresamente, y cuyo resultado se señala en la indicación correspondiente.

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-De las diputadas Cicardini y Pascal para reemplazar, el numeral 3) propuesto, por el siguiente: 

“3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente.”
-De la diputada Girardi, para agregar al numeral 3) entre la palabra “violación” seguida de una coma (,) y la palabra “en”, la siguiente frase: “establecida para los efectos de esta ley”.

-Del diputado Macaya, para sustituir la frase “en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre” por “siempre que haya sido denunciado el delito previamente en los términos del artículo 173 del Código Procesal Penal y”.

-De las diputada Carvajal y del diputado Monsalve para sustituir en el numeral 3) la frase “la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación”, por la siguiente: “el plazo podrá ser mayor a 12, pero inferior a 18 semanas de gestación, siempre que el equipo médico multidisciplinario certifique un riesgo físico o psicológico grave en la menor.”.

-Del Ejecutivo, para sustituir en el numeral 3), la oración “menor de 14 años”, por “niña menor de 14 años”.

-Del diputado Rivas, para eliminar la siguiente oración en el numeral 3) propuesto:

“Tratándose de una menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido dieciocho semanas de gestación”.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para modificar el numeral 3) propuesto, de la siguiente forma: 

a) agrégase luego de violación, la frase “o estupro”
b) sustitúyase la palabra “doce” por “dieciocho”
c) sustitúyase el guarismo “14” por “18”
d) agréguese luego de la frase “la interrupción del embarazo”, la frase “por violación o estupro”
e) sustitúyase la palabra “dieciocho” por “veintidós”.

-De las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco, para sustituir en el numeral 3) propuesto, el guarismo “doce” por veintidós”.

-De las diputadas Cicardini y Pacheco, para reemplazar el numeral 3) propuesto, por el siguiente: (esta indicación está comprendida en parte por la de Mirosevic, Boric y Jackson)

“3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación. Tratándose de una menor de 18 años, la interrupción del embarazo, por violación, podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de veintidós semanas de gestación.”.

-Del diputado Macaya, para intercalar entre la palabra “gestación” y el punto aparte (.) la expresión “certificadas”.

Se rechazó, sin mayor discusión, por mayoría de votos (uno a favor, diez en contra y dos abstenciones).

Votó a favor el diputado Macaya.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hasbún, Hernando, Núñez, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvieron los diputados Monckeberg y Rathgeb.

Al segundo inciso.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para agregar en el inciso segundo propuesto luego de: “se aplicará el artículo 15”, la frase “letras b) y c)”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para agregar en el inciso segundo propuesto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: 

“En el caso de personas con discapacidad sensorial sea visual y/o auditiva, como asimismo, en el caso de las personas con discapacidad mental psíquica y(o intelectual, que no hayan sido declaradas interdictos y que no puedan darse a entender por escrito, se dispondrá de los medios alternativos de comunicación para prestar su consentimiento, en concordancia con lo dispuesto en la ley Nº 20.422 y Convención de los derechos de las personas con discapacidad.”.

El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación. Reclamada ésta y en virtud de lo dispuesto en el artículo 25, inciso primero de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, se procedió a votar la resolución del Presidente, cuyo resultado la revocó por mayoría de votos (dos a favor, diez en contra y una abstención).

Votaron a favor de la inadmisibilidad los diputados Castro y Núñez.

Votaron en contra de la inadmisibilidad los diputados Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Macaya, Monckeberg, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvo el diputado Hasbún.

Luego, sometida a votación la indicación se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y seis abstenciones).

Votaron a favor los diputados Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Se abstuvieron los diputados Castro, Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-o-
-Del Ejecutivo para intercalar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual a ser inciso cuarto y así sucesivamente:

“Si la mujer ha sido declarada incapaz judicialmente por causa de demencia, se deberá obtener la autorización de su representante legal, debiendo siempre tener su opinión en consideración, salvo que su incapacidad impida conocerla.”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Cabe hacer presente que respecto de esta indicación el diputado Monckeberg hizo reserva de constitucionalidad.
-o-
Al tercer inciso (que ha pasado a ser cuarto).

-Del Ejecutivo para sustituir el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto nuevo, por el siguiente:

“Tratándose de una niña menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de su representante legal o de uno de ellos, a elección de la niña, si tuviere más de uno. A falta de autorización, entendiendo por tal la negación del o de la representante legal, o si no es habido(a), la niña, asistida de un(a) integrante del equipo de salud, podrá solicitar la intervención del juez o jueza con competencia en materia de familia del lugar donde ella se encuentre para que constate la ocurrencia de la causal. El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la niña y, si lo estimare, al o la integrante de éste que la asista. El procedimiento será reservado, no será admitida oposición alguna de terceros y la autorización será impugnable vía recurso de apelación únicamente en caso de ser rechazada, tramitándose según lo establecido en el artículo 69 inciso quinto del Código Orgánico de Tribunales.”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg y Rathgeb.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación, las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cuatro a favor, y ocho en contra).

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Pacheco y Pascal, para reemplazar el inciso tercero propuesto, por el siguiente:

“Tratándose de una menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de sus representantes legales o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno. Cuando por cualquier causa, se niegue o sea imposible obtener la autorización de quien debe prestarla, se deberá estar a la voluntad de la menor, la que podrá solicitar directamente, representada por el Servicio Nacional de Menores o mediante un integrante del equipo de salud u otra persona mayor de edad, la intervención del juez de Familia competente. Ingresada la solicitud, el juez autorizará la interrupción del embarazo en el evento de constatar la edad, la gravidez y la voluntad de la menor, lo que se realizará en una única audiencia, que se fijará dentro de las 48 horas siguientes a la recepción de la solicitud, mediante la dictación de una resolución que cite a las partes, en la que el juez podrá decretar todo medio de prueba para acreditar los hechos señalados en la primera parte de este inciso. En esta audiencia deberá ser oída la menor y si se estimare necesario o por una causal de salud incompatible de esta para poder asistir, al integrante del equipo de salud o de la persona adulta que lo autoriza. La resolución deberá ser dictada en la misma audiencia, la que en caso de negativa a la solicitud de interrupción del embarazo, podrá ser impugnada mediante recurso de apelación, el que deberá ser interpuesto en la misma audiencia y remitido el mismo día al Tribunal de Alzada competente, gozando preferencia para su vista y fallo y será agregado extraordinariamente a la tabla el mismo día de su ingreso al tribunal de alzada, o a más tardar a la del día siguiente hábil. Cada Corte de Apelaciones deberá establecer una sala de turno que conozca estas apelaciones en días feriados. La resolución que falla el Recurso de Apelación no será susceptible de Recurso alguno.”
-Del diputado Rivas, para reemplazar en el inciso tercero propuesto el guarismo “14” por “16”.

-Del diputado Macaya, al inciso tercero, para suprimir la frase “o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno”.

-Del diputado Castro, al inciso tercero, para suprimir la frase “o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno”.

-Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119, los vocablos “a falta” por la siguiente “la negativa injustificada”
-Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119, las expresiones “tribunal de familia competente” por la que sigue: “juez con competencia en materia de familia”
-Del diputado Castro, para sustituir las veces que aparece en el presente artículo la expresión “menor” por la frase “niña, niño y adolescente”
-Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119 que sustituye el vigente, la expresión “tribunal autorizará” por la siguiente “juez resolverá”
-Del diputado Macaya, para sustituir la frase “para que constate la concurrencia de la causal. El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista” por “para que resuelva respecto de la procedencia de la causal, conforme al artículo 71 y siguientes de la ley N° 19968.”
-Del diputado Rincón y Silber, para reemplazar la frase “El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista”, por el siguiente:

“El Tribunal podrá autorizar la interrupción del embarazo, mediante procedimiento simplificado y sin forma de juicio, lo que deberá ser resuelto a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista o al Servicio Nacional de Menores.” 

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para modificar el inciso tercero propuesto, de la siguiente manera: 

a) Sustitúyase la frase “podrá solicitar la intervención del Tribunal de Familia competente para que constate la concurrencia de la causal” por “u otra persona adulta, podrá solicitar directamente la intervención de cualquier tribunal con competencia en materia de familia para que constate la edad de la niña y su intención de interrumpir el embarazo”.

b) Agréguese luego de la frase “El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente”, la frase “dejando constancia por escrito en el expediente,”
c) Agréguese luego de la frase: “a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud,” la frase “oyendo a la menor y teniendo a la vista”
d) Elimínese la frase “,oyendo a la menor” por la frase…

e) Sustitúyase la frase: “y, si lo estimare,” por “y solamente si lo estimare estrictamente necesario”, 

f) Agréguese luego de la frase “al integrante de éste” la frase “o la persona adulta”
-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para agregar al inciso tercero un nuevo inciso cuarto, pasando a ser el cuarto del mensaje inciso quinto y así sucesivamente:

“El Tribunal deberá autorizar siempre la interrupción del embarazo, salvo que:

a) No se acompañen los documentos señalados en el artículo 119 bis.

b) Apareciere claramente que la intención manifestada por la menor no ha sido libre y espontánea.”
-De la diputada Girardi, para modificar el inciso tercero propuesto, en el siguiente sentido:

1) Para agregar entre la palabra “tribunal” y “sin”, el siguiente párrafo: “con competencia en materia de familia, para que éste resuelva el asunto sometido a su conocimiento, para lo cual tendrá a la vista lo siguiente:1) comprobante de atención medica que constate embarazo o los antecedentes que le proporcione el equipo de salud; 2) certificado de nacimiento de la solicitante y; 3) declaración simple de la solicitante donde manifieste su voluntad exenta de vicios”.

2) Para eliminar donde aparece actualmente la frase “con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud”.

3) Para reemplazar la frase “de este”, por “del equipo de salud”.

Cabe señalar que respecto de la indicación del Ejecutivo el diputado Macaya hizo reserva de constitucionalidad.

Al cuarto inciso (que ha pasado a ser quinto).

-Del Ejecutivo, para sustituir el actual inciso cuarto, que pasa a ser quinto nuevo, por el siguiente: 

“Cuando a juicio del médico(a) existan antecedentes para afirmar que la solicitud de autorización al o la representante legal generará a la niña menor de 14 años un riesgo de violencia intrafamiliar, coacción, amenaza o maltrato, o una posible situación de desarraigo o de abandono, se prescindirá de ésta y se solicitará una autorización sustitutiva al juez o jueza con competencia en materia de familia del lugar donde ella se encuentre, el que deberá pronunciarse conforme al procedimiento establecido en el inciso anterior. Para efectos de este inciso la opinión del (de la) médico(a) deberá constar por escrito.”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor y cinco en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Núñez, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Hasbún, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación, las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cinco a favor, y ocho en contra).

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-Del diputado Macaya, para reemplazar la voz “cirujano(a)” por “especialista”.

-Del diputado Macaya, para intercalar entre la palabra “antecedentes” y la expresión “para”, la voz “relevantes”.

-Del diputado Rivas, para reemplazar, en el inciso cuarto, el guarismo “14” por “16”.

-Del diputado Macaya, para sustituir la frase “, coacción, amenaza o maltrato, o una posible situación de desarraigo o de abandono, se prescindirá de ésta y se solicitará una autorización sustitutiva al Tribunal de Familia competente, el que deberá pronunciarse conforme al procedimiento establecido en el inciso anterior.”, por “de ésta, se procederá conforme al procedimiento establecido en el artículo anterior. Con todo, el juez deberá de oficio iniciar o derivar el conocimiento del asunto de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.066.”
-De la diputada Cariola, para reemplazar, en el inciso cuarto propuesto, la expresión “Tribunal de Familia competente”, por la expresión “Tribunal de Familia o Juez con competencia en materia de familia, del domicilio de la solicitante o del lugar del establecimiento de salud”
-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para agregar al inciso cuarto propuesto, la siguiente frase luego del punto final. “Sin perjuicio de ello, la niña menor de 14 años asistida por una persona adulta puede solicitar directamente la referida autorización en caso de encontrarse en dicha situación de riesgo.”
Al quinto inciso (que ha pasado a ser sexto).

-Del Ejecutivo, para sustituir en el actual inciso quinto, que pasa a ser sexto nuevo, la palabra “mayor”, por la palabra “adolescente”.

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-Del Ejecutivo, para sustituir en el actual inciso quinto, que pasa a ser sexto nuevo, la palabra “menor”, la segunda y tercera vez que aparecen, por la palabra “adolescente” en ambos casos.

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber, y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-Del diputado Rivas, para reemplazar en el inciso quinto propuesto el guarismo “14” por “16”.

Se rechazó por mayoría de votos (nueve en contra y dos abstenciones).

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvieron los diputados Macaya y Monckeberg.

-Del diputado Macaya, para modificar el inciso quinto propuesto, de la siguiente manera:

a) Para suprimir la expresión “o uno de ellos a su elección, si tuviere más de uno,”.

b) Para intercalar entre la palabra “antecedentes” y la expresión “para”, la voz “relevantes”.

c) Para introducir entre la expresión “menor” y “deberá”, la voz “previa denuncia”.

Se rechazó por mayoría de votos (dos votos a favor, ocho en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Macaya y Monckeberg.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvo el diputado Rathgeb.

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para agregar en el inciso quinto propuesto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“En este último caso, y el establecido en el inciso precedente operaran los procedimientos de protección de víctimas menores de edad dispuestos en el Código Procesal Penal y lo dispuesto en el Titulo IV, Párrafo primero, de la aplicación judicial de medidas de protección de los derechos de los niños, niñas o adolescentes contemplados en la Ley 19.968 que crea los Tribunales de Familia. Estas medidas estarán destinadas a su recuperación integral y a la revinculación familiar de acuerdo al interés superior del niño.”.

Se rechazó por mayoría de votos (tres votos a favor, siete en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Castro, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Macaya, Rathgeb y Turres.

Se abstuvo el diputado Monckeberg.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para agregar en el inciso quinto propuesto, luego de la frase “deberá ser informado de su decisión”, la frase “por cualquiera de los integrantes del equipo de salud.”
Se rechazó por mayoría de votos (nueve en contra y dos abstenciones).

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Macaya, Monckeberg, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvieron las diputadas Girardi y Hernando.

Al sexto inciso (que ha pasado a ser séptimo).

-Del diputado Monckeberg, para sustituir el inciso sexto, por el siguiente:

“El prestador de salud deberá entregarle a la mujer información veraz sobre las características de la prestación médica según lo establecido en los artículos 8º y 10 de la ley N° 20.584. Con todo, el prestador de salud deberá siempre entregar a la mujer información detallada, suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito sobre las alternativas a la realización de la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de acompañamiento, en especial al que se refiere el inciso siguiente, debiendo certificarse dicha circunstancia.”
Se rechazó por mayoría de votos (dos a favor, siete en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor los diputados Macaya y Monckeberg.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Se abstuvieron los diputados Rathgeb y Turres.

-Del Ejecutivo para sustituir en el actual inciso sexto, que pasa a ser séptimo nuevo, la oración “En cualquier caso, el prestador de salud deberá entregar a la mujer la información por escrito sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible.”, por la siguiente:

“Asimismo, deberá entregarle información escrita sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible. Le ofrecerá también acompañarla tanto en su proceso de discernimiento, como durante el período posterior a la toma de decisión, lo cual incluye el tiempo posterior al parto o la interrupción del embarazo. Este acompañamiento sólo podrá realizarse en la medida que la mujer lo autorice, deberá ser personalizado y respetuoso de su libre decisión. En el caso del numeral 3), se proveerá a la mujer de la información necesaria para que pueda presentar su denuncia. En ninguno de los tres casos la información estará destinada a influir en la voluntad de la mujer.”.

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor, tres en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg y Turres.

Se abstuvo el diputado Rathgeb.

-Del diputado Macaya, para sustituir la frase “incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible.” por “incluyendo la de programas de acompañamiento disponible, debiendo esperar un plazo de tres días para tomar la decisión tratándose de los casos 2) y 3) del presente artículo.”
Se rechazó por mayoría de votos (dos a favor, seis en contra y tres abstenciones).

Votaron a favor los diputados Macaya y Monckeberg.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Silber y Torres.

Se abstuvieron los diputados Hernando, Rathgeb y Turres.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso sexto propuesto, la frase “la de programas de apoyo social y económico disponible.”, por “la consejería como parte del modelo de salud, los programas de apoyo social, psicológico y económico disponible en las políticas públicas.”
El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación porque genera gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado.

-De las diputadas Carvajal y Hernando y de los diputados Espinosa, Jarpa, Meza, Monsalve, Núñez, Robles, y Silber, para agregar en el inciso sexto entre las palabras “apoyo social” y “económico” la siguiente frase: “procedimientos para ceder en adopción y apoyo.”.

Se rechazó por mayoría de votos (seis en contra y cinco abstenciones).

Votaron en contra los diputados Cariola, Fernández, Girardi, Macaya, Monckeberg y Turres.

Se abstuvieron los diputados Castro, Hernando, Rathgeb, Silber y Torres.

-De la diputada Rubilar, para modificar el inciso sexto propuesto, en el siguiente sentido:

a) Para intercalar entre las palabras “información” y “por escrito”, la expresión “verbal”.

b) Para agregar después del punto final del inciso (.), que pasa a ser punto seguido la frase “No obstante lo anterior, el equipo médico deberá asegurarse que la mujer; comprende todas las alternativas que tiene al procedimiento de interrupción, antes que este se lleve a cabo y que no sufre coacción de ningún tipo en su decisión.”
Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor, dos en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Monckeberg y Turres.

Se abstuvieron los diputados Macaya y Rathgeb.

-De la diputada Girardi, para agregar en el inciso sexto propuesto, entre la palabra “programas” y la preposición “de”, la expresión “públicos”.

El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación porque genera gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado.

Al séptimo inciso (que ha pasado a ser octavo).

-Del Ejecutivo, para reemplazar el inciso séptimo que señala: “En ninguno de los tres casos la información estará destinada a influir en la voluntad de la mujer.”, por el siguiente inciso final nuevo:

“Para estos efectos, los deberes y obligaciones a que se refiere el inciso anterior complementarán el Sistema Intersectorial de Protección Social y se cumplirán en el marco de un sistema de acompañamiento del Estado, coordinado en forma interministerial.”. 

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación, las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cuatro a favor, y siete en contra).

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-Del diputado Macaya, Monckeberg y Rubilar, para suprimir el inciso séptimo propuesto.

-De los diputados Rincón y Silber, para reemplazar el inciso final (inc 7°) del artículo 119 del Código Sanitario agregado por los siguientes:

“En cualquier caso, el prestador de salud estará obligado a entregar, mediante una instancia de consejería obligatoria y por escrito, información sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la existencia de programas de apoyo social y económico disponibles que permitan a la mujer tomar una decisión informada. Para ofrecer dicha consejería, los prestadores de salud podrán establecer convenios con organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la prevención y acompañamiento del embarazo vulnerable

Esta consejería deberá además informar a la mujer sobre las características de la interrupción del embarazo y de los riesgos inherentes a dicha práctica. Asimismo, le informará respecto a la posibilidad de dar su hijo en adopción.

En particular, este procedimiento deberá constituirse como un apoyo psicológico y social a la mujer, para contribuir, de manera disuasiva, a superar las causas que puedan inducirla a la interrupción del embarazo garantizando que ella disponga de la información para la toma de una decisión consciente y responsable.”
-o-
Del diputado Monckeberg, para introducir un inciso final nuevo en los siguientes términos: 

“El Ministerio de Salud y el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género deberán elaborar un programa de atención especial para los casos de embarazos vulnerables, en especial el de peligro de muerte de la madre, malformaciones congénitas letales y violación. Éste deberá incorporar un apoyo integral para la mujer embarazada y su familia, cuando corresponda, incluyendo apoyo de diagnóstico y terapéutico, prenatal y posnatal, la inclusión de cuidados paliativos neonatales, la orientación necesaria y las alternativas concretas para hacer efectivo el procedimiento de adopción a que se refiere el artículo 10 de la Ley N° 19620 que dicta normas sobre adopción de menores. Además, deberá contener al menos lo siguiente:

a) Apoyo psicológico durante todo el proceso.

b) Seguimiento y evaluación post parto. 

c) Subsidio económico durante todo el proceso.

d) Apoyo legal y psiquiátrico tratándose de la causal 2).

e) Confirmación del diagnóstico médico tratándose de la causal 1). 

f) Apoyo educacional tratándose de menores de 18 años.” 

El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación porque genera gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado.

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco, para agregar un nuevo inciso final al artículo 119 del Código Sanitario propuesto:

“Sin perjuicio de lo anterior, toda mujer, niña o adolescente que se encuentre en alguna de las situaciones reguladas en los incisos anteriores, podrán acceder voluntariamente al programa de acompañamiento que se implementará por la autoridad competente, con el objetivo de entregarle apoyo psicosocial, cualquiera sea la decisión que ella tome, por un periodo comprendido desde que se constata el estado de embarazo hasta los seis meses posteriores a la interrupción voluntaria del embarazo o del parto, dependiendo del caso que se trate.”
El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación porque genera gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado.

Numeral 2.-

El texto del mensaje propone introducir una artículo 119 bis al Código Sanitario, con el objeto de establecer que para la procedencia de una intervención en los dos primeros casos contemplados en el artículo 119 de este mismo cuerpo legal (riesgo de la madre e incompatibilidad del feto o embrión con la vida extrauterina) se requerirá el diagnóstico escrito de un médico cirujano, ratificado por el diagnóstico escrito y previo de otro médico cirujano.

Al primer inciso.

-Del Ejecutivo, para sustituir en el inciso primero, la oración, “Para realizar la intervención en los casos que autorizan los numerales 1) y 2) del artículo anterior, se deberá contar con el diagnóstico escrito de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), también en forma escrita y previa.”, por las siguientes:

“Para realizar la intervención en los casos que autorizan los numerales 1) y 2) del artículo anterior, se deberá contar con un diagnóstico y con la ratificación del mismo. La ratificación en el caso del numeral 2) deberá realizarse por el o la médico (a) que detente las habilidades específicas requeridas. Todo diagnóstico y ratificación deberá constar por escrito y realizarse en forma previa.”.

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación, las demás indicaciones, sin mayor discusión, por mayoría de votos (cuatro a favor, y siete en contra).

Las indicaciones rechazadas son las siguientes:

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el inciso primero del artículo 119 bis del Código Sanitario agregado por el Proyecto de Ley, por el siguiente:

“Para realizar la intervención en el caso que autoriza el numeral 1) del artículo anterior, se deberá contar con el diagnóstico escrito de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), también en forma escrita y previa. Para el caso del numeral 2) se deberá contar con el diagnóstico escrito de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), con las competencias suficientes y necesarias para efectuarla, también en forma escrita y previa En caso de que se requiera una intervención médica inmediata e impostergable, podrá prescindirse de la ratificación. Tratándose del diagnóstico de un embarazo ectópico no se requerirá la ratificación para interrumpir el embarazo.”
-De la diputada Rubilar, para modificar el punto 2 del artículo 1º del proyecto de ley en el siguiente tenor:

a) agréguese entre las frases “médico (a) cirujano (a),” y “también”, la siguiente frase “con experiencia acreditada de al menos 5 años en medicina materno fetal”
b) Reemplácese el punto seguido (.) entre las frases “escrita y previa” y “En caso de”, por la frase “, garantizándose el acceso a los exámenes diagnósticos correspondientes.”
-Del diputado Monckeberg, para reemplazar la expresión “un(a) médico(a) cirujano(a)” por “un médico especialista en medicina materno-fetal”.

-Del diputado Monckeberg, para sustituir la frase “otro(a) médico(a) cirujano(a)” por “un médico especialista en medicina materno-fetal”.

-De la diputada Carvajal y el diputado Monsalve, para sustituir en el artículo 1°número 2), la frase “de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), también en forma escrita y previa.” por la siguiente frase: “de un médico especialista o en su defecto por el diagnóstico de un médico general ratificado por un especialista mediante Telemedicina. En ambos casos la gestante deberá contar con los exámenes exigidos por la práctica médica y la certificación del Diagnóstico deberá ser escrita y previa.”.

-Del diputado Macaya, para reemplazar la palabra “cirujano(a)” las dos veces que aparece redactada por “especialista”.

Al segundo inciso.

-Del diputado Macaya, para intercalar entre la voz “constituyen” y el punto seguido (.), la expresión “y la edad gestacional”.

Se aprobó por mayoría de votos (ocho a favor, uno en contra y 2 abstenciones).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Macaya, Silber y Torres.

Votó en contra la diputada Turres.

Se abstuvieron los diputados Monckeberg y Rathgeb.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación (uno a favor, ocho en contra y dos abstenciones), las siguientes dos indicaciones:

-De los diputados Mirosevic, Boric, y Jackson, para agregar en el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1, que introduce un artículo 119 bis nuevo en el Código Sanitario, a continuación del punto seguido(.) que se elimina, la siguiente frase “siendo suficiente para ello la declaración jurada realizada por la mujer.”
-De las diputadas Cicardini, Pacheco y Pascal y del diputado Castro, para agregar en el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1, que introduce un artículo 119 bis nuevo en el Código Sanitario, a continuación del punto seguido(.) que se elimina, la siguiente frase “siendo suficiente para ello la declaración jurada realizada por la mujer.”.
-o-
-Del diputado Monckeberg, para incorporar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“El médico que elabore o ratifique el diagnóstico al que se refiere el inciso anterior a sabiendas de que es incorrecto, injustificado, que contiene datos falsos o incompletos, o que no cuenta con un grado suficiente de certeza exigible para esta clase de diagnóstico, será sancionado con penas de presidio menor en su grado medio a máximo.

Si el diagnóstico es utilizado para realizar un aborto de conformidad con lo que establece el artículo 119 la pena será aumentada en un grado.

Si el médico elabora o ratifica dicho diagnóstico con negligencia culpable, y este es utilizado para realizar un aborto de conformidad con lo que establece el artículo 119, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo”.

Se rechazó por mayoría de votos (tres a favor, seis en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor los diputados Macaya, Monckeberg y Rathgeb.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Silber y Torres.

Se abstuvieron los diputados Hernando y Turres.

-Del diputado Monckeberg, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En caso de que en virtud de la intervención médica a que se refiere el artículo anterior, el feto nazca vivo, los facultativos deberán realizar todo aquello que sea necesario para proteger y asegurar la vida del niño o niña. El Estado deberá garantizar todos los medios sociales, médicos, económicos, alimenticios y otros que sean indispensables para el mayor bienestar material y espiritual del niño o niña. El Ministerio de Salud y el Ministerio de Justicia a través de un reglamento dictado al efecto regulará la forma de hacer efectiva la protección, velando siempre por el interés superior del niño o niña.”.

El Presidente de la Comisión, declaró inadmisible la indicación porque genera gastos para el erario nacional, siendo por tanto una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por referirse a aspectos que inciden en la administración financiera el Estado.
-o-
-Del Ejecutivo, para intercalar los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:

“En el caso de que la solicitante sea una niña o adolescente menor de 18 años, los Jefes(as) de establecimiento hospitalario o de clínicas particulares donde se solicita la interrupción, procederán de oficio conforme al artículo 369 del Código Penal y los artículos 175, letra d), y 200, del Código Procesal Penal.

Cuando la mujer sea mayor de edad, los Jefes(as) de establecimiento hospitalario o de clínicas particulares deberán poner en conocimiento del Ministerio Público la invocación de la tercera causal, con la finalidad de que se investigue el delito de violación, previa ratificación de la mujer.”.

Se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación (cuatro a favor y siete en contra), las siguientes dos indicaciones:

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para agregar el siguiente inciso final al artículo 119 bis del Código Sanitario modificado por el proyecto de ley por el siguiente:

“De igual forma, el equipo referido tendrá la obligación, en el caso de la mujer mayor de 18 años, de formalizar la denuncia del delito ante Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile y o el Ministerio Público, para la percusión penal del mismo, según las normas de los artículos 175 y 200 del Código Procesal Penal.”
-De la diputada Rubilar, para reemplazar en el inciso final del numeral 2 del artículo 1°, del mensaje la frase “un equipo de salud, especialmente conformado para estos efectos, evaluará e informará la concurrencia de los hechos que la constituyen.” Por la siguiente: “se deberá exigir, para dar por certificada la causal, la denuncia previa y/o el examen médico legal físico o sicológico según corresponda.”
-o-
-De la diputada Carvajal y el diputado Monsalve, para agregar al artículo 1° número dos inciso final luego del punto final (.), lo siguiente: “La denuncia del delito de violación realizada ante la autoridad correspondiente o el informe que acredite la violación serán respaldo suficiente para permitir el procedimiento de interrupción voluntaria del embarazo.”
Se rechazó por mayoría de votos (tres a favor, seis en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor las diputadas Girardi y Hernando y el diputado Silber.

Votaron en contra los diputados Castro, Fernández, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Se abstuvieron los diputados Cariola y Torres.

Numeral 3.-

Tiene por objeto incorporar un artículo 119 ter al Código Sanitario, a fin de considerar la figura de la “objeción de conciencia” y el mecanismo para alegarla, por parte del médico cirujano que así lo estime, cuando sea requerido para interrumpir el embarazo por algunas de las causales que contempla el artículo 119 del mismo cuerpo legal.

Respecto de este numeral, la diputada Turres hizo reserva de constitucionalidad.

Al primer inciso.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

-De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el artículo 119 ter del proyecto de ley:

“Artículo 119 ter. Tanto el (la) médico(a) cirujano, como todos los integrantes del equipo médico que sean requeridos(as) para interrumpir el embarazo en las causales descritas en el artículo 119, podrán abstenerse de realizarlo cuando hubieren manifestado su objeción de conciencia al(la) Director del establecimiento de salud, en forma escrita y previa. El establecimiento tendrá la obligación de reasignar otro médico(a) cirujano(a) con su respectivo equipo de salud a la paciente o de derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quienes no hayan manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios a fin de garantizar una efectiva objeción de conciencia a todo el personal que la invoque.

Asimismo, el (la) médico(a) cirujano(a) junto al personal de salud que hayan manifestado objeción en conciencia y que fueren requeridos para interrumpir un embarazo, tienen la obligación de informar de inmediato al Director(a) del establecimiento de salud que la mujer requirente debe ser derivada.

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para reemplazar el artículo 119 ter propuesto, por el siguiente:

“Artículo 119 ter. El (la) médico(a) cirujano(a) que sea requerido(a) para interrumpir el embarazo en las tres causales descritas en el artículo 119, podrá abstenerse de realizarlo cuando su declaración de objeción de conciencia expresada en forma previa, escrita y fundada haya sido declarada ante el Director(a) del establecimiento de salud. El Director (a) del establecimiento tendrá la obligación inmediata de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente, Sólo en casos debidamente calificados, el Director(a) podrá derivarla en forma inmediata para que el procedimiento sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción.

El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para asegurar la atención médica de las pacientes que requieren la interrupción de su embarazo, en conformidad a los artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal v en ningún caso puede ser invocada por una institución, por lo que cada establecimiento de salud deberá organizar el equipo médico mínimo, de tal manera de contar con el personal no obietor para que se asegure la atención de las mujeres que lo requieran.”.

-Del diputado Monckeberg, para sustituir, el inciso primero del artículo 119 ter, por el siguiente:

“Artículo 119 ter. La interrupción del embarazo en los casos previstos en el artículo 119 sólo podrá practicarse en establecimientos de salud públicos y en aquellos de propiedad privada que, previa petición expresa de sus representantes legales, hayan sido autorizados especialmente para ello por resolución del Ministerio de Salud. Esta resolución determinará el plazo de vigencia, que no podrá exceder de cinco años, vencido el cual sólo podrá renovarse a petición expresa de los representantes de la respectiva institución.

El Presidente de la Comisión, las declaró inadmisibles porque establecen funciones para el Ministerio de Salud, siendo ello una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

-De la diputada Rubilar, para reemplazar en artículo 119 ter, punto 3 del artículo 1º del proyecto de ley, las frases: “El(la) médico(a) cirujano(a)” por la siguiente: “Cualquier profesional de salud”, en todos sus incisos.

Se rechazó por mayoría de votos (dos a favor, cuatro en contra y cinco abstenciones).

Votaron a favor los diputados Hernando y Monckeberg.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández y Turres.

Se abstuvieron los diputados Girardi, Macaya, Rathgeb, Silber y Torres.

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para intercalar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, entre las palabras “interrumpir” y “el embarazo”, la expresión “directamente”.

Se rechazó por mayoría de votos (nueve en contra y dos abstenciones).

Votaron en contra los diputados Cariola, Girardi, Hernando, Macaya, Monckeberg, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Se abstuvieron los diputados Castro y Fernández.

-De la diputada Cariola, para intercalar en el inciso primero del artículo 119 ter entre las expresiones “o de” y el verbo “derivarla” la siguiente frase: “y sólo en caso de que en el referido establecimiento de salud no exista un(a) facultativo(a) que no haya realizado la manifestación de objeción de conciencia, deberá”.

Se aprobó el inciso primero del artículo 119 ter original del mensaje con la indicación propuesta, por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal para reemplazar, en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, el primer punto seguido por coma, agregando lo siguiente: “, todo ello sin perjuicio del deber del médico(a) de ofrecer a la paciente asistencia sanitaria oportuna y adecuada.”
Se rechazó por mayoría de votos (uno a favor, siete en contra y tres abstenciones).

Votó a favor la diputada Fernández,

Votaron en contra los diputados Cariola, Hernando, Macaya, Monckeberg, Rathgeb, Silber y Turres.

Se abstuvieron los diputados Castro, Girardi y Torres,

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal para transformar el punto aparte del inciso primero del artículo 119 ter propuesto, en punto seguido, y agregar la siguiente disposición: “Los establecimientos médicos no podrán discriminar en potenciales contrataciones de médicos objetores de conciencia.”
Se rechazó por mayoría de votos (tres a favor, siete en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Castro, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Cariola, Girardi, Hernando, Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Se abstuvo la diputada Fernández.

-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para reemplazar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase: “El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para le ejecución de la objeción de conciencia.” por “El Ministerio de Salud deberá velar que las pacientes derivadas reciban, durante ese proceso, asistencia sanitaria oportuna y adecuada.”
-Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco para reemplazar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase: “El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia.” por “El Ministerio de Salud deberá velar los establecimientos de salud mantengan como parte integrante de su personal o a través de proveedores externos médicos no objetores de conciencia a los que derivar a los pacientes. 

Además dictará los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de consciencia.”.

-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase “en forma escrita y previa. El establecimiento tendrá la obligación de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente o de derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia.” por “en forma previa, escrita y fundada. Este(a), luego de declarar la suficiencia de la obligación tendrá la obligación inmediata de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para asegurar la atención médica de las pacientes que requieren la interrupción de su embarazo en conformidad a los artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y en ningún caso puede ser invocada por una institución, por lo que cada establecimiento de salud deberá organizar el equipo médico mínimo de manera de contar con el personal no objetor que asegure la atención de las mujeres que lo requieran.”.

El Presidente de la Comisión, las declaró inadmisibles porque establecen funciones para el Ministerio de Salud, siendo ello una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Al inciso segundo.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

-De la diputada Cariola, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 119 ter nuevo, las expresiones “debe ser derivada” por la frase “debe ser atendida oportunamente de conformidad a la ley y los protocolos establecidos al respecto.”
-De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso segundo del numeral 3 del artículo 1, que introduce un artículo 119 ter nuevo en el Código Sanitario, la frase “requirente debe ser derivada” por “debe ser atendida oportunamente correspondiendo a la dirección la definición inmediata del procedimiento de atención que la mujer requiere”.

El Presidente de la Comisión, las declaró inadmisibles porque establecen funciones para un servicio público, siendo ello una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

-Del diputado Monckeberg, para reemplazar el inciso segundo del artículo 119 ter, por el siguiente:

“En todos los establecimientos de salud que estén habilitados para practicar la interrupción del embarazo en los casos del artículo 119, deberá reconocerse el derecho de toda persona que por su función sea requerida para practicarla o colaborar en su realización, a abstenerse de hacerlo, si hubiere manifestado por escrito objeción fundada en su libertad de conciencia. En tal caso, deberá informar de inmediato al Director, para que éste disponga las medidas necesarias para atender al requerimiento de la mujer que desea interrumpir su embarazo”.

Se rechazó por mayoría de votos (dos a favor, cuatro en contra y cinco abstenciones).

Votaron a favor los diputados Macaya y Monckeberg.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández y Turres.

Se abstuvieron los diputados Girardi, Hernando, Rathgeb, Silber y Torres.

Se aprobó por mayoría de votos, el texto original de este inciso, propuesto en el mensaje (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Al inciso tercero.

-Del diputado Monckeberg, para eliminar el inciso tercero del artículo 119 ter propuesto.

Se rechazó por mayoría de votos (tres a favor, seis en contra y dos abstenciones).

Votaron a favor los diputados Macaya, Monckeberg y Rathgeb.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando y Torres.

Se abstuvieron los diputados Silber y Turres.

Se aprobó por mayoría de votos, el texto original de este inciso, propuesto en el mensaje (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-o-

-Del diputado Monckeberg, para incorporar un nuevo numeral en los siguientes términos: 

“4) Introdúcese el siguiente artículo 119 quater, nuevo: “Queda estrictamente prohibida la publicidad sobre la oferta de centros, establecimientos, o servicios médicos o de medios, prestaciones técnicas o procedimientos para la práctica de la interrupción del embarazo en las causales 1) y 2) del artículo 119.Todas las prestaciones de servicios sanitarios que tengan por objeto la interrupción del embarazo en los casos previstos en artículo 119 deberán ser gratuitas y practicadas en establecimientos públicos o privados constituidos como personas sin fines de lucro.

El cuerpo del embrión o feto, así como los demás restos biológicos, serán inhumados o incinerados. Su entrega con otros propósitos, a título gratito u oneroso será sancionada con la pena de presidio menor en su grado medio e inhabilitación perpetua para cargo u oficio público o profesión titular.”.
El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, porque establece funciones para un servicio público, siendo ello una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República. Reclamada ésta y en virtud de lo dispuesto en el artículo 25, inciso primero de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, se procedió a votar la resolución del Presidente, cuyo resultado la confirmó por mayoría de votos (siete a favor, tres en contra y una abstención).

Votaron a favor de la inadmisibilidad los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra de la inadmisibilidad los diputados Macaya, Monckeberg y Rathgeb.

Se abstuvo la diputada Turres.

Artículo 2°.-

Tiene por objeto introducir modificaciones en el Código Penal, a fin de establecer la despenalización del aborto, en los casos contemplados en el artículo 119 del Código Sanitario.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

Numeral 1.-

-De los diputados Farcas, Girardi, Jarpa, Meza, y Pacheco, para reemplazar el artículo 344, por el siguiente:

“Artículo 344. La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en su grado mínimo.

No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”.

-De los diputados Farcas, Jarpa, Meza, y Pacheco, en subsidio de la indicación anterior y para el caso que se rechazada, para reemplazar el artículo 344, por el siguiente:

“Artículo 344. La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en sus grados mínimos a medio.

No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”
El Presidente de la Comisión, las declaró inadmisibles por no corresponder a las ideas matrices el rebajar las penas aplicadas al aborto realizado fuera de los casos contemplados en el artículo 119 del Código Sanitario.

Se aprobó por mayoría de votos, el texto original de este numeral, propuesto en el mensaje (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Numeral 2.-

Se aprobó por mayoría de votos, el texto original de este numeral, propuesto en el mensaje (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.
-o-
-Del diputado Rivas, para agregar un numeral 3, nuevo, del siguiente tenor:

“3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis. La mujer que, aprovechando lo dispuesto en el artículo 119 del Código Sanitario, solicitase la realización de un aborto a sabiendas de la no concurrencia de alguna de las causales que dicha norma enumera, será sancionada con la pena dispuesta en el inciso primero del artículo 344 en el caso de verificarse el mismo. El facultativo que, también a sabiendas, realizase el aborto, será castigado con la pena dispuesta en el artículo 345.”.”.

Se rechazó por mayoría de votos (siete en contra y cuatro abstenciones).

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Macaya, Silber y Torres.

Se abstuvieron los diputados Hernando, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

-Del diputado Silber para agregar un numeral 3, nuevo, del siguiente tenor:

“3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis.- El que facilitare o proporcionare a otro, cualquier órgano, tejido o fluido humano proveniente de aborto o interrupción del embarazo, será penado con presidio menor en su grado máximo y en el caso de los facultativos médicos, se impondrá la pena accesoria de inhabilitación especial del ejercicio de la profesión durante el tiempo de la condena. 

Cuando la conducta señalada en el inciso anterior fuere realizada por un facultativo médico en los casos de interrupción del embarazo autorizados por tribunales, la pena se aumentará en un grado y se impondrá la accesoria de inhabilitación especial perpetua para el ejercicio de la profesión.”.”.
Se aprobó por mayoría de votos (diez a favor y uno en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Girardi, Hernando, Macaya, Monckeberg, Rathgeb, Silber, Torres y Turres.

Votó en contra la diputada Fernández.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entiende rechazada, por igual votación (uno a favor y diez en contra), la siguiente indicación:

-De la diputada Cariola y Hernando y de los diputados Castro, Monsalve, Silber y Torres, para agregar un numeral 3, nuevo, del siguiente tenor:

“3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis.- El que con ánimo de lucro facilitare o proporcionare a otro, cualquier órgano, tejido o fluido humano proveniente de aborto o interrupción del embarazo, será penado con presidio menor en su grado máximo y en el caso de los facultativos médicos, se impondrá la pena accesoria de inhabilitación especial del ejercicio de la profesión durante el tiempo de la condena. 

Cuando la conducta señaladas en el inciso anterior fuere realizadas por un facultativo médico en los casos de interrupción del embarazo autorizados por tribunales, la pena se aumentará en un grado y se impondrá la accesoria de inhabilitación especial perpetua para el ejercicio de la profesión.”.”.
Artículo 3°.-

Tiene por objeto introducir modificaciones al Código Procesal Penal, para adaptarlo a la despenalización del aborto en el caso de las causales del artículo 119 del Código Sanitario, especialmente en lo que dice relación con la denuncia obligatoria y las lesiones corporales.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

-De la diputada Rubilar, para suprimir el artículo 3º del proyecto de ley.
Se rechazó por mayoría de votos (cuatro a favor, seis en contra y una abstención).

Votaron a favor los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Votaron en contra los diputados Castro, Cariola, Fernández, Hernando, Silber y Torres.

Se abstuvo la diputada Girardi.

Numeral 1.-

-Del Ejecutivo, para sustituir en el número 1) la frase “el artículo 344 del Código Penal”, por la siguiente oración “los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal”.

Se aprobó el numeral 1.- original del mensaje con esta indicación, por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación (cuatro a favor y siete en contra), las siguientes indicaciones:

-Del diputado Monckeberg, para eliminar el número 1) del artículo 3° del proyecto.

-De los diputados Rincón y Silber, para reemplazar el literal d) del artículo 175 del Código Procesal Penal modificado por el Proyecto de Ley por el siguiente:

“d) Los jefes de establecimientos hospitalarios o de clínicas particulares y, en general, los profesionales en medicina, odontología, química, farmacia y de otras ramas relacionadas con la conservación o el restablecimiento de la salud, y los que ejercieren prestaciones auxiliares de ellas, que notaren en una persona o en un cadáver señales de envenenamiento o de otro delito, con excepción del establecido en el artículo 344 del Código Penal, en relación con el artículo 119, numerales 1 y 2, del Código Sanitario, y”.

Numeral 2.-

-Del Ejecutivo, para sustituir en el número 2) la frase “el artículo 344 del Código Penal”, por la siguiente oración “los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal”.

Se aprobó el numeral 2.- original del mensaje con esta indicación, por mayoría de votos (siete a favor y cuatro en contra).

Votaron a favor los diputados Castro, Cariola, Fernández, Girardi, Hernando, Silber y Torres.

Votaron en contra los diputados Macaya, Monckeberg, Rathgeb y Turres.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación se entendieron rechazadas, por igual votación (cuatro a favor y siete en contra), las siguientes indicaciones:

-Del diputado Monckeberg, para eliminar el número 2) del artículo 3° del proyecto

-De los diputados Rincón y Silber, para agregar en el artículo 200 del Código Procesal Penal, modificado por el proyecto de ley, tras el punto seguido (.) ubicado luego de la palabra “encontrado” por una coma (,) la siguiente frase: “con excepción del establecido en el artículo 344 del Código Penal, en relación con el artículo 119, numerales 1 y 2, del Código Sanitario”.
-o-
-Del diputado Rivas, para reemplazar el artículo 19 N° 1 de la Constitución Política, por el siguiente:

“La ley protege la vida del que está por nacer, sin perjuicio de aquellas excepciones que el legislador pueda disponer para casos específicos”.
El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación por proponer la incorporación de normas de reforma constitucional, conjuntamente con normas de ley, de conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 15 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Del diputado Rivas, para agregar el siguiente inciso tercero al artículo 75 del Código Civil:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la ley podrá autorizar la interrupción de un embarazo en los casos que ésta determine”.
El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación por no corresponder a las ideas matrices del proyecto de ley.
III. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

Artículos rechazados.

No existen artículos en tal sentido.

Indicaciones rechazadas.

Artículo1°.-

Numeral 1).-

Al primer párrafo del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje.

1.- De la diputada Rubilar, para reemplazar el artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por lo siguiente:

“Art. 119. No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto, a excepción de:”
2.- Del diputado Monckeberg, para introducir un inciso primero nuevo en el artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por lo siguiente:

“Artículo 119. Se encuentra prohibido todo acto cuyo fin sea causar la muerte directa del no nacido. No están prohibidos los actos médicos encaminados a salvar la vida de la madre en los que se cause la muerte del feto como un efecto no querido o colateral.”.

3.- Del diputado Macaya, para reemplazar en el artículo 1°, numeral 1, inciso primero, la palabra “cirujano(a)” por “especialista”.

A la primera causal (interrupción del embarazo en caso de riesgo vital de la mujer) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje. 

4.- Del diputado Monckeberg, para suprimir el numeral 1 del artículo 119 del Código Sanitario propuesto. 

5.- Del diputado Rivas, para reemplazar el numeral 1 del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“1) La mujer se encuentre en un riesgo vital actual de tal naturaleza que sólo la interrupción del embarazo permita salvar su vida”.

6.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario contenido en el mensaje, por el siguiente:

“1) La mujer se encuentre en riesgo vital real sin esperar que este sea inminente. El médico cirujano intervendrá de manera oportuna a la mujer sin mediar espera alguna si el peligro de muerte es efectivo.”
7.- De la diputada Cariola, para sustituir el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“1) El embarazo implique un grave riesgo o daño para la vida o la salud de la mujer.”
8.- Del diputado Macaya, para sustituir el numeral 1, del artículo 119 propuesto, por el siguiente:

“1) Exista un grave peligro de vida de la madre y que la muerte del que está por nacer sea una consecuencia indirecta para evitar el fallecimiento de ésta.”
9.- Del diputado Castro, para sustituir el numeral 1) del artículo 119, por el siguiente:

“1) Considerando las condiciones vitales presentes y futuras de la mujer, la interrupción del embarazo se encuentra médicamente indicada para evitar un peligro para la vida de la mujer embarazada o un peligro de grave afectación de su salud corporal o mental;

10.- De la diputada Girardi, para eliminar en el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto la frase “presente o futuro,”.

11.- De la diputada Rubilar, para eliminar en el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto la frase “presente o futuro,”.

12.- De la diputada Carvajal y del diputado Monsalve, para reemplazar en la causal 1) propuesta la frase “La mujer se encuentre en riesgo vital presente o futuro,” por la siguiente: “La gestante presente una enfermedad de base o concomitante a dicha condición, agravada por el embarazo poniendo en riesgo su vida durante el embarazo, el parto o el puerperio,”
13.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para modificar la causal 1) del artículo 119 del Código Sanitario nuevo, de la siguiente manera:

a) Elimínese la palabra “vital,”
b) Agréguese luego de “futuro” una coma además de la siguiente frase: “de vida o salud,”
c) Sustitúyase “su vida” por “estos”.

d) Agréguese un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: “Se entenderá que existe riesgo vital o para la salud en todos los casos de embarazos de niñas o adolescentes.”
14.- De las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para sustituir el numeral 1) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el siguiente:

“1) La mujer encuentre en riesgo, presente o futuro, su vida o salud, de modo que la interrupción del embarazo evite dicho peligro.”
A la segunda causal (interrupción del embarazo en caso de inviabilidad fetal extrauterina) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje. 

15.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el numeral 2) del artículo 119 de Código Sanitario contenido en el mensaje, por el siguiente:

“2) El embrión o feto padezca una malformación letal.”
16.- De la diputada Cariola, para sustituir el numeral 2) del nuevo artículo 119 del Código Sanitario propuesto, por el siguiente:

“2) El embrión o feto sea diagnosticado con una enfermedad letal o embriopatía que sea incompatible con la vida extrauterina.”
17.- De las diputadas Cicardini, Fernandez, Pacheco y Pascal, al numeral 2) de art. 119.-

“2) El embrión o feto que presente o tenga condiciones incompatibles con la vida extrauterina.”
18.- De la diputada Rubilar, para reemplazar en el numeral 2 del punto 1 del artículo 1º del proyecto de ley la frase “alteración estructural” por “malformación letal”.

19.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para sustituir en la causal 2 del artículo 119 del Código Sanitario nuevo, la frase “padezca una alteración estructural congénita o genética incompatible” por “presente condiciones incompatibles”
20.- Del diputado Macaya, para reemplazar la expresión “incompatible con la vida extrauterina” por “que tenga como consecuencia la muerte inmediata en el ámbito extrauterino, acreditada debidamente”.

21.- Del diputado Rivas, para agregar la siguiente oración a continuación del punto aparte del numeral 2 del artículo 119 del Código Sanitario:

“Se entiende excluida de lo dispuesto en este numeral toda aquella alteración congénita o genética que no implique una incompatibilidad con la vida extrauterina, como por ejemplo aquellas que pudieren provocar una reducción o anomalía en el desarrollo de las extremidades o una disminución en la futura capacidad cognitiva del individuo”.

A la tercera causal (interrupción del embarazo en caso de violación de la madre del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje.

Al primer inciso.

22.- De las diputadas Cicardini y Pascal para reemplazar, el numeral 3) propuesto, por el siguiente: 

“3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente.”
23.- De la diputada Girardi, para agregar al numeral 3) entre la palabra “violación” seguida de una coma (,) y la palabra “en”, la siguiente frase: “establecida para los efectos de esta ley”.

24.- Del diputado Macaya, para sustituir la frase “en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre” por “siempre que haya sido denunciado el delito previamente en los términos del artículo 173 del Código Procesal Penal y”.

25.- De las diputada Carvajal y del diputado Monsalve para sustituir en el numeral 3) la frase “la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación”, por la siguiente: “el plazo podrá ser mayor a 12, pero inferior a 18 semanas de gestación, siempre que el equipo médico multidisciplinario certifique un riesgo físico o psicológico grave en la menor.”.

26.- Del Ejecutivo, para sustituir en el numeral 3), la oración “menor de 14 años”, por “niña menor de 14 años”.

27.- Del diputado Rivas, para eliminar la siguiente oración en el numeral 3) propuesto:

“Tratándose de una menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido dieciocho semanas de gestación”.

8.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para modificar el numeral 3) propuesto, de la siguiente forma: 

a) agrégase luego de violación, la frase “o estupro”
b) sustitúyase la palabra “doce” por “dieciocho”
c) sustitúyase el guarismo “14” por “18”
d) agréguese luego de la frase “la interrupción del embarazo”, la frase “por violación o estupro”
e) sustitúyase la palabra “dieciocho” por “veintidós”.

29.- De las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco, para sustituir en el numeral 3) propuesto, el guarismo “doce” por veintidós”.

30.- De las diputadas Cicardini y Pacheco, para reemplazar el numeral 3) propuesto, por el siguiente: (esta indicación está comprendida en parte por la de Mirosevic, Boric y Jackson)

“3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho semanas de gestación. Tratándose de una menor de 18 años, la interrupción del embarazo, por violación, podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de veintidós semanas de gestación.”.

31.- Del diputado Macaya, para intercalar entre la palabra “gestación” y el punto aparte (.) la expresión “certificadas”.

Al tercer inciso (ha pasado a ser cuarto).

32.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Pacheco y Pascal, para reemplazar el inciso tercero propuesto, por el siguiente:

“Tratándose de una menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de sus representantes legales o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno. Cuando por cualquier causa, se niegue o sea imposible obtener la autorización de quien debe prestarla, se deberá estar a la voluntad de la menor, la que podrá solicitar directamente, representada por el Servicio Nacional de Menores o mediante un integrante del equipo de salud u otra persona mayor de edad, la intervención del juez de Familia competente. Ingresada la solicitud, el juez autorizará la interrupción del embarazo en el evento de constatar la edad, la gravidez y la voluntad de la menor, lo que se realizará en una única audiencia, que se fijará dentro de las 48 horas siguientes a la recepción de la solicitud, mediante la dictación de una resolución que cite a las partes, en la que el juez podrá decretar todo medio de prueba para acreditar los hechos señalados en la primera parte de este inciso. En esta audiencia deberá ser oída la menor y si se estimare necesario o por una causal de salud incompatible de esta para poder asistir, al integrante del equipo de salud o de la persona adulta que lo autoriza. La resolución deberá ser dictada en la misma audiencia, la que en caso de negativa a la solicitud de interrupción del embarazo, podrá ser impugnada mediante recurso de apelación, el que deberá ser interpuesto en la misma audiencia y remitido el mismo día al Tribunal de Alzada competente, gozando preferencia para su vista y fallo y será agregado extraordinariamente a la tabla el mismo día de su ingreso al tribunal de alzada, o a más tardar a la del día siguiente hábil. Cada Corte de Apelaciones deberá establecer una sala de turno que conozca estas apelaciones en días feriados. La resolución que falla el Recurso de Apelación no será susceptible de Recurso alguno.”
33.- Del diputado Rivas, para reemplazar en el inciso tercero propuesto el guarismo “14” por “16”.

34.- Del diputado Macaya, al inciso tercero, para suprimir la frase “o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno”.

35.- Del diputado Castro, al inciso tercero, para suprimir la frase “o de uno de ellos, a elección de la menor, si tuviere más de uno”.

36.- Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119, los vocablos “a falta” por la siguiente “la negativa injustificada”
37.- Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119, las expresiones “tribunal de familia competente” por la que sigue: “juez con competencia en materia de familia”
38.- Del diputado Castro, para sustituir las veces que aparece en el presente artículo la expresión “menor” por la frase “niña, niño y adolescente”
39.- Del diputado Castro, para reemplazar en el inciso tercero del artículo 119 que sustituye el vigente, la expresión “tribunal autorizará” por la siguiente “juez resolverá”
40.- Del diputado Macaya, para sustituir la frase “para que constate la concurrencia de la causal. El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista” por “para que resuelva respecto de la procedencia de la causal, conforme al artículo 71 y siguientes de la ley N° 19968.”
41.- Del diputado Rincón y Silber, para reemplazar la frase “El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista”, por el siguiente:

“El Tribunal podrá autorizar la interrupción del embarazo, mediante procedimiento simplificado y sin forma de juicio, lo que deberá ser resuelto a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la menor y, si lo estimare, al integrante de éste que la asista o al Servicio Nacional de Menores.” 

42.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para modificar el inciso tercero propuesto, de la siguiente manera: 

a) Sustitúyase la frase “podrá solicitar la intervención del Tribunal de Familia competente para que constate la concurrencia de la causal” por “u otra persona adulta, podrá solicitar directamente la intervención de cualquier tribunal con competencia en materia de familia para que constate la edad de la niña y su intención de interrumpir el embarazo”
b) Agréguese luego de la frase “El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente”, la frase “dejando constancia por escrito en el expediente,”
c) Agréguese luego de la frase: “a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud,” la frase “oyendo a la menor y teniendo a la vista”
d) Elimínese la frase “,oyendo a la menor” por la frase…

e) Sustitúyase la frase: “y, si lo estimare,” por “y solamente si lo estimare estrictamente necesario”, 

f) Agréguese luego de la frase “al integrante de éste” la frase “o la persona adulta”
43.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para agregar al inciso tercero un nuevo inciso cuarto, pasando a ser el cuarto del mensaje inciso quinto y así sucesivamente:

“El Tribunal deberá autorizar siempre la interrupción del embarazo, salvo que:

a) No se acompañen los documentos señalados en el artículo 119 bis.

b) Apareciere claramente que la intención manifestada por la menor no ha sido libre y espontánea.”
44.- De la diputada Girardi, para modificar el inciso tercero propuesto, en el siguiente sentido:

1) Para agregar entre la palabra “tribunal” y “sin”, el siguiente párrafo: “con competencia en materia de familia, para que éste resuelva el asunto sometido a su conocimiento, para lo cual tendrá a la vista lo siguiente:1) comprobante de atención medica que constate embarazo o los antecedentes que le proporcione el equipo de salud; 2) certificado de nacimiento de la solicitante y; 3) declaración simple de la solicitante donde manifieste su voluntad exenta de vicios”.

2) Para eliminar donde aparece actualmente la frase “con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud”.

3) Para reemplazar la frase “de este”, por “del equipo de salud”.

Al cuarto inciso (ha pasado a ser quinto).

45.- Del diputado Macaya, para reemplazar la voz “cirujano(a)” por “especialista”.

46.- Del diputado Macaya, para intercalar entre la palabra “antecedentes” y la expresión “para”, la voz “relevantes”.

47.- Del diputado Rivas, para reemplazar, en el inciso cuarto, el guarismo “14” por “16”.

48.- Del diputado Macaya, para sustituir la frase “, coacción, amenaza o maltrato, o una posible situación de desarraigo o de abandono, se prescindirá de ésta y se solicitará una autorización sustitutiva al Tribunal de Familia competente, el que deberá pronunciarse conforme al procedimiento establecido en el inciso anterior.”, por “de ésta, se procederá conforme al procedimiento establecido en el artículo anterior. Con todo, el juez deberá de oficio iniciar o derivar el conocimiento del asunto de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.066.”
49.- De la diputada Cariola, para reemplazar, en el inciso cuarto propuesto, la expresión “Tribunal de Familia competente”, por la expresión “Tribunal de Familia o Juez con competencia en materia de familia, del domicilio de la solicitante o del lugar del establecimiento de salud”
50.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson, para agregar al inciso cuarto propuesto, la siguiente frase luego del punto final. “Sin perjuicio de ello, la niña menor de 14 años asistida por una persona adulta puede solicitar directamente la referida autorización en caso de encontrarse en dicha situación de riesgo.”
Al quinto inciso (ha pasado a ser sexto).

51.- Del diputado Rivas, para reemplazar en el inciso quinto propuesto el guarismo “14” por “16”.

52.- Del diputado Macaya, para modificar el inciso quinto propuesto, de la siguiente manera:

a) Para suprimir la expresión “o uno de ellos a su elección, si tuviere más de uno,”.

b) Para intercalar entre la palabra “antecedentes” y la expresión “para”, la voz “relevantes”.

c) Para introducir entre la expresión “menor” y “deberá”, la voz “previa denuncia”.

53.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para agregar en el inciso quinto propuesto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“En este último caso, y el establecido en el inciso precedente operaran los procedimientos de protección de víctimas menores de edad dispuestos en el Código Procesal Penal y lo dispuesto en el Titulo IV, Párrafo primero, de la aplicación judicial de medidas de protección de los derechos de los niños, niñas o adolescentes contemplados en la Ley 19.968 que crea los Tribunales de Familia. Estas medidas estarán destinadas a su recuperación integral y a la revinculación familiar de acuerdo al interés superior del niño.”.

54.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para agregar en el inciso quinto propuesto, luego de la frase “deberá ser informado de su decisión”, la frase “por cualquiera de los integrantes del equipo de salud.”
Al sexto inciso (ha pasado a ser séptimo).

55.- Del diputado Monckeberg, para sustituir el inciso sexto, por el siguiente:

“El prestador de salud deberá entregarle a la mujer información veraz sobre las características de la prestación médica según lo establecido en los artículos 8º y 10 de la ley 
N° 20.584. Con todo, el prestador de salud deberá siempre entregar a la mujer información detallada, suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito sobre las alternativas a la realización de la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de acompañamiento, en especial al que se refiere el inciso siguiente, debiendo certificarse dicha circunstancia.”
56.- Del diputado Macaya, para sustituir la frase “incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible.” por “incluyendo la de programas de acompañamiento disponible, debiendo esperar un plazo de tres días para tomar la decisión tratándose de los casos 2) y 3) del presente artículo.”
57.- De las diputadas Carvajal y Hernando y de los diputados Espinosa, Jarpa, Meza, Monsalve, Núñez, Robles, y Silber, para agregar en el inciso sexto entre las palabras “apoyo social” y “económico” la siguiente frase: “procedimientos para ceder en adopción y apoyo.”.

Al séptimo inciso (ha pasado a ser octavo).

58.- Del diputado Macaya, Monckeberg y Rubilar, para suprimir el inciso séptimo propuesto.

59.- De los diputados Rincón y Silber, para reemplazar el inciso final (inc 7°) del artículo 119 del Código Sanitario agregado por los siguientes:

“En cualquier caso, el prestador de salud estará obligado a entregar, mediante una instancia de consejería obligatoria y por escrito, información sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la existencia de programas de apoyo social y económico disponibles que permitan a la mujer tomar una decisión informada. Para ofrecer dicha consejería, los prestadores de salud podrán establecer convenios con organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la prevención y acompañamiento del embarazo vulnerable

Esta consejería deberá además informar a la mujer sobre las características de la interrupción del embarazo y de los riesgos inherentes a dicha práctica. Asimismo, le informará respecto a la posibilidad de dar su hijo en adopción.

En particular, este procedimiento deberá constituirse como un apoyo psicológico y social a la mujer, para contribuir, de manera disuasiva, a superar las causas que puedan inducirla a la interrupción del embarazo garantizando que ella disponga de la información para la toma de una decisión consciente y responsable.”.

Numeral 2.-

Al primer inciso.
60.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el inciso primero del artículo 119 bis del Código Sanitario agregado por el Proyecto de Ley, por el siguiente:

“Para realizar la intervención en el caso que autoriza el numeral 1) del artículo anterior, se deberá contar con el diagnóstico escrito de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), también en forma escrita y previa. Para el caso del numeral 2) se deberá contar con el diagnóstico escrito de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), con las competencias suficientes y necesarias para efectuarla, también en forma escrita y previa En caso de que se requiera una intervención médica inmediata e impostergable, podrá prescindirse de la ratificación. Tratándose del diagnóstico de un embarazo ectópico no se requerirá la ratificación para interrumpir el embarazo.”
61.- De la diputada Rubilar, para modificar el punto 2 del artículo 1º del proyecto de ley en el siguiente tenor:

a) agréguese entre las frases “médico (a) cirujano (a),” y “también”, la siguiente frase “con experiencia acreditada de al menos 5 años en medicina materno fetal”
b) Reemplácese el punto seguido (.) entre las frases “escrita y previa” y “En caso de”, por la frase “, garantizándose el acceso a los exámenes diagnósticos correspondientes.”
62.- Del diputado Monckeberg, para reemplazar la expresión “un(a) médico(a) cirujano(a)” por “un médico especialista en medicina materno-fetal”.

63.- Del diputado Monckeberg, para sustituir la frase “otro(a) médico(a) cirujano(a)” por “un médico especialista en medicina materno-fetal”.

64.- De las diputada Carvajal y el diputado Monsalve, para sustituir en el artículo 1°número 2), la frase “de un(a) médico(a) cirujano(a) y con la ratificación de ese diagnóstico, dada por otro(a) médico(a) cirujano(a), también en forma escrita y previa.” por la siguiente frase: “de un médico especialista o en su defecto por el diagnóstico de un médico general ratificado por un especialista mediante Telemedicina. En ambos casos la gestante deberá contar con los exámenes exigidos por la práctica médica y la certificación del Diagnóstico deberá ser escrita y previa.”.

65.- Del diputado Macaya, para reemplazar la palabra “cirujano(a)” las dos veces que aparece redactada por “especialista”.

Al segundo inciso.

66.- De los diputados Mirosevic, Boric, y Jackson, para agregar en el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1, que introduce un artículo 119 bis nuevo en el Código Sanitario, a continuación del punto seguido(.) que se elimina, la siguiente frase “siendo suficiente para ello la declaración jurada realizada por la mujer.”
67.- De las diputadas Cicardini, Pacheco y Pascal y del diputado Castro, para agregar en el inciso segundo del numeral 2 del artículo 1, que introduce un artículo 119 bis nuevo en el Código Sanitario, a continuación del punto seguido(.) que se elimina, la siguiente frase “siendo suficiente para ello la declaración jurada realizada por la mujer.”.
-o-
68.- Del diputado Monckeberg, para incorporar los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“El médico que elabore o ratifique el diagnóstico al que se refiere el inciso anterior a sabiendas de que es incorrecto, injustificado, que contiene datos falsos o incompletos, o que no cuenta con un grado suficiente de certeza exigible para esta clase de diagnóstico, será sancionado con penas de presidio menor en su grado medio a máximo.

Si el diagnóstico es utilizado para realizar un aborto de conformidad con lo que establece el artículo 119 la pena será aumentada en un grado.

Si el médico elabora o ratifica dicho diagnóstico con negligencia culpable, y este es utilizado para realizar un aborto de conformidad con lo que establece el artículo 119, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo”.
-o-
69.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para agregar el siguiente inciso final al artículo 119 bis del Código Sanitario modificado por el proyecto de ley por el siguiente:

“De igual forma, el equipo referido tendrá la obligación, en el caso de la mujer mayor de 18 años, de formalizar la denuncia del delito ante Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile y o el Ministerio Público, para la percusión penal del mismo, según las normas de los artículos 175 y 200 del Código Procesal Penal.”
70.- De la diputada Rubilar, para reemplazar en el inciso final del numeral 2 del artículo 1°, del mensaje la frase “un equipo de salud, especialmente conformado para estos efectos, evaluará e informará la concurrencia de los hechos que la constituyen.” Por la siguiente: “se deberá exigir, para dar por certificada la causal, la denuncia previa y/o el examen médico legal físico o sicológico según corresponda.”
71.- De la diputada Carvajal y el diputado Monsalve, para agregar al artículo 1° número dos inciso final luego del punto final (.), lo siguiente: “La denuncia del delito de violación realizada ante la autoridad correspondiente o el informe que acredite la violación serán respaldo suficiente para permitir el procedimiento de interrupción voluntaria del embarazo.”
Numeral 3.-

Al primer inciso.

72.- De la diputada Rubilar, para reemplazar en artículo 119 ter, punto 3 del artículo 1º del proyecto de ley, las frases: “El(la) médico(a) cirujano(a)” por la siguiente: “Cualquier profesional de salud”, en todos sus incisos.

73.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para intercalar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, entre las palabras “interrumpir” y “el embarazo”, la expresión “directamente”.

74.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal para reemplazar, en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, el primer punto seguido por coma, agregando lo siguiente: “, todo ello sin perjuicio del deber del médico(a) de ofrecer a la paciente asistencia sanitaria oportuna y adecuada.”
75.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal para transformar el punto aparte del inciso primero del artículo 119 ter propuesto, en punto seguido, y agregar la siguiente disposición: “Los establecimientos médicos no podrán discriminar en potenciales contrataciones de médicos objetores de conciencia.”
Al inciso segundo.

76.- Del diputado Monckeberg, para reemplazar el inciso segundo del artículo 119 ter, por el siguiente:

“En todos los establecimientos de salud que estén habilitados para practicar la interrupción del embarazo en los casos del artículo 119, deberá reconocerse el derecho de toda persona que por su función sea requerida para practicarla o colaborar en su realización, a abstenerse de hacerlo, si hubiere manifestado por escrito objeción fundada en su libertad de conciencia. En tal caso, deberá informar de inmediato al Director, para que éste disponga las medidas necesarias para atender al requerimiento de la mujer que desea interrumpir su embarazo”.

Al inciso tercero.

77.- Del diputado Monckeberg, para eliminar el inciso tercero del artículo 119 ter propuesto.

Artículo 2°.-

78.- Del diputado Rivas, para agregar un numeral 3, nuevo, del siguiente tenor:

“3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis. La mujer que, aprovechando lo dispuesto en el artículo 119 del Código Sanitario, solicitase la realización de un aborto a sabiendas de la no concurrencia de alguna de las causales que dicha norma enumera, será sancionada con la pena dispuesta en el inciso primero del artículo 344 en el caso de verificarse el mismo. El facultativo que, también a sabiendas, realizase el aborto, será castigado con la pena dispuesta en el artículo 345.”.”.

79.- De la diputada Cariola y Hernando y de los diputados Castro, Monsalve, Silber y Torres, para agregar un numeral 3, nuevo, del siguiente tenor:

“3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis.- El que con ánimo de lucro facilitare o proporcionare a otro, cualquier órgano, tejido o fluido humano proveniente de aborto o interrupción del embarazo, será penado con presidio menor en su grado máximo y en el caso de los facultativos médicos, se impondrá la pena accesoria de inhabilitación especial del ejercicio de la profesión durante el tiempo de la condena. 

Cuando la conducta señaladas en el inciso anterior fuere realizadas por un facultativo médico en los casos de interrupción del embarazo autorizados por tribunales, la pena se aumentará en un grado y se impondrá la accesoria de inhabilitación especial perpetua para el ejercicio de la profesión.”.”.
Artículo 3°.-

80.- De la diputada Rubilar, para suprimir el artículo 3º del proyecto de ley.
Numeral 1.-

81.- Del diputado Monckeberg, para eliminar el número 1) del artículo 3° del proyecto.

82.- De los diputados Rincón y Silber, para reemplazar el literal d) del artículo 175 del Código Procesal Penal modificado por el Proyecto de Ley por el siguiente:

“d) Los jefes de establecimientos hospitalarios o de clínicas particulares y, en general, los profesionales en medicina, odontología, química, farmacia y de otras ramas relacionadas con la conservación o el restablecimiento de la salud, y los que ejercieren prestaciones auxiliares de ellas, que notaren en una persona o en un cadáver señales de envenenamiento o de otro delito, con excepción del establecido en el artículo 344 del Código Penal, en relación con el artículo 119, numerales 1 y 2, del Código Sanitario, y”.

Numeral 2.-

83.- Del diputado Monckeberg, para eliminar el número 2) del artículo 3° del proyecto

84.- De los diputados Rincón y Silber, para agregar en el artículo 200 del Código Procesal Penal, modificado por el proyecto de ley, tras el punto seguido (.) ubicado luego de la palabra “encontrado” por una coma (,) la siguiente frase: “con excepción del establecido en el artículo 344 del Código Penal, en relación con el artículo 119, numerales 1 y 2, del Código Sanitario”.

IV. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

A la segunda causal (interrupción del embarazo en caso de inviabilidad fetal extrauterina) del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje. 

1.- Del diputado Monckeberg, don Nicolás, para sustituirlo por el siguiente:

“2) La mujer embarazada presentase un daño psicológico actual de carácter grave por diagnosticarse que el feto sufre de una enfermedad o malformación que conducirá indefectiblemente a su muerte dentro de las primeras horas de su nacimiento. Sólo podrá interrumpirse el embarazo a contar de la semana 24, siempre y cuando la enfermedad o malformación sea certificada por un médico especialista en medicina materno- fetal y que antes de realizarse la interrupción del embarazo, la paciente sea evaluada y aconsejada por grupos de acompañamiento en cuidados paliativos perinatales acreditados, lo que deberá ser debidamente certificado.

Se entenderá por daño sicológico actual y grave aquel que ponga en riesgo de manera permanente y definitiva la salud sicológica de la madre, lo que deberá certificarse en un informe debidamente fundamentado, emitido por un médico siquiatra.

La interrupción del embarazo bajo estos supuestos en ningún caso podrá ir acompañada de acciones destinadas a provocar directamente la muerte del feto.”
A la tercera causal (interrupción del embarazo en caso de violación de la madre del artículo 119 del Código Sanitario propuesto por el mensaje.

Al sexto inciso (que ha pasado a ser séptimo).

2.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso sexto propuesto, la frase “la de programas de apoyo social y económico disponible.”, por “la consejería como parte del modelo de salud, los programas de apoyo social, psicológico y económico disponible en las políticas públicas.”
3.- De la diputada Girardi, para agregar en el inciso sexto propuesto, entre la palabra “programas” y la preposición “de”, la expresión “públicos”.

4.- Del diputado Monckeberg, para introducir un inciso final nuevo en los siguientes términos: 

“El Ministerio de Salud y el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género deberán elaborar un programa de atención especial para los casos de embarazos vulnerables, en especial el de peligro de muerte de la madre, malformaciones congénitas letales y violación. Éste deberá incorporar un apoyo integral para la mujer embarazada y su familia, cuando corresponda, incluyendo apoyo de diagnóstico y terapéutico, prenatal y posnatal, la inclusión de cuidados paliativos neonatales, la orientación necesaria y las alternativas concretas para hacer efectivo el procedimiento de adopción a que se refiere el artículo 10 de la Ley N° 19620 que dicta normas sobre adopción de menores. Además, deberá contener al menos lo siguiente:

a) Apoyo psicológico durante todo el proceso.

b) Seguimiento y evaluación post parto. 

c) Subsidio económico durante todo el proceso.

d) Apoyo legal y psiquiátrico tratándose de la causal 2).

e) Confirmación del diagnóstico médico tratándose de la causal 1). 

f) Apoyo educacional tratándose de menores de 18 años.” 

5.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco, para agregar un nuevo inciso final al artículo 119 del Código Sanitario propuesto:

“Sin perjuicio de lo anterior, toda mujer, niña o adolescente que se encuentre en alguna de las situaciones reguladas en los incisos anteriores, podrán acceder voluntariamente al programa de acompañamiento que se implementará por la autoridad competente, con el objetivo de entregarle apoyo psicosocial, cualquiera sea la decisión que ella tome, por un periodo comprendido desde que se constata el estado de embarazo hasta los seis meses posteriores a la interrupción voluntaria del embarazo o del parto, dependiendo del caso que se trate.”.

Numeral 2.-

6.- Del diputado Monckeberg, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En caso de que en virtud de la intervención médica a que se refiere el artículo anterior, el feto nazca vivo, los facultativos deberán realizar todo aquello que sea necesario para proteger y asegurar la vida del niño o niña. El Estado deberá garantizar todos los medios sociales, médicos, económicos, alimenticios y otros que sean indispensables para el mayor bienestar material y espiritual del niño o niña. El Ministerio de Salud y el Ministerio de Justicia a través de un reglamento dictado al efecto regulará la forma de hacer efectiva la protección, velando siempre por el interés superior del niño o niña.”.

Numeral 3.-

Al primer inciso.
7.- De los diputados Rincón, Silber y Torres, para reemplazar el artículo 119 ter del proyecto de ley:

“Artículo 119 ter. Tanto el (la) médico(a) cirujano, como todos los integrantes del equipo médico que sean requeridos(as) para interrumpir el embarazo en las causales descritas en el artículo 119, podrán abstenerse de realizarlo cuando hubieren manifestado su objeción de conciencia al(la) Director del establecimiento de salud, en forma escrita y previa. El establecimiento tendrá la obligación de reasignar otro médico(a) cirujano(a) con su respectivo equipo de salud a la paciente o de derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quienes no hayan manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios a fin de garantizar una efectiva objeción de conciencia a todo el personal que la invoque.

Asimismo, el (la) médico(a) cirujano(a) junto al personal de salud que hayan manifestado objeción en conciencia y que fueren requeridos para interrumpir un embarazo, tienen la obligación de informar de inmediato al Director(a) del establecimiento de salud que la mujer requirente debe ser derivada.

8.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para reemplazar el artículo 119 ter propuesto, por el siguiente:

“Artículo 119 ter. El (la) médico(a) cirujano(a) que sea requerido(a) para interrumpir el embarazo en las tres causales descritas en el artículo 119, podrá abstenerse de realizarlo cuando su declaración de objeción de conciencia expresada en forma previa, escrita y fundada haya sido declarada ante el Director(a) del establecimiento de salud. El Director (a) del establecimiento tendrá la obligación inmediata de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente, Sólo en casos debidamente calificados, el Directoria] podrá derivarla en forma inmediata para que el procedimiento sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción.

El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para asegurar la atención médica de las pacientes que requieren la interrupción de su embarazo, en conformidad a los artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal v en ningún caso puede ser invocada por una institución, por lo que cada establecimiento de salud deberá organizar el equipo médico mínimo, de tal manera de contar con el personal no obietor para que se asegure la atención de las mujeres que lo requieran.”.

9.- Del diputado Monckeberg, para sustituir, el inciso primero del artículo 119 ter, por el siguiente:

“Artículo 119 ter. La interrupción del embarazo en los casos previstos en el artículo 119 sólo podrá practicarse en establecimientos de salud públicos y en aquellos de propiedad privada que, previa petición expresa de sus representantes legales, hayan sido autorizados especialmente para ello por resolución del Ministerio de Salud. Esta resolución determinará el plazo de vigencia, que no podrá exceder de cinco años, vencido el cual sólo podrá renovarse a petición expresa de los representantes de la respectiva institución.

10.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, Pacheco y Pascal, para reemplazar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase: “El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para le ejecución de la objeción de conciencia.” por “El Ministerio de Salud deberá velar que las pacientes derivadas reciban, durante ese proceso, asistencia sanitaria oportuna y adecuada.”
11.- Del diputado Castro y de las diputadas Cicardini, Fernández, y Pacheco para reemplazar en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase: “El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia.” por “El Ministerio de Salud deberá velar los establecimientos de salud mantengan como parte integrante de su personal o a través de proveedores externos médicos no objetores de conciencia a los que derivar a los pacientes. 

Además dictará los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de consciencia.”.

12.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso primero del artículo 119 ter propuesto, la frase “en forma escrita y previa. El establecimiento tendrá la obligación de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente o de derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para la ejecución de la objeción de conciencia.” por “en forma previa, escrita y fundada. Este(a), luego de declarar la suficiencia de la obligación tendrá la obligación inmediata de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para asegurar la atención médica de las pacientes que requieren la interrupción de su embarazo en conformidad a los artículos anteriores. La objeción de conciencia es de carácter personal y en ningún caso puede ser invocada por una institución, por lo que cada establecimiento de salud deberá organizar el equipo médico mínimo de manera de contar con el personal no objetor que asegure la atención de las mujeres que lo requieran.”.

Al inciso segundo.

13.- De la diputada Cariola, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 119 ter nuevo, las expresiones “debe ser derivada” por la frase “debe ser atendida oportunamente de conformidad a la ley y los protocolos establecidos al respecto.”
14.- De los diputados Mirosevic, Boric y Jackson para sustituir en el inciso segundo del numeral 3 del artículo 1, que introduce un artículo 119 ter nuevo en el Código Sanitario, la frase “requirente debe ser derivada” por “debe ser atendida oportunamente correspondiendo a la dirección la definición inmediata del procedimiento de atención que la mujer requiere”.

15.- Del diputado Monckeberg, para incorporar un nuevo numeral al artículo 1°, en los siguientes términos:

“4) Introdúcese el siguiente artículo 119 quater, nuevo: “Queda estrictamente prohibida la publicidad sobre la oferta de centros, establecimientos, o servicios médicos o de medios, prestaciones técnicas o procedimientos para la práctica de la interrupción del embarazo en las causales 1) y 2) del artículo 119.Todas las prestaciones de servicios sanitarios que tengan por objeto la interrupción del embarazo en los casos previstos en artículo 119 deberán ser gratuitas y practicadas en establecimientos públicos o privados constituidos como personas sin fines de lucro.

El cuerpo del embrión o feto, así como los demás restos biológicos, serán inhumados o incinerados. Su entrega con otros propósitos, a título gratito u oneroso será sancionada con la pena de presidio menor en su grado medio e inhabilitación perpetua para cargo u oficio público o profesión titular.”.
Artículo 2°.-

Numeral 1.-
16.- De los diputados Farcas, Girardi, Jarpa, Meza, y Pacheco, para reemplazar el artículo 344, por el siguiente:

“Artículo 344. La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en su grado mínimo.

No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”.

17.- De los diputados Farcas, Jarpa, Meza, y Pacheco, en subsidio de la indicación anterior y para el caso que se rechazada, para reemplazar el artículo 344, por el siguiente:

“Artículo 344. La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en sus grados mínimos a medio.

No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”
18.- Del diputado Rivas, para reemplazar el artículo 19 N° 1 de la Constitución Política, por el siguiente:

“La ley protege la vida del que está por nacer, sin perjuicio de aquellas excepciones que el legislador pueda disponer para casos específicos”.
19.- Del diputado Rivas, para agregar el siguiente inciso tercero al artículo 75 del Código Civil:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la ley podrá autorizar la interrupción de un embarazo en los casos que ésta determine”.
-o-
Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente la Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Modifícase el Código Sanitario en la forma que se indica a continuación:

1) Sustitúyese el artículo 119 por el siguiente, nuevo:

“Artículo 119. Mediando la voluntad de la mujer, un(a) médico(a) cirujano(a) se encontrará autorizado(a) para interrumpir un embarazo cuando:

1) La mujer se encuentre en riesgo vital, de modo que la interrupción del embarazo evite un peligro para su vida.

2) El embrión o feto padezca una alteración estructural congénita o genética de carácter letal.

3) Es resultado de una violación, en los términos del inciso segundo del artículo siguiente, siempre que no hayan transcurrido más de doce semanas de gestación. Tratándose de una niña menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de catorce semanas de gestación.

En cualquiera de las causales anteriores, la mujer deberá manifestar en forma expresa, previa y por escrito su voluntad de interrumpir el embarazo. Cuando ello no sea posible, se aplicará el artículo 15 letras b) y c) de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes. En el caso de personas con discapacidad sensorial sea visual y/o auditiva, como asimismo, en el caso de las personas con discapacidad mental psíquica y/o intelectual, que no hayan sido declaradas interdictos y que no puedan darse a entender por escrito, se dispondrá de los medios alternativos de comunicación para prestar su consentimiento, en concordancia con lo dispuesto en la ley Nº 20.422 y Convención de los derechos de las personas con discapacidad.

Si la mujer ha sido declarada incapaz judicialmente por causa de demencia, se deberá obtener la autorización de su representante legal, debiendo siempre tener su opinión en consideración, salvo que su incapacidad impida conocerla.

Tratándose de una niña menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de su representante legal o de uno de ellos, a elección de la niña, si tuviere más de uno. A falta de autorización, entendiendo por tal la negación del o de la representante legal, o si no es habido(a), la niña, asistida de un(a) integrante del equipo de salud, podrá solicitar la intervención del juez o jueza con competencia en materia de familia del lugar donde ella se encuentre para que constate la ocurrencia de la causal. El Tribunal autorizará la interrupción del embarazo, sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la niña y, si lo estimare, al o la integrante de éste que la asista. El procedimiento será reservado, no será admitida oposición alguna de terceros y la autorización será impugnable vía recurso de apelación únicamente en caso de ser rechazada, tramitándose según lo establecido en el artículo 69 inciso quinto del Código Orgánico de Tribunales.

Cuando a juicio del médico(a) existan antecedentes para afirmar que la solicitud de autorización al o la representante legal generará a la niña menor de 14 años un riesgo de violencia intrafamiliar, coacción, amenaza o maltrato, o una posible situación de desarraigo o de abandono, se prescindirá de ésta y se solicitará una autorización sustitutiva al juez o jueza con competencia en materia de familia del lugar donde ella se encuentre, el que deberá pronunciarse conforme al procedimiento establecido en el inciso anterior. Para efectos de este inciso la opinión del (de la) médico(a) deberá constar por escrito.

La adolescente de 14 y menor de 18 años podrá manifestar por sí su voluntad para la interrupción de su embarazo. Su representante legal o uno de ellos a su elección, si tuviere más de uno, deberá ser informado de su decisión. A falta de éste, o si existen antecedentes para afirmar que la información al representante legal generará para la adolescente alguno de los riesgos señalados en el inciso anterior, la adolescente deberá designar otro adulto que será informado.

El prestador de salud deberá entregarle a la mujer información veraz sobre las características de la prestación médica según lo establecido en los artículos 8º y 10 de la ley N° 20.584. Asimismo, deberá entregarle información verbal y escrita sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social y económico disponible. Le ofrecerá también acompañarla tanto en su proceso de discernimiento, como durante el período posterior a la toma de decisión, lo cual incluye el tiempo posterior al parto o la interrupción del embarazo. Este acompañamiento sólo podrá realizarse en la medida que la mujer lo autorice, deberá ser personalizado y respetuoso de su libre decisión. En el caso del numeral 3), se proveerá a la mujer de la información necesaria para que pueda presentar su denuncia. En ninguno de los tres casos la información estará destinada a influir en la voluntad de la mujer. No obstante lo anterior, el equipo médico deberá asegurarse que la mujer; comprende todas las alternativas que tiene al procedimiento de interrupción, antes que este se lleve a cabo y que no sufre coacción de ningún tipo en su decisión.

Para estos efectos, los deberes y obligaciones a que se refiere el inciso anterior complementarán el Sistema Intersectorial de Protección Social y se cumplirán en el marco de un sistema de acompañamiento del Estado, coordinado en forma interministerial.”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 119 bis, nuevo:

“Artículo 119 bis.- Para realizar la intervención en los casos que autorizan los numerales 1) y 2) del artículo anterior, se deberá contar con un diagnóstico y con la ratificación del mismo. La ratificación en el caso del numeral 2) deberá realizarse por el o la médico(a) que detente las habilidades específicas requeridas. Todo diagnóstico y ratificación deberá constar por escrito y realizarse en forma previa. En caso de que se requiera una intervención médica inmediata e impostergable, podrá prescindirse de la ratificación. Tratándose del diagnóstico de un embarazo ectópico no se requerirá la ratificación para interrumpir el embarazo.

En el caso del numeral 3) del artículo 119, un equipo de salud, especialmente conformado para estos efectos, evaluará e informará la concurrencia de los hechos que la constituyen y la edad gestacional. En el cumplimiento de su cometido dicho equipo deberá dar y garantizar a la mujer un trato digno y respetuoso.

En el caso de que la solicitante sea una niña o adolescente menor de 18 años, los Jefes(as) de establecimiento hospitalario o de clínicas particulares donde se solicita la interrupción, procederán de oficio conforme al artículo 369 del Código Penal y los artículos 175, letra d), y 200, del Código Procesal Penal.

Cuando la mujer sea mayor de edad, los Jefes(as) de establecimiento hospitalario o de clínicas particulares deberán poner en conocimiento del Ministerio Público la invocación de la tercera causal, con la finalidad de que se investigue el delito de violación, previa ratificación de la mujer.”.

3) Introdúcese el siguiente artículo 119 ter, nuevo:

“Artículo 119 ter. El(la) médico(a) cirujano(a) que sea requerido(a) para interrumpir el embarazo en las causales descritas en el artículo 119, podrá abstenerse de realizarlo cuando hubiera manifestado su objeción de consciencia al(la) Director(a) del establecimiento de salud, en forma escrita y previa. El establecimiento tendrá la obligación de reasignar otro médico(a) cirujano(a) a la paciente o de y sólo en caso de que en el referido establecimiento de salud no exista un(a) facultativo(a) que no haya realizado la manifestación de objeción de conciencia, deberá derivarla en forma inmediata para que el procedimiento le sea realizado por quien no haya manifestado dicha objeción. El Ministerio de Salud deberá dictar los protocolos necesarios para le ejecución de la objeción de conciencia.

El(la) médico(a) cirujano(a) que ha manifestado objeción en conciencia y es requerido(a) para interrumpir un embarazo, tiene la obligación de informar de inmediato al Director(a) del establecimiento de salud que la mujer requirente debe ser derivada.

En el caso que la mujer requiera atención médica inmediata e impostergable, quien haya manifestado objeción de conciencia no podrá excusarse de realizar la interrupción del embarazo en la medida que no exista otro(a) médico(a) cirujano(a) que pueda realizar la intervención.”.

Artículo 2º.- Modifícase el Código Penal en la forma que se indica a continuación:

1) Agrégase en el artículo 344 el siguiente inciso tercero, nuevo:

“No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”.

2) Agrégase en el artículo 345 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“No constituye delito de aborto la interrupción voluntaria del embarazo en los casos autorizados en el artículo 119 del Código Sanitario.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 345 bis, nuevo:

“Artículo 345 bis.- El que facilitare o proporcionare a otro, cualquier órgano, tejido o fluido humano proveniente de aborto o interrupción del embarazo, será penado con presidio menor en su grado máximo y en el caso de los facultativos médicos, se impondrá la pena accesoria de inhabilitación especial del ejercicio de la profesión durante el tiempo de la condena.

Cuando la conducta señalada en el inciso anterior fuere realizada por un facultativo médico en los casos de interrupción del embarazo autorizados por tribunales, la pena se aumentará en un grado y se impondrá la accesoria de inhabilitación especial perpetua para el ejercicio de la profesión.”.
Artículo 3°.- Modifícase el Código Procesal Penal en la forma que se indica a continuación:

1) Agrégase en el artículo 175, letra d), entre las palabras “delito,” e “y” lo siguiente: “con excepción del delito establecido en los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal, respecto del cual prima el deber de confidencialidad,”.

2) Sustitúyese en el artículo 200, el punto seguido (.) ubicado luego de la palabra “encontrado” por una coma (,) y agréguese lo siguiente: “con excepción del delito establecido en los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal, respecto del cual prima el deber de confidencialidad.”.

-o-
Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de 17 y 31 de marzo, 7, 14 y 21 de abril, 4, 5, 11, 12, 18 y 19 de mayo, 15, 16 y 30 de junio, 6, 13, 14, 20 y 21 de julio, 3 y 4 de agosto, 1°, 8 y 15 de septiembre de 2015, con la asistencia de las diputadas señoras Alvarez, doña Jenny; Cariola, doña Karol; Carvajal, doña Loreto; Cicardini, doña Daniella; Fernández, doña Maya; Girardi, doña Cristina; Hernando, doña Marcela; Hoffmann, doña María José; Nogueira, doña Claudia; Turres, doña Marisol y Vallejos, doña Camila y de los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel; Castro, don Juan Luis; Hasbún, don Gustavo; Letelier, don Felipe; Macaya, don Javier; Monckeberg, don Nicolás; Monsalve, don Manuel; Núñez, don Marco Antonio; Rathgeb, don Jorge; Silber, don Gabriel; Torres, don Víctor y Urrutia, don Ignacio.

Asistieron, además, las diputadas señoras Provoste, doña Yasna y Rubilar, doña Karla; la senadora Goic, doña Carolina y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Barros, don Ramón; Boric, don Gabriel; González, don Rodrigo; Kast, don Felipe; Kort, don Issa; Mirosevic, don Vlado; Morano, don Juan Enrique; Rivas, don Gaspar; Robles, don Alberto; Sabag, don Jorge; Soto, don Leonardo y Urrutia, don Osvaldo.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2015.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario Accidental de la Comisión”.
12. Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción, que
“Modifica cuerpos legales que indica para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales.” (boletín N° 10185-06)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización viene en informar el proyecto de ley de la referencia, de origen en una moción de los diputados señores Osvaldo Andrade, Pepe Auth, Germán Becker, Pedro Browne, Lautaro Carmona, Marcos Espinosa, Felipe Kast, Cristián Monckeberg, Manuel Monsalve y Leonardo Soto. 
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) La idea matriz o fundamental del proyecto es permitir que los distintos partidos que conforman un pacto electoral para la elección primaria y definitiva de alcaldes puedan, a su vez, formar pactos distintos para la elección de concejales, con lo cual se favorece la participación de los partidos en elecciones primarias y se da mayor legitimidad a nuestras instituciones políticas.


2) Trámite de Hacienda.


No requiere.


3) La Comisión rechazó en general el proyecto, por simple mayoría. Votaron a favor de la idea de legislar los diputados señores Pepe Auth, Germán Becker, Bernardo Berger, Ramón Farías y Vlado Mirosevic; en tanto que se manifestaron en contra los diputados señores Claudio Arriagada, Marcelo Chávez, Sergio Gahona, Celso Morales, Sergio Ojeda y David Sandoval. 


4) Se designó diputado informante al señor Celso Morales. 

II. ANTECEDENTES GENERALES.

Fundamentos de la moción.

Los autores del proyecto señalan que las elecciones primarias, incorporadas a nuestro sistema electoral el año 2012 mediante la ley N°20.640, tienen como virtud principal la de generar una mayor horizontalidad entre el acceso al cargo de elección popular y los ciudadanos. En efecto, una de las razones que esgrimió el Ejecutivo cuando presentó al Parlamento el proyecto de Ley de Primaras fue el bajo nivel de confianza ciudadana, reflejado en las encuestas de opinión hacia las instituciones políticas, especialmente los partidos. Cabe recordar ciertos pasajes del mensaje del aludido proyecto, en uno de los cuales se afirma que “un sistema de primarias vinculantes, para la mayoría de los cargos de elección popular, permitiría que la selección de candidatos se haga de un modo más transparente, competitivo y participativo; pudiendo los ciudadanos conocer mejor el modo en que se escogen sus candidatos;(…), lo que producirá una mayor renovación de las autoridades y dirigentes políticos; (…) haciendo que éstos se sientan mejor representados.”.

El objetivo del proceso de primarias es, por consiguiente, dar mayor legitimidad ciudadana a los candidatos que son presentados por los partidos políticos, lo cual, a su vez, redunda en beneficio del sistema en su conjunto. De ahí la importancia de establecer incentivos para que los partidos y las coaliciones políticas elijan a sus candidatos a cargos de elección popular mediante este mecanismo de participación ciudadana. 

Es importante precisar que, de acuerdo a la ley, solo corresponde efectuar primarias en los territorios electorales donde los partidos o pactos así lo definan, no estando obligados a declarar candidaturas en todas las regiones, distritos o comunas. 

En el caso de un pacto para la elección de alcalde, los partidos pueden participar en forma individual o en conjunto con otros partidos y/o candidatos independientes, conformando un solo pacto electoral para todo el país.

El artículo 12 y siguientes de la Ley de Primarias regulan los efectos vinculantes del pacto, estableciendo que los partidos que lo han suscrito deben mantenerlo hasta que la elección definitiva se lleve a cabo.

En lo referente a este último punto, quienes suscriben la moción consideran que la actual regulación de los pactos en las elecciones municipales adolece de imperfecciones, que deben ser subsanadas. El problema radica específicamente en la relación entre el pacto de alcaldes y el pacto para la elección de concejales.

Ambos pactos están normados en el artículo 107 y siguientes de la LOC de Municipalidades. Conforme a tales disposiciones, las declaraciones de candidaturas a alcalde y a concejales deben presentarse de manera conjunta, pudiendo incluir candidatos de cualquiera de los partidos que los conforman. 

A su vez, la Ley de Primarias prescribe en el inciso segundo del artículo 13 que “Los pactos electorales suscritos con ocasión de estas elecciones primarias de parlamentarios o de alcaldes, se entenderán constituidos a contar de la fecha de su formalización y tendrán validez hasta el término de la elección definitiva de parlamentarios o de alcaldes y concejales según se trate (…)”. 

Por lo tanto, el pacto para primarias de alcaldes continúa vigente hasta la elección definitiva de alcaldes y concejales y, en lo que respecta a estos últimos, sólo puede variar en lo relativo al subpacto que se acuerde. Es decir, el pacto suscrito para la elección primaria de alcaldes es el mismo que rige para la elección definitiva de concejales.

Los autores del proyecto argumentan que la actual regulación sobre la materia contenida en la normativa precitada desincentiva a los partidos políticos a participar en un proceso de elecciones primarias. En efecto, diversos partidos que comparten un determinado proyecto político no pueden elegir un candidato único a alcalde en primarias, con participación ciudadana, si no acuerdan previamente una lista de concejales, lo cual no motiva a participar en elecciones primarias de alcaldes a coaliciones políticas que no han resuelto cómo van a abordar la elección de concejales, o bien ya han tomado la decisión de hacerlo en más de un pacto o lista electoral.

Para subsanar este inconveniente, proponen permitir que los distintos partidos que conforman un pacto electoral para la elección primaria y definitiva de alcaldes puedan, a su vez, formar pactos distintos para la elección de concejales, con la salvedad que dichos pactos sólo puedan estar integrados por los partidos que fueron parte del pacto de primarias de alcalde y los partidos que para la elección de alcaldes no conformaron pacto alguno, evitando así que los partidos de un mismo pacto de concejales en una comuna tengan distinto candidato a alcalde.

De este modo se favorece la participación de los partidos en elecciones primarias de alcaldes y, por ende, se cumple con el propósito de darle mayor legitimidad a nuestras instituciones políticas.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN GENERAL.


Con motivo de la discusión general del proyecto, la Comisión invitó a la máxima autoridad del Servel a exponer sobre los alcances del proyecto en informe. No obstante excusarse por motivos de fuerza mayor, envió una minuta con sus observaciones, cuyo contenido es el siguiente:

Planteamientos del Servel acerca de la moción


Analizados los alcances en el sistema electoral público que la normativa contenida en el referido proyecto de ley contempla, es posible sostener que no se advierte la existencia de colusiones normativas con la legislación vigente o la imposibilidad de hacerlas aplicables.


De acuerdo al siguiente estudio efectuado por el Servel, basado en las elecciones parlamentarias y de consejeros regionales de 2013, realizadas en forma conjunta conforme al artículo 83 de la Ley N° 19.175, en la elección parlamentaria el pacto Nueva Mayoría fue formalizado por los partidos políticos: DC-PS-PPD-PRSD-IC-MAS y PCCH.


Sin embargo, en las elecciones de consejeros regionales se formalizaron pactos distintos, que incluyeron a los mismos partidos políticos que integraron el pacto en las parlamentarias, a saber: Nueva Mayoría para Chile: DC-PS, y Nueva Mayoría por Chile: PPD-PRSD-IC-MAS y PCCH.


Los eventuales efectos de esta situación son los que pasan a consignarse: 


1. Más candidatos declarados en las elecciones; en el caso propuesto, elecciones de concejales. 


Hay que considerar que para las elecciones de 2016 la cantidad de partidos participantes podría superar los 23 (en el año 2012 hubo 17 partidos políticos, en 9 pactos, y con un total de 1.159 candidatos a alcaldes y 9.818 candidatos a concejales). 


Ello conllevaría, además, una mayor cantidad de cuentas de ingresos y gastos electorales a revisar.


2. Aumento en la dimensión de las cédulas electorales, plantillas de no videntes, sobres, cajas de cartón, etc. como también en el volumen del material a controlar.


3. Aumento en los costos de materiales. 


4. Eventualmente, podría ocurrir una desinformación al electorado, lo que ya sucedió en diciembre del año 2013.


5. Finalmente, hay que recordar que en las elecciones parlamentarias de 2013 el porcentaje de votos blancos y nulos alcanzó un 7,6%; en tanto que en la de consejeros regionales fue de 14,6%. 

Cuadro de participación partidaria en elecciones 2013

	 
	 
	ELECCIÓN

	LISTA
	PARTIDOS POLÍTICOS-INDEPENDIENTES
	PRESIDENCIAL
	SENADORES
	DIPUTADOS
	CORE

	ALIANZA
	RN-UDI
	*
	*
	  *
	   *

	NUEVA MAYORIA
	DC-PS-PPD-PRSD-IC-MAS-PCCH
	* 
	*
	*
	

	NUEVA MAYORIA PARA CHILE
	DC-PS
	
	
	
	*

	NUEVA MAYORIA POR CHILE
	PPD-PRSD-IC-MAS-PCCH
	
	
	
	*

	SI TU QUIERES, CHILE CAMBIA
	PRO-PL
	*
	*
	*
	*

	TODOS A LA MONEDA
	PH
	*
	*
	*
	*

	PRI MOVIMIENTO REGIONALISTA
	PRI
	*
	
	*
	*

	NUEVA CONSTITUCION PARA CHILE
	ECOV-ECON-PI
	*
	*
	*
	*


Cuadro de participación partidaria en elecciones 2012

	LISTA
	DENOMINACION

	A
	IGUALDAD PARA CHILE

	 
	IGUALDAD-INDEP

	B
	REGIONALISTAS E INDEPENDIENTES

	 
	PRI-INDEP

	C
	EL CAMBIO POR TI

	 
	PEV-PRO-PEVN-INDEP

	D
	CHILE ESTA EN OTRA

	 
	CH1-INDEP

	E
	POR UN CHILE JUSTO

	 
	PPD-PRSD-PCCH-IC-INDEP

	F
	CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA

	 
	PDC-PS-INDEP

	G
	MAS HUMANOS

	 
	PH-MAS-INDEP

	H
	COALICIÓN

	 
	RN-UDI-INDEP

	I
	POR EL DESARROLLO DEL NORTE

	 
	FN-INDEP


-o-

En el seno de la Comisión se produjo el siguiente debate a propósito del proyecto de ley en informe. 


El diputado señor Germán Becker, coautor del proyecto, explicó que la idea central del proyecto es permitir que en las elecciones municipales se puedan presentar pactos distintos para alcaldes y concejales, tal como sucedió en los comicios de 2012. Sin embargo, tras la entrada en vigencia de la ley sobre primarias ello no es posible, pues según esta última ley el pacto que rige para las primarias se aplica también a las elecciones de alcaldes y concejales. Si se mantiene la ley actual, no habría elecciones primarias en los comicios municipales. 


El diputado señor Pepe Auth, también coautor de la moción, enfatizó que es necesario modificar la ley de elecciones primarias, pues a la luz de su texto vigente ningún partido va a suscribir un pacto de candidatos a alcaldes y concejales 6 meses antes de las elecciones correspondientes. En otros términos, no se puede “cerrar” un pacto con tanta anticipación. La solución estriba en que se puedan suscribir pactos separados para alcaldes y concejales, con la limitación de que dichos pactos sólo puedan estar integrados por los partidos que fueron parte del pacto de primarias de alcalde y los partidos que para la elección de alcaldes no conformaron pacto alguno. Ello, por lo demás, guarda armonía con la norma según la cual el pacto para la elección de Presidente de la República no obliga al pacto para los comicios parlamentarios. Si no se modifica la ley, es muy probable que los partidos políticos no realicen primarias legales para las elecciones municipales.

-o-


Concluido el debate general, se sometió a votación la idea de legislar, siendo rechazada por simple mayoría (5 votos a favor y 6 en contra), según se consigna en el capítulo de las constancias reglamentarias.

IV. TEXTO DEL PROYECTO RECHAZADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones que expondrá el señor Diputado Informante, la Comisión recomienda rechazar el proyecto de ley que se reproduce más abajo, haciéndose presente que la Secretaría, al tenor de lo dispuesto en el artículo 15 del reglamento de la Corporación, le introdujo algunas correcciones de referencia y otras meramente formales al texto original, para una mejor comprensión de las modificaciones que se proponían: 
Proyecto de ley


“Artículo 1°.- Incorpóranse los siguientes incisos finales en el artículo 109 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades:


“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de alcaldes y un pacto electoral distinto para la elección de concejales.


Los pactos para la elección de concejales a los cuales hace alusión el inciso anterior no podrán ser conformados por partidos políticos que integren pactos electorales distintos para la elección de alcaldes.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 13 de la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcalde:


1) Suprímese en el inciso segundo, a continuación de las frases “elección definitiva de parlamentarios o de alcaldes” y “con ocasión de la declaración de candidaturas a parlamentarios o a alcaldes” la expresión “y concejales”, las dos veces que aparece.


2) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la oración “Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro,” la frase “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 109 de la ley N°18.695,”.”.

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 7 y 14 de septiembre de 2015, con la asistencia de la diputada señora Daniella Cicardini y de los diputados señores Sergio Aguiló, Claudio Arriagada (Presidente), Germán Becker, Bernardo Berger, Marcelo Chávez, Ramón Farías, Sergio Gahona, Vlado Mirosevic, Celso Morales, Sergio Ojeda y David Sandoval. También concurrió el señor Pepe Auth, en reemplazo del señor Rodrigo González. 

Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2015.


(Fdo.): JUAN CARLOS HERRERA INFANTE, Abogado Secretario (A) de la Comisión”.
13. Proyecto de ley iniciado en moción de los diputados señores Verdugo,
Becker, Berger, Cornejo, Farías; Kast, don Felipe; Paulsen; Pérez, don
Leopoldo; Sandoval, y de la diputada señora Cicardini, que “Exige a
establecimientos de larga estadía para adultos mayores contar con
profesionales del área de salud”. (boletín N° 10306-18)

Antecedentes:

1. Los Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores (Eleam), son aquellos en que residen personas de 60 años o más que, por motivos biológicos, psicológicos o sociales, requieren de un medio ambiente protegido y cuidados diferenciados que allí reciben.1
2. Actualmente existen más de 700 Establecimientos de Larga Estadía de Adultos Mayores2, a lo largo del país, respecto de los cuales, los principales problemas son: encontrarse con la capacidad por sobre lo permitido, malas condiciones de infraestructura y habitabilidad, sumado a un factor de gran importancia, cual es, la falta de personal idóneo. 

3. Estos establecimientos reciben a un gran número de adultos mayores, los que, por distintos motivos, llegan a vivir a sus dependencias. Un ejemplo, de la llegada a estos establecimientos es la imposibilidad por parte de la familia de hacerse cargo cuando la persona mayor padece de enfermedades como el alzhéimer u otras que requieren especiales cuidados y una atención distinta.

4. En muchos casos se requiere de tratamientos y cuidados especiales por parte de un profesional de la salud, como una enfermera, pero las familias no cuentan con el dinero para pagar sus honorarios a domicilio, razón por la cual llevan a las personas mayores a que reciban atención especializada en un centro para adultos mayores, porque allí, se entiende, están preparados para ello. 

5. Sin embargo, actualmente el problema de quienes trabajan en los establecimientos para adultos mayores, es que éstos no son personas preparadas, ni con estudios para ello. En su mayoría, no cuentan con título profesional ni técnico del área de la salud, razón por la cual, carecen de los conocimientos necesarios para desempeñarse de manera idónea. Evidenciando en ciertos casos la carencia de conocimiento en primeros auxilios.

6. El problema recurrente que hoy se torna un tema discutido y debatido cada vez más, es la situación de hacinamiento, abuso y malos tratos, sumado a la precariedad en que vive un gran número de adultos mayores. Tema que se ha hecho público debido a la serie de denuncias que han llegado a los medios de comunicación, y que han permitido ver la realidad que viven estas personas, que muchas veces evidencia el abuso de poder que ejercen quienes están a cargo y/o se desempeñan en dichos lugares, aprovechándose del estado de indefensión y necesidad de los adultos mayores. 
Por lo anteriormente expuesto, resulta imperioso que quienes se desempeñen en los Establecimientos de Larga Estadía para adultos mayores sean personas que cuenten con estudios en el área de la salud, y sepan por tanto, cómo tratar a cada adulto mayor de acuerdo a sus necesidades. 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: “Los Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores deberán contar con el número de profesionales suficientes de conformidad a la cantidad de personas que tengan bajo su cuidado, asimismo, deberán ser profesionales del área de la salud, que detenten el título profesional o técnico de dicha área a fin de satisfacer en forma permanente y adecuada las necesidades particulares de cada persona residente. 
Asimismo, dichos Establecimientos deberán contar de manera obligatoria y permanente con un (a) Enfermero (a) y un(a) Nutricionista, ambos en calidad de titulados. 

También, deberán contar de manera obligatoria, con visitas dos ó tres veces por semana, en atención al número de adultos mayores, de un Kinesiólogo ó Profesor de Educación Física con formación en rehabilitación.

Finalmente, deberán contar de manera obligatoria con una visita semanal de un Médico Cirujano”. 

14. Proyecto de ley iniciado en moción de las diputadas señoras Núñez,
doña Paulina y Rubilar, y de los diputados señores Becker, Coloma, Kort; Monckeberg, don Cristián; Rathgeb y Trisotti, que “Modifica el Código
Orgánico de Tribunales en materia de práctica profesional para obtener el título de abogado”. (boletín N° 10307-07)

“Considerando

1. Que la carrera de Derecho posee una extensión real de casi el doble de su duración. Así, de acuerdo a datos del Ministerio de Educación su término formal es es de 10,5 semestres, mientras que su duración real es de 17 semestres1;

2. Que, además, en la actualidad, la práctica profesional solo puede realizarse en las Corporaciones de Asistencia Judicial a que se refiere la Ley Nº 17.995, muchas de las cuales se hallan con sus cupos llenos, generándose listas de espera que genera la demora en la titulación; 

3. Que, por otro lado, producto de la falta de vacantes, se genera una situación en la cual los postulantes deben tomar cupos en lugares distantes a sus hogares, generándose para ellos un gasto adicional el cual, por cierto, no puede cubrirse con ingresos que provengan de la práctica, pues al servirla, estos no reciben remuneración alguna, sin contar que no se le prestan al postulante los justos reembolsos por los gastos que en su realización debe incurrir;

4. Que, también, muchos estudiantes realizan después de su egreso diversos trabajos en el ámbito jurídico que son perfectamente homologables a la práctica profesional, los cuales no son reconocidos por la ley por el solo hecho de no prestarse ante la Corporación de Asistencia Judicial respectiva. Esta situación es explicable solamente porque en esta materia no se ha innovado en décadas y no se ha atendido a la realidad de la asistencia jurídica en el presente;

5. Que, asimismo, urge disminuir la duración real de la carrera de Derecho y simplificar la titulación de la misma;

6. Por lo anterior, el proyecto que sometemos a consideración de esta Honorable Cámara no altera el régimen actual de prácticas profesionales, sino que lo complementa habida cuenta de diversos programas en los cuales sirven los postulantes. Por ello, el presente proyecto modifica el artículo 523 del Código Orgánico de Tribunales entendiendo que existen dos grandes formas de realizar la práctica profesional. Una, es la práctica profesional misma, aquella en que el postulante entra a servir labores jurídicas a objeto de iniciar su ejercicio profesional de manera tutelada y supervisada, orientándose principalmente a la práctica forense; pero, también, una segunda, que consiste en la prestación de servicios que, inherentemente, lo ponen en contacto con el mundo jurídico y cumple la función de práctica para aquellos postulantes egresados que entran en contacto con áreas del Derecho que no necesariamente dicen relación con la práctica forense. Así, junto con mantener inalterada la práctica profesional que debe servirse en la Corporación de Asistencia Judicial respectiva, se incorpora la posibilidad de realizar la práctica en estudios u oficinas de abogados o en las clínicas jurídicas de las facultades de Derecho reconocidas por el Estado, cuando en ellas participen alumnos de cuarto o quinto año, entendiendo que estos últimos ya cuentan con una formación casi total de las materias que comprende el respectivo programa de estudios;

7. Además, se incorpora la posibilidad de que a los postulantes que han trabajado en fundaciones, corporaciones, asociaciones gremiales o sindicatos y que realizan labores de índole jurídica se les reconozca dicho trabajo como práctica profesional;
8. Para todos estos nuevos casos, se contempla como tiempo de ejercicio seis meses y se requerirá que en todos ellos medie una autorización del Ministerio de Justicia a objeto que éste garantice que las labores que se realicen sean idóneas y suficientes para cumplir con los estándares que la práctica profesional de los abogados requiere. A este objeto, la propuesta legal implica que el Ministerio de Justicia deberá modificar el reglamento actualmente vigente sobre prácticas profesionales para que pueda incorporar las nuevas situaciones que se proponen en este proyecto;

9. Por otro lado, el proyecto también modifica el inciso final del artículo 523, que permite que ciertos funcionarios del Poder Judicial que tengan la calidad de postulantes homologuen su práctica profesional habiendo desempeñado funciones durante al menos cinco años en cualquiera de las primeras cinco categorías del escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría. Tal disposición se ha mantenido inalterada, pero se han incorporado, además, a los funcionarios de la Administración del Estado, que estando contratados, hayan desempeñado labores jurídicas por al menos cuatro años continuos; mismo caso de los asesores legislativos o secretarios de los miembros del Congreso Nacional o de sus comités que, estando contratados por la respectiva Corporación, hayan desempeñado labores por al menos cuatro años;

10. Finalmente, el proyecto de ley considera dos artículos transitorios que permiten, por un lado, operativizar lo prescrito por él en tanto no se hayan adecuado los reglamentos respectivos, encomendándole a la Corte Suprema el otorgamiento de las autorizaciones; y extender los beneficios de esta ley a quienes, al momento de su entrada en vigencia, cumplan con los requisitos de las normas que este proyecto consagra. La selección de estos casos de retroactividad se ha realizado teniendo en cuenta la naturaleza de dichas actividades, las cuales se caracterizan por tener una orientación del trabajo a lo jurídico verificable sin necesidad de un programa detallado para desarrollar la práctica. Así, quedan acogidos a este beneficio los funcionarios de la Administración del Estado, del Congreso Nacional y del Poder judicial, indicados en el presente proyecto de ley; y quedan fuera los programas de prácticas en estudios u oficinas de abogados y las de las clínicas jurídicas de las facultades de Derecho reconocidas por el Estado.

Por las consideraciones previamente expuestas, y teniendo presente que es menester ampliar y actualizar las condiciones de titulación para los egresados de la carrera de Derecho es que los diputados que suscribimos venimos en proponer a esta Honorable Cámara el siguiente

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO.- Modifíquese el artículo 523 del Código Orgánico de Tribunales en el siguiente sentido:

1. Reemplácese el numeral 5º por el siguiente:

“5º Haber cumplido satisfactoriamente una práctica profesional por seis meses continuos en:

a) Las Corporaciones de Asistencia Judicial a que se refiere la Ley N° 17.995, circunstancia que deberá acreditarse por el Director General de la respectiva Corporación. Las Corporaciones de Asistencia Judicial, para este efecto, podrán celebrar convenios con el Ministerio Público y con la Defensoría Penal Pública;

b) Los estudios de abogados cuenten con programas de prácticas profesionales autorizadas por el Ministerio de Justicia de conformidad al reglamento;

c) Las fundaciones, corporaciones, asociaciones gremiales o sindicatos autorizados por el Ministerio de Justicia de conformidad al reglamento, en que los postulantes hayan cumplido labores o prestado servicios de índole jurídica;

d) Las clínicas jurídicas que realizaren las escuelas o facultades de Derecho reconocidas por el Estado que contaren con la debida autorización del Ministerio de Justicia, siempre que ellas sean servidas por alumnos de cuarto o quinto año, calificación que deberá realizar el respectivo ministro de fe de acuerdo al avance académico.”.

2. Reemplácese el inciso final por el siguiente:

“La obligación establecida en el N° 5 se entenderá cumplida por los postulantes que sean:

a) Funcionarios de la Administración del Estado, que estando contratados por la respectiva repartición pública, y de acuerdo a la certificación que el ministro de fe respectivo otorgue, hayan desempeñado labores jurídicas por al menos cuatro años continuos;

b) Asesores legislativos o secretarios de los miembros del Congreso Nacional o de sus comités que, estando contratados por la respectiva corporación y, de acuerdo a la certificación del Secretario General de la Cámara de que se trate, hayan desempeñado labores por al menos cuatro años continuos;

c) Funcionarios o empleados del Poder Judicial, por el hecho de haber desempeñado sus funciones durante cinco años, en las primeras cinco categorías del escalafón del personal de empleados u oficiales de secretaría.”.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.- El Ministerio de Justicia deberá adecuar los reglamentos respectivos dentro del plazo de 180 días hábiles siguientes a la publicación de esta ley. Mientras el Ministerio de Justicia no reglamente las condiciones necesarias para que las instituciones aludidas en los literales b), c) y d) puedan obtener las debidas autorizaciones, la Corte Suprema podrá otorgarlas, bajo las siguientes condiciones:

i. Para el caso de los literales b) y d), las instituciones deberán presentar un proyecto general de programa de práctica profesional, que al menos exponga los objetivos, áreas de práctica y actividades que comprenda dicho programa;

ii. Para el caso del literal c), las instituciones deberán presentar una exposición detallada de las labores que realizan o de los servicios que prestan, donde acrediten que los postulantes ponen en práctica efectiva conocimientos técnicos de índole jurídica.

La Corte Suprema se pronunciará en Tribunal Pleno respecto de cada una de las peticiones de autorización que se le formularen, acogiéndolas, rechazándolas o formulándoles observaciones las que deberán ser absueltas hasta dentro de 15 días hábiles contados desde que le sean notificadas a la institución respectiva. Vencido dicho plazo y no habiéndose absuelto las observaciones, se entenderá por ese solo hecho rechazada la solicitud.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO.- Quienes al momento de la entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido con el requisito de tiempo de práctica que exige la ley y se encuentren en el caso del literal c) del numeral 5º del artículo 523 del Código Orgánico de Tribunales o hayan cumplido con lo prescrito por el inciso final de dicha norma, podrán acogerse a lo prescrito por esta ley.
15. Proyecto de ley iniciado en moción de las diputadas señoras Hernando, Álvarez, Pacheco y Rubilar, y de los diputados señores Chávez, Espinosa,
Fuentes, Poblete, Robles y Silber, que “Exige a las empresas de transporte público requisitos en materia de antigüedad de sus buses y accesibilidad de
personas con discapacidad”. (boletín N° 10308-31)

Antecedentes Generales:

El Sistema de Transporte Público de nuestro país, ha sufrido grandes transformaciones durante estos últimos años. Hemos sido testigos de cómo se han implementado planes metropolitanos de transporte en diversas ciudades y se han promulgado leyes con miras al mejoramiento del sistema y en ayuda a los empresarios microbuseros. Sin embargo, existen diversas problemáticas que aún no han sido abarcadas dentro del desarrollo de nuestro transporte público, problemáticas que se viven a diario en diversas ciudades. 

El sistema de Transporte Público de Santiago, que fue pensado como un sistema de buses de transito rápido, con miras a reemplazar el antiguo sistema de micros amarillas, integra física y tarifariamente a la totalidad de los buses de transporte público de la ciudad. Este sistema se paga a través de un único medio acordado para esto llamado Tarjeta bip. 

El sistema de buses de Transantiago cubre alrededor de 6,2 millones de usuarios de las 32 comunas que forman parte de Santiago, más Puente Alto y San Bernardo, en un área geográfica de alrededor de 680 km2 en zonas urbanas. 

En un día laboral, se efectúan más de tres millones de transacciones en buses de Transantiago. El sistema de buses es operado por 7 empresas concesionarias y tuvo entre sus metas, disminuir la contaminación acústica, atmosférica, mejorar la calidad de los buses entre otras, que aún no han cumplido su objetivo. Hoy, el 97% de los buses de más de 9 metros son accesibles a personas con Discapacidad, específicamente a quienes utilizan silla de ruedas y el 42,8% de los buses más pequeños. Es decir, el 75% de la flota es accesible. Un número muy superior, también, al del resto de los países latinoamericanos.

Si bien la estadística anterior es favorable, tenemos en el otro extremo, la realidad del Plan de Transporte Metropolitano de Valparaíso, un sistema de Transporte de Pasajeros que funciona en el Gran Valparaíso, Chile, abarcando a las comunas de Valparaíso, Viña del Mar, Concón, Quilpué, Villa Alemana. 

Así también, en la Ciudad de Antofagasta, funciona el sistema de Transporte de Antofagasta, sistema de transporte público que mediante contrato de licitación suscrito en el año 2005 entro en servicio con trece líneas que recorren la ciudad, sin embargo, la crítica apunta a la implementación Gatopardista que se vivió con este sistema, que básicamente sigue siendo el mismo, con las mismas irregularidades laborales, de horario, de conducción, condiciones de Higiene, seguridad para los trabajadores y modernización del parque rodante que circula por la ciudad, que no cumple con las necesidades para transportar a personas con discapacidad, estas Críticasson completamente aplicables al Sistema de Transporte Metropolitano de Valparaíso y así a muchos Sistemas de Transporte Público a lo largo y ancho de nuestro país. 

Con respecto a las críticas mencionadas anteriormente, es necesario establecer un sistema de fiscalización mayor a las empresas de transporte, sin embargo, también es necesario implementar un sistema de modernización a nivel nacional en el material rodante que transita a diario por las ciudades de nuestro país. Este nuevo material, debe ser pensado para todo el público, incluido aquellos discapacitados, quienes hoy en día no tienen consideración alguna en los sistemas de Transporte público ya que el acceso al mismo se les ve dificultado puesto que las Micros no cuentan con un sistema para permitir el fácil acceso. 

Es por esto que es necesario establecer un porcentaje mínimoobligatorio a las empresas de Transporte Urbano para que en la renovación de su material sea obligación considerar la compra de Microbuses con la tecnología suficiente para transportar personas con alguna discapacidad. El objetivo de este proyecto, busca favorecer la autonomía y facilitar una vida normalizada a personas con discapacidad o con algún problema de movilidad.

Nuestro país debe avanzar en la profundización de los Derechos de las personas con discapacidad, hoy en día, en materia de desplazamiento las personas discapacitadas tienen Derecho a que en los vehículos de locomoción colectiva y medios de transporte público, existan asientos de fácil acceso y espacios suficientes para personas con discapacidad, los que deben estar señalizados, esto choca con la realidad ya que basta con salir a las calles y tomar uno de estos Microbuses para darnos cuenta que no existe tal accesibilidad.

“Los medios de transporte público deben ser accesibles para todos, incluidos las personas con discapacidad.” Es uno de los postulados y principios fundamentales que se encuentran en la Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad de las Naciones Unidas.

Chile debe avanzar en políticas claras respecto a la discapacidad y establecer estándares para ser referente regional en materia de integración.

Es por esto que los Diputados aquí firmantes presentamos el siguiente Proyecto de ley.

Proyecto de Ley

Artículo 1°: Las empresas de Microbuses y transporte Urbano no podrán tener microbuses con más de 6 años de antigüedad en servicio. 

Artículo 2°: Las Empresas de Microbuses o el grupo de empresarios que conformen una misma línea de recorrido deben cumplir con un porcentaje mínimo de Microbuses con accesibilidad total a personas discapacitadas.

Artículo 3°: En virtud de lo establecido en el artículo anterior, las empresas deben cumplir con un mínimo de un 30% de su flota con accesibilidad total a personas con discapacidad, deben contar con acceso a personas con sillas de ruedas y espacios al interior para que estas puedan ingresar sin problema. 

Los Microbuses que cuenten con esta tecnología, deberán tener una señalización especial para ser reconocidos. 

Artículo 5°: El incumplimiento de esta Norma será sancionado con multas equivalentes a 50 UTM.

La sanción será aplicada al propietario del Vehículo que infrinja esta norma y será aumentada en un 50% si existe reincidencia”.
16. Proyecto de ley iniciado en moción de las diputadas señoras Hernando,
Pacheco y Rubilar, y de los diputados señores Chávez, Flores, Fuentes, Poblete, Robles, Silber y Tarud, que “Modifica la ley N°18.600 respecto del contrato de trabajo celebrado por personas con discapacidad mental”.
(boletín N° 10309-31)


“1) La salud mental en el derecho comparado se define como un estado dinámico que se expresa en la vida cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los sujetos individuales y colectivos desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, para establecer relaciones significativas y para contribuir a la comunidad.


2) La ley 18.600 considera como persona con discapacidad, a “toda aquella que, como consecuencia de una o más limitaciones psíquicas, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social.”

3) En Chile, se consagra el derecho a la integridad psíquica y a la protección de la salud, lo que se condice con el derecho de toda persona al “disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental” consagrado en el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado por nuestro Estado. 


4) No podemos desconocer que las personas con discapacidad representan una parte importante de la población, constituyéndose la discapacidad mental, la forma de discapacidad que porcentualmente más aumenta en nuestro país.


5) Según el Manual de Recursos sobre Salud Mental, Derechos Humanos y Legislación (2006) de la Organización Mundial de la Salud (OMS), los derechos humanos constituyen una de las bases fundamentales para la legislación de salud mental. Se reconocen como derechos y principios más relevantes: “la igualdad, la prohibición de discriminación, el derecho a la privacidad y a la autonomía personal, la prohibición de tratos inhumanos y degradantes, el principio del ambiente menos restrictivo de la libertad y los derechos a la información y a la participación”.


6) La Constitución Política de la República en su artículo 1° establece que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos” sin distinción alguna sobre las capacidades que desarrollan estas en su vida. Así también, el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece(…) lo anterior se debe aplicar en todo ámbito en que se desempeñen las personas.


7) Artículo 19 número 2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;


8) Se ha sostenido innumerables veces, que el tratamiento de las personas con discapacidad en Chile, “es escaso y pobre (...), Si bien existe desde 1987 una ley que se dedica específicamente a “establecer normas sobre deficientes mentales”, ella está lejos de proveer un marco jurídico respetuoso de los derechos de las personas con discapacidad mental. No obstante su surgimiento espurio, esta ley se ha mantenido vigente, junto a sus disposiciones altamente contrarias a los derechos de las personas con discapacidad mental, sobre todo afectando y discriminando arbitrariamente la valoración del trabajo por parte de personas con problemas de salud mental. 


9) Es por esto que la Salud Mental, debiese ser de interés y prioridad nacional siendo tema principal de salud pública, y componente esencial del bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de las personas. Para ello necesita elevar su estatus a una protección Laboral debidamente consagrada. 

PROYECTO DE LEY


Modifíquese el artículo 16 de la Ley 18600, sustituyendo el actual artículo por el siguiente enunciado:


Artículo 16.- El contrato de trabajo que celebre la persona con discapacidad mental, deberá ajustarse en todas sus disposiciones a la legislación laboral vigente”.

17. Proyecto de reforma constitucional iniciado en moción de los diputados señores Auth y Jaramillo, que “Establece una ceremonia laica y republicana de celebración de Fiestas Patrias”. (boletín N° 10310-07)


“FUNDAMENTOS. El 18 de septiembre de 1810 es una fecha fundamental en nuestra historia patria, ya que ese día se constituyó la Primera Junta Nacional de Gobierno, lo que significó un primer paso en el camino hacia la gesta independentista, que se consolidó años más tarde. 


En 1811, José Miguel Carrera, a la sazón gobernante, le solicitó a la autoridad eclesiástica de entonces, oficiar una misa o ceremonia religiosa, para conmemorar el primer aniversario de la Junta Nacional de Gobierno, precisamente el día 18 de septiembre. De esta forma nace la tradición de realizar un “Te Deum” en nuestro país para celebrar las fiestas patrias.


A partir de 1971, el “Te Deum” tiene un carácter ecuménico, es decir, comenzaron a participar en dicha ceremonia, pastores u obispos de diversas confesiones religiosas, incluso no cristianas. Fue el Presidente Salvador Allende quién le solicitó al entonces Arzobispo de Santiago, Cardenal Raúl Silva Henríquez, que la ceremonia fuera ecuménica.


Si bien es cierto el “Te Deum” es una tradición de larga data en nuestro país, creemos que realmente no es una ceremonia inclusiva de todos los sectores de la Nación, tratándose de una fecha tan relevante para la patria. Es decir, celebrar o conmemorar ese hito histórico centrándolo en una misa u oficio religioso, excluye por ende a quienes no profesan credo alguno; cuestión que no se correspone con un Estado laico.


Es menester destacar que nuestro país es una de las pocas naciones que celebran su fiesta nacional o hito independentista, con una ceremonia religiosa, además de Argentina, Bélgica, Guatemala, Haití y Perú.


Este proyecto en definitiva aborda dos aspectos, el primero se refiere a la importancia de consagrar expresamente en la Carta Fundamental, una ceremonia para celebrar un acontecimiento tan importante la para Nación, como lo es su festividad patria; y el segundo aspecto, se refiere a instituir que dicha ceremonia sea laica y republicana, es decir, que no represente a un credos o religiones en particular, sino que sea representativa de la Nación toda, y en que el Jefe de Estado sea quien encabece dicha ceremonia, que debe tener un carácter inclusivo, por lo que en ningún caso significa excluir a las diversas confesiones religiosas, por el contrario, concebimos este acto desde una concepción más amplía, un anfitrión como el Presidente de Chile invitando a todos los sectores del país a la casa de todos. 


Es por eso que sobre la base de estos antecedentes y fundamentos venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcese la siguiente modificación a la Constitución Política de la República:


Agrégase el siguiente inciso final al artículo 24:


“El 18 de septiembre de cada año, el Presidente de la República encabezará una ceremonia laica y republicana de celebración de fiestas patrias.”.

18. Proyecto de ley iniciado en moción de las diputadas señoras Núñez,
doña Paulina; Molina y Rubilar, y de los diputados señores Becker, Godoy, Kort, Meza; Monckeberg, don Cristián; Morales y Pérez, don Leopoldo, que “Regula el transporte, descarga y acopio de concentrado de minerales”.
(boletín N° 10312-08)

“Considerando

1. Que actualmente los costos de fundición de mineral en nuestro país son de suyo elevados, por lo cual el principal producto de exportación es el concentrado seco de mineral;

2. Que, por otro lado, el análisis de la legislación medioambiental ha arrojado que no hay normas que establezcan una regulación del transporte de concentrados de minerales que satisfaga el cuidado de la salud de las personas así como al medioambiente. A este respecto, el transporte, descarga y acopio de concentrado seco de minerales reviste una especial problemática al ser material particulado fino que no posee reglas exigentes para su transporte y cuya exposición prolongada en el tiempo puede resultar perjudicial para la salud de las personas;

3. Que nuestro ordenamiento jurídico, en consonancia con las reglamentaciones internacionales, ha regulado por medio de normas técnicas las sustancias que se consideran peligrosas. Así, la norma NCh 382.Of2004 regula que sustancias se entienden como peligrosas en nuestro ordenamiento nacional. Las sustancia peligrosa, de acuerdo a dicha norma, corresponde a aquella que, “por su naturaleza, produce o puede producir daños momentáneos o permanentes a la salud humana, animal o vegetal, a los bienes y/o al medio ambiente”. De aquella definición fluye que no puede encasillarse a los concentrados de mineral como sustancias que son inherentemente dañosas, atendida su naturaleza, como si podría ocurrir con algunos ácidos, como el sulfúrico. La clasificación de una sustancia como peligrosa es relevante, pues su transporte y manejo así como aspectos relacionados a su producción y acopio quedan sometidos a regulación especial mucho más exigente por el riesgo inherente que dichas sustancias envuelven;

4. Sin embargo, resulta evidente que tal no es el caso de los concentrados secos de mineral. Con todo, sin embargo, no existe para dichas sustancias una normativa especial que regule el principal problema de su manejo: la volatilidad de la partícula de concentrado seco. La situación que se ha observado en zonas con actividad minera intensiva, tales como la comuna Antofagasta, dan cuenta que el mineral es transportado muchas veces por medio de camiones encarpados, dejando en su ruta, que se desarrolla día a día, un reguero de polvo de concentrado de mineral en suspensión en el aire producto de la falta de hermeticidad en su transporte. Ello, ocasiona una exposición lenta y permanente en el tiempo al concentrado. Debe recordarse que los concentrados de mineral poseen un porcentaje aproximado de entre 30 a 50 por ciento del mineral principal, siendo el resto una diversa variedad de minerales y que en concentraciones altas pueden implicar un riesgo a la salud humana;

5. Por ello, el proyecto de ley que se propone a consideración de esta H. Cámara busca proporcionar las bases esenciales del marco regulatorio para el transporte, descarga y acopio de las diversas clases de concentrados de mineral, sean estos secos o no;

6. El proyecto consta de siete artículos y uno transitorio. La idea matriz del proyecto es prescribir, con rango legal, la necesidad de que estas sustancias se traten de manera hermética, se manejen preferentemente fuera del radio urbano, en horas de baja densidad poblacional en los horarios de uso de la ruta y para que se prefieran vías lo más expeditas posibles para su transporte, además de hacer aplicable al transporte de estas sustancias ciertas disposiciones que rigen para el transporte de sustancias peligrosas. Con esto, se entiende que no es adecuado para la salud humana que se produzcan exposiciones altas y prolongadas a concentrados de mineral y se pretende armonizar la convivencia de faenas mineras y procesos extractivos con la vida urbana, la salud de las personas y el desarrollo de las economias regionales y nacional;

7. Es dable destacar que el proyecto contiene, en el inciso segundo de su artículo primero, una declaración que cataloga a la norma que se propone como una de aquellas que tratan materias de salud. Así, de conformidad al artículo 4º, número 3º del Decreto con Fuerza de Ley Nº1 del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley Nº2.763 de 1979 y de las leyes Nº18.933 y Nº18.469, corresponderá la fiscalización de los preceptos y sanción de la infracción de ésta ley a la Secretaria Regional Ministerial de Salud respectiva;

8. Finalmente, el proyecto encomienda la elaboración de un reglamento para normar el detalle de las materias que en él se traten así como para determinar las sanciones por su incumplimiento. Por otro lado, también contempla la entrada en vigencia diferida de algunas de sus normas, entendiendo que para su cabal cumplimiento se requieren inversiones y cambios sustanciales en los procesos de los sujetos que serán imperados por la norma.

Así, por lo previamente considerado, y teniendo presente lo preceptuado en los artículos 63 y 65 de la Constitución Política de la República, venimos en proponer a esta H. Cámara de Diputados el siguiente:

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO 1º.- El transporte de concentrado de minerales se regirá por la presente ley y por las disposiciones legales y reglamentarias que no sean contrarias a ésta.


Para el solo efecto de la fiscalización de lo prescrito por esta ley, se entenderá que ella es una norma que trata materias de salud.

ARTÍCULO 2º.- El transporte de concentrado de minerales deberá realizarse, con independencia del método que se emplee, siempre por medios completamente herméticos.

ARTÍCULO 3º.- Los titulares de los proyectos que impliquen carga o descarga de concentrado de mineral deberán informar por escrito de tal hecho al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Municipalidad respectiva. Dentro de los quince días hábiles siguientes a la comunicación, esta última autoridad deberá disponer el establecimiento de rutas por las que transitarán los vehículos que transporten concentrado de mineral, empleando para su diseño los criterios de evasión del transporte por área urbana, baja densidad poblacional y vehicular en horario de uso de la ruta y de la ruta más expedita cuando se deba ingresar al área urbana.

ARTÍCULO 4º.- Al transporte y descarga de concentrado de mineral le serán aplicables las disposiciones de los párrafos del Decreto 298 de 1995, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que reglamenta el transporte de cargas peligrosas por calles y caminos y que se indican a continuación: de los vehículos y su equipamiento; de la carga, su acondicionamiento, estiba descarga y manipulación; y de la circulación y estacionamiento. Con todo, no serán aplicables, en caso alguno, aquellas normas relativas al etiquetado o identificación como carga peligrosa que dichas normas prescriban.

ARTÍCULO 5º.- A la descarga y acopio de concentrado de mineral le serán aplicables las disposiciones del párrafo III del Título I, del Título II y las normas génerales y el párrafo I del Título IV establecidas en el Decreto 78 de 2010 del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento de Almacenamiento de Sustancias Peligrosas. Con todo, no serán aplicables, en caso alguno, aquellas normas relativas al etiquetado o identificación como carga peligrosa que dichas normas prescriban.

ARTÍCULO 6º.- Un reglamento suscrito por los ministros de Salud, Medio Ambiente y Transporte regulará el detalle de los procedimientos descritos en la presente ley así como las sanciones por la infracción de lo dispuesto en ella.

ARTÍCULO 7º.- Agréguese un literal g), nuevo, al artículo 11 de la Ley 19.300 que aprueba Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

g) Transporte, descarga y acopio de minerales o concentrados de minerales, especialmente cuando su transporte implique el tránsito por zonas urbanas.

ARTÍCULO TRANSITORIO.- El Artículo 1º de la presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial.

Los artículos 5º y 6º entrarán en vigencia después de seis meses de su publicación en el Diario Oficial”.

19. Oficio de la Corte Suprema por el cual remite su opinión respecto del
proyecto de ley, iniciado en mensaje, que “Facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos. “ (boletín 9885-07)


“Informe Proyecto de Ley 35-2015


Antecedente: Boletín N° 9.885-07.


Santiago, 14 de septiembre de 2015.


Mediante oficio N° 297/SEC/2015, recibido el 8 de septiembre de 2015, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, don Leonardo Soto Ferrada, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N° 9.985-07).


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 11 de septiembre en curso, presidida por el subscrito y con la asistencia de los ministros señores Patricio Valdés Aldunate, Carlos Künsemüller Loebelfelder, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Carlos Cerda Fernández, Manuel Valderrama Rebolledo y los ministro suplentes señores Alfredo Pfiffer Richter y Julio Miranda Lillo, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, catorce de septiembre de dos mil quince.


Visto y teniendo presente:

 
Primero: Que mediante Oficio N° 297/SEC/2015, recibido el 8 de septiembre de 2015, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, don Leonardo Soto Ferrada, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín 
N° 9.985-07).


El presente proyecto de ley inició su tramitación vía Mensaje del Ejecutivo, el 23 de enero de 2015. En la versión original, fue informado por la Corte Suprema mediante oficio N° 23-2015 de 5 de Marzo de 2015. En el tiempo que media entre esta última fecha y el nuevo oficio de la Cámara de Diputados, la iniciativa sufrió múltiples cambios, adiciones y eliminaciones, por medio de indicaciones de diversos autores ante las comisiones de Seguridad Ciudadana, Hacienda y Legislación, Constitución y Justicia de la Cámara de Diputados y son las que dan pábulo a la nueva solicitud de informe dirigida a esta Corte;


Segundo: Que atendido el carácter del proyecto, cabe detenerse en la fundamentación que el mismo ofrece. Ésta es la que ha guiado la discusión en las comisiones y, en definitiva, es la que justifica a nivel político criminal la pertinencia de sus modificaciones. Según el Mensaje del Ejecutivo la iniciativa legal obedece al aumento “de la actividad criminal” y de la “sensación de inseguridad” que afecta a la ciudadanía (párrafos 1° y 6° del Mensaje). Según el proyecto, las cifras entregadas por encuestas de victimización y estadísticas policiales darían cuenta que “los delitos de mayor ocurrencia y que afectan en mayor medida a la ciudadanía son los delitos contra la propiedad, ubicados en los primeros cuatro párrafos del Título IX del Libro II del Código Penal” (párrafo 7°), razón por la cual, habría que propender a su represión prioritaria. Tal “categoría de delitos debe ser intervenida con medidas que procuren impedir la ejecución de nuevos ilícitos mediante la captura, aplicación efectiva de las penas y la consiguiente permanencia de quienes los cometen, sujetos a penas privativas de libertad.” (párrafo 11);


Tercero: Que el proyecto consta de doce artículos y dos disposiciones transitorias. El primer artículo modifica el Código Penal; el segundo el Código Procesal Penal; el tercero el Código de Justicia Militar; el cuarto el Decreto Ley N° 2460 de 1979, que dicta la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile; el quinto al Decreto Ley N° 2.859, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile; el sexto a Ley N° 18.216 que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad; el séptimo, el artículo tercero del D.L. N° 321 de 1925 del Ministerio de Justicia, que establece la libertad condicional para los penados; el octavo, la Ley N° 19.970 de 2004, que Crea el Sistema Nacional de Registros de ADN; el noveno, el D.F.L. N° 1 de 2009 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley del Tránsito; el décimo, la Ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de policía local; y el undécimo y duodécimo corresponden a disposiciones que no modifican ningún cuerpo legal y que, correlativamente, establecen una ampliación de las facultades de los funcionarios policiales y establecen legalmente el Banco Unificado de Datos. Por último, el proyecto comprende dos artículos transitorios que establecen un régimen especial de ampliación de establecimientos penitenciarios y un deber especial de información respecto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para ambas Cámaras de parlamentarios;

 
Cuarto: Que examinados los antecedentes a la luz de lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se advierte que en buena parte las normas del proyecto tratan de materias eminentemente sustantivas, las que no serán abordadas en el presente informe. 

Las reformas al Código Procesal Penal parecen de un impacto limitado y ofrecen pocos problemas interpretativos. 

Sin embargo, problemática resulta la reforma al artículo 127 del Código Procesal Penal, relativa a la detención judicial. En efecto, el proyecto, luego de establecer como facultad policial el registro de vestimentas en toda detención judicial, autoriza al juez como razón suficiente para decretar una detención, el hecho de que el Ministerio Público considere que una determinada persona cometió un delito al que la ley tiene asignada una pena de crimen. Es decir, autoriza una medida cautelar, sin ninguna consideración a algún peligro real y calificado de alguna clase, sino sólo sobre la base de la gravedad de una determinada imputación. Esta cuestión contraría toda la lógica de la concesión de las medidas cautelares y constituye un retroceso mayúsculo desde la perspectiva del principio de inocencia: nadie debería poder ser detenido sin antecedentes especiales y, exclusivamente, sobre la base de una denuncia o imputación. 

Otro tanto puede decirse de la regulación del reconocimiento del imputado, o su identificación como responsable del delito, como razón suficiente para decretarla. La detención, así como la prisión preventiva, no constituyen antejuicios. Ellas son medidas extraordinarias, cautelares de los fines internos del procedimiento. En este sentido, la afirmación de la probabilidad de autoría o participación en un imputado es un antecedente necesario, pero en ninguna medida suficiente para decretarlas, y esto es una consideración esencial de nuestro sistema que no puede pasarse por alto. En este sentido, la reforma al artículo 127 implicaría una vulneración abierta al principio de inocencia y al derecho a un juicio previo. Por último, la existencia de errores burocráticos e interpretaciones incorrectas de la realidad, sugieren que estas reformas podrían provocar múltiples casos de detenciones innecesarias o frívolas, que en definitiva sólo pondrán en peligro la legitimidad de un sistema que, tal como acepta el mensaje en términos generales, funciona bien;

Quinto: Que, de igual modo, teniendo en consideración la función constitucional del Poder Judicial -destinada a conocer y resolver materias civiles y criminales-, no resultan plausibles las expectativas de apoyo a una función exclusiva del Ministerio Público, esto es, la investigación de delitos, en la forma que se contiene en el artículo 11 de la propuesta. 

Al respecto, se debe tener en cuenta que el registro que los sistemas de tramitación electrónica del Poder Judicial realizan de diversos datos, tiene por objeto resguardar el proceso y facilitar o agilizar la labor jurisdiccional. Por esta razón, es difícil justificar un tratamiento y cesión de datos para finalidades investigativas, salvo que se establezca legal y/o constitucionalmente una doble misión de los datos recolectados por el Poder Judicial en el ejercicio de sus funciones. Ello, sin perjuicio de que a través de interconexiones electrónicas que ya se han implementado con otras instituciones, se facilite la ejecución de las sentencias o el despacho de órdenes y contraórdenes de detención, entre otros ejemplos. 

Por otro lado, resulta discutible, bajo un principio acusatorio, el hecho de que los órganos acusadores cuenten con tales mecanismos de control de la población, sin que exista un correlato adecuado desde la perspectiva de la defensa o de los datos personales. En esta medida, la incorporación de esta reforma podría incidir, por una parte, en la creación de un derecho penal de autor, y por otra, en una desigualdad indeseable de armas entre acusadores y defensa.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos. Ofíciese.

Se deja constancia que los ministros señores Valdés y Valderrama y el suplente señor Pfeiffer, no comparten los párrafos tercero y cuarto del motivo cuarto.

Acordado con el voto en contra de la ministra señora Egnem, quien, teniendo en consideración que los conceptos y definiciones doctrinarias no resultan suficientes para abordar y proporcionar debida atención a la difícil realidad que en materia de seguridad ciudadana vive la población del país, propósito que es precisamente el que tiene en su base la iniciativa legislativa que se ha remitido para el conocimiento de esta Corte, estuvo por informar favorablemente el proyecto en lo procesal-penal en todas sus partes.

Se previene que el Presidente subrogante señor Juica y los ministros señores Künsemüller, Brito, Cerda y el suplente señor Miranda estuvieron por informar además:

1º) Que sin perjuicio de los comentarios que merece la parte regulativa del proyecto, parece adecuado hacer una consideración previa sobre los datos que fundamentan su justificación. Especialmente, en razón de que varias de las fuentes a que se refieren (estadísticas policiales, encuestas de victimización, etc.) parecen refutarlos. Por ejemplo, según el proyecto, “de acuerdo a estadísticas policiales, en el período comprendido entre los meses de enero a noviembre del año 2013, y durante el mismo período del año 2014, los delitos de mayor connotación social a nivel nacional presentaron un aumento del 2,59% y dentro de esa cifra, presentaron un alza importante los delitos de robo por sorpresa (18,1%) y robo con intimidación (16,7%)”. Sin embargo, las estadísticas policiales, por ejemplo de Carabineros de Chile, revelan otro escenario: comparativamente, entre enero y julio del año 2012 y enero y julio del año 2015, puede apreciarse un aumento en las denuncias de robos con intimidación de un 6,1 %, y un descenso en los robos por sorpresa en un 3,3%.

Lo que en el escenario global coadyuva a un descenso general en los delitos contra la propiedad y en los que se ejerce violencia superior al 2% . 

2º) Que el proyecto establece cuatro modificaciones especiales al Código Penal. La primera, al artículo 433, tiene por objetivo agravar el marco penal previsto para aquellos robos con violencia o intimidación, en los que con ocasión o motivo de este delito, se cometieran además homicidio, violación, alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1°, o las víctimas sean retenidas bajo rescate por un lapso mayor a aquel necesario para la comisión del delito. Adicionalmente, esta modificación establece una rebaja o morigeración del marco penal respecto de aquellos casos en que con motivo u ocasión del robo se comete alguna de las lesiones de las que trata el N° 2 del Artículo 397 del Código Penal.

Sin perjuicio de la opciones político criminales que expresan estas decisiones, y que podrían resultar criticables bajo el imperio del principio de proporcionalidad de las penas, cabe destacar que su verdadero impacto en el sistema sólo se puede vislumbrar si se considera que estas figuras no corresponden a soluciones concursales particulares en relación a estos delitos, sino a figuras típicas complejas que requieren, además de una relación funcional que las imbrique, dolo en cada uno de los tipos que la comprenden. De este modo, será siempre descartable su aplicación en los casos de robo doloso en el que se produce un homicidio imprudente, y altamente discutible en las hipótesis de robo doloso en el que se ejecuta un homicidio con dolo eventual ; 
3º) Que la segunda modificación al Código Penal es la que sin duda podría producir en la práctica judicial más impactos. En este sentido, la propuesta de nuevo artículo 449, como se informara en su oportunidad, modifica completamente el sistema de determinación de la pena respecto de los delitos contra la propiedad. Así, se establece una restricción decisiva en las facultades de determinación de la pena con que cuenta el juez para esta clase de delitos, quien ya no podrá bajar el grado del marco jurídico aplicable a la pena en presencia de atenuantes, aunque deberá agravarlo en presencia de las circunstancias establecidas en los numerales 15 y 16 del artículo 12 del Código Penal. 

Esta modificación, no obstante ser morigerada respecto de la primera propuesta del Ejecutivo , continúa siendo desproporcionada e ineficaz. En primer lugar, resulta desproporcionada, por cuanto establece un sistema de excepción respecto de esta clase de delitos, lo que involucrará que, en los hechos, estos sean más gravemente sancionados que, incluso, algunos delitos contra la vida, la probidad funcionaria, la integridad física o la libertad sexual. De este modo, el culpable de hurto de un celular que exceda las 4 UTM, pero que no pase de 40 UTM (art. 446 N° 2 CP, que prevé la pena de presidio menor en su grado medio) será, en todo caso e independientemente de sus atenuantes, condenado a una pena de a lo menos a 541 días de privación de libertad; mientras que la pena del empleado público que acepte un beneficio económico de 3000 UTM para omitir un acto debido propio de su cargo (art. 248 bis. CP, que prevé la pena de reclusión menor en su grado medio) que cuente con dos atenuantes, podría fácilmente ser inferior a 60 días. A mayor abundamiento, en función de la propuesta, aquel que hurtó un celular en estos casos, podría tener una pena mayor a aquel que, con idénticas atenuantes, obtuviere servicios sexuales por parte de personas mayores de catorce pero menores de dieciocho años de edad en los términos del artículo 367 ter del Código Penal. 

Además de desproporcionada desde la perspectiva interna, esta medida no considera el estado actual de las condenas privativas de libertad en Chile. En efecto, según muestran tanto las estadísticas internas del Poder Judicial, como el último informe dado por el Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile, la mayor causa de privación de libertad en Chile es la condena por delitos contra la propiedad. Así, 58,5% de las personas consideradas en dicho estudio, fueron condenadas por delitos contra la propiedad . De este modo, la reforma que se propone, podría implicar un impacto muy elevado en la población penitenciaria chilena, incluso –como se ha visto- para los casos de hurtos y delitos no violentos, con inesperados efectos en torno a la reincidencia, aumento del gasto fiscal, y desmedro en las condiciones carcelarias. Al respecto, debe tenerse en cuenta que esta misma estadística establece que un 56,1% de las personas privadas de libertad lo son por delitos de robo, y un 2,4% por delitos de hurto. Esta cifra contrasta con la enorme preeminencia de denuncias de delitos de hurto y robos no violentos respecto de los delitos contra la propiedad violentos, y será aquella que sufrirá mayor alteración con las reglas que se proponen. En definitiva, el principal cambio que probablemente implicará la reforma será la mayor encarcelación por hurtos y robos no violentos;

4º) Que por idénticas consideraciones pareciera desproporcionada la regla de determinación de la pena que establece para la receptación el nuevo artículo 456 bis A del Código Penal. En este sentido, la propuesta no considera las actuales reglas de agravantes que existen, la relativa baja gravedad de la infracción, y la existencia de reglas particulares respecto de la responsabilidad penal de las personas jurídicas y la asociación ilícita. En este sentido, llama la atención el enorme contraste que existe entre estas disposiciones, y aquellas que existen en la ley N° 20.393, en donde se imponen enormes restricciones para que un tribunal disuelva una persona jurídica que financie organizaciones terroristas; 

5º) Que también desproporcionada parece la regla del artículo 456 bis B, que establece deberes asimétricos respecto de los particulares que posean esta clase de negocios, y que podría concluir en una asignación excesiva de recursos policiales y de incautaciones fundadas en meras inobservancias administrativas, que no se encuentran refrendadas ni por la comisión de un delito, ni por la autorización de tribunal alguno;

6º) Que salvo las reformas establecidas en los artículos 83, 86, 132, 140 y 206 del Código Procesal Penal, las restantes variaciones propuestas a dicho ordenamiento dan cuenta de criterios marcadamente policiales y que limitan enormemente las facultades de control de juridicidad que los tribunales de justicia, especialmente el Juez de Garantía, están llamados a realizar. En esta medida, la reforma postula una desconfianza generalizada a la manera en que operan los tribunales de justicia. Desconfianza que no se justifica en los datos del sistema, y que por lo tanto, no implicarían mayores niveles de eficacia policial, sino tan sólo un desmedro importante en la tutela judicial efectiva de los derechos de libertad y seguridad individual de las personas. En este sentido, tal como ha demostrado recientemente el Presidente de la Corte Suprema en una reciente exposición, los tribunales suelen decretar la mayoría de las prisiones preventivas que les solicita el Ministerio Público o los querellantes, y suelen considerar legales la enorme mayoría de las detenciones que realizan las Policías. Así, si durante el año 2014 se celebraron un total de 311.960 audiencias de control de la detención, solamente en 2.413 (0,7%) audiencias se decretó la ilegalidad de las mismas. Dicho esto, cabe preguntarse ¿cuál será el impacto real de las medidas que relajan los criterios de control de detención, o examen de vestimenta? Evidentemente, un descenso en los estándares policiales para realizar los procedimientos; 

7º) Que dentro de las medidas más discutibles que ofrece el proyecto dice relación con las modificaciones a la regulación relativa al control de identidad, especialmente en los artículos 2° y 12° del proyecto. En este sentido, la iniciativa se enmarca en una evolución legislativa que paulatinamente otorga mayores espacios de discrecionalidad a Carabineros, disminuyendo las facultades de control que poseen los tribunales . Así, mientras el artículo 85 original, estipulaba que el control de identidad sólo podía realizarse “en casos fundados”, como cuando se sospechaba “la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito”, por un plazo máximo de 4 horas, el actual artículo 85 del Código Procesal Penal estipula una duración máxima del procedimiento de 8 horas y la posibilidad de realizar el control de identidad, además, sobre la base de la existencia de indicios de la comisión de faltas, o del hecho de que una persona se encapuche o disimule su identidad, incorporando además, la posibilidad de realizar cotejo de controles de detención, huellas, registro de vestimentas equipaje o vehículo; 

8º) Que en este contexto, la reforma que se propone ampliar aún más el rango de los indicios mediante la introducción de dos incisos en el artículo 85, que autorizan el control de identidad, y el respectivo registro de vestimenta, equipaje y vehículo, “cuando los funcionarios policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que una determinada persona tiene alguna orden de detención pendiente”. Esta regla, además de inusual -es difícil pensar qué clase de antecedente podría tener algún carabinero de la existencia de una orden de detención pendiente respecto de una persona determinada, además de la propia orden de detención que lo autorizaría, sin más, a restringir su libertad-, es difícilmente aceptable desde la perspectiva de un estado democrático de Derecho. Ello, especialmente, en atención a la enorme discrecionalidad que esta norma implica, la considerable cantidad de tiempo de restricción que autoriza (8 horas), y a la laxa regulación de la flagrancia (que puede constituirse, simplemente, con el señalamiento de un testigo presencial, hasta doce horas después de la comisión del hecho); 

9º) Que el cuadro regulativo del control de identidad que propone el proyecto no quedaría completo, sin embargo, sin la referencia a lo reseñado en el artículo 12 de esta propuesta, que es una disposición autónoma, que no modifica ningún cuerpo normativo, que en los hechos, establece una autorización general a las policías para controlar la identidad de las personas sin ulterior expresión de causa, en un procedimiento máximo de 4 horas. Las únicas diferencias de esta facultad, respecto de la propuesta en el artículo 85 del Código Procesal Penal, es que como correlato a no requerir como sustento ningún antecedente de ninguna clase (bastando la mera voluntad policial), no admite el registro de vestimentas, y establece medidas de publicidad y reclamo en torno a su funcionamiento. Esta facultad, además de sustentar una discutible técnica legislativa –¿por qué no incluirla derechamente en el Código Procesal Penal?- posee los mismos defectos que la reforma al artículo 85, pero agravados, e implica un desmedro importante en las facultades de control de las policías. En este sentido, cabría eliminar este control de identidad diferenciado, aunque manteniendo las importantes medidas de publicidad y reclamo que reglamenta;

10º) Que en cuanto se incorpora el registro de vestimentas a la detención por flagrancia (art. 129), la propuesta también merece importantes reparos. Ello, especialmente bajo el entendido de que ella no sólo se aplicaría a los casos en que la policía sorprenda ella misma infraganti a alguien cometiendo un delito, sino que también recibiría aplicación según la definición de “situación de flagrancia” que entrega el artículo 130 del Código Procesal Penal, cuando una víctima o testigo presencial simplemente señalen a una persona determinada como autor, dentro de las siguientes 12 horas a la supuesta perpetración del hecho. De este modo, la autorización general del registro de vestimentas a estos casos, podría implicar vulneraciones excesivas de la intimidad de las personas; 

11º) Que en el mismo sentido que las normas de la propuesta que pretenden regular de modo especial los parámetros de determinación de la pena respecto de los delitos contra la propiedad por apropiación en el Código Penal, las modificaciones propuestas al artículo 170 del Código Procesal Penal, que establecen importantes restricciones al principio de oportunidad, castigarán con mucho más rigor los delitos que podríamos considerar “menores” (hurtos y robos no violentos). En este sentido, es dable advertir la alta probabilidad que su impacto se dejará notar con mucha fuerza en los delitos no violentos y el microtráfico, sin producir efectos significativos en los robos con violencia o intimidación. Ello podría ser especialmente pernicioso en algunos sectores de la población, y como han anticipado varios expertos, podría llevar a una profundización de la carrera criminal de delincuentes poco violentos, a una escalada de reincidencia , y a notorios y perjudiciales efectos en el gasto fiscal del país;

12º) Que a similares conclusiones lleva el análisis de las normas modificatorias de la Ley N° 18.216, y al Decreto Ley Nº 321 de 1925, y a la Ley N° 19.970, que, en general, establecen agravaciones en el tratamiento de determinados delitos contra la propiedad, cuya necesidad es difícil de sostener y en esta medida parecen desproporcionada. En este sentido, cabe hacer referencia al hecho que las reformas contenidas en la regulación de la libertad condicional, podrían fungir como incentivos perversos, y por ende aumentar la reincidencia de aquellas personas que se encuentran privadas de libertad por esos delitos. Otro tanto puede decirse respecto de las reformas previstas para la Ley N° 18.216 que evidentemente son excesivamente rigorosas. Ello, al punto de que inclusive una reforma humanitaria, como la establecida en el número cuarto del artículo sexto del proyecto, que establece la posibilidad de disponer la interrupción de condena a mayores de 80 años, pierde gran parte de su importancia, y termina generando diferencias odiosas y potencialmente contrarias a la dignidad humana;

13º) Que sin perjuicio de lo perfectible de su redacción, las modificaciones propuestas a los artículos 132 bis, 149 y 150 del Código Penal, además de las reformas a las respectivas leyes orgánicas de las Policías, de Gendarmería y del Código de Justicia Militar y algunas relativas a la ley Nº 18.216 y el Decreto Ley Nº 321, se orientan a agravar el tratamiento de aquellos imputados que se vean perseguidos por su posible participación en delitos contra las fuerzas de orden y seguridad públicas. Estas medidas parecen desproporcionadas en términos del resguardo que se le otorga a la generalidad de la población, y parecen exageradas, habida consideración de la existencia de procedimientos adecuados y tipos penales calificados que ya los resguardan. En este sentido, la reforma no parece obedecer a consideraciones estadísticas, empíricas, ni mucho menos a consideraciones normativas o de oportunidad, por lo que, en esta medida implica un tratamiento ostensiblemente privilegiado respecto de las restantes clases de víctimas;

14º) Que sin perjuicio de lo razonable que resulta liberar a las policías de realizar labores administrativas, podría resultar contrario al espíritu de la ley, privar del deber de denunciar a Carabineros cierta clase de accidente en que sólo hay compromiso de la propiedad, o daños materiales, especialmente en el supuesto de que éstos hayan sido provocados por la ingesta de alcohol o drogas. En esta medida, la víctima de esta clase de cuasidelito perderá una importante herramienta procesal, con la modificación propuesta al artículo 171.

Se previene que el ministro señor Valderrama también estuvo por informar respecto a todas las modificaciones propuestas en el proyecto y, en particular, en lo sustantivo, estuvo por informarlo favorablemente. 

PL-35-2015”.

Saluda atentamente a V.S.


(Fdo.): MILTON JUICA ARANCIBIA, Presidente subrogante; JORGE SÁEZ MARTIN, Secretario

AL SEÑOR PRESIDENTE

LEONARDO SOTO FERRADA

COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO 

20. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2684-14-INA.


“Santiago, 14 de septiembre de 2015

Oficio N° 666-2015


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la H. Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictad por esta Magistratura con fecha 10 de septiembre de 2015, en el proceso Rol N° 2.684-14-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad preentado por Curtidos BAS S.A. respecto del inciso segundo del artículo 62 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; o en subsidio, respecto de la oración “Este plazo no será inferior a un año”, contenida en la parte final del mencionado inciso segundo.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS
DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO”.

21. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2874-15- INA.

“Santiago, 21 de septiembre de 2015


Oficio N° 679-2015


Remite RESOLUCIÓN.

Excelentísimo señor

Presidente de la H. Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta magistratura con fecha 16 de septiembre de 2015, en el proceso Rol N° 2.874-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad prseentado por Víctor Pérez Valderrama respecto de los artículos 3°, N° 2, N° 2 y 3, y del artículo 133, inciso primero, del Código de Justicia Militar, en los autos Rol N° 889-2015 de que conoce la Segunda Fiscalía Militar de Valparaíso, a los efectos que indica. Asimismo, acompaño copia del requerimiento de fojas 1 y de la resolución que declaró su admisibilidad.

Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO”.

22. Decimoséptimo informe de la Dirección de Asuntos Internacionales acerca de las actividades efectuadas por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, durante el mes de septiembre de 2015.
“Honorable Cámara.

Tengo a honra informar acerca de las actividades del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, durante el mes de septiembre del año 2015, de conformidad con lo solicitado por Cancillería en orden a mantener informada a la Corporación.

1.- Consultas sobre el Centro Regional de las Naciones Unidas para la Diplomacia Preventiva en Asia Central (UNRCCA); informó el Enviado Especial del Secretario General y Jefe de UNRCCA, Sr. Petko Draganov (Bulgaria).( Martes 8 de septiembre).

Antecedentes:

El Consejo de Seguridad (CS) sostuvo consultas sobre las actividades del Centro, misión política encargada de asistir a los cinco países de Asia Central (Kazajstán, Kirguistán, Tayikistán, Turkmenistán y Uzbekistán), en la construcción de sus capacidades para la prevención de conflictos y para hacer frente a amenazas comunes, como el terrorismo, la corrupción y el crimen transnacional. 

La situación en Afganistán es de especial preocupación para el Centro, dada su inestabilidad en materia de seguridad y potencial impacto en la región. Por ello, el Unrcca mantiene una estrecha relación con la Misión de Asistencia de Naciones Unidas en Afganistán (Unama). La emergencia este año del Estado Islámico en el norte de Afganistán (frontera con Tayikistán y Turkmenistán), es igualmente un acontecimiento que requiere ser observada.  

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

2.- Aprobación renovación del mandato de la Misión de Apoyo de las Naciones Unidas en Libia (Unsmil). (Miércoles 9 de septiembre).

Antecedentes:

Los miembros del CS se reunieron para votar el proyecto de resolución que el Reino Unido (penholder), circula para la renovación del mandato de UNSMIL, que finalizó el pasado 15 de septiembre. 

En el citado proyecto, se promovió la extensión de la misión por otros 6 meses, de conformidad con el desarrollo que ha tenido el actual proceso de diálogo político, el cual debiera terminar con el establecimiento de un Gobierno de Unidad Nacional. 

También la iniciativa busca destacar la responsabilidad que le competen a los Estados en la protección de civiles, así como la obligación de las Partes en conflicto de respetar las normas establecidas en el Derecho Internacional Humanitario, de los Derechos Humanos y del Derecho de los Refugiados. 

El citado documento ha recogido la aplicación de la Resolución 1325 (2000), indicando la necesidad de incorporar la participación política de la mujer en todas las etapas de la transición democrática, así como en la prevención y solución del conflicto.

Otro aspecto a destacar, es la decisión que el CS tomó mediante la Resolución 1973 (2011) en la cual otorga competencia a la Corte Penal Internacional (CPI), para juzgar a los responsables de crímenes de lesa humanidad, como es el caso de Saif Al-Islam, instando a las autoridades libias a cumplir con esta indicación.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

3.- Briefing seguido de consultas referente a los avances en la implementación de la resolución 2118 (2013), para la eliminación del Programa de Armas Químicas de la República Árabe Siria. Informó el Alto Representante para Asuntos de Desarme, Sr. Won-soo Kim (Corea).

Antecedentes:

Estas consultas se celebraron en observancia a la obligación establecida en la resolución 2118 (2013), consistente en el deber del Secretario General (SG) de informar mensualmente al CS, los avances en la eliminación de armas químicas y sus sistemas vectores en la República Árabe Siria.

El vigésimo tercer informe de la Secretaría Técnica de la OPAQ, dio cuenta de los avances en la destrucción de un promedio de un 98,8% de las sustancias químicas de categoría 1 y 2, incluyendo Isopropanol (destruido previamente), y por otra parte, la destrucción de las 5 instalaciones subterráneas de producción de armas químicas (IPAQ) y 5 de los 7 hangares. 

Cabe destacar que el establecimiento del Mecanismo Conjunto de Investigación OPAQ-ONU (resolución 2235, 7 de agosto), para determinar responsables por los ataques con agentes químicos tóxicos en territorio sirio.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

4.- Briefing seguido de consultas sobre la Misión de las Naciones Unidas en Liberia (UNMIL). Informó el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Sr. Hervé Ladsous (Francia) y el Presidente de la configuración de Liberia de la PBC, Embajador Olof Skoog (Suecia). (Jueves 10 de septiembre).

Antecedentes:

En esta oportunidad los miembros del CS analizaron el último Informe del SG relativo a Unmil, que informó sobre la situación política actual del país y cuyo eje central está basado en la expectativa de que el Gobierno asuma las responsabilidades en materia de seguridad de la Unmil, a contar de junio de 2016. 

Otro aspecto es el despliegue de la Misión, el cual se encuentra en una etapa de reducción, luego de haberse determinado que Liberia ha hecho progresos significativos en la lucha contra el brote de Ébola. 

En el Informe, el SG sugiere renovar el mandato de UNMIL por un período de un año (hasta septiembre de 2016), aspecto que debe ser discutido por los miembros del CS. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

5.- Briefing seguido de consultas sobre Medio Oriente, con particular énfasis en la situación de los territorios palestinos ocupados. Informó el Coordinador Especial de las Naciones Unidas para el proceso de paz en el Oriente Medio y Representante Personal del Secretario General ante la Organización de Liberación de Palestina y la Autoridad Palestina, Sr. Nickolay Mladenov (Bulgaria). (Martes 15 de septiembre).

Antecedentes:

Las consultas tuvieron el objetivo de mantener la atención del CS sobre la situación de los territorios palestinos ocupados. Los principales aspectos abordados en briefings y consultas anteriores, ha sido lo concerniente al escalamiento de la violencia en Cisjordania, abarcando también otros aspectos, como el retorno de refugiados palestinos a sus hogares ubicados dentro de las actuales fronteras de Israel, y el estatus jurídico de Jerusalén, ciudad que tanto Palestina como Israel, disputan.

Existe una percepción compartida por la Comunidad Internacional, de que la política del status quo es inaceptable. Es necesario impulsar nuevos esfuerzos políticos que hagan viable un proceso de paz con parámetros definidos, transparentes y dentro de un plazo determinado. En este sentido, durante las consultas celebradas en agosto, Francia reiteró su interés de reactivar el proceso de negociaciones entre las Partes, propuesta que podría materializarse a fines de septiembre, con ocasión del inicio del 70 periodo de sesiones de la Asamblea General.

Las delegaciones se refirieron al incremento del clima de violencia en Cisjordania, tras la muerte de la madre del bebé fallecido la primera semana de agosto, a manos de colonos extremistas israelíes. En este sentido, el Coordinador Especial, así como diversas delegaciones, han manifestado la importancia de que Palestina logre consolidar un liderazgo efectivo, en aras de reconducir el proceso de paz. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

6.- Briefing trimestral del Comité establecido en virtud de la resolución 1737 (2006) del Consejo de Seguridad de sanciones sobre Irán. Presentó el Presidente del Comité 1737 Embajador Román Oyarzún Marchesi (España). 

Antecedentes:

El Comité fue creado en 2006 por resolución 1737, ante la amenaza de que Irán enriqueciera uranio con fines militares en contravención con el Tratado de No Proliferación Nuclear (TNPN), junto a la negativa de colaborar con la Agencia Internacional de Energía Atómica (AIEA). 

La reunión busca informar sobre los pasos tomados tras la adopción del Plan de Acción Conjunto firmado entre Irán y los P5+1 el 14 de julio pasado, que compromete la reducción de uranio enriquecido bajo el 5% y asegura la naturaleza pacífica del programa nuclear iraní, a cambio del levantamiento de las sanciones impuestas por la Unión Europea y EEUU. El Comité 1737 debe aún ver las observaciones del Organismo Internacional de Energía Atómica, para comenzar un levantamiento parcial de las sanciones.

Acción del Consejo de Seguridad: No se tomó ninguna acción.

7.- Briefing seguido de consultas sobre la situación humanitaria en Siria. Informó el Subsecretario de Asuntos Humanitarios, Stephen O’Brien (EE.UU). (Miércoles 16 de septiembre).

Antecedentes:

El briefing seguido de consultas tuvo lugar en cumplimiento de las resolución 2139 (2014), 2165 (2014) y 2191 (2015), en virtud de las cuales el Consejo ordena al Secretario General, informar cada 30 días sobre la situación humanitaria en Siria. 

El informe S/2015/698, del 10 de septiembre de 2015, dio cuenta de los ataques con devastadoras consecuencias para la población civil, perpetrados por todas las partes en conflicto. En este sentido, el SG expresó su profunda preocupación por los ataques indiscriminados cometidos por el Gobierno Sirio en áreas densamente pobladas. 

Es de esperar que durante las consultas se aborde el efecto que ha tenido la crisis Siria en la oleada de inmigrantes que día a día abandonan sus hogares en búsqueda de un mejor futuro para sus hijos. 

La búsqueda de una solución política sigue siendo vital, lo cual es corroborado en el informe del SG, el cual llama a todas las partes sirias, y a la comunidad internacional, a prestar apoyo para una oportuna aplicación de la iniciativa presentada por UN, que considera el establecimiento de distintos grupos de trabajo temáticos, en aras de concretar la aplicación del Comunicado de Ginebra (apoyado por el CS mediante una Declaración Presidencial del 17 de agosto de 2015). 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

8.- Debate sobre la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en el Afganistán (Unama). Participó el Representante Especial del Secretario General y Jefe de Unama, Nicholas Haysom (Sudáfrica). (Jueves 17 de septiembre).

Antecedentes:

El Consejo de Seguridad realizó el debate bianual sobre UNAMA y la situación en Afganistán, abordando los principales acontecimientos políticos, de seguridad y humanitarios en el país de los últimos seis meses. 

En lo político, el Presidente Ashraf Ghani ha mantenido su compromiso hacia la formación de un Gobierno de Unidad Nacional, poniendo énfasis en la reconciliación nacional y el desarrollo económico del país. 

Sin embargo, las acciones terroristas de Al Qaeda y grupos afiliados continúan siendo un enorme desafío para la seguridad, estabilidad y el desarrollo de Afganistán. El movimiento ha incrementado sus ataques desde abril 2015 en la llamada “ofensiva de primavera”, aprovechando el retiro de las tropas de la OTAN a principios de año. Esto, a pesar de que un sector de Al Qaeda ha manifestado su intención de negociar con el Gobierno afgano, lo que demuestra una división entre facciones del grupo. 

La Unama es una misión política (no militar) que apoya al Gobierno en sus labores de consolidación de la paz y promoción de la democracia y coordina las actividades de Naciones Unidas en el ámbito político, de desarrollo y humanitario.

Acción del Consejo de Seguridad: No se tomó acción.

9.- Consultas sobre relaciones entre Sudán/Sudán del Sur. Informó el Enviado Especial del Secretario General, Sr. Haile Menkerios (Sudáfrica) 

Antecedentes:

El Consejo examinó la implementación de la resolución 2046 (2012) sobre los aspectos pendientes entre Sudán y Sudán del Sur desde la independencia de este último, fundamentalmente la administración del territorio de Abyei y de los Estados fronterizos de Kordofán del Sur y Nilo Azul. Asimismo, abordó la gestión de UNISFA (Fuerza Provisional de Seguridad de las Naciones Unidas para Abyei).

La violencia y los enfrentamientos armados entre el Gobierno de Sudán y el Movimiento de Liberación del Pueblo del Sudán incrementaron en Kordofán del Sur y Nilo Azul a mediados de año, con efectos devastadores para la población civil. En Abyei la situación ha estado más estable, aunque la tensión y el potencial de conflicto se mantienen, debido a la abundancia de armas pequeñas y tensiones entre las comunidades tribales. En lo político se ha visto progreso limitado, puesto que los Gobiernos no han demostrado la voluntad necesaria para avanzar en los acuerdos y no han retirado sus ejércitos a pesar de lo dispuesto en resoluciones del CS. 

Unisfa fue establecida a través de la resolución 1990 (2011), con mandato en la protección de civiles y la facilitación del proceso político que busca encontrar una solución pacífica al estatus de Abyei territorio. Su mandato expira el próximo 15 de diciembre.

En las últimas reuniones algunos miembros del Consejo expresaron su creciente inquietud por el estancamiento en el proceso político y la incapacidad de ambos Gobiernos para implementar los acuerdos. Recientemente, la Federación de Rusia ofreció mediar el proceso entre los dos países. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

10.- Consultas sobre la Fuerza de las Naciones Unidas de Observación de la separación para el período comprendido entre el 4 de septiembre y el 19 de noviembre de 2014. Informó el Secretario General Adjunto de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, Sr. Hervé Ladsous (Francia).

Antecedentes:

Las consultas tuvieron el objetivo de informar sobre las actividades de Undof durante los últimos tres meses, de conformidad con el mandato contenido en la resolución 338 (1973) del CS. Cabe señalar que la resolución 2229 (2015), tomando en consideración todos los incumplimientos de las partes al Acuerdo sobre la Separación de las Fuerzas, prorrogó el mandato de Undof por un periodo de 6 meses, estos es hasta el 31 de diciembre de 2015.

El informe S/2015/669, dio cuenta de una serie de incidentes ocurridos los días 13, 14 de junio, y el 20 de agosto, consistentes en el lanzamiento de cohetes a lo largo de la Línea Azul, que implican a las Fuerzas de Defensa de Israel, así como también, a otros actores armados.
El SG expresó profunda preocupación por la presencia de tanques y armas pesadas pertenecientes a las Fuerzas Armadas Sirias y otros grupos armados en el área de separación, instando al Gobierno Sirio, así como también al resto de los grupos armados, al cese de los bombardeos aéreos y de las actividades militares en Siria, así como también, en la zona de operaciones de UNDOF. 
Las consultas se centran en las recomendaciones del SG, sobre la necesidad de respetar el Acuerdo de la Separación de las Fuerzas por parte de las Fuerzas de Defensa de Israel y el Gobierno Sirio, permitiendo de esta forma el retorno de UNDOF a la zona de separación, así como también la seguridad de su personal. 
Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.
11.- Debate Abierto “Mantenimiento de la Paz y Seguridad Internacionales: solución de conflictos en el Medio Oriente y África del Norte y la lucha contra la amenaza terrorista en la región”. Presidió el Ministro de Relaciones Exteriores de la Federación de Rusia, Sr. Sergei Lavrov. Participó el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, Sr. Heraldo Muñoz. (Miércoles 30 de septiembre).
Antecedentes:

El objetivo de esta reunión de alto nivel convocada por la Federación de Rusia fue realizar un análisis holístico de los diversos conflictos en el Medio Oriente y el Norte de África y considerar vías de reforzar la acción colectiva para prevenir las crisis y promover la paz. 
Según la Nota Conceptual circulada por los organizadores, que la discusión se centra en cómo enfrentar la amenaza terrorista, superar la discordia inter- religiosa y sectaria y proveer asistencia humanitaria y económica para los Estados afectados, entre otros puntos. 
El Debate ofreció la oportunidad para reiterar nuestra condena inequívoca a todos los actos, métodos y prácticas terroristas, en todas sus formas y manifestaciones, dondequiera que tengan lugar y por quienquiera que sean cometidos, independientemente de su motivación. 
Asimismo, y como lo hemos hecho en sucesivas reuniones en el Consejo, expresa la necesidad de analizar las causas subyacentes de los conflictos. En este sentido, planteamos el vínculo entre desarrollo inclusivo, la paz y seguridad internacionales, porque tenemos la convicción de que las crisis están asociadas a distintos formas de exclusión socio-económica, de género, étnicas, tribales, religiosas o ideológicas.
Acción del Consejo de Seguridad: Se adoptó una Declaración de la Presidencia.
(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD G., Dirección de Asuntos Internacionales, Cámara de Diputados”.
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*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


1 La tramitación completa del mensaje se encuentra disponible en la página web de la Cámara de Diputados: http://www.camara.cl/


� Recomendó al Estado que “revise su legislación y despenalice el aborto cuando se trate de abortos terapéuticos y cuando el embarazo sea consecuencia de violación o incesto” (Examen de los informes presentados por los Estados partes de conformidad con los Artículos 16 y 17 del Pacto, Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales Chile, 33° período de sesiones, 1° de diciembre de 2004, E/C.12/1/Add.105, Párrafo 52). 


� Ha exhortado a Chile a “revisar su postura de penalización de la interrupción del embarazo en toda circunstancia, incluso en los casos de violación, incesto y situaciones en que corre peligro la vida de la madre” (Examen de los informes presentados por los Estados partes con arreglo al Artículo 22 de la Convención, Observaciones finales Chile, 44° período de sesiones, 23 de Abril de 2007, CRC/C/CHL/CO/3, Párrafo 56).


� , En los exámenes de sus informes de 2006 y 2012 ha manifestado en forma consistente que la actual legislación sobre la interrupción del embarazo es deficitaria y que requiere de una modificación por parte del Estado. En las observaciones finales de 2006 expresó “su preocupación por la insuficiencia del reconocimiento y la protección de los derechos relacionados con la salud reproductiva de la mujer en Chile. Le sigue suscitando preocupación el hecho de que el aborto en cualquier circunstancia constituya un delito enjuiciable con arreglo a la legislación chilena, lo que puede llevar a las mujeres a la búsqueda de abortos inseguros e ilegales, con los consiguientes riesgos para su vida y su salud, así como por el hecho de que los abortos clandestinos sean la causa principal de mortalidad materna. […]. El Comité recomienda que el Estado Parte considere la revisión de las leyes relativas al aborto con miras a suprimir las disposiciones punitivas aplicables a las mujeres que se someten a abortos y les dé acceso a servicios de calidad para tratar las complicaciones derivadas de abortos inseguros y reduzca las tasas de mortalidad materna, de conformidad con la recomendación general 24, relativa a la mujer y la salud, y la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing” (Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: Chile, 36° período de sesiones, 25 de agosto de 2006, CEDAW/C/CHI/CO/4, Párrafos 19 y 20). En el examen del informe de 2012, el Comité lamentó profundamente que hayan fracasado iniciativas legislativas en especial “en los supuestos de riesgo para la salud o la vida de la madre, grave malformación del feto o violación” e instó al Estado que “[r]evise la legislación vigente sobre el aborto con miras a despenalizarlo en los casos de violación, incesto o riesgo para la salud o la vida de la madre […]”(Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto de Chile, adoptadas por el Comité en su 53° período de sesiones (1° a 19° de octubre de 2012), 53° período de sesiones 12 de noviembre de 2012, CEDAW/c/CHL/CO/5-6, Párrafo 34 y 35 letra d).


� Ya en 1999, el Comité había señalado que “[l]a penalización de todo aborto, sin excepción, plantea graves problemas, sobre todo a la luz de informes incontestados según los cuales muchas mujeres se someten a abortos ilegales poniendo en peligro sus vidas. El deber jurídico impuesto sobre el personal de salud de informar de los casos de mujeres que se hayan sometido a abortos puede inhibir a las mujeres que quieran obtener tratamiento médico, poniendo así en peligro sus vidas. El Estado parte está en el deber de adoptar las medidas necesarias para garantizar el derecho a la vida de todas las personas, incluidas las mujeres embarazadas que deciden interrumpir su embarazo. En este sentido el Comité recomienda que se revise la ley para establecer excepciones de la prohibición general de todo aborto y proteger el carácter confidencial de la información médica” (Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Chile, 65º período de sesiones, 30 de marzo de 1999, CCPR/C/79/Add.104, párrafo 15). En 2007, asimismo, manifestó su “preocupación por la legislación indebidamente restrictiva del aborto, especialmente en casos en que la vida de la madre esté en peligro. Lamenta que su gobierno no tenga planeado legislar en la materia. (Artículo 6 del Pacto)” (Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos Chile, período de sesiones, 17 de abril de 2007, CCPR/C/CHL/CO/5, párrafo 8).


� Cfr. EVANS de la Cuadra, Enrique, "Los Derechos Constitucionales”. Tomo 1, p. 99.


� Cfr. CEA Egaña, José Luis, "Derecho Constitucional", Tomo II, p. 106.


� Actual artículo 119 del Código Sanitario.


� Cfr. VIVANCO, Ángela, "Curso de Derecho Constitucional. Aspectos Dogmáticos de la Carta Fundamental de 1980", Tomo II, p. 282.


� Cfr. Actas Oficiales de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución, sesión N° 87, p. 21. El comisionado Ovalle también consideraba excepcional permitir el aborto en caso de violación (Ibídem, sesión 87, p. 11).


� Cfr. Ibídem, sesión 89, p. 9.


� Cfr. Ibídem, sesión 90, p. 15. En particular, el comisionado Silva Bascuñán sostuvo que el aborto terapéutico es la aplicación de "un principio inaceptable para el Derecho de que el fin justifica los medios", argumentando que cualquier aborto sería incompatible con el mandato constitucional.


� CORTE SUPREMA, 30 agosto 2001, RDJ, t. XCVIII, seco5°, pp. 199-208, c.17°.


� Senado, Legislatura 339. Sesión 21. Fecha 03 de marzo de 1999, Historia de la Ley 19.611, p. 152 - 154. El señor BOMBAL.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero solicitar una aclaración previa y, con ella, pedir que se recabe el acuerdo de la Sala en orden a dejar una constancia en actas para la historia fidedigna del establecimiento de la norma constitucional que se modifica a través del proyecto en debate. Mi solicitud de aclaración está destinada al señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y dice relación al hecho de que, con la enmienda propuesta en el N° 1) del artículo único de la iniciativa - sustituye en el inciso primero del artículo 10 de la Carta Fundamental la expresión "Los hombres" por "Las personas"-, en lo sucesivo alguna doctrina podría pretender sostener que sólo es persona y, por ello, sujeto de derecho el individuo que ha nacido, con lo cual la criatura concebida y no nacida no tendría la calidad de persona. A mi juicio, dicha aclaración es esencial, porque, con la finalidad de evitar la discriminación contra el género femenino, eventualmente podríamos estar dando paso a una discriminación peor y más grave. Tal como lo señalé en mi discurso durante su discusión general, votaré en contra de este proyecto, pues estimo que los elevados fines que persigue -por cierto, los comparto- no se alcanzan con él. Muy por el contrario, estoy convencido -y así lo hice saber- de que abre la puerta a numerosas discriminaciones tan odiosas como las que se pretende enmendar. Historia de la Ley N° 19.611 Página 153 de 249 DISCUSIÓN SALA Por de pronto, soy de aquellos que piensan que las mujeres chilenas - especialmente las más pobres y desmejoradas- están esperando iniciativas mucho más concretas para mejorar su condición. Por lo tanto, sobre la base de la aclaración pedida, solicito formalmente a la Mesa que recabe el acuerdo de esta Sala con el objeto de hacer constar en forma expresa, para la historia fidedigna del establecimiento de la norma pertinente, que, ante el hipotético caso de que este proyecto se convierta en norma constitucional, jamás se podrá desprender de él que, en conformidad a nuestro ordenamiento fundamental, se es persona y, por ello, sujeto de derecho a partir del nacimiento, pues este asunto ya fue zanjado por otra norma constitucional. En la especie, el artículo 19, N° 1°, de la Carta, al proteger la vida del que está por nacer, lo hace luego de que en el epígrafe de aquel precepto se dispone expresamente que "La Constitución asegura a todas las personas:"; es decir, que la criatura que se encuentra por nacer es persona y sujeto de derecho desde su concepción. Al tenor del N° 1° del artículo 19 y del artículo 1° de la Constitución, de aprobarse la reforma de este último, podría darse pie para que la doctrina planteara la existencia de contradicción entre ambas normas fundamentales. En consecuencia, señor Presidente, solicito que así lo acuerde la Sala, pues no basta una simple constancia en actas. Para que el intérprete pueda citar con autoridad la historia fidedigna del establecimiento de la ley, debe basarse en un acuerdo del órgano legislativo con potestad suficiente para crear, interpretar auténticamente, modificar o derogar la norma de que se trata. Solicito, entonces, que el señor Presidente de la Comisión de Constitución efectúe la aclaración pertinente y que, hecha ésta, si procediere, se recabe el acuerdo del Senado en la dirección que señalé. Gracias, señor Presidente. (...)


El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si tenemos presente el objetivo del mensaje -éste señala que se trata de un proyecto de reforma constitucional que establece igualdad de oportunidades para hombres y mujeres-, observamos que no se pretende innovar el tenor del actual artículo 1° de la Constitución. En consecuencia, no parece posible desprender un significado distinto del que hoy tiene la expresión "Los hombres". De manera que la interpretación del Honorable señor Bombal, a mi entender, es correcta. Creo que, si se aprueba este proyecto - parece que así va a ocurrir-, la interpretación dada a la referida norma deberá seguir, porque no se modifica su sentido con la expresión "Las personas", agregada en la Comisión a sugerencia del Senador señor Hamilton. Ese hecho no altera la búsqueda de igualdad como objetivo central de la iniciativa y no cambia la noción sobre el término "persona", que, dentro de la tradición jurídica, ha incluido como sujeto de derecho al que está por nacer.


(...)


El señor RÍOS (Vicepresidente).- Se dará por aprobado, en consecuencia, lo planteado por los Senadores señores Larraín y Bombal.


� Historia de la Ley, Constitución Política de la República· de Chile de 1980, artículo 66, quórums de aprobación, modificación o derogación de leyes, p. 5.


� 11 Cfr. CEA EGAÑA, José Luis "Bases para la Interpretación Auténtica de la Constitución ", Revista Chile de Derecho, Vol. 6, n° 1-4, 1979, p.284-297.


� Íbidem, p. 287.





� Ley 20.584 que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud


Artículo 15.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, no se requerirá la manifestación de voluntad en las siguientes situaciones:


 a) En el caso de que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo anterior supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en la ley, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.


 b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, de su apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.


 c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se adoptarán las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.


� Artículo 8º.- Toda persona tiene derecho a que el prestador institucional le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los siguientes elementos:


 a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas.


 b) Las condiciones previsionales de salud requeridas para su atención, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud.


 c) Las condiciones y obligaciones contempladas en sus reglamentos internos que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales.


 d) Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias.


 Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención de salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministro de Salud.


 Los prestadores individuales estarán obligados a proporcionar la información señalada en las letras a) y b) y en el inciso precedente.


	


� Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional.


 Cuando la condición de la persona, a juicio de su médico tratante, no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información a que se refiere el inciso anterior será dada a su representante legal, o en su defecto, a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos indicados en el inciso precedente.


 Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquellas en que la falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital o secuela funcional grave para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante las condiciones en que se encuentre lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida. La imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención de salud de emergencia o urgencia.


 Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares apropiados para ello.





1 Decreto 14 del año 2010, artículo 2.


2 http://catastroeleam.senama.cl/


1 Los datos fueron obtenidos desde el sitio � HYPERLINK "http://www.mifuturo.cl" �www.mifuturo.cl�. Al obtenerse los datos respectivos, el sitio realiza la siguiente nota al pie: “La duración formal de la carrera se refiere al número promedio de semestres en que está distribuido el plan de estudios de la carrera más el proceso de titulación, según lo informado por las instituciones que imparten la carrera. La duración real de la carrera es el número promedio de semestres que demoran los estudiantes, desde que ingresan al primer año de la carrera hasta que se titulan. El dato de duración real en este caso se ha obtenido a partir de los titulados del año 2013.”





